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(CONCLUSiÓN)

CAUSA CXLV

R.ecurso extraordinario deducido de hecho por don Luciano
Pertierra en los autos sobre convocatoria de acreedores.

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario pre-
visto en el artículo 14 de la ley número 48 en un caso en
que se trata exclusivament~ de la aplicación é interpreta-
'tión de la ley de quÍebras. .

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

Suprema Corte:

En los autos sobre convocatoria de acreedores iniciados
por el señor Luciano Pertierra, esta cámara dictó á foja

.,- 101 un auto confirmando la resolución del sefíor juez de
comercio do~tor Angel M. Casares, que rechazaba el con-
cordato ofrecido por el deudor. Habiéndose presentado el
referido Pertierra á foja 103 pidiendo se declare nulo todo
lo actuado en esta instancia por no haberse dado interven-
ción al señor fiscal, el tribunal pronunció á foja 104 la
resolución que á continuación se transcribe:
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«Buenos Aires, octubre 31 de 1908. Autos y vistos: Con-
siderando que el ministerio fiscal sólo es parte en esta
clase de juicios á los efectos expr~samente consignados en
el artículo 16, capítulo 2 de la ley de quiebras y que, por
otra \ parte, la nulidad no podía en todo caso ser alegada
sino por la parte cuya audiencia ha sido omitida, no se
hace luagr á lo solicitado en el precedente escrito y devuél-

vánse.
Repóngase el sello.

Men'dez-Perez-E stevez
(ante mi) Jaan del Cam-

pillo.

De este auto pidió' reposici1n al señor Pertierra á foja.
106, entablando 'en subsidio el recurso de apelación par.a
ante esa suprema corte, recurso que esta cámara denegó
á foja 108 por no tratarse de ninguno de los casos á que
se refiere el artículo 14 de 1a ley de 14 de setiembre de
1863 sobre jurisdicción y competencia de los tribunales na-
cionales, cuya' resolución fué notificada al recurrente con

fecha veinte del actual.
Es cuanto tiene esta cámara que informar á V. E., á

quien Dios guarde.

Ramon Mend'ez-Carlos
Miguel Perez-Miguel
Esteves---Diego Saavc-
dra-It¡an del Campi-
Uo, Secretario.
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

Bu~nos Aires, Diciembre 18 de 190X

Suprema Corte:

7

La sentencia que dictó la cámara comercial de la capital
'y cuyo texto .transcribe su informe de foja 6, no es suscepti-
ble del recurso que se trae á V. E., en calidad de ex-
traordinario.

Rehusada la. nulidad que el recurrente interpuso de sen-
tencia anterior de esa cámara, á inérito de' una disposi-
ción de la ley de quiebras, que siendo una ley' que modifica
el código de Comercio', se reputa como formando parte del
"mismo, como V. E., lo tiene establecido antes de áhora,
y siendo, además, base de lo resuelto, otra, consideración
notoriamente de orden común, el caso no encuadra en nin-
guno de los incisos del artículo 14 de la ley 48, cayendo
más bien dentro de la excepción que expresamente consigna
el artículo 15 de la misma ley.
En consecuencia, opino y pido á V. E., declare bien dene-

gado el recurso, mandando devol ver los como corresponde.

Julio ,Botet.

FALLO DE LA. CORTE SUPREMA

Bueno Aires, Diciembre 24 <le 1908

Autos y vistos:

y considerando:

Que en el caso se trata exclusivamente de la aplicación



8 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

é interpretación de la ley de quiebras, ó 'sea del código de
Comercio., y de conformidad con lo dictaminado por el señor
procurador general, se declara 'bien denegado el recurso.
Notifquese con fel original y repuesto el papel archívese.

A. BER}IEJO.--OCTAVIO. BUNGE-

NIQANOH G. DEL SOLAR.-

---C. MOYANO GACITÚA.

CAUSA CXLVI

Gustavo Welchli contra la provincia de Santa Fe, por .
.reVl'indicación

Súmario: Es improcedente la acción reivindicatoria y las
condenaciones accesorias pedidas por frutos é intereses,
si no resulta que el demandado haya estado en poseción
de la tierra reivindicada, en el momento de promoverse
el juicio ni que haya dejado de poseerla por dolo ó hecho
suyo para imposibilitar la acción.

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

FALLO DE J~A SUPUEMA CORTE

Buenos Aires. Diciembre 26 de 1908

y vistos:

Los autos seguidos por don Gu.stavo \Velchli contra la
provincia de Santa Fe, sobre devolución de dos fracciones
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de tierra y pago de frutos é intereses, de los que resulta
lo siguiente:
Don Emilio Basavilbaso, deduce la demanda en representa-

ción ,de don Gustavo Welchli, diciendo:
Que su representado posee dos fracciones de tierra en

la ciudad de Santa Fe y obtenía de ellas unaé renta ~e
más de pesos 2.000 al año, cuando á principios de 1901,
el gobierno de la provincia declaró la necesidad de expro-
piarlas para las obras del puerto proyectado en dicha ciudad
é inició el juicio de exproiación ante los tribunales locales,
tomando posesión de ambos lotes en 4 de mayo de 1901..
En el referido juicio opuso su representado la exepción de

incompetencia, que fué reconocida por auto de agosto 14
de 19O1, pero la provincia se abstuvo. de iniciar ante esta
corte el juicio correspondiente, conservando, no obstante,
los terrenos en su poder.
El gobierno de Santa Fe desiste, después, de la expro-
piación, por no requerirse ya la utilización de esos terrenos
para las obras del puerto, según los planos definitivos últi-
mamente aprobados.
En consecuencia, procede la acción de reivindicación que

deduce, con más las acciones relativas á la devolución de
los frutos, intereses, gastos y costas.
La cantidad adeudada por arrendamiento y sus intereses,

asciende á pesos 10.500 moneda nacional, á la que se agre-
ga la de pesos 230 por gastos en el juicio de expropiación,
y la suma de pesos 3.000 en que estima los perjuicios que
ha sufrido por la imposibilidad de disponer de los terrenos.
Termina pidiendo se condene al gobierno de la provin-

cia á devolver á su representado las dos "fracciones de tierra
que ocupa, y á pagar la cantidad que corresponda por fru-
tos, intereses y perjuicios.
El representante de la provincia de Santa Fe, pide el

rechazo de la demanda, con costas y dice: El actor afirma
que su representa'do inició juicio de expropiación en 1901

I
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. ~-

ante los tribunlaes locales, y que desistió de ésta por no
requerirse los terrenos para las obras del puerto; que no
obstante los retiene en su poder, que por tal motivo se
ha visto privado de aprovechar sus frutos y se le han
ocasionado perjuicios y gastos por las sumas que expresa.
La provincia reconoce como exactas las dos primeras afir-

maciones, pero rechaza las últimas, porque la propiedad y
la posesión de hecho y de derecho la tiene actualmente el
actor, y si no ha usufructuado las pingües rentas .que los
terrenos le producían, será por su incuria y abandono.
De aquí. resulta que 'no es caso ni ocasión de ejercitar las

acciones de reivindicación y accesoria de daños y perjuicios.
Recibida la causa á prueba se produjo por parte del actor

la que corre de f.oja 42 adelante, y habiendo alegado las
partes sobre su mérito, se llamó autos para sentencia.

y considerando:

Que según aparece de las propias manifestaciones del actor;
corroboradas por la prueba producida, los terrenos á que
se refiere la demanda, habían sido entregados con anteriori-
dad á ella, por el gobierno de Santa Fe á la nación ó á
empleados de ésta, encargados de la obra del puerto que
debía' construirse en la ciudad dé Santa Fe (foja 43, !etras
e, f, g, y h) é informe de fojas 71 á 92).
Que, no hay constancia de que los mismos terre.nos se

devolvieran por la nación á dicha provincia de Santa Fe,
pues, habiéndose solicitado informes entre otros puntos, sobre
si era cierto que aquéllos, fueran alambrados por cuenta
del gobierno nacional y sobre si era igualmente cierto que
cuando se abandonó el proyecto de construcción del Puerto
Nuevo, la dirección de Obras Hidráulicas mandó levantar
el alambrado á fin de que el gobierno de Santa Fe pudiera
restituir dichos terrenos á su dueño, contesta al respecto
el poder ejecutivo, que se deduce de la nota :de 25 de agosta
de 1902, qQe la extracción del al~mbrado se hiz.o por la direc-
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ción general de obras Hidráulicas, «sin poder precisar la
razón de esta disposición» (fojas 89 Y 91, 8. a).
Que no resulta as!, que l.a demandada haya' estado en pose-

sión de las tierras reivindicadas en el momento de promo-
verse el juicio, ni que haya dejado de poseerla~ por dolo'ó
hecho suyo, para dificultar ó imposibilitar la reivindicación,
y' es, por lo tarÚo, improcedente esta acción. y las condena-
ciones accesorias pedidas, sin perjuicio de que pueda hacer
valer en formas los ,derechos que le correspondan. (Ar-
ticulo 2758, 2783 y 2785 del código Civil).
Por estos fundamentos, se. dedara no haber lugar á la

demanda sin especial condenación en costas, en atención
á la naturaleza de la causa.
Notifiquese con el orig\nal y repuestos el papel, archívese.'

OCTAVIO BUNGE - M. P.
DARACT.- C. :MOYANO
GACITUA. En disiden-
cia: A. B'ERME.JO-NI-
CANOR G; del SOLAR

DISIDENCIA

Ruenos Ail'fS, Diciembre 26 (le 1908

Vistos estos autos, de los que resulta:

Que don Emilio Basabilbaso,.en representación del doctor
don Gustavo Weichli, demanda á la provincia de Santa Fe,
pidiendo sea condenada á devolver á su representado dos
tracciones de' tierra de su propiedad que' fueron ocupadas
por orden del gobierno de la misma, á los efectos de una
expropiación, que no se ha llevado á cabo, con los arrenda-
mientas, intereses

J
gastos, perjuicios y costas que se adeu-

dan' á su. representado.
Acompaña las escrituras públicas de propiedad. y agrega

que á .principios de 1901, el gobierno de Santa Fe declaró
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la necesidad de expropiar ambas fracciones para las obras
del puerto proyectado, é inició el juicio de expropiación ante
los tribunales locales, tomando posesión de ambos lotes en
4 de mayo de 1901.

Que declarada la incompetencia' del juez local, por auto
ejecutoriado de 14 de agosto de 1901, la provincia se abs-
tuvo de iniciar ante esta corte el correspondiente juicio de
expropiación, no obstante la circunstancia de conservar en
su poder, .como, lo retiene todavía, los terrenos de su repre-
sentado.

Que entabla la acción de reivindicación y sus accesorios,
estimando los frutos é .intereses en pesos 10,500 moneda
nacional, á los que debe agregarse pesos 230 á que ascen-
dieron los gastos del juicio que inició la provincia, y la
¡urna de tres mil pesos en que estima .los perjuicios que ha su-
frido por la imposibild-iad de disponer de esos terrenos, lo
que forman un total de pesos 13.830 moneda nacional, que
r.eclama como indemnización, más los acrecidos hasta el día
de la restituc~ón de los terrenos y pago de las sumas expre--
sadas y las costas del -juicio.

Que contestando la demanda el representante de la pro-
VInCia de Santa Fe" expresa ;
Que reconoce que su representada inició juicio de expro-

piación en que el tribunal se declaró incompetente. por auto
ejecutoriado de agosto 14 de.190 1, y que ha desistido de esa
expropiación por no requerirse esos terrenos para las obras
del puerto;

Que. niega que la provincia conserve esos terrenos en su
poder.

«La propiedad y la posesión de hecho y ,de derecho la
tiene actualmente el actor».

Que para el caso hipotético de.que la provincia fuera pasi-
ble de daños y perjuicios, rechaza lo que reclama el actor
por ser exhorbitantes y fantásticos, y por no haber sido con-
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'denada en costas, en el juicio en que fué declarada la incom-
petencia, de los tribunales locales.
Que recibida la causa /á prueba, se produjo la que expresa

el certificado de foja. 97, y presentados los alegatos so-
bre su mérito, se llam6 auto para sentencia.

y Considerando:

Que el derecho de propiedad del Dr. Gustavo Weichli, sobre
los dos lotes de terreno que forman el objeto 'de la pre-
sente demanda, está fuera de discusión, pues que ese derecho,
independientemente de las escrituras públicas acompañadas,
ha sido reconocido por la provincia demandada, la que se
ha limitado á manifestar á este respecto, en su contestación,
que <da propiedad y la posesión de hecho y de derecho, la
tiene 'actualmente el actor».
Que, en la prueba producida consta que el gobierno de

Santa Fe consignó judicialmente á la orden de don Gustavo
\Veichli, la cantidad de pesos 19.972,50 moneda nacional
In que habían sido tasados' esos terrenos, y tomó posesión
de ellos, poniéndolos á disposición del ingeniero Van Don-
selaar, representante del ministerio nacional de Obras PÚ-
b¡¡"cas.

En el testimonio de las actuaciones por expropiación, pro-
movidas ante el juzgado de lo civil y comercial de Santa Fe,
tercera nominaéión (fijas 102) Y en el documento corri'ente
foja 81, consta el decreto expedido por aquel gobierno, con
;'echa 8 de ,marzo de 19 O 1, en el que se consigna lo siguiente:
«Santa Fe, marzo 8 de 1901.-Atenta la discoMormidad

con el precio fijado por el perito 'Maciá manifestada por los
propietarios interesados en la expropiación" en vista de la
urgencia en proceder á la ocupación de los terrenos á ex-
p:'opiar para la construcción del puerto en esta capital, y'
teniendo en' cuenta las prescripciQnes de la 1ey de 15 de
octubre de 1867 en los artículos 4° y 6°, se resuelve:
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'.'. ~

Consignar judicialmente á la orden de los propietarios,
el precio de tasación de los terrenos expropiados, del que
corresponde la cantidad de pesos 12.535 moneda nacional
á la señora Juana Candioti de Barraco y pesos 19.792,5 O mo-
neda nacional al señor Gustavo \Veichli, librándose al efecto,
el oficio correspondiente al Banco Provincial, para que de
los fondos existentes en ese establecimiento á la orden del
gobierno, transfiera á la cuenta de depósitos judiciáles la
tmtidad antes expresada; tomar inmediata posesión de los
terrenos ei{propiados, á cuyo efecto se hará saber al represen-
tante del ministerio nacional de Obras Públicas, ingeniero
Antonio Van Donselaar, que puede proceder á la ocupación
de dichos terrenos bajo la responsabilidad de la provincia,
y con la ayuda de su fuerza pública, si fuere necesario; remitir
este eX'pediente al señor fiscal de gobierno y tierras públicas,
para que inicie y prosiga los juicios de expropiación, con-
forme al artículo 60 de la ley citada hasta obtener la escri-
turación de esos terrenos en favor del Excmo. Gobierno Na-
cional.-ITuRRAsPE.-Carlos A.Alda.o».
Que ocupados así esos terrenos por el gobierno de Santa

Fe, «bajo la responsabilidad de la provincia para ponerlos
á la disposición del Gobierno Nacional, á los fines de la cons-
trucción del puerto. que se proyectaba», debió restituirlo's á
su dueño, desde el momento que no promo'vía ante el juez
competente el correspondiente juicio de expropiación y que-
liaba sin efecto el proyecto de nuevo puerto que había moti-
vado la expropiación.
Que, dados los términos en que se ha trabado la litis

contestación, reconociendo la provincia que inició el juicio
de expr~piación ante un juez que se declaró incampetente, y
qüe «el gobierno ha desistido de la expropiación por no re-
.luerirse esos terrenos para la obra del puerto», desde que
se ha probado' que, al iniciar aquel juicio y consignar el
precio de tasación que existe aun "depositado (foja 110 vueÍta)
ocupó esos terrenos, debió probar que en alguna forma
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legal volvieron ellos á 1a posesión de su propietario, doctor
Welchli, desde que dejaron de ser utilizables en la obra pro-
yectada.

QUE;,no es por ello admisible lo manifes'tado en el alegato
de foja 119, de que tomó posesión provisoria de esos terrenos
y la 'trasmitió al Gobierno Nacional, desde que ello no se con-
cilia con lo aseverado en su contestación, á saber, que la pro-
vincia desis.tió de la expropiación y que la propiedad y la pose-
sión de hecho y de derecho la tiene actualmente el actor.
Si poseía á nombre de otro, ó había transferido la posesión

á un tercero, en el juicio debió manifestarlo, en su contesta-
ción á la demanda, (artículo 2782 del código Civil).
Que p'or ello, procede se declare, que la provincia está obli-

gada á restituir al doctor Gustavo \Velchli los terrenos objeto
de la demanda.

Que en concepto 'de frutos é intereses, el actor reclama
de la provincia la cantidad de pesos 10.500 moneda nacional.
Que esa reclamación es exajerada, se infiere de la sitUá-

ción y superficie de esos terrenos y de los mismos testimonios
ofrecidos por el actor, á lo que se agrega, que se trata' de una
ocupación de sólo tres años y meqio, ó sea, desde el 4 de
mayo de 1901 hasta la presentación de la demanda en No-
viembre de 1904.

De los tres testigos ofrecidos por el actor, el primero,
Schickendantz se refiere á un arrendamiento de" 600 pesos
moneda nacional por seis meses cada año, ignorando la
extensión del terreno (foja 55), el segundo, Juan A. Fer-
J:ández, expone que pagó pesos 5 moneda nacional por mes,
lo mIsmo que otros o.cho individuos (foja 66); y el tercero

I
José Couran, sólo sabe que la compañía francesa pagó pesos
600 de arrendamiento, pero no recuerda por qué extensión,
ni por qué plazo (foja 68).
Que siendo indudable que el actor ha sido perjudicado con

la privación de los frutos correspondientes á la posesión
dc sus terrenos, cuyo precio ha estado y está aún depositado
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(foja 110 vuelta) á las resultas de una expropiación de que
-a provincia desistió, y no existiendo prueba concluyente res-
pecto al importe de esos frutos, es de aplicación, en el caso,
lo dispuesto en el artículo 220 del código de procedimientos
de la capital.
Que, en vista de los testimonios citados, fojas 55, 66 y 68

de las constancias del informe pericial de foja 102, y lo
manifestado por el representante de la provincia, al examinar
la prueba á foja 124, puede fijarse como límite del juramento
á d,eferirse, la cantidad de pesos 1.300 moneda nacional.
Que, respecto á las partidas de pesos 230 por gastos del

juicio .de expropiación y pesos 3.000 por perjuicios atri-
buidos á la imposibilidad de disponer de esos terrenos, co-
rresponde su rechazo, pues ninguna prueba se ha producido
al respecto, en cuanto no estuviere comprendida en hi partida
que se cobra por frutos é intereses.
Por estos fundamentOs, se de~lara que la provincia de

Santa Fe está obligada á restituir: al doctor Gustavo \¥ elchli,
dentro de diez días los terrenos objeto de esta demanda,
con más la indemnización que el mismo fijará bajo jura-
mento, dentro de lacanti~ad de pesos 1.300 moneda; nacional,
y los intereses de esa cantidad á estilo de banco, desde la
notificación de la demanda.
Cada parte pagará sus costas, por no haber prosperado la

demanda en todas sus partes.
Notifíquese con el original y repuesto el papel, archívese.

A. BERMEJO - NICANOR G.
del SOLAR
\~
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Caso: Lo explican las siguientes piezas.

AUTO DEL .JUEZ FEDERAl" DEL ROSARIO

ROSltrt'o, Septiembre 9 de 1908

y "isto: este incidente sobre competencia negativa pro-
movido por el seílor Loveday y ante 'el juzgado federal de la
C~pital á cargo del doctor Rodríguez La'rreta, quien fué
exhortado por el proveyente para la citación del primero;
el pronunciamiento de este último avocándose el conocimiento
del proceso que ha originado esta citación, en CUanto se re-
lacioné: con la persona del sellor Lo\'cday; 10 dict<~m¡T1a(i0

por el señor fiscal en su memorial corriente á foja 7 ..
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Considerando:

10 Que es confoJine con princIpIOs de que informa ,el
lerecho procesal en materia de competencia judicial, que
esta .situación creada por la ley á los jueces en presencia
de las causas, cuaquiera que sea su naturaleza ó índole, una
vez determinada, es y' tien~ que ser forzosa y necesariamente
absoluta é indivisible ;' á lo menos en cuanto ella tiene atin-
gencia con la jurisdicción' ó sea con la facultad de adrhinistar
justicia.

20 Que de no ser así se iría hasta admitir como jlJrídico
J.:1. ca-existencia de dos ó más jurisdicciones obrando simul-
táneamente y con facultades propias en una misma causa,
vale decir, dos ó más jueccs actuando en forma cOIicomitante
en un sólo proceso; estado éste que sobrc' destruir la unidad
de pensamiento y de acción, que debe reinar en todo juicio
por motivos que, por ser tan obvios resulta ocioso el consig-
narlos, importaría evidentemente la consagración de un ver-
dadero absurdo.

3. o Que dentro de la premisa apuntada en el considerando
;Irimero, surge como corrclario lógiéo y necesario: que el
juez llamado á entender en un proceso, lo es tanto para lo
principal como paca s'us incidencias; entendiéndose por lo
primero todos aquellos' pormenores de investigación que
se relacionan directamente con la per'sona ó personas del
procesado ó procesados y con el cuerpo del delito ó delitos;
y por lo segundo, todos los detalles que se refieren á los
demás elementos que entran en la formación de todo 1)roceso,
C0l110 ser test\gos, peritages, verificaciones de citas, inspec-
ciones, to'dos .los que responden á un solo y único fin: el
esclarecimiento de la verdad.

4. o Que las tendencias de. la legislación procesal en su
evolución progresiva y en las nociones que tienen contacto
con los asuntos de competencia, son decididamente favora-
bles al principio de la indivisibilidad de la jurisdicción que
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se sostiene por el proveyente y se demuestra de una manera
evidente con sólo recordar que el recurso que más.direct,a-
mente lo afectaba y que era el derecho de «avocar»; derecho
que sobre ser odioso cuando se ejercitaba, solo servía para
causar erogaciones á los litigantes y retardos sensibles en
las actuaciones, ha sido borrado de casi todo los códigos del
mundo como contrario y perjudicial á los altos propósitos que
se persiguen al administrar justicia.
5. o Que es exacto que una de las circunstancia que deter-

minan Ia compe,tencia del juez llamado á entender en un
asunto, en tésis gel}eral, es el domicilio; pero si esto es
cierto, no 10 es menos qu'e existe otro igualmente legal y
que tiene preellninencia en 1a generalidad de los casos y,
muy especialmente si se trata de delitos ó crímenes .
.¿ Cuál es ésta? El lugar de la ejecución del hecho genera-

dor del crimen ó delito, siendo las razones las siguientes .
.1 J Qne la ;";~l(.bé'. del (1("lno ó del crim-~n es más factibl~

y mcnos onerosa en el lugar que se cometió y no en otra
parte.
b) La cjemplarización del castigo; lo que equivale á de-

cir que el castigo aplicado á un cklincuente en el sitio donde
delinquió, causa mayor sensación que si éste se le infligiese
en otrO lugar donde muchas veces 111 noticia se tiene del
mIsmo.
6. o Que es evidente que el hecho que ha dado márgen á

la formación del proceso por defraudación y en el cual se
le llama á declarar al señor Loveday, ha sido cometido
en esta capital; circunstancia ésta que define neta y clara-
mente la competencia de este tribunal para entender en el
mismo. desde su iniciación hasta su completa terminación,
salvo que se produzcan causas legales en contrario.
7.0 Que así las cosas y cualquiera que sea la hipótesis

en que se coloque al señor Loveday'en este proceso, e3 decir,
ya se le considere como procesado 6 ya se le tome como tes-
tigo, no tiene ni puede 'tener otro juez natural ante quien
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debe comparecer y responder, que el proveyente; tanto más
SI ¡e tiene presente el texto explícito de los <\;rtículos 195
y 272' del código de Procedimientos en lo Criminal.

8.0 Que el artículo citado por el juez exhortan te en defensa
de su tésis, inteerpretado en su texto y espíritu con ánimo
sereno, está muy lejos de destruir la indivisibilidad y am-
plitud del principio relativo á su jurisdicción que se sostiene
por el proveyente como único legal en el sub iudice.

Apenas si se trata de una simple medida de procedimiento
que no admite otra interpretación, que pna facultad acor-
dada por la ley al juez de la causa,. para delegar en otro
juez, con motivo fundado, su jurisdicción en forma parcial.
en ciertos y determinados casos y sin más propósito que
el de acelerar la solución final del pro'ceso.

9. o Que la argumentación que se hace por el señor juez
exhortante, así mismo, alrededor del pdncipio de la jurisdic-.
ción territorial, que en' su concepto resultaría vulnerada,
exigiendo la comparencia del señor Loveday ante el tribu-
nal del infrascripto, carece en esta emergencia, en absoluto
de aplicación, por la sencilla y muy poderosa razón, de que
como se ha dicho en los considerando s precedentes, el juz-
gaio del infrascripto obra en este caso en plena y absoluta
jurisdicción.

10. Y finalmente que la necesidad de la comparenc"ia del
señor Loveday y su examen personal por el proveyente,
se ha impuesto en este proceso como factor de pri!T!er orden
l1ara el esclarecimiento de la verdad desde el primer momento.
por cuanto siendo él adminstrador general de la empresa
acusada. por defraudación, ninguno má.s indicado que él para
cooperar á que se haga la luz al rededor del hecho delictuoso
que se ha traído á conocimiento del tribunal por denuncia de
parte y cuyo esclarecimiento se persigue hoy por incitación
fiscal.

Por estas consideraciones, lo dictaminado por el señor pro-
cradltor &"eneral fiscal en io pertinente, resuelvo: mant~ner

'- ..
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firme el auto ordenando la comparecencia del señor Loveday
ante este tribunal, negando en absoluto al señor juez de"
la capital doctor Rodríguez Larreta, todo derecho para inter-
Tenir en este proceso, fuera de la forma suplicatoria en que
el infrascripto se le ha dirigido.
En consecuencia y planteada como se encuentra la con-

tienda de competencia, elévense las present'es actuaciones
á la Exma. sup¡'em3. cone con la nota de estilo; y exhór-
tese igualmente al se"Cíor juez promoto:" de la contienda, con
transcripción del presente auto á los efectos que por derecho
hubiese" lugar.
Insértese y hágase saber.

Eugenio Pucio J3cnzo.

AU'!'O DEL JU¡';Z FEDERAL DE LA CAPITAL

Buenos Ah'es' Agost.o 28 de 1908

Autos y vistos":

y considerando:

Que la jurisdicción criminal que el código de Procedimien-
toS atribuye á los jueces para la instrucción" de sumarios y
citación de testigos, no excluye la que por la misma ley tienen
]os tr)l?unales de la misma jurisdicción de distinta provincia,
como que el artículo 205 del referido código indica de una
manera clara y terminante, que en las diligencias del sumario,
cuando hubieren de prac.ticarse fuera del lugar en ql,le tenga
su asiento el juez á quien compete su instrucción, tendrán
lugar por medio de oficios 6 exhortos según wrresponda
al caso,



22 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

Que el recurrente, citado por el señor juez de sección del
Rosario en un sumario sobre defraudación, pára comparecer
ante aquel tribunal á prestar una declaración, amparándose
en el derecho de no ser sacado de sus jueces locales, pide se
declare improcedente dicho mandato, 10 que indudablemente
no contraria á la disposición del artículo 205 ni la del 284
del código de Procedimientos en materia penal, pues nada
obsta á que el sefíor juez exhortante remita los interrogatorios
del caso para ser examinado ante este. juzgado.
Que. si fuera á desampararse al recurrente en su petición,

cuando no se niega á prestar la declaración que se le reclama,
podrí~ llegar el caso si se cumpliera la intimación conteni-
da en el exhorto', que se tomara el caso' como una extradi-
ci6n interprovincial, para lo que faltaría los recaudos ql:e la
ley prescribe á ese efecto.
Por esto y consideraciones de la procedente vista fiscal,

hágase saber al señor juez exhortante que siendo competente
este juzgado para tomar la declaración pedida, deberá remi-
tir: los interrogatorios respectivos, por haberse amparado á
esta jurisdicción el testigo sei'ior H. H. Loveday, á cuyo
efecto se librará el oficio de estilo C'OI1 transcripción de esta
resolución.

I-.loradoRodr~guez Larrefa.

'DICTA)lE~ DEL SEXOR PROCURADOR GE~'ERAL

Buenos Aires, Oetutne 29 de 1908

Suprema Corte:

La presente incidencia susritada entre uno de los jueces
federales de la capital y el del Rosario de Santa Fe, con
motivo del diligenciamiento de un exhorto, para la citación
de un testigo, no es, bajo ningún aspecto, una cuestión de
competencia.



DE JUSTICIA DE LA NACION 23

Se trata de una simple 'cuestión de procedimiento, cual es
el diligenciamiento de un exhorto, la que tiene bien marcado
el camino para su solución dentro' de la ley mis'ma y sin la
intervención de V. E.
Pero aun en el supuesto de que la cuestión suscitada,

fuera una cuestión de competencia, C01110 parecc cntcnderse,
entre dos jueces federales, tampoco correspondería. á V. E.,
dirimirla: está fuera de la enumeración del artículo .g de
la ley 4055, y dentro del téxto expreso del artículo 19 de
esa ley, el que entrega su conocimIento, en .el caso, á la
cámara federl dea apelaciones respectiva.
En consecuencia á V. E., pido se abstenga de pronun-

ciarse' mandando devolver I?s autos al inferior de quién
proceden, para que ajustándose á la ley, resuelva' ú ocurra
á quien corresponda.

Julio Botet.

FALLO DE LA CORTJ~ SUPHE:llA

JJuo.noB Aires. Dicio.m]¡ro. ~n <jo. 1(108

y vistos:

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9 de la ley
número 4055, y lo pedido por el seí'íor procurador general
se declara que esta corte no está llamada á resol ver el
PUJúo debatido por lo s jueces feelerales de la capitaa y Rosario
de Santa Fe ..
Devuélvanse los aul-Os á los ju-zgados ele sus respectivas

procedencias con el of icio de estilo ..
N otifíquese con el original.

A. BERME]O.--OCTAVlO BUNGE.-
-NICANOR G. DEL SOLAR.--
M. P. DARACT.;-C. MOYANO

GAC,ITUA.
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CAUSA CXLVIII

Recurso extraordinario deducido de hecho /Jor don LuIs
Ouerci en autos con José S, Domínguez, sobre eserituraci6n.

Sumario' Es improcedente el recurso extra?rclinário pre-
visto en los artículos 14 ley número 48 y 6.°, ley número
4055, deducido alegando que en la sentencia recurrida se
han desconocí,do las leyes de un provincia sobre proto-
colización de escrituras extendidas en otra provincia,

. Caso; Lo explican las siguientes piezas:

INFORME DE LA CAMARA FEDERAL

Suprema Corte:

Evacuando el informe solicitado por V. E" en el recurso
de hecho por don Luis G(lerci, cúmpleme manifestar lo si-
guiente; Habiéndose celebrado entre el recurrente y don
José S. Dominguez un contrato de compra-venta de un
campo ubicado en San Luis, este ultimo demandó al primero
po,r el cumplimiento de ese 'contrato y fué condenado Guerci
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por el juez. federal de aguella. secci6n á la escrituraci6n, por
haber comprobado el sefíor Domínguez, que había cum-
plido con to'C1as las obligaciones 'que por dicho contrato
p~ivado, estaban á su cargo, sin haber podido conseguir lo
mismo, del señor Guerci, quien protestaba para no escritura¡'
nuevas exigencias que no estaban dentro de lo convenido
en aquel contrato, Esta sent.encia ha sido confirmada con.
tostas por este tribunal, é interpuesto el recurso de apela-
ci6n ante V, E., él ha sido denegado, "en virtuddequenin-
gún momento, ni en primera, ni en esta instancia, se' han
hecho cuestiones sobre constitucionalidad que' pudieran au-'
torizarlo y no encuadran el caso dentro de los enumeradO's
en la ley 4055 y su correlativa númreo 48,
Es cuanto tengo .Que informar. á V, E " á quien Dios guard,e,

Angel Feneyra Cortés.

DICTA~íEN DEL SEROR PROCURADOR GEl\"ERAL

Buenos Aires, Diciembre 14 de 1908

Suprema Corte:

N i de la propia exposici6n del recurrente, ni del informe
del .inferior, se desprende, bajo concepto alguno, la pro-
cedencia del recurso extraordinario que se trae- á V, E,
No se basa, en su fondo, ni en debate constitucional 6 legal

anterior, ni en un acto 6 autoridad ,inválido, ni en la exis-
tencia de un dere~ho privilegio 6 exención desconocidos por
la sentencia que se recurre y' á que se refieren los incis05
pertinentes del artículo '14 de la ley 48, no ajustándose,
por últiu10. ni en su forma, á las elementales exigencias del
artículo 15 de la misma ley,
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EI1' consecuencia pido á V" E., se sirva confirmar la
sentencia del inferior, en el senti¡do de declarar bien dene-
'gado el recurso interpuesto.

Julio Botet.

FALLO DE LA CORTE SUPRE:\fA

Buenos Aires. Diciembre 81 de 1906.

. Autos ¥ vistos:

El recurso de hecho por' apelación denegada interpuesto
por don Luis Guerci, de sentencia pronunciada por la cámara
federal de apelaciones de la capital, en los autos sobre es-
crituración, seguidos por el ~octor José S. Dominguez y

otros.

y considerando:

Que para fundar su re'curso, el apelante alega que en
la sentencia apelada,' se han desconoCido las leyes de la:
provincia de San Luis, sobre protocolización de escrituras
extendi~as en otra provincia, lo que, aun en la' hipótesis
de ser exacto, no autorizada el recurso extraordinario pre-
visto en el artículo 6. o de la ley número 4055, ó artículo
14 de la ley número 48, que se 'propone asegurar la supre-
macía de la constitución y leyes naciona:ies, de conformidad
con el articulo 31 de la carta fundameptal.
Por ello y .de acuer'do con lo expuesto y pedido por~l

señor procurador general; se declara bien denegado el re-
curso.
'Notifíquese con el original y repuesto el 'papel, archívese.

A. BI<}}{'MEJO.-NICANOR G. DEL

SOI.•AR.-M. P. DARA~'J' - 'C.
MOYANO GACITÚA. .....
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Recurso de hecho deducirlo ¡Jor José Camdessanché ('n

autos contra la adminisfraei6n de aleo holes,

Sumario: Es improcedente un recurso deducido de hecho
ante la l:;orte suprema contra una sentencia fundada en
los principios de 'derecho común que rigen la prescrip-
ción, en un asunto contra el fisco nacional, sobre cobro
de una multa, cuando el valor cuesti9nadq sólo alcanza á.
dos mil cuatrocientos treinta pesos moneda nacional.

Caso: Lo explican las si'guientes piezas:

INFORME DE LA CAMARA FEnERAL

Suprema Corte:

Informando el presente recurso de hecho, cúmpleme manis-
festar á. V. E., lo. siguiente: La administración de Alc;oholes
impuso por resolución de fecha 15 de julio de 1903 un[¡
multa de dos mil cuatrocientos treinta pesos moneda nacional
a don José Camdessamché y otro por infracción á. la ley
de impuestos, resolución que fué confirmada con costas por
ei inferior, por sentencia de fecla 7 de octubre de 1904, que
á su vez fué cOl1,firmada, también con costas, por la cámara
por resolución de fecha 16 de marzo 'ele 1905. Vuelto este
expediente al juzgado de su 'procedencia é iniciada la ejecu-
ción para el cobro de la multa, el interesado, alegó la excep-
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ci6n de prescripción, fundándola en que desde la notificación
de la sentencia de 2.a instancia hasta la notificación del
mandamiento, había trascurrido más de un año, siendo re-
suelto el caso por el inferior en setiembre 21 de 19 O6,
de conformidad á lo solicitado; fallo que fué revocado por
este tribunal en abril 4 de 1907, por no ser de aplicación al
caso los artículos 90 inciso 3.° y 91 del código de Proce-
dimientos en que se fundaba, por tratarse de la ejecución
por una multa de impuestos internos, regida exclusivamente
por la ley l11~nero 3764, que determina en el artículo 25,
que el cobro proveniente de impuestos, se hará por la vía
de apremió. Nuevamente el expediente vuelve al juzgado
le su procedencia y se inicia ó sigue el procedimiento de
apremio para el cobro de l~ multa y cuando se le dá
vista al ejecutado, del martillero propuesto por el fis(:31.
o'pone otra vez (a excepción de prescripción, fundándola en
los referidos artículos del código de Procedimientos. 90.
inc. 3.° y 91. porque, según dice después de notificadil la
sentencia firme, ha trascurrido un aí'ío hasta la notificación
de aquella vista, y el inferi;Ür, por sentencia de mayo 14 de
1908, hace lugar á la excepción, falLo que es revocado por
el tribunal, en agosto 13 de 19 O8, por no haber trascurrido
el término necesario para que la preshipción se hubiera
operado. Esta sentencia fué notificada en setiembre 10 del
corriente año, y apelada por el recurrente el día 12 del
mismo mes y aí'ío, le fué denegado el recurso en atención á
que no está autorizado por ley alguna y esta denegatoria
se le notificó al recurrente el 22 del m:s;l~:-;, habiéndose
devuelto el e~pediente al juzgado de su origen, diez y seis
días después, es decir el 8 de octúbre ppdo.

Es cuanto tengo que infOifmar á V. E., á quien Dios guarde.

A. Ferrc)'ra Cortés,



1\,.

DE JUSTICIA DE LA NACION

DlCTA:>l.E:\ DEL SEXOR PROCt'RADOR GENERAL

29

Bueno8 Airee, Diciembre 23 de 1908

Suprema Corte:

La sentencia, de la cámara federal de la capital, pronun-
ciada, con motivo del juicio de apremio por cobro de dos mil
cuatrocientos treinta pesos que en concepto de multa por
infracción á la ley de impuestos internos nÚmero 3764,
sigue e! fisco nacional contra el recurrente, don José 'Cam-
dessanché, no ,es susceptible de apelación ante V. E., en
razón del quantum del litigio y á mélÍto del inciso 2 del
artículo 3.0 de la ley 4055.
Tampoco se encuentra el caso dentro den ninguno de los

pr,evistos en los incisos 12 y 3 del artículo 14 de la, ley 48,
al cual se refiere el p.rtículo 6.0 de la 4055, desde que,
se trata de cUestiones de procedimiento y de la aplicación
,del código Penal (artículo 15 de la ley 48).

y como según informe de la mencionada cámara, se ha
notificado el 22 de .setiembre al recurrente la resolución
denegándole la apelación que, contra la referida sentencia
interpuso, recurriendo de ello y extraordinariamente para
ante V: E., en noviembre 3 del corriente, ese recurso .se
.'¡¡.cuen.tra fuera de término. con arreglo á lo dispuesto en
el artículo 5.16 del código' de Procedimientos penales.
Por lo expuesto opino que él ha sido bien denegado y pido

á V. E., se sirva ~sí declararlo.

Jalío Botet.
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Buenos Aires, Diciemhre 31 de 1908

Autos y.vistos':

El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto
por don José Camdessanché, de sentencia pronunciada por
la cámara federai de apelación de la capital, en los autos sobre
cobro de una multa, seguidos por la adn?-inistración de al-
coholes.

y considerando:
Que aun en la hipótesis de que el presente recurso pe

queja hubiera sido deducido en tiempo, corresponde se declare
que la apelación ha sido bien denegada, pues qu~ no en-
cuadra en el inciso 3.° del artículo 14, ley número 48,
como se pretende, en razón de que no podia existir decisión
contraria á up derecho fundado en la constitución ó ley
especial ~del c¿ngreso, desde que Ca¡;dessanché había fun-
dado en el derecho común la prescripción que fué desesti-
mada; y tampoco es de aplicación el inciso' 2. o, artículo
3.° d,e la ley númf:ro 4055, tratándose de un asunto en que e.l
val9r cuestionado solo alcanza á dos mil cuatrocientos treinta
pesos, moneda nacional.

Por ello, yo de conformidad con lo expuesto y pedido por
el seí'íor procurador general, se declara bien denegado el
recurso.

Notifíquese con el originaJ y repuesto el papel archívese.

A. Bm¡~E.Jo-KICANOR G. DEI,

SOLAR. - ::Vr. P. DARACT.

-C. l\fOYANO GACITÚA.
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CAUSA 1 .

DOIl Luis Urdaniz en autos COIl don Luis Anda, flor cobro
ejecutivo de pesos. Recurso de hecho.

Sumario: El artículo 505 del código de Procedimientos
de la capital, que reglamenta la tramitación de los juicios
ejecutivos, por su naturaleza, sumarios, no es contrario al
artículo 18 del a constitución.N acional.

Caso: En un juicio ejecutivo ante la justicia local, el eje-
cutado dedujo r~vocatoria y ape!ac~6n en subsidio, del
auto por el que se aprobaba la tasación, por considerar que
ésta era nu::\. El juez denegó ambos recursos, fundado
en el artículo 505 del código de Procedimientos d¿ la
capital. El ejecutado alegó que esta disposición legal, 'en
la extensión que le daba el juez, era repugnante al artículo
18 de la constitución nacional, que declara inviolable la
defensa en juicio, toda vez que se aplicaba aquella disposi-
ción de la ley procesal después de la sentencia de trance
y remate, que, según los tratadistas, tiene los efectos de
ordinarizar el juicio. La d.mara, en apelación' de hecho
declaró bien denegados los recursos. de acuerdo con el
referido artículo 505. El ejecutado apeló para ante la
corte suprema' invocando el artículo 4.'" de la ley número
48, siéndole denegado el recurso.
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FALLO DE LA COR.TE SUPREMA

Buenos Aires, Febrero 6 de 1909

,.)J ~

Vistos en el acuerdo y considerando:
Que el recurrente no invoca dispo'sición legal que autorice

el recurso interpuesto, pues el artÍ'culo 4 de la ley número
:J8 que se cita, modificado -por la ley' número 4055, se
refiere á. las causas ante los jueces 'de sección.

<¿ue por otra parte, el artículo 505 del código de Proce-
dimientos de la capital, no es contrario al artículo 18 de
la constitución nacional, toda vez que 'reglamenta la tra-
mitación de los juicios ejecutivos, que son por su naturaleza
sumarios, dejando á. las partes su derecho á. salvo para
promover ei ordinario. Por ello, no ha lugar'y archívese
reponiéndose el papel.

A. BE:R:lIEJO - OCTAVIO BUNGJo~

-NlCANOR G. Dl~L SOLAR-

1\1. P. DARACT,

••

CAUSA 1I

c.ontra Pedro A1t/.ñiz por defrrllldación á la renta de Aduana.
R.ecurso de hecho,

Sumario.: En las causas por defraudación á la renta de
Aduana, el recurso de hecho por apelación denegada debe

interponerse dentro del término fijado por el artículo 516
del código de. Procedimientos en lo criminal.

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

. ,
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Buenos Aires. Diciembre 19 de 1908

Suprema Corte:

De los antecedentes que instrumentan el recurso d'irecto
traído ante V. E., por don Pedro 'Muniz, resulta que se
trata de sentencia definitiva de la Exma. cámara federal
de la capital, en causa criminal por de¡fraudación ?e renta
aduanera seguida contra el recurr~nte y en la cual aquel
tribunal ha confirmado al' del inferior, condenando al pro-
cesado al pago de una multa igual al valor de la mercadería,
ó sea «un mil setencientos noventa y siete pesos con treinta
y siete centavos oro,. con sujeción á los preceptos de las
ordenanzas que rigen la materia.
Dada la naturaleza de la' causa, aquel fallo sólo sería

susceptible de apelación para ante V. E., siempre que el
valor disputado excediése de cinco mil pesos, con arreglo
al inciso 2.° del artículo 3.° de la ley 4055, lo que no
sucede en el caso.
Es de notar por otra párte, que tratándose de un juicio

sobre defraudación de aduana, el citado precepto de la ley
4055 le es extraño. siendo el asunto ajeno á la competencia
de V. E., por no alcanzar al límite legal en que ella se
ejerce, como pasa en el presente caso.
Debiendo primar, además, la. 'naturaleza del litigio sobre

toda otra circunstancia, á los efectos de la procedencia de
la procedencia de la jurisdicción de V. E., no -es el 'caso
de considerar la ley de aduana aplicada en. este proceso,
como ley especial del congreso,. en el sentido de acreditar
el recUíSO de carácter extraordinario que se interpone, por
cuanto las disposiciones que 10 fundan sólo tienen por objeto
mantener las prerrogativas constitucionales ó legales que
aquel precepto señala separadamente de la jurisdicción pri.
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vati va Que el citado inciso 2.0 del artículo 3 de la misma
ley 4055 consagra respecto de las c"ausas 'fiscales como la
de que se trata: siendo de notarse, como el inferior lo obser-
va, que bajo ningún aspecto encuadra el caso dentro del
inciso 3 del artículo 14 de la ley 48. 4

Se ve por último que,' notificado el recurrente en octubre
26, de la resolución que recurre, según lo acredita el in-

o .,

forme del mencionado tribunal y habiendo recurrido de hecho
ante V. E., el 31 del mismo mes del corriente año, ha dejado
cansen ti;; aquélla, y se ha colocado fuera del término peren-
torio que el artículo 51.6 del código de Procedimientos en
lo criminal estatuye al respecto.

En' tal virtud, procede y pido á V. E., se sirva reputar
. improcedente el recurso directo traído en el caso sub judíce
y declararlo en consecuencia bien denegado.

julio Botet.

FALLO DE LA CORTl<} SUPRKMA

Buenos Aires. Febrero 13 <le I~O~

Autos Y vistos:
El recurso de hecho por apelación denegada interpuesto

por don Pedro Muñiz, en autos con la aduana de la capital
sobre ,comiso.

y considerando:

Que notificado con fecha 27 de" octubre de 1908, como
consta á .fojas 112 vuelta de los autos principales, el
auto denegatqrjo del recurso de apelación dictado por la
cámara federal de apelaciones de la capital, y presentado
el escrito ante esta corte, el 31 del mismo, como aparece
de la nota respectiva, el presente recurso ha sido d~ducido.
como se ob~erva á. foja 21, fuera del término fijado por el
artkl1lo 516 del código de Procedimientos en 10 ciriminal.
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• Por ellü y de conformidad con lo pedido por el seiior pro-
curado' general, no ha lugar y archívese reponiéndose el
papel. Devuélvanse los autos principales con testimonio de
la presente resolución.

A. BERMEJO.-NICANOR G. DEL

SOLAR,..-M. P. DARACT.

CAUSA III

Damiano Vito 6 Rocco Marello, su extradición so,licitada por
las autoridades de los Estados Unidos de Norte América.

Sumario: Cuando una' solicitud de extradición' está regida
por un tratado, carece de aplicación la condición prevista
en el artículo 667 del código de Procedimientos en lo
criminal.

easo: Lo expli<:an las siguientes piezas:

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL

Hucnos Ah'cs. Scptielll1)J'" 22 de 190~.

y vistos e:;ta causa seguida á. Vito Damiano. por extradi-
ción solicitada por las autoridades de los Estados Unidos
de Norte América.
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y considerando:

(Jue según lo" establecen los recaudos que COi","enagreg-ados
;Í los autos presentados por el país, requeriente, procede en
el caso la extradición solicitada. por ser el delito que se le
imputa al requerido, <j.e los comprendidos en el artledo
2. o del tratado de e~tradici6n con los Estados Unidos de
i\ urtt' América, y po~ haberse, además, cumplido COll lo:,
requisitos que para dicha extradici6n exige el artículo 4.0
del mismo tratado.
Que por lo tanto, habiendo el requerido renunciado á los

trámit~s del presente juicio, y de conformidad con lo acon'ie-
jada por el señor .procurador fiscal en el procedente dicto:mel1,
talJo. haciendo lugar el presente pedido de extraeli("i6n.
En consecuencia, Jíbrese oficio al sei'íor gefe de policía ele

la capital .para que ponga al re::¡uerido, Vito Damiano 6
Roco MoreHa, á disposición del señor ministro de Re1ajo-
\es Exterio(es. á quién se remitirá esre expceli':nte, dejándose
testimonio de la presente resoluci6n.

Horado I( I.arrt'fa.

AUTO IlEL JlJEZ FEDEHAL

Buenos Aires. Sl'pU(!mhl'e :2.~tiC" HlOit•

Vistos y considerando:

Que la aclaraci6n pedida por el defensor del requerido
es proc~dente, por cu"\nto, en efecto, se ha omitido ~n 1"\

•
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sentencia de foja 56, resolver el punto referente á ia pena
que debe apliólrse á aquél por 'la legislación del 'país re-
'.Qucrientc. Que como lo p,'cccptúa el artículo 667 de l1Ue~tro
código de Procedimientos en lo criminal, cuando el delito
que motiva la s.$llicitud de extradición tenga una pena menor
en la república, cl encausado no será extraído sin6 á condi-
clón de que los tribunales del país que' lo reclama le ilp.-
pondrán la pena menor ..
Que según se desprende de los antecedent~s expuestos

en los recaudos acompañados, el delito que se le imputa al
rcquerido merecería por nuestra legislación la imposiCión de
la pCIl'a de presdio de diez á 25 años, artículo 17, capítulo
l. o, inciso l.o de la ley de Reformas al código Penal .
.Por estos fundamentos, el juzgado declara: que la ex-
tradición concedida lo es á condición de que las autoridades
del país requerientc apliquen al requerido en caso de cqn-
dena, la pena inmediatamente inferior á la de muerte, si
ésta correspondicse, condición cuyo cumplimicnto se confía
á la fé y garantía del gobierno' de los ~stados Unidos de
América.

Horacio R. Landa.

VISTA DEL FISCAL DE LA CAMARA FEDERAL

Buenos Ah'es, Odubl'e 24 d" tilOS,

Exma, Cámara:

Las estipulaciones de un tratado de extradición :omo las
de cualquier oti"O, celebrado con una potencia extranjera.
ticnen la supremacía y la importancia ele todo acto que liga
la fé pública y compromete la sober<::nía de las <titas partes
contratantes,
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En tal concepto, nuestra constitución (artículo 31) atri-
buye á esos tratados la supremacía que impone á sus pro-
pías prescripciones, como á las leyes de la nación, y á
su vez, esas leyes subordinan sus mandantos á las estipula-
ciones de aquéllos, cuando éstos rozan el leal y cumplido
respeto que les impone su origen.
Dentro de este último concepto, nuestra ley procesal dis-

pone expresamente (artículo 648) sus condiciones y requisi-
tos para autorizar una extradición, cuando existe un tratado
con el país requeriente, que los estipula y enumera. mantenien-
do sólo sus disposiciones. en el orden interno. dentro del
procedimiento judicial (artículo 4.0 in fine del tratado con
Estados Unidos) y en tanto no desvirtúan la integridad de lo
estipulado.
En el caso sub judice, es improcedente la condición im-

puesta por el señor juez federal, al otorgar la extradición
pedida por el gobierno de Estados Unidos, porque ni ella
está dentro de las estipulaciones del tratado que las gob)erna
con exclusión de la ley, ni puede razonablemente imponérsela
fuera de él, cuando ninguna de sus cláusulas lo autoriza:
no siendo de aplicación, en consecuencia. el artículo 667 de
la ley procesal citada. el que está manifiestamente reservado
á las extradiciones requeridas por los países que, sin estarnos
ligados por tratados. se presume que cuando piden la ex-
tradición, aceptan esa y las demás condiciones que la pri-
mera impone cuando no existe el segundo.
y así, cuando se ha querido poner una condición respecto

á la pena aplicable' al extraido, habiendo' tratado, se ha
consignado en el tratado mismo, como sucedió en el interna-
cional de M0t:ttevideo de 1888, cuya cláusula 29 consignó
que el gobierno requerido, podda exigir se sustituyera la
pena de muerte en el extraído por la inferior inmediata.
La suprema corte de j,usticia en innumerables casos y

como jurisprudencia constante, ha omitido siempre é inten-
cionalmente la condición de que me ocupo, en las extradi-

•

•
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. .

¡:;iones otorgadas á mérito de tratado ))reexisten(~, no habién-
dola olvidado nunca en 1os casos en que éste no existía
(Digesto 'de los fallos de la suprema corte por Frías, tomo
III, página 205 á 207)0

Son éstas las consideraciones que me mueven á ¡'eputal
legítimamente fundadas las observacipnes que contienen la
precedente nota del señor ministro de los Estados Unidos,
respecto de la condición que comento, y á pensar que Vo E.
debe proceder en el sentido de gestionar su desapaTÍción de
la sentencia de septiembre 24 del año corriente, que corre
agregada.

Convendría para ello que Vo E., remitiera estos antece-
dentes al señor procurador fiscal en turno para que, teniendo
en cuenta lo que dejo expuesto, haga esa gestión en la
fotma que corresponda, y sin perder de vista que, á pesar
de tratarse de Una sentencia' que aparece consentida por
ese mismo funcionario, ella no es definitiva, no causa ins-
tancia, ni hace cosa juzg1ada, dada la naturaleza del juicio
de extradición, según lo tiene resuelto la suprema corte de
justicia. en su fallo del tomo 91, página 440.

Julio Boteto

SENTENCIA DE LA CAMARA FEDERAL

Buenos •••!I'es, ni~ielllhJ"~ 19 ,JI! 1909.

Autos y vistos:

Por los fundamentos de la precedente vista' fiscal que el
tribunal. acepta en todas sus partes, d"ejás'e sin efecto la
aclaratoria de foja 65 o

Notifíquese ,Y devuélvase o

Angel Ferreyra Cortés,-An-
gel Do Rojo.s.-.Juan A,
Garda .
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DICTAMEN DEL SEño'R PROCURADOR GENERAL

Buenos A.ires, Febrel'o 8 de 1909.

Suprema Corie.;

Bien otorgado ha sido el recurso interpuesto en este asun-
to' de acuerdo con el inciso 4 del articulo 3' de la ley 4O55.
Conociendo de él, creo y pido á V. E., se sirva ( ánfirm,ar

la sentencia apelada de foja 84 vuelta.
Dado el notorio error de la sentencia de la l.a instancia

(foja 65) que agregó á la extradición solicitada un requisito
ó condición improcedente, según el texto del tratado que
exclusivamente la rige, tuve ocasión de hacer notar que el
procedimiento seguido hasta el momento en que se dictó esa
sentencia, no causaba instancia.
Tratándose de un exceso' de condición 'ó requisitos, ello

era subsanable por el mismo juez sentenciante, estando abierta
la instancia, como cuando faltan requisitos á la extradición,
evitándose nuevos procedimientos que el gobierno requeriente
estaba en su derecho de repetir, á mérito del tratado vigente
que le asiste: .
Por otra parte, d.ada la supremacía que la constitución y

las leyes acuerdan á las estipulaciones de los tratados con
naciones extranjeras,' ellas no pueden desconocerse, ni menos
oponer á su leal cumplimiento, el texto de leyes internas
y aun procesales que. por voluntad misma de la nación, han
quedado sin efecto ante las cláusulas e"tipuladas de aquéllos.
Estas consideraciones unidas á las que formulé en lo ad-
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ministrativo y que corren á foja 74, son las que me inducen
á formular el pedido que hice al principio y á 10 que V. E.,
se ha ele sen'ir acceder.

Julio Botet.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BIlClIOS Aire", Febrcro t:l il" 19U9.

Vistos y considerando:

Que el procedimiento á que están sometidas las solicitudes
de extradición no constituyen un jui::io propiaI?ente tal que
prejuzgue sobre la inocencia ó culpabilidad del requerido,
pues sólo se propone conciliar las exigencias de la adminis-
traci6n de la justicia represiva en los países civilizados, con
1,)s der,el hos ael asilado, taxativamente circunscriptos á la
discusión de los puntos determinados en el artí,culo 665 del
del código' de Protedimientos en 19 criminal.
Que si una resolución judicial denegatoria de la cxtra-

diGi6n no causa instancia ni se opone á la reapertura del
procedimiento tendiente á concederla, como se rec~moce en
en el auto de foja 81 de conformidad con la jurisprudencia
.le esta corte (Fallos tomo 42, página 409 ; tomo 91, página
440: y tomo 106, página 20;) lo mismo debe aceptarse
cuando se tnita, no de rever una decisión denegatoria, sino
solamente una éondición impuesta á una extradición conce-
dida, porque lo segundo afecta en menor grado los derechos
del requerido que el procedimiento legal se propone resguar-
dar, y en el caso, .constituye el único medio de asegurar la
eficacia. de un tratado y con ella, la fidelidad de la ~naci6n
en el cumplimiento de sus obligaciones.
Que la aclaratoria de foja. 65, dejada sin efecto por la

resoluci6n de la cámara federal de apelaciones de foja 84
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•
vuelta; aunque solicitada por el defensor del requerido Da-
'Jliano Vito 6 Roc'co Morello,lno encuadraba en la explicita
.petición formulada por éste á foja 62 y ratificada á foja
63, en la que se ma.nihesta lo siguiente: «Que solicita dé
:sta oficina se le haga sab~r al señor juez federal que
entiende en su causa por homicidio que se le sigue en Norte
América, la voluntad de ir, 6 mejor dicho, de ser conducido
allí ante los tribunales que han de juzgarlo, pedido que
hace á fin de evitar, si e3 posible, todo t¡.ámite ¡"especto á su
extradición» .

Que por aplicaci6n del articulo 648 del código de Proce-
d imientos en lo criminal, esta corte ha estOlblecido, en re-
petidos casos, que cuando una solicitud de extradición está
regida por u~ tratado, carece de aplicación la condi~ión pre-
vista en el artículo 667 del mismo c6digo, pues que, en
el p:"i¡nero se dispone que, «habiendo tratados b extradición
será pedi'da ú otorgada en la forma y con los requIsitos que
aquéllos prescriban. A falta de tratados, la extradición será
pedida ú otorgada por la vía diplomática, con' arreglo al
procedimiento. y condiciones que se establecen en este có-
digo,» '10 que está de acuerdo con el artículo 4, inciso 3,
del tratado de extradici6n vigente entre esta república y
los Esta?os Unidos de América. aprobado por la ley número
3759 (fallos tomo 91, página 130; tomo 93, página 194;
tomo 96, página 305; tomo 97, página 343; tomo 99,
página 290 y otros).

Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido
por el señor procurador general, se confirma el auto de
foja 84 vuelta.

N otifíquese con el original y devuélvanse.

A. BERME]O.-NrcANOR G. DEL

SOLAR,-M. P. DARACT.
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CAUSA IV

Compañía General de ferrocrtrri!es de la provincia de Buenos
Aires. en autos con Daniel In.fante, por CXfJ19piación ; soúre
exoneración del uso de papel sellado.

Sumario: Ni en los términos ni en los jwop6sitos de la
ley número 5315 aparece comprendida la exoneración del
papd sellado para las empreSaS ferrocarrileras que se pre-
senten en juicio.

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

AUTO DEL JUEZ FEDERAL

HOSfiI'JO. Septl"mbJ'e U de 1905.

Autos. y vistos:

Este incidente promovido por el representante de la com-
pañía general de ferrocarriles en la provincia de Buenos
Aires, pidiendo se le exonere de litigar en esta causa en
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,papel sellado, por encontrarse amparado á la ley ~fitre,
habiendo cumplido en todas 'las condiciones exigid,as por
la misma en sus disposiciones pertinentes.

y considerando:

1.0 Que, es evidente que el espíritu de la «Ley Mitre»,
en cuanto acuerda el privilegio materia de esta petición, no
es ni puede haber sido otro que imponer un sacrificio .?
las rentas del estado, por el mómento, á base de un cál-
culo lisonjero hecho sobre el futuro económico de las com-
pañías ferroviarias existentes en el país, lo que importa
una verdadera compensación ventajosa para la nación, siendo
á la vez una forma eficiente de estimular los grandes capíl~l-
les e.n empresas ferroviarias, sino necesa¡ios, de altas con-
ven iencias por lo menos.
2." (¿ue si éste es el espíritu de la «Ley :\1itre.» es también

evidente que al acordar á las Empresas ferroviarils la exen-
ción de toda clase de impuestos, con calificación específica
como lo hace, debe entenderse que este privilegio tiene
que ser libérrimo, vale decir, abarcar toda clase de impuestos,
ya se les llame por razón de su' naturaleza di¡'ectQs 6 indirect06
y por razón de su origen, nacionales, provinciales ó muni-
cipales.

3. ° Que es un punto fuera de discusió~, que el, papel sellado
I'S un verdadero impuesto, porque él importa en' su uso una
verdadera carga 'ó tributo que 'hay que' abonar necesaria-
mente y porque en la ley de presupuesto, ya se refiera ésta "
á la naci6n, á los estados ú á las municipalid2.des, figura el
sellado en el renglón de los impuestos destinados á fOilnarl(F,.
4. o Que si bien la jurisprudencia ci\,il no ofrece un caso

pacta mente igual a] sub judice, registra deci::ione~; de ] 1

cámara federal del Paran á y de ]a suprema corte, que presen-
tan muchos puntos de analogía, pudiendo tomarse á estas

.'
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• resoluciones, como una confirmación paladina de' la tesis
esbozada en los considerandos precedentes.
Basta recordar el fallo pronunciado por los tribunales alu-

didos cn la litis sustcntada por el feri'Ocarril Central Ai'gen-
tino con la municipalidad de esta ciudad, sobre devolución
.'e precio ]JOi' pago de impuesto.~, derivados d? adoquinado.
limpieza, alumbrado, etc., cuya sintesis fué que el ferrocarril
no estaba obli~ado á pagar impuestos de ninguna naturale-
za. á base de la cláu~ula existente en el contt'ato concesión
que dice: «queda exonerada de toda clase de impuestos».
5. o Que es un principio elemental de hermenéutica legal,

que cuando una ley no had,e dis-tinción, ni el juez ni nadie debe
entrar á distinguir, como lo es también que cuando el texto
<le la misma es claro y expreso, no cabe ni debe dársele otro
significado que el que se desprende de sus propios y naturales
términos.

Si pues la «Ley Mitre», al referirse á la exención de im-
)ucstos emplea la frase: «libre de toda clase de impuestos; ya
sean nacionales, provinciales ó municipales», restilta axió-
mático que dentro de esa cláusula se excluya en absoluto'
el pago de cualquier impuesto.
Podrá ser esta concesión ventajosa ó perjudicial á los

intereses ecóno:nicos de la nación, del estado del municipio,
pero esto no incumbe investigar ó predecir al proveyente
por Ser obra exclusiva del legislador á quien le corresponderá,
bien el éxito ó bien su' fracaso.
Para el juez no debe haber más que el texto de la ley,

~'iendo un deber aplicada cualquiera que se311 -los perjuicios ó
beneficios que ella pueda comportar según su juicio personal.
Por tanto: definitivamcnte juzga.ndo. no obstante lo dicta'-

minado por el señor procurador fiscal, se resuelve declarar
p-:oceuente la petición formulada por el represe!1tante de la
-:om;)añía general de ferrocarriles en la provincia de Buenos
Aires.
En sus consecuencia, y de acuerdo con 10 dispuesto en
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los artículos 8 y 19 de. la «Ley Mitre», exonérase á la em-
presa postulante, de la obligación de litigar en papel sellado,
en la causa que sigue contra don' Daniel Infante, sobre
expropiación.
Insértese y hágase saber.

Eugenio Puccio y Benza.

CAMARA FEDERAL DEL PARANA

t. '.
PRrI\l1~"X(l\'jemhl'e 17 de 1908.

y vistos:

Por los ,fundamentos consignados en el JUICIO de expro-
piación seguido por el ferrocarril c. c. C. extensión á
Buenos A~res, contra don Antonio N eyra, en el cual se

. formuló pOi" aquél igual pretensión respecto al papel sellado,
y de confonniJad con las vistas fiscales de 1. a y 2." instancia,
corriente á foja 1 vuelta y foja 24, se 'revoca la sentencia
apelada á fojJ. 4, no haciéndose lugar, en' consecuencia -á
la exoneración de papel selJaqo que se solicita en el sub
ilbdice.
Hágase sabci" y previa reposición. devuélvase.

José V. A1arcó.-Fortulloto Cal-
der6n.-B. Flores Vera.
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DICTAMEN DEL SEñOR PROCURADOR GENERAL

. Suprema Corte:
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La empresa recurrente, con motivo del juicio de expropiación
que sigue contra el doctor Dal!iel Infante, ha sostenido estar
exonerada del uso de papel sellado, á mérito del a~tículo 8. o
de la ley 5315, á cuyos beneficios se amparó oportunamente,
'y de acuerdo con el artículo 10 de la misma.
Dicha exención ha -sido discutida Y,' en último término la

Exrpa. cámara federal de apelaciones del Paraná, lo ha
denegado en las sentencia definitiva que ra eri1presa recurre
para ante V. E.
En virtud de estos antecedentes, encuadra el recurso de

.que se trata, dentro de lo dispuesto en el inciso 3. o del

.artículo 6 de la ley 4O 55, por lo que procede que V. E.,
se pronuncie sobre el fondo del mismo.
Al acordar las franquicias de libre introducción de materia-

les para la cOl:¡trucción y explotación de los ferrocarriles, al
exonerar á las empresar respectivas, por el tiempo que se
designa, de todo impuesto nacional, provincial ó municipal y
- al, someterlas, en cambio, al impuesto único que menciona
el citado artículo 8 de la ley 5315, el congreso ha entendido
protejerlas, en su carácter de empresas de ferrocarriles,
l'aciendo uso de la facultad expresa que le acuerdan los
jncisos 16 y 28 del artículo 67 de la constitución, que,
dentro de su conc:epto, tiene en todo 'el territorio de la
república la supremacía y vigencia incontestables que el
a:.tículo 31 de la misma carta Fundamental atribuy;e á los
poderes que á la nación confiere y á las leyes que se dicten
C'l "'le;~lIjCio.
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Pero. SI es ineludible el cumplimiento. de las exenciones y
franquicias acordadas, por la misma razón y por tratarse
de una ley de exención y privilegio, su interpretación es
necesariamente restrictiva; y así como debe entenderse que
las franquicias para la libre introducción al país, se refieren
excluisivamente á los materiales de construcción Ó explota-
ción de las líneas respectivas, debe reputarse también, que,
la amplia exención de impuestos nacionales, provinciales ó
municipales, se acuerda sólo á las empresas en su exclusi-
\'0 carácter de agentes directos de esa construcción ó explota-
ción en su; actos de tal y en los bienes que, en escconcepto,
les pertenezcan.

Dentro de estos límites. que naccn del propio origen, pro-
pósitos y motivos de la ley que comento, no cabe~ ni en-
,cuadran los actos en que las únprcsas intervienen fuera
de las exenciones' y privilegios" expresados y en su carácter
,lr: personas del derecho común; en tal caso está su actua-
ción como parte en juicio contencioso de csarácter civil, en
que asume el papel de demand<1.nte y en l1ue está sometida al
impuesto de papel sellado local, por cuanto en esto no obra
como constructora Ó explotadora de sus líneas, ni ese im-
í)Uesto afecta los bienes que en tal carácter le están c1i¡'ccta-
mente sometidos.

Como personas del derecho común. en un acto de esa misma
naturaleza, la empresa recurrente no tiene exención del im-
puesto provincial de "que se trata, dado que no está ni ha
podido estar comprendido en el "excepcional privilegio del
artículo 8 de la .1ey número 5315, por ser extraí'ío al
origen y motivo de ese privilegio, y arraigar en actos legislati-
vos de la provincia respectiva autorizados expresamente por
los artículos 104 Y siguientes de la constitución nacional.

Estas consideraciones y la doctrina establecida por V. E.,
en el fallo recientemente dictado en "el juicio del ferrocarril
Córdoba y' Rosario contra los herederos de Mendoza, 111-

cidente sobre exención de papel sellado, son 'las que me
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inducen á pedir á V, E" que, conociendo del recurso inter.
puesto, se sirva confirmar fa sentencia apelada de que la
empresa recurrente no se halla exenta por la ley n.!l.cional
número 5315, de actuar en el papel sellado que corresponda,
_ante el tribunal y el en caso ocurrente.

Julio Botet,
:~I.• ......

fALLO DE LA CORTE' SUPRElVIA~

, Buellos Aireti, l"eb"e"o 18 de ¡nO!l, (1)

y ccnsiderando:

Que como se ha hecho constar en la resolución de fecha 10
de diciembre del año ppdo " .en la causa seguida por la
empresa del 'ferrocarril Córdoba y Rosario contra los here-
deros Mendoza, ni en los términos -ni en los propósitos de
la ley número 5315. aparece comprendida la exoneración
del papel sellado para las empresas ferrocarrileras que se
presenten en juicio, ni se encuentran precedentes de tal al-
cance en la jurisprudencia,
Que, en la exoneración de impuestos que las leyes han

acordado á las diferentes empresas ferroviarias y otras análo -'
gas que existen en el pais, no se han compreildido nunca
los grav~menes que recaen sobre las referidas empresas,
no por su existencia misma, ni por algunas de sus funciones
beneficiosas para el país, sino por actos de éstas que son
ajenos á aquellos fines,

(O Y~l1 In J1li~l1In. re01IH .\. en ip:unl selltido. se 1'C'so1:dó el ill<:idcnte prolUo"\'"ido
-POI' el POITOClll'I'i'I Gclttl'nl C6rdohn. extem~j¡jJl á Buello~ ¡\jI'Cl';. en nntos tOn don
Antonio :NC.YI'U:~obl'e expt'opinc.iólI:

•
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Por estos fundamentos, y de conformidad con lo pedido
. por el sei'íor procurador general, se confirma la sentencia
de foja 25.
NotiHquese con el original y devuélvase, reponiéndose los'

sellos ante el inferior.

A. BERME]O.-NICANOR G. DEL
SOLAR.-M. P. DARACT.

C:AUSA V

Nicolás Amegh.ino contra la provincia de Baenos Aires.
Interdicto' de recobrar la posesi6n.

Sumario Es improcedente el interdicto de recobrar la pose-
si6n, fundándose en que la provincia demandada intim6
'al actor, por intermedio de la policia, el desalojo de una
fracci6n de terreno que posee, si el mismo demandante re-
conoce que desde el ,día de tal intimaci6n no ha sido moles-

1

.lado con actos que.le impidan di5poner de la fracci6n de
tierra de que se dice despojado.

Caso' Lo explica el siguiente:
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Buenos Aires, lI!n,'zo 4 de 1909.

y vistos:

Don Valentin Contrera por don Nicolás Ameghino se pre-
senta exponiendo:
Que su mandante es propietario y poseedor de una frac-

ci6n de campo ubicada en Escobar. partido de Pilar, juris-
dicción de la provincia de Buenos Aires, compuesta de 13
hectáreas, 74 áreas y 44centiáreas, cuyos linderos especifica.
Que dicho' campo fué adquirido en pública subasta por

Ameghino. entr6 á poseE;r1o con intervenci6n judicial el 30
de noviembre de 1894 y.ha continuado en posesi6n pública
y pacífica de .él.
Que el 8,de mayo de 1908 se present6 el inspector de la

oficina de tierras de la provincia, señor Otero, acompañado
de un oficial de policía, y sin mayores explicaciones, le in-
tim6 que debía proceder á desocupar en el acto una parte
de dicho c..ampo, en una ext'ensi6n de 199 ffi.. 7 c.,P?r 370
metr:os 70 centímetros, 'en la parte que linda Con doña Juana
B. de Olivera y herederos de Emiliano Cruz, por tratarse
de un sobrante de Üerra fiscal.
Que el inspector Otero procedi6 á dar posesi6n del titulado

sohrante á hl. policía, ordenando se volt'eara el alambrado,
medida que no se ha llevado cabo, debido á gestiones inme-
diatas de Ameghino.
Que en mérito d~ éstos ant'écedentes, viene á promov"er el

interdicto de recobrar la pos.'esi6n ~ pide se condene en S\1

oportunidad al P. E. de la provincia á restituir á su man-
•. :;



52 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

dante la posesión de la part'e del campo"de que ha sido despo-
jado, con costas y reserva de las accion'es que correspondan
por indemnización de daños y perjuicios.
Que. acreditada la jurisdicción y citadas las partes á juicio

verbal, tuvo lugar éste á fojas 19 y en él s'e negaron por el
representant.e de la provincia los hechos .expr"esados en la
decanda. que no fueTán debidamente probados, y se solicitó
su recházo con costas.
Ql!c en dicho juicio absolvió posiciones el actor y fueron

pedidas las diligencias de pru~ba que corren á .fojas 24 y

siguientes, habiendo las par(es alegado á foja 43.

y considerando:

Que la demandada no ha negado cat~góricamente en el
acta de foja 19 que el inspector 'Otero haya procedido como
empleado y repJ;esentante del gobierno de la provincia en
los hechos á que se r.efiere la demanda, razón por .la cual y
atento lo dispu.esto en el artículo 86 de la l<::yde procedi-
mientos, es inadmisible lo que se sostiene á foj¡t 46 en el
sentido de que et actor haya debido justificar que dicho ins-
pector obró por mandato de autoridad competente (fallo
'tomo 21 l?ágina 170) ; á que se agrega, que de los términos
de la I?rimera posición formulada por la provincia á foja 20,
y dc lo dicho á foja 44, resulta que cl rcfcrido empleadQ no
procedió por cuenta. provia (fallos tomo 64, página 331).
Quc, en tanto no se trate de una acción por indemnización

de daños, tampoco es admisible la defensa dc que la provincia
de Buenos Aires no ha podido consuma¡' el despojó, si de tal pu-
diera calificarse el mencionado en la demanda (artículo 43
código civil y su nota).
Que en cuanto al fondo, el actor al absolver las posiciones

formuladas á foja 20, rec6noce que desde el día de la intima-
~ióndel inspector no ha sido molestado por la policía ni por
r.epresentante alguno del gobierno con actos que le impi-

•

j
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dan disponer de la porción de campo de que se dice despoja-
do; que su propiedad continúa alambrada y que hasta la
fecha sigue ejerciendo en ella los mismos actos de posesión
que ejercía antes, habiendo la p¡'ovincia á su vez, manifestado
«que no tiene interés en negar (esa posesión),. porque no ha
entrado en su propósito violentarla en forma alguna» (foja
43 vuelta) : y de hecho la intimación no ha sedo seguida de
medidas de fuerza ni inquietables á ¡Ameghino de otra manera.
Que en tales condiciones no es procedente la 'demanda en-

t:ablada, con sujeción á 10 dispuesto en el artículo 328, que se
invoca ele la ley de pi'ocedimientos, toda vez que el actor no
ha sido efectivamente despoiado de su posesión ó tenencia
(artículo citado, inciso 2°).
Que para desvirtuar los efectos de la confesión aludida no

es bastante alegar (foja 49 y siguientes) que ella no ha sido
espontáneá y que se ha prestado bajo la impresión que le
causaba al absolvente la solemnidad del acto y la discusión
del asunto.
Que el informe de foja 24 vuelta y las declaraciones ele foja

<34 vuelta á 37 vuelta, no pueden enervar la eficacia legal de
esa confesión, que constituye prueba plena (fallos tomo 6,
página 9 y otras) ; pudiendo aJ1adirse, en lo que respecta al
primero, que no se comprende en qué consistió la posesión de
parte del inspector y de la policía, desde que se dejó en pié
el alambrado y no aparece que se hubiera colocado fuerza
fuerza lJública ó a)lgún encargado ó ~p..ministrador en el campo
Por estos fundamentos,' nO se hace lugar al intei"dicto de

recobrar la posesión. Las cO,stas se abonarán en el orden
causado, por haber tenido el actor razón probable para li-
tigar. Notifíquese con el original y repuestos los selios, ar-
chívese.

A. BERME]o.-NrcANoR G. DEL
SOLAR.-M. P. DARACT.
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CAUSA VI

Recurso extraordinario, deducido de hecho" en autos de
Benito Ulloa con Bossio JI Cnmuirano, sobre perenci6n
de instancia,

Sumario, La simple aplicación é interpretación de la ley
procesal número 4550, complementaria del código de Pro-
cedimientos, .es' ajena al" recurso extraordinario previsto
en el artículo 14 de la ley número 48,

Caso: Lo explican las piezas siguientes:

INFORME DE LA CAl'dARA FEDERAL

Suprl'ma Corte:

Evacuando el informe soli<;itado por V. E. en el recurso
de hecho interpuesto por don José R. Carda en los autos
caratlllados «Benito UlJoa contra Bossio Camllirano. sobre
daños y perjuicios, debo informar á V. E. lo siguiente:
El señor Ul.1oa demandó á los señores Bossio y Camllirano,

por indemnización de daños y perjuicios, resultantes de la
falta de cumpl ¡miento de un contrato de transporte.
Antes de dictarse sentencia definitiva por el inferior, el

demandado opuso la perención de instancia, á la que hizo
lugar el sef10r juez.

.•.
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Apelado por el demandante este fallo, esta cámara lo
revocó, teniendo prcscnte que el demandante habia solici-
tado el 8 efe junio de 1907, que se pusieran las autos para
alegar.
Ahora bien, desde la fecha de la pi"Omulgación de la ley

4550 (9 de junio de 1905) hasta el 5 de junio de 1907, fe-
cha en que el demandante pidió se pusieran las autos para
alegar, no han transcurrido los dos años que. la ley exige
Jara que pueda producirse la caducidad de la instancia (ar-
tículo primero, ley 455 O), dado que el término se ha inte-
rrumpido por el hecho de presentarse el actor antes de su
rencimiento, solicitando se continuara el pi"Ocedimiento.
El demandante interpuso recurso de apelación para ante

esa suprema corte, que le fué denegado POi' no encontrarse
el caso comprendid0 en la ley número 4055 ni en el articulo
14 ,mClSOS 1°, 3° y 15 de la ley número 48 invocados por la
parte recurren te,
Es cuanto tengo que informar á V, E. á quien Dios guarde,

Angel D. Rojas.

DLCTAMEN DEL SEñOR PROCURADOR GENERAL

Buellos Aires, Febrero 19 de 1909.

Suprema Corte:

Tra;tándose en el presente caso de la aplicación de la ley
de caducidad de la instancia, número 4550, la que evidente-
mente ha s.ido dictada como compTemento del código de Pro-
ce:c1inJil'nto!>y forma parte integrante de él; el recurso inter-
puesto es improcedente en mérito de lo dispuesto .por el ar-
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tículo 15 de la ley 48, según lo tiene declaTado la jurispru-
dencia uniforme- de V. E. (tomo 100, página 439 y tomo
102, página 112).
En consecueJlcia, pido á V. E., se sirva declarar bien dene-

gado el recurso y .confirmar la resolución del inferior.

Julio Bolel.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA L'

Buenos Aires, lIfnrzo U de 1909.

Autos y vistos:

Considerando: que la simple aplicación é interpretación
de la ley procesal 'número 4550, complementaria del" código
de Procedmiientos, es ajena al recurso extraordinario pre-
visto en el artículo 14 de la ley número 48, con arreglo al
artículo 15 de la misma ley y á la jurisprudencia estable-
cida en casos análogos.
Por ello y de conformidad con lo pedido por el procurador

general. se declara bien denegado el recurso. Notifíquese
con el original y repuaesto el papel archÍvese.

A. BERME]O.-NICANOR G. DEL

SOLAR.-lVI. P. DARACT.
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CAUSA VII
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Recurso extraordinario dedacido por los señores Machado
y Hall en aatos con Félix Laioaane, sobre cobro de pesos_

Sumario: Procede el recurso extraordinario previstb en el
artículo 14 de la ley número 48 y en el 6° de la ley-núme-
ro 4055, cuando el recurrente ha discutido y alegado en su
favor el fuero federal y éste ha sido denegado_

Caso: Lo explican las pIezas siguientes:

. ;.;

Suprema Corte:

Evacuando el informe ordenado por V. E. en el recurso de
hecho interpuesto por don Rafael Correa Morales, en repre-
sentación de los doctores Macha:do Y~,all, en autos que siguen
contra don -Fel ix Lajouane, sobre cobro de pesos, á V. E.
debo manifestar lo siguiente:

Los señores Machado y Hall, en su carácter de socios capi-
talistas de la razón social Felix Lajouane y Compañía, enta-
blaron demanda ante el juez federal doctor Urdinarrain con-
tra don Felix Lajoualfe por integración' á aquella soCiedad
de las cantidades de pesos indebidamente percibidas en su
carácter de socio industrial, más los 'intereses y costas del
,uicio.

Habiéndose dado vista, á los efectos de la competencia, al
señor agente fiscal, éste se expidió de acuerdo con la' jUFis-
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"'

prudencia de esa suprema corte, opinando que el señor Juez
.ederal debía declararse incompetente, por tratarse de una
Ijemanda. entre socios, sobre actos ú obligaciones emergentes
del contrato social, no pudiendo en tal caso invocarse el fuero
'federal por razón de la naci~nalidad ó" vecindad de las per-
sonas.

De acuerdo con el precedente dictamen. el inferior se decla-
.ó incompetente.

Apelada .esta resolución por el recurrente y oido el señor
procur~dor fiscal: esta cámara la confirmó por sus funda-
mentos.

Interpuesto recurso de apelación, para "ante esa suprema
corte, este tribunal lo denegó por considerar que el presente
caso no se encuentra comprendido entre las disposiciones
de la ley número 4055 y su 'correlativa número 48 de 1863.

Es cuanto tengo que informar á V. E. á quien Dios guarde.

Angel Ferreyra Cortés.

':.- ":

DICTAMEN DEL SEñOR PROCURADOR GENERAL
:"~.

BuellOS Aires, Octllbl'e 23 de 1908.

Suprema Corte:

La negativa del fuero federal que el recurrente ha discutido
y ha fundado enslU .favor, con razón ó sin ella, en las prescrip-
ciones legales que menciona, da lugar al presente recurs~
extraordinario. Basan tal afirmación el texto preciso del ar-
tfculo 14 de la ley 48 6° de la 4055, así como la constante

. jurisprudencia de V. E. cuando se trata de aquella negativa.
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Pido pues, por estas consideraciones se sirva V. E. decla-
rar mal denegado el presente recurso: y siendo necesario al
que subscribe y para mejor dictaminar sobre la competencia
de que se trata, tener á la vista los autos principales, pido
igualmente. á V. E. que en caso .de acceder al pedido formu-
lado, se sirva ordenar que el inferior remita los autos mencio-
nados á los indicados efectos.

Julio Bote!..

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, :lI1nrzo13 de 1909.

Autos y vistos:

DI' acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor procu-
rador general, se declara mal denegada la apelación. En su
consecuencia, y á los efectos de lo dispuesto en el, artículo
80 de la ley 4055, líbrese oficio á la cámara federal de ape-
lación de la capital, para la remisión de los autos principales.
Notifíquese con el original y repóngase el papel.

A. BERlI1E]O.-NICANOR G. DEL
,SoLAR.-1Vr.. P. DARACT.

¡',
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CAUSA VIII

-', ~¡,..'.

.. .:

Recurso extraordinario dedu.cido de hecho
Caml)o en autos con Guillermo Arning
dad de enajenación de tierras.

por Leopo/do del
(hijo) sobre nuli.-

l'l:;~,.: ~~\¡"'~:\~"I:'~ :~. ;. 0., ¡{j..••••

Su.mario: 1.°' Es improcedente el recurso extraordinario pre-
visto en el artículo 14 de la ley' número 48, deducido con-
tra una sentencia fundada en disposiciones del c6digo de
Comercio si no se ha cuestionado durante el juicio la iliteli-
gencia de cláusulas de la constituci6n, de tratados 6 de leyes
del c.ongi"eso, aún cuando en la expresi6n, de agravios se
hagan re'ferencias generales á la constitucion nacional. y
se invoquen, después de concluido el pleito al, interponerse
el recurso para ante la corte, artículos de 'la constituci6n
y decretos del poder ejecutivo nacional.

2.° Es improcedente la Tecusaci6n deducida fuera de la
oportunidad prescripta por los articulos 23 y 44 de la
ley número 50.

3.° Es improcedente el pedido interpuesto para dejar
sin efecto una resoluci6n de la Corte" fuera de los términos
de los artícu:)s 232 y 241' de la ley número 50.

Caso: Lo explican las siguientes piezas:
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..

J3ueuos Aires, Fel)l'l!ro 5 de 1909.

Suprema Corte:

Con la simpl-e lectura de los presentes autos, se constata
facilmente :
1.0 Que el debate desenvuelto en ellos, ha versado sobre

los actos de los -directores de una sociedad anónima sobre
sus efectos; así como sobre la aplicación de las di:;posi-
ciones pertinentes de los códigos Civil y -de Comercio y
ley proce!,al ..
2.0 Que tanto la sentencia de foja 223 como la recurrida

de foja 275 se han limitado á 'pronunciarse, aplicando los
cX\presad'Os cuerpos de leyes. ' i

3." Que - según el 'propio. escrito del recurrente, su re-
curso no tiene sino el fundamento extemporáneo de _ la
la cuestión de forma en la sentencia que recurre, forma
(~ue, es perfectamente extraña á la prescripción constitu-
cional que cita, y propia más bien de la ley procesal que-.
rige tal acto judicial, allí donde fué dictado.
Estas circunstancias bastan para que el recurso no en-

cuadre dentro de los términos del artículo 14 ele la ley
48, y se halle comprendido en la excepción que contiene en
su. final el artÍCulo 15 de la citada ley.
En consecuencia, pido ft V. E .. se sirva declarar impro-

cedente el recurso interpuesto, confirmando la denegatoria
del inferior de foja 289 del expediente principal.

Julio Bote! .
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, lIfnrzo 13 de 1909.

Vistos'y considerando:

Que con arreglo al texto del artículo 14 de la ley número
48 y á lo decidido en casos análogos, el recurso de nulidad
contra las sentencias enumeradas en el artículo 2.° de la ley
'4055, no está autorizado para ante esta corte, sin perjuicio
del de apelación á que pudieran dar lugar irregularidades
substanciales de r>rocedimiento, que importen violación de
las garantías consagradas en la constitución nacional.

Que por lo que hace al recurso de apelación,. no aparece
:le los autos remitidos por vía de inform.e, que durante
el' juicio se haya cuestionado la inteligencia de alguna cláusula
de la constitución, ó 'de un tratado ó ley del congreso, Ó de
una comisión ejercida en nomb.re de la autoridad nacional,
y que la decisión haya sido contraria á la validez del título
derécho, 'privilegio ó exensión fundados en dicha cláusula
(inciso 3.°, artículo 14, ley 48 citada).

Que, en efecto, las referencias generales á la copstitución
,nacional contenidas en el esuito de expresión de agravios
á foja 245,245 vuelta y 260 vuelta, en e} sentido de que las
sentencias deben ser fundadas en ley, ho constituyen la
{luestión especial aludida; en el considerando anterior; á que
se agrega que, en el caso, los fallos de fojas 22;'3 y 275
fe fundan. en disposiciones del S~digo. de. Comercio, cuya
interpretación y aplicac;ión no pueden dar lugar al presen-
te recurso (artículo 15, ley número 48); y en cuanto al
artículo 14 de la misma constitución nacional y decretos de
febrero 11 de 1892 y julio 22 de 1893, sobre sociedades
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anónimas, ellos hail sido invocados después de concluído el
pleito, al interponerse el recurso de foja 287 para. ante
esta corte, vale decir, que lo han sido fuera de la debida
'O{portunidad, para 'Jos fines de la apelación, de conformidad
al artículo 14 de la ley número 48 citada y á lo resueltp
reiteradamente.
Por ello, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el

seiior procurador general, se declara no haber lugar al
presente recurso.
Notifíquese con el original, archívese p¡'evía reposición

de sellos y devuélvanse los autos remitidos por vía de
informe. con testimonio de esta resolución.

A. BERlI1E]O.-NICANOR G. DEL

SOLAR.-lVI. P. DARACT.

El recurrente después de notificarse del precedente fallo,
presentó un e"crito manifestando': 1.0 Que la sentencia no
ha debido ser firmada por ,el señor ministro doctor Bunge
á causa de la enemistad que, dice, existe entre éste y el.
!ecurrente; que, por lo tanto, recusa al doctor Bunge y
pide sea resuelto el asunto en 'corte plena. 2. o Que la sen-
tencia no ha resuelto el verdadero recurso interpuesto, puesto
que no se ha deducido el de «nulidad, ele las sentencias,. /

como lo expresa el primer considerando, síno el de inexisc
.[encía ó faltas de sentencia» ; que la sentencia para ser
tal debe considerar y resolver todas las cuestiones de hecho
v de derecho que su¡:gan de la demanda y de la contestación,
y que en los que motivan el reéurso no se han considerado



64 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

en manera alguna todos los hechos, ni las cuestiones de,
del echo que de ellos surjeri.
La corte suprema pronunció el siguiente fallo:

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

BllCllO$ Aircs, .hlllio 5 de 19lY.l

Auto~ y vistos:

y considerando:

Que él;. el escrito de foja 8 se solicita de esta suprema
corte 1,,". que se admita la recusación con causa del sefíor
ministro dqctor Bunge, y 2.° que se aclare y rectifique la
J'(~ooluciór, dictada por el tribunal en fecha 1'.3 de marzo
-del con i(opte: afio.

Que, en cuanto á la recusación, ella se ha deducido fuera
de la oportunidad prescripta porJ os artículos 28 y 44 de
la l~): númelo 50.
Que, en cuanto al 2° punto, está igualmente, fuera de los

\05 términos de los artículos 232 y 241 de la referida ley:
1)ue5 no 5(; trata ele acl-arar conceptos obscuros ú errores
matuiales de los casos. previstos por el artículo_ 241 citado
de la misma, sinó que se pretende se deje sin efecto una
resolución de este tribunal, que no admite tal recurso.
Por ello, ¡:ro se hlce lugar á lo pedido á foja 8, hágase

saber y estése á lo resuelto á foi.a 6, reponiéndose el papel.

A. BERME.l0.- NICANOR G. DEL SOLAR.-
M. P. DARACT.-C. MOYANO

GACITUA.
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'\

Sumar{o. 1..0 Las gestiones administrativas no constituyen
pleito civil ni demanda ante juece;> 6 tribunales de provin-
cia, á los fines de prorrogación de jurisdicci6n, con arreglo á
los términos del inciso 4.a artículo 12 de la ley número 48.
2 ..o El demandado, puede unir su propia posesi6n á la de .
sus sucesor'es ó invocar la de éstos al efecto de computar
el tiempo hábil para la prescripción'-
3 ..o Las g~stiones de m~ro carácter administrativo,. volun-
tariamente practicados, no interrumpen la' prescripción, con
arreglo á lo dispuesto en el articulo 3986 del código
Civil.

Caso: Lo explican las siguietltes piezas:

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos, Aires, JHnl'z.o 23 de 1~G9.

y vistos:

El doctor Carlos Alberto de la Torre, por don Al;tonio Gar-
zón, con los documentos de fojas! y siguientes, se pr~senta
exponiendo:
Que. el general don Antonio Taboada adquirió de la

provinci;) de Santiago del Estero, en remate públ ico, con
fecha 22 de octubre de 1862 y 9 de enero ge 1864. res.
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pectivamente, dos lotes de tierras fiscales, compuestos, uno
de 7499 hectá,reas y 57 áreas, y otro de 9;J74 hectáreas y
45 áreas, haciendo el primero punto centrico en el lugar
denominado: «Pozo Rumios» al Oeste 'del antiguo fortin
«Bracho», de dicha provincia, departamento «Matará» ho;);
«28 de mayo», y ubicado el segundo á continuación y hacia
al sud del primero, por la suma en los títulos expresada, la
cual fué satisfecha de contado"
Que, el general Taboada tomó posesión inmedi'-ttamente por

sí y de hecho de estos campos, construyó en ellos casas,
jagüeles corrales, introdujo 'gran número de hacienda y los
vendió en 2 de julio de 1881 al doctor Absalón Ibarra, quien
lo enajenó á su vez en 20 de octubre '<:le 1886 á los doctores
Tomás García M,ontaño y doctor Olmos y éstos á su represen-
tado, señor Garzón, en 25 de abril de 1887,
Que, él señor Garzón ocurrió á Santiago. presentó á objeto

de la protocolización, sus titulos como los de sus inmediatos
causantes, satisfizo con inter~ención y por requisición directa
del ministerio de hacienda y otras reparticiones públicas del
ram?, el derecho de alcabala correspondiente á ambas ven-
tas, como igualmente las demás contribuciones fiscales adeu-
dadas y obtuvo dicha protocolización,
Que el mismo sefior Garz6n ,continuó abonalld'J ~a~ contril)u-

ciones fiscales, y en 1898, solicitó, sin éxito la mensura ad-
ministrativa de los terrenos mencionados.
Que. en 1891, fué reiterada la solicitud de mensura con

mejor resultado, porque después de múltiples y equívocas ma-
nifestaciones de palabra del señor gobernador de la pro-
vincia. sobre el supuesto é inexacto hecho de haber quedado
ubicados los terrenos es cuestión en territorio de Santa
Fe, en virtud del arreglo de límites entre ambas provincias, el
$efior Garzón tuvo que desistir de [)J'os~guir1a, y conocedor
de que el gobierno de Santiago había procedido á enajenar
por segunda vez como fiscales las tierras mencionadas y
puesto en posesión de ella,s á terceros, ocurrió nuevamente
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al gobierno precitado, protestando de .los actos menciona-
dos y solicitando la reintegración que le era debida, de
las tierras de su 'propiedad, en dinero ó en otras de igua,1
valor.
Que el gobierno de Santiago no hizo lugar al reconocimien-

to' de los derechos de su parte, incidiendo en 'su irregular
:J.ctitud y oponiendo en favor de ella la prescripción.
Que, las diversas enajenaciones realizadas por, el gobier-

no de Santiago con posterioridad á las ventas hechas al
general Taboada y que se superponen á la propiedad de
este último, han tenido lugar, ,según la resolución guberna-
tiva acompañada, la primera á don Adolfo E. Carranza en
1871, la segunda á la sociedad «Pastoril é Industrial», cn
1881, y la tercera á don N. Vvildermuth )' otros en 1892.
Que, suponiendo que estas fechas sean exactas y aun cuan-

do en la aprecicación del caso debiese partirse, no de la úl-
tima de estas ventas, sino desde la realización de cada una dc
ellas separadamente, sólo respecto de las dos primeras ha-
brían transcurrido' hasta la fecha del último reclamo del
señor Garzón en 1905, los 20 años requeridos por la ley
para la prescripción entre ausentes, pues el general Taboada
y cada uno de los adquirientes de los derechos que el señor
Garzón ejercita, y éste mismo, han vivido, y tenido su domi-
cilio fuera. de la provincia de Santiago del Estero.
Que, además es de tenerse en cuenta, que ninguna de las

fechas mencionadas está justificada, y aún estándolo, no
sería de ley hacer correr desde eIJa la prescripción, sino desde
e.l momento en que las ventas aludidas llegaron á conocimien-
to del general Taboada y sus sucesores, si no estuvieron éstos
en la detentación material de ella y si lo estuvieron,
de~de su. desposesión 'efectiva ó de los primeros actos de
posesión practicados por los nuevos compradores.
Que, la noticia de las ventas, como lo~ primeros actos de

posesi6n de los nuevos compradores de las tierras en cues-
tión, tuvieron lugar muchos afíQs después de las épocas
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que la provincia quiere señalar CGIUO punto de partida de
su excepci6n.
Que, por otra parte, la prescripci6n qued6 interi"llmpida,

y debería entenderse que aun cumplida, cqued6 renunci:leb
l11ediante las siguientes aGtos:
1.0 El registro de los títltlos de propiedad, practicado

sin observaci6n ni protesta alguna de las autoridades ele
la provincia. por el general Taboada, en 5 de diciembre ele
\1867, en cumplimiento de la ley provincial 'de 30 de octubre
del mismo año.
2. o El archivo de estos mismos títulos y protocolizaci6n

.del de compra del doctor Ibarra al general Taboada. opera-
ciones ambas practicadas en 1884, no s610 con citación é
intervenci6n, sino también con el acuerdo expreso del re-
presentante fiscal del gobierno de Santiago.
3. o La protocolizaci6n judicial de los títulos de los doctore~

Garda Montaño y Olmos y del mismo señor Garz6n, lle-
vada á cabo en la provincia en 1887, con intervenci6n fiscal.
4.° La inscripción y toma de raz6n de los mismos títulos,

ordenada por el ministerio de Hacienda de la provincia y
cumplida por la direcci6n de Rentas, mesa de Hacienda y
departamento topográfico, previa avaluaci6n á fines fisca-
les de las dos propiedades.
5. o El pago de contribuciones fiscales.
Que, en cuanto al hecho de que no se cumpli6 por el gene-.

ral Taboada con la obligaci6n de mensurar los carl'lpOS, que
supone el gobierno le fué impuesto por la resoluci6n que
le acord6 la propiedad de aquélla. debe expresar que con-
mensura y sin ella, el contrato quedó concluído como tal y
recibió además debida ejecuci6n.
Que. el propio gobierno de Santiago reconoci6 desde el

primer momento y no obstante la omisión mencionada, C01110

dueño al genúal Taboada, de aquellas tierras, aceptando
sin protesta la denuncia del 2 _o lote de ellas, en la cual
el ,expresado general se dió por dueúo del 'primer lote de

j
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las mismas; que el propio reconocimiento ha practicado
dicho gobierno con ocasión de las diligencias de 1887 de
que antes ha hecho mérito.
Que, todo ello basta á los efectos del ejercicio de las ac- I

cio;les puramente personales emergentes del contrato y de la
responsabilidad que crea, por el hecho de haber di3puesto
por segunda vez de las tierras que fueron objeto' de él,
no discutiélldose ni la ubicación ni los límites de estas
tierras.
Que, tampoco tiene mayor importancia la exclusión ó re-

nuncia de la responsabildad por la evicción que contienen
<\lgunos de los contratos en que el señor Garzón apoya sus
derechos.
Que, fundado en estos antecedentes, pide se condene á. la

provincia de ~antiago del Estero, á pagarle el valor que se
justifique de las tierras aludidas, que personalmente esti-
~ila á razón de pesos 50.000 moneda nacional, la legua
Íl ot.ras de igual valor y condiciones, é imponer, además. á
dicha provincia, el pago de los frutos é intereses correspon-
dientes al valor reclamado, el de los daños y perjuicios que
se le han causado y el de las costas del presente juicio.
Que el doctor Ricardo lofre, por la provincia de Santiago

del Estero, impugnando la demanda, alega:
Que, esta corte es incompetente para conocer del presente

juicio. con arregio al artículo 8.° de la ley número 48, en
13'azón de que el a ctor es cesionario de acciones y derechos,
y lcis cedentes Taboada é Ibarra eran naturaíes y vecinos de
Santiago: habiendo agregado posteriormente en el escrito
de ampliaci6n de foja 95, que el demandante debió recurrir
del decreto del gobierno de la provincb, denegatorio de la
reintegración, ante la sUUJrema corte local, desde que había
elegido la vía contencioso administrativa en defensa de sus
derechos. de conformidad á disposiciones locales que cita
y á lo que establecía el título de enajenación extendido por el
señor Ibarra~á {avor ,de los señores Olmos y Garda Montafía,
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Que, no es exacto que el gobierno de Santiago, después
del decreto de octubrte de 1864, haya vendido á otras personas
.a onmera suene oe tIerra adlUcTicada á don Antonino
Taboada
, Que, t¡lInpoco lo es que el mismo gobierno haya re-
:Conocido' la posesi6n y dominio 9ue cree tener el deman-
:cJante,' ni hecho renuncia de sus derechos á desconocer la
validez del acto jurídico que motiva este juicio.
Que, según resulta, de los documentos en que' se basa

la demanda, don Manuel Taboada corno gobernador de San-
tiago, adjudic6 á su hermano el general don Antonino, los
dos lotes ?e campo denunciados: y ambas denuncias fueron
tramitadas, interviniendo como gobernador don Manuel y
como apoderado del denunciante en la primera de ellas,
don Absalon Ibarra, sobrino carnal del gobernador y del
gobernador y del denunciante; y en la segunda, don Caspar.
hermano carnal de ambos. habiendo refrendado el segundo
'decreto, como ministro. el dicho sobrino de ellos.
Que, en estas condiciones las compras aludidas y el dc-

creta que las autoriz6 son manifiesta y absolutament'e nulas,
con arreglo á las disposiciones que cita.
Que, varias irregularidades hacen aún más saltante la I1U-

lidad, á. saber: Que, el general Taboada, estando ausente
dc la capital, no hizo la denuncia de las tierras personalmente
6 por apoderado, que la calidad de ser tierras fiscales las
tlcllunciadas, aparece probada por informaci6n de tres testigos,
á los cuales el juez de paz que la recibe, ni les toma j'ura-
mento ni les pregunta por sus nombres, etc. Que, á los
testigos se les hace declarar á una voz en la primera denun-
cia y en la segunda, que no saben que el terreno pertenezca
á persona alguna y que en todo tiempo lo han conocido corno
de propiedad del estado, sin dar raz6n de sus dichos en
ambos casos; que no se tomaron declaraciones á los vecinos
linderos y los anuncios de los remates se hicieron por car-
teles, sir. que aparezcan hechos en el pueblo cabeza de par-
tido donde estaban situadas las tier~as.
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Que, el 2. o lote del campo denunciado aparece subastMo
dlas antes del fijado para el remate; que los tasadores
desempei'laban su oficio sin ser juramentados y que en nin-
guno de los dos remates hubo postor.
Que, eu el supuesto de que los decretos fueran válidos, no

.~eríall procedentes las acciones deduc~das, por que no se
perfeccionó el contrato ni quedó consumado por falta de
cumplimento de sus propias disposiciones y de la reglamenta-
ción de. las le-yes de Santiago sobre enajenación de tierras
fiscales, vigentes en la épQca de dicho contrato, pues no se
procedió á la mensura, deslinde y a,mojonamiento de hs tierras
á. cargo del denunciante ni se verificó tradición real traslativa

de posesión.
Que el único derecho que tendría el actor, si no estuvieran

prescriptas las acciones directas que nacen de los decretos,
sería una acción personal para perfeccionar el contrato que
quedó incompleto, siendo así inadmi3ible la acción entablada,
ya se la juzgue como acción subsidiaria de la reivindicación,
ya se la considere como de evicciólI, porque ésta sólo se acuer-
da al requirente en determinados casos, y el demandante, ni
adquirió dominio ni tuvo posesión legal de la cosa.
Que, la acción que se entabla e; de saneamiento y para que

tlrdceda, es necesario que el actor, ejercitando sus derechos,
demande á los poseedores de esos campos y sea vencido
en el respectivo juicio.
Que tampoco procedería el saneamiento si los segundos

'compradores del fisco hubiesen prescripto, como efectivamente
suCede. porque entonces el actor se encontraría en el caso
del que comprando la cosa á su verdadero dueí'ío, adquiere
el dominio y lo deja perder por prescripción.
Que, 10 vendido á los causantes inmediatos de Garzón por el

señor Ibarra, fueron derechos y accones, consignándose que
la venta quedaba sujeta á responsabilidades únicamente por
el valoJ; del precio pagado, siempre que los compradores
exigieran por los medios legales al gobiúno de Santiago
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del Estero y éste no re¡:onociese ó compensase los terrenos
qu.e vendió, y esta estipulaci6n es derogatoria de la garan-
tía establecida por el artículo 2091 del código Civil, y no
((erecilo á la acción de daños y perjuicios por causa de evic-
ci6n, sin que tal situación legal camb~e para el actor por el
hecho de que se haya consignado en la escritura respectiva
que se le vendía un' campo, porque los vendedores Olmos y
García Montaña no pudieron tr.ansmitir á Garzón derechos
mejores ó más extensos que los que ellos adquirier0f.\ de sus
causantes inmediatos y porque la escritura no ha sido tras-
lativa de posesión y dominio, ni por sus cláusulas 111

por actos subsiguientes de las par*s.
Que, no se ha protestado d~ las ventas hechas por la

provincia en 1870 y 1871, ni de la mensura practicada de
ellas en 1874.

I

Que la indemnización y los daños y perjUlClOS en los con-
/tatos sólo se' deben cuando no han Sido ejecutados poi
culpa ó dolo de alguno de los contrayentes, y en el caso
sub judíce, ni la provncia demandada es culpable de que
el general Tahoada no cumpliese con las obligaciones del
decreto, ni ha procedido con dolo en las enajenaciones re-
feridas.

Que, si la provincia no está obligada á pagar las estima-
ciones de las tierras reclamadas por su valor actual, ante las
leyes que reglan .la responsabilidad de la ¡TIara y la culpa
en las prestaciones de los contratos, tampoco. lo está por
las disposiciones especiales de ventas de tierras públicas de
la provincia, seg(m las que solo responde á sus compra'do-
res por el precio que recibió y las mejoras útiles fijadas por
árbitros.

Que, reproduce la excepción de prescripción liberátoria y
adquisitiva invocada por la provincia en el decreto de que
se ha acompañado testimonio.
Que, el demandante ha incurrido en 'plus pefifio, por razón

de -la cantidad en el área de la tierra reclamada y en la...
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indemnización estimataria que á ella carrespande, parque
i'eclama cama vendidas par, el gabierna, cuatra 1.e-
guas de tierras adjudicadas par la p,rimera denuncia, sin
que el gabierna las haya vendida y parque la legua San-
tiagüeí'ía cantiene sóla 1874 h<1ctár~as, 89 áreas, en vez
de la superfiCie de 2,500 liectáreas en que la estima el pet"tul17

de la demanda; y e'sta diferencia de extensión determina un
exce'sa de 12,589 pesas can 80 centavas en la cantidad
pedida,
Que en su mérita se declare pracedente la excepción de in-

cam.petencia deducida y, que' si así na fuera, se rechace la
demanda, can castas.
Que. carrida traslada de la excepción de prescripción, el

actar, insiste en la que tiene ya dicha sabre el particular
en su escrita de demanda y pide el rechazo, can castas, de la
excepción" agregan'do( á la vez que es inapartuno é ina'dmi3ible
el des~onocimienta de la jurisd icción de esta corte.
Que, la mfsma parte manifestó pasteriarmente que estaba

dispu'esta á aceptar la entrega de la,tierra que, comprendida
en la que compró Tabaada en 1862 y en 1864, na hubiera'
sido enajenada por segunci~ vez á ptra, '
Que, recibida la causa á: prueba, hase producida la, que

expresa el certificado de faja 439, habiendo las partes ale-
xada á fajas 440 y foja 460 y llamándose autos para sen-
tencia á faja 459.

y CfJnsideranda:

Que, la apartunidad en que se ha presentada el escrito
de faja 95. no .obsta á que esta corte pueda, de .ofiCia atento
la prescriptaen el artículo 1.0 de la ley l1úmera 50, pranun-
ciarse sabre si hay renuncia:' al fuera federal y si existe en
el casa prarragación de jur.isdiccjón á favor de las tribunales de
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Santiago del Estero, ya ordinarios, ya contencioso admi-
nistrativos.
Que los conceptos; «esta venta queda sujeta á las res-

ponsabilidades únicamente por el valor del precio pagado,
siempre que los compradores exigicran por los mcdios le-
gales al gobierno de Santiago del Estero y éste no recono-
ciese 6 compensase los terrcnos que vendi6», contenidos
en la escritura de venta del doctor Ibarra á los doctores
Olmos y García Montaño (foja 13) precindiendo de otras
razones. no son suÍÍ'cientemente explícitas y categ6ricas en
el sentido de quc en ningún caso se sometería á 105 tribunales
competentes la soluci6n definitiva de los conflitos que IHI-
dieran suscitar se entre la provincia de Santiago del Estero.
y los sucesores del general Taboada.
Que. las gestiones admin istrativas dc que obra testimonio

á foja 28 vuelta y sigui~ntes, no constitu!ycn pleito civil
ni demanda ante jucces 6 tribunal de provin'cia, á los fines
de prorrogaci6n de jurisdicci6n con arreglo á los té~minos
del inciso 4.0, artículo 12 dc la ley número 48 y á 1'0 decidido
en -casos análogo¡s.
Que, en la es-critura de venta otorgada por don Absa16n

Ibarra á los doctores Olmos y García Montaño, si bicn se
habla de derechos y acciones, también se exprcsa quc los
terrenos objeto del contrato habían sido adquiridos del go-
bierno de la provincia de Santiago del Estero (foja 12 vuel-
ta), y en la venta I)Ostcrior hecha por los expresados doctores
Olmos y García Montño á don Antonio Gaarz6n, consígnase
que venden á éste un cainpo de su propiedad, ubicado en"
la misma provincia (foja 14 vuelta); dcbil'ndo agregarse
que, de acuerdo con 10 resuelto asimismo 'en reiterados casos.
el artículo 8 de la ley número 48, restrictivo del artículo
100, de la Constituci6n Nacional, no es aplicable al ejer-
cicio de acciones' que tienen su origen en un contrato de
compraventa de inmuebles, diverso del de cesi6n ó mandatos
propiamente dichos, aunque el actor no haya adquirido de-

*,
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recho real sobre la cosa comprada, mediante su tradición.
Que, en cuanto al fondo, habiéndose opuesto á la vez que

otras, la excepción de prescripción, corresponde examinarla
en primer término, por cuanto el pronunciamiento' que á
s-u respecto corresponda, pudiera hacer innecesario tomar en
cuenta las otras.
Que la demandada puede unir su propia posesión á la de

,~IS sucesores Ó lI1vocar la de éstos al efecto de computar
el tiempo hábil para la. prescripción (fallos, tomo 39, pá-
gina 299.
Que. según el informe de foja 220, del departamento to-

pográfico de la provincia de Santiago del Estero, las dos
;uertes de campo del actor forman en conjunto un solo
¡ate de 9 leguas cuadradas' Ó sean 16.874 hectáreas,' una
cen1:iárea' y se encuentran superpuestas con lós terrenos
del señor Antonio López AgreJo en una extensión de 9090
hectáreas, 50 áreas; con la suerte número 2 de la Coloni-
zadora Argentina, en la de 3.471 hectáreas, 51 á.reas y
\:)n los lotes 1 y 2 de Vvildermuth, en la de 4312 hectáreas.
Que. dcm Anton'Í'O López Agrelo es sucesor de la sociedad

anónima Pastoril Agrícola é Industrial. (foja 336 vuelta):
y aparece de autos que éstá solicitó mensura judicial de su
propiedad en 188 O (foja 357 vuelta) operación que se practi-
c6 y fué aprobada en 1881 (foja 37"4 vuelta) dándose
n)osesión judicial en el mismo año (fojas 276 y 377).
Que. la Colonizadora Argentina ó don Vicente L. Casares.

es sucesor de don Adolfo E. Carranza (foja 222 vuelta),
quien con'lj)l"ó el terreno al gobierno de la provincia en 1871
Y lo hizo medir en 1884, con intervención y aprobación de
dicho gobiemo (fojas 207 209, 383 vuelta y 386) ; verifi-
cando con esto un acto posesorio (artículo 2384 código
Civil ).
Que, resultan de esta suerte en la fecha de la demanda.

23 de marzo de 1907 (foja 66 vuelta) 12.572 hectáreas,
1 centiárea, poseídas durante más de 20 años por ter-
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ceros, cuyo título y buena fe no han sido cuestionados; y
esto á contar desde los actos posesorios preindicados, posterio-
riores. á; las' fechas respectivas de adquisici6n de los cau-
santes de Agrelo y la Colonizadora Argentina 6 Casares.
Que, aun cuando aparece ciue las 4312 hectáreas compren-

didas en lo enajenado á don C. Bright, en 19 de septiembre
le 1892 y por éste á Wildermuth . (fojas 222 vu.elta ~'
338), lo hubieran sido antes á otros, es de tenerse presente
que, á estar á las propias manifestaciones del actor, corro-
borradas .por testigos, algunos' de oídas, el gobierno de
la provincia de Santiago del Estero' se apoderó de los
terrenos á que se contrae la demanda, sin excluir la fracción
mel~cionada, en 1874 ó 1875, á la salida del gene(al Taboa-
da de dicha pi'Ovincia, nombrando una comisión para tomar
posesión de ellos y vendiéndolos á terceras personas (fojas
1.69, 6.a y fojas 284, 3.a; declaraciones de fojas 240,
4.0, fojas 247, 2.a ; fojas 285, 2.a; fojas 286, 3.° ; fojas
287, 3.a; fojas 288, 3.a fojas 289, 3.a fojas 433, 6.a.)
Que no se ha probado un alegado que con posterioridad

á 1874 ó 1875, el general Taboada ó sus sucesores hubie-
oran 'adquirido nuevamente la posGsi6n de los terrenos men-
'cionados: y es indudable que desde esta fecha hasta la
expresada en la demanda, ha transcurrido con exceso el
:iempo necesario 'pará la prescripción, ya de acción real
reivindicatoria, ya de cualquiera acci6n personal tendiente
á obtener el valor de las tierras ó su permuta (artículo:s
!;999, 4016 y 4023, código Civil).
Que el registro en cinco de diciembre de mil O'<::hocientos

setenta y siete, .aun admitiendo que se refiriera á los títulos
del general Taboada, no es un acto de inten'upci6n de la
prescripci6n aludida ni de renuncia á ella, desde que en
lodo caso ese registro habría ,tenido lugar con anterioridad
á. la época en que principio á correr dicha prescripción.
Que no es tampoco acto interruptivo ni de la renuncia la

solicit'ud pe archivo y copia de los títu[os del general Taboada
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hecha en 1884, ni la resolución judi.cial del mJsmo año,
por la que se mandaron expedir lo.s testimonios en la forma
solicitada. con citaci6n fiscal (foja 4 y siguiente), porque
en tales actos ajenos á la jurisdicci6n contenciosa, no ha
intervenido, en reali.dad, la provincia de Santiago 6 sus suce-
sores y no es posible así, atribuirfes el carácter y efectos tic
una demanda 6 de un reconocimiento de derechos' (artículo
3973, 3986 y 3989, del código Civil ).'
Que pur lo que hace á la protocolización ele los títulos

de GarcÍa Montaña, Olmos y Garz6n, es aplicable á. ella
lo dicho en el considerando precedente, sin que pueda sos-
tenerse que la intervención de la mesa de Hacienda y
Ministerio de Hacienda al objeto de pago de contribuciones,
atribuya al acto el valor de una renuncia 6 reconocimiento,
toda vez que, como se ha observado, ninguno de los funciona-
rios que han intervenido en esas diligencias, tenía atribll-'
ciones para reconocer la posesión y dominio de Garzón,
sobre las .tierras á que se referia~1 los títulos, y para re-
nunciar expresa' Ó tácitamente á derechos adquiridos por la
provincia (artículo 87, constitución.
Que además, y en lo concerniente á la mayor parte del

terreno por el cual la mesa de Hacienda y el Ministe<rio
de Ilacien'da hicieron abonar impuestos, consta que se en-
contraba poseido, no por la provincia ni por Garz6n, sino
por Agrelo y la Colonizadora Argentina ó don Vicente L.
'Casares.
"Que, ~i las leyes de Santiago hubieran .impuesto en el

r:aso, al actor la obligaci6n de gestionar. ante el poder
:!jecutivo provincial" el reconocimento' de sus derechos antes
de acudir á los tribunales nacionales, esas leyes carecerían
de eficacia (artículos 31. 100, 101, de la constitllció'n na-
~ional (;¡rtículo 1.°,.inciso 1.0, ley número 48).
Que, las gestiones de mero caráctc;- administrativo, vo-

.untariamente practicadas, no interrumpen la prescripci6n, con
arreglo' á lo dispuesto en el artÍCulo 3986 del código Civil
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y á la jurisprudencia de esta corte (tomó 103, página 155
l ,otros).
Que, el mismo actor ha manifestado explícitamente que

al ocurrir por la vía administrativa en solicitud del recono-
cimiento de sus der~chos, antes de la interposición de la
presente demanda, no ha éntendido formalizar ni ha forma-
lizado de hecho acción alguna (foja 160 vuelta); y aun
.:uando esto se rehera á la última gestión, no se percibe mo-
tivo alguno para distinguirla, en cuanto á su naturaleza,
de las anteriores de 1888 y 1891, las cuales por otra parte.
fueron retiradas 6 abandonadas, según puede inferirse' del
pedido de devolución de los títulos, que dice el actor haber
hecho (foja 168 vuelta). Pregunta 9).
Por estos fundamentos, se declara que el juicio es de la

competencia de esta corte y que la acción deducida está
prescripta, absolviéndose de dla, en su consecuel).cia, á la
prqvillcia de Santiago del Estero, sin especial condenación
en costas, por haber tenido el demandante razón probable
para litigar.
Notifíquese con el orig-inal y repuesto el papel, archívese,

A. BERME]O.-OCTAVIO BUNGE.-o
M. 'P. DARACT:-C . MOYANO

GACITUA:
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CAUSA X
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La provincia de Buenos Aires contra don Francisco Miií(fca
por reivindicación.

Sumario: Es .. improcedente la acsión reivindicatoria si el
demandante no ha probado su derecho de propiedad al. .'
terreno reclamado, aun en el supuesto de que el.deman-
dado careciera' de todo derecho sobre el mismo.

Caso: Lo explican las siguientes.. piezas.:

FALLO DE LA COl~TE SUPREMA'

Buenos Aires, 1l1.rzo 2i de 1909.

.y visto.:

Fstos autos seguidos por doña Juana L. de Marín, en
j epresentación de la provincia. de Buenos Aire~, contra don
) 'jancisco Miñaca, de los que resulta:

l...) ue la referida sei'íora s e presenta á esta corte manifestando
c, .Ie su mandante, le ha conferido poder de acuerdo con
~;I¡..~.de denuncias, para que le retraiga á su patrimonio un
~(,T(,I:O ubicado en la calle Corrientes número 4579 entre
L ¡mbare y Yatay, que el demandadó detenta titulándose pro-

.;jj ~tario .
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Dice que ese terreno fué adqurido en 1873 al doctor Mar-
tin Zalazar por el ferrocarril del Oeste cuando perteneció á
la provincia y que ésta no se desprendió del terreno una
vez que no figura en el inventa!io hecho con motivo de
la transferencia del ferrocarril del Oeste, habiendo sido el
l1emandando intimado de desalojo por su representada según
se ve en el expediente administrativo letra M. número 14.
Agrega que la escritura que hace á su de"recho se encuentra

en la Escribanía Mayor de Buenos Aires; y termina pidiendo
que en definiti\'a se condene al demandado, á devolver el
terreno y á paga;' las costas del juicio', dejándose á salvo
las acciones que le corresponda por daños y perjuicios.
Corrido traslado de la demanda, el demandado COI1te~ta

exponiendo.
Que son inexactos los hechos invocados por la deman-

dante, salvo el de que Nliñaca posée la casa demandada á
:ítulo de dueño, pues éste tomo posesión del terreno el año
1876, Y desde entonces continuo poseyéndolo de una manera
tranquila, pacifica y á título de dueño,
Que durante los primeros catorce años ninguna autoridad le

ha cobrado impuestos y si sólo después de mil ochocientos
noventa los ha pagado, sin que el gobierno de la provincia
ni nadie haya pretendido interrumpir su posesión.
Que' en t¡¡,l, virtud, opone la excepción de pre?cripción

trentenaria, de acuerdo con los artículos 4016, 4017 y
4022 del código Civil, el 85 de la ley procesal y fallos de
esta corte, tomo 83. p;ágina 119.
Que opone también la de falta de personería en el gobier-

1\0 para demandarlo, puesto que el dicho gobierno de Bue-
nos Aires vendió los ferrocarriles, venta. que, según
la ley y contrato, se hizo con todos, los teFrenos, existencias
y accesorios, de donde resulta no ser ya dueño, y que en
el peor de los casos lo sería el sindicato, el que podría de-
mandar con más visos de seriedad, por lo que pide se declare
la falté', de personeria.

r
i
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.Que a:demás naciendo la acción entablada del dominio y

no pudiendo adquirirse éste sino mediante la tradición, fáltale
á la provincia el título y la posesión efecth-a. Lo primero,
por que el que indica no fué protocolizado, .citando entre
otras leyes los artículos 2601 Y 1211 del códigó Civil. por
lo que pide no se haga lugar con 'costas á la demanda.
(~ue evacuando el traslado de la excepción de presc¡'ipción,

el demandante alega que dicha .excepción no es de especial
pronunciamiento; que Miñaca no es ni ha podido ser posee-
dor treintenario, porque siendo dudío del terreno el di reclo-
rio del ferrocarril del Oeste, éste utilizó el terreno en de-
pósito de cadáveres para conducirlos á la Chacarita, le-
vantando los riele~ coloéados con tal objeto por fos años
1882 á 1885; y por que en este caso no pudo póseerlo á
la vez Miñaca, siendo que éste ocupó el terreno el año 1890
se.gún sus documentos que él no reconoce.
Agrega que Miñaca no ha de probar jamás ser poseedor

treintenario del terreno en cuestión y que su posesión ha
sido interrumpida por las gestiones administrativas de 1901.
Recibida la causa á prueba, se p¡:oduce la que corre en

autos sobre cúyo mérito alegan las partes 'á fojas 165 'y
183, llamándose los autos para sentencia con fecha 22 de
1908.

y cC'T~sirlerando;

Que de acuerdo con lo 1)receptuado por el artículo 2758 del
código Civil, para que la acción reivindicatoria pueda pros-
perar es indispensable que el que la deduce sea propieta-
rio de la cosa reivin~dicada y haya perdido la posesiói1 de
ella,
Que por consiguiente en este caso debe empezarse por

resolver si la provinci;'. deman;dante ha probado su propiedad
al referido terreno pues si así no fuera, la acción debe
desecharse aun en el supuesto que el demandado careciera
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de todo derea}lO sobre la misma cosa; una vez que éste ha
negado todos los hechos afirmados por aquel, salvo el de
5U actual posesión en el terreno en cuestión, cuya causa
no está obligado á comprobar, artÍrulo 2363, código citado,
Que si se tiene en cuenta la ubicación que el demal~dante

Já en la demanda al terreno en cuestión, es indudable q,ue
la escritura por él mismo presentada y corriente á foja 74
no se refiere á ese inmueble, desde que el terreno deman-
dado está entre calles casi al centro de la cuadra, dice el
demanda,do y el á que se refiere el títuló es una esquina.
No se concipe que ese t~.rreno pueda .haber quedado en el
centro de una manzana, cuando á la fecha de la venta,
formaba esquina en la calle Corrientes y del Pueblo, Y
no habiendo suministrado tal prueba el demandante debe
llegarse á la conclusión de que sobre el terreno reivindicado
no ha presentado título alguno el actor. Siendo aquí de
nota¡:se que negados todos' los hechos por el demandado,
no ha podido oponer éste defecto al título por no haber sido
presentado con la demanda.
Que aceptando por nueva hipótesis que el terreno, esquina

Pueblo y Corrientes, fuera el reivindicado por el gobierno,
siempre resultaría no tener á la fecha de la demanda el
dominio del mismo, por haberse comprobado su venta al
sindicato que compró el ferrocarril del Oeste y que re-
presentaba el señor H, G. Adderson en treinta. de junio
de milocha cientos noventa,
Que en efecto, de los referidos comprobantes consta que

el año mil ochocientos ochenta y nueve, una ley ele la legisla-
tura de Buenos Aires, autorizó al gobierno de la misma para
la venta e1el ferrocanil elel Oeste «con to~os sus terrenos
vías, estaciones, talleres, tren rodante», etc " y que fué sacada
á licitación en las condiciones de la ley ~sa línea en virtud
del decreto de 16 de diciembre del mismo año, en el cual
se expresaba que al hacer la enagenación, 'el estado hacia
traspaso de todo el material de explotación, como de los

,.
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derechas posesorias 6 de prapiedad sabre sus tierras 6 edi-
ficios can la solo exclusión de las que se indica en el incisa
4. o del artículo 4. o, en las cuales no figura el sub judice.
Que sacada á licitación esa línea en las condicianes dichas,

fué adjudicada al sindicato. antes mencianado, firmando. ambas
partes un can trato ad relendeum, en el cual se hace canstar
la entrega, no sala del material de explatación, sinó también
de las edificios y terrenas, aprobándase ese cantrato par
ley de 19 de marzo de 1890 y verificándase la escritura-
ción can fecha 3 O de marzo del misma afio ..
Que de estas cansideracianes resulta: que si el terrena

demandada perteneció en algún tiempo. á la empresa del
ferrocarril del Oeste fué entregada al sindicato. campradar,
pues, de la cantraria, aparecería en la larga lista de bienes
exceptuadas, lo que na sucede. T~das estas diligencias, cama
el acta dande .cansta la efectividad de la entrega de la
lfnea y sus pertinencias, cansta en el toma 4; página 29
ys iguiente de la «leyes, captratas, etc., referentes á los
lerrocárriles y tranvias », publicada par el l\1inisteria
de Obras PúbJicasde Buenas Aires, agregada á los autos,
.Par estas cansideracianes, se' r-esuél~re no hacer .lugar á

la . presente d~manda, sin e,special condenación en castas,
atenta la naturaleza de las cuestianes debatidas.
Hágase saber can el ariginal y repuesto el papel archivese.

A. BER1\iE.TO. - OOTAVIO BUNGE.-
1\1'.P. DAR.AOT. - C. l\10Y.ANO

G.AOITÚ.A •
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CAUSA XI

Recurso extraordinorio deducido' de heclto por Oregorio ClÍ-
!lepa en autos con Domingo Borbé, sobre competencia,

Sumario: Es improcedente el recurso previsto en el ar-
tículo 14 de la ley número 48 y en el 6° de la ley número
'4055, cuando es deducido contra una sentencia que rechaza
la proc,edencia del fuero federal invocado por el recurrente,'
fundándose en la. falta de prueba de la distinta vecindad
alegada, ó sea en un punto de hecho ajenQ al recurso ex-
traordinario.

Caso: Lo explican las. piezas siguientes:

ACUERno y SENTENCLA. DE LA CÁMARA DE A.PELACIONES

EN LO COMERCLA.L DE LA CA;E'ITAL
i,

Reunidos los señores vocales de la sala de acuerdos y traí-
dos para conocer los autos seguidos por don D,omingo Barbé
contra don Gregorio Cánepa, 'por cobro de pesos, se practicó
la insaculación que ordena el articulo 256 del código de Pro-
cedimientos, resultando de ella. ,que debió votar en el orden
siguiente: doctores Estévez, Saavedra, Méndez.
Estudiados los autos la cámara planteó la siguiellte cues-

tión á resolver:
¿ Es procedente en este caso la deClinatoria opuesta por

el ejecutado.?
El doctor Estéves dijo: El ejecutado ha opuesto la excep-

ción de incompetencia. de jurisdicción de los tribunales or-
dinarios de esta capital, \S'. osteniendo la' competencia de la
justicia federal' de la misma, para conocer en es te JUIcio,
fundándose en que como se!=retario del observatorio astro-
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n{,t-Tlicnde l.a Plata, debe ser considerado como vecino de la
.provincia de Buenos Aires,' con arregio aL artículo 90 del
código Ci\'il y ley de 18 de septiembre de 1884.
Aquel artículo declara que el domicilio legal de los emplea-

dos públicos es el lugar en que ejercen sus funciones (in-
ciso 1.0), pero no es tal domicilio, sinó la vecindad estable-
cida en las condiciones ~el artículo 11 de la ley de 14 de
septiembre de 1863, la que se requiere para surtir fuúo
federal.
El ejecutado no ha probado hallarse en ese caso, y de las

diligencias practicadas al cumplimentar los mandamientos
fojas 40 y 66, resulta que aquel tiene establecida "su fa-
milia en esta capital, circunstancia que conforme al ar-
tículo 94 del código citado, a.utoriza á considerarlo vecino
de la misma.
La sentencia apelada, que así lo declara es a.rreglada á

derecho y por consiguiente voto porque se confírme con
costas.
Por .análogas razones los doctores Saavedra y Mendez,. se

adhirieron al voto anterior.
Con lo que terminó este' acuerdo que firmaron los ¡:;eí'íores

vocales doctores: Mendez, Esteves, Saavedra; ante mí.
Es copia del original quae corre á fojas 523 del libro

18 bis de acuerdos comerciales.
R.. E. Cranwell.

Buenos Aires, NovJl'tubrQ 26 de 1909.

y viStoS:

Por el mérito que ofrece el acuerdo que precede se con-
firma con costas la sentencia apelada, regulándose en 120
pesos los honorarios de] doctor Melo y en 40 los derechos
procuratorios de Proben, por sus trabajos en esta instan-
cia.

•
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Devuélvanse y repónganse los seIlos o

Ram6n Mendezo - Miguel Estevez.
- Diego SaulIreda. (Ante m!)
R. Eo Crollwell ..

DIi::TAMEN DEI .• SE~OR PROOURADOR, GENERkL

Bueno. AIre", l~ebrere 26 de 1009.

.,

Suprema Corte:

El recurso de hecho tra.ido ante V. E., es procedente, á
estay ,á los términos del articulo 14, inciso 3 de la ley
48, por haberse. cuestionado la competencia del fuero federal
invocada como un derecho por el ejecutado, .y ser la sen-
tenCia recurrida contraria, en definitiva á tal derecho.
Por ello, y según jurisprudencia de Vo E o, 'pido se sirva

declarar mal denegado el',recurso Tnterpuesto (tomó 94, pá-
gina 374: tomo 96, página 279).
EI1 cuanto al fondo de la cuestión, pienso que la declina-

toria opuesta por el ejecutado no procede. De la circuns-
táncia que ha alegado para reclamar el' fuero federal, si
bien surge su domicilio legal en la ciudad: de la Plata co.mo
empleado público, no se desprende la vecindad que, alega,
para encuadrar dentro del artículo 2, inciso 2 y artículo
11 de la ley 48, dado que, de autos consta )su residencia
en Buenos Aires, donde se halla establecido con su familia o

Por estas consideraciones y las expuestas en los fallos de
:ojas 88 y 105, pido á V. E., ~e sirva confirma; la sell-
tencia . recurrida o

Julio Boteto

••
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Bueuos AlJoe~, j\lI,,~zo Hi de 19U9.

Autos y vistos:

El recuJ:so de hecho por apelación denegada interpuesto
por don Gregario Cánepa 'de ~entencia pronunciada por la
cámara de apelaciones en lo criminal, correcional y comer-
ciaJ, de la capital, en el juicio ejecutivó seguido por don
Domingo Barbé.

y considerando:

Que según resulta de los autos remitidos por vía de in-
fOl'me, el recurrerite ha deducido la excepción de incompeten-
cia basándose ee la distinta vecindad de las partes, - en
cuanto aseveró que el ejecutante era ciudadano argentino
gen tino. domiciliado en La Plata,' donde desempeñaba un
empleo en el Observatorio Astronómico en dicha ciudad y
que, por consiguiente, era allí 'su domicilio legal (foja 74),
Que la sentencia de foja 105 ha rechazado la procedencia

del fuero federal i~vocada POI: Cánepa, en razó¡] de que,
é1 ejecutado no ha probado hallarse en ese caso (el del
artículo 11. de la ley de 14 de septiembre de 1863) y de
las diligencias practicadas al cumplimentar los mandamien-
tos de fojas 40 y 66, resulta que aquél "(Cánepa) tiene estable-
cida su fámilia. en esta capital, <;ircunstancia _que, confonn'c
al artículo 94 del código citado, autoriza á considerarlo ve-
Cino de la misma (foja 105 vuelta).,
Que csa scntcncia no ha desconocido el. imperio de la ley
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nacional de jurisdiccióp y competencia de los tribunales fe-
derales, pues que ella se funda en la falta de prueba de
la distinta vecindad, ó sea en un punto de hecho ajeno al
recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley
números 48 y 6.° de la ley número 4055.

Por estos fundamentos, oido el señor p'rocurador general,
. se declar~ improcedente el rtcur~o' interpuesto.

Notifíquese original y repuesto el papel archívese; devol-
v.jéndose los autos remitidos por vía de informe' con testi-
monio de esta resolución.

. A. BERMEJO.-OCTAVIO BUNGE

M. P. DARACT.- C. MOYANO

GACITÚA.

CAUSA XII

Ernestina Deltillo de SUflrez contra la Prol'i1tcia de Buenos
Aires sobre escriturad6n.

Sumario: Una provincia al dictar, en uso de facultades
propias del gobierno, una ley que' reconoce á los pobla-
dores de tierras fiscales derecho preferente á comprar las
que estos ocupan, no procede como persona. jurídica, y
las controversias á que la interpretación de tal ley
pueda dar auga r no corresponden al conocimiento de la corte
suprema.
Caso.: Resulta del siguiente fallo.
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Bnello$ Aires, JI1ar2o 1.6 <le 1.909

y vistos;

Doña Ernestina Delfino de Suárez y don Roque Suárez Del-
fino entablan demanda contra la provincia de Buenos Aires,
por escritúración, exponiendo en' lo sustancial:
Quc el 17 de mayo de 1873, el doctor Néstor French se

presentó al Poder EjeQutivo de la mencionada provincia soli-
citando se le concediera en las condiciones establecidas por
los decretos de 1.0 de junio de 1858 Y 16 de octubre de.
1863, la posesión de un campo ubicado en 'el partido de
Bahía Blanca, con una superficie de ocho mil hectáreas.
Que hecho el depósito que prescribía el decreto de 16

de 'octubre de 1863, se concedió al doctor French por resolu-
ción de 6 de' abril de 1874 el terreno solicitado del que,
tomó posesión, conservándola hasta febrero de 1877' en que
trasmitió al doctor Roque Suárez todos los derechos y accio-
nes que pudieran corresponderle dicho campo.
Que el doctor Suárez, conservó la posesión sin interrupción,

defendiéndola de los ataques, de los indios, y sancionada la
ley de 26 de diciembre de 1878, se presentó ante el P.
E '.' dentro del término de .noventa días fijado por el decreto
de 7 de enero de 1879, haciendo valer los derechos que le
acordabé'. la ley y pidiendo le fuese concedida en compra la
extensión de tierra que poseía, en virtud de la cesión que le
habb sido hecha por el doctor French.
Que sin haberse diligenciado un oficio al juez de paz de

Bahía Blanca, al objeto de acreditar que se habían cum-
plido las condiciones de población, se dictó un decreto en
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agosto 5 de 1879, no haciendo lugar á lo solicitado á causa
de una interpretación errónea del artículo 1. o del decreto de
7 de enero del mismo año.
Que mientras no se hacía lugar á la s'olicitud del doctor

Roque Suárez, el mismo campo fue vendido á un individuo
que lo solicitó en compra, diciéndose falsamente poblador,
como lo probarían á su tiempo.
Quc en drtud de los antecedentes expuestos y con arreglo

á la ley provincial de 26 de diciembre de 1878 y á los artícu-
los 1238' 1443 y 662 del código Civil, solicitava se declare
que la provincia está obligada á otorgarles escritura de venta
del campo ó en su defecto á satisfacerles perjuicios é interc-
ses y las costas del juicio.
Que el doctor Mariano Demaría (hijo), por la provincia.

de Buenos Aires, pide el rechazo de la demandá (foja 27),
con costas, .alegando que esta corte carece de competenéia
para entender en el juicio por no ser acción civil la que asiste
á los actores y aduciendo á la vez otros fundamentos de
que se hará mérito más adelante si fuera necesario.

y considerando:

En cuanto á la excepción de incompetencia.
Que los artículos del código Civil, invocados en la de-

ma'nda~ suponen la existencia de un contrato, estableciéndose
en uno de ellos (artículo 1409) que el vendedor debe en-
tregar la cosa vendida libre de toda otra posesión.
Oue á estar á las actuaC'iones administrativas agregadas

y á las propias manifestaciones de los actores, no ha mediado
entre la provincia de Buenos Aires y el doctor Nestór French
contrato alguno de compra venta, con relación al cual hu-
biera aquel podido ceder derechos al doctor Roque Suárez,
ni entre éste y la misma provincia, respecto al campo men-
cionado en la demanda.
Que en realidad lo pedido por el doctor Roque Suárez
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al gobierno de la provincia de Buenos Aire¡; fllé que se le
reconociera derecho preferente de compra dd campo aludido,
con arreglo á la ley provincial de 26 de diciembre de 1878.
Que esta ley constituye una medida de favor y amparo á

los ocupantes de tierras fiscales, sin exigirles en cambio
a<;tos onerosos futuros en beneficio de la provincia, desde
que su artículo 2. o está. concebido en estos términos: «Los'
actuales ocupantes de tierras ubicadas al exterior de la línea
de fronteras de 1858, tienen derecho preferente á comprar
la extensión de terreno que ocupan, no excedido de ocho
mil hectáreas, siempre que acrediten haber mantenido en
él trescientas cabezas de ganados mayor ó mil o\'ejas desde
un año antes de la promulgación de esta ley. Los po~ladores
con menor número de ganado, tendrán derecho á la com-
pra de una fracción proporcional según la base consignada en
el artículo anterior. El Poder Ejecutivo reglamentará el
procedimiento para producir esta prueba y publicará l<;Js
nombres .de .los que se hayan presentado á la coml?ra» .
. Que es así incuestionable que en el acto de dictar expon-
táneafmente la ley referida en uso de facultades propias dell
gobiern9. la. provincia de Buenos Aires no procedió como
persona jurídica, ejercitando su capacidad de tal en la
esfera del derecho privado, en el modo y forma determinados
por ese derecho, como hubiera podido hacerlo una persona
particular.
Que s<;all cuales fueren las controversias jurídicas á 4ue

la interpretación de la ley de que se trata pueda dar lugar,
ellas no son de las previstas en el artículo 1.0 inciso 1.0 de
la ley número 48, faltando como falta en el caso sub ;adice,
un aqo concreto de enajenación ó contrato al respecto que
sir"va de base á una acción civil cuya eficacia correspondiera
fxaminar del punto de vista de las leyes generales y locales.
Por estos fundamentos, se dec'ara que esta corte carece

de jurisdicción para entender de la demanda. Las costas se
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abonarán en el orden causado atenta la naturaleza de las
cuestiones debatidas ~
Notifiquese con el original y repuesto el papel arch ¡vese.

A. BERMEJO-OCTAYIO BUNGE

-M. P. DARACT-C. MOYANO

GACITÚA.

CAUSA XIII

Recurso extraordlllorio dedacido de !techo pór el de/eensor
de Oscar 'fado BIl la cansa crinuizal pIJe se sl:qlle tí
este, por lesiones.

Sum.ario : Una actuación del 'procedimiento, consentida por la
defensa, en un proceso criminal, no puede servir de funda-
mento al recurso. extraordinario previsto en los articulas
14 de la ley número 48 y 6.0. de la ley número 4055.

Caso: Lo explican las piezas sigui'entes:

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

Buenos Aires, ~rnrzo 19 <le 180a

SiJ.prema Corte:

El recurso de hecho deducido es improcedente, y pido
á V. E., se sirva así deClararlo.
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De las constancias de los autos elevados, resulta que la
defensa del procesado no, ha sido trabad$!., y su defensor
la ha ejercido en las oportunidades debidas.

El artículo 18 de la constitución, citado por el recurren-
. te, no tiene otro alcance que garantir al litigante, la libertad
de defenderse por sí, y cuando se trata de hacerlo por medio
de terceros, .estos quedan sujetes á las leyes procesales que
reglamentan la representación en juicio (Fallos de V. E.,
tomo 8;3, página 325; tomo 92, página '167).
0Además siendo el informe in ¡loce una medida' de procedi-
mi<:ntcl, la' aplicación de 1as disposiciones que lo establecen
es de jurisdicción exclusiva de los tribunales de la causa,
y 11) puede bajo ningún concepto ser materia del recurso
extraordinario que acuerda el artículo 14 de la ley 48 .
. (1'30110 tomo 70, página 25).

Litis E.'!".AJo/tiza

Jl'AI,LO DE LA CORTE SUPREMA

B\leno~ Airea. JIl.nr~o 25 de 1909

Autos y vistos:

El recurso de hecho por apelación denega.da interpuesto
por el defensor de Osear Tatto, procesado por lesiones, á
Fran6sco Gomei, de sentencia pronunCiada por la cámara
de apc-la.ciones en lo criminaL corrccional y comercial de la
capital.

y considerando:

'Que la denegación de revocatoria del auto que no hizo
lugar el señalamiento de nuevo .díá, para informar in poce,
quedó consentida por la defensa desde que no dedujo contra
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ella recurso alguno legal, no pudiendo considerarse en tal
carácter la protesta condicional de foja 40, (artículo 500
código de Procedimientos en' lo criminal).

Que lIJla actuación del, procedimiento, consentida por la
defensa, no pued~ servir de fundamento al recurso extraor-
dinario interpuesto.

Por ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por
el señor procurador general, se declara improcedente el re-
curso.

Notifíque~e con el original y archívese reponiéndosG el
papel, y devuélvanse los autos remitidos por vía de in-
fdrme con testimonio de esta resolución.

A. BERME.JO - OCTA VIO BUNGE

C. l\iOYANO GAOITÚA.

CAUSA XIV

Contienda de competencia entre el juez de 1.a instafJ.cia
de la capital y el letrado de Santa Cruz en la sucesión
de don Guillermo Douglas.

.....'",

Sumarlo: La declaración de un domicilio, hecha por el
causante de una sucesión al otorgar un poder, y corroborada
por testimonios que prueban la residencia de aquel, ,por
razones de salud, en el lugar declarado, no es óbice para
admitir la subsistenci(l. del anterior domicilio del causante,
si este no expresó la voluntadrde ,cambiarlo y 'en él permane-
ce su familia y continúan radicados sus intereses.
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Caso; Lo explican las siguientes piezas:

AlJTO DEL ;JUEZ DE LA CÁl'l'l'ÁI,

Bueno •• Al""., Juulo 10 <le 1908

.\ y vistos:

YConsiderando ~

95

lo-Que comó muy bien lo establece el selÍor jQez exhor-
tante, la ley confiere al juez del último domicilio del cau-
sante, el conocimiento del juicio sucesorio, sin que la vo-
luntad de las partes pueda prorrogar la jUrisdicción confe-.
rida por la ley-artículos 3283 y 3284 del código Civil-'
y por lo tanto el infrascripto, para establecer su competencia
en este caso, ha debido limitarse á verificar si en autos

constaba que el señor Douglas tuvo su último domicilio en
la capital federal.

20 - Que á este respecto existe la propia (declaración)
afirmación del causante consignada en el poder que corre
agregado á £.1 a . de los .au tos principales, corroborada con
la declaración insospechable de dos testigos calificados co-
mo son los que concurrieron á los fines de la información
cofrecida con éste propósito y que fué aprobada á £. 103.
3° - Que expuestas, suscintamentc como quedan,' las ra-

zones que el infra.scripto tuvo para avocarse el conocimiento
'Jel asunto, y para seguir considerándose competente, no
tiene razón de ser la argumentación que el señor juez ex-
hortantc aduce sobre la próri'oga de jurisdicción hecha por
las partes" desde que, en concepto del proveyente, la que'
emana directamente de las disposiciones legales citadas, en
el primer considerando y que son también las que se invocan
al .solicitar lainhibitoria, en concordancia con los fallos
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cit,ados en el exhorto y que concurren todos á dejar -esta-
blecido que es el último domicilio del causante el que de-
termina la jurisdicción del juez que ha de entender en la
sucesión.
Por estos fundanientos y de acuerdo con lo dictaminado

por el señor agente fiscal, en la vista q¡,¡e antecede, el
juzgado resuelve mantener su competencia y ordenar se
eleven los autos á la Corte Suprema de Justicia, para que
resuelva la contienda trabada; debiendo librarse oficio al
sefior juez exhortante, con transcripción del presente auto,- t
á fin de que á su vez remita los aUtos iniciados ante su juris-
dicción, al mismo superior tribunal.
Repóngase la foja.

~ICANon GONZALEZ DEL SOLAR.

(Aute mi) Tomds ./ual'ez Oelfllan

.AUTO DE1J .JUEZ LETRADO DE SANTA CRUZ

Galle gos, :lIIarzo 7 de 1908.

y con~iderando :

Que según resulta de .las constancias de la escritura agre-
gada á éste juicio el causante Don Guillermo Douglas tenía
su 'domicilio en este ,territorio.
Que en él mi,smo .tiene todos sus bienes muebles é imuue-.

bIes y en él se encuentran domiciliados sus tres hijos, uno
de los cuales es menor de edad, según fluye de la misma
escritura .agragada.
Que el causante ha fallecido en Europa, siendó de pública

notoriedad que se ausentó con el propósito de buscar un
clima más propicio dado su estado de salud, como lo hacia
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todos los inviernos habiendo estado de paso por la ciudad
Buenos Aires el año pasado.
Que la ley confiere al j~ez del último domicilio el cono-

cimiento del -juicio sucesorio sin que la voluntad de las
partes pueda prorrogar la jurisdicción confecida por la ley.
Que no es posible obligar 'á los interesados coino el que

inicia la sucesión, á ir á la capital federal á gestiO:llar la
acción que ha éntablado porque ella sería imponer trabas
~. la acción de un acreedor, que envirtud de la universalidad
del juicio sucesorio tuviera que ocurrir ante otros tribunaJes .
que los de su domicilio en busca de la protección de la Ley.
Que el hecho de haber estado en ia capital y haber nom-

brado un albacea domiciliado en ella, no implica. que el
juez competente sea el de la capital, pOlique la ley fija
como lal el juez del .último domicilio y la jurisdicción es
de 6rden público y no puede prorrogarse sino dentro de
lo~ términos de la misma .ley y el albacea ha debido. o~urrir
¡\ juez competente para cumplir con su deber.
Que la jurisprudencia ha resuelto uniformemente que la

jurisdicción atribuida al juez del último domicilio, no puede
scr prorrogada por voluntad de las partes, y que la testa-
mentaría de fallecidos en el extranjero debe iniciarse en
la jurisdicción donde estén situados los bienes. Suprema
Corte, Tomo 81, pág. 181 Y pág. 158. Tomo 30 pág. 669,
Tomo 75, pág. 376. Tomo .52, pág. 333 Y 401. Tomo 60,
pág. '68. Tomo 74, pág. 295. Tomo 50, pág. 98 y otros y
cámara civil, tomo 5, página 41 ; tomo 17, página 371 ; tomo
52, página 284; tomo 55, página 177; tomo 79, página
114; tomo 80. págipa 229 y 231 y otros ..
Que además hay un heredero menor sobre cuya represen-

tación debe resol\'erse y ella corresponde al juez ,de la succ-
sión, que es el del último domicilio del- causante.
P.or ello y' de conformidad fiscal declaro, que el infras-

cripto es el único juez competente para entender en 'la tes-
tamentería de don Guillermo Douglas y en consecuencia
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pídase al señor juez en lo civil de la capital se inhiba
para conocer en él dando en caso contrario por formada la
contienda de competencia con ~emisión de los autos á la
sUprema corte para que la resuelva,
Avísese telegráficamente y líbrese el oficio en la forma que

determina el articulo 417 del código de ProcedimientDs,
Repóngase oportunamente,

DOMINGO GUGI,J,ALIDELLI

(Ante mi) J. NClIle810 0'8I1e1'0"

DICTA~[EN DEI" SE&OR PROCURADOR GENERAL

Buou08 A.ires. Octubre 2!l de 1!IOK

Suprema Corte:

En los antecedentes que instruyen la presente contienda
de competencia, se encuentra plenamente comprobado, me-
diante el inventario de fojas 49 á 59 y la tasación que
corre de fojas 63 á 75 del expediente actuado ante el
señor juez de l.a instancia en 10 civil de la capital, que
el causante dOl~ Guillermo Douglas, ha tenido 'el centro
principal de sus negocios y de sus considerables intereses,
en el territorio nacional de Santa Cruz.'
Consta as!, mismo, que ha estado siempre domiciliado con
su familia, en aquel territorio, donde sus hijos continuan
viviendo aún después de la muerte de su padre, acaecida
en Londres en agosto 15 de 1907.

y si á estos antecedentes, se agrega que, el causante en

','
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ningún momento hizo manifestación alguna que denuncie la
intenci6n de cambiar su domicilio. sin6 que, por el contra-
rio, en acto solemne de última voluntad, como es el testa-
mento público cuyo testimonio obra á foja 6. del expe-
diente citado, declara, nueve meses antes de su fallecimien-
to' en noviembre 9 de 1906, qUe es vecino de Río Ga-
llegos, gobernación de Santa Cruz, :-no cabe la menor duda
gue, el último domicilio tegal del causante ha sido real
y positivamente en el territorio expresado,

y así, como según ei artículo 3284 del código Civil, en
armonía con el artí.cúlo 634 del código' de Procedimien-'
tos', el juez del último domicilio del causante es el competente
para conocer de/su juicio sucesorio, no pudiendo ser 'prorro-
gada la. jurisdicci6n á voluntad' solo de una de las partes
interesadas,-dado que el fiscal que: siempre es parte en
juicios 'sucesorios como el de que se trata, se ha ma~ifes-
tado en contra de. esa pr6rrog.a,-como lo tiene declarado
V, E., en el fallo del tomo 81, página 181 .
.Pido á V. E., se sirva resolver la presente contienda de
competencia, declarando la del señor juez del territorio de
Santa Cruz, para conocer en los' auto,s testamentarÍos de
don Guillermo Douglas.

Julio Botel.

¡

FALLO DE LA'CORTE'SUPREMA

Bn.no~ Aireo, Msrzo 30 de 1900

Vist05 los de contienda de competencia. entre los jueces
de l.a instancia de la capital y letrado del territorio :nacio-
hal de Santa Cruz, para conoc~r del juicio de sucesión de
don Guillermo Douglas.

y considerando:
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Que en la escritura de donación otorgada por el citado
Douglas en Gallegos, á 14 de noviembre de 1905, f!lani-
festó que estaba domidliado en su estancia «Esperanza»,
territorio de Santa Cruz, y posteriormente, en 9 de no-
viembre de 1906, algunos meses antes del fallecimiento, al
otorgar su testamento en esta capital, señaló así mismo
como su domicilio el expresado territorio en el que, ade-.
más, estaban y continuaron radicados los bienes que jJoseía
(foja 9 del expediente remitido por el juez de Santa Cruz;
fojas 6, 34, 49 á 60, 63, á 76 Y 86, expediente, Douglas
d9n G " su sucesión», tramitado en la capital),
Que los testigos doctor L: Espeche, don S, Picard, don

A, Quaglia, don A, Bisbrap y oon L. Robertson, aseveran .que
el citado Douglas resi~ía con su familia en Santa Cruz, donde
tenía el asiento de sus negocios, entrando en detalles sobre
el particular, y agregando algunos de ellos que solfa hacer
viajes de corta duración por razones de salud (fojas 28 á
33, del citado expediente de Santa Cruz).
Que si bien es cierto que el causante, en el acto de otorgar

el poder de que obra testimonio á foja 56 del expediente
«juzgado de l.a instancia en 10 civil de la capital de la
república, juzgado letrado del territorio nacional de Santa
Cruz. Su competencia por inhibitoria», dice, en 24 de mayo
de 1907, que está domiciliado en la avenida de Mayo 1100,
como así mismo que los. testigos doña Leonia Andet y
escribano don Eduardo A. Porcel, declaran constar1es que
aquel, de acuerdo con los consej.ols de su médico y des-
pués de otorgado el testamento de la referencia, resolvió
abandonar su doini.cilio del territorio de Santa Cruz para
fijarlo definitivamente en esta capital (testimonio de fojas
vuelta. á 60 del mismo expediente), todo eÚo no basta. para
comprobar que .el cambio d e domicilio se hubiera llevado
á cabo en el intervalo transcurrido desde el .nue~'e ,de noviem-
bre de 1906 al 24 de mayo de 1907; primero, porque,
con .arreglo al artículo 97 .del código Civil, ese cambio
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solo podía operarse por el hecho de la traslación de la
residencia, con ánimo de permanecer en la capital y de
tcner en. ella su principal establecimiento; segundo, porque
no rcsulta que Dougl<;ts hubiera adquirido en esta ciudad lo
más indispensable para instalarse y. administrar sus bienes ó
dirigir su administración, ni que hubiera trasladado nada
de Santa Cruz donde quedaron lá familia y los intereses, la
casa puesta y en ella el testamento, legados, títulos, libreta
de ,depósitos y otros documentos ~fojas 55, y siguientes,
expediente de la capital); tercero, porque en la afií'ma-
!=iónaludida de la escritura de poder, el otorgante. no 'mani-
festó la v.oluntad de cambiar de domicilio, limitándose á
exponer un hecho que sería inexacto si se hubiera de darle
á aquella, otra interpretación que la de referirse á la resi-
dencia en la casa ú hotel que habitaba en. ese momento
y no al domicilio real (fallos, tomo 60, pági"na 98; tomo
96, página 208).
Que la jurisdicción sobre la sucesión corresponde á los

jueces del último domicilio del' causante (artículo 3284, có-
digo Civ'il y artículo 2.°1 ey número 927).
Quc: como lo ha establecido' esta corte, debe admitií"se

la susbsistencia de un domicilio cuando los hechos en quc
se funde la pretensión de haberse operado su cambio no
son de tal manera eficaces que demuestren acabadainente
la constit~ción de un nuevo domicilio' (fallos citados tomo
60, página 98).
Por estos fundamentos y los co.ncordantes aducidos por

el señor procurador 'general, se declara que el conocimien-
to del. juicio testamentarío .de don Guillermo Douglas corres-
pon de al juez letrado del territorio na.cional de Santa Cruz,
á quien 'se remitirán los autos, avisándose por oficio al
juez de 1." instancia de la capital.
Notifíquese con el original y repónganse los sellos.

A. BERMEJO - OC'l'AVIO BUNG.1<~
M. P, DARACT, -MOYANa
GA.OI~ÚA.
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CAUSA XV

"

Don ;Hédor Coba contra la provincia de Buenos Air~s.
sobre apertura de Ull camino.

Sumario: 'La justicia federal es incompetente para conocer
de una demallda deducida por una provincia para que se
deje sin efecto la orden de apertura de un camino.

Caso: Resulta del siguiente:

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Ab,'1\ 1 de 1909

'l vistos:

0.011 Héctor Cobo entabla demanda contra la .provincia de
Buenos Aires, exponiendo:
Que como propietario del campo «La Estrella» situado

en el partido de Coronel Vidal, concedió hace algún tiem-
po al vecino seí)or Mac Gaul el permiso para que pasat:a
por dicho campo á la estación Vivoratá, dándole la llave de
una tranquera por donde po~ía efectuar el pasaje que se
hizo siempre en carru"aje y no con tropas de hacienda.
Que próximo á la tranquera referida 'existe un camino públi.

co general, que haría en todo ca.so, inútil la apertura de
tranqueras inmediatas, en los predios particulares.
Que el poder ejecutivo de la provincia de Buenos Aires

ha !Ordenado la apertura de un caminq. público dentro de
«La Estrella» sin haberse expropiado la cantidad de terre-
no necesario para ello y sin que medie tampoco una 'declara-
'ción de utilidad pública, violándose así el artículo 17 de
la constitución nacional, 29 de la Constitución de la pro-

.•.
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vincia y la ley provincial de cercos y caminos, de' 8 de
octubre de 1889.

Que en su mérito, entabla demanda en forma contra la
provincia de Buenos Aire's para q~e, dejá'ndose sin, efecto
la resolución referida, se la obligue á abstene(se ele ejecutar
,lctos violatorios de la propiedad y posesión del exponente,
con costas, y reserva d~ 1a acción de daños y perjuicios.

Que el dO,ctor Mariano Demaría; '(hijo), por la provincia
-de Buenos Aires, impugnando la demanda, alega:

Que esta suprema corte es incompetente para entender
del actual juicio, porque' se' trata de un asunto de carácter
exclusivamente administrativo de la competencia exclusiva
de la suprema corte' de justicia provincial, con arreglo á
las ',disposiciones que cita.

Que tampóco puede prosperar la demanda contra la pro-
vincia de Buenos Aires,' porque la resolución de la cual
reclama el 'demandante, y en la cual funda la pretendi-
da, cesión á sus derechos, no es un,a resolución del gobierno
de la provincia sipó de la municipalidad de Coronel Vidal,
que, en ejercicio de atribuciones propias consignados en la
ley ,orgánica municipal y en la de cercos y cali1inos, ha
impuesto al señor Coba la' obligación de realizar una tran-
querá con la cual este señor pretende cerrar un camino
librado al uso público,

Que el hecho d'e que recurrida esa resolución haya sido
confirmada por el P, E " en, los términos de que ins-
truye el decreto que acompaña en copia no le quita el
carácter de resolución municipai, y es contra la municip~Ji-
dad y no contra el poder ejecutivo que debe dirigir su
acc'ión el señor Coba, si cree menosc~bado su derecho.

Que no se ha ordenado la apertura de' un camino, sinó
de una tranquera, cerrada con grandes perjuicios para la.
comuna, violando lo dispuesto en el artículo 51 de la ley
de cercos y caminos,
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Que la limitación que para el señor Cpbo, representa reali-
la tranquera mencionada, existe legalmente y forma paj.te del
regimen <>rgánico á que están sometidos las propiedades por
las leyes administrativas y código Civil.
Que oido el señ?r procurador general y recibida la causa

á prue]:}a. se ha producido la que expresa el certificado de
foja 79, habiendo las partes alegado respectivamente á fojas
81 y 91.

y considerando;

Que se trata de una demanda dirigida por un particular
contra el gobierno de ~a provincia de Buenos Aires, por
la apertura de un camino que ha mandado verificar.
Que aun cuando con el hecho de que se tr~ta, se pre-

tenda lesionado un derecho civ:il, iello no basta para que
la acción pueda lIev'arse á los jueces, pues la parte deman-
dada no ha obrado como persona de derecho privado que
contrata ó es susceptible de producir perjuicios, sino como
ún poder público soberano, en la esfera de 'sus atribuciones.
Que teniendo creado lá constitución de la provincia deman-

dada. el . tribunal contencioso. administrativo" que en casos
como el de que se trata, debe conocer de la cuestión, es
ante él que debe oéurrirse, sin que' pueda pretenderse excluí-
do el caso, por fundarse la acción en un derecho adqui1"ido.
pues, según es de doctrina y lo tiene así d,eclarado esta
suprema corte aun en pleitos en que se discute el derecho
de propiedad, como en el caso de los impuestos ó el de
uso y habitación de una. casa en ,caso de desalojo por
higlcne ~y otros; estando dictadas las mcdidas quc motiva
por un poder público ó autoridad administrativa en su calidad
de tal, la justicia federal es incompetente para conoccr de
ellas.
Que no obsta tampoco á esta conclusión las 9isposiciones

Gontenidas en la constitución y leyes naCionales sobre com-

..



~, : :. .:

Dlt ]USTIC1A DE LA NACION 10~

•

petencia de la justicia federal, por cuanto según lo estable-
ci,do por el artículo 1.o, inciso 1.0 de la ley de jurisdic-
ción y competencia número 48, cuando la justicia nacional
está llamada á conocer de los j)leitos entre una provincia
y un particular, su competencia está limitada á las causas
civiles, y las que se refieren á la materia de la presente
110 estár. regidas por el derecho civil sinó por el adminis-
frativo de cada estado, artículo 2611 código Civil.

Por estas consideraciones, oido el dictamen del señor pro-
curador general, y por las que fundan los fall.os registra-
dos en los tomos 43, página 234 ; 45, página 184; y 102,
página 175; y que la jurjsdi~~ión de esta suprema, corte
ha sido aceptada sin. perjuicio de .10 que pudiera resol-
verse á su respecto; se declara' incompetente la justicia
federal para cono.cer de esta causa; .debiendo las costas
pagarse en el orden causado.

Notifíquese con el original y repuesto el papel, archívese.

OCTAVIO BUNGE. - NICANOR
G. DEL SOLAB.. -C. l\10YANO
GACITÚA.-A. BERl\m,TO, (011

disidencia).-l\L P. DARACT,
(en disidencia..)

DISIDENCIA

Aceptada la relación de 1a, causa hecha por la mayoría:

y consid'erando :

Que la apertura ó reapertura de la tranquera que ha 'dado
origen á la demanda de foja 4, ~o ha sido ju'zgada por las
autoridades adminiatrativas de la provincia de Buenos Aires
como una medida del resorte exclusivo de la municipalidad
de Coronel Vidal, (decreto de foja 22 y expte-ad.ministrativo
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agregados), de tal suerte que esa medida puede estimarse
'emanada del poder ejecutivo de dicha provincia, para los
efectos del juicio, desde que aquél, á nombre de intereses
de carácter general cuya existencia afirma implícitamente
su intervención en' el asunto, y no en representación pro-
visoria ó accidental de la municipalidad, es quien ha venifl.o
á darle en definitiva su eficacia .real sin que, ~por otra
parte, se haya alegado la ilegalidad ó inconstitucionalidad
de tal intervención.
Que siendo el actor vecino de la capital y sosteniendo

que se han vulnerado sus derechos de dominio y posesión, no
obsta á 'la competencia de ..está corte el carácter adminis-
tiyo que se atribuye á l~ demanda, ni la constitución y leyes
locales .de la provincia de Buenos Aires, porque si bien los
autoridades de una provincia pueden estar por leyes locales
autorizadas para la apertura de caminos públicos dentro del
territorio de la misma, tal facultad debe entenderse sin per-
juicios de las garantías consagradas por la constitución na-
cional respecto de la propiedad privada y de la jurisdicción
creada por aquella según la vecindad ó nacionalidad de las
personas, cuyos derechos é intere~ses pudieran ser afectados
por resoluciones de esas autoridades (a~tículo1. o, inciso 1.0,
ley número 48; artículo 31, constitución nacional; fallos
tomo 93, página 54; tomo 95, página 102 y otros. L .
. R. A. N. S., tomo 12, página 350).

Que tampoco obsta á la competencia aludida, el antecedente
de que sea de aplicación al caso la ley provincial de cercos
y caminos invocada 'en 1a demanda y contestación, ni las
gestiones administrativas practicadas) artículo 21, ley número
1\8 citada; fallos, tomo 95, página 102 citada; sentencia
noviembre 26 de 1908, Mendoza 6 ferrocarril Buenos Aires
\1 Pacífico y Gran Oeste argentino).
Que en cuanto al fondo; si bien es cierto que en el in-

forme de fojas 16 vuelta de la secci6n de Hidráulica y
puentes y caminos, se afirma que ~l señor Cobo. al su-

•
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pnmlr la tranquera indicada con la letra A., plano de foja
14, expediente administrativo letra C., número 424, ha clausu-
rado, sin estar autorizado para ello, el antiguo camino veci-
na'l A. B. C., que naciendo en campo del señor Mac Gaul,
cruza el campo de «La Estrella» y empalma con el camino
general de Balcarce á la estación Vivoratá, también lo es
que en ese informe no se hace mérito del duplicado del
plano que menciona el artículo 44 de la ley de' caminos
citada, en el que deben estar designados los existentes en
Coronel Vidal, y l~s tranqueras, ni contiene otras referen-
cias ó espeCificaciones relativas al origen del camino alu-
dido y fecha de su apertura.
Que lo propio es de observarse respecto al informe del

i~lspector municipal corriente á foja 7, letra' C., expediente
número 265, que ha servido de base á las 'resoluciones muni-
cipales de fojas 17 y 19 del mismo expediente.
Que las solicitudes de foja l.a expediente L. V., N.O 60,

60 ; foja 4, expediente C., número 62 y foja 5, expediente
C., número 265, firmados por varios personas, en cuanto afir-
man también la existencia de un camino vecinal que atra-
viesa «La Estrella», no pueden tener el valor de prueba
testimonial, desde que no han sido reconocidas las respectivas
firmas en este juicio, ni se ha solicitado la declaración en
forma de los firmantes.
Que el actor ha acreditado con el testimonio de los tes-. .

. tigos no tachados, Islas (foja 61) Barragáry, (fojas 62 vuelta),
Buncher (foja 64), Artayeta (foja 69) Y U nilIo (foja 72
vuelta), entre otros hechos, que la tranquera existente en
el alambrado que divide el campo de «La Estrella» del
ocupado por Mac Gaul era de uso particular y solo se
utilizaba con permiso.
Que nO es, además, conciliable con la intervenci6n del

poder ejecutivo de la provincia en la orden de apertura 6
reapertura antes mencionada, "la afirmaci6n de que la tran-
quera de que se trata corresponde á un camino vecinal, toda
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vez, que en este supuesto, no habría podido aquél inter-
vemr en. la forma que lo ha hecho dado que solo le corres-
ponde la propiedad, jurisdicción y vigilancia de los caminos
generales ó parciales (artículos 7 o o y 8 o o ley general de
caminos, cercos y tranqueras citada) o

Que, por otra parte~ aun cuando, según el informe preindi-
cado de la sección Hidráulica de puentes y caminos, el señor
Cobo tiene obligación por la ley, de establecer en el deslinde
de su campo, no solo la tranquera A'" 'si que taPl-'
bién alguna otra más, no se ha alegado ni aparece que la
municipalidad de Coronel Vidal haya hecho levantar el plano
requerido por esa ley y designado «el punto de arranque
que, á todos vientos, debe servir de base para la colocación
de las tranqueras de acceso á los caminos vecinales}) (artícu-
los 44 y 46, ley citada de caminos, etc,) R
Que, en principio,' con arreglo al artículo 2516 del código

Civil, el propietario puede prohibir que se entre Ó pase por
su propiedad; y hay sin duda lesión á sus derechos aun del
punto de vista de la ley provincial oe caminos, que el
actor no impugna (foja 87), en la resolución de foja 17 Y
19 vuelta, notificada por la nota de foja 22 (expediente letra
Co, número 265) y confirmada y mandada cumplir po;: el
decreto de que obra testimonio á foja 30 del mismo expe-
diente y foja 22 de estos autos, porque.aquéllá, provinien-
do de autoridades públicas, no es de considerarse como sim-
ples palabras (fallos, tomo 35, página 330; tomo 102,
página 95)0
Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dictaminado

por el señor procurador general, se resuelve que esta su-
prema corte tiene jurisdicción pa ra conocer del presente jui-
cío; y se declara que la provinLcia de Buenos Aires no e,stá
facultada para ordenar la paertura de tranqueras en la cerca
de «La Estrella}), y debe de abstenerse de toda: medida
aI respecto, sin que previamente se levante el plano re-
querido por la ley general de caminos, £ercos y tranqueras
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sancionada por dicha provincia en 8 de octubre de 1889. Las
Las costas se abonarán en el orden causado, por haber tenido
la demandada, razón probable para litigar.
Devuélvanse los expedientes administrativos agregados.
Notifíquese con el original y repuesto el papel archívese.

A. BERMEJO-l\I. P. DARACT

:':".,.'

CAUS¡.\ XVI

Doña Afta Baggott de Fitzgerald; sobre nulidad de testa-'
mento JI petición de herencia. R.ecursD de heclio.

Sumario: La resolución de' una co,rte de justicia de pro-
vincia, declarando bien denegado un recurso de inconsti-
tucionalidad por omisión de parte del recurrente de re-
quisitos exigidos para su admisibilidakI por la ley procesal
local, no da lugar al recurso extraordinario dd artículo
14, ley 48.

/ Cas8: Lo explican las siguientes piezas!

nESOJ~UCIÓN DE J~A CORTE SUPRElIlA DJ<J¡USTlClA
DE LA PR.OVINCJA DJ<JBUENOS AIllJ<JS

y vistos.

Considerando:

1. o Que en el ,escrito de foja 113 en que se interpone
el recurso de mconstitucionalidad' el recurrente ha omitido
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'Cumplir el requesito que determina el 'articulo 385 del có-
digo delProcedimientos en lo civil y aomercial, no encuadrando
el recurso deducido en alguno de los casos previstos en' el
artículo 382 del mismo código,

2, ° Que con arreglo á la jurisprudencia reiterada de esta
corte,' en casos ~nálogos, es inadmisible el expi'esado recurso
cuando adolectr de la deficiencia que se menciona (Véase:
serie A.a, tomo. 1.0, página ';377; tomo 3.°, pá,gina 331;
tomo 5. °, página 186 Y 192).

Por ello y de conformidad con lo resuelto á foja 11.5;
se declara bien denegado dicho recurso (artículos 361 y
390 código citado) y no habiendo honorarios, que regular
devuélvase á la cámara- de su procedencia prévia reposi-
ción de las fojas por aquél (artículo 72 código 111encionado).

Varela. - D. Alsilla-Lecot
Etcheverry - (ante mi)
Elvio Medina. '

DICTAMEN DEI.1 SEÑOH, PROCURADOR. GENERAL

.J
Supre'ma C'Orte:

El recurso directo traído ante V. E., es improcedente,
por 110 encontrarse comprendido en ninguno de los casos
enumerados en el artículo 14 de la ley 48:

La resolución recurrida de la suprema corte de justicia
de la provincia de Buenos Aires, se limita á declarar la
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improcedencia del recurso de inconstitucionalidad deducido

contra una "decisión de la cámara de apelaciones, fundán-

dose en, las dispósiciones del código qe Procedimientos de

la misma. pr'ovincia, en cuya aplicación los tribunales provin-

ciales tiene jurisdicción exclusiva (artículo 14 citado; fallos

de V. E., tomo 57, pagina 296: tomo 55, página 228 y

tomo 95, página 79), por cuanto tratándose 'de leyes que

no afectan el fondo d e l~s instituciones nacionales, queda

excluída la competencia de esta suprema corte.
Las referencias que hace el recurrente al artículo 18 de

la constitución, y á las leyes nacionales que se pretenden

violadas, son improcedentes para fundar el presente recurso,

pues dichas disposiciones fueron materia de discusión ante el

juez de la causa y la cámara de apelaciones, pero no lle-
garon á debatirse ante el sUP,erior tribunal por deficiencia

del recurso interpuesto, y por .consiguiente, han quedado

consentidas las resoluciones precedentes, sin que pueda ha-

cerse uso de, la apelación extraordinaria que concede el

artículo 14 de la ley 48, desde que no es la sentencia de.
un tribunal superior, la que decide sobre puntos relativos

á la constitución, tratados 6 leyes del congreso.
Por ello, pido á V_ E _, no haga lugar á la apelación

Jireeta que se deduce .

Luis B. Molilla.
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Buenos Aires• .lo !le AhrIl de mOl!

Autog y vistos, Considerando:

Que la resolución de la suprema corte de justicia de la
provincia de Buenos Aires, de que se apela, corriente á foja
119 de los autos iemiti~os por - vía de informe se limita
á' declarar bien denegado el recurso Ilre\<isto en Jos artícu-
los 382 y 383 del código de Procedimientos local.
Que la interpretación y aplicación' de las leyes procesales

de una provincia es ajen~ al recurso extl'aordinario previsto en
el artículo 14 de la ley húmero 48, en razón de que no afecta
el fondo de las instituciones federales' que éste recurso se
propone garantizar. .
Que á ello se agrega que la resolución apelada no es una

. sentencia definitiva á - los efectos. del artículo 14 de la
ley número 48, ya citada.
Por ello y de conformidad con lo pedido por el señor

procurador general, se declara improcedente la queja de-
ducida.
Notifíquese con el original y repuesto el papel, archÍvese,

devolviéndose los .autos remitidos' por vía de informe con
testimonio de esta resolución.

A. .BERMEJO - OCTAVIO
BUNOE-)1. P. DARACT
-O. MOYANO GACITÚA.

,','
- "



DE ]USTICH\ DE LA NAClON

CAUSA XVII

Crim;,nal, contra losé Oiacinto, {Jorhomicidio.

113

Sumario: Es justa la sentencia que condena á lá pena
de quince años de presidio y accesorios legales al autor
de un homicidio perpetrado con la circunstancia atenuan-
te de no haber tenido la intención de causar todo el
mal producido.

, Caso: Lo explican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL .JUEZ LETRADO

SRntR, HORR de TORX Septlemhre 10 de 190H

Autos y vistos:

Este proceso seguido contra José Gia.cinto, italiano, de'
veinte y un año de edad, soltero, jornalero, con diez meses
de residencia en el pa_~s,sin instrucción y domiciliado acci-
dentalmente en el departmentoa séptimo de este territorio,
acusado del delito de homicidio en la persona de RamQn
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Botto, cuyo hecho' tuvo lugar el día veinte y nueve de,
septiembre de mil novecientos siete, á horas siete a m,
más ó menos, á la altura del kilómetro 349 de la línea
del ferrocarril Pacífico del que resulta:
Que' á fojas 2 3 vuelta, el señor Cármen Argiroffi, de-

nuncia que en la fecha mencionada, siendo más ó menos
las siete a. m" y en circunstancia que el deponente en
su calidad de capatáz, se encontraba- con su cuaprilla, diri-
giendo los trabajos de compostura de la vía del ferro-
fué avisado por su peón Toribio González, que los tam-
bién peones José Gi'acinto y Ramón Botto, se habían tra-
bado en pelea, estando este primero, armado de un' Cl.!'

chillo, con el cual había inferido ya, varias heridas á Botto,'
que inmediatamente concurrió al lugar del suceso, pudien-
do constatar que Botto se hallaba en el suelo, sin habla Q'

con tres heridas dos de consideración, situadas una en el
hombro izquierdo, y otra en ,la .clavícula derecha y una
leve en la mano izquierda, á consecuencia de las cuale's fa-
leció en el trayecto del kilómetro mencionado á la esta-
ción de Toay, donde fué conducido conjuntamente con su
I'ICtllnario, y de quienes hizo inmediatamente' entrega á la
com~sarÍa de policía, Que había oido decir á los demás
peones que se encontraron presentes en el .lugar del
hecho, que este había sido moti'vado en la forma siguiei1te':
Que habiendo, pretendido tOl~1~r de la bolsa' común de

galleta. una, el homicidio Giacinto,' para comerla con mate
cocido, que se les servía á esa hora. pretendió á su vez' la
víctima, tomar la misma galleta que el homicipa ten ía en
poder, Que después de un cambio 'de palabras por esa causa
Giacinto desnudó su cuchiJlo, con el cual infirió á: 'Botro
las heridas mencionadas que á fojas 5 á 11 vuelt~ decla-
rán los testi~os Toribio González, José Lobatto. Manuel
Lobatto, Ignacio de ,Luis y 'Mi&,uel Walderrey, ~'espectiva-
mente, quiénes en sus declaraciones aseverán lo denunciado
por el señQr Argiro: Que á fojas 11 vuelta. á ,13 co'rre

. ;, :':.:; '~q
I
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la (declaración del procesado Giacinto en 1a cual manifiesta que
el extinto Bolto, lo tomó por el cuello al declarante gol-
peándole la cabeza (al duclarente) con un tarrito de tomar
mate cocido, que aquél no le soltaba, para desasirse sacó 'el
ruchillos con intenciones de pincharlo tan solo. v (lue no

, • M ~

pudiendo -mirarlo no sabía adonde le 'pegaba.
Que á fojas 15 vuelta y diez y seis vuelta, respectiva-

mellote, corren agregados á estos autos, la partida de de-'
función y el informe 'médico, donde consta que Ramón Botto,
ha fallecido á consecuencias de las heridas que les infiri(
Giacinto, una de las cuales, la situada al lado 'derechc
del cuello, sobre la clavicula era mortal .
.Que á foja diez y siete 'ésta el procesado, se rectifica'

en su declaración anterior.
Que á fojas veinte y una y vuelta el señor agente fiscal

presenta. su acusación, pidiendo se le condene'á Giacinto
á sufrir la pena establecida por el articulo 17, capítuio 1.t., .•

inciso 1.o código Penal, por haber este violado la ley número
4169,6 sea la de die zy siete y medio años de presidio,
más los accesorios legales, expresados en el artír.ulo 63
. código citado y costas. Q~e á fojas 23 á 24, el defensor
del. procesado, presenta su defens.a, el que después de. entrar
ei-i breves considerac~ones ..sobre las. circunstancias en que
ocurrió' el hecho, según la declaración de su defendido pide
que en definitiva éste sea. absuelto de culpa y cargo

y considerando':

Que' la muerte de Ramón Bolto está justifi.cada con la
partida de defunción de fojas 15 y que igualmente está justi-
ficada con plena prueba, que José Giacinto le dió muerte
con' un cuchillo infiriéndole varias puñaladas, la prueba plena
está justificada con la declaración unánime, de los testigos,
'Toribio González, José Lobatto, Manuel Lobatto, Ig-n,lcio de
Luis y Miguel \'Valderey, todos oculares y el mismo. pro-
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casado, con la diferencia de que este dice que Botto lo
había. tomado 4el pescuez'o y lo asfi:<iaba y que el no vió
donde le pegaba, é igualmente que no tuvo la intenci6n
de causarle el mal que produjo.
Que en cuanto á la primera circunstancia que expone esa

es falsa, primero porque ninguno de los testigos 10 men-
cionan y por el contrario, todos están conformes en que
cuando Giací,nta apuñalea:b~ á .Biotto, éste se atajaba los golpes
con las manos y C01\ un tarro de lata en que ;ecibía su raci6n
de mate cocido. L'ueg~ entonces, si ocupaba. las manos en
defenderse, mal podía tenerle oprimida la garganta con la
misma mano y siendo el testigo Toribio González, quién
tomando al heridor Giacinto, le impidi6 1e siguiera pegan-
do. Esfe hecho tiene sus circunstancias agravantes y atenuan-
tes, digo agravantes porque no había motivo, ni era causal
aceptable de la discusi6n una galleta, para tomarlo á puña-
ladas y tanto más cuanto que Botto no tenía arma de nin-
guna clase y Giacinto estaba armado de puñal que fué con
el que dió muerte á Botto, artículo 84, inciso 2. a, debe
aceptarse al procesado la circunstancia atenuante que men-
ciona de que no tuvo la iptenci6n de causar el mal que ha
producido 10 que está clasificado en el inciso 3.0, artículo 8.3
c6digo Penal, puesto que no ha habido provocaci6n ni ha
habióo resentimientos antiguos, ni otros motivos. para su-
ponerse la intenci6n criminal de darle muerte y también
debe considerarse para este caso el ser menor de edad, es
decir de veinte y dos años, pues si es verdad que el inciso
2.0 del a.rtículo 83 dice que ser menor de -diez y ocho años,
también debemos tener en cuenta que si nuestras leyes, no.
considerán al hombre antes de los veil1te y dos años con
todas sus facultades completamente desarrolladas pa~'a ejer-
cer libremente todos los actos de su vida, tampoco debemos
considerarle desarrollado cuando se trata de un delito sin
premeditaci6n y sin antecedentes, y que el solo hecho de
tomar á puñaladas á un hombre por una galleta, justifica
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esta. tesis, habiendo estado en su perfect,o estado normal, y
tanto más cuanto que en caso de duda debemos 'e~tar á
la más favorables al reo, artículo 13 código de' Procedi-
mientos, Que este delito como queda relacionado y teniendo
en cuenta las circunstancias antes desarrolladas, no está cas-
tigado por nuestras leyes penales de una manera especial
}; por tanto está comprendido en el inciso 1.0 del artículo
17 de la 'ley de reformas número 4189 ó sean de diez á
veinte y cinco años de presidio y por tanto, es acreedor
á la pena pedida por' el ministerio fiscal, ó sean diez y siete
años y medio de presidio con los acesorios del artículo 63,
código de Procedimientos.

Por estos fundamentos definitivamente juzgando, fallo, de-
clarando á José Giacint'o autor y responsable de la muelte
dada á Ramón Botto el veinte y nueve de septiembre de!
año próximo pasado á las siete a. m., eh Toay, séptimo,
departamento de este territorio y condenándolo á sufri,- la "
pena de diez y siete años y medio de presidio, con los acceso-
rios del artículo 63. código de Proc~dimientos y debiendo
ser sometido á vigilancia policial, por el término de cinco
años después de cumplida su', pena, la que deberá. sufrir
en los lugares y con los trabajos enumerados en el artículo
8.0 de la ley 4189.

H ágase ~aber.

J¡1: R. Dltarte. (Ante mí):

R. Enemas Ol'tfz.
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAl"

Ln Plntn, NovIembre' 28 de 1908.

Vistos' y conside~ando:

Que se encuentra constatado el cuerpo del delito y la
persona del delincuente, por las declaraciones corrientes en
autos, certificados de foja 16 y partida de defunéión de
foja 15.
Que según el procesado, fué á buscar para tomar mate

cocido, de la bolsa común, una galleta, y una vez elegida, la
víctima pretendió quitársela, porque era entera, mientras las
que quedaban en la bolsa eran partidas.
Como la víctima no consiguiera su objeto lo tomó por

el cuello y con un tarrito de tomar mate em'pezó á gol-
pearlo en la cabeza no pudiéndose desprenderse de Ramón
Botto, con el cuchillo que tenía en la mano para partir la
galleta, infirióle varias heridas consiguiendo así separarse
de Botto. que 'cayó enseguida al suelo.
«Nunca pretendió ultimarlo y as! 10 hirió, lo hizo no

« viéndolo de frente,' sino estando con 1a cabeza hada el
« suelo, la que no podía levantar, por la presión que le
« hac.ía en el cuello.»
Que la confesión calificada del procesado es divisible, pues

aunque sus ant~cedentes sean buenos, de las circunstancias
del hecho narradas por los testigos resultan presunciones
graves en su contra (artículo 318 del código de Procedi-
mientos ).
Los testigos presenciales demuestran que no hubo dis-
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eusión á propósito de la galleta ni tampoco la presión sobre el
cuello del victimario. Vieron que el desdichado Botto solo
se defendía del matador, «atajándose» con un tarro en el
cual ~costumbraba á tomar mate cocido. Es improced,ente
pues la defensa legitima que alega.
Que el hecho llevado á cabo está previsto y penado por

el articulo 17, inciso 1.0, capítulo 1.0, delitos contra la
vida, ley .de refonnas. del código Penal con la pena de diez
á veinte y cinco años de presidio, con la 'circunstancia
atenuante del artículo 83, inciso 3,0 del código Penal, pues
no ha ~enido intención' Giaeinto de causar todo el mal que
produjo.
Por las consideraciones expuestas, visto 10 dispuesto en el

artÍcjllo 6, ley 4189 se modifica la, sentencia, imponién-
dose al procesado la pena de quince años de presidio, sus
accesoros legales y costas.

Joaquín Carl'lllo -j1far-
celllzo Escalada - Da-
niel GO,ljtfa

Devuél van se .

DICTA.MEN DEL SEÑOR PIWOUR.A.DOR GENER.A.I~
'!

Sllpre¡l11.a Corte :

La sentencia de la cámara está de acuerdo con las constan-
cias de este proceso y la pena impuesta 'es arreglada al delito
atento lo que dispone el artículo 17, inciso 'Lo de la ley
de reformas del código Penal.
Dentro de la escala establecida y conforme al artículo 6.0

de la misma ley, la sentencia ha impuesto la pelH de quince
años de presidio, que es justa, en atención á las circunstancias
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que rodean el hecho, la atenuante de no haber tenido el reo in-
tención de producir todo el daño causado y.la agravante que
constata la sentencia de l.a instancia.
La edad del procesado no puede influir en la fijación

de la pena, por haber confesado tener 20 años y solo reputa
la ley dicha circunstancia, como atenuante hasta los 18.
En cuanto; á las irregularidades apuntadas por el defensor'á .

foja 34 sobre cambio de defensor no tiene mayor importan-
cia' por haber, sido oido el procesado en todas las instancias
antes de dictarse lo.s fallos respectivos, con lo que se ha
llenado la exigencia del articulo 18 de la Constitución.
Pido, pues, á V. E:, se sirva confirmar, por sus funda]

mentas, la sentencia .recurrida de foja 37 vuelta.

Julio ,Botet.

FALLO DE LA CanTE SUPR.EMA

Blleuo~ Airce, Abril 17 dc 1909

Vistos y considerando:

Que el procesado ha confesado que tenía veinte años al
cometer el delito de que se trata en la presente causa, de-
claración de foja 11 vuelta, en cuyo caso no p'rocede la .atenua-
ción de la pena invocada por la defensa, fundada en lo dis-
puesto por el articulo 83, inciso 2.0 del código Penal.
Que por lo que hace á la falta de intención de causar todo el

mal de que se le a<::usa, esta circunstancia. ha sido tomada en
consideración en la sentencia de foja 27 vuelta, 'reduciéndose
en su mérito la pena impuesta por el inferior á ese término
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estimado como justo, dada la naturaleza del delito cometido.
y sobre lo que no se ha interpuesto apelación por parte
del ministerio público.
,Por ello y de conformidad con lo pedido por el sefíol"

procurador General, se confirma la. sentencia apelada de foja
37 vllelta.
Notifíquese. con el orig.inal y devuélvanse.

A BERMEJO-NIO.A.NOR G. DEL
SOL.A.R.-l\L P. D.A.H..A.CT.-
O.. :M:OY.A.NOG.A.CITÚ.A..

CAUSA XVIII

Do!! Constantino Lavalteja en autos con don Agustín Gue-
rrero. sobre nombramiento de tutor á la menor Maria
Cristina Gu,errero.

Su!nario: 1.0 La pérdida de la patria potestad, invocada
como funda.mento de la competencia de tribunales extran-
jeros para el nombramiento de un !lItor, de conformidad
;~ disposiciones de un tratado, y desconocida por la sen-
• teneia apelada, es una cuestión de derecho común, y por
lo tanto, no da lllgaral recurso extraordinario del artículo
1.4, ley 48.En el mismo caso se halla la cue~tión relativa
á la duración del domicilio de derecho.
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2.0 No e~ contraria á lo dispuesto en los articulos 5, 9, 24 Y
64 del tratado de derecho Civil Internacional aprobado POl'

la ley número 3192 una sentencia de los tribunales del
pa;s, que desconoce el nombramiento de. tutor hecho por
las autoridades judiciales de Montevideo y rechaza el pe-
dido formulado por éste, de que se declare que el tutor

nombrado por los tribunales del país no puede desempeña;;
la tutela por existir intereses contradictorios entre éste
y su pupila.

Caso: Lo explican las piezas siguientes.

SENTENOIA. DEL JUEZ DE la.. INSTANCIA

Vistos estos autos de los que resulta:

Que á foja 4 se presenta don Constantino Lavalleja mani-
festando : I

Que como se prueba con el testimonio que acompaña,
pocos días después del fallecimiento de don Luis Guerrero á
pedido expreso de la. menor María Cristina Guerrero y por
<tute el señor fiscal' de menores de la ciudad de Monte-
video, fué nombrado tutor de la expresada menor.

Que la menor, niña aun de pocos meses, se fué con-su
madre doña María Lavalleja á residir en Montevideo, donde
ha vivido hasta hoy que cuenta diez y siete años de edad.

Que era natural y lógico que el cargo de tutor recayera en

.•.
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él, puesto que la menor había vivido constantemente á su
lado y al de sus hermanas, separada por completo de su
padre Luis Guerrero quien vivía en Buenos Air~s y que en el
transcurso de 16 años solo la vi6 una vez.
Que cuando después de la muerte de l,a madre fué el señor

Guerrerc á Montevideo á visitar á la menor, se dió cuenta
de la 'imposibilidad de separarla de sus tias maternas, en razón
del ,gran cariño y afecto que les profesaba.

Que en vista de ello el señor Guerrero se dió cuenta que
nadie estaba en mejores condiciones para administrar los
bienes de su hija que don Constantino Lavalleja, pidiéndoselo
que aceptara ~icho cargo, como se desprende de la carta
adjunta.
Que por otra parte, don Antonio Guerrero, tutor nombra.

do á pedido de los hermanos de don Luis Guerrero, es tam-
bién hermano de éste último y todos ellos á título propio y la
menor por derecho de representación tienen derechos igua-
les e.n la herencia de doña Felicita Cueto 'de Guerrero,
existiendo" por 10 tanto, intereses encontrados entre tutor y
pupila, desde que hay inventarios que practicar, rendición' de
cuentas que pedir, tasaciones, divisiones, lo que motivGjría
el nombramiento de un tutor especial (artículo 397, inciso
.40 del código Civil,), causando con ello á la menor nuevos
y mayores gastos, los que se evitarían con la confirmaición
del cargo que se le ha conferido.

Que además, no existen vínculos de afecto ni cariño entre
don Antonio Guerrero y. la menor Maria Cristina Guerrero
y Laval1eja.
Que si bien es cierto que la ley autoriza el nombramiento

de los tios para ejercer la tutela, cuando el padre del menor
no ha designado la persona que debe desempeñarla y no
existen los parientes que la ley indica como 'tutores 'lejítimos,
no lo. es m.enos.que entre parientes de igual grado debe ele-
girse aquel con quien la menor paya' vivido y esté ligada por
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vínculo de cariño y afecto, y no al que ella no conoce ni de
vista.
Que don l::uis Guerrero después de la muerte de su esposa

dofla María Lavalleja, aceptó que su hija continuara vivien-
elo con sus tíos maternos, por ser esa la voluntad de la
menor.
Que un. tutor no puede dividir sus obligaciones, atendien-

do tan solo los intereses de su pupila y 'descuidando su per-
sona' y que no puede aceptarse que una señorita de 17 afíos,
como es la menor María Cristina Guerrero, esté al cuidado
de upa persona extrañ!l: á quien no conoce ni de vista.
Que habiendo probado la imposibilidad en que está. el

señor Antonio Guerrero para ejercer la tutela de la menor
María Cristina Guerrero, dicho cargo debe recaer en su per-
sona por ser el pariente. más sindicado para ello.
Que por otra parte aduce á su favor el nombramiento de

tutor perfecta y legalmente discernido por la justicia de la
República Oriental del Uruguay, donde vivió siempre la menor
y hecho de acuerdo con la voluntad expresa de ésta y de su
padre don Luis Guerrero.
Que á fojas 17' y 29, el señor Constantino Laválleja presen-

tó dos escritos acompañandó los documentos agregados de
f.ojas 10 á fojas 16 y de fojas 22 á foja' 28 ; corrido traslado
de la acción y de los escritos y documentos á que se hace
referencia en el resultado anterior, fué evacuado por don
Antonio Guerrero á foja 31, solicitando el rechazo de la
demanda con e,special c'ondenación en costas é imponiendo
al señor Lavalleja perpetúo silencio, en virtud de los 'siguien-
tes hechos y consideraciones de derecho. '
Que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 378 del

código Civil se presentó en compañía de sus hermanos denun-
ciando la horfandad de doña María Cristina Guerrero La-
valleja y solicitando se le nombrara tutor á dicha menor.
Que hizo dicho pedido el1'virtud de ser un.o de los parientes

más cercanos de la menor y porque el padre de ésta su her-



DE JUSTICIA DE LA NACION 125

mano don Luis Guerrero, le había pedido que aceptara el
cargo de tutor que le haría por testamento.
Que por otra parte la mayor y más importante porción de

los bienes pertenecientes á la menor están situados en ésta
república y era por lo tanto más conducente á los intereses
de la menor, que fueran administrados por persona aquí
domiciliada, sin perjui.cio de que si llegara el caso prescripto
por el artículo 397 s-e proveyera, á. una tutela especial.
Que el 27 de noviembre de 1906 día en que murió don

Luis Guerrero éste debía firmar un t.estamento por ante el
~sGnbano Pedro' Cedrés y en uno de cuyas claúsulas lo
designaba para desempeñar el cargo de, tutor de su hija
María Cristina.
Que cualquiera que hayan sido las razones, que el señor

juez de Montevideo tuvo en vista, para nombrar tutor de la
expresada menor á don Constantino Laval1eja, el nombra-
miento hecho por el juez de esta capital debe primar sobre
aquel por estar de acuerdo con los artículos 400, 401 Y
404 del código Civil, que le confieren jurisdicción privativa
en el caso,
Que la carta' de octubre 10 de 1906, solo prueba que don

Luis Guerrero quiso d3.r poder á don Constantino Lavalleja
para administrar los bienes que correspondían á la menor en
la sucesión de su madre, sin duda por estar éstos situados
fuera. de esta república y serie por lo tanto difícil su adminis-
tración : pero que el señor Laval1ejil al c1esempefíar ese man-
dato obraría siempre en nombre y por cuenta de don Luis
Guerrew.
Que no hay tampoco intereses encontrados entre 61 y la

menor por el hecho de heredar conjuntamente bienes de una
misma sucesión, que en todo caso serían intereses concurrentes,
y que si se aceptara la teoría expuesta por (Laval1eja, el her-
mano mayor no podría ser tutor de su hermano menor de
edad, porque her.eda junto con él en la sucesión de sus padres
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y sin embargo esta tutela se encuadra expresamente ordenada.
en el artícuo 389, incliso 4.0 del código Civil.

Que no es dable presumir la oposición de intereses, para
que ella sea aducida es necesario que ello se funde en hechos
concretos debidamente comprobados de los cuales aparezca
un interés diferente sobre una misma cosa, según 10 ha
:leclarado la jurisprudencia.

Que aun en la hipótesis que pudiera ocurrir alguna di-
vergencia bastará para def~llder los intereses de su pupila
el nombramiento de un tut{)r especial de acuerdo con lo
dispuesto en el art.iculo 397, inciso 4.0 del código Civil,
~uyo nombramiento sería el primero en solicitar.

Que el artículo 398, inciso 4.0 del código Civil, declara
que no' pueden ser tutores aqueilas personas que no tienen
domicilio en la república, en cuyo caso se encuentra el
señor Lavalleja.

Que tampoco es razón de orden jurídico la voluntad manifes-
tada por lá menor, por cuanto la ley confiere amplios facul-
tades á los jueces para nombrar tutor á l\ls menores que no lo
tengan nombrados por los padres y cuando. no existan 105

parientes llamados á desempeñar la tutela legitima.

Que si bien e.s cierto que la menor ha vivido alejada de la
familia de su padre, no lo es menos que tienen que 'existir
(orzosamente los vínculos de afecto. tan naturales .en perso-
nas ligadas por estrecho parentezco.

Quc e.I testimonio de la sentencia de divorcio de los es.posos
Guenero. no prueba en manera alguna que don Luis Gue-
rrero haya per'dido la patria potestad sobrc su hija lVIa ría
CristiJ;a. Guerrero.

Que si don Luis Guerrero hubiera perdido la patriél potestad,
no hubiera podido delegarla en don Constantino Lavalleja
<'01110 lo afirma. éste al interpretar la carta de 10 de octubre
de.1906. ¡ .

Que es falso que la menor. estuviera abandonada, que s(;
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la dejó al cuidado de su madre para que le prestara los cui-
dados propios de su edad y que Luis Guerrero por su parte
cumplia con su deber de pasar una pensión alimenticia.
Que la menor María Cristina Guerrero, después del falle-

cimien~o 'de'su madre quedó al cuidado de sus tias las señoritas
Lavalleja por resolución de sú. padre don Luis Guerrero.
Que ignora los motivos que tuvo s u hermano Luis Guerre-

~o para recién conocer á su hija en octubre de 19O1. como
así mismo el número. de visitas que le hizo; pero lo que no
puede admitir es la pretensión del actor que entre padre é.
hija no existieran vínculos de cariño y afecto; y que si dicha
afirmaóón no estuviera en contradicción con la propia naturale-
za. bastaría para desm~ntirla la carta de don Luis Guerrero
dirigida á su hija el 4 de octubre de 190 l.
Que los documentos que el sefíor Laval1eja presenta en su

lluevo escrito en nada mejoran su situación por carecer de
eficacia legal y nece~aria para el objeto de la demanda.
Abierta la causa á prueba se produjeron las que determina
el certificado del actuario de foja y después de alegar las
partes sobre su mérito y oirse á los ministerios públicos se
llamaron .autos para definitiva.

y considerando:

Que 'de los ténúinos '(le la demarlda y del escrito de foja 203,
resulta que el :Jctor'recÍ<lma para si la tutela de la menor María
Cristina Guerrero Laval1eja, en virtud de haberle sido discerni-
do el. cargo por las autoridades judiciales de la república
O riental del U ruguáY )' p,uhs',~diariamente 'solicita que se declare
que no puede ser ejercida por el tutor nombrado Antonio
Guerrero por existir intereses contradictorios entre los de
dicho señor y su pupila María Cristina. Guerrero Lavalleja.
Que el discernimiento deL cargo de tutor hecho en la
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persona de Constantino Lavalleja se encuentra debidamente
comprobado en autos con la presentación y agregación de los
testimonios respes;tivos.

Oue no obstante' esa comprobación, el nombrado Lavalleja
no pued~, ni debe ser reconocido ó aceptado como "tutor de la
indicada menor por oponerse á ello las disposiciones de nues-
tras leyes.

Que no se ha afirmado por la parte actora que Luis Gue-
rrero al fallecer no tuviera su domicilio en esta capital ó
en la República Argentina 1y por lo contrario es ese un hecho
plenamente comprobado en estos autos.

Que entonces no puede existir duda alguna de que á los
jueces de esta reiJública, á los jueces de la capital federal
es á .quienes corresp01~dley ha correspondido nombrar el tutor
de la menor María Cristina Guerrero Lavalleja.

Que las disposiciones de nuestro código Civil son bien claras
y terminantes á ese respecto ; el inciso 6.0 del articulo 9O,
establece ,que los incapaces tienen el domicilio de sus re-
presentantes ; el artículo 400 dispone que el discernimiento
de la tutela corresponde al juez del lugar en que los padres
del menor tuvieron su domicilio el día de su fallecimiento y
el artículo 404 agrega que el juez á quien compete el dis-
cernimiento de la tutela será el competente para dirigir todo
lo que á ella pertenezca, aun que los bienes del menor estén
fuera del lugar que 'abraza su jurisdicción.

Que también él tratado de Derecho Interna"cional sancio-
nado por el congreso sud americano reunido en Montevi-
deo, reconoce el derecho de las autoridades j'udiciales de la
República Argentina, para proveer de tutor á la menor 'María
Cristina Gúerrero Lavalleja ; pues el artículo 19 dispone que
el discernimiento de la tutela se rige por la ley del lugar del
domicilio de los incapa.ces )' el artículo 7 á. su vez dispone:
que los incapaces tienen el domicilio de sus representantes
legales.
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Que correspondiendo regirse la tutela por nuestra ley civil
y aun admitiendo que el tutor Guerrero fuera removido de
dicho cargo, el actor no podría invocar derecho alguno
para ser designado en reemplazo' de aquél, por tener su
doniicilio en .Montevideo y por cuanto nuestro código Civil,
en el inciso 4.0 del articulo 398, establece que no pueden
ser tutores los que no tienen domicilio en la República.
Que por otra parte no se ha probado en estos autos que

el padre de la menor hubiese perdido la patria' potestad con-
forme á lo dispuesto en el articulo 307 del código Civil, no se
ha presentado el testimonio de la sentencia judicial que
declaraÍ"a perdida para Luis Guerrero la patria potestad sobre
su hija María Cristina, ni es bastante para producir esa.
pérdidil el hecho de haberse decretado el divorcio por aban-
dono malicioso del hogar.
No se ha presentado tampoco testimonio de la resolución

judicial que confiara á la madre la tenencia de la citada.
menor; pero aun cuando ésta hubiese existido' y a.un cuando
el domicilio de la. madre y la hija hubiera sido la ciudad de
Montevideo, seria evidente que al fallecer la madre, la hija
hubiese tenido \elidomicilio ,de su padre. La misma parte ,!ctora
á foja' 205 reconoce que no hubo juicio sobr.e tenencia de hijos
y que Guerrero' permitió q~e María Cristina fuese á vivir al ex-
tranjero con su madre, al lado de su familia, lo que de-
muestra más acabadamente que no hubo sentencia judicial
que acordara la tenencia de la hija. á la madre, ni que privase
al padre de los derechf~s que la ley acuerda y Cj1leen con-
junto cónstituyen -la patria potesta.d ; y por otra parte falle-
cido el padre y acabada de consiguiente la patria potestad.
no procedería' la declaración judicial, de si aquel se hallaba.
cOl11préndido en alguno de los casos que hubieran hecho
procedente la pérdida de la patria potestad.
Que en ,cuanto al mal desempeño de la tutela por parte

de Antonio Guerrero no existe hecho alguno comprobado
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del cual resulte el hecho afirmado por la parte actora, Esa
tutela ha sido y es ejercitada con la intervención del señor'
asesor de meriores, quien se había apercibido, dada .su intcf-
\'ención en los autos de las faltas imputadas y habria pc-
.Iido las medidas consiguientes para hacerlas cesar, pero
lejos de eso ha manifestado su opinión á foja 80 y 223,
de que .debe mantenerse el nombramiento del tutor Antonio
Guerrero.

Que tampoco de 1as diligencias producidas á solicitud' de
la parte actora, resulta comprobado que exista oposiciól~ de
mtereses entre los del tutor y su pupila, no siendo nunca
bastante para dejar sin efecto el nombramiento hecho en la
.lersona de Antonio Guerrero, la presunción de que en la su-
cesión pudiera presentarse la oposición de intereses, pues el
caso se encuentra previsto el~ la 1 ey y ésta establece los me-
dios para. salvaguardar los intereses de la menor, mClso
4.0 del artículo 397 del código Civil.

Que por último debe tenerse muy en cuenta la manifesta-
ción de voluntad hecha por el padre de la menor, de designar
por tutor de su hija María Cristina,' á su hermano Antonio
Guerrero, manifestación comprobada en estos autos, autos por
la declaración del testigo Pedro Cedrés y por el testimonio
de la escritura redactada por éste en el Registro á su cargo
. á pedido de Luis Guerrero, que quedó sin firmarse por el
repentino fallecimiento de este,

Por estos fundamentos y de acuerdo' con lo opinado por el
señor asesor de menores y sefíor agente fiscal, fallo en defini-
tiva. este juicio rechazando la acción deducida con costas á
'la parte vencida, con arreglo á lo dispuesto en el artdúlo 221
del código de Procedimientos, á cuyo .-efecto regulo los hono-
1'arios del doctor Posse en la suma de tres mil pesos moneda'
nacional y en ciento cincuenta pesos de la misma moneda
los del doctor Cárdenas.

I
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Así lo, pronuncio, mando y firmo en, Buenos Aires á seIs
de abrí! de 1908.'
Repóngase las fojas.

Benjamín Williams (ante mi)
Emilio Oil1lencz Zapiola.

AC'GER.DO DE LA CAMAR.A DE APELACIONBS

En Buenos Aires, capital de la Repúbl,ica Argentina á trece'
de octubre de mil noveciel1tos ocho, reunidos los seiíores,
vocales de la Exm. Cámara de apelaciones en 10 civil en su
sala de acuerdos, para conoce,' del l'ecurso 'interpuesto en los
autos ca'ratulados «Lavalleja de Guerrero, doña l\'1aría contra
Guerrero don Carlos, sobre ali mentos», respecto de la sen-
tencia corriente á foja 229, el tribunal estableció las si-
guientes cuestiones:
1.0 Es nula la sentencia de foja 229?
2.0 En caso negativo eseIla justa?
3.0 Lo es igualmente en cuanto impone las costas al

vencido? a

Practicado el sorteo, resultó que la votación debía tener
el orden siguiente: señores vocales doctor~s: Ménde, zPaz,
Basuaido. Arana, Gelly y Menéz.
A la primera cuestión el señor .vocal doctor Méndez Paz

dijo: -
Aunque se dedujo el recurso de nulidad el recurrente no lo

ha mejorado en esta instanci.a. 10 que importa un tácito asenti-
miento. Por otra parte, el fallo apelado, no contiene vicio,
ni. defecto alguno que pudiera' producir su invalidez, por lo
cual debe desestimarse por completo el infundado recurso.
Voto, por consi'gú.iente por la negativa.
Los señores vocales doctores: Basualdo. Arana, Gelly y

Mendéz se adhiri,eron al voto anterior.
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A la segunda cuestión el señor vocal doctor Mendéz Paz
dijo:

N (1 obstante los esfuerzos que se ha hecho en la brillante
expresión de agravios que lleva la firma autorizada de un
ex-vocal de ésta Exma. Cámara cuya pérdida ha enlutado
este foro para conmover y refutar los fundamentos del fallo
pronunciado "en l. a instancia, no se ha conseguido sinó
demostrar la solidez en que está basado dicho pronuncia-
(niento.

Las leyes que rigen el caso y que son tan conocidas, la
interpretación única que tienen al respecto las cláusulas per-
tinentes del tratado de Montevideo, demuestran que juridi-
camente no pueden admitirse las teorías y pretensiones del
tutor indebidamente nombrado por las autoridades judicia-
les de Montevideo.

Hacer nuevos comentarios sobre unas exposiciones legales
tan sabidas, aparte de incurrir en repeticiones de una ma-
teria que ha sido agotada en la discusión de esta litis,
sería admitir que puede, ser discutible la facultad de los
jueces de este territoríg para nombrar tutor á los incapaces
cuyos padres tuviesen su domicilio en esta jurisdicción y
cuando las leyes son claras y terminantes, no son suscepti-
bIes de discutirse sino de mandarlas cumplir y ejecutar.'

Tal es lo que ocurre en el presente casó. en que solo la
I

ofuscación ocasionada quizás por justos motivos. ha podido
justificar estas actuaciones.

Solo debo, pues, reproducir los fundamentos legales de
la sentencia recurrida y apoyándome en sus sólidos fund~-
mentos. votar por la afirmativa.

A la segunda cuestión los señores vocales doctores Basual-
. do, Arana. GeJly y Méndez, se adhierieron al voto anterior.

A la tercera. cuestión el señor vocal doctOI: Ménedez Paz
dijo:

El juez ha impuesto las costas al tutor. En este punto,
la sentencia debe revocarse. Desde que las pe"rsonas qué han
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seguido estas ,gestiones estaba revestido .de un nombramiento
que le habían' acordado las autoridades extranjeras, no ha
podido existir malicia ni temeridad por su parte al sostener
la validez de su nombramiento y los que él creía l.os intereses
de 1a que 'consideraba su pupila. Voto pues por la negativa.
A la tercera cuesti6n los señores vocales doctores: TIasual-

do, Arana, Gelly y Méndez se adhirieron al voto anterior.
Con lo que termin6 el acto quedando acordada la siguiente

sentencia. Basualdo, Amna, Gelly Mendéz Paz y Mendéz.
Ante mi. Tomás Juárez Celman.
Es copia fiel del acuerdo origiiial que redactado por mi

existe en el libro respectivo.

Tomás Juárez Celman.

"
SENTENCIA

Buenos AIres, Octubre Hl de )908

y vistos. .-'

Parlo que resulta de la votaci6n de que .. instruye el
acuerdo precedente se confirma 'con costas la sentencia ape-
lada en 10. principal y se revoca en cuanto impone las costas
á la pa rte vencida., Se regul;;n los honorarios del doctolr
Posse en esta instancia en trescientos pe.sos.
Devuélvanse Rep6nganse los sellos.

Benjamín Basllaldo - Felipe
Arana- !alián Oelly-Luis
Mendéz Paz - Rrlm6n Men-
déz (ante mi) : Tomás Juá-
rez Ce/mano
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DIGTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte;

El recurso interpuesto para ante V. E., es procedente, á
mérito de 10 dispuesto 'por el articulo 14, inciso 3 de la
la ley 4055, en razón de haberse cuestionado una cláusula
del tratado de derecho civil-internacional, aprobado po¡r el
congreso de Montevideo, y ser contraria 1a decisión de la
cámara de apelaciones en lo Civil de la capital, á la validez
del titulo que se funda en dicha cláusula.
El caso sometido á la decisión de V. E., versa sobre la

preeminencia al nombramiento de- tutor de la menor Mada
Cristina Gue-rrero Lavalleja; hecho .por las autoridades orienta-
les á favor de don Constantino Lavalleja, en relación del
nombramiento de tutor para la misma menor, por las autori- ..
dades argentinas'; por lo que, la cuestión que se presenl(l.
á resol ver es la siguiente: ¿cuál es el tribunal competente
para el discernimiento de la tutela de la expresada menor ?
Para decidir el confli,cto que se insinúa entre los dos

jurisdicciones, se citan com.o pertinentes los artíCulos 7 y i 9
del tratado referido según los cuales, es la ley del domicilio
del representante del inéapaz, la que rige el discernimiento
de la tutela: quedan á precisar como hechos determinantes
de la competencia de una y otra jtirisdicci6n, ¿quién era
rep'resentante de la men01: GuerrCJ'o La valleja? ¿cuál era
el ,domicilio de dicho representante ó sea de dicha menor?
Para sostener que había caducado la representación legal

del padre de aquella, y que, qmlo consecuencia, su domicilio
era la ciudad de Montevideo, se alega que, declarado el di-
vorcio del padre y la madre por culpa del' abandono malicioso

..
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del hogar, por parte del primero, quedó perdida para él la
p~tria potestad sobre s'u hija, pasando á ser consecuentemente
ejercida por la mad .•.e ; agregando que, establecida. en Mon-
tcvjdeo, así que como á la muerte del padre, ocurrida á fines
de 1906. se afirmó este, desapareciendo el de derecho qué
asistía á la hija conforme á la disposición del artículo. 90,
inciso 6 de nuestro código Civil.

Estas razones carecen en mi sentir, de fuerza legal.
Si bien es cierto que la sentencia judicial que separó á los

conyugues Guerrero Lavalleja, declaró el divorcio por culpa
del esposo. y se dió por culpa el abandono malicioso del
hogar; no es menos cierto que esa declaración y esa causa,
que pasó en autoridad de cosa juzgada en el pleito en que
se dictó, no ¡Judo nunca afectar el ejercicio de la patria
potestad por don Luis Guerrero, puesto que los 1}1Otivosque
tuvo el tribunal para declarar el divorcio, no fueron ni pudie-

.ron ser valederos para atacar ni para fundar aquella.
Las decisiones judiciales no tienen carácter de declaracio-

nes generales ó abstractas, sinó que se limitan á la resolu-
ción de los casos planteados en los asuntos ó procesos
que resuelven y solo á ellos son aplicables.

En tal concepto, las razones que fundaron el divorcia
de los conyúgues Guerrero Lavalleja, 'así como la sentencia
que lo est¡¡bleció, no tuvieron por efecto 'alterar la patria
potestad de Guerrel"O, ni menos .modificar el domicilio legal
de la menor María Cristina. pues conforme á nuestra legisla-
ción. 10s hijos que se hallan bajo la potestad paterna, conti-
núan en el damicilio del padre, que es su representante legal,
mientras que~ una sentencia judicial no les prive de a.quella.
v es por ello que, á pesar de habitar .la expresada mena" "')11
los parientes maternos después en la ciudad de Montevideo.
estuvo subordinada á. la autoridad del .padre lústa la muerte
de este. can servando en consecuencia el domicilia que le
venía de tal representante legal.

Producida la muerte de éste, la menor continuó y ha
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continuado legalmente domiciliada en Buenos Aires; su pro-
pia incapacidad le imposibilita para cambiar ó para extin-
guir ese domicilio legal, siendo de notar por. oO".aparte,' que
aquella muerte no lo modificó' ni motivó 1á aplicación del
lomicilio el1 que se abrió la sucesión del padre, diera á la
Inenor la representación legal y necesaria que le corres-
pondía (artíClilo .400' del código Civil).

Dentro de tal concepto es que, respondiendo á nuestra
legislación civil, y al texto del tratado de derecho civil
con la República Oriental del Uruguay, el juez de la capital,
último domicilio del difunto Guerrero, y juez, al propio
tiempo. del de la menor de que aquí se trata, nombró al
representante que le tiene nombrado, y que es el qué, én
mi sentir, debe ser reconocido como tal, (artículos 400
y sig'uientes del código Civil y artículos 7 y 19 del tratado
de Derecho Civil con la ]~epública Oriental del Uruguay
de 1888)

De acuerdo pues, con estas consideraciones y las expuestas
en ia s sentencias de fojas 22 9 Y 278, pido á V. E., se
sirva resolver:

1.0 Haciendo. lug~lr al recurso interpuesto y concedido
á foja 286 vuelta.

2.0 Confirmar la sentencia en todas sus partes.

Julio Botet.
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Buenos Aires, Abr.1l 17 de 1909

'Vistos y considerando:
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Que el apelante funda el recurso previsto en el inciso 3.0,
articulo de la ley número 48, en' que se le ha clecono-
ciclo el derecho que le acuerdan los artículos 5, -9 Y 64 del
tratado de Derecho Civil Internacional aprobado' P01: ley
número 3~92, al no'lutcerse lugar á su demanda para que;
dejándose sin efecto el nombramiento de tutor hecho por el
juez nacional, se a~eptara y confirmara el gue emanaba' del de
lél Rej)úbl¡ca Oriental del Uruguay (fojas 8 vuelta y 9).
Que tratándose de determinar. el juez comp~tente p~ra

proveer de tutor á una menor, la sentencia apelada debía
aplicar y ha aplicado, correctamente, el artículo 19 del t'ra-
tado referido, según el cual el discernimiento de la tutela
y curatela se rige por la ley del lugar del domicilio de los
incapac'es relacionándolo con el articulo 7.0 del mismo tratado
en ~l que se dispone que los incapaces tienen el domicilio

, de sus representantes legalles ..
Que tanto en su memorial como en su alegato y expresión

.....:presión de agravios, fojas 246; memorial foja 2.9.1, párra-
de agravios, el apelante ha fundado principalmente la com-
petencia de los tribunales de Montevideo, en la considera-
ción de que, perdida la patria potestad que tenía don Luis
Guerrero sobre su hija Maria Cristina, esa patria potestad
pasó á ser ejercida por la madre, quién había fijado su
domicilio y residencia en Montevideo (ale¡-ato, foja 203;

fos Q y 6).
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Que esa pérdida de la patria potestad, desconocida por la
sentencia apelada, constituye una cuestión de derecho común
que ha sido planteada discutida y resuelta interpretando y
aplicando el artículo 307 del código Civil,- y se encuentra
por consiguiente, fuera del alcance del recurso extraordina-
rio interpuesto, con arreglo á lo que se dispone en el
artículo .15 de la ley de jurisdicción y competencia de 1863,
número 48.
Que lo mismo, debe decirse respecto á la duración 'del

domicilio de derecho, fundada y resuelta por la interpr~ta-
ción y aplicación del artículo ~1 del código Civil.
Que la sentencia apelada no contraría lo dispuesto en el

artículo 5.0 que se invoca por el apelante, pues que éste
no tuvo más objeto' que dar un medio de solución en el
-posible conIllcro ere legiSlaCIOnes relatIvas a las condicio-
nes requeridas para que la residencia constituyera domicilio, en
vista de que el texto del tratado no de!erminó esas condi-
ciones' porque consideró que debían quedar libradas á la
kgislabón interna de cada país. (Actas de las sesioens del
C0ngleso Sr,oéJmericano ; edi~ión de 1894, informe del doctor
(iuinta'la, página 400; exposición del doctor Vaca Gtlz-
m"II, r;Íl.;IM 460).

. Que t-tT' 1)6co se- contiene en esa sentencia decisión con-
traria á los artículos 9, 24 Y 64 del tratado, que se citan,
por ser inaplicables al caso de discernimiento de tutela
cspc-cialm(;tlte regido por los artículos 7 y 19, á que antes
se' ha hecho referencia.
Que el artículo _64 determina' la jurisdicción competente

y el 24 á que aquel hace 'referencia, la ley aplicable, ocupán-
- clase el tratado, 110 ya del discernimiento de la tutela re-
gida por el artículo 19, sino de las medidas urgentes, es de-
cir, las medidas de protección y' seguridad,' ,como deCÍa el
proyecto de-la comisión en el desernpeñó 'de la tutela. (Actas
citadas, eáginas 125 y 528).
Por e stas fundamentos y de conformidad con 10 'pedido por
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el señor procurador general, se confirma la sentencia apela-
da en la parte que ha moti vado el presente recurs¿.
Notifíquese con el original y repuestos los sellos devuélvanse.

A. BERME,JO. - OOTAVIO BUNGE.-

. 1\1. P. DAR.AOT, - C. lVIOYANO

GAOITlJA.

CAUSA XIX

Don Tomás R.am6n .Alllarado (sus herederos), en los autos
COIl don Roque T. Alvarado, sobre formaci6n. de título
de propiedad ; "SobN! procedencia de recurso p.ara ante
la Corte Suprema.

Sumario. Es impocedente el recurso interpuesto para ante
la corte suprema, fundado en el artículo 3.0 de la ley
927 y 54 de la ley 50, contra una. resolución de los tribuna-
les locales' de la. capital no haciendo lugar al pedido
de que se declaren competentes y den .por trabada con-
tienda de competencia con tribunales, también locales, de
otra provincia.
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SENTENCIA DEL JUEZ DE 1.a INSTANCIA

Buenos Airús, Fúbrúro 22 de 1907

Autos y vistos:

La resolución del superior tribunal de justicia de Jujuy
sosteniendo la juridicción de los jueces de esa provincia
para entender en el juicio reivindicatorio allí se~uido por
don Roque .T. Alvarado, contra el causante don Tomás Al-
varado, cuya sucesión se tramita por ante el juzgado á
cargo del proveyente:
Que los representantes de los herederos en sus escritos dé

fojas 220 y 241, piden que el juzgado insista y sostenga
su competencia para entender en el juicio de referencia y

. que dando por planteada la cuestión, se eleven los autos á la
suprema corte de justicia nacio:nal; invitando á la vez al
superior tribunal de justicia de Jujuy, á hacer lo mismo para
conseguir la solución de la contienda.
Que la ley de 3 de setiembre de 1878, no contiene dis-

posición alguna aplicable al caso sub judice, ya que, el juz-
gado, no puede tomar en cuenta "ni menos dictar resolución
alguna en el conflicto que se pretende suscitar entre el señor
juez federal de .rujuy y el señor juez ordinario de dicha
provincia, como tampoco en los ,ricios que se mencionan en la
tram itación de esos juicios.
Que el punto de saber si el juicio universal Ó de sucesión

hace competente al juez que en él interviene dios pléitos
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que se suscitaren por reivindicaci6n de terrenos situados fuera
de su jurisdicci6n está resuelto en el artículo 3284 del c6-
digo Civil, concordante con el 634 del de procedimientos,
en el sentido de que el juez' de la testamentaría es incom-
petente para entender en la reivindicación de un bien testa-
mentario 5 ituado fuera de su jurisdicción. Los fundiullen-
tos de eS,ta i nterpretaci6n están ex.puestos en repetidos fallos
de la Exma. Cámara en lo civil, y perfectamente resumidos en
un dictamen del señor fiscal doctor Pizarra, que se lee
en el tomo 92, página 417 de los fallos, y que, dice así, en
su parte sustancial: «Pero las acciones que competían al
« difunto ó que correspondan á la sucesión y que quiera
«, ejercitar su testamentaría por los herederos, deben venti-
« larse ante el juez competente, según las reglas generales
« en materia de jurisdicción y competencia, que no se modifi-
« can por la universalidad del juicio testamentario. Lo mis-
« 1lI0 ocurre con las acciones reales que una tucera perso-
« mi ejercite contra l~ sucesión ó contra los herederos. Ellas
« no están comprendidas entre las que establece la uni-
« versalidad del juicio de testamentaría por que, no están
« en las mismas condiciones que las acciones de los here-
« deros legatarios ó acreedores. Ningún vínculo de derecho
« se ha creado con e 1 difunto ni con la sucesión, la persona
« que ejercita contra 'ella una acción real: ésta nace de su
« derecho en la cosa misma, y lis conveniencias de los
« ,herederos, legatarios ó acreedores que motivan la uni-
« versalidad del jui.cio testamentario. en nada pueden influir
« para modificar la situación jurídica del demandante' con
« relación á su derecho. modo de ejercitarlo, y á la jurisdic-
« ción y competencia de los tribunales que deben ampararlo.
« Por esto es que en la enumeración de los artículos citados
« no se encuentran las acóon.es r'eales, sino las personales
« de los acreedores del difunto antes de la división de la
« herencia. El inciso 1.0 comprende, es verdad, las deman-
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« '~das concerriientes á. los bienes hereditarios; pero esto solo
« cuaildo sean deducidoas por alguno de los sucesores uni-
« versales contra los coherederos. De suerte que aplicando
« á contrario sensu los incisos 1.0 y 4.0 citados yesulta que,
« la universalidad del juicio testamelitario no 'abarca las
« acciones reales deducidas por terceros contra la sucesión.
« El juez competente para entender en ellas es el dd lugar
« donde está .situada la cosa (artículo 4.0 del código de
« Procedimientos).
Por estos fundamentos que el juzgado hace suyos y no

obstante lo dictaminado por el sefíor agente fiscal, se resuel-
ve, revocar el auto de foja -13, y no plantea la contienda de
competencia solicitada. Ejecutariada que sea la presente reso-
lUCIón, comun[quese al superior tribunal de justicia de Jujuy.
Repónganse.

F. Helguera Ante nu: C. de
1garzabal.

SEN'TENCIA DE LA C:M.LA.IlA DE APELACIONES

Buenos Aires. Diciembre 10 de 19O5

y vistos:

NO adoleciendo de VICIOalguno la resolución recurrida,
d~clárase improcedente el recurso de nulidad interpuesto.
En cuanto al de apelación: Que la ley de 3 'de setiem-

bre de 1878,' invocada por los recurrentes, carece de apli-
cación al caso sub judíce, por cuanto aquella no tiene más
objeto que deslindar las respectivas atribuciones jurisdicciona-
les de .los tribunales - federales y locales en los casos de
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concurso de acreedores y de juicios sucesorios, en tanto que
en el p¡"esente se trataria de un conflicto entre jueces locales
de distintas provincias ó estados. Que los autos cuya re-
misión al juez de la sucesión de don .Tomás R. Alvarado
persiguen sus herederos no pueden considefai"se siquiera como
un incidente del juicio ejecutivo iniciado por el Banco Na-
cional, ~ontra el causante, pues á diferencia de los otros
prornovidos por don Nicolás Alvarado sobre terceria y sobre
los cuales no se ha producido por el momento contienda al~
guna, se rdieren á actuaciones promovidas por "doIi .Roque
F. Alvaradó sobre formación de títulos de propiedad á deter-
minados inmuebles y á los que se ha impreso el procedi-
miento marcado por f/ as leyes procesales de la - provinCia
citando ó erl1plazando á los que pudieTa. afectar aquella
g~stión. Que en consecuencia si el causante ó su sucesión
tiene interés en 9ponerse á la formación de los títulos,
solicitada por don Roque F. Alvarado, ha debido necesária-
mente formular su oposición ante el juzgado en que se
se tramita aquella sol i.citud, IJar cuanto el coriocimientode
la ~ausa corresponde exclusivamente á la jurisdicción local
ri gen, desde que la- acci,ón- promovida, ami en el supuesto
de que lo hubiera sido directamente contra el causante, se
equipara en sus efectos á las acciones reales que por: su pro-
pia (naturaleza esca'pan á la universalidad d<;los juicios suceso-
rios (artículo 33 i8 Y su nota). Par los precedentes consi-
deraciones y fundamentos de la sentencia recurrida: de foja
243, se confi-rma con costas.
Devuélvanse repóngase los sellos.

Basualdo - A10lina - Wil-
liams - (ante mi) Tomás
Juárez Celnwn.
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DIOTAMEN DEL SEÑOR PROOVRADOR GENER4L

Suprema Corte:

El recurso de ap"elación concedido para ante V. E., es im-
procedente, por lo que debe revocarse la resolución de _la
cámara que lo otorga, á mérito de las consideraciones si-
guientes :
La pa rte recurrente lo ha fundado en el J artículo 3.0 de

la ley 927 y en el artículo 54 de la ley de procedimientos fe-
derales, ninguno de los cuales lo autoriza no estándolo tam-
poco por ptra disposición legal.
El primero de los artículos citados establece que la su-

prema corte resolverá: «las cuestiones de competenci.a» que
se suscitaren entre jueces de provincia en los casos de
juicios de concurso de acreedores ó de sucesión, lo cual
no e¡¡iste en el sub judice, desde que no se ha trabado pro-
piamente la cuestión de competencia que han gestionado
infructuosamente los heredéros de don Tomás Alvarado.
El segundo de los artículos que se invocan no "es apli,cable,

por referirse á las contiendas de competencia en los tribuna-
les federales, y aún para esta jurisdicción, es de notar que el
artículo 54 de la ley 50, ha quedado modificado por el
artículo 17. inciso 1.0 de la ley 4055, que ha. venido á
establecer los cas9s Y forma de apelación de las resolu-
ciones de los jueces federales.
No 'estando, por otra parte, comprendido el recurso inter-

puesto dentro de las disposición del artículo 6.0 de la ci-
tada ley 4055, y su correlativo el artículo 14 de la ley 48,
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por no tratarse de sentencia definitiva, desde que no se diri-
me el pleito, ni pone fin al juicio (tomo 95, página 79 delos
fallos de V. E.,) pido á V. E., se provea 'en la forma
que lo solicito al principio._

Luis B. Malina.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Bueros Aires, Abril 24 de 19Q9

Vistos y considerando:

Que negada por el superior tribunal de Jujuy la remisión
de los autos seguidos por don Roque T. Alvarado contra
don Tomás H._ Alvarado, sobre formación de título de pro-
piedad de las fincas denominadas «Pié de la 'Cuesta» y
«Campo Grande», por tratarse de un pleito sobre propiedad

- d~ -¡~.Jnlie'~jlf':;:~.:tuadosen dil'l'l1.1 provincia (foj;:;s 237 8. 840 J.

el representante de los herederos del causante, don Tomás
R. Alvarado, pidió al juez de la sucesión, invocando la ley
nacional de 3 de setiembre de 1878, número 927,. que
insi.stiera en su competencia y librara riuevo exhorto al tri-
bunal de ,Jujuy, para que, dando por trabado el conflicto de
competencia remetiera los auto's á la suprema cOlte nacional,
á la que correspondía dirimirlo (fojas 271).
Que esta petición fué desestimada por el juez 'de la su-

cesióll en su sentencia de fojas 243, confirmada á fojas
267 por la cámara de apelaciones en lo óvil de la capital.
Que para fundar el recurso interpuesto de esa ~entencia

para ante esta corte suprema, se ha invocado el articulo
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3.0. de la ley número 927, de 3 de..septiembre de 1878,

y el artículo 54 del título 6.0 de 'la ley de 141,deseptiem-

bre de 1,863.

Que ese último artículo 6 sua el 54 de la ley número 5O,

se refiere á las resoluciones de los jueces del orden fede-

ral, como es fácil reconocerlo de el título de esa. ley que

expres<!: su objeto, y en lo di'spuesto en el artículo 48, de

la misma, pudiendo agregarse que la ley número 4055 ha

atribuido esa instancia de apelaci6n á las cámaras federa-

les por ella creadas, determinando en su artículo 9.0 las

cuestiones de competencia cuya resoluci6n atribuye á esta

corte.

Que no procede el recurso interpuesto para ante esta corte

con arreglo al artículo 3.0 de la ley número 927 de 3

d~ setiembre de 1878, porque no habiendo accedido los

tribunales de la capital, en los que radica el juicio suceso-

rió, al pedido de inhitoria formulado por los herederos de

clon Tomás R. Alvarado, no existe contienda de competencia.

- que esta corte deba dirimir. Las cuestiones de. competencia

sólo pueden trabarse en una de las dos formas que

determina el" título VI de la ley nacional de procedi- .

mient?s. ósea pI'oponiendo declinatoria ante el. juez que

se. considera incompetente 6 bien ocurriendo. al que se crea
serlo para que se dir.ija á aquél c.onoficio de inhibitoria, y esta
no puede considei'arse trabad.a sino cuando se formaliza en los
términos de los artículos 51 y 52d'e la ley de procedimientos _

(artkulo590, ley número 4055. Fallos ..tomo 103, página 340),
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Por estos -fundamentos' y de conformidad con lo pedido
por el señor procurador general, se declara improcedente
el recurso interpuesto,

Notiffquese' con el 'o'riginal y devuél,,'anse, 'reponiéndose
el papel.

A. BERMEJO - OCTAVIO BUNGE
- NICANOU G. DEL SOLAH.
M. P. DARACT - C. l\10Y ANO
GAOITÚA.

CAUSA XX

Dan' Ambrosia Videla y .otra, contra dan Raimunda Oatica,
por reivindicación, Contienda de campetencia entre IUl juez
de l.a instancia de la Rio;a y .otra de igual clase de

, '

de San Juan,

Sumaria: No caben contiendas de competencia tratándose
de juicios terminados por sentencia pasada en autoridad de
cosa juzgada,

Casa, Lo expljcan las siguientes, piezas:

:AUTO DEL JUEZ DE LAHIOJA

Hiojft, .Juuio 9 d@ 1908.

Atento á lo solicitado en precedente escrito, lo dictaminado
por e l ministerio fiscal y' considerando que en el presente
caso trátase de una acción real s obre illmuebles ubicados
en el territorio de esta provincia cuyos,jueces son con 'exclu-
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slon de toda otra jurisdicción, los únicos competentes. para
entender en dicho juicio. inciso 1.0 artículo 34 código de
Procedimientos Civiles; por estas consideraciones y de.acuer-
do con 10 dispuesto en el artículo 46 del código 'de Proce-
dimientos de los tribunales nacionales, aplicable al caso, de
conformidad á lo dispuesto en la ley nacional de 3 de septiem-
bre de 1878 y el artículo 1184 d'~l código de Procedi-
mientos Civiles de la provincia; este juzgado resuelve: li-
brar nota al de igual ge¡:arquía de la ciudad de San Juan,
doctor Viclart ~ los fines de que se abstenga de seguir
conociendo en el juicio de la referencia y remita los
antecedentes del mismo á. este juzgado, á. cuyo fin agrégue-
.se copia del esc:-ito ,solicitud de foja á foja, del dictimen
fisca I y del presente decreto,
Líbrese el oficio á los fines y con los recaudos pedidos

por el fiscal al juez de paz del departamento General Roca.

Nieva Granillo.

AUTO DEL JUEZ DE SAN JUAN

. SItU J UItU, Agosto 3 de 190!l

Autos y vistos:

El exhorto dirigido por el sefíor juez de La ínstancia
en lo civil de la ciudad de la Rioja, doctor Abraham Nieva
Granillo con fecha 10 de junio próximo pasado. promo.-
viendo al infrascripto cuestión de competencia en el juicio
seguido contra don Riümundo Gatica por don Ambrosio Vi-
dela y don Ramón VI. Ayala por reivindicación de unos
campos, y teniendo en cuenta que previo dictamen fiscal
el juzogado, por decreto de 15 de julio del corriente año y
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de conformidad con lo prescripto por los artículos 960 y
954 del código c;le Procedimientos Civiles, ordena la agregn-
ción del referido ~xho.-to á los autos principales disponién-
dase á 1,,: vez la s uspensión "de los procedimientos en el
juicio hasta tanto se resolviera la competencia promovida,
dándose vista de dicha cuestión á las partes interesadas,
y agente fiscal, que notilficados en forma han evacuado la
vista conferida el procurador don Juan Barrera Condora
en representación de los señores Videla y Ayala, nombrados y
agente fiscal, en la forma que instruyen las constancias
de autos, después de lo cual el juzgado por decreto de 29
de julio úitimo, llamó autos para resolver.

y considerando;

Que el señor juez de la ciudad de la Rioja doctor Abra'nam
Nieva Granillo al promover' la presente cuestión de comneten-
cía al susuipto lo ha flecho fundándose en lo peticionado
por don Raimundo Gatica por intermedio de su representan-
te legal promoviendo la cuestión, basándose para ello, en que
la estancia del nombrado Gatica denominada «Puesto Alegre»
ubicada en el departamento General Roca de la provincia de
la Rioja, debido á su ubicación misma, en territorio de
aquella provincia, debía el juicio réivindicatorio originado
sobre la misma, tramitarse ante el Juez de aquel estado;
pero. resu ltandn que el juicio rei.vindicatoriLl :'eguido contra
el mencionado Gatica por los señore~ Videla y Ayala referi-
dos,a.ntc el infrascripto y fallado por el mismo, no es, según
así resulta de las constancias de autos, sobre la l.1annda
estancia Puesto Alegre sinó sobre los campos denomina-
dos de «Los Cajones» situados en el departamento de Cau-
cete de esta provincia, adquiridos por los actores Videla y
Ayala . del Exmo. Gobierno de San Juan, según escritura
pública agregada á los autos de fecha 13 de marzo d"e
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190(, la- ClIf'StlÓIlde competencia promovida, no puede en
manera alguna, ni bajo ningún concepto prosperar, desde
que el juicio reivindicato~io seguido contra el nombrado
Gatica, lo ha sido de campos situados en territorio de San
Juan, y á mérito de un título adquisitivo de los demandan-
tes Videla y Aya1a" y por el cual el gobierno de San Juan,
•.OI! perfecto dere~ho, trasmitió á estos últimos en propie-
dad los campos de «Los Cajones» que indiscutiblem~nte,
están desde tiempo inmemorial, dentro de los límites juris-
diccionales de la provincia de San Juan, y que, por consi-
guiente, I;os jueces de éste estado son los únicos con jurisdic-
ción competente para intervenir sobre cualquier cuestión que
sobre los dichos campos se promueva, como sucede en el
:asd' ,sub judíce, de lo que, ,como lógica consecuencia, resul-

'-ta la legitíma competencia del in'frascripto en el present.e
asunto. Que aun en el supuesto caso, (simple hipótesis)
de que resulten ser los mismos campos llamados «Puesto
Alegre» y «Los Cajones», 'no seria tampoco procedente la
cue~tjón de c;ompetcncia, promov,ida. toda vez que ella es
entablada fuera de su oportunidad legal, desde que el fallo
condenatorio pronunciado por el inJrascripto contra Gatica
en el juicio de reivindicación seguido contra éste por Vi-
dela y Ayala de fecha ?5 de febrer? del corriente año,
notificado en forma legal, ha pasado en autoridad de cosa
juzgada, y como tal, permitir y dar cabida á una cuestión de
competencia en este estado del juido, importaría su rea-
pertura. lo que es antíjurídico y antilegal, y está en contra
de ,t.odo concepto jurídico y doctrinario, en virtud de lo
cual, .así 19 ha entendido y resuelto la exma. corte de
justicia, nadonal al declarar que hallándose el pleito con-
cluído por sentencia no puede ser materia de una cuestión
de cOrripetencia como se consigna en el,. tomo 48, página
211 de: sus fallos y que la ignorancia del pleito seguido
contra Gatica y alegado por éste ante el señor juez de
La Rk1h eoctor Nieve GranUlo, no puede .aceptarse ni si.
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lega-
fiscaA
de .Ios

qui(.ra (01110 simplc. disculpa, par.a justificar el porqué de
tlue 1 é( iél! se .ilnkia .la competencia promovida, si á foja
'17 vuelta de ésots aut~s' existe la constancia de la notifica-
ción persona; hecha á Gati<:a de la resoluCión del juzgado
en que se. corrió traslado de la den1,anda presentada contra
el mismo por Videla y Ayala con emplazamiento .para pre-
s~ntarse aJ juicio, notificación personal hecha á requisición
de este juzgado y precisamente por intermedio del seí'lor
juez exhortante doctor N ieva Granillo.

Por estas consideraciones, razones' aducidas, citas
les .referidas y },p dictaminado por el ministerio
y fundamentos del escrito presentado por la parte
señores Ambrosio Videla y Ramón Vv. Ayala.
Resuel vo; No. hacer lugar á la cuestión de competencia

promovida en éstos autos por el seí'lor juez exhortante de
la' ciudad de LaRioja doctoT Abraham Nieva' <;:;ranillo, de-o
c1arando en consecuencia la legítin~a competencia del in-
frascriptc en este juicio. En consecuencia hágasa saber este
resoluciór al señor juez exhortante debiendo remi-tirsele copia
autorIzada de la mi~ma, c6mo igualmente del esc'r\to preserÍ - .
taoo por los señores Videla y Ayala y dictámen fiscal, todo
c.on >oficio de atención, . requiriéndose al mismo' ti,empo se
sirva comunicar si sostiene ó no su competencia, á fin de

. pr,oveer en seguida lo que corresponda.

Firmado - A. Vidarf - Ante
mí) R. P. Goma - 5e;:re-
tario.

VISTA FISCAL

Señor juez:

Dos' son las consideraciones principales aducidas por el
juez requerido para negará, V. S .. la jurisdicción que le.
ha reclamado en esto? autos; la ubicación del inmueble liti-
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gioso, que según él. y los antecedentes que invoca es en el
departamento Caucete de la provincia de San Juan, y la
cosa juzg,ada en razón de la sentencia firme y ejecutoriada
que ha recaído en el asunto causa de la presente contienda.
de competencia ..
Respecto del primer punto, debe observarse que si bien el

. juicio según sus propios antecedentes; se refiere á una
propiedad de diferente nombre y situación geográfica de
la invadida, la sentencia recaida en él se ha ejecutado y
hecho efectiva sobre la conocida estancia de «Puesto Alegre»
situada indudablemente dentro del territorio de ésta pro-
vincia, hasta d.onde han podido llegar sus efectos sin.o
en la forma violenta que denuncia el sumario agreg'ado á
éstos autos y con. la justa protesta del 'damnificado,
Se trata. pues, de un caso original en el que se pone de

.n~anifiesto un error de hecho que ha inlfluido fundamental-
mente en la decisión del juez requerid? para desconocer la
jurisdicción de :V. S " y atribuirsela en razón de l.os mismos
llrincipios de dere~110 y de soberanía que amparan la dé
V. S.
En efecto los demandantes sea por error, por i.gnoran-

cia, ó por conven.ien cia, determ.inaron la ubicación del in-
mueble litigi:<)so en San Juan, y le ai~ron un nombre
extraño del que tiene y G.on el que es conocido aquí; de
modo que la jurisdicción de los tribunales de aquella pro-
"incia era incuestionable. Pero, al ejecutarse la sentencia
recaida. en el juicio, resultó, que el tal inmueble no era otro
que ia estancia .denominada «Puesto Alegre», situada en el
departamento General' Roca, de esta provincia y poseida por
vecin.os de la misma, que la fuerza p.ública de San J~an
obedeciendo ordenes de aquellas autoridades ha desalojado
violentamente infiriendo así un doble agravío á la pro-
vincia de la Riojaen su soberanía, y á. los particulares damni-
ficados en sus intereses.
Desde este momento el juez que entendía en. la causa
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, .
debió reconocer. el error á que parece fué inducido por una
falsa información y cesar en su jurisdicción reconociéndola
exclusiva en l.os tribunales de esta .provincia, pei"O) no ha
sucedido así, sino que) á pesai- de todo la sostiene, en últi-
mo caso. en virtud de la cosa Juzgada.
Pero sobre éste particular no cabe discusión alguna por-

que la jurisdicción del juez .de provincia nace y fenece den-
tÚ) de los límites de la misma, siendo il~posibl.e su prórroga
en otra forma que no sea la exp¡:esa, circunstancia que
por cierto ~10 ha concurrido en este caso y que por lo tanto
no la ha creado á favor del juez que la retiene.
En consecuencia po hay tal cosa juzgada porque siendo

evidente que las aut.()ridades y tribunales de Saú Juan care-
cían .de jurisdicción para entender en este asuntp en razón
de la diferente vecindad de los litigantes y de la ubica-
ción del inmueble litigi.oso, su fallo es insubsistente, ínáxi-
me si se considera que su ejecución invadiría la jurisdicción
de V. S .. Y lesionada la soberanía de esta ptovincia.
Por Jo ;expuesto y consideraciones que de ello se des-

prende!1, V. S., debe sostener su -jurisdicción.

Carmelo B. Valdés.

OTRO AUTO DEL jU¥-Z DE LA RIOJA

R-iojn, Noyielllbl'e 2i de j908

Atento á lo dictaminado por el señor agente fiscal, y las
constancias de los autos; este juzga.do, de -acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 52 del código de Procedimiento,s
Nacionales, aplicable al caso según lo dispuesto en el ar-
ticul.o 1185 del código d.e Procedimientos civil.es de la pro-
vincia, se resuelve; sostener su jurisdicción el). la 'inhibitoria ;
en c.onsecuencia, hágase saber al sei'íot juez de la ciudad de
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San .luan, esta res.olución á los fines de lo pfescripto en la
disposición legal, primeramente citada, y elévense estas dili.
gencias á la corte, suprema de Ia nación, por intermedio
del superi.or tribunal de justicia de la provincia.

NieJla Ora/lillo.

, '

DICTAMEN DEL SE~OR PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

A V. E., corresponde dirimir la presente cuestión de com ~
petcHria á mérito de la disposición del artículo 9, inciso d,
de la le) 4055.
De las constancias del expediente elevado por el señor

juez de letl'as de la provincia de San Juan, resulta que eJ
trámite de ,dicho expediente había terminado en virtud de
sentencia pasad.a' en atítpridad de cosa juzgada, la que se
hallaba en vía de ejecutoriarse, cuando se promovió conLÍen
da de competencia por inhibitoria, por 'el juez de la l.a
instancia de la provincia de la Rioja, á solicitud del tlemanda-
dado don Raimundo Gatlca, Basta este antecedente para
demostrar la improcedenc~a de la contienda suscitada, pues,
por tratarse de un pleito sustanciado.y fenecido ante una ju-
risdicción. no cabe cuestión sobre su conocimiento, por ha-
ber concltrido con la decesión de los puntos en litigio.
(tpmo 48 página 211 y tomo 68, página 19).
En ,el ca~o sub ¡udice', debe agregarse como 'circunst,ancia

especial, 1=Iueapoya la improcedencia de la contienda,' el
hecho de haber SIOO citado en forma el dem,andado, para
que compareciera al juicio, que s,e le promovía, al que no
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c:onculr.i6, dejando pasar la oporluriidad marcada por la ley
para deducir la competencia de jurisdicción. á que se creyere
COII ¡derecho.

Las cuesti,ones alegac\;ls resp,ecto de la invasión y abusos
de jas au~oridades de Sa)1 Juan, en ~Grrenos sometidos á la
jurisdicción de la pr,ovincia de la Rioja, no pueden venti-
larse en esta' cpntíenda, y deben ser materia de la reclamaci9n
que l.os interes~dos interpongan, en la manera que lo crean
conveniente, y ante las autoridades que corresponda.

Sírvase' V. E., no hacer lugar á la contieJida trabada,
mandando devolver los autos elevados.

\

FALLO- DE LA CORTE SUPREMA

Julio Botet.

Buello, AIres, Aln.n 27 de 1909

Y. vistos:

De acuerdo con lo expuesto y pedido por el. señor pro-
curador general en el dictamen precedente, se declara no
haber lugar á la contienda de competencia entre el juez
letrado de la provincia de San Juan, y el de l.a instancia
de la provincia de la Rioja, sin que ello importe pronun-
ciamiento de esta corte, ac,;~rca de la influencia legal de
la rebeldía declarada; 'de cuaJ se~ la verdadera ubicación
del ¡¡¡mueble á que se refiere la sentencia de foja 58, de
los autos remitidos por el primero de dichos jueces, y del
valor que pudiera corre~ponda'r' a esa sentencia,Y á la posesión'
dada en virtud de ella á los actores Videla y Ayala.

Devuélvanse los autos, debiendo transcribirse esta resolu-
ción y la vista del señor procurador general, en los del
juzgado de la Riojá.
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N.olifí<iuese con' el original y repóngas,e el papel.'"

A BBRMEJO-NlCANOR G. DE]~
SOLAR.-M. P.DARACT.-
C. MOYANO GACl'.rÚA.'

CAUSA XXI

Contienda * com'petenclf¡ trafj.q.da ,entre el jncz federal
de La P6ata y el loo..al dfjl cril1tfn Jie esa ciudad en,
la causa criminal formada contra Luis ViLtani.

Snmario: Corresponde á la justicia federal el conocimien-
to de una causa criminal por muerte ocasionada á causa
de una ~nfracción á lá ley nacional número 2873.

Caso: Lo ex'pli-can las .piezas siguientes:

AUTO DEL JUEZ DET~CRIMEN DE LA: PLATA

Jjl\ Plllt"" Octubre 19 de 1908

Autos y vistos:

1.0 Que esta causa fué iniciada con motivo de las lesiones
" . recibidas por Carlos Ca~tellani, peón del ferro carril Oeste,
quien en circunstancias que arreglaba varios cajones en el
interior de un vagon de la. eml)resa, Y al mover uno feieellos,
hizo é xplosión su contenido, causándole quemaduras de re-
su] ta de las cuales falleció.
2.0 Que los cajones en cuestión. que contenian fósforos

de bengala habían sido entregados I á la citada empresa
para su transporte por' ~l procesado Luis Villani.
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.~

•

3,0 QU,e,por esta causa y la d<=;haberse ocultado la cali-
dad de las mercaderías c"ontenidas ,en los cajones., se procesa á
Villani'como autor de homicidio 'por culpa é imprudencia.
4.0 Que dada la forma como han ocurrido los hechos, la

competencia de este asunto corresponde al fue m común, desde
que no se trata de un a'ccidente ferroviario y 'no puede
por tanto imputarse criminalmente á la empresa del ferro-
carril O,este, la responsabilidad por 10 ocurrido, sino que,
como ha Fluedado ya establecido en el proceso, un parti-
cular. es el sindicado como autor responsable, del hecho
y habiéndose producido la explosión en juris'dicción de la
prO\;incia. e s al infrascripto á quién C9iTespond'e conocer
en el caso sub ;u.dice (artículo 25 del código de P.rocedi-
mientos eil 10 Criminal de la capital federal, y. 10 del de
Ja.provincia ).no siendo de aplicación las, disposi'ciones in-
vocadas en el pedido de inhibitoria,
En consecuencia y de acuerdo con lo dictaminado por el

señora.gente fiscal (foja 2 vuelta) y lo 'expuesto por el
defensor (foja 6), no se hace lugar á la" inhibitoria soli-
citada ;y hágase saher al señ.or juez federal, remitiéndose
testimonio del auto de prisión de foja 30 de los autos prin-
. cipales, de la vista .fiscal, escrito del defensor y de la
presente resolución (artículo 59 del código de' Procedimientos
de la Ca1)ital citada),

Oabino Salas (Ante mi): Car-
los 'M. Dollera .
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AUTO DEL JUEZ FEDER.AL

IJa Plltta, Abrll 2 de 1908

Á~tos' y vistos :

Resultando de las 'presentes. actuaciones' que el sumario
instruído por la comisaría de policía de Morón, con motivo
del accidente teáoviario .del que resultó muerto don Carlos
Castelari, tramita por el juzgado del' cJ'Ímen á "CaTgo del
doctor Gabino Salas, y correspondiendo el conocimiento de
la causa á la justicia federal de acuerdo con: lo dispuesto en
Los .artículos 3.0 "de la ley 'número 2873, articulo 3,0,
incis.o .:3,0 de la'ley 48, y artículo 'tz3 del código de Proce-
dimientosen lo Criminal'; líbrese el oficio solicitado POi'

el señor pros:urador fiscal en el. precedente dictámen para
que dicho señor juez se inhiba de seguir entendiendo en
'el expresado sum;;trio y lo r emita al infrascripto para su
conocimiento, Acompáñese copia del presente auto y vista
fiscal d,e foja 6 vuelta, ..

"A1.iJrcelilloEscalada,
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J"R Pinta, Noviembre ,18de 1908.

Auto!; y vistos:

.y considerando :

1.0 Que se trata en el presente caso de la explosión de
un cajón de mercaderías dentro de un wagón del ferro-
carril" del Oeste en la estación «Haedo», jurisdicción teni-
torial de este juzgado, explosión que tuvo por consecuen-
cia, la muerte de Carlos Castelari, peón de aquel ferrocarril.
2.0 Que el ferrocarril del Oeste debe .ser considerado como

ferrocarril .nacional á los efectos de la ley núero 2873 por
reunir las condiciones previstas en el articulo 3.0 mClSO

3.0 de la misma.
3.0 Que el articuló 2.0 inciso 1.0 de la 1cy núm'ero 48.

sobre jurisdicción y competencia de los tribunales naciona-
les nacionales atribuye á los jueces nacionales de sección
el conocimiento en primera instancia de las causas especial-
mente regidas por. las leyes que haya sancionado y san.-
cionare el congreso, correspondiendo también á los jueces
de sección en virtud de lo dispuesto por el articulo 3.0 inciso
3.0 de la. misma ley el juzgamiento de los crímenes cometi-
dos en el territorio de las provincias en violación de las leyes
nacionales.
4.0 Que de las actuaciones producidas ante el juzgado del

crimen de esta capital y testimoniadas desde foja 9 á foja
18, resulta que la explosión de la referencia se atribuye á
uria falsa manifestación del cargador de las mercaderías.
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5.0 Que el caso se encuentra legislado por los artículos
47 y 83 de la ley general de forrocarriles nacionales, pues
el primero impone á todo cargador el deber de hacer declara-
ción prévia del nÚlñero, peso, cla!;e y calidad de las mer-
caderías que remitiese y el segundo determina las penas
que se impondrán á «todo individuo que por imprudencia,
negligencia ó inob¿ervancia de los reglamentos causare in-
voluntariamente un accidente del que hayan resultado heri-
das una ó más personas».
A juiCio del infrascripto la explosión ocurrida dentro de UlI'

wagón del ferrocarril debe considerarse comprendida den-
tro del término «accidente» empleado genéricamente por el
precitado artículo 83, dependiendo simplemente de la maypr
ó menor violencia de aquella la destrucción ó nó del ma-
terial ferroviario pero afectando siempre la seguridad del
tráfico. A este respecto el señor juez del crimen establece
en el considerando 4.0 único en que funda su competencia,
que no se trata de un accidente ferroviario y que no pue-
de ,imputarse criminalmente á la empresa del ferrocarril
Oeste la responsabi'lidad por lo ocurrido. siendo un partí.
cutai' el sindicado como auÚ{)r responsable del hecho.
Es verdad que el accidente no ha sido de tal magnitud

que el tráfico haya quedado interrumpido ni se haya pro-
ducido descarrilamiento, pero ello nO impide que el hecho
caiga dentro de las prescripciones ya citadas de la ley
nacional número 2873 y aunque no sea imputable criminal-
mente á la empresa del ferrocarril Oeste no solo por el
:Í1echo de que un particular esté sindicado como autor res-
ponsable sinó también y principalmente porque la. empresa
del ,ferrocarril Oeste es una. persona jurídi'ca y como tal
irresponsable ante la ley penal.' Por 10 demás el artículo 83
(ley número 2873) castiga por las infracciones á «todo
individuo» que infringiendo los reglamentos cause involun-'
tariamente un accidente" de manera que la circunstancia de
ser el sindi-cado un particular carece en absoluto de importan-
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cla á los efectos de la determinaci6n del juez competente para
juzgarlo; á mayor abundamiento, el mismo artículo 83 en
su última parte dispone que «si el causante del accidente
fuera empleado de la empresa, ésta responderá. por los daños
y perfuicios cauados, de acuerdo con el artÍ<:\t", 65».
Por estas consideracio'nes el infrascI'ipto '."csuelve mante-

tener su competencia dando por trabada esta contienda.
Hágase saber al señor ,juez del crímen de esta capital

doctor Gabino Salas para que remita la causa á la: supre-
ma corte de justicia nacional á la que se elevarán también
estas actuaciones para la decisión de la contienda.

Emilio Villafañe.

DICTAMEN D]<~LSEROR PROCURADOR GENERAL

Buenos Aires, Abril 10 de 1909

Suprema Corte:

V. E .. es competente para decidir la presente cuestión de
competencia, á mérito de lo que dispone el artículo 9, inciso
b, de la ley 4055.
Considero que la contienda suscitada, debe resolve"rse' á

favor del señor juez de sección de La Plata, en razón de
los atinados fundamentos del auto de foja 21. El hecho que
ha dado origen al proceso incoado se halla .comp'rendido en
los delitos y faltas contra la seguridad 'del tráfico, 'previstos
y penados por ia ley general de ferrocarriles, y entra, por
consiguiente, en los especificados en el inciso 3'.0 artículo ,1

23 del código de Procedimient6s en 10 Criminal.
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Sírvase V. E., pues, declarar_ que- es al señor juez federal
I

-de La Plata á quien corresponda seguir entendiendo en el pro-
ceso y ordenar se le remitan los autos elevados (articulo 3
inciso 3.0 de la ley de jurisdicci6n).

Luis B. Molina.

)"ALJ,O nELA COR.TE SUPREMA

Buenos Ajl'es, ]I["yo 1.0 de 190!l

y vistos.

Considerando:

Que, como se rec<?noce por el juez del cl"Írnen de La
Plata, la presente' causa fué iniciada con motivo de las lesio- -
nes recibidas por Carlos Catellani, pe6n del ferrocarril Oeste,
en circunstancias que arreglaba varios cajones en el iü-
terior de un vag6n de la empresa, por haber hecho explosión
el contenido de uno de ellos. (Foja 17, expediente remitido
por .el juzgado federal de La Plata).

Que si bien no hay en. autos prueba pericial acerca de la
verdadera naturaleza de las mercaderías que contenía dicho.
cajón, en el informe del oficial de poli cia. de Morón se dice
que, en él, se ericontraban varios cajones de «luz de ben-
gala» ,expresándose por algunos testigos en el informe mé-
dico y en la acusaci6n, ya' que esas ~nercaderias eran f6sforos
de bengala, ya materias inflamables (foja 5, 6, vuelta, 17
á 20, 2 4y 25, fojas 29, 39 y 60 ;del expediente remitido por
el juez del crímen del departamento de la capital de la
provinci? de Buenos Aires. «Villani Luis.- homicidio por 1111-

prudencia ,Mor6n).
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Que 'el procesado, al entregar los cajones al ferrocarril
del Oeste para ser transportados al Rosario, manifest6 "falsa-
mente que contenían artículos de ferretería. (Declaración
indagatoria de foja 16 del expediente remitido por el juz-
gado del crimen de La Plata, y carta de foja 2 del expedien-
te del juzgado .federal),
Que con arreglo á. lo di~puesto en d artículo 47 de la

ley número 2873, todo cargador debe haoer declaraci6'n pre-
via del ¡lúmero, peso, clase y calidad de las mercaderias que
remitiese, y este precepto legal responde no sólo al prop6-
sito de que se pueda determinar el flete, sino tambien al que
las empresas tomen las medidas de precaución que previno
posteriormente el título 1, capítulo 2 y título 2 capitulo 7 del
reglamento general de ferrocarriles, respecto á las cargas

de peligro.
Que debiendo presumirse sin perjUICJO de Jo q~e eil defi-

nitiva se decida, que las heridas y muerte de. Castellami
deben su origen á la infracción cometida por el procesado
mediante la falsedad antes indicada, es manifiesto que el
caso está comprendido entre los previstos y penados por el
título 5 de la ley número 2873, y que su conocimiento, co-
rresponde al juzgado federal de La Plata, con arreglo al
artículo 23 del código de Procedimientos en lo Criminal
y otras disposiciones legales correlativas.
Por ello. de acuerdo, con lo pedido po;.: el señor procu-

J'<l:.dor general y f)lndamentos concordantes del auto del jU7.-
gado federal de La Plata, se decla.ra que éste debe conocer
del actual proceso. Remítaselc, en su' consecuencia, los auto~
y avisese por oficio al juéz del crímen de La Plata.
Notifiquese con el original.

A. BERMEJO-OCTA VIO BUNGE

-M. P. DARACT-C. MOYANO

GACITÚA.
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CAUSA XXII

Recurso extraordinario ~dedltcido por don Luis Oarcia en
autos con don Oerman Feinsilbert, sobre desalojo.

Sumario: La interpretación y aplicación de las leyes. de
procedimientos dictadas para la Capital, por el Congreso
en su carácter de legislatura local, no dá luga¡' ,al recurso
extraordinario pfevisto en el artículo 14 de la ley N. 48.

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

ESCHITO

Suprema Corte:

Luis Garda, domiciliado en la calle Talcahuano N. 3'26,
á V. E. ocurro deduciendo recurso de queja por apelación
denegada contra el juzgado de lo Cidl de esta capital
interinamente á cargo del Dr. Gimenez Zapiola, por' los
techos y por el derecho que sucil1tamént'e paso á exponer:
Demandado de desalojo de la casa en que vivo y consti-

. tuido domicilio por don Germán Feinsilber ante el juez de
paz de la sección 5:a negué en el comparando del artícuLo
586 del código de procedimientos en lo Civil, la calidad
de inquilino suyo que me atribuía dicho Feinsilber, porqu~
efectivamente no soy tal inquilino suyo ni él es mi locadol'. En
tal situación lo que correspondía era dar por terminado
. el juicio sumario, que solo puede tener lugar' entfe perS0113S
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que desde el -primer momento comienzan por reconocerse
las calidades de locador y locatario sin contradicción alguna:
(Fallos de la Exma. c;ámara de lo Civill de la capital, tomos
77 pág. 364; 99 pág. 121; 118 pág. 35 Y 145 pág. 164).
El juez de paz no obstante, s_in prueba alguna y sin más trá-
mite, decretó mi inmediato desalojo, y acto seguido se me
denegó el recurso de apelación para ante el juez de -primera,
instancia, que era procedente por haber negado yo el ca-
rácter de inquilino con que indebidamente se me apremiaba
en )lUCIO sumario. (Fa.llos de V. E., tomo 90, pág. 331,
id~ de la cámara Civil de la capital, tomos 117, pág. 89 Y
118 pág. 35; id. de la cámara federal del Paraná, tomo
2 pág. 101; id. de la misma de Córdoba, tomo 2 pág.'444,
etc:). Recurrí d-e hecho a 1 juzgado de primera instancia de
en lo civil y secretaría á cargo del señor Cabrera y con fecha
martes 27 de abril, dicho juzgado desempeñado provic;io-
nalmente por el juez Dr. Gimenez Zapiola, declaró bien
denegada .la apelación por el juez de paz é hizo devolvel:
á éste una hora después, Ias a ctuaciones para el cumplimiento
ele la selÚencÍa. Dentro del término, lo juro de la más ba's-
tan te manera en derecho, deduje recurso de apelación para
ante V. E., y con fecha de hoy el mismo juez de primera
instancia, me lo ha denegado. Sostengo, exmo. señor que
á todas luces procede, porque lo que en la incidencia se ha
cuestionado, es la inteligencia del espíritu y letra del código
de procedimientos en 10 civil (particularmente del título
XVIII) de la capital federal ley del congreso en que fundó
el derecho ele apelación que constituye la única materia de
la litis y la decisión ha sido en ambas instancias contrarias
á ese derecho. N o es dudoso entonces que sea éste el caso
previsto en el inciso 3.0 artículo 14 de la ley N.o 48 de
.cl~ jlHi~dicción y competencia de los tribunales naci ..malr's_
Es cierto exmo. señor, que á veces se ha declarado que por
ser una le)' de carácter local el código de procedimientos
referi-do,no puede dar ocasión á este recurso: pero ello
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ha sido cuando nuestra jurisprudencia comenzaba por así
decirlo \i formarse ¡y cuando á este cuerpo lo integraban
jueces tan íntegro si, pero (hablo con respeto) no siemp¡-e
muy versados en la di,ficil ciencia del derecho constitu-
cional. Protesto desde luego que ninguna disposici6n abs6-
lutamente, ni de la constituci6n, ni de la ley, autoriza ese
distingo caprichoso que implica una verdadera enmienda del
texto legal, hecha por algunos jueces en un país en que
la misi6n y potestad de los mismos solo son las de admin.is-
trar justicia. Enmienda digo, y más propio (seda decir
violaci6n). Local 6 ,no local en efecto, es una ley del Con-
greso como lo quiere la n.o .48 'citada la que perfectamentc
concordante en cllo con el inciso 11 artículo 67. de la Cons-
ütu~i6n Nacional, s610 exceptúa, de ser causas del citado
recurso á lac ,interpretaci6n 6 aplicaci6n que lo,s tribunales
de provincia pueden hacer de los c6digos Civil, Comercial,
Penal 6 de Minería (artículo 15, in fine). Si s610 á éSt,0S
se refiere, es porque solo á estos ha exceptuado. Si hubiera
qucrid<, exceptuar tambi,én al c6digo de Pl'ocedimi.etos así
lo hubiera establecido con la misma meridiana claridad que
irradia todo 'ese artículo. -

No presento, Exmo. señor, ningún comprobantes ni recau-
dQs, porque por la premura del tiempo no me ha sido ~lab)e
obtenerlos; pero los he pedido ya, y presentaré' tan pronto
como los tenga. Por ahora, y "atenta la urgencia del caso,
pido se me tenga por presentado y por constituido el domi-
cilio, se pida informe al juez de la causa con orden de in-
mediata suspensi6n de todo procedimiento y se dceJare al
sentenciar mal denegada la apelación y se revoque el auto
contra el que iÍba dirigida.

Es justicia.
LuiS Qarcla.
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FAIJIJO DE IJA CORTE SUPUEMA (1)

Hneno~ Aires, lIta.~'o4 ,le 1909

Res~ltando de la propia exposición del recurrente que
en el caso se trata de la interpTetación y aplicación de las
leyes de procedj¡nientos dictadas para la capital por el H.
Congreso en su caráct"ér de legislatma local, que no dan lu-
gar al recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de
la ley número 48, con arreglo á la jurisprudencia unifor-
memente establecida, no ha lugar y archívese.
Notifiquese con el original.

A. BERMEJO.---,-OCTAVIO BUNGE

1\'!. P. DARACT.- C. MOYANO
GACITÚA._.

CAUSA XXIII

COI.dienda de competendt(1. suscitada en los rudos testamPll-
tarios de don Pedro Sasso.

Sumarió: El litigante que hubiere optado por uno de
los medios Ilegales para. promover cuestiones de competen-
cia, esto es, la declinatoria ó la inhibitoria, no puede aban-
donar el uno y recurrir al.otro, ni emplear alTIbos sucesiva-
mente, debiendo pasarse por el resultado de aquel á que
se haya dado preferencia ..

Caso: Resulta de ,las piezas siguientes':

(1) Igual ,,,110' I'oeayó. en la ""lsm. ,feohR, ('11 el,'ocl1\'SO,Ierlnc!tlo pOI'don Antonio
:llacrl Morabito en autos con ('¡,u8tavo1I10u8810n,sobro desalojo,

. ,
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AUTO DEL JUEZ EN LO CIYIJ.J DE LA CAPITÁL

Buenos Aires, Noyielllbre 4 de 1908.

la foja y suspendase la tramitación del pre-
(anículo 420 código de Procedimientos).

Autos y vistos:

y cCTl.sicterando;

Que el artículo .634 del código de Procedimientos, dis-
pone que el juez competente ~ara conocer de los juicios
sucesorios es el del último domicilio del causante.
Que en el presente juicio se ha comprobado que el ültimo

domicilio de don l~edro Sasso era esta capital (autos de
foja 18), en consecuencia el insfrascripto es competente para
conocer en su juicio suce?orio y procede el oficio inhibit"orio
pedido á foja.
Que en cuanto á la declinatoria interpuesta á foja, la inte-

resada se dice esposa de don Juan Bautista Sasso, sin com-
probar que éste sea el mismo don -Pedro Sasso, por 10 tanto
es improcedente la declinatoria que promueve.
Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto por

el artículo 410 del código de Procedimientos y lo dictaminado
por el señor agente fiscal, líbrese exhorto al señor juez doctor
Puig Lomez á fin de que se inhiba y remita los. autos
sucesorios de don Pedro SiJ.sso, debiendo acompañarse los
testimonios jndj~ados en el anículo 417 del código, de Pro.
cepimientos y no se hace lugar á la declinatoria interpuesta
á foja 21 con costas á c"uyos efectos se regula Jos honora-
rios del doctor Avila en. la suma de cincuenta pesos y los
derechos procuratorios de Maquiera en la de veinte y dnco
pesos.
Repóngase

.~,::nte juicio

F. Helguera Ante mi": Car-
los Oroussac.
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BUCllOS Alrcs, NovIembre 30 de 1908

Autos y vistos:

Por ,los fundamentos contenidos en el auto de foja' 54,
mantiénese la competencia gel juzgado y en consecuencia J¡-
brese oficio al señor juez requirente á fin de' que' ciando
por farmacia, la respectiva contienda, remita los anteceden-
tes á la suprema corte á quien se elevará igualmente estos
autos y debiendo transcribirse en dicho oficio el mencionado
auto de foja 54,

F. Helguera (ante mi): Car-
los Orotlssac.

SENTENCIA Dl£ IJA CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL

DE LA OAPITAl"

Buenos .~Ireil, Diciembre 29 de 1908.

y ViStOS:

y considerando:

Que si bien la ley de Procedimientos de la capital establece,
que el litigante qu~ en las cuestiones de. competencia hubiésé
optado por u!l0 de los medios que la misma autoriza, no' podrá.
después abandonarlo y recurri.r el otro, es evidente que dicha
disposici6n' tiene .limitado ~u alcance á las cuestiones que
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se traten entre jueces de la jurisdicción dentro de la cual
I¡ene imperio la ..mencionada .ley, <lesde que. la . Consti.tu-
ci611 acuerda á cada prOV\n';la el derecho de dictar la suya,
que bien podría no concordar á este respecto con la que
se trata de aplicar, que por lo tanto el juez a qu.o en pre-
sencia del exhorto de foja 60 emanado de un juez de juris-
dicción distinta ha debido nccesa.-iamente ordenar, como 10
ha hecho" la remisión de los antecedentes á la suprema corte,
lu,e será quien en todo caso decida' si el heredero reprsén-
tado por Rodríguez ha podido emplear los dos medios autori-
zados por nuestro código de Procedimientos para proIllover
las c,uestiones de competencia. Por ello, se confirma, con
costas,' el auto apelado de foja 61.
Devuélvanse reponiéndose los' sellos.

Gel/y - Basualdo -Williams
(ante mi): Tomás iuarrz
Celmán.

AUTO DEL JUEZ DE LA PLATA

IJn Plntn, Novlembl'e 14 de 1908

Autos y ¡vistos.

y considerando:

1.0 Que por -la declaración de fojas 33,á foja. 38. é
informes de fojas 28 y 29 procedCnte del comis;,rio de policía
é intendente mu!'\icipal, así como por las constancia~ de la
partida de defunción agregada á foja 3, resulta plenamente
comprobado que don Pedro Sasso. causante de esta sucesi6n,
vivía con' su familia .en el partido San Martín de esta pro-
vincia' donde Íaileció,'

•
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2.0 Que la circunstancia que haya tenido sus negocios en
la capital .de la república. no implica que ese lugar deba consi-
derarse como su domicil'io real desde que. según lo. estatuye
el artículo 94 del código Civil, en caso de tener una pe¡'sona, _
sus negocios en un lugar y su famifia en otro, el segum:lo
se considera como su domicilio.
3.0 Que siendo juez' competente. para entender en el juicio

sucesorio el del último domicilio del difunto, es indudable.
que en este caso e I conocimiento del juicio compete á la
justicia de la Q)rovincia (artículo 90. inciso, 7,0 y '3284 del
códigel Civil).
Por est.os fundamentos. de a cuerdo con lo solicitado á

(aja 34. lo dictaminado por el señor agente fiscal y lo
prescripto por Jos artículqs 433 y siguientes del c6digo de
Procedimien'tos, líc¡rese 'exhorto al señal' juez en lo ci.vil de
la capital de la República ,Dr. Federi\=o Helguera con trans-,
rripci6n del escrito de foja 24 del dictamen de foja 38 y
oficios é informes de foja 28 y 29. solicitándose se inhiba
ele conocer en el juicio sucesorio de don Pedro Sasso y
remita los antecedentes á este juzgado.
Rep6ngase la .foja.

Tomás Puig' Lomez Ante mi :
P. Luis Bolli.

DIOTAMEN DEL. SEÑOR PR.OCURADOn. GE'NERAL
.'

Buenos All'es, Abril 21 de 1909

Suprema Corte:

-A V. E .. corresponde dirimil' la presente cuestón de com-
petencia. á mérito de lo que dispone el, artículo 9.0, inciso d
de la ley 4055.
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Es un principio de derecho y de j\JI"isptudencia,' estable-
cido por V., E., en repetidos fallos, que el litigante que
hubiera optado por uno de los medios prescriptos para pro-
mover las cuestiones de competencia, no puede abandonarlo y

recurrir al otro, uebiendo pasar por el resultado del 4"-

huoiera elegido. Consta en el expediente que tramita ante
el juzgado del doctor Helguera, que con fecha 17 de octubre
de 1908, dofia Felicita Ruggio de Sasso, se present6 ante
dicho juez entablando contienda de competencia por decli-
natoria, .foja 21, la que fué resuelta negativamente por el
auto ,de foja 50 vuelta, consentido por la misma parte en el
escrito. ,de, foja 62. La contienda qued6, en consecuencia,
term inada !=on el escrito referido, aun que en él .se hayan
hechu reservas respecto de la inhibitoria dedudda al mismo
tiempo lante el juzgado de La Plat3;, por cuaúto la adop-
ción y sustanciaci6n de la declinatoria, excluía el otro medio
de hacer declarar la incompetencia alegada.
Ex isten, ;además, en los autos agregados, otras circun stan-

cías ,que comprueban el domicilio del causante, constituído
en esta ciudad de Buenos Aires, en 1as condiciones que deter-
mina ,el artículo 92 del c6digo Civil. Las decla~'aciones de
los testigos Besalupi, Bernascorii, y Samazari, prestadas ante
ante el juez doctor Helguera, son terminantes y categ6ricas,
y establecen que el domicilio real y permanente del causante,
p.stab<~ ..constituído en esta capital, donde residía y tenía el
asiento 'plincipal de sus negocios, siendo su quinta ( San
Ma rtín, ~l lugar en que pasaba los meses de verano.
En (:uanto á los 'testj¡5os Messegues y RamÍrez. se limitan

á expresar que d causante vivía en San Martín, lo que les
consta ;por haberlo visto con su familia en ese pueblo, cuya
circunstancia 111.0 es bastante para determinar un domicilio.
Los informes del comisario de policía é intendente municipal
de ,San Martín, expresan que el causante era vecino de San
Martín, ,sin determinar si allí tenía constituda su residencia
habitual.
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Es de tener. presente,.que la misma parte que inici6 el
jnicio ~sucesorio en la provincia, manifiesta, en el escrito
en quc deduce la contienda de competencia, que acusó cri-
minalmente \1.1 causante por el delito de bigamia ante el
juzgada de instrucción de esta capital, á cargo del doctor
nFrías, lo que importaba reconocer en esta ciudad, el domi-
cilio del causante.
H aré notar finalmente, que las diversas manifestaciones

personales del causante, que constan en las partidas de naci-
miento agregadas, dan como su' domicilio esta capital, y
no se ha probado ningún hecho que importe .la. voluntad de
modificarlo. El dorÍlicilio se conserva por la sola intención
de ¡lO cambiarlo, 6 de no adoptar otro. (Artículo 99 c6digo
Civil).
Por Jo expuesto, pido á V. E., se sirva resolver la presen-

te ¡contienda, declarando que el conocimiento del ]U1ClO su-
cesorio .:le don Pedro Sasso, corrésponde al juzgado de lo
civil ,de esta' capital, en razón de ha.berse comprobado que
el ,~ausante tenía en ella su domicilio (artículo 3284 del
código ótado).

Ltús B. Malina.

FALLO DE LA CORTE SUPRÉMA

HIICllo>; Air'cs, :Mn~'o4 dc !non

y vistos:

La contienda de competencia trabada entre el juez de
1a jnstancia de la cajJiuil y el de la ciudad de La Platá,
para. ,conocer del juicio sucesorio de don Pedro Sasso.

y considera-Ido:

l.oQuc como consta á foja 21, el repl~eSeJ1tante de doña
Felicita Ruggio de Sasso "e presentó ante el juez de la
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capital, .pidiéndole se declarase incompetente para conocer en
el juicio sucesorio de don Pedro Sa"sso, terminando su escrito
en estos términos: « Por estos fundamentos pido á V, S"
que teniendome por presentado, de por entablada la cuestión
de .competencia por declinatoria, inhibiéndose de seguir <;ono-
ciendo en este juicio»,

2.0 Que por sentencia de foja 50 vuelta, no se hizo lugar
á Ja declinatoria, habiendo desistido el excepcionante á' foja
62 de la apelación interpuesta,

3.0 Que es un principio de derecho y .de jurispr~dencia
establecida por esta corte, que el litigante que hubiera optado
por \Uno de los medios prescriptos po!' la ley para pro-
mover .las cuestiones de competencia, esto es, la declinato-
ria .•.4 la inhibitoria, no puede abandonar el. uno y recurrir
JI otro ni e;nplear ambos sucesivamente, debiendo pasa ,se.
por .el resultado de' aquél. á que se haya dado la preferencia.
Fallos, tomo 67, página 347 ; tomo 107, página 158; ar-
tículo 412 éódigo de Procedimientos de la capital y ar-
tículo ,430 del .código de procedimientos en materia civil
y ~Qmercial de la provincia de Buenos Aires,

4.0 .Que no obsta á la aplicación de ese principio la reserva,
contraria á la ley l:echa en el desestimiento 'de foja 62, 11) la
sentencia .ele la cámara ele apelaciones en lo civil, corriente
á {.foja 69.

Por dio y ¡de conformidad con 19 peelido por el señor pro- .
curador. general. se declara, que el conocimiento elel juicio
sucesorio de don ..p.edr.o Sasso, corresponde al se¡1( !UCZ

de la capital, á quién se remitirán los autos, dando al señor
juez ele La Plata el aviso correspondiente.

Notifíquese con el ori.ginal y repóngase el papel.

A. BER~IE;ro. -,NIC..A.1'íOR G.
DEL SOI.•AJ1-M. P. DARACT

- C. MOYANO GÁCITÚA.
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CAUSA XXIV

Recurso extraordin.ario deducido de !techo en el juicio de
Beretervide ~ Compañía., contra F. Bonet .v. Compañia,
sobre cobro' de pesos.

Sumario: .Es improcedente el recurso' extraordinariopre-
visto .en el artíCUlO 14 ley número 48, si_no resulta que
eH ,c! pleito, con anterioridad á .la sentencia condenatoria
que Jo resuelve, se haya cuestionado la inc'onstitucionali<;lad
de las leyes provinciales, qué se invoca, con relación á las
cJáusula~ de la constitución nacio"nal que se mencionan al
interponer el recurso.

'Caso: Ló explican las piezas siguientes:

ESCRITO pnI~SEXTADO ANTE LA CORTE SUpn.l']~IA

DI~ I.A I'nOVJXCIA D.E nl:EXUS AIRES

Exmo seí'íor:

,José ,Pulido Rosa, por 1a representación que ejerzo en el
juicio seguido por los seí'íores Beretervide y Compaí'íía, con-
tra los sei'íores Frallci,sco Bonet y Compaí'íLl sobre cobro de
pesos, 'á V. E., digo:

1.0 Que en este asunto, mi mandante el señor. Fran-
cisco 'Bonet, miembro de la' extinguida razón sOt~ial «Fran-
cisco [Bonet i Compaí'íía JI. recibió la cédula llotificadora. de



,176 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

la ,sentencia condenatoria recaída en la causa seguida, en
rebeld la ,como consta en los autos.'

2.0 Que en este expediente coilsta igualmente qué mí
poderdante, don Francisco Bon'et, es vecino de esta 'pro-
vincia, (como lo es la sociedad; y los señores Beretervide y
Compañía lo son de la capital federal.

3.0 Que por razón de la vecindad, este juicio pudo ser ini-
ciado ante el señor juez nacional, con asiento en esta capital,
conforme 'con el artículo 100 de la constitución nacional.

4.(1 Que mi representado don Francisco Bonet, ha hecho
uso ,de todos los recursos 1egales ante los tribunales de la
provincia en defensa de sus derechos como' so~io de la
sociedad «Francisco Bonet ,. Compañía» y no ha podido
conseguir ni siquiera (Ser tenido por parte, cosa que parece
injusta lit quien me confió se representación por lo que
me ha didlO ¡:¡ue ya que se le ha condenado sin habérsele
oido, es lógico que aun se le escuche y atienda.

5.0 Que esta denegación de los tribunales provinciales, es
violataria del articulo 18 de la constitución nacional que
dispone 1que «es inviolable la defensa en juicio de la persona
y ,derechos», de manera que, teniendo don Francisco Bonet
por este articulo el derecho de ser oido, no se, le ha escu-
chado, ¡pi se le ha permitido hablar.

6.0 'piensa así mismo mi propio mal1dante que también
se J1a violado el articulo 14 de la expresada constitución,
el ,\]ue acuerda á don Francisco Bonet, el derecho de peticio-
llar ,á las autoridades, cuyo derecho le ha sido exp¡:esamente
desconocido ,Por el hecho de ordenarse la devolución de los
escritos ~)resentados. .1

Por todas estas rázones, y en orden á los artículos 14 y
15 ~e la ley de 14 de setiembre 'de 1863, sobre «jurisdic-
ción 'Y competencia ele los tribunales nacionales», vengo
ante JI. E., á interponer el recurso de apelación contra el
auto ,de foja 118, para ante la suj)rema corte de justicia
nacional, porque la resolución de V. E., vulnera los ,dere-

.A-
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chos ,acordados á don Francisco Ballet por los artículos
14 y 18 de la constitución nacional. que mandan que pueda
peticionar y que sea oido y V. E., sanciona la negación'. de
estos [derechos, cuando vino á usarlos por ha.ber sido con-
denado en rebeldia.
Sirvase V. E., concederme el recurso interpuesto que será

justicia. etc.
José Pulido Rosa.

ESORl'rO I)RJ"SJD~'fADO ALA CORTE SUPREMA DE JUSTIOIA DE LA NAC~ON

Exmo. sei'ior :

.J osé Pulido Rosa, constituyendo domicilio legal en la calle
de .Bolivar número 157, ante V. E.; parece y expone:
Que la suprema corte de justicia de la provincia de Bue-

nos Aires. me ha denegado el recurso de apelación que
interpuse :para ante V. E., por medio del escrito del que
acompaficcopia en e.l juicio s eguido ante los tribunales
provinciales por los señores Beretervide y Compa.ñía de esta
plaza contrn 1.0s señores Francisco Bonet: y Compai'iía de
la .de Chascomús.
La <.lenegación se funda en. que el caso 110 se encuentra'

compreñdido en ninguno de los incisos del artkuio 14 de
la Joy n.úmero 48 sobre jurisdicción y cOJ11p~ten~ia de los
tribunales '11acionales : cuando de las mismas enunciaciones del
p.scritocn que el recurso se dedujo resulta lo contrario
Pido. á V; .E .. declare mal denegnd.o dicho recurso, entien-

da en él y lo resuelva oportunamente en el sentido que 10
I

teng(. J).olicita,do. Sírvase V. E., proveer de conformidad,
q.ue iSerá justicia etc.

José Pulido Rosa.
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FALLO DE LA COR,TE 8UPllEMA

Bnenos Airea, lIb~'o 8 <lo1009

i'J () resultando del escrito agregado que en pleito y con
anterioridad á la sentencia condenatoria recaída en la cáusá
seg:uidél en rebeldíél,. según se expresél, se. haya cuestio-
nado lél. constitllci9nalidad de las leyes de ProcedimIentos
de la provincia de Buenos Aires, con relación á los a,1'-

tÍGulos 14 y 18 ele 1 a constitución que se menCIOnan, no
ha lugar y archívese.

A.. BF~RiUE,lO- OUTA VIO BUNGE.
NICANOH G. DEl~ SOLAH. -

:M. P. DAJMCT-O. MOYANO

GÁCITÜA.

/

.•.
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CAUSA XXV

Gobierno Nacional .1' s.ociedad del puedo del Rosario COIt~

ira la prol'Í/lcia de Santa Fe, lantes coutra el ferrocarril
,Central ArgelltÍ/w)., flor expropiación.

Sumario. 1. o Es extemporánea la excepción de falta de perso-
nería hecha el) el escrito de alegato y no como' excep-
ción ~dilatoria 6 al contestar la demanda.
2.° El artículo 263~ del código Civil 110 ha tenido el
propósito de establecer á fav.or de la .nación, el dominio
~obre la calle ó camino público inmediato á la orilla
de:: los ríos navegables. Aquella disposición, que no men-
ciona los propietarios Jlimitmfes con el mar, sólo importa
un;l restricción á la propiedad de los ribereños, consis-
tente en la prohibición de hacer construcciones en ese
espacio, [de íreparar las antiguas que existan, ó de deteriorar el
terrenc en manera alguna, sin hacerles perder su carácter
de riberefios, para convertirlos en colindantes con el estado.
3, o El art ículo 26 de la constitución nacional, no debe
interpretarse en el "entido de que él atribuye á la nación
13 ~)ropiedad de todos Jos rios ele la república, ni en el

de ,que haya en el interior dos de ~a nación y ríos de .las
provincia s.
4 <. La facultad de habilitar puertos sólo importa el per-
miso dé c;¡rgar y descargar mercader\a.s, embarcar y desem-
ba rcar pasajeros.
5~(' El poder ele reg.lamentar la libre navegación puede
ejercerse con. igual amplitud y eficacia, cualquiera que
sea el propietario del lecho de los rio$. El poder 'de reglar
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el ,comercio con las naciones extranjeras y de las pru-
. vincias entre si, es concordante con el artículo 1.0, se-

ccilSlÍ aa, cláusula 3a de la constitución de; Estados Uni-
. dos, !bajo el imperio de la cual los tribunales federa-

les ,han recon.oódo que los estados de la Unión tienen
el 'dominio de los 'rios ;que corren por sus territorios ~
en parte de los que le sirven de límites; reconocierido
á la vez, que la naólSn no debe pagar iIidemllizaciollcs
por 1,1 'tierra lJajo el agua, que ocupa para mejorar lú
navegación y que (110 haya sido antes utilizada en mue-

lles, etc., por concesionarios 6 adquirentes de los estados
particulares. Nuestra constitución nacional reconoce la pro-
piedad provincial sobre los rios. El concepto gent:rico
« rio }j' 'lcol1l~)l"ende las playas.
6." La propiedad provincial sobre canales In\!egables y
rios, explicítaineni'e consignada en la constitución, habilita
á las provincias para ejercer sobre las playas de los que
atraviesan 6 limitan sus respectivos territorios, toaos los
derechos comprendidos en ,el dominio público, incluso el
(le trasmitir á particulares, en determinadas condiciones,
las cosas que constituyen la esfera propia de ese dominio.
alterando' ó modificando ¿;u destino.
7. o Los rLos á que alude el artículo 107 de la constilu-
ción nacional son los navegables 6 no navegables, y no
se limitan á los que nacen y mueren dentro del territorio
de una provincia.
8.0 El poder federal sobre la ribera del mar debe li-
mitarse á la reglamentación del comercio, sin extenderse
';1 la propied;id del suelo cubierto ó bailado por las aguas.
No es dahle atribuirse á la naci6n el dominio de la playa ó
ribera del rioParaná en el carácter común con que ella
. posee'otras tierras dentro del territorio de la repúb1ica.
9. o Las concesiones ó ventas hechas por el estado de
pequeñas fracciones de tierras en el lecho de los ríos,
para la construcción de mpelles ú obras allálogás, venta-
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josa:; á la navegación y al comercio, no importan des-
conocer los derechos de los particulares á usar y gozar
las ,cosas pertenecientes al dominio público.

Caso: Lo explican las piezas siguientes:

FALLO DE I,A CORT~, SUPREMA

Huellos "ü,.es, Mayo 8 de J909

y vistos:

El doctor Carlos Sih~eyra en carácter de apoderado del
poder ejecutivo de la nación y de la empresa c.onstructora'
del puerto del Rosario, se presentó ante el juez fedralcom-
perente 'expanienda:
Que por la ley naci,onal númer.o 3885 declar6se de utili-

([;¡~ p(lblica la fldquisición de los terrenos de propiedad pri-
\';tela que fuesen :necesarios para la can ,trucrión y explota-
,¡<'ln de un puerto comercial en,la mencionada ciudad del
]~osarif) de conformidad con los planos que aprobase .el poder
ejecutivo. debiendo la empresa gestionar la expropiaci6n.
Que después de otros trámites, el poder Ejecutivo de la

nación ~e1ebró el respectivo contrato con la empresa cons-
tructora de 105 señ.orés H ersen,t et fils,. Schneider y Cía ..
Que el plana relativo al inmueble es!)ccificada en su

presentar.ión, existe firmado par el sefíor ministro de obras
p(¡blicas en el expediente seguido por la empresa can el
111enor Luis Pinasc.o, pute el mismo juzgado; está hada
el sud de ~ linea que lleva la leyenda'« 1 Í1;ea sud}}, de l;¡
propiedad' prefendida p.or el señor Silvetti; y se considera
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de la .empresa dél ferro,carril' Central Argentino, como sucesoía
d<d ferrocarril Oeste Santafecino.
Que de ese inmueble corresponde expropiar para !as obras

mencionada la parte con:lprelldida desde la línea oque li-
mita ,al .Este con la avenida Circunvalación hasta el rio
Paraná.
Que por los antecedentes que existen y estudios practi-

cados por órden de! gobierno nacional, todos !os terrenos
destinados á las (lbras del, puerto pertenecen en exc1usin)
dominio ,al .estado ,general, por haber formado la playa;.. ó
riberé! del río, y los actuales ocupantes carecen dc un tí,tulo
legítimo respecto de dichos terrenos; pero como no es
posible retardar la. prosecución de las obras proyectadas o
hasta ,que el gobierno gestione en un juicio ordinario la
declaración judicial de sus derechos, se ha preferido ü!iciar
en cada caso por intermedio de la empresa el torrespondien-
te expediente de expropiación, á ofin de tomar la posesión
inmediata de los terrenos para la contlnuáción de lás obras.
Que en su consecuencia. este juicio ¡lO importa reronocer

en el actual ocupil.llte, ferrocarril Central Argentino, un dere-
cho 'legitimo de propiedad respecto del terreno CJucposee
con un titulo cuyos antecedentcs i.gnora.
Que la empresa que representa tiene por el contrato que

ha celebrado con loa nación, el deber de proceder á .la ex-
propiación, y el .gobierno nacional se ha reservado intervenir
en eso~ juicios, p"ara hacer valer sus derechos cn cada caso
particular.
'Que l;i empresa procede por c;lenta elcl gobiernó nacio-

nal' quien en definitiva osatisfa.ce el monto de las expropia-
ciones.
Que acompaña certificado del depósito de treinta mi) pesos

que ha hecho en el 'Banco de ,la Nación, del precio en que
ha ,sidoavalua.do el terreno, no aceptado por el fenoca.nil
. Geritral Argentino. y pide inmediata posesión del misma.

Que mandada dar la posesj6~ y citadas las partes á una

..

•



. .., ..~.

•

DE JUSTICIA DE LA NAdoN

audiencia para el ¡o,ombramiento de peritos (fojas .15 y 17
vuelta), se presentó á fojas 22 testimonio de un decreto del
poder ejecutivo nac;"~lal .(lar el que se nombra á don B:
Rodríguez de la Torre para que. procediendo bajo la diree-
cióll del doctor Carlos Silveyra, active los asuntos referentes
á la ocuvación y~:xpropiación de los terrenos afectados por
la!> obras del puerto del Rosario.

Que en la .audiencia señalada, las partes convinieron entre
otras cosas en lo siguiente: Que los peritos 'que se designa-
'ran, 'informasen al juzgado sobre la ubicación precisa deí
terreno cuya ocupación 'se ha dado á la empresa del puerto
del Rosario, debiendo determinar el área del mismo y'ex-
presar todas las ¿¡,rcunstancias que en su opinión' tengan 'una
r~lación ¡directa con' .este juicio; que producido el informe
de'los peritos, las partes podrían usar de lo~ dere-
chos que respectivamente creyeren 'tenzr, ya sea en este
JUICIO .ó en el que corresponda por medio de las acciones )'
excepciones (:luc juzgaren d;:onveniente, y que el pago del
preci,o 16 indemnización en caso de que hubiera lugar' á
ello por la (sent<;;ncia final que recaycs~ en este juicio, no se
l1:ná por la empresa ó el gobierno nacional sinó en el mo-
mento de la' escrituración de la cosa expropiada, una \'e7-
soluciona.da judicialmente cualquier acción ordinaria relativa ál
dominio que 'hubiese ~ntablado el fisco ó la empresa á nom-
bre de !él. ~on rela~ión á esta causa ¡foja 2),

Que aprobado el convenio por el juez, por el poder eje-
cutivo de la "nación y por el ferrocarril Central Argentino
.fojas 29, ;3 i y 33), los peritos,: presentaron los informes
que: 'obran á foja 43 y 6l.
. Que haciendo uso del derecho establecido en el convenio,
el mandatario doctor Silveyra dedujo demanda contra la ~m.
presa del ferrocarrill Central Árgentillo para que de ,acuerdo
con :vanas 'disposiciones' de la coñstituci6n nacional, leyes
comunes y ante,cedentes que invoca se declarara, coh la~"
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costas del juicio que su representada no necesitaba 'expropiar
las tierras que, ~egún los informes preindicados, quedabán
en la ribera ,interna 6 playa del río, detenninada p'or la cota
+ 5.20 m., por ser dependencia del dominio público y co-
rresponder al estado' ,general jurisdicción absoluta y. exclu-
yente en las mism~s, debiendo devolverse el dep6sito antes
mencionqdo al gobierno nacional, y que no debía satis-
facerse indemnizaci6n de pingún género por la fracción 110

comprendida dentro de la cota + 5.20 que se encontraba en
la /calle ¡pública de 35 metros que está obli'gado á dejar. .~'.
todo ¡propietario .limítrofe con rios navegables, ni por las
ob.ras efectuadas' en .ésta y en l~s primeros.
Qu<;.-corrido traslado ,de la demanda (foja 116 vuelta) el

ferrocar.ril Central Argentino, sin contestarla, pidi6 citabón
de evicci6n del gobierno de Santa Fe, enagenante origina-
rio de los terrenos á:que se refiere la acción deducida (fo-
jas 124).

Que á foja 134, el doctor Carlos Sil~eyra expuso que la
sociedad puerto' del Rosario había sustituido á la empresa
puerto del Rosario .Y que había recibido mandato de la
'Primera para representarla .en este juicio, ratificando las

.17
a'ctuaciones 'judiciales.
Que la provincia de Santa Fe en virtud de la 'citación de

evicci61l se hizo parte y dedujo la excepción de incompeten-
cia (foja 144), que, previo los trámites y observaciones (le
que instruyen los escritos de foja 148 Y siguie~tes. fué
admItida ,á. foja 161, elevándose los 'aut-')s á esta corte
Que acreditada la jurisdicción originaria se corrió trasla-

do de la demanda á la' provincia de Santa 'Fe, quien solicitó
su rcc;h<lzocon costas (foja 19'5), alegando en lo 'substancial :
Que en 1699 el gobernador y capitán general de la pro-
vi~cia idel do de la Plata, don José Herrera Sotomayor,
hizo merced al .capitán Luis Romero de Pineda de las ¡ie-
rras 'que hoy ocupa la ciudad y municipio del Rosario.

QU( 'trasmitido a!;óí ~l dominio privado d~ la C;OTOnade
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Espafl;¡ Sil' reserva alguna de las riberas, el poder ejecu-
tivo de Santa Fe á mérito de la 'facultad conferida por leyes
prúl'inciale;, p~ocedió, á vender dichas tierras en las fechas
y á las personas que detalla"

<.)uc despué;, de i,niciado el JUICIOde expropiaclOn y obtc-
luda la ¡P?sesión, ~a parte contraria niega maliciosamente
todo derecho á los propietarios y poseedores, sosteniendo
que no existe necesidad de expropiar.
,Que la dualidad de representación invocada por el doctor
Silveyra, no es legal de conformidad con lo dispuesto en el
a rtícu)(. 1.°de la ley número 3367 porque la nadón solo
puede actUal C11 juicio representada por los procuradores
fisca les ó por el procurador general, según los ~asos.
(¿ue el gobierno de la nación no es parte ~n una expropia-

ción 'que, al tenor de la ley' número 3885? debe hacer la
empresa concesionaria, aún cuando otra cosa se haya esti-
pula do ,indebidamente en el contrato celebrado con dicha
en1pres~.
CJuc nu acepta las conclusiones del dictamen del ingenie-

ro Piaggio, producido sin Su intervención" y en juicio dis-
finto al presente, cori1o no acepta tampoco lo relativo á la

, .
d<>ter'I-uinación de las riberas del río Paraná, á la cota
+ 5.. 20 Y á la ubicacióÍ1 de la calle que se supone deben dejar
lo:, riberefíos de ri~s navegables, máxime tratándose de ad-
quisiciones bechas con anterioridad á la vigencia del cÓ-
digo Civil, como sucede con una de las fracciones discuti.
da s ,{l su represen tada .
Que los terraplenan1ientos á q~le se refieren los planos

han podido modificar la ribera interna del do ,Paraná, por
haber sieto .construidos ,con au~orización del estado y para
fines de utilida'd pública.
Que 1••. constitución nacionaJ en sus artÍCulos 13: 67,

inciso 14; 10,7, etc., reconocen á las provincias todo el
territorio que les pertenecía antes de la organización na-
Cional y en parte alguna delega á 1a nación, la propie-
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dad de otros territorios que los mencionados en los incisos.
1 tl Y 27 del citado art ículo 67.
Que 111 las leyes de Indias ni el código I(;~vil conceden al

gobierno nacional el dominio que se pretende sobre las
riberas de .todos ¡os rios navegables.
(¿ue'. recibida la' 'causa. á pruéba (foja 246) hás.e producida

la expresada en el certificado de foja 354, habiendo las par-
tes alegado á fojas 357 Y fojas 502.
Que la parte demandada ha objetado además en su ale-

gato 12 personería del doctor Silveyra como mandatario' de
la sociedad Hersent et fils Schneider y Compañia, por care-
cer ést? de oersonería jurídica (foja 505).

y considerando:

Que ni el escrito de foja 2, con que se mlClarOll los
procedimientos de éxpropiación, ni en el de demanda de
foj" 68. el doctor Carlos Sih'eyra ha peticionado' en n0111-
bre exclusivo de la naCIón, de' tal suerte que no sería
aplicable lo dispuesto en el artículo 1.0 de la ley 3367,
al efecto de anular todo lo actuado; en el caso más favora-,
ble para la ,~emanda,'
Que como se ha consignado antes, en el convenio de

foja 2,'1 el ferrocarril Central Argentino aceptó que el pago del
precio é indemnizaciones se haría después de solucionada
judicialmente cualquier acción ordinaria relativa al dominio
que entablara el fisco Ó la empresa á nombre de él ..
Que b provincia de Santa Fe ha \:enido al juicio á hacer

la defensa de 105 derechos del ferrocarril. Central Argenti-
no, con posterioridad. á 1a c.elebración del convenio, aludido,
y no puede serIe licito alterar las condiCiones en que se
hall ;l'b::; ya la . litis,: .
Que. además con ,arreglo á 10 dispuesto en el artículo

5." inciso 3.0, ley número 3885, el gobierno de la nación
debla obli~arse á hacer entrega á los constructores del
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puert0.~ comercial, en el Rosario de Santa Fe, una vez
firmado el contrato respectivo, de todos los terrenos fiscales,l
Siluado" (dentro del perimetro de las obras " e'!".1 (~CllPd-

ción 'fuera necesaria para las nüsmas;
Que para hacer efectiva la referida entrega de los terre-

nos, en caso de que algunos de ellos estuvieran poseídos á
titulo de dueños por . tercerQ~, la nación no podría seguir
'~l camino de rei\'indicaJ,ilos en juicios ordinarios de mayor
ó menor dura,ción tramitados con arreglo á la ley número
3367, 'pues en tal. supuesto la obra del puerto .habría tenido ~
que suspenderse, haci.éndose de difíéil ó imposible ejecución
dentro .del¡)1azo máximo 'indicado en el artículo 2,° de la
ley 38S5,
Que el presente juicio de expropiación se inició por la

empresa concesionaria de conformidad con el artículo 12
de la misma le~, y, prescindencia hecha del contrato ante
el ;gobierno y ~a empresa, .éste tenía interés legítima en
invocar. para los ,fines del recordado inciso 3.°, artículo V
5, la calidad de fiscales de los terrenos á expropiarse, á lo
qqc: se agrega que, atento lotdispuest.o en el artículo 3.° de
la propia ley 3885, por el cual I::ts adquisiciones de tie-
rr~lS ,son dcfinitivaspara el estado, la empresa procede en
realidad en el caso, como representante especial de aquél,
y con mayor motivo siclP;g; d~i pr~~ioé inciem~iza~i~s
debe hélcerlQ la nación,¡ según el preindicado contrato cuya
val ide7.l nlt lidaa."- :11 respecto . no es -materia del presente
.~-,.----..----- . - --
)ll1CIO.

'-~es extemporáneo y como tal no debe ser obje.to de
las decisiones de la sentencia, la excepción ele falta de'
personería jurídica de la sociedad Hersent et fils, Schneider
y Compañía, hecha en el escrito de alega.to y no como
excepción dilatoria Ó al contestar la demanda (artículo 72,
73 Y 8E ley de Procedimien't~s federa.Jes), pudiendo ~iia-
dirs~ quC' el jt.iicio se sigue actualmente por el doctor Sil-
\'e):,ra como representante de la sociedad puerto del Rosario

'.
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(fojas 134 Y 138 vuelta), cuyos estatutos á estar á)o con-
signado en la .escritura de poder de foja 136, han sido
reconocidos por decreto del poder ejecutivo nacional.
Que por' lo que hace al procedimiento seguido, él está

de ¡tcuerdo con las bases segunda y tercera del preindi-
cado convenio de taja 27, y por la razón expuesta antes, la
pro'/incia de Santa Fe no tiefle derecho para objetarlo.
Que según el informe (foja 320) del perito don F. Go-

mez Malina, Ja ~nayor parte de los 69,225 metros cuadra-
do;, tomados al ferrocarril Central Argentino, se encuentra
c1entT(J'de la línea de .cota + 5.20 m., fijada por ~l go-
bierno nacional, estando 16,378 metros cuadrados en la

<-

zona encerrada entre dicha cota y el .costado oeste de la
ave¡úda Belgrano, 'límite .te las expropiaciones, y 24,423
nIetros cuadrados si .se toma como línea de deslinde la Hnea
de ¡cota + 5.20, correspondiente al año .1903.
Que estas superficies concu~rdan, salvo una pequeña di-

ferencia, con la de los peritos Magin (foja 43) Y Piaggio
(foja 61).
Que dada la ,ubicación de los terrenos y fundándose las

pretensiones del expropiante de ser inaplicable al caso el
artículo 17 de ,la constitución nacional y la ley número 139,
en el exclusivo dominio que se atribuye al gobiernonacio-.
nal sobre los terrenos destinados á las obras del puerto del
Rosario por haber farmacia la playa ó ribera del rio (es-
crito de foja 2), ó por ser dependencia del dominio público
los comílrendidos en la playa del rio y corresponder al estado
general 1" jurisdicción absoluta y excluyente en las mismas'
(dem"nda de foja 68), se hace n'ecesario proceder al ex,í'-
men de la naturaleza y extensión de los derechos del estado
general en la zona de 35 metros contigua á la línea
donde ¡concluye el lecho del rio Paraná, frente á la ciud"d
del .Rosario, y en la playa de dicho río.
Que, en cuanto á 10 primero, el articulo ;2639 del código

Civil no ha tenido el propósito de. establecer á favor de

..
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la nación el domir~)o sobre la calle 6 camino público de
35 metros inmediato á la orilla de los rios navegables' (fallos
de (esta ,c~rte, tomo 23, página 430, 35, p. 430, 43 1),
403, 96 página 86).

Que la disposición r'ecordada que no menciona los pro-
pietarios limítrofes con el mar, importa tan solo una res-
tricción á la l)ropiedad dl;: los ribereños, consistente en la
prohibición de hacer construcciones en ese espacio, reparar
las .a'ntiguas que existan ó deteriorar el terreno en manera
alguna. sin hacer perder su carácter de ribereños para con-
vertirlos en colindantes con el estado,

Que el, artículo 2640 del mismo código al establecer
que las 'municipalida\1es pueden modificar el ancho de la
caIJe pública, si los rios y canales atravesa~en alguna ciu-
dad 6 población, consagra implícitamente con la calle referi-
da no es propiedad de la nación, pues en tal caso sería esta
la llamada exclusivamente á resolver sobre el particular, 2

Que si el propósito del legislador hubiera sido el de
\ extinguir e~ dominio. de los ribereños en la zona en cuestión,
110 habría procedido á determinar lo que aquellos no podían
hacer en ,dicha zona, desde que en tal supuesto habrían
quedado en condiciones análogas á las de cualquier otro
habitante del pais obligado á respetar la propiedad de un
tercero, y carecería de razón de ser lo dispuesto en el ar-
tícul'J 257,' del código Civil, con arreglo al cual pertene-
U'tI al estado los acrecentamientos de tierra que reciben
¡nll¡]atina é insensiblemente por efectos de In corriente de
las aguas .los .terrenos contiguos á las costas del mar ó
de 'los rios •.lavegables, y los artículos 2340, inciso 4,°
y 2577. en cuanto dan á la playa como 'dominio público una
extensi,6n menor; fuera ,de que si la calle de 35 me~ro~
formara parte dc~ dominio público, debió estar enumerado en
el artículo 2340, y no entre las restricciones del dominio,

Que en el ,caso sub judice no se intenta mandar demoler
Ó retirar obstáculos á la navegaci6n puestos por la pro-
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viucia de Sailta Fe 6 sus sucesores en la Salle de ribera, sinó
de destinar parte pe ésta para la construcción de un puerto;
por una empresa. .particular concesionaria de la nación, lo
que vale decir ,que se impone al ferrocarril Ce~tral L<\rgen-
tino una privación de' dominio muy dil"ersa de las restriccio-

, "
nes autori:zadas ó de los perjuicios emergentes incidental-
mente del ejercicio de la facultad, de ¡:eglar el comercio, y
esa priva,ción no procede sin la indeminización requerida, por
el citade, artículo 17 dela constitución nacional.
Que relativamente a¡' segundo punto los artkulos 2339

y 2340 del código Civil, expresan que son bienes públicos d~1
estado general ó de los estados palrticulares, entre otra~
cosas, las playa's de los rios navegables, según la clistribu-
ci6n de los poderes hecha po r la c,,onstitución nacional.
Que' 'los 'artículos 26, 67,inciso 9, 12 Y 14 Y 108 de

dicha ¡constitución no han atribuído al gobic.nlO nacional el
dominio de las playas de todos los rios navegables, como
quiera que las facultades de reglamentar la libre navega-
ción, y el comercio ma:rí~imo y terrestre con las na.ciones
extranjeras y de las provincias entre sí, de habilitar puertos
y de fijar los límites de la provincia, no implica necesaria-
mente el dominio público ó privad,{) del estado g'ene,ral, sobre
esos rios,
Que, en efecto,cOl~ la clausuJá «ríos interiores de, la

nación)' el artlculO 25 citado no ha querido decir que haya
en el interior ríos de "]a nación y rios. de las provincias, una
vez llue en d artÍCulo 67, inciso 9 y (16c1e la misll1<\cons-
,ilución se emplea solo el concepto rios interiores; y en
(ltcnciór, á que de admitirse' csas. dos clases de rios, solo
~erían libremente navegables los nacionale, ; conclusión con:
Ira.ria á los propósitos manifiicstos de la ley fundamental,
Que si hubiera de inte.rprctarse el artículo 26 en 'cl sentido

de que él atribuye á la nación la propiedad de todos los
ríos de la ~ep(lblica, se llegarla á resl,lltaq.os íncoqciliab!es
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con -otros, preceptos de la mismaconstituci6n de que se
har'á ~nérito más adelante.'- '

Que la facultad de habilitar puertos solo importa el per-
miso de cargar y descargar mercaderías, embarcar y desem-

barcar pasajeros.
Que el poder de reglamentar la libre navegación puede

ejercerse con igual amplitud y eficacia cualquiera que sea
el propietario del lecho de esos rios; y el de reglar el
comercio marítimo y terrestre con las naciones extranjeras
y de las provincias entre sí es concordante con el artículo
1. o, .sección 8, cláusula 3. a de la constit.u,ción de estados
Uni:dos,bajo el imperio de la cual los tribunales federales
hall reconocido, en' ¡iumerosos fallos que los estados exis-
tentes en la época de la .adopción de la constituci&l y los
admitidos posteriormente en la Unión, tienen el dominio de
los ri.os que corren por sus territorios y en parte de los que
le ,sirven de límites; reconociendo á la vez que la nación
no está, sujeta á pagar indemnizaciones por la tierra bajo
el agua que ocupe para mejorar la navegación, y que no
haya sido antes utilizada en ¡;mcHes, .etc.~ por concesiona-,
rios adqlllÍrientes de los estados particulares (17.9 U. S.,
141 Y otros),

Que la 'ley número 28 de 17 de octubre de 1862, en la
parte pertinente, se limita á declarar nacionales los territo~
ríos que estaban fuera de los límites -6 posesiones de las
provincias, sin entrar en detalles acerca de esos limites, y
condiciones de la posesión, y sin que aquella ni otras pos-
teriores,incluso la número 3885, hayan podido n,i pr'etendido
quitar ;:i la de Santa Fe parte alguna' 'de su territo¡rio" en el
que están nqturahnen\e comprendidas las zonas ocupadas por
las taguas de' sus rios.

Que, de otra parte, el artículo 101' de la misma constitu-
ción nacional, reconoce á las provincias la faculúd .ele '«pro-
mover su industria, la inmigración, la construcción de fe-
rrocarriles ~' canales n'avegables, la colonización de tierras
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de propiedad provincial la introducción y establecimiento de
nueva~ industrias, la importación de capitales extranjeros, y la
exploración de sus rios, por leyes protectoras de estos fines
y con sus recursos propios».
Que en los pactos preexistentes á que alude el preámbulo

de la constitución nacional, se encuentra también explícita-
mente consignada la propiedad provincial sobre los ríos,
y este antecedente histórjco contribuye á fijar el alcance
é importancia de 105 conceptos antes transcriptos del 'artículo
10 7, demostrando al mismo tiempo que, sean cuales fueren
las diferencias por lo que hace al origen y reglas de inter-
pretación. entre nuestra ley fundamental y la. de los 'Estados
Unidos, ellos no existen en Jo concerniente al dominio del
lecho de las aguas navegables.
Que el artÍCulo 108 de la constitución al enumerar lo

que está prohibido hacer á las provincias, en relación á las
aguas navegables, ó sea á la manera de utilizar á los rios,
parte sin duda del concepto que estos les pertenecen
y no ha incluido entre las prohibiciones los actos que lejos
de amenazar la paz interna y de impedir 6 gravar el ,co-
mercio fluvial, lo f¡lcilitan y desarrollan, dejándolo subor-
dinadc, á las 1eyes y jurisdicción federales.
Que prescindiendo de estos' antecedentes y aun en él

supucstG de que el dominio provincial sobre l<?s rios no
sea anterioi' á la constitución, el valor de la cláusula citada
.del \lrtícuJo 107 sería. el mismo.

()uc, COIllO lo sostiene. el actor, el concepto ge~léri{:o « rio»;
.comprende las playas.
QU(' 1;:: propiedad prol.'intial sobre canal~s navegables y

ríos, exp] kitamente consignada en la constituci6n, habilita
{¡ las provincias para ejercer sobre las playas de los que
atrilvicsen ó limiten sus respecti,-os territorios, todos los
derechos compreüdidos en el dominio público, incluso el de
trasmitir {l particulares en determinadas condiciones las cosas
quc constituycn la esfera propia qe ese dominio al\eranqo 6
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'modificando su destino como lo ha.n 'hrecho en 10 federal
las 1eyes .números 1257, 2414 y 2599 respecto de . la
playa del Río de la Plata, frente de la capital; todo -ello
sin perjuicio de los poderes' d~ la nación para dejar sin
efecto los' actos de las misrnas provincias ó de sus causa
habientes. contrarios á la libertad de la navegación ó á
lAs medidas que el congreso haya sa.nciopado en '11S0 de
sus atribuciones constituciona'les. (artículo 31 constituci6n na-
cional) .
Que no hay' motivo pa.ra suponer que los ríos á LJue al.\1JG

elcíta'do artículo 107 sea.n solo los ho n:.¡vegables. porque
el texto de la constitución no hace distinciones al respecto.
y :porqué el artículo habla a.l propio tiempo de canales
(\navegábles)}, y en el orden de ideas de que se trata., no
hay diferencia fundamental.. tmtre canal y rio navega.ble. C0l110

'lo demuestra el articulo 26:]'9 código Civil.
Que los rios aludidos no son ex'c1usivamente Jos que 'nacen

y mueren dentro del territorio de una. provinci;¡" pues enten-
dido 'de esa manera el artículo 107 nin,guna 'Ó muy escasa
importancia tendría ~,n su oláusula citada.
Qu.e "arios actos del poder ejecutivo naciona l relacion 'l-

dos con la ribera. del mar y de los rios han reconocid.o ex-
plícita é implícit.amente la naturaleza restringida de .10s 'po-
dere's federales sobre aquellas. limitándolos á la re~lal11enta-
ci6n del comercio, sin extenderlos á la propiedad del suelo
cubierto IS bañado por las aguas.
Que lo expuesto en 10sic'Onsiderandos que preceden sería

en rigor suficiente para fundar el rec:hazo de la demanda;
más dada la importan<:ia del asnilto y la extensa é ilustrada
discu~ión ,de que ha sido objeto, no estará fu~ra. ele lug;u'
entrar en algunas otrasconsideraciol1es,
Que si el dominio que se atribuye á la nación en el

escrito de foja 2, sobre la playa. ó ribera elel do Paraná.
fuera de carácter análog? al que ella. tiene sobre los terreno~
eAurner-ados en el artículo 67, inciso 27 de la, constitución
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na,ciónal, ese dominio y la jurisdicciSn exclusiva que com-
portiJ quedaría con detrimento de las autonomias provin-
ciales y constituyendo una 'fuente de múltiples y frecuente~
conflictos. fuera de la l~tra y fundamenlo de la d~sposi-'
ción citada, por cuanto no serí" territorio para ;l.siento d<.>
las autoridades federalelS, ó lugares adquiridos' por compra
Ó c('sión para establecer fortalezas, arsenales, almacenes ú
otros -establecimientos de utilidad nacional.
Que no es dable 'atribuir i la nación el dominio aludido

en el carácter común con que ella posee otras tierras 'dentro
del territorio de la répública, pues ésto estaría en pugna con
los artículos 2339, 2340 Y 2342 del código Civil, desde
que .las playas de los ríos navegables no constituyen bien{:s
privados. sinó públicos; y con .10 dispuesto e\n el título 5. o
libro 3.0 del mismo código, toda vez que el estado general
no sería propietario para los fines y con I!lS facultades
propia~ del dominio. sinó en 'cuanto el uso de dicha playa sea
necesario para la navegación.
Que tampoco lo es apoyar el derecho de la naClOn para

disponer de las playas delrío Parani. en el fundamento de
que la<; cosas que pertenecen al dominio público son COI11Un:l-
les y no pertenecen en propiedad á nadie, porqué la .Iey las
declara del estado general ó de las provincias y estatuye que
las personas pariculares tienen el uso y goce de los bienes
públicos, con sujecióIl á las disposiciones del código Civil
y las ordenanzas ~enerales ó locales (artículos 2340 y 2341
código Civil) ; siendo de observarse además en primer lug;J1'
que las concesiones él ventas de pequei'ías frar:ciolle~ oc
tierras en el lecho de los rios. para la construcción de ',11\.1e-
Hes u obras análogas. vent.ajosas á 1 a n'lVcgaci(l1l y: al co-
merci(;. 110 importan el desconocimiento de esos dCJ'(.:cho~
de .ISO y gO.ce que se ha querido reserva:r :l los pa rt.i-
eulares (L. de 36,; 1018; 146 U. S .. 387); y en
segundo. que el actor ejercit.a u~la acción diversa' d(~ la
qUé, en todo Caso. a.utorizaría el t;ódig-o en su citado artículo

..
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.2341. porqué aquella no responde al propósito de Que se
deje' al rio libre de .ocupa,ei6n más ó menos c);len.sa. y
!perma nen te,
Que la~ dO.ctrinas sostenidas por el r.edactor del. <;:ódigo

Civil, .doctor Vélez' ,Sarsfi~ld ,en. la discusió!l con motivo
del puerto que se proyectó ep esta capital antes de su !ederali-
zación, .'110 son en absoluto contrarias á las conc1usion'es
anteriores. pues en la misma discusión yeferida dijo: «He
« sido preguntado por la :comisién quien tendrá jurisdi<:-
« ción sobre aquellos terrenos que esUn fuera del agua
« y yo he contestado á nombre de.l gobierno: La tendrá
ce el que quiera., el gobierno de la. provincia. de quien serán
ce esos terrenos que se formen y qUl' antes estaban bajo del
« agua Por consiguiente, aunque d gobierno pretende hacer
e( el puert.o, no dejad de pag;:¡ rlas pequeñas cantidades
« que importen esos terrenos», y más adelante : Este es
« un contrato por un empresario, el señor ]VJadero. H.e
« dicho ya la opinión del señor presidcnlle y de todos los
« ministros, 110 habia cuestión sobre la propiedad del terreno,
« Los edificios pagará,n contribución directa á la provincia
« de Buenos Aires, pero éstas son las obras para el pueblo
« todo, almacenes, etc.» (Diario de sesiones, cámanl. de
diputados 18.6'9, página 182 y 189),.
Que las sentencias que se invocan de esta cor.te, de abril

29 de 1902, 'en Jos juilCios seguidos entre la provincia
de Buenos Aires y los ferrocarriles Central .Argentino, Oeste
y Sud, (Tomo 94, página 396) compren'elidos en el artículo
3.0 iw:iso. 3.0 de la ley número 2873, y no en el Í1adso'
1.0 de di.cho artículo, demuestran que la jurisdicción es
independiente del dominio, y que basta. la primera para.
que la'na-ción pueda clesempeñar sus funciones constituciollalc:.1
en lo concérniente al comercio terrestre interprovincial é
internacional, no percibiéndose motivo alguno para que ella
no baste á la vez en relación al comercio por agua.
Que no son c.ol1¡cluyentes en contra de la provincia de
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Santa Fe, los términos del ada de sU fundati6n y de las
constituciones locales de que se hace mérito, e\l primer:
lugar. po'r nO haber sido el punto articulado .en la 'demanda,
y en segundo, porque admitiendo que con los conceptos
«barrancas. márgen 'derdcha ú occidental del do Paraná»
s,e 'hubiera querido estable'cer que dicha' provincia c;tl'ecí;¡
de ,todo dere,cho sobre el río ha se seguiría de ello, con
arregkJá lo expuesto en los considerandos antermres que
en defect0 de la .provincia, lis la nación la propietaria ,.

Que aún cuando el artículo 5, o del contrato célebrado entre
¡él nación y la ,provincia de Santa Fe, de que obra testi-
rnonio á foja 257, para la construcción del puerto de Santa.
Fe, pudiera inferirse que la segunda ha reconocido á 1"
primera el domi.nio de las riberas del tí(l Paraná frénte á
la mencionada ciudad de Santa Fe: es de tenerse en cuenta
que la. demanda no se funda en igual reconocimien.to ret-
'pecto de las riberas que están frente al Rosa.rio. ó en renun-
cia especial de' derechos pl'ovincjale~.~iI16 en las disposi-
ciones generales de la constitución y de la legislaci6n común.
y.que la. pr~'vi'llcia d<!,santa Fe h¡¡ \'enido 'a1 iuicio á defend,~r
derecho de particulare~ trasmitidos por ella con anteriorí-
. dad á julio de 1904. fe'cha de dicho contrató.

Que á. parte de los términos del ;convenio de foja 27 y io
manifestado á. foja 219 vuelta. la provincia de Santa Fe
no está directamente interesada en todo lo que constituye: h
ma~eria 'propia del juicio de expropiaci6n, y no debe. por
I,? tanto. esta corte entra.r á. resolver sobrp. el precio d~ 11)s

terrenos é inde:mnization~s. (artículo lO 1 cOl)stit'i.~ci6nnacio-
nal: ,artículo 1°. inciso 10, ley número 48).

Por estos fundamentos, no' se hace lugar á. la demanda
y se declara que la sociedad puerto del Rosario cst~l obli-
gada á expropiar los terrenos materia del juicio, con arreglo
á. la ley número 189, debiendo al efecto devolverse los
. 'Jos autos al juzgado desu origen. IJas costa~ se abonanín

•.

..
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en el orden Causado porhaber tenido el actor razón pro-
bable .para litigar.
Notifiquese con el origina] y repóngase el papel.

A. BERME,JO - OCT.AVIO BUNGE
NIC.ANOR G. DEL SOLAR.'

M. P. DARAC'l"

CAUSA XXVI

Soc,iedaa Pu.erto del Ros,ario contra la empnesa l1I:fletlú ji'

depósitos .de Com~. sobre' expropiaci6n.

E! sumilrio del fallo de la corte suprema pronunciado
en la mismil fecha, mayo 8 de 1909, en la Cilusa anterior,
publicada bajo el número XXV, é iniciada por el gohierno
naci.()lUl1;¡ soci.edad del puei'to del Rosario contra la pro-
vincia de Santa Fe (antes contra el feri'.Ocarril Central
Al genlino) por expro¡:íia'ci6n, es apl icable al presente' juicio.

Caso: Lo explican las piezas siguientes:

- SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL

V vistos:
Rosario, Abril 25de 1905. ,

.~-~"f~ ':.":;~~'~'
,--
Estos autos seguidos por la': empresa constructora de1

puerto del Rosario contra la -sociedad muelles y depósitos-
de .COmas, sobre expropiación, de los cuales resulta:
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En ,veinte de mayo de' mil novecientos tres, compareció á
este Juzgado el doctor Cárlos Silveyra en representación
conjunta de la empresa constructora del Pueno . y elp)

gobi.erno nacional, iniciando juicio de expropiación contra la
sociedad muelles y depósitos de Comas. El juicio versa-
ha .~obre !.os. terrenos ocupados por ésta' y destinados l las
obras del puert.o del Rosario, en la parte comprendida desde
la Jinea que limita al, norte la avenida de Circunvalación.
hasta .e! rio Paran á, con arregló al plano oficial de dichas
obras. ;El doctor Silvcyra fmlda su demanda en la ley
númcrü 3885 y ell la ele 13 de setiembre ele 1866. }\COI11-

paí'!a adem:'!s un boleto de depósito en el Banco de la
Nación por ciento veinte y cinco mil pesos moneda na-
cionaI 'cle curso legal; y al mismo tiempo 'declara categórica-
mente, que dichos fonclos no deberán entregarse á la so-
ciedad demandada, sinó en cuanto ésta dem.ostrase tener el
dominio de los terrenos. expr()piados. Consideraba que el
gobierno nacional era el único dueí'¡o de ell~s ; '1'; á m<:rito de la
consignación hecha conclula por pedir se le diera la in-
media ta ocupación provisoria de los terrenos referidos, de'
conformidad al articulo 4 de la ley de expropiación.
En 27 de mayo subsiguiente (foja 16) el juzgado accedió

á es.ta última, pei ición y señaló audiencia á fin de oir al
deq¡aIldado ~lJ:en:a del, precio. A fója 18 vuelta y 19, se
hizo efectiva la toma de posesión decretada. En cuafro'- d.:
junio subsiguiente. se celebró la audiencia citada. A foja '41,
la parte aetora pidió la suspensión de los procedimientos del
juicio de expropiación, hasta tanto se aclarase quien era el
verdadero propietario de 'los terrenos expresados. A esta
petición se adhirió 'el señor procuradbr fiscal, á foja 41';
v ;finalmente. en 23 del mismo mes de junio, el ju"zgado
resoÍ\;i'ó de coi'lformi'dad á lo solicitado. El juicio quedó :asi
suspendido, Jlasta tanto se resolvi'ese quién era el verdadero
pr.opietario de los ten<enos á expropiarse.
A ~oja 59 vuelt?-. 'Y á petición del -demandado, se fijó al
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act.or ,el pla7.<Ode nueve días para que (~edujese su acción.
,En consecuel1<;ja, la demanda int'erpuesta por el doctor

Silveyrafué iniciada el di(>z de julio. En ella soli':itaba
se dictan'l sentencia definitiva, de\'hrando:
1.0 Que J,os terrenos, motivo d~1 juiCIO, forman pade ck,

la ribera del río Paraná.
2,0 Que dichos bi'cnes son, por consigui';;nte, una depen-

dencia ,del domini<o público,' y' que es al estado general á
quiell cOíTesponde la jurisdicción absolut<l y excluyente de
los mismos,
3.0 Que estando la empr,esa del puerto del Rosario sublo-

gada en los derechos del gobierno nacional, y teniendo la
autorización de éste para <ocupar e~os 1e!Tcnos,no. ne<'esitaba
expropiarlos; porqu(' la expropiación supone biplH's qu(' SI'

encuentran en el comerdo y son susc<:ptibles de enagenaci6n.
4.° Que l<l' empresa rnu('lles de Comas no ha podido

adquirir ('n ningún tiempo la propiedad, ni ningún otro
derecho c<;tabf,e s,obre los mencionados terfenos : porque perté-
neciendo esf.lS bienes al dominio público no son susceptibles
dp ap¡'opiación privada.
5.0 -oue la posesión que haya tenido la empresa de Comas,

110 ,le da ningún derecho; puesto que la posesión de bienes
del dominio público nunca puede ser ¡"egalmente \~on ánimo
ne dueño, desde que es esenciahnente precaria y i'evoc~b;",
por un ~cto administrativo del gobIerno nacional.
6.0 Que habi'erido sido hecho el depósito de dineTo al

solo efecto de llenar un requisito legal paTa toma',' l-a O(U-
pación inmediata de los terrenos destinado~ pa ,'a oh I as del
puerto, -debe ordenarse la devolución de ese depósito al
gobierno' nacional en mérito de las consideraciones pre-
cedentes.

7.0 Que el ejercicio de todas estas acciones por i)a..-te' dé
la ,empr'esa( y á nombre del 'g"obierno nacional, eSlá 'justificado
por las estipulaciones establecidas en el contrato de la con's-
trucci6n del puerto d~ esta ciudad; y que solo debe aceptar
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trasmISIones ¡de dominio, de quien tenga un titulo legitimo
de pr,opietario.

Solicitaba en resúmen, se condenase al demandado á per-
pétuo silencio; Con costas, devolviéndose á la empresa actara
los ,fondos de]>ositados.

~staderilanda fué ampliada en sus fundamentos, á foja
15 O, con algunas consideraciones especiales, relativas á los
titulos ,de propiedad del demandado. Por ellas se llegaba
á Ja conclusión de que éste carecía de títulos á algunas
fracciones de los terrenos aludidos.

A foja 268. el ,señOl' Roberto G,on~ 'Studdert, en [ee
presentación :.del demandad:o, pidió el rechazo con costas
de la acción, solicitando al mismo tiempo se dcclarese que
h empresa del puert:ú .estaba obligada á expropiar por su
propia cuenta Jos terrenos en litigio. Acompañaba (de fojas
178 ~ 267) los titulas y documentos en que apoyaba sus
aJ1gumentos ~f sus derechos. Pueden 'condensarse asi los
primer;Os,

1.0 L;¡ actitlld de la empresa importa una confiscación,
desde \que inició juicio de expropiación con el objeto de
obtener por sOrpl'eSá la ocupación previa, que no pensaba
indemnizar.

2.0. Las riberas de los rios navegables que bordean una
proví,ncia. ¡Di están fuera del comerci¿, ni pertenecen al
gobierno fed,eral. La propietaria ,es la provincia misma.

La nación lo ha reconocido así expresamente ,en el caso
sub ¡l/dice.

3.0 Las barrancas del río Paran á aun cuando forman
su lecho geológico, no constituyen su lecho juridico.

4..0 La cota + 5 m. 20, fijada administrativamente no puede
considerarse como exacta, en cuanto afecte á la cuestión
sub' ¡judíce

5.0 La. nación no puede obliga! á los parti,;;ula¡'es á
deja¡:, .lacalle de 35 metros que fija eL artículo .2639d~1
c~d¡go ,Civil. sin.nd.eimnízarlos .previamente, cuand~, como,
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en el caso actual, sus derechos son anteriores á la vigencia
de; código,
6.0 Los títulos del demandado están consolidados por una

posesión inmemorial que se presume desde la fecha en qué
fueron 'lOtorgados,
7, o ~~a, em))resa del puerto 'c<trece de personería para

gestionar el dominio que se atribuye el gobierno .n;,¡cional.
8,0' La parte actora no tiene el d,erecho de impl(gnar

los ~ítulos del demal:datlo. desde qU,e no sucede á éste .EI
expropiante adquiere su título erga omrzes, ei1 virtud' de
la ley que autorizó la expropiación. y de la escritura que el
juez le ¡otorga .
.A foja 307 vuelta se abrió la causa á prueba, produciéndo1!e
por el actor:
a) ;Las escrituras de fojas 312 á 338;

b) Lps documentos de fojas 355 á 358 Y '371 á 375 ;
c) -Los infOl'mes'de. fojas 362-3 y 406-10;
d) Las copias de fojas 376 á 399;

e) (E] peritaje del ingeniero Piaggio, de fojas 403 á
405.

Por el demandado;
a) Las copias de fojas 413-4 ; 423-4,. 428-9 ; 432.3;.
b) Los recortes c:ie fojas 418 y 436 ;
e) Las escrituras. de fojas 44'l á 44-4;

d) Los informes de fojas 448 vuelta 9; 456-62 j' 473 82';
y 486 á 491;

e-) El. peritaje del señor Juan Basca .(foja'" 469 ;
Vencido el término~.de prueba, las partes p¡:esental'on sus

álegatos (fojas 493 á 583 y 585 á 687). respectivamelh
te, actor y, demandado yo procurador fiscal.
En 27 de noviembre de 1903 se llam'ó autos para sen-

tencia., Y. finalmente en 10 de febrero 1904 se verificó
una i',lspección ocular, en la cual. pudo constarse.:'

1.0 Que la'altura de-las aguas del río Pal'aná era 'de cuátró'
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metros ochenta y ocho centímetros sobre el cero de \a escala
de las obras del puerto; y de dos metros al pié del muro.
2.0 Que la empresa actual ha ocupado la parte sumergid:¡

de los pilotes del muelle que fué del demandado, así como
p:¡rte de los galpones expropiados.
A fojas 653, el juzgado decretó un reconocimi-ento pericial

sobre los puntos contenidos en el acta de fojas 651 á 6'54; y
nombrados al efecto los ingenieros Héctor Thedy y Emilio
C. Agrclo, se eXIJidieron de fojas 668 á á 704. Previa vista
á las partes, quedó la causa en estado efe sentencia.
1.0 Que la cuestón previa de la personei"Ía del Dr. Silveyra

debe resolverse de conformidad á los reiterados fallos del in-
frascripto, producidos en casos análogos al sub judice. En
efecto, esta personería resulta acreditada por los decretos
del superior gobierno nacional, de fechas treinta. de Abril
quince de Junio y tres de Setiembre del año pTóximo pasado;
decretos que deben considerarse reglamentarios d la léy 3885
Y respetarse en consecuencia.
Aparte de todo resulta de autos que el procurador fis-

ca) continúa representando al gobierno nacional y es parte
eneste juicio. Aun admitiendo entonces por vía de hip6tesis,
que la representaci6n del Dr. SilveYfa s6'lo se refiere á la
empresa del puerto, tal circunstancia en nada alterarla lá
situación jurldica de las partes, y en sentido alguno afec-
.taria tampoco al fondo del. asunto.

Ahora, la cuesti6n de saber si el gobierno n:lcional es par-
te en el juicio, debe resolverse también por la afirmativa. Es
parte todo el que como actor, demandado 6 tercefista se
presenta al juicio solicitando sentencia definitiva sobre eues-
tíones que afecten á sus derec!lOs por los que pretendan sus
, ~ontrarios. El gobierno nacional ha mniafestado á fojas
35::; á 358. su voluntad de actuar como expropiante en
unión de la empresa del puerto, de comfonnidad al artículo
31 del contrato de 16 de Octubre de 1902; y del contenido
del documento de fecha 30 de Abril de 1903 (fojas 356)
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resu!til evideciado que forzosamente han debido asumIr
conjuntamente el rol de expropiantes: la empresa hasta
cubri r los 87.612.81 pesos, que estaba obligada á depo-
sitar,; y el gobierno por el saldo restante. Basta tener pre-
sente al respecto que en este juicio se consignaron pesos
125.000 moneda nacional, pata dejar solucionado lega'.
mente el punto en discusión.

Dice además el demandado: «que el gobierno no de-
bía expropiar nada, según la ley 3885, artículo 12»; pero
esto deja de ser una cuestión previa sobre personería,
para transfo,'ma,'se en una cuestión de fondo. El gobierno
puede no haber tenido razón, al I)j"esentarse demandando;
pero es indudable que en cualquier caso colocado, ha
usado. del derecho de' acudir ante este juzgado, solicitan-
du una resolución al respecto, En otros términos: el he-
cho de que el actor puede perder el pleito, n<lda tiné qué
ciarlo. ~.-._. <t( ".1

En consecuencia" debe d\~cJararse que tanto el doctor Sil-
,'cna eomo el seí'ior fiscal, han tenido personería para ac-
tuar en el juicio cn la forma en que lo han hecho.

Esta conclusión está. además \:onforme con. la jurhpru-
dencia sentada por el pro veyente en otl'OS casos de perfecta
ana logía con el presente y con anterioridad resueltos á'
este respecto, entre éllos. el de empresa del puerto, 'con
don l\'Íanuel Cilveti, por 'j,'gual <:oncepto; resolución que
fué \confirmada por la exma, cámara ff:der-al del Paraná,
(Autos respectivos, pá ginas 96 á 97).

2.0 Que la tacha del> perito. Piaggio. á que se .refiere la
resolución de fojas 401 carece de importancia á esta altura
del juicio dado por la pan(' demandada reconoce implicíta-
mente la exactitud del pC'ritaje de fojas 403; V desde que
no solo no lo ha observado, sinó que toda su defensa se
funda precisamente en los hechos que estableció el meno
cionado dictámen : esto es, la ubicación del bien expropiado
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sobre terrenos que constituyeron la ribera y parte del lecho
del do Paraná.

En cuanto á. ~os demás hechos, fuera de toda duda. Que
'el peritaje no podrá producir plena prueba, por cuanto es
unipersonal, si bien es verdad que su estudio técnico, histó-
,"ico y cientifico, contribuye en mucho para la apreciación
de los hechos que entrañan la solución legal de los puntos
en. controversia"

3.0 Que descendiendo á las cuestiones de fondo que entraña
este litigio bajo su punto de vista histórico, técnico y jurf-
dico," para su más acertada y clam resolución. se impone
el estudio de cada uno de los puntos conl'rovertidos en' ca-
pitulas aparte y contenidos en los subsiguientes consideran-
dos de este fallo; pues de esta manera se podrá formar un
concepto inequívoco de su resolución final, á través de los
complicados problemas á dilucidar.sc, para dar á estas cues-
tiones b solución que imponen los hechos producidos y com-
probados en autos, .con fa procedente aplicación del derecho
en el !caso sub judíce.

En esta forma se expondrán los hechos con claridad y
precisión, á la vez que lo's preceptos del dei"e'Cho y su apli-
cación á las cuestiones en controversia, se presental"án en
fórmulas cene retas, que lleven á la solución final del juicio
como el resultado de la verdad de los hechos y de la exacti-
tud jul1dica en la aplicación del derecho" Errafle IIumanum est
-dice el conocido aforismo-pero los jueces antes de caer
en ese estremo, deben agotar las fuerzas de su inteligencia'
y buena fe;. porque el efror judicial' compromete Intereses
legítimos y. desvía á l a magistratura de los nobles y tras-
cendentales fines de la justicia, que está basada en la ver-
dad de los hechos y en la eXacta y procedente .aplicación del
derecho.

Con. estos propósitos y bajo estos conceptos de la misión
de los jueces, el proveyente ~ntra." al: estudio y resolución
de .los árduos y complicados problemas que entraña este
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pleito, el cual compromete sin duda alguna valiosos inte-
reses, tanto de la una com ode. la otra de las partes en litigio.
4.0 «Las provjnci~s Argentinas, antes y después de. la

« revolurción de ma.yo en 1810, con la cual se indeiJendi-
« zawn de los dominios de España, hasta su organización
« constituciónal de nación soberana é independiente 'en 1853,
« si bien es verdad que actuaron de hecho como estados
« independientes á través de aquel período de verdadero
« desquicio en el organismo n acional,-siempre se conside-
« raron parte integrante de la actual nación ;-pa.lpitando
« constantemente en ellas y á lo largo de aquel periodo
« de gestación en desorden,' la idea, el sentimiento y el
« propósito de la: naciona.lidad argentina, que más tarde se
« impuso á las mismas como su ley obligad;] de existencia
« para regir sus futuros destinos.
Esta conclusión entraña una verdad histórica' que está

fuera de toda discusión. Ella es', puede decirse. la síntesis
de los acontecimientos que se han desarrollado en nuestro
país, des"de el comienzo de su vida independiente. hasta su
dcfinitivil organización como repÍlblka federal.

Por 10 demás, superfluo s~ría entrar "á detallar los hechos
producidos á través de esos períodos de verdadera gestación
nacional; por que tHea sería ésta que saldda "de los límites
de lll'l fallo judicial. Basta. para consolidar esta' condusión,
invocar á su favor las opiniones de los autores de derecho
constitucional y administrativo de la repúblic;.¡, que consa-
gran ista tesis como: la expresión genuina y \'erdadera de
nuestra evolución orgánica de nación libre, á partir de su
emancipación misma. El doctor Juan B. Alberdi, en s~s
«Obras Completas» sobre derecho constitucional y púl~lico
argentino. (Tomo 5.0, página 319). sienta esta conclusión:
« Lr integridad nacional argentina es la tradición de tocla
« su existencia antigua y moderna; y la revolución contra
( España la confirma'por todos sus actos, desde 1810 has-
(( ta 1853».
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En la obra del doctor M. A. -r,'Iontes de Oca titulada «Lec-
« cÍones de Derecho Con~t ituóonal}) (tomo 1.0, págin;, 38),

se encuentra el párrafo que ~e transCi'ibe literalmente en
seguid'a. «Quiere decir entonces, quc cualesquiera que sean
« las épocas á que ~llos se reficl'on., desde la revolución de
« 1810 hasta 1853, en todos los momentos. y por mas que el
« país se encontraba dividido y anarquizado, ya se hable
« de la unidad nacional, de las provintias Un idas del Río
« de .la Plata, de la na'Ción argentina, de la con federación
« argentina, (, de la república arg-entina, - .jamás se puso
en tela de juicio la integridad de nuestro territorio.»
, Tales opiniones, en un todo ,onfonnes con la que forma
el objetivo de este considerando, y la del doctor Alberdi,
más antes trascriptas no son el ¡'e~úrnen del estudio históri~'o
del período de gestación en la 311arr¡uía porque atrave:;;a-
ron las provincas argenitinas antes de ~u definitiva org',l-
nlzación' en república federal, 1853.
Para afirmar más, si cabe, la vcrdad histórica ,é insti-

tucional que entraña la conclusión que se estudia podemos
invoca, la opinión del doctor Guillermo Rawsoll, cOllsign;:¡da
en la discusión sostenida con el gobernador de ~an Juan,
don Domingo Faustino SaJl1li¿nto" á Dropósito del estado
de sitio declarado por aquel gobernador (véasc la página
425 y \siguien~es del. 2° tomo de la ob'ra « ES1Critos y discur~os
del doctor Rawson» ).
En igual sentido se ha manifestado el gcner,J1 Bartolnmé

Mitre, a] referirse á est;¡ materia en sus dis:cursos pronul1"iados
en el senado nacional en 1869, con ocasión de las sL:s'íones
sobre el puerto de Buenos AirL:s (véase «Arengas de Bartolo-
mé Mitre», tomo 1.0, página 335 y siguientes).
Queda pues, demostrada con toda evidencia, la \'crda.d

histórica é institucional á que se viene aludiendu L:1l este
considerando,
5.0 La provincia de Santa Fe, desde su fundación como

colonia de España hasta la actualidad y á través de su
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pasado hist6rico, siempre tuvo y tiene el territorio com-
prendido por los límites rUados en su acta de fUndaci6n y
gaentína ha reconá,jdo ella misma en ~us diversas y sucesi-
el presente.
Este hecho se demuestra de una manera incontestable

:k:>nla sola tran~cripción d~l t~xto literal del acta de funda-
ci6n de esta provincia en su parte pertinente, fijando limites
::1aros y precisos á su territorio; límites que en todos los
tiempos ya como colonia espallola. ya como provincia ar-
gentina. ha reconocido ella misma en sus diversas y ~ucesi-
consagrados éstos, en todas sus ':onstitucio11es dictada hasta
vas ~onstituciones,. como un hecho y un derecho á la vez.
La provincia de Santa Fe fué fundada el año 1573 por

el capitán don Juan de Gua): en el territorio de los indios
CaJehaquies y los Mocoretaes; y su fundador 'le fij6 coino
límites á. su territorio, al noroeste. hada Córdoba y San-
tia~o del Estero, cincuenta leg-ua~. «desde lóls bólfrancas
del rio Paraná. » (A.tta d'e fundación d ela provincia de
Santa Fe. que se halla en la «colecci6n 'de Leyes vigentes»
de la misma, tomo 1.0. página 339 \.
El 17 de julio de 1841. Santa Fe dirtabil 'su primera

constitución, en ¡nomentos en que ésta actuaba por sí soh
como estado indrpendiente, por no cxi<;tir aun organiza.b
y constituida la nación.
En f'S;J c0l1stituci6n S;1I1ta Fe no sólo se declara parte inl('-

¡rrante de la nación por su artículo 2.0, "in6 que reconoce
r ratific:l los límites del territorio con que fué. f1ll1dada
por Garay.
En su artículo 3. dire textualtnente 10 siguiente:
«El territorio de la I))"o\'inda comprende de sud á norte,

« desde el arroyo del nwdio hasta el gran Chaco: y:<:Ieeste fi
oeste. desde la márgen occidental del río Paraná. hasta
Quebracho Herrado'y los Altos». ,
Or~anjzada definitivamente la repúblÍ<:'1 en el año 1853,

la provincia de Sa.ntil Fe dictó su segunda constituci6n,
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que fué .sancionada el 4 de mayo del año 1856. .En el
artículo 2.0, de ésta fija como límite de la provincia de este &l.
oeste, «desde la mirgen derecha del. rio Paraná, hasta el
Quebra-cho Herrado y los Altos.»
Esta .constitución, además de la sanción de 101. pl"oviucia,

fué aprobada y consagrada como su ley suprema, por sanción
del congreso nacional, en virtud 'de la disposición del artículo
28 de ]a constitución nacion;:)l que' regía en esa fecha. desde
el 25 de mayo 1853.
Posteriormente, el pueblo y gobierno de Santa Fé en sus
su'cesivas constituciones~entre ellas, las de 1-883, 1890 Y

1900, unánimemente reconocen los mismos límites del territ-
torio provincial, de manera que las «barrancas 6 márgenes
derechas ú occidentales del río Paraná,», constituyen el lí-
mite original, histórico y jUi'TcHcoele su territorio hacia el
naciente. según los antecedentes incontestables que quedan
~xpuestos.
Es además un hecho de notoria evjdencia, que el territo-

rio comprendido dentro de los límites fijados por ~u acta
de funda<:ión y sus posteriores leyes f'undamentales. lo pos~e
ja provin,i;¡ de Santa.Fe en toda su integridad, ejrrci<."ndo en
el mismo su' jurisdicción y derechos de dominio, en todos
los tieri.lpos transcurridos hasta la actualidad.
6.0 Los rios nav;gables'-entre los cuales está notoriamente

comprendido el Paraná,--son cosas públicas, de uso gratuito
y común, como el ma.;- y sus playas,-.que están fuera del <:0-
mercio y no son susceptibles de apropiación privada. ni fiscal.
ni tampoco de enagenaciones.
Este concepto de calificación .1 egal de Jos rios n;J\rega-

bIes, ¡como indudablemente lo es el Parallá, arranca desde
la legislaci6n romana, s-e reproduce en la espaúola. y. es
.consagrado en nuestro c6d~go. Civil aclua 1) C01110 s'.: vnéÍ
más adelant'e.

Las fórmulas legales del derecho romano y su jurispruden-
cia á este respecto, son las siguientes': «Flumina pen.e omnia

•
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et portus publica Slúzt». «QUDlibet in, -,mblic(ltn petere perrni-
tiendun/. est, in quód ad usal1l omniutn TJ"rlille-ni;. veluü-pías
publicas, itin{!ra publica.» (Leyes 4, párrafo 1, título 8, libro
1.0, título 7, libro 43 del digesto).'
Tal es la doctrina del- derecho romano respecto á los rios

navegables y caminos públicos, C01110puede verse en el
folleto que contiene el estudio jurídico -del -dottof; Gualberto
Escalera y Zuviría, en la tésis dél derechopl'escntado á la
unh'ei"sidad de Buenos Aires por el doctor Ca:milo Mercado en
1887; en los comentarios al proyecto de código Español
(artículo 586) por el doctor Florencia Carda ,Goycna, y
:demás tratadistas del derecho roinano, que: han discu6do,
ilustrado y resuelto este punto del derecho antiguo .•
La legislación española, es á este respecto idéntica puede

decirse, á_ la romana, que le si rve de base y concepto jurídico.
En Espalía, siempre 10s rjos navegables. ó sea: su c'luldal
de agua. su lecho y sus [,i.beras i.riter\laS, fueron y son bienes
cOTnuDes,de uso gratuito y universal p,Ha todos los hom b¡-es.
Tal es el verdadero alcanr;e júrídico y adti1inistrativo de

la' legislación española. como lo cOlllprueban sus leyes y
~us autores todos de derecho 'Civil'Y administrati,'o. Sobre
el dominio -comunat y público de los rios cn - todos estos-
dado el concepto que entraña su defioi'ci6n-no hay opinio-
nes encontradas, si biC'n es verdad que se han confundido
00 muchos casos, las riberas i'l1ternas,'-:"que forman parte
del lecho del do,-con las riberas externas 6 caniinos de
sirga, que arrancan desde la línea externa de lás prime-
ras, hacia la tierra firme, en la extensión que les acuerdan l;>~
leyes romanas y españolas á._ estos caminos, <11.1(' eran, ;prer.i.sa-
mente las ribera.s externas pei'teJlecicntes á los rihel'eilos en
¡.propiedad ; pero restringida -ésta llor disposicione<; adminis-
trativas y legislativas, en beneficio de la 111;]Sán1!)li:~ y
conveniente navegación y demás's ervicios públicos con. ella
_relacionados; como se demuestra más adelante en este Jallo.
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Confirman esta$ conclusiones, las siguientes leyes: ~. 4,
6 Y 8 del titulo 28, partida 3.a-y otras.
Todas estas leyes, al referirse á los ri.os navegables, )05

~eclaran cosas públicas de uso común y gratui.to para todos
Jos hombres ; pero sus riberas las declaran de la propiedad
privada de losd ueños ribereños, dentro de las restriccio-
nes que les imponen las mismas leyes, en pr6 de la más
conveniente y libre navegaci6n.
Pero es indudable, que esas leyes en esta parte, se refiern

á las riberas externas y n6 á las internas, que forman parte
integrante del cauce de los ri.os navegab~'es.
En ese sentido se pronuncian un considerable n~mero de

tratadistas, entre ellos Proudhon, que al ocuparse de esta
materia se expresa en estos términos:

«El terreno que se encuentr~ en el exterior de los ri,os
« nave2"ables Y más allá de sus orillas, es de propiedad
privada, pesando no obstante sobre él, un derecho de uso.
« en favor de la navegación á que se halla afectado el ri-o.»
(Domino públi.co, tomo 3, 933).
He ahí la f6rmula. exacta de la verdadera soluciÓn que

corresponde al punto en discusión: las riberas internas, son
palote integra.nte del Cauce de los rios navegables y no son
susceptibles de la propi,edad privada, por ser cosas comunes
y de uso universal. Las externas, por el contrario, 'comprenden
tetrenos susceptibles de la propi,edad y dominio priva.do 6
fisca I ; pero está, restringida por razones de interés público, y
en cuanto su uso sea necesario para .la navegación.

Nuestra legislación civil y administrativa, ha reproducido y
consagrado estas mismas doctrinas, si bien ha modificado
y ampliado, mejor di6ho, la extensión de las riberas ex-
ternas 6 caminos de sirga, como las' llama la legisla'Ci6n
romana y española o
Los articulos 2339 y 2340 (c6digo Civil) están de per-

fecto acuerdo con la tesis que se viene sosteniendo,' res-
Pecto ~e los rios navegables, como bienes públicos y de
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uso común'y: gratuito. En es'tos artículos, el codiHcador ~::A
gen tino, {;omo lo demuestran sus notas .. refer.entes .á los mis-
mas, ha consagrado en todas 'Sus pares ,la jurisprud.cncia
que se .viene sosteniendo á. través de los fundamentos de.
este fallo, en cuanto se relaciona con los rios navega ble,s',
declarándolos bienes públicos y de uso universal, para 'la
navegación; bienes qUl; estái1 fuera del comercio, y no
son susceptibles de propiedad pri.vada ni CfC cnagenac!ón
legal.

Tal es en verdad la con.clusi611 á que arriban todos [os
comentaristas del derecho .civil argentino, siguiendo á. este
respecto [os principios consagrados por la legislación' uni-
versal del mundo a.ntiguo y moderno: en armonía' Con esta
doctrina y con verdaelei'O acierto un notable jmisconsulto
ha .clasificado á los ríos «de t:aminos naturales que marchan»
-estereotipando así gráficamente su misión' para el tráfico
público y comercio interno y externo ele las naciones.

Afirman la verd'ad histórica y jurídica que entraña la
conclusión sentada al principio de este considerando, las
doctrinas sostenidas al r,especto, po i' los siguientes. auto.-
res: Goyena, artículo 386; Freytas 328, .inciso 8 ; código' de
Califomia, 802, indso 3; código de Chile, '585; Llerena.
código Civil, tomo 4, página 20; Segovia, explicación l
cdtica del código Civil, tomo 2, página 11 ; Machado, «Ex-
posición y Comentario del códig-o .Civil argentino, tomo .6,
página 215; Estanilao S. Zeba 11os, Revi~ta de Derecho
H jstoria y Letras, tomo 16, octubre de 1903, pá.gina 592.

7.0 Lás riberas internas. de los ríos na vega bIes. son pa rte
integrante de los mi.smos y. se hallan en igual situación
jurídica que los últimos, por lo que respecta á la propiedad.. .

Según la doc'trina universalmente aceptada por todos los
jurisconsultos que se han ocupado del estudio de los rios
bajo el punto de vista histórico y jurídico, éstos se com-
ponen de tres elementos constitutivos de los mismós: 1.0,

el caudal de agua que contienen; 2.0" su lecho, 6 ,sea
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la faja cíe ti,erra que las aguas ocupan permanentemente;
3,0, sus llamadas rilieras internas. ó playas, que se com-
ponen de los terrenos que las aguas ocupan y desocupan
periódicamente con sus más altas crecientes oi',dinarias-ha.-
biéndose fijado administrativamente su línea externa, por la
cota de + 5,20 metros en el Paraná, como se verá '~ás
adelante, ' '
Del documento que obra á foja 359, resulta la prueba ofi-

cial de un fenómeno notorio: las c.recientes anuales del río
Paraná. Tal fenómeno-completamente distinto del despla-
zamiento del lecho del río-hace que anualÍnente el río
bañe por cortos pedodos la tierra firme, retirándose luego,
De esto modo viene á existir una faja' de, tierra, que

pei'iódícamente es ya ~ibeí.'a, ya leelio, ya tierra situada á
gi'an distancia de I,a, orilla. El fenómeno es de intensidad
variablé, si bien, en épo,cas de creciente ordinaria,
es menor el nún1E;fo de meses que [al faja está bajo £1
agua, ,que el que está en seco, Evidente es entonces, que
lá situacJ6n jurídica de esa zona es distinta de la, que per-
r»anentemente está en seco, y de la que durante todo el año
está cubierta por aguas. profundas,

Puede, pues, llamarse ribera externa, ~ aquella que no
es alcanzada por las aguas del rio en sus mayores crecientes
ordinarias; y ribera. interna aquella que por efecto de las
creCIentes y bajantes ordinarias, unas veces está en des-
cubIerto, y otras cubiertas por las aguas.
En otros términos: la ribera externa jamás es lecho del

rio ; la 'interna lo es por temporadas mensuales, POi.' cuya
i'azÓn se la. considera parte del mis'mo.
Estas diversas situaciones de hecho, creadas en el río

J?,araná. por las bajas y altas c n:cientes ordinarias, se baÚan
ampliamente compi'obadas en estos autos por informes técni-
cos agregados á los mismos (fojas 668 á 704). Separa
los lÍmit s extremos de ambas riberas, la. distancia fija dr:
35 metÍ"os,prescripta por el arti~ulo i639 del cÓdigo Civil.
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8."0 Las riberas elLtemas de los nos navegables son de.
uso común y g¡-atuit"o para las necesidades- y exigenci.ls de
la Iiavegación ; pero su propiedad pe.-tenece á los duelíos
ribereños y á los que hayan adql1j(ido su dominio por títulos
ó moth'O's legales.
En él anterior considerando queda deniost •.ado que las

riberas internas 6 playas, mejor dicho, de los ;'ios navegables',
entre ellos el' Paraná, forman pute del rio mismo, hallándose
éstas'en Clianto á su dominio, en las mismas condiciones que
su lecho. porque el álveo., 6 la madre de todo do., tiene por
límites precisos sus márgenes laterales, de las cuales pat"ten
las riberas externas hacia la tierra firme. Son, por lo mismo
los terrenos que componen las 'riberas externa's los' que
forman la materia objetiva del capitulo que se estudia y
dilucida ~n este considerando,' como se ve por la. pro-
posición misma que 10 inicia.
«1:05 propietarios limitrofes con los rios 6 canales .que

« sirven á la' comunicaci6n por agua, ..:.....dice el ar.tículo
« 2 S 33 del código Civil-'-está.n obligados á dejar una calle ó
«. dmrno público de trienta.y cinco metros, hasta la orilla
« del .ric ó del caI).al, sin ninguna indemnización. Los pro-
«. pietarios ribereños no pueden haceT en ese espacio nin-
« guna construcción, ni reparar las antiguas existentes, ni
deteriorar el te.rreno en manera ¡llguna».
Este a.rtlculo versa sobre los antiguos caminos de sirga,

de «ocho á diez y seis pies», que establedan las leyes ane
(iguas para el ser\'Ício de la na\'egaci6n-si bien el c6digo
Civil los amplia á treinta y cinco metros de exten ,ión.

Los terrenas comprendidos por estos caminos 6 riberas
'externas mejor dicho de los rios navegables, fueron siem-.
pre y lo S;Qnde propiedad de los. dueños ribereños: porque. si.
bien ¡sirven para los usos de la navegación, no forman
parte del canal de los dos, y los derechos de propiedad de
los dueños de los teFenos ribereños llegan hasta la márgen
mi'sma de éstos; pero esta propieda-d queda restringida' por
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lase;ügencias de la navegaci.ón en la extensión de 10,5 trienta
y ¡cinco metros de las riperas externas, c.omo terminante-
mente lo ~:hspone el artku~o del códilgo Civil más antes
transcripto.
Son, estas fajas de terreno que arrancan de la línea de

la termina.ción de las riberas internas: 6 del álveo de los
ríos, extendiéndose hacia la tierra firme, las verdaderas ri.
beras en el concepto técnico y jurídico de la palabra; por-
que las internas forman parte del rio mismo, y están com-
prendidas en su cauce. Por eso, aunque sea necesario repe-
tir nuevamente el concepto.-las últimas son parte integran-
te de un bien público, de uso universal y uo susceptible de
propiedad. ¡priNada, por estar fuera del comercio y no ser
en~genabl~s; 11'lie.ntras que las p;i~eras, constituyen terre~
nos ',sus:cepti:bies, de propiedad privada y forman parte de
las \Pr.opied~c1",.sribereñas, cuyos limites van hasta las ba-
rranca~ \0' tmargenes del rio)}.
Como" se ve, el artículo 2639 á que se vien.e aludien-

do, amplié! los antiguos caminos de sirga-de ocho á diez
y sei,s pies de extensi6n,-á «treinta y cinc¡() metros ~> de
ancho, á las riberas' externas, á partir, de las márgenes
de los rios ha:Cia la tierra :firme, modificando. en ta:l 'sentido
las leyes romana,s y .espai~(jlas que lo, precedieron.
La di'sposilCi6n de este artículo ha suscitado controversias

entre los tratadi'stas d.e' derocho, calificando algunos esta
disposición' de nu'cstm código Civil, como una verdadera
expoliaci6n: ó despojo; porque cuando se dictó el código
esos terrenos est.a:baJnposeídos por particulares, bajo la pro.-
tecci6n de la.s leyes anteriores, que limitaban esa servi-
dumbre, ¡públj.c.a, de ocho á diez .y seis pies á lo más.
Existían, pues, derechos adquirridos, y contra ellos se am-
pliabar. aquellas restricciones, sin ser indemnizados con arre-
glo al derecho c..on.stitucio)la'l. Pero esta cuesti6n,-que la
r~sue1ven en sent,irlo ~C{)ntrari,oal código Civil el doctor
G.1,1alberto Es¡:alera .y Zuvilfía, en ,el capítuto. VI de. s~
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ya citado informe pr~sentado al gobierno de la naCión,
sobre la pr.op~eda.d de las isla,s y, riberas del río Paran á ;
y el doctor Mercado, en el capitulo IV de su estudio de
tési5 univ.ersitaria 60~rie la propiedad de los rios navega-
bles-carece de aplicación y de importancia práctica á los
efectos del presente fallo, por estar los terrenos, cuya pro-
piedad se halla en controversia, dentro de la ribera interna
en su (mayor parte, casi. en su totalidad, y además, por
sostenerse en él, «que las riberas externas son de propie-
dad de los dueños ribereños», si bien restringida ésta por
la. ley, en razón de las exigencias de la más libre y con-o
veniente navegación, como lo e'statuye el mismo código Civil.
Po" 10 demás, esta servidumbre pública, que amplia nues-

tro' código Civil á treinta y cinco metros de extensión,
tiene. su ori,gen' en prácticas administrativas que reglan en:
las antiguas colonias y en nuestra provincias mismas, con
anterioridad ..i la vigencia dél código Civi'1, como lo com-
prueba el decreto del 'general Rodrí,guez di.ctado durante
su gobierno en la provincia de Buenos Aires" con fucha
6 de noviembre de lS23; y puede verse p:ua más ámplia
j.nformaci6n al respecto, los estudios de los' doctores Mer-
cado y Escalera y Zuviría más antes aludidos, como así
mismo', la obra de derecho administrativo del doctor Lucio
V. Lopez, que conti'ene un luminoso estudio sobre esta ma-
teria, en el !Capitulo XXV de la misma.

Queda, pues, demostrada la verdad de hecho y de derecho
que entrai'ia la proposición que sirve de tema á este consi-
derando' ó sea: que las riberas externas.-á diferencia de
las riberas internas, que son del dominio público en 10.5

ríos navegables-pertenecen en propie~ad á los dueños de
¡'os terrenos que lindan con el río, si bien con las restric-
ciones que les ill11pone la ley, eN razón de los servicios
de la más conveniente y ámplia navegación.
La tési.s que sj'rve de tema á este considerando, concreta

las :opiniones sobre esta materia que' se invocan en el 6.0
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considerando (in fine): raz<m por la cual no se consig-
nan ¡ahora, en atendónta:m,bién á la demasiada extensi6n
de este sentencia.
9. o El territorio del do¡minio privado y público de la

provincia de Santa Fe ilo neg6 famás al lecho y playas
del río Paraná, que son del dominio público y uso uni-
versal bajo la legicslaci6n y jurisdicci6n de la naci6n.
En el considerando tetccro queda demostrado de una ma-

nera Ii:l1contestable, 'c.ün su acta de fundaci6n y sucesivas
constituciones desde 1810 hasta 1890, que el territorio de
Santa Fe en sus límites haci~l el. naciente arranca desue
1<l5 barrancas 6 márgenes derechas del río Paraná,
Basta tener presepte el verdadero concepto que entrañan

estos términos, para dejar fuera de toda discusión la verdad
que encierra la proposióón más arriba planteada. El cauce
(, itl.', (.! ,1e< 1 3":.n á esto es, su lecl10 y plá'yas 6 riberas il>
ó álveo del Paraná, esto es, su .lecho y playas 6 riberas in-
ternas, termina precisalnente en sus barrancas 6 márgenes.
Por con!óigl:icnte, el ,lo Paraná, ~i bien es el limite del
del ~erritorio santafecino, se halla eXcluido del mismo como
propiedad :privada ó ¡pública de la provincia; porque su
jurisdicción corresponde al gobierno de la nación, as! como
su filveo ,al doiníriio púb!lico y uso común de.. todos los'
hombre.s, p~ra la navegación que se efectúa por' sus aguas.
En efecto: el,artículq 67 de la constituci6n l1acional,

en [SUS ~ncisos 9, y 12, acuerda' al' congreso nacional. 'la
fa.cunad exdusiva de tod•.•10 que se relaciona con la regla-
men'tación de los dos interiores y la libre navegaci6n de
¡'os ,mismos; como también la de reglar el comercio marlti-
timo y ,terrestre con las naciones 'extranjeras y las pro-
vincias entre si,
Como se demuestra por estas prescripciones constituciona-

les y Idemás antecedentes á ,que' acaba de hacer referencia
Santa ,Fe, como estado, no tiene derecho' al guno al lecho
del río Paran á . y á sus rib~ras internas que forman su
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álveo ,ócauce, ,ni. por concepto territorial, ni por C()ncepto
juri,sdi,ccion,al ; porque su. nena pertenece al dominio co-
mÚn IY .sujuri's'di<xión á la nación, como e'ii de noto ría
ev:idencia dados los límites territoriales de la provincia y
la :di'sposición constituóolnal más antes citada. _.

De Jnaneraque, ni. <;omo poder. públi.co, ni COII1o~~rso-
na '.jurídica, el. ~obiernp de Santa. Fe tuvo antes, ni .tiene ..
ahora, derecho á los terren0S que forman el lecho .. y ribe-
ras internas del río Paran{t: porque éstos, además de 110
hallarse en su \erri,torio lüstórico y legal, son del domi-
nio ¡público IY ¡..Js,ocomunal, que se _ha'11an bajo la legis-.
la€Íón Q' exclusiva jurisldicción nacional, como se ha dicho
con !deI1l2si.ada jnsistenc.ia.

10. Los títulos COll que la empresa' demandada pretende ..
acreditar su propiedad á los terrenos que ocupa dentro de
la ',ribera interna del Paraná-motivo del presente juicio-
adolecen de .:nulidad absoluta. y .no bastan ni para la pres-
cripción de esos terrenos, que son y serán: siempre del
domb1Í0 ,públi-co~

En efecto: el causante ~e la empresa demandada 'en .los
terrenos que .m.olÍval1este juiJCio, fué. el gobierno de Sañta
Fe quien 10 enajenó á favor de personas particulares y.

~allSantes Jégalesde la empresa .. muelles y depósitos de.
Comas. usando ,le la autori'za'ció;n qu/";. le confería la ley.,
dictada por la legislatura provincial, con fecha 15 de ,se-
tiembre de 1869, para la venta en rem'ate público de. todos
los terrenos de prüpied.?.d filscal que existieran; dentro de. nos:
límites del ¡municipio del Ro'safio; «cuyo producto seria
destinad? á la construcción de un -edificio para. el colegio
nacio,naJ de di.cha :iudad J ~)l10S edificios públicos»,

Tal e.s, en resu'men, la. ley á que se alude.
Como se ve,. ella n~ contiene autori.zación especial para

enajenar .J.os terre,nos compren'di1dlOiSpor el cauce 6 álveo
del río Paraná, como se procedió por el poder ejecutivo en
el caso :sub ;udíc,e, al darle cumplimiento con, evideRte,~-
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tráJímitación de su disposición, por la enajenación de te-
rreno~ que, están fuera del territorio jurisdiccional de la
provincia, y son como se ha demostrado más antes, inemi-
genables por estar fuer,a del comercio y ser del dominio
póblico:
El estado de Santa Fe, como e nagenante de esos terrenos,

produCÍé\ act{)s insanable.mente nulos, por dos conceptos inelu-
dibles: tlor 'que esos terren{)s tia le perteneCÍan ni como
á poder público, por no tener autoridad ni jurisdicción' so-
bre lellos, dado que la jurilsdircción de I{)s rios 'navegables
corresponde á la naóón, quien la ejerce; ni como persona
jurídica, por hallarse'fuera de los limites del territorio "de, ,

su ,dominio privado, Goma lo compmeban y demuestran su
acta de fundación y sus sucesivas constituciones mismas.
Si á lo que se deja expuesto se agrega la circunstancia de

que los terrenos com,prendidos,por las riheras internas de ~os
ríos navegables son bilenes de uso común y público, que es-
tán fuera del com.ercio y no son susceptibles de propiedad
privada, ni enagenables por consiguiente-se tendrá como
lógica' té ilevantable condusión la verdad jurídica que en-
trañ:a la proposióón con que se inicia este considerando, ó
sea la nulidad absoluta de que adolecen los titulas de la
, parte demandada, en cuanto á los terrenos de las ribe-
ras interna se relaciona,

,Ni ra misma prescripción que se invoca por la parte
demandada puede legalmente prosperar, cualesquiera que sea
el .ti'empú, transcurrido en la ocupaéión de esos terrenos por
la empresa demandada; porque es sabido y elemental 'en
el derecho, que los bi'enes no susceptibles de dominio pri-
vado, no son prescriptible.s, ni por tiempo inmemorial-dado
que esos bi-enes están fuera del comerci.o y su posesión á
título de dueño no tiene explicación, racional, al menos,
en .el derecho de prescri'pción,

11. Por el contrario, la' parte de los terrenos, cuya
propiedad se ci,sclite' 'en este juicío, y se hallan ubicados
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en Ja libera externa, fuera del rio Paraná, forman parte
del terütorio de Santa Fe, si b~en bajo la jurisdicción na-
donal ; ~ son ahora de la propiedad de la empresa de-
mandada, siendo {¡ la vez expropiables por tal concepto,
Esta ¡proposición se demuestra por si misma, si se tie-

ne en vista que en los anteriores considerandos, queda estable-
cido que. los te~'Tcnos. que componen las t:iheras externas,
pertenecen en [propiedad y dominÍo á los dueños de te-
rrenos ,que linden con los rios navegab'les, en este caso,
e! ,;Paraná.
1.8 sociedad (). emprrsa, muelles y depQsitos de Comas,

se encuentra en esta situaóón legal: es dueña de los te-
rreno~ que .lindan con el río precisamente en el punto en
discusión, 'por titulos de co¡mpraventa que proce.den, del. ~o-
bietno de la (JrO\'incié\ de .santa Fe, con1,O se ac,redita .1'0 r.-
las fscrituras quecon:en en aptos de, fojas 229 á 249,
Desde Juego y por concepto de propi'etaria. y poseedora,

tiene, derecho. á su expropiación en el juicio respectivo,
comú es de: la 1nayor evidencia"
Esta conclusión se deri,va lógica y jurídicamente, de las

premisas sentadas y demostradas en los anteriores cons1-. ' ,.' .
qerandos.é in~til seria avanzar en el terreno de la dis-
cusión \para llegar al mism'o resultado.
El. :.gobierno de Santa Fé, dueño de, esos terrenos, por

hallarse dentro 'de ~os límites d~ su territorio,. los, ena-
gen6 con perfecto perecho, transfi,riendo su propiedad .. á
pal-ticulares, entre ellos, la ~J}resa demandada, como se
demuestra por los titulps más antes mencionados; los cuales,
si .bien es, verdad ql1e no transfirier.an á la' empresa. de,
mandada ,lcrctho alguno á l.os terrenos que están dentro
de 'Ja rib'era interna, l~or ser éstas bienes públicos y 'de
uso uni,versa.l, blO sucede lo ,mismo ,<:on las, terrenas' que
se Ihalhm en la ti-erra fi¡rme, á partir del río hacia fuera;
parque. éstos se hallan en territorio sal1tafecinC? y san sus-
ceptibles 'de I'ropiedaa privada, habiendo sido enagenados
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por el.gobierno: de la PJ'lO\.i:l)cia,á' favor de. la empresa,
co'u perfecto derecho y con todos los requi.sitos exigidos
por 4a ,ley para la trasmisión de su propiedad como ya.
queda demostrado más antes.
'1-2, .Que bajo del punto de vista técni.co, y con relación

á la ubicación. respectiva de los terrenos de propiedad con
trovcrtida ,y situQdos; una parte en. la ribera interna, y la
otra ~n la ribera extema,-el proveyente para la .resolu-
ción 'Iinal [Contenida en este faBo, ha.ce suyas las condi-
nes del lleritaje de los ingenieros Agrelo .y Thedy, corrien-
te de fojas 668 á foja 704, 'según el cual, los terrenos á
que se refieren y versan los títulos de la parte dernan-
dada ;)' ~ue ,¡¡on motivo de este juicio, se hallan ubicados
en. lao respecÚvaiS riberas, e;n esta forma: nueve mil se-
senta 'metros con diez y seis. dedmetros cuadrados en la
ribera .interna: y 6etecientos noventa y seis metros cua-
drados en Jaexterna ..
Esta ~onclusión del informe de los ingenieros Agrelo y

Thedy á que se a;lude, viene precedida de un largo y
lUI11inoso.estudio que le sirve de base histprica y técnica
en: C1' .punto . resuelto; y á cuyo efecto fueron designados'
po:r,eJ ~uscripto': para" mejor l'roveer, en estos autos (De-'
creto ~e 'foja 653) .
.Estando ~l prov.eyerite eonfonne con sus .fundamentos y

su resoltici'ón final más antes transcripta, incorpora ésta al
presente fallo, 'á los fines de su resolución' def~nitiva.
13. Que los' terrapl ena rl" ip.ntos efectuados por la empre-

sa .de' Comas en la riber;!, interna, del río, no alteran ~a
situaóón jurídica de los terrenos en contro~'etsia, en cuan-
to á' la propiedad de los mismos, porque solo son acceso.
rios de. los terrenos ribereños los acrecentamientos. de tie-
rra ,qU(' reciban paulatina é insensiblemente por efecto de
la ,corriente de las aguas esto es, naturalmente. Pertene-
cen,'enese caS'o á los dueños de las heredades rihereñas.-
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Sierido .de las Costas del mar ó dos navegables, p-ertene-
cen ,af Estado,
Est(l, .disposición del artículo 2572 del código Civil' y su

nota respe'Ctiva, resuelven por sí mismas 'esta cuestión.' con-
Hrmando la conclusión 'anteriar.
POI consiguiente, las terrenas de la 'ribera interna á que

se viene 'aludi.endo, mantienen la misma situación jurídica que
tuvieron antes de 'los terraplenamient.os arti:ficiales' 'construÍ-
dos por la empresa de Comas,' sobre ellos, y que actual-
mente llegan hasta los limites de los terrenos ci'tados. ' (Véa-
se el diccionario de legislación y jurisprudencia por Escriche,
palabra Aluvión, respecto de la jurisprudencia romana' y
española ~obre estalnateria.)
Cualquier' acto administrativa del poder ejecutivo naci,o-

nal á este respecto, n9 ha podido modi{icar la' situación
jurídica del río; porque tal p.oder no puede hacer por si
solo S sin una. ley del congreso, que los bienes públicos.
fuera del comercio, se conviertan en bienes susceptibles ,<le
enagenación privada.
14, Que la devolución del depósito hecho á -fojas 1 por

la parte actOTa, á las efectos de la expropiación 'en el juicio
respectivo. no procede, en razón de que el presente litigio.
versa pura y exclusivamente, sobre la declaraci.ón de si los
terreno~ e,ometidos á expropiación en' el caso sltb iudice,
son ó no propiedad de' la empresa. ,para seguir en conse-
cuencia el juicio de expropiación' suspendido y en eV que se
verHicó dicho (lepó sito . Por otra parte, por, este' fallo' se
declara de propiedad de la empresa la fracción de' terre-
no sometid,a á expropiación'y comprendida' por la' 'ribera
externa, como se comprueba por el informe técnico más
antes lOl.ludidoen el 12 considerando; extremas éstos, qu'e
hacen ~mprocedente por ahora. la devolución del depósito
qu.c solicita la parte actora á la condena.ción especial cn
15. Que por lo que respecta á. la. condenación especial en

costas á, la pute vencida, ella no procede por derecho, en
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razón' 'de no exi,stir temeridad. para litigar en esta causa,
dados Jos árduos y comphcados problemas de hecho y de
derecho que .concurren á su resolución final, comc;l lo acre-
ditan 'Laro copstandas de los autos y 10 delJ1uestran los
mi,smos ,considerandos de esta sentencia.
16. Que la decisión del fallo en este juiciq debe con-

cretarse fi solucionar las peticiones de la demanda y su
contestación, e¡1 armonía cop la prescripción del artículo
13 de la ley de procedimientos federales.
Por los ifunda,mentos de hecho y de derecho que con.-

tienen los precedentes consi,derandQs, fallo en definitiva .este
juicio y resuelvo:

1.o Que la soci'edad puert.o del Rosario, parte actora en
este juicio, -tiene legal personería para haber actuado en
el {mismo.
2. o Que la fracción de los nueve mi,] sesenta metros con

diez y seis dedmetro!s cuadrados, de los terrenos que han
motivadoe ste 'juicio y que se hallan ubicados en la. ri-
bera interna del rio Paraná (como se comprueba' por .el
considt.;',mdo 12 'j, no son de la propiedad de la sociedad
demandada, quedando. por consigu~ente, excluida esta frac-
ción, de la expropiación pendiente.
3. o Que la fracción de' setecientos noventa y seis me-

tro~ cuadrados de los terrenos e n litigio, ubicada en . .la
ribera externa, es de propiedad de .la socieQ.ad demandada.
y debe ser expropiada en consecuencia.
4.0 Que. es improcedente por ahora el retiro de! depósito

que ¡por moüvo de la expropiación pendiente, tiene hecho
la ,s'ociedad actora en este juicio.
5.0 Que quedan á salvo los derechos que la sociedad

muelles y :dc:pósiotosde Comas, pudiera tener por otros con-
ceptos que los expresa/dos en este fallo.
6. (' Que una vez ejecutoriada esta sentencia, se siga el

juicio de expropiación, según su estado .
. ,
'.
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7. o Que las costas del juicio deben ser pagadas en el
orden en que han sido causadas.

En consecuencia, insértese Gn el, libro respectivq', hága-
se saber en la forma de derecho y repóngase' el seJIo en
su caso,

G. SAN ROMAN.

ACLARACION

Vistos:

La ,adaraci6n so:icitada por la parte de la sociedad puer-
to del Ro!ario, actora en. este jui.cio, y el ministerio, fiscal,
en los precedentes escritos, de la parte dispositiva del ¡faBo
dictado' eh autos con fecha veintinueve de, abril ppdo., y
lIs<l,ndo de las facultades que me acuerda el artícuio 232
de la ley nacional de enjuiciamiento resuelvo declarar:

1.o Que los terrenos moÜvo de este juicio y tomprendidüs
pOI' la ribera interna del río Paran á, son del dominio pú-
blico y están bajo la exc!usi.\'a jurisdicción del gobierno
de la naci6n,-sic.ndo esta la razón porque no 'deben ser
expropiados, comó s'e resuelve en el segun'do párrafo de
la resolución fi.haJ de la senetncia cuya aClaración se soli-
cita. 2,0 Que se esté' á lo resuelto en .la sentencia aludida.
respecto de los demás puntos que comprende dicha armo-
ción, Todo, en armonía con' Jos considerandos de aque-
1Ia' resolución. Téngase el presente proveido, como parte
de la sentencia principal, insértese en ese concepto y hága.se
sab~r, reponiéndose el sellado.

G. S~\N ROMAN.
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SENTENG1U DE "LA OÁMARA FEDERAL DEL PARARÁ.

l'~.rnl1á,Diciembre 28 de t90i

Vistos y considerando:

I

La presente contienda, ha: sid-b trabada pm':::'las "partes en
cumplimiento del auto de foja', 56,' que suspendió los pro-
cedimientos del juicio de 'expr,opiación mientras' no se re-

, .
sülv,jera, en juició ordinario, la oposición y ,ontron'rsía pro-
duóda entre ellas en cuanto á la propiedad de', los 'ten:enos
á ~xpropiarse; á cuyo objeto mandó se corriera traslado
ordinario VOl', s\1orden. á las mismas incluso el ministe-
rio jj,s'cal . :'
Vers(l. sobre el dominio público de la nación en aque-

llo~ terrenos.
Hace de '.parte actO'fa, en toda la amplitud. del'. concepto,

. la empresa constructora del pt,lerto del Rosario,. expropian-
te de 1m;. ~errenos ; por ser ella' la que invocó aquel don1Í.-
nÍo d.e la naóón en contra de los derechos delexpro-
piado, y eí~ el que fundó: su oposición á la existencia y
continuación del juicio de expropiación. De parte .adora, .
meramente coadyuvante,'el minist'erio fis:cal, según manifes-
tación expresa de ambos. Y de demandada, la' empresa ll1U~-

Hes o/ depósitos de Comas, de quién el expropiante recibió
judicialmente.da .posesión de los terrenos con arreglo á lo
di;spuesto por el nrtkulo 4 de la ley de expropiáción de
1866.
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Traído" á la decisión de este tribunal por los recursos de
apelación concedi.dos contra la sentencia. definitiva. de foja
758; los agravios que contra ella han expresado los re-
currentes concordes con la demanda y contestación deter-
minan y. .limitan la potestad de esta cámara á solo la.
declaración que corresponda sobre el derecho controvertido
el .do,minio público de la naci6n -' y efectos necesarios
de (ella en el presente juicio Y, en el de expropiación,
La personería ejerótada por el doctor don Carlos Silveyra

y la .intervención del ministerio fiscal, quedaron firmes é
irrevocables para la parte demandada, al consentir ésta el
auto de foja 56, que las. declaró en forma expresa, á los
fines de, .esta contienda incidental,
En cuanto á la lega.liJC!:adde las cláusalas del contrato

de 'concesión y decreto del poder ejecutivo, que el dernan-
dado ha desoonocido, Y que hacen á la personalidad y
acciones de la parte actara; corresponde declararlas legíti-
mas, por cuanto encuadran dentro de las facultades conferi-
das ,al poder e'jocuti~o de la nación por la ley número 3885,
Por ,ella se ordenó, la construcción de un puerto comer"

cial en el Rosario de Santa Fe, obra de propiedad de lit

nación y en favor de la que se declara, en su artículo
12, de uti'lidad pública la ¡¡"dquisición de terrenos de pro-
piedad p,rivada.
El P, E" debía sacar á concurso su construcción y ex-

plotación y celebrar el contrato bajo una de estas dos
formas: la del artículo 3, o entregando al conéesionario la
ejecución oc su proyecto por su propia cllPnta y ricsgo,
teniendo oomo úni.ca compensación el derecho de explotar
el puerto por un plaw determinado; ó la del artículo 4, o
para el caso en quee( 1 P. E " 'decidiera hacer directamcnte
la \Construcción y explotación, en el cual el concesionario
sería un ¡nuevo constructor, y su obra pagada conforme
;í lo que ese articulo di'spone,
Hecho el ,contrato, bajo una «( otra forma, el P, E"
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haria entrega al concesionario de los terrenos fiscales situa-
dos d,entro del perimetro de las obras, artículo 5, o inciso
3. o, y los de propiedad privada serían expropiados. por
cuenta del concesionario, articulo 12.
Este último precepto .;le lá ley cuyos fundamentos eran,

por ,una pi;lrte, quee n ~ studios mandados practicar por el
P. E" se había emitido la opinión de que eran fiscales muchos
de los terrenos poseidos por particulares que á su vez los
defendían como de su legitima propiedad, y por otra, que
lá combinación financiera autóriza;da por la ley no acordabá
a.l P', EOo,el accionar en la e:x:propi.aciónde los terrenos
de 'propiedad privada, y subrogar al concesionario en tod<;>s
los (ierechos y a.cciones de lá nación á los fines de la
expr9piación, cuya ejecución la libraba á su exclusi~a cuen-
ta, para serle pagada en alguna d,e aquellas dos formas o
Dentro ~e )os propósitos y alcance de aquel precepto.

el contrato da la empresa del puerto del Rosario y decreto
del P. E o, niediante los que esa empresa ha inidado como
exclusiva parte actora la expropiación ,de los terrenos de
de la referencia, con la intervención coadyuvante del mi-
nistefÍ.(I' fiscal, ha invocado los derechos de la nación sobre
esos terrenos y los ha opuesto á los de la empresa nlue-
lles ,y depósitos de Comas, y se ha hecho representar por
un plandatario nombrado de común .acuerdo con el poder
ejecutivo nacional.
Por estas consideraciones se rechazan las excepciones y

defensas, que bajo la denominación de personería, opuso
en su contestación, y ha mantenÍJdo ante esta instancia, la
parte ~:lemandada,
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II

Las cuestiones de orden instituciOlnal debaÜdas por las
partes- -como fundamento del derecho .objetod~ su 'coutienda,
a:fectar.' por igual á. la personalidad' de la naéión' como
á la de las provinci~ls, tan.lo en' lo que cOllcierne :i su
respecti,vC'origen y condiciones que las' individualizan, cu~n-
to á 1;-. naturaleza y extensión de'. los poderes y derechos
de que están investidos ..

Esas cuestiones nacieron: con el. pueblo argentinQ. Las
pr.cdujo, fundando en ellas su exi'stencia, independencia y
organización: Fueron la cau::-a. determin.ante de todas sus
contiendas y .luchas. Y fué á costa de estas últimas con lo
que formó 10si nstrUlIJentos imperccedores en que se 'consignó
-la 'decisión final é irrevocab.le que <Í.aquellos cuestiones
daba su ,'oluntad soberana ..

nentro de la nación no .hay nada 'superi;or á esos lllS-

trurúentos; y es deber de la justicia federal elaj)licarlos
de igu~~ ,manera.

Cuál sea la solución que la voluntad cÍel pueblo argen-
tino 'di,ó en ellos á las cucstio~.es dehatidas en la. presen-
te 'Causa es lo que se detcrmirla en los considerandos si-
guientes. por el mérito propio de, aquellos' instrumentos;
dejándose de lado, ante'cedentes, doctrina's y opiniones traí-
das ,.al debate, que, sin autoridad legaO alguna. y. viciados
por el error y su. propi'a insuficiencia. no pueden alterar
ni tlesvirtuar Jo d.eclarado expresamente en aquellos.

IV

Los reyes de España ejercieron un poder de dominio
Yl'0beranfa personal y absoluto, por espacio de más de
tres ~ig'los, en la inmensa porción del continente ameri-

"
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cano con"lprendida desde el Cabo de Hornos hasta el Golfo
de ¡Méjico.
La dividieron en varios virreynatos uno de ellos el á,

del Río de la Plata, subdividido en provmci¡:Ls.
No acordaron ni permitieron á los habitantes de América

participací6n directa 6 indirecta en su organizaci6n, adminis-
traci6n y gobierno. Todo se disponía y ordenaba por el
rey, p aquellos en quienes delegapa su voluntad.
Los 'títulos en que fundaron ese poder fueron: el des-

cubrimiento, la conquista, las in.spiraciones del derecho di~
vino y Ul~a bula <;lel papa Alejandro. VI.
Los pueblos de América oponen á esos f¡¡.lsos títulos y

violenta dominaci6n, el derecho natural que tieenen para
investirse. en su no.mbre y propia autoridad con el alto
carácter .de naciones libres é independientes, con ámplio
y pleno. poder para darse la. forma de gobierno que me-
JOT les cuadTe. Y en esa contienda, librada en la gucri'a
más -trascedental y más grande que registra la historia,
triunfante el derecho 'natural sustentado por los pueblos de
AmériC? como único fundamento y razón de ser de la exis-
tencia de las numerosas na.ciones libres é independientes que
crearon. y él fué inscriptó y sancionado en la ley super'ior
que los .rige, por el reconocimiento que les rindieron todos
los poderes de la tierra:
Estos antecedentes 'condenan lo afirmado~or algunos de

que las naciones de América sean las sucesoras de los derechos
que los reyes de España ejercieron en sus territorios; su-
cesi6n 'que verfe'ccionar,?n renunciándolos en fa"or de las
,mismas.
La República Argentina por la acta. de su independencia

declaró expresamente rotos todos los vínculos que la ligaban
con aquellos Reyes; y definiendo su derecho natural propio,
los coloc6 bajo el seg,uro y garantía de su vida, haberes
y fama.
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'Con él, y solo ,en virtud de él, ha tenido como suyos y
legítimos los límitp.s 'que .como virreynato le fijaron 105 reyes
de España. ha reconocido cómonaciones independientes á
pueblos que dentro de aquellos limites se le separaron, de-
marcándoselos para en addante; manteniendo todas sus
contiendas; d'elimitado sus fronteras; dádose .la' organi-
zación constituciónal que hoy la rige. •

, I "
El domma todo su pasado, fundam'enta su presente, y

está llamado á subsistir, COffi.o la naturaleza de que emana
mientras ésta mantenga suelo y habitantes en lo' qu~ hoy'
son sus límites territoriales,
,La revolución de mayo realizada por elpueblo de la ciudad

de Buenos Aires, cabeza d ': ,la provinr.ia de su nombre y
y capital del virreynato del Río de la Plata, puso ,término
en este último á la domin~ción de los reyes de España/
suplantándoln con lá propia de que in\'iste provisionalment'c',
á la junta que crea y pone en, ejerdcio el día 25 de mayo
de 1810 pna que esta la entregue al congreso de repre-
sent:lI1tes de las provincias. encargado de darles la forma
de gobierno,

Fund;:¡ su obra en el derecho de propia defensa y en
In autoridad natural de los pueblos de reglar sus destinos
presentes y futuros bajo 1:1 forma de gobierno que ellos
se aen

Formula el pacto que ligará desde ese momento á todos
sus pueblos' declarando que el de Buenos Aires, procede
en Stl propio nombre y como gestor de los de las demás
provincias, cuya conformidad y ratificación recabará,

Fija su programa de ejecución, mandando que un congreso
formade por 'representantes nombrados por las provincias,
les de la forma de gobierno que considere más conveniente.

Asume la soberanía originaría que les pertenece; inviste
con íel1a á -la jpnta y al congreso que manda congregar:
y siri destruir todo lo existente, porque su obra á la par
de emancipadora -es' redentora de pueblos y habitan-
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tes. hace: igual investidura en su cabildo y pmvincias, las
que, por ese llecho, cesan de ser instrumento del poder
de los reyes, y se transforman en 6r~ano del: pcider y d~'"
la voluntad de sus pueblos. ,.,,:,', ,"', .,'l,:;'

Dá, en fin,' al pueblo argentino esta dualidad'" inseperable . ~ :'.!

é ~!ndestructible de su ser; la nación y las Ij;ov'fnCl~s'.'" ,".: '1";
C.~:',J~.. : ~ .:.I.;:~

VI . .~.~.~.~

~.:'. 1

Desde aquel momento siempre existi6 la nación, , .
Lo£, gobiernos quc le da la revolución de mayo, la defien-,

den, la proclama librf/ é independiente, le imponen los sigllos'-
y atributos que la personahzan al presente;' y llevand~ !)~: ., .'.
acción más allá de sus fronteras, hacen libres á Chile' };:,':. '

. ~'" ;~J
al Pen" y sacan definitivamente triunfante en Junin y Aya- ,... ,"
cllch0 con sus tropas veteranas de San Lorenzo, Monte-,,' ..'..:"
video, Salta Tucumán, Chacabuco, Maipú y cien éombatcs' ,-
más, Li. causa de la emancipación de todo laque en ,eL. . '.S!
continente fué América española.

• :. r •.! >.
EUr. no desapare'ce ni se eclipsa' en las luchas c~vile:s <:~,:.:.

de 1820. y las qu'e se siguen. ,- \
• ~: (' .r.,i.." ":.

Lopez y Ramírez reconocen su existencia en '"el, ,tl~at;~<:l?;~,.::.,,-,
del Pilar que firman por Santa Fé ')7 Entre 'Rios,., pO,men-, ...;_', '"

..... ..- ..
do término' á su guerra con Buenos Aires.
A Ramirez le sucede Mallsilla en el gobierno de E;ntre ,

Rios; y esta con Corrientes, Santa 'Fe ')I'Bh~d6r:Aires'
celebran el 25 de enero de 1822 elj)rinl{r fi~'fá,ao¿uadrí-'
Mtero 'del 1itoi-al. cn el que la w;1fiesaiti dCd~~~den. "
Es en su nombre que se hatela g~Úfa':':; '1a paz, con

el Brasil,' y se crca á la Banda:--{)ri'ent:ri, ~na¿i6n indepen-
dicnte, con los límites que' lé concede.
Loe; numerosos pactos que' luego celebran' las provincias

son confirmados y 'reasumidos en cl que forman Buenos
Aires Entre Rios'y Santa Fe el 4 de enero de 1831, quees
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aceptado y acatado por todos; y' en él las provincias afir-
man, una ye~ mas. ser partes componentes de la Il:l.sión,
y confieren h representación externa de ella, primero á
una comision y después al gobernador de Buenos Aires.

Bajo el régimen de esos pactos la nación firma tratados
Con la;., primeras naciones de la tievra, y continúa su exis-
tencia .azotada por las mas dolorosas luchas internas que
la han conmovido, hasta que en 1851, Entre Rios, aliada
Corrientes, Banda Oriental y Brasil, inician la' lucha contra
Rosas que. como gobernador de Buenos Aires, había obstacu-
lizado durante más de ,veinte años. la reunión del congreso
llamade á darle la forma de gobierno.

Triunfantes en los campos de Caseros, á ipiciativa del
Urquiza, gobernador de Entre Rios. y encatgado de las.
relaciones exteriores de la nación, los gobernadores de' las
provincias celebran el acuerdo de San Nicolás. que es califi.-
cado por el doctor don Vicente Fidel Lopez, ministro del
gobierne. de Buenos Aires, «como un reglamento ejecutivo
por el que se allanaba y consumaba el cumplimiento del
fundamental que nos rige desde que fuimos nación, pacto
que ha sido siempre, que es hoy y que ha de ser nuestra
ley nacional».

Buenos Aires, no ratifica ese acuerdo y se aparta de
su ejecución.

Las demás provincias lo. cumplen formando' con sus re-
presentantes el congreso general constituyente de 1853, que
dicta la constitución nacional vigente.

Tras larga y sensible lucha, Buenos Aires la acepta previa
r~visión de la misma por una convención que ella nombra,
y cuyo proyecto de reformas lo somete al congreso general
constituyente de 1860, el que las acepta, introduciendo. á
su -vez otras reformas más.

A moción del diputado señor Sarmiento ese congreso mandó
agregar á continuación de su acta de .nstalación. el dis-
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curso del diputado señor Segui, cuyos parra fas más sa-
1iente" y pertinentes al punto que se viene dilucidando eran
así:

«La convención nacional destinada á consagrar la inte-
gridad de la repúbli¡:a, acaba de ser instalada».

«Escrito \estaba. en el libro d(> los destinos de las na 4
ciones, que .la República Argentina seria al fin para la
vida de la libertad y de \as instituciones, lo que fué en los
gloriosos ;cJ.ias de la independencia nacional: indivisible y

una» .
Su comisión encargada de examinar las n~formas' á la

constitución nélcoinal, presentadas por la. provincia de Buenos
A ires.. 'en su proyecto de resolución firmado por los se-
ñores Salvador María del Carril, Dalmacio Velez Sarfield,
José' Mármol, Rufino de Elizalde. Juan Francisco. Segui.
Lui,; .Cáceres. José B. Gorostiaga. formuló en. lügar del
cambio .del título, de confederación, propuesto simplemente
por aquella provincia, el siguiente artkulo, que aceptado por
el ,congreso, es el 35 de la constitución.

«Las denominaciones adoptadas sucesivamente desde 1810
hasta ,el presente á saber: Provincias Unidas del Rlo de
la Plata, República Argentina, Confederación Argentina, serán
en adelante nombres oficiales indi'stintamente para .la designa-
ción del gobierno y territorio de las provincias, empleándose
las ,palabras: Nación. Argentina en la formal!ión y .sanción
de .las leyes»,

Cou é; se puso término á las disidencias habidas sobre el
origen, existencia, nombre. poderes y derechos de la. nación,
no son las provii1-Cias. ni los congresos de sus represen-
tantes de 1853 y 1860 y constitución que estos sancionan
y reforman. los. que la dan vida, .nombre, poderes y dere-
chos, Ella existe desde 1810 con el nombre, poderes y
derechos que recibió de su creador, la revolución. de mayo.
y el congreso que la declaró libre é independientq, Las
provincias y c;:ongresos posteriores solQ han ejecutado la
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misión que aquellos.les confirieron, organizarla, bajo la' forma
más convenicnte.

YII

Las provincias accptando lb resuelto en su nombre por
el pueblo' de Buenos Aires, nombraron 'sus representantcs,
pcdido~ por la junta, .quedandQ así confirmado' y ratificado
sú pacte fundamental.
No tenían instituciones ni prácticas del gohierno propio

que entrab:ll1 á. ejercer. Toda su acción,. vidas é intereses
soninmediatanlcnte requeridos por la g~lerra 'de su inde-
penclenciaque se ~raba vigol"Osa y' resistente en todo el
territ'orio ;Y fuera de él. Apenas instalan su gobierno' pro- ,
,'incia], . estallan en su seno y por todas partes diferencias
y contiendas, que lo aniquilan y ciestruyen, volviendo las
provir¡cias, una y más veces á reconstruirlo. Igual suerte
sufren' todos 10s trabajos y ensayos de organización.,
Más aquel pacto fué el credo' redentor de sus' pueblos,

gravandc en las conciencias su soberanía originaria y la
resolución irrevocable de formar una' nación libre ~ inde-
pendiente; y' es'él lo' únicQ que. los alienta y guía para
luchar, en la forma que lo hicien:nl, por su 'ind'ependenCia '
y organización constitucional, forjada ésta. última en sus
contiendas violentas de más de medio siglo.
El peublo de la nación le dió su más alto, sólemne y

expreso reconocimiento y s:anción en s~ declaración ¡le. in-
dependencia. El congreso que la hac.e. en Tucumán el 9
de julic de 1816. «estaba formado como él lo ordenara
por represe,ntantes de las provincias que, invocando el nom-
bre y autoridad de los pueblos que representan, declaran:
que es voluntad unánime é indiscutible 'de las' provincias
el romper los violentos vinculas que las ligaban con los
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deración' y que por medio de \m congreso general federativo
se arregle la administración general del país, bajo el sis-
tema federal su comercio interior y exterior, su navegación,
el co~ro y distribución de las rentas generales y el pago
de la deuda de la República, consultando del mejor modo
posible la segmid'ad y engrandecimiento general de la rep(l-
blica, Sl~ crédito interior y exterior, y la s!lberanía, libertad
éi ndependencia de cada una de las provincias}).

El cumplimiento de esa cláusula, Í'mpedido por Rosas,
como base de su dominación durante más de 20 años, fué
la enseña que levantó Entre Rios en su lucha con aquel.
,y sin salir de la misma,' declara ello de mayo :de 185Ü

1.0 «Que es la voluntad del pueblo de Entre Riano reasu-
mir el ejercicio de las facultades inherentes á su territorial
soberanía, delegadas en' el gobernador de Buenos Aires en
virtue del tratado de .4 de Enero de 1831,

2. ° Que una: vez manifestado así la libre voluntad de la
provinci::>de Entre Rios, queda ésta en aCtitud de entenderse
directamente con'los demás gobiernos del mundo, hasta tanto
que congregada la asamblea nacional de las demás pro-
vincias hermanas; sea definitivamente organizada la repú-
blIca.

Esa fue la personalidad con que Entre Rios celebró los
tratados de alianza con el Brasil, Banda Oriental y Co-
rrientes, 'que la' había asumido en igual forma que Entre'
Rios ; la misma con' 'que todas y cada una de las provincias
estipulan y aprueban el acuerdo de San Nico'tás, en el que
reproducen en' su resotución segunda aquella cláusula 5. a

artículo 16 del tnitado de 4 de enero de 1831; la que
ejercit:H al nombrar sus representantes á los congresos gene-
rales de 1853 y 1860; y en la que Buenos Aires pase
tU fJ posici6n á aquel acuerdo '; 'sus resis'tencias y luchas al
congresc dé 1853; constituCión qüe este' sanciona, gobier-
no general que ella 'crea j Y' con la que, én fin, pacta la

•
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reyes de Espafía, recuperar los derechos de que fueron des-
pejadas é, invcstirse del alto' carácter de una nación libre é
independiente; quedan en conse<;:uencia de hecho y de derecho
con pleno y amplio poder para darse las formas que exija
la justici'a, é impera el cúrnuló de sus actuales circuns-
tancias, Todas y cada una de ellas así lo publican, declaran
y' ratifican comprometiéndose por nuestro medio al cum-
plimiento y, sostén de ésta su declaraci6n, bajo del seguro y
garantía 'pie sus vidas, haberes y fama)).
Aquel congreso de Tucumán intenta como los que le

proce'diei'onde dar la forma, de gobi~rno; pero tanto él
como su obra en ese sentido sucumbieron en medio de

, .
contiendas a:rmapas, que ponen una vez más en .manos de
las provincias ia elaboraci6n de su organización.
A' est;' última' proveen Buenos Aires, Santa Fe, Corrien-

tes y Entre Rios, en su tratado de 25 de enero de 1822,
en el que, á. la 'iez, reconoce y 'defienden su libertad, in-
dependencia, representación y derechos respectivos, é igua-
les á los suyos, en cada' una de las,demás provincias.
El 22 de mayo siguiente, Entre Rios, promulgó su estatuto,

\'erdadera constitución provincial perfecta, que en sus ar'-
tieulos.l y 2 define de acuerdo con los pactos funda-
mentales, la condición de Entre Rios,', dentro de la naci6n'
y ,forma de llega.. á. su organizaci6n definitiva diciendo:
Art. 1.0 La p'rovincia de Entre Rios en el rio de la Plata,

, se declara y constituye con la calidad de por ahora y' hasta
la !sanción y últimas declaraciones del' congreso' general de
todas ,sobre la forma de gobierno, en' un formal estado y
gobierne' reprcsentathio independiente, bajo las leyes que por
este ~statutosf' establecen)).
:Art. 2.<1 Ellél; es't1Jú parte integrante de la~ provincias-

unidas del rio de la Plata y forma' 'con todas una l¡ola
nación que se reconocerá bajo aquel dictado ú otro que acuer-

I

de el congreso gelieral, á cuyas declaraciones se sujeta desde
ahora y promete estar y p'asar por ellos sin contradic~iól\,
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así en esto como en todo lo 'demás que le corresponde.
Sus autores determinaron los antecedentes y modelos en

que habian basado su obra, dicendo en el manifiesto que
dirigi6al congreso provincial de Entre Rios á los pueblos
y habitantes de la. provincia.
«Os engañaríamos si nos lisonjearamos de presentaros un

invento ó secreto particular en: este orden. Con semejante,
propósito más habríamos aspirado á hacernos vanamente es-
pectables que á ser útilés y corresponder á, vuestra, con-
fianza, y ni nosotros tenemos talento suficiente para ello;
«lÚ parece que hay renta alguna nueva que descubrir en
la' materia, despuésd e lo que se ha apurado por el espíritu
constitucona 1 tan geineralizado en éstos llltimos tiempos}),
«Nosotros no hemos hecho más que recoger y acomodar

á nuestras exigencias y circunstancias el resultado de las
meditaciones de hombres superiore's á nosotros, que han sido
sancionados desde mucho antes de ahora" promovidas y res-
"petadas por las naciones y 'pueblos, cuya 'opulencia y en-
'grandecimiento emulamos}).

El bosquejo 'es perfecto, y muy distinto y superior á las
instituciones que eh aquella fecha se había dado Buenos
Aires consideradas por algunos como el modelo seguido por
las provincias al. darse 'sus constituciones y raiz genealó-
gica d'e la nación.
Forman las provincias el congreso de 1825 ; y constitución

promul'gada por éste y gobierno' nacional establecido de
con'forinidad á la misma. caen y desaparecen por luchas
violenúls que col~can' á las provincias en situación de co-
menzar de' nuevó su miSión organizadora.
Más esta vez la empiezan por definir previamente' ellas

mismas en sus tratados cu~] es la voluntad de sus pueblos
que sUs representantes en el congreso han de expresar; y
concluyen por uniformarla en los términos contenidos en

\ .
el artkulo 16, cláusula 5.a, del tratado de 4 de enero de
1.8Sl,' aceptado por todas, 'e~tipulando : '«el reunirse en fe-
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reV!SlOn. de la constitución, proyecta sus reformas, nombra
sus representantes al congreso general de 1860, y acepta
y jura la constitución de la nadón.

Por esos pactos las provincias con'¡inieron en nombrar sus
representantes. al congreso llamado á organizar la república
con estas limitaciones: Hacerlo bajo el sistema federal y
consultando del mejor modo posible la seguridad y engran-

"

decimiento de la república, su crédito interior y exterior
y la soberanía, libertad é independencia de cada una de
las provincias.

La necesidad de estos pactos les estaba impuesto por las
enseñanzas de todo su pasado y la situación por demás
extraordinaria en que se hallaba al tiempo de celebrarlos;
- y la'.; misn}as disidencias de Buenos Aires, que le siguie-
ron, evidencian que no fueron bastantes para consumar su
obra sin librar nuevas contiendas armadas.

La personalidad, poderes y derechos con que las hadan
era;! aquellas de que fueron investidas por la revolución
de May( de 1810; los mismos con que aceptaron y confir-.
maron el pacto fundamental que ella les formuló: los que
en la acta de esa proclamación se les reconoce en la forma
más expresa y solemne ;, los que las provir;'cias argentinas
se dieron con el mismo derecho, bajo la misma forma,

" '
y con los mismos sacrificios y esfuerzos supremos, con que
sus pueblos dieron vida,independ~ncia y organiza,~iól1 á
la nación de que forman, parte. Su orígen y fundamento
es el poder y voluntad soberima de sus pueblos. Sus dere-
chos y facul tades son los inherentes á su soberan Ía origi-
naria. Y entes capaces de reglar su propio nacimiento y
destinos futuros, forman con el acto mismo que les dá vida
el pacto de la revolución de l'vlayo, una entidad superior, la
nación, que las comprende á todas, y cuya forma libran
á. un congreso de representantes de las mismas;' sin que
haya distinción á hacer entre .las provincias que así proce-
dieron ~r las que surgieron después por desmembracionés
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consumadas por sus propios pueblos, 6 por los gobiernos
directores de la guerra de la ind,ependencia, por ser todas
exactamente iguales.

VIII

Congregados sus representantes de los Congresos de 1853
Y 1860, llenan éstos por fin la misión que les fijó la revo-
luu6n de 1\1ay<:>d' 1810, dando á la nación argentina la
forma de gobierno conforme á las limitaCiones, del, mandato
dado por las provincias.

En el preámbulo de la constitución con que las cumplen
incorporan como base fundamcnta 1 deellci y de la suprem1
autoridac y función con. que proceden. todos los 'pactos pre(~-
xistentes que dieron vida al ,pueblo argentino como nación
libre é independiente,' formada desde su od,en po" las pro-
vincias que la componen. Y cumpliendo con escrupulosa fidc-
Hdad ~9do lo resuelto en aquellos pa:ctos, declaran en Sil

., , '. ,\

artículo 10 que la nación argentina adopta para su gobierno
la forma representatiYa, republicana federal, según lo esta-
blece la presente constituci.ón, en cuyos demás' preceptos
proceden consultando- del mejor modo posible la seguridad
y engrandecimiento de la n~pública, Sll crédito interior y
exterior y la soberanía, libertad é indepel1dencia de cada
una de las provin'cias.

Esto es lo que constituye la diferencia fundamental que
existe entre la constitución de la nación argentina y la
de su principal modelo confesado por sus constituyentes;
Ia- 4e los Estados Unidos de Norte América. Esta última
(ué ,un pacto entre estados, que, modificando otro anterior
y 'refiriendo su aprobación á la ratificación ulterior que le
dieran, c'reaba, por voluntad de. los mismos y 'delegacjones
de poderes y dere'chos que acordaban el pueblo, y la nación
de los Estados Unidos y su gobierno general, conservando
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los estados sU existencia a,nterior. Sin m<is modificaciones que
l?s estabiecidas por ese pacto, que alcanzó la rati~icación
de todos ellos, La constitución de la nación argentina nada
de e so crea; pueblo, nación, provincias, gobiernos generales
y provinciales ya existían. Su misión eS,taba limitada á orga-
nizar le existente, dando 14 forma de gobierno más conve-
niente á todas esas entidades nacidas simullancamente, por
fuente de poderes y de derechos, y sin. delegaciones de .espé-
cie alguna entre si.

La Iconstitución de la 'nación argentina llenó su 'misión
invistiendo aJ gobierno federal con lodos los poderes que
estimó conveniente, de acuerdo con Jos pactos preexistentes
y declarando, en su artículo 104 que la~ provincias conservan
todos los poderes no delegados por la constitución al, gobierno
federal.

Esta es la' regla en que se basa la 'organización constitu-
cional de la república, aplicable a 1 territorio, como á todo
lo :demás que ella comprende.

Las provincias que habían asumido todas las facultades
inhérentes á su soberanía territorial h~sta tanto fuera 'defi-
nitivamente organizada la república, conservan es,!-s Ilfismas
facultades, 'sin- más excepciones que ~as delegadas por la
qol1stitución al gobierno federal.

"fueron las provincias las que organizaron la propiedad
territorial, dentro de sus' Hmil:'es, reglándola con la acción
de sus poderes.

Lí ley de 17 de. Octubre de 1862, les reconoce ése poder
y declara como territorios nacionales á los especiales fines
de la constitución" ]05 sit.uados fuera de lós límites de las
provincias.
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El gobierno federal s610 ejerce el poder de legislación ex-
clusiva en lugares situados dentro de las provincias, ,-.1 los
casos del articulo 67 inciso 27 de la constituc'ión.
El código Civil consid.era á. las provincias como estados

soberanos é independientes en lo que concierne á la adqui-
sición de bienes inmuebles en las mismas.
Las provincias legislan sobre la enagenación de su teuito-

rio á particulares sin más límite que el señalado por la cons-
titución.
Todas las leyes federales y provinciales lo reconocen y san-

cionan, y sus poderes judiciales lo tienen declarado.

x

Forman parte del territorio de cada provincia, sus ríos
interiores. y los que les sirven de límites; y gobierno' federal
y provi.ncia respectiva, ejercen sobre ellos sus poderes con-
forme á, lo dispuesto por aquel articulo 104 de la constitución.
Buel~os Aires, Santa Fe, Entre Rios y Corrientes, tenían

y tienen, como uno de sus límites al río Paraná.
Santa Fe no era una de las provincias 'del vireynato. Asume

la personalidad de provincia, separápdose de la de Buenos
Aire~;, de que formaba parte, en las luchas de la indepen-
dencia, y orgallüaci6n de la república, dándose por terr.i-

~I - .

tori~, no sólo el design¡¡.do por su fundador á la Ciudad de
Santa Fe. sin6 que también el conquistado á todos rumbos
por ~I .esfuerzo de sus hijos. El decreto del directorio creando
las provincias de Entre Ríos y Corrientes la limitó á' su .
oriente con el río Paraná, al señalar á. éste como límite ,occi-. ,

dental de aquellas.
l_as palabras mdrgen pccidental del río Paraná, margen

derecha del río Paraná, río Paran á, con que las constituciones
de Santa J.'e declaran su limite oriental, están empleadas con

1
(
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el 'sent-ido y alcance que tienen en los Jnstrumentos con
que los estados soberanos, libres .¿ independientes fijan sus
límites; é implicaii el dominio y soberariÍa que.'ejercen sobre
el río se¡'íalado. como tal.

Aquellas cuatro provincias cjercieron su soberanía sobre el
río P;u<lIYá, más, sin olvidar ni desGollocer en momento
a 19uno los .poderes del congreso general llamado á organiza!
la Ilación. Así lo consignan en sus tratados; y su más alta
comprobación esti en las aduallas que crearon, las quc;
en la difícil hora de consumar. la orgallizaci<'m constitu-
cional,' resisten p¡'imero y luego, venciéndose á sí mismas,
las entregan al gobiemo federal, COIl todos los poderes sobre
aquél río, que ellas en.rraiian y como las más preciadas arma.s
con que por su parte cclncurrcn á constiluir y afianzar la
unión, El paz, la seguridad y cn~ra.ndecimiento del pueblo
de la Nación; más, con esta Jimitarión, la de no puder st'r
suprimidas, por ser todas ellas exteriores. Artículo 67 incislJ
9 de lae onst ilución.

XI

No existe en la constitución'y en la c;lu~a no se ha in\"~cado
precepto que cn forma expresa dedarc que corresponde al
gobierno federa ¡ el cjerci,:io exclusi\"o 'Y absoluto de todos
los poderes que entra¡'ja el dominio Y soberan ¡a 'sobre los ríos.

Se le hace derivar dc poderes delegados ;11 gobierno f(~de-
J"al, estimados' como necesariamente. exc1uyenccs del ejercicio
d~ tecle' Gtr(l poder en lo,; ríos' de parte de las provincias.

El actor ha invocado como tales el artículo 26 que dccl:áa
~(La navegación de los ríos interiores de la na~-ión es libre
para todas las banderas. con sujeción únicamente á los regla-
mentos que dicte la autoridad naciona.l.»

Los incisos 9,12 Y 14 del artlculo 67 que acuerdan al con-
greso' las facultades de reglamentar la libre navegación de
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los ríos' interiores, habilitar los' puertos que considere con-
venientes y crear y suprimir acl;':::\Ilas, sin que puedan supri-
mirse las' adu'anas exteriores que existían en cada provincia,
al tiempo de su incorporaci6n, reglar el comercio marítimo'
y tcrrestre con las naciones extranjenis y de las provincias
entre sí, arreglar dcfinitlvam,cnte los IÍmÍ1'es de la naci6n y
fija r .los de las provincias.

"Ir .el artículo 108 que enumera prohi~iciones á. las pro\'Ín-
cias, en'Je las que figmélll las-.que son objeto ele esas
facultade,,' del congreso ...

En lo~ consider£l n :Jos que siguen se demuestra la falsedad
de aquel aeerto.

XII

La facultad de fij<lr los límites. cuando se aplica á las pro-
vincias y? existentes, está limitada á s6lo los controvertidos,'
y no excluye el natmal p0cJcr que e~las ti'.?nen para arreglarlos
5,:0Iuntariamente' entre. sí, '~on c{)lIocimientó y aprobación del
congreso.

Par;,' alterar las establecidas, porque nunca fueron objeto
de contienda. ó l)or estar ya dirimida, es necesario el CO'1CursO
de. la voluntad de las provincias, conforme lo ordena 61 ar-
tículo 13 de ¡a con,tituci6n, que es el que ks g-ar;lnte su

personalidad soberana, lib¡"c é indcpcn\lientc dentro de su
territorio.

ElJa~ h<ln dirimido' ~us contiendas sobyc 1 Ímites por otros
medios, propios dc su voluntad, como 10 son los tratados y
fallos arbitralcs con que '10 han hecho. e

El río Paraná. está declarado como limite de las provincias
de Entre Rio;, y Santa Fe. m;1s nunca fué considerado cómo
territoril' nacional interpl1es1;ó entre amba provincias.

L, cota ms. + 5.20 fijada al río Paranáen el puerto
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del Rosario, no es el deslinde de la nacióli y de la provincia
de Santa Fe en ese lugar.
Es ur. acto administrativo de la nación realizado sin 111-

ten'cnción del congreso y de la provincia de Santa' F~,
limitadü á sólo aquel puerto y á los múltiples fines que ella
responde o
. Podrá servir esa e ota para des:indar jurisdicciones del
gobierno federa~ y de la provincia de Sallta Fe, más la ju;:is-
dicción y su deslinde no implica un poder de dominio y

soberaÍlía exclusivo dentro de la organización dada por la
con stitución .. si ésta no lo eleda ra as í.
Dorninio, jurisdicción y. solJemaía los tiene el gobierno

. federal er: todo el territorio .sobre todas las personas y sobre
las mismas pto\'ipcias, con forme á los poderes que le delegó
la constituóón. Y sin emba rgo, como ya se ha e,"idenciado,
eiJas no' excluyen, ni chocan con el dominio, jurisdicción y
s:oberanía que conservan las pro\'incias, en su tcrl'itorio, per"
sana;;;, y dem;ís que 'él contenga, no deleg'ado en aquél.
La. detennill'lción de niv('les eil tierra firme que el ejecutivo

nacional está haciendo ej(:"utar á base del O R\acl~-~.Ie;oC11 el
puerto de la capital de la nación, son aná;ogas á los que el
mismo hace practicar en los ríos fijando los de cada puérto
con. relación también á aquel O del Riachuelo. Y esa,determ'Í-
na-CÍón consumada sin intc,'vencióJl del congreso y de hs pro-
,-incias. ~' respondiendo tan sólo ¡í la necesida:d de conocer
el territorio. á todos los fí'),:, de. <1 a'\mi ii~traci6n, en -"nada
afecta á los poderes ele las provinci~s, ni modifica en punto
alg'ullo á la línea que clcmarc.\ los poderes clel g-obif>Tllo
federa 1,

XIII

La necesidad de que la na.ción intervenga, á los altos fin~s
que' la moti\'an. en el acto de dar entrada. Ó .salicla en SU3

fronteras á tocio lo que concurre al intercambio que man-
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tiene con las demás naciones, ha determinado la existencia
de leyes especia les, de autoridade.s encargadas de hacei"las
cumplir; y de que aquella entracla y salida é intervención del
estado ~61u sea permitida en los lugares fijados al efecto y
pwbibid2- en todos los clemás,
Los poderes que esa función requiere han sido delegados

por la constitución úl gobierno l'ede¡'al, y entre ellos está.n los
de «habililar puertos y crear aduanas»,
La fUllción de habilitar puertos se realiza determinando

los luga ¡'cs que en los ríos y mares de la repúbtca es permiti-
da la entrada y salida de buques, y practicar en ellos las ope-
r~ciolles 'confiadas á la navegación, ,
Las aclu<JJ1as son las reparticiones encárgadas ele hacer

cumpli¡ en los pucrtos y lugares habilitados en las fronteras
terrestres la legislación especial dictacla por el congreso,
Para habilitar ií. los unos y crear ;Í los otros no es nec"sa-

. rio quc el gobici'llo federal tenga c.1 dominio y soberi)J1ia ex-
c111~1,'osobre eletnlminada porción de tierra firme, río ó lnar,
Le basta el poder exclusivo qu~ á esos objetos la tiene dado

la constituci6n, el que comprende ;Í todo el territo"'rio, pe' so-
nas y cosa~ en él existentes, ó que vienen á dar entrada en'
el mismo, : I
La cletctmiJnci6n de un lugar como puerto, no se hace

tan sólo en mérito á las condiciones naturales que presente
el rio 6 mili' el) un punto dado, sino principalmente obedecien-
do á un orden de motivos superior reglado especiahnentp
por .las leyes económicas, sócia les y poI ít kas. que deciden mu-
eh as veces en favor de I,ug'ares los menos fa,.oreciclos por la
naturaleza
Tampoco supone la existencia de centro de población, ni

de obras del arte humano,
Habilitado como put'i'to, queda ese lugar librado á la acci:YI1

privada y,de los poderes públicos, bajo el régimen que á, todos "
les tiene establecido la constitución,

. -.,1',.
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L" libertad de nayeg:n y comerCiar en los ríos y ma res
del "i'Teynato del Río de la Plata, fué uno de los motivos
de ot"den económico que decidió á. sus pueblos á erigirse
eri ,nación, indepcndiente; y es quizás lo que después más
ha trabajado al pucblo argentino en sus contiendas de organi-
zación y la que al Iwesente i nte,'esa más á sus habitantes y

poderes 1í;:onstituidos. ,
Fué ella una de las C;lllS:lS quee determinaron á Entre Rios '"

á luchar con~I'a Rosas, quien le impedía la navegación y co-
mercio en sus ",'io,; y PUCi'lOS y la cii'cula<.ión de la moneda
metálica, E inmediatcmente de vencerlo. el congreso gene-
ra! de 1853 la consagra Í'n los tra tados con \'arias naciones
que aprueba, y en la constitu<.ión que sanciona: dando f la
vez á la ll:lción la org'anización y programa -m:1s a(;abado y'

perJecto para su v.ida y desenvolvimiento económi::o,
,Declarada aquella libertad po'" los :lrtí-.'U'05 26, 20 Y demás

conco¡'dantes de la constitución, está asegurrlda como los dc-
más pi incipios, ga ran tías. y de ,'cchos que ella reconoce, por lo
que disponc su artículo 28», úno poder ser a Iterada por las
leyes que reglamenten su ejercicio».
Al ckclarar:a en esa fOt'llla, la n ,ción argentina se anticipó

en n1licho á lo común de las demás naciones que no la tenían
aun así consagrada y cuya conqui'sta todavía no ha sido lleva-
da ,definitivamente á todas partes.

XV
Los ríos no son. como ('1 aire y la luz, ag'cntcs naturalc;s que

escapan éÍ la apropiación privada y al dominio y soberanía
de las n:1ciones, Los pueblos asentados en St)S riberas y
territorios que bañan, lo someten á su dominio y sobc:ranía
cpme lo declara la constitución argentina en lo!;' artículos
arriba citad03, y 10 reconose y ,-Sanciona la ley internacional.
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La naturaleza no los ha hecho' aptos tan solo para la
na\'egaci6n y el comercio y limitar los territorios de Jos
estados, En ellos se cumplen también ott"(lS prindpios, 1?:ara11-
tía" y derechos reconocidos por la constitución y que gozan
del mismo respeto y conside raciól; que aquella libertad, «la
de no poder ser arterados por 1as leyes que reglamenten su
su ~jer¿-iCio)l.
Cada u~o de' ellos determina llll poder en el estado y se'

extiende ú todo lo que en sicomprenclc el dominio y sobera-
nía. ck'. mismo sf,llnc sus ríos,
\' así COl1 la naturaleza ha h(~cho armón icos á aqu llos

principos, ~arantías, y derechos; con la misma armonía la
o.1nstitución ha organizado los poderes que le ¿on correlati\'os,
delegándo"les en parte en' el gobierno federa.l y en lo restan-
te ,decJarándolos ele. las provincias.

XVI

La nación argentina es una de las más pridlcgiadas de h
tierra. 'por los dilitadas costas de mar y. número é impor-
tancia de los ríos de su territorio.
Sobre ellos ejerce, el poder de dominio, soberano é illde-

peildiente. que .acuerd;l el derecho natural reconocido y san-
r:ionado por la ley de las naciones.
Nada' escapa al poder incolltrarrestab1e é inflexible ele las

leyes natura1l;s. que rigen aquel dominio, 00bierno federal y
Provincias y.con ellos, todos los elemento.s que los constituyen.
¡'cpresentan y sirven, los cumplen, somet\éndase á su nect"saria. \

ejecuci6n 6 soportando las consecuencias siemprt' funestas,
cuando se la s s~planta con el error ó lo arbitra rio de la.
voluntatl humana..
Son esas leyes riatura les las que "han determinado :1 sus

habit::mt'es y poderes á levantar 'con preferencia en las márge-
nes de sus \Íos las ciudades y demás que contienen. ,y referir
a las mismas todo, cuallt(). interesa á la .p'oblacióll, la 'producción



y circuiación de la riqueza, .6 que concurra á su seguridad,
eng.,'andecin:j.ento y pl"Ospei"idad.

La na tUi"alcza no ha hecho completa la obra que requie •.en
la vida y Q.estino de los pueblos asentados sobre l.as mi,'genes.
de los rios, y obedie~ldo también á leyes natui"ales, avanzan
sus ciudades h:lsta fund:ll11entarlas en el canal profundo de
los 'dos, si ásí les es ~lecesario.

Ese 'duecho natural de los pueblos determina poderes igual-
mente natu •.ales y necesarios en sus gobenfantes. Y cuando
el propio pueblo no puede hacerlo, lo realiza su pro\'incia Ó el
gobierno federal.

Ejemplo de ello son lo común de las ciudades Icyantadas
saIne bs mái"genes dd rio Paraná, y particularmente el Rosa-
rio, iniciada y desa.-rollada en su origen por la sola acción
privada, concluida y perfeccionada luego pOi" la prO\'incia de
Santa Fe ' )a que después entrega al gobierno federal taJi solo
el puerto habilitado y. aduana existénte en la. misma, y en la
que hoy la nación construye las obras del puerto que ha ori-
ginadc. la presente causa,

Tampoco la naturaleza ha dado á sus ríos canales uni-
formes y estables que aseguren en tocio tiempo, especial-
mente á Jos buques quc.hacen la navegación de cabos afuera,
su entrada y salida á- 105 lugares habilitados .para la nave-
gación y comc;'cio ma i'Ítimo ; y seda i,\usoria la libertad de
comercio y ~laycgación, Y lodo connto de emancipación econ6-
'mica y poJíticn si estu \iiC'l'a vedado . al esfucrzo 11l!111anQcom-
binado con las fuerzas de la l1:tturaleza cl darles á aquellos
canales la profundidad y estabiliclad que sean necc3a .•.ias,
sin otn límite que el e qu(' les -o;)onga en forma. in,3uperable
la rnism? naturaleza, •

La constitución -ha .provcj Jo á ('sta suprema necesidad, acor-
dando C0nrUrrel)temerite al gobierno federal y á las pnwin-
cias los poderes que exp.-esan sus nj,tÍ<:ulos 67, inl.isos 16
y 107 : los que' compren -len hasta la acción privada solicitada
por medio3 artificiales, las ,con :esiones temporarias y recom-

,
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pens,ól,sde estímulo, llamados á. desaparecer cuando la repú-
blica alcailce, en su plenitud, la capacidad económica de bas,-
tarse (.1 si mi;;m3,
, La acción del gobierno federal, en esta materia fué califi-
cada en la ,primna memoria de su ministerio de Obras PÚ-
blica~ creado en 1898, como la de un abandono sistemático
página 109 ; y es de esc entonces quc data la acción cons-
tante y ordenada que el gobierno nacional ejercita sobre
ellos,
SlIS esfue.i"Zos durante losnll'("'c años transcurridos desdi'

aquella fcch;.¡, no han sido bast;mte para dar solución fillál á
problemas capi¡'aJes que 'ia rcquie1'en en forma perentoriJ,
C0l110 lo son entre ot('OS, el cO~l;;truir y ascg-urar canales que
permitan ~ los buques de 111<1YO¡'calado entrar al río de
la Pbu y ;í .-a, p,incip:l:cs puertos.
l'ampoco ha dadó soh1'.:ión, ron cará.::tcr de defi'nitiva. ,1

ning"uno de los proyectos y obras 4ue ha,emprendido ; y es-
tudios y proyectos no ,han sido llevados á todo lo que cte-
ben comprender y á poder formar un programa acabado de
Jos mismos
Más todo ello ha sen'ido par;¡ e,'idenciar. que. sumados

el 'esfueno y recursos del gobirrno federal. provincias y,
particulares. no son suficientes para estudi;H. resoh'er. pro-
yectar y ejeCUlrH las obr;¡s que exig-en sus rí(~s y puertos den-
tro de un término dado; fijando especialmente con ellas las
bases ciert;¡s y definiti"as que requieren su pohlación. pro-
ducción. coniercio. ferrocarriles. a"ocado al presente á su-
frir las más gran'eles transfOl:maciones por la acci6n de Jos
puertos de ultramar que se formen. y profundidad que á
sus cana les de acceso sea. dado a.segura r.
Las provincias han ejecufa ,lo en sus ríos, tant;¡s obras cuan-

tas le .ha pnmirido su capacid;¡d ,financiera. Y á. medida que
la mejoren conquistando para ellas y para la. nac:i6n los
primeros puestos entre los potentados de la tierra. irán so-
metiende' sus dos )' c6rrientes de agua.s á la" satisfacción de
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SUs nece,Ídades. en armonía CO:l la acci6,.1.que en igu'.l sentido
ejerciten sus habitantes y el gobierno fed~ral.
Dentro de lo quc. se lleva expuesto, está virtualmente justifj-

ca-:l0 el. do:nin'(} y soberanía de )as provincias ejercitados. , . ...
por sus podues y ciudades sobre sus ríos, sirviénqose de
ellos y adqui'ricJic1o de los mismos todo cuanto le es necesa-
tío para los usos y necesidades de la vida. Y excusando la
enumeración de esos objetos, detenniilaclos los más de ellos
en lós antecedentes administr;¡ti,'Os con que se ilustrado la
discusión de la C;¡US;¡ sl)lo se expresan á continu;¡ción los
muy importantes que aparecen silenciados.
El dominio y soberanía sobre los ríos se extiende ¡í su

511(:1(, y á lo que está debajo de él y al espacio aéreq que los
cubre: y las pn)l'in'cias, como la nación, 10 han ejen-ido siem"
pre, que. con sus obras han hecho uso de unos y ot.ros.
El río Paran á comprende dentro de su lecho á un in-. .

menso territorio compuesto de numerosísimas islas. formadas
por los brazos no menos 11l1lneroSos é importantes en que
aquel se divide. particularmente desde más, arriba ele la ciudad
del Rosario. hasta su confJuéncia con el Uruguay_
En el puerto del Rosario y de -ahÍ' para abaja, la altur:1 e11"

las ag'uas del río Paraná. es la resultante no sólo. de las
fuerzas que gobiernan á las pro.pi~.s sino que reciben las e1el
Uruguay y prinCÍ'¡;almente las del Ría de la Plata, que {l su
vez las rccibe del océano.
En esa posición, la mayor parte de las islas, y grqndes

extensiones de la pa rte sud de la tierra firme de Entre R ios
son ,cubiertas po.r las aguas, cuando. éstas alcanzan en el
Rasario da cifra señalada co.mo cota.
n,aja el daminid, y soberania de las provincias. ese territorio.

ha' sido entregado. al dominio. de lo.s particulares; y éstos
se han radicado. en él y producido en tal cant ¡dad la riqueza
que 'hace ya algún tiempo.. supera en po.blación y productos
á lfls tierras firmes que les san veC1l1as.
Buenos Aires y Entre Rios, ejercitando. pQderes de que han
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gozado desde su origen, fijaron el Paraná Guazú como límite
de ellas por tratado de 10 de diciembre de 1902 ; qucdnndo
de In primern la porci6n situada á la derecha, y de ];¡ segunda
la izguierda : contenieendo ambos brazos, como él Paran á de
las !Palmas, Bra\'o etcétera tan importantes como el establecido
por límite, y que sirven igualmente á la navegación de cabos
á fuera,

XVII

Organiznda la nación y entregados al ~()bi('rno feeJernl el
puerto y aduana del Rosario que tenia la provincia de Santa
Fe, éstn, nntes de que aquél decretara la ejecución de obras
pa¡:a ese puerto, veneJió los terrenos objeto de la Iwesente
contienda, ubicada's en el mismo, en su mayor parte en la
playa 'eJel do Paraná,

Su comprador el señor Comas, y sus sucesores hasta la
empres;:¡, muelles y depósitos eJe Comas, los han colocado
por su esfuerzo, propio, accióh concurrente del mismo do y
de aque1 municipio, y con d benepl á'cito de los poeJrres j)i'O-

vincinles y nacionales, en jas condiciones, referidas en la
acta de foja 51, según la que: todos ellos'están consolida-
dos y adheridos á la tierra firme; hnn cesado de ser ribera
por sn cota 8 metl'OS 20 ccntimet't'Os arriba del cero señalado
á aquel pue'rto, altura á la que no llegan las m;is altas
aguas ordinarias del do Paraná; SI' encuentrán separados
de este do' mediántc un gran muro de ladrillos nscnt"do en
cal y cemento' poáland; y contienen edificios' q'ne en el
momento de la expropiaci6n ser"hri de depósitos dé adunn'a, '
Además, las obras para ese puerto mandado con'slTuir

por la ley númeí'O 3885 nvanzall sus muros dent'ro del río
Parnná' más allá de los expresado's terrenos.
Estos" antecedentes y 10 dec~arado en los considerandos
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anteriores demuestran que el. gobierno federal no., tiene el
dominio y soberanía exclusivos s'obre los t~rrenos' de quc se
trata, illl'ocado (0010 fundanH'nto de la demanda: que la
provincia de Santa Fe ejere,itando los poderes ele dominio y
soberanía que le son l)(opios pudo venderlos y el señor Comas
compr:¡í'los, si con ello no I~erjudi<.aban á. 1h libertad .de
comerc,io y n;1I"cgáci6n 6 algún otro poder concurrente que
ejercitara la nación; y que habiendo resultado esas ventas
y obras, ejecutadas en los terrenos, como las m,ls útiles y

eficentc~' para la navegación y comercio y servido de' aquél
.y para las obras que en él mismo ordena construir la ley
3885 el dominio privado ;lsí n"eado ha venido á quedar
perfectl) por estar hoy libre de aquélla, única causa resolu-
tiva capaz de-hacerlo desapal'ccer,

XVIfI

Los preceptos del código Cid! inl"ocados por l;:¡ parte
actora como fundamento de conclusiones que formula en su
élemanda y que hacen a] dominio público é inenajenabilidad
de los cauccs de los ríos ID vcgables y sus playas. tienen todo
su alcance y razón de ser en los preceptos de ]a constituci6n,
expuestos precedentcri1ente, lejos ellos y éstos de contrariar-
se n.i.desvirtua rse entre sí, sobre punto a] guno, porque ambas"
leyes 'en sus disposiciones guardan y deben guardar siempre
perfecta 'ti rmon ía,
Así .la condusi6n ya, sentada, no choca con el princip.io de.

la in;¡]icnabildad é imprescriptibilidad de los b,ienes p(lblcos,
porque, él es sólo absoluto respe'cto á las cosas en que hay
una imposibilidad natural invencible, como ocurre con e] mar
ó los rios cOll'iic1erados ('n su totalidad (Ofl-corpus), pero
no H,specto de aqueJlos que son tales pC)r su destino 6 que, _.
si bien lo s,On también par su nat'.lraleza, san susceptIbles de
ocupación parcial y que el hombre 6 los pueblas pueden en,
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esa forma' hacer servir en sus 'necesidades, en cuyo caso se
encuentran las riberas y aun la parte profunda del cauce de
los ríos yaguas navegables, J~n ese último supuesto :y siem-
pre que no se obstaculice la libre navegaci6n, nadaim-
pide para que por un acto del poder público, puedan esas
cosas ent.regarse al do"i11Ínio privado, sobretodo en presen-
cia ,de una necesidad pública. Así como el gobierno pued~ deg-
calificar un bien público que 10 es por su destino, puede
también autorizar dentro de las condiciones, y COI) las limita-
ciones que se indican, la ocupaci6n y aprovechamiento de
las tierras ribereñas.
Los puertos por otra parte, son instituciones de la constitu-

ción, .cuya habilitación ésta, ha delegada .en el congreso (fe-
denl!. ,Artículo 67, inciso 9.
El c6digo Civil los ha colocado entre los bienes público¡

de los estados. Artículos 2340, inciso 2.°
Se rig'én especialmente por la legislaci6n que les dicta

el ,congreso y tienen sometida á su acción las porciones de
río .cauce, playa y tiera firme que se les asigne,
Para llenar sus fines, tan grandes como transceclentales,

los puertos requieren multitud de obras, asentadas en tierra
firme, como en el río, en la playa 'como en el cauc(', a\'an-
zandc' hasta el canal profundo y aun ahondando y pf'rfeccio-
nando á éste último en la medida de lo necesario y posible
y esas obras y terrenos sobre los que. se levantan {¡ que
COIl ellos se las sustrae del río consolicUJidolas con la tierra
firme, pasnn á ser, por ley de quien corresponda, del dominio
del gobiemo 'federal, pro\'incia {¡ particular; de igua.1 lnane-
ra que los ferrocarriles.y tantos otras obras públicas nnálogas
de cará.cter" federal 6 provincial, más de propiedad del .estada
ó de Jos pnrticulares.
Así las ,plnyas ele los rios en los puertos desaparecen con las

obras de a rte que en ellos se construyen; Y cesan de ser
aquéllos "cuyo uso gratuito' entrega el código C¡\,jl á las
necesidades de la navegación, para entrar á regirse pQr leyes
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especiales extrañas á aquel c6digo y propias de la función del
puerto de que forman parte.
EH 10" últimos precisamente se ejecuta 10 que está pro-

hibido en las playas de- los rios : dar entraga y salida á
"os buques ":practicar toclas' las opcraciones de la navegación y
comercio marítimo; interveni," la n':tci6n en cada una de
las funciones haciendo amplir las leyes especiales sobre esas
materias y objetos, Y CU<ll1clomás perfectas sean las obras
de los puertos', y numeroso y' abundante su tráfico, tanto más
excluirán hasta hacerlo en forma absoluta dentro de los
mismos todo aquello que los buques pueden practicar en
cualquier otra parte de los ríos y pla.yas no habilitada como
puerto.
Otro tanto ocurre con las restricciones al dominio de los

terrenos confinantes con los ríos navegables impucstos por
código Civil. Ninguna de ellas existe en el puerto de la capital
de la república., y son imposibles en otro puerto que se forme
á base de obras de ~rte que penétreu dentro de los rios.
Por estas consideraciones y los concordantes de la septen-

cia recurrida, dándose por reproducido al final dd consideran-
do II, no se hace lugar á la demanda, declarando,que la e7\:-

•• propiación debe lleva rse adelante y comprender la total idi-ld
de los terrenos de la empresa demandada, determinados en
los planos aprobados por el ejecutivo nacional: sin especial
condenaci6n en costás, con 10 qtle se deja reformada de esta
manera, la sentencia aquella corriente "á foja 578.
}-Iá.gasc saber y devuélvase prévia reposjci6n" de sellos,

'>

FodllfÚt/O Calder6fl -13" Flo-

./

\ '. res Vera - José A1arc6 .
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"ALLO DE LA CORT£ ~T.;PREMA

:Blleno~ Alrel, Mll:'O 8d~ 1909

Vistos y considerando:

1. o Que en el presente ca~o la apelación para ante esta 6:Hte
de la sentencia de "foja 1131 pronunciada por la cámara fe-
deral del Paran¡i, ha sido interpuesta por el fiscal de cámara.
(foj¿t.1165), á la vez qu~ Úo¡' el represelltantedelaempresa
t.foja 1168), y el min isterio fiscal ha tcnido inle¡ycnrión.
durante el juicio, a,dhij'iéndosc á la dem¡l~lda (fojas 309, 41 ()
41 7, 629, 793, 101 2 ),;
2. o Qúe en tales condiciones indcpcndi~>ntem('nte de h. re-

preselltación, conferida al Dr. Carlos Silveyret, la n¡~ci6n ha'
sidó' .pa rte en el ju ocio y procede; en conseCUCIV'ia, con
arreglo 'al articulo 3,° de la ley número 4055, el recurso
concedido .á foja ~165 vuelta.
3. o Que atento el informe pericial de foja 668. delw ad-

miti rse que el terreno CJuese intenta' expropbr, está cO,mpren-
dido en los t í,lulos de adquisición de la empresa, y en 'cuiinto
al mérito intrínseco de e 1I0s. la misma em¡lreSa, en la nwmoria
ante esta 'corte. '(lbserva : «Eú este juicio se ha hecho Ulllt ,'''ucs-
tión prévia rcspecto a.l dominio de las riberas. lo que ha ¡Jara-
lizac10 el procedimiento de la ex¡;ropiaci6n, No hay, pues,ur-
gencia en dsicutir la bon,clad de los t ílulos de Comas, 'que se-
rá .cIcbid;unentc justificada cuando .Ilegue eh11omento, ek trans-
fcrirse el inmueble» 1258-,
4.° Que: según' el citado informe pericial de foja 668 y el

de foja 403, el terreno expresado, én su nivel actua 1, debe su
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formación á terraplenamientos artificiales hechos en' la ribe-
ra del Paran á, y estaba,' anteS de ellos, dentro de la ribera
interna .y externa de dicho río ..

5. o Que dada esta ubicación del inmueble y fundándose las
pretenciones el <;1 expropian te de 'ser inaplicable al caso el
a'rtículo 17 de la constitución nacional y la ley número 189
en el' exclusivo dominio que se atril~uye al gobierno nacional
sobre los terrenos destinados á las obras del puerto del Rosa-
rio por haber formado la playa ó ribera del río (escrito de
fója 2). Ó por ser dependencia del domi¡¡.io público los com -.
prendidos en la playa del río y correspoilder al 'estado 'general
la jurisdicción absolutit y excluyente en la,s. mismas (demanda
de foja 804), se hace necesario proceder al examen de la na-
turaIeza y extensión de los derechos del estado general en la
zona de 35 metros contigua á la línea donde concluye el le-
cho del rít' Paran á frente á la ciudad del Rosario y en la pla-
ya de aquel río ..

6.0 Que, en cuantol á lo primero, el artículo 2639 del código
Civil no ha tenido el_p/rop6sito de establecer á favor de la ala-
ción el dominio sobre la ca lle ó camino público de 35 metros
inmedia.a, á la \Or.illa de los ríos navegables (fallos de esta cor-
te. tomo 913, pag. 86; 25, pag. 430; 3'5, pag. 430;.43,
pago 403).

7. o Que la disposición recordada, que no menciona lo's
propietarios limíti'ofes con el 1.11ar.impol:ta tan sol6 una res-
tricci6n á la propiedad de los ribereflos consistente en la prQ-
hibici6n de hacer con~trucciones en ese espacio. reparar las
antiguas que existan 6.deteriorar el terreno. en manera'alguna,
sin 'hacerles perder su carácter de ribereños para convertirlos
en colilld~ntes con el estado.

8. o Que el artículo 264 O del mismo c6c1igo al establecer
que las municipalidades. pueden modificar el. ancho de la ca-
lle pública. si los rios y canales atravesasen alguna ciudad <> po-
blación, consagra, implícitamente, que la calle referida no
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es propiedad de la nación, pues en tal caso sería ésta la
llamada" exclusivmaente á resoll'ei' sobre el 'particular.
9. (' Que si el propósito del tegislador hubiere sido el de ex"

" tinguir el dominio de los ribereños en la zona e11cuestión, no
habrí;tproceclido á determinar lo que aCluéllos no poelÍan Iq"
cer ell esta zona, desde que en tal supuesto habrían queelado en
condiciones an{dogas á la de cualquier otro habitante elel
paisDbligaelo, ;í 'n::.s~)dar Ja .propiedad ele un tercero y tarecería
de razón de ser 10 dispuesto en el artículo 2572 del códig')
Ci"il, con arreglo al cual pertenecen al Estado los acre"
cen'tamientos de tierra que reciben paulatina é insensible-
mente, por efecto de las corrientes ele las a guas, los terrenos
contiguos ;í las costas del mar ó de los Yios"l?avegables, y Uos
al'tÍCuJo, 2340, inciso 4.° y 2577, en cuantó dan á la playa.
como dominio" público una extensión menor; fuera de que,
si la calle de 35 metros formara parte del dominio público,
debi6 estar enumerada el} el artículo 2340 y no entre las
reS;tricciones ,del dominio.
10. Que" en el caso sllb ;adice no se in~tenta mandar de-

moler ó retirar obstáculos á la navegación puestos por la pro-
,'¡ncia de Santa Fe 6 sus sucesores en la calle Rivera, sino .de

• destina r parte de ésta para. la construcción de un puerto
por un:, empresa particular concesionaria de la nación, lo que
,'ale decir que se impone á la sociedad ¡"luelles y Depósitos
de Comas 'una privación de dominio 'muy diversa de las re.s-
tricciones autorizadas ó de los perjuicios emerg-entes inci-
den'ta ]me11te del ejercicio de la fitcultad de reg-lar el comercio,
y esa l?rivación no procede sin la i nrlemnización reqllerid<1 por
el citado artículo 17 de la constitución na,:ional.
11. Quc: relativamente al segundo punto, los artículos 2339

y 2340 (~el código Civil cxpresan q.ue "son bie;lcs públicos
del E.stado general ó de los Estados particulares, entre otras
cosas, la!'>play~s ele Jos ríos navegables, según la distribu-
ción de los poderes hecha por la constitución n;h"ional.
12. Que los artículos 26, 67 inciso 9, 12. 14y 108dedicha



1)l. JUSTICIA DE LA NAClON

canstitución na ha)l atribui:la al gobierno nacional el dominio.
de la" playas de todos los ríos 113\'egables. como quiera que
las facultades de reglamentar la libre navega,ión y el C0111er-
cio marítimo y terrel>tre con las naciones extranjera.s y de las
pro\'incia~ entre sí, de habilitar puertos y de fijar los límites
de la~ provincias, !lO implica necesariamente el dominio públi-
co r, priviLdo del Estado general sobre esos ríos.
13. Que en efecto, con la cJáusula « ríos interiores ele la

);ación» el artículo 2'6 citado. no ha querido decir que haya.
en el inte,ior ríos de la nación y ríos de las.provincias. una vez
que en el artículo 67, incisos 9 y 16 de la misma constitu-
ción SI: emplea sólo el concepto ríos interiores, y en aten-. .
ció n ú qUf'. de admitirse esas dos clases de ríos. s610 sci'Íari,
libremente navegables los nacionales: conclusión contrari.l á
los propósitos mallifiesto~ de la ley' fundamental.

14. Que si hubiera de interpretá.rsc el artículo 20 00 el
sentido de que él atribuye á la nación la propiedad ele torIos
los ríos ele la república, se llegada á resultados in"ollf'iliables
con otrol:: preceptos ele la misma constitución, de que se
hadll méritos más adelante.
15. Que la facultad de habilitar puertos, ;;ólo importa el

permi;;o de cnrgar y descargar mercancías, embar.:.ar y desem-
.barcar pasajeros.

16. Que el poder de reglamentaT la libre navegación puede
ejercerse con igual amplitud y efiC<l('ia cualquiera que Sf'a

el propietario del lecho de esos ríos ;.y el de reglar el comer-
cia' marítimo y terrestre con las naciones extranjeras y de las
pro\'incia~ entre sí. es concornant.: con el arlLul0 1.°, sección
8,0, c];iusula 3." de 1<1 constitución !,le Estados Unido's, bajo
el imperio de la cual los tribunales federales han rcconorido
numerosos fallos que los Esta:los existent('s rn. la ép0ca de
la ¡¡dopción de la constitución y los admitidos postei'Íor-
mente 'en la Unión, tienen el dominio de los río~ qUf' corrC'n
por Sll~ territorios y ei1 parte, de los quc les sir\'('n de ilimites,
reconociendo á la "ez que la na,jón no está sujeta á pagar
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indemnizaciones por la tierra bajo el agua que ocupe para
mejorar la navegación,. y que no haya sido antes utilizada .en
muelles: etc., por concesi.onarios. ó adquirientes de los esta-
dos particulares (179 U .. S., 141 y oti'Os).

17. Qu ~.la ley número 28, de 17 de octubre de 1862
en la parte pertinente, se limita {¡ declarar nacionales los
territorios que estaban fuera de los límites ó posesiones
de las Provincias, sin entrar en detalles acerca 'de esos límites
y condicione~ de la posesión, y. sin que aquélla .l~i otras pos -
teriores, llayan P??ido ni pretendido quitar á la de Santa
Fe parte alguna, incluso la n<ríl1ei'O 3886 de su territorio
en la que están naturalmente comprendidas las zonas ocu-
padas por sus ríos.
18. Que, de c)lra parte, el artículo 107 de la misma constitu-

ción nacional reconoce á las provincias la facultad de pro-
mOl'er su industria, la inmigración. la consti'Ucción de ferro-
G1i';:ile-s y «canales navegables}), la colonización de tÍen'as
de propiedad p<li;ticular, la introducción y establecimiento de
nuevas industrias, la importación de capitales extranjeros, y
«la exploración de sus ríos por leyes protectoras de estos
fines y con sus recursos propios.
19. Que en 105 pactos preexistentes á que alude el preám-,

bulo de la constitución nacional, se encuentra también cx-
plidtamente consignada la. propiedad provincial. sobre 105

ríos ,y este antecedente histórico contribnye á fijar el al-
cance é importancia de los conceptos antes t,'<lnscriptos. del
artícul(l 107, demostrando al mismo tiempo que sean cuá-
les fueran las diferen.cias .. POi' 10 que hace ;11 origen y reglas
de interpretación entre nuestra ley.fnndamental y ]a de los
Estados Unidos, ellas no existen en 10 concerniente al dominio
del lecho de .las aguas navegables.
19. bis. Que el artículo 108 de la constitución al.enumci'ar

lo quc está prohibido ha('~r (¡ las provincias. en relación ;í las
aguas navegables. ó sea la manera .de utilizar los dos. parte
sir).duda del concepto que 'tSstos les pertenccen, y n(l ha influído
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entre las prohibiciones los actos que lejos de amenazar la
PIIZ ,interna. y ,de imp'idj(' Ó g¡';"(\'ar el comercio fll1\'ial" Jo
facilitall Y' desarrollan, dejándolo subordinado ;1 las leyes
y, j,urisdiccióñ federale5,
20. Que prescindiendo de estos antecédentes y aun en el

supuésto de' que el dominio pn)\;inciai sobre los 'rios no sea
~ntrrioi' ;í la ,c¡Üll~tituci6n, el valor de la clá,usula citada
del ,artículo 107 sería el mismo.
21. Que, como lo sostiene el. actor el conc\"]Jto genérir:o

«ríoi) ,comprende las playas,
2 2, (Jue la propiedad provincia 1 sobre canales navegables

y ríos ¿'xplicítamente ,consignada en la :;onstitución. habilita
á las provincias para ejercer sobre :as pLlyas de los que
atra\'Ícsan Ó limiten sus respcdil'os t~rritorios, tudos ¡os 'de-
rechos com[liTlldidos en el dominio público, inc:uso el de
IT,lsmitir ;1 paniculares en determinadas condiciones IJS cosas
que constituyen la esfera propia de este dOlJ.linio, alterando
6 modificando sus de:;tinos, como lo han h<.'d1O 1:'11 10 federai
las leyes 1257, 2414 }; 2599, respecto de h playa. del
río de la Pia.ta, frente .de la,t apital: todos diu sin' perjui-
cio de Jos l)oderes de la nación, para dejar sin decto los actos.
de las mismas provillcias ó de sus Glus;lhabil'ntl's contrarias
~ .la 'libertad de la navegación ó ú "las 'medidas que ("l congteso
hay";-¡sancionado en uso de sus atribuciolles constitL:,'ion"le,s'.
23. ,Que nu h;-¡y motivo para suponei' que en los ríos;1 que

a.lude ,el citado artículo 107, sean sólo los no naveg'ables,
porque el texto de la constitución no hace distinciones al
respecto y porque el art ícul0 ha h la al propio tiempo de
I.'anales «navegables)); y e11 el orS(;'n de ideas de que se
trata, no hay diferencia fundamental entre can" 1 y tio na-
\'ageble,' Lomo lo demuestra el ;:¡rtículo 2639 (('¡digo Civil.
24, Que los río>! ::Iludidos no son exc:1usi\'amente los qucna-

cen ;, mue;ren dentro del territorio de una pro\'incia, pues
entendido dt esa manera el artículo 107, nil1p,'una ó muy
escasa ~mportancia tendría en su claúsula citada.
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24. bis Que varios actos del poder ejecutivo nacional rela-
cionados con las riberas del mar y éle Jos rios, ban reconocido
cxplícit;.) Ó implícitamente la naturaleza restringida -de los
poderes generales sobre aquél:os, li.llitánclolos á b, reglamen.-
.tación del comercio, sin extenderlos ¡i la, propiedad 'elel suelo
cubierto {, bañado por las aguas.

25, Que lo. expuesto en los cOllsiderar¡dos que preceden
sería en 'rigor .suficiente para fundar el rechazo de la. dema.nda ;
más dada la illlport;l11cia <.le!'asunto, y la extensa é ilustrad á
discusión' de que by sido objeto, no estará fuera de lugar
ent rar en al gunas otras consideraciones.

26. Que si el ~0l11iniu que se atribuye á la nación en
el escrito de foja 2,s obre la playa ó ribera del río Para-
n<Í fuera de carácter análogo al que ella tiene sobre los
terreno~: enumerados en el articulo 67, inciso 27 de la cons-
titucióll nacional, ese dominio y la jurisdicción exclusiva .que
comporta quedaría con detrimento dejas autonomías pro-
vincia]e~; y constituyendo una fuente, de múltiples y freclfen-
tes .conflictos fuera de la letra.y fundamento de la disposi-
ción citada, por cuanto no sería territurio para asiento de las
aJtoridades ;federales ó de lugares adquiridos por compra
ó cesión para establecer fortalezas, arsenales, almacenes ú
otros ,establecimientos de utilidad nacional .•

27. Que no es dable atribuir á la na;ci6n el dominio aludido
en el ca rácter común con que dla po~ee otras tierras dentro de
el territorio ele la república, pues esto estaría en pugna con
los ,¡rtÍculos 2339, 2340 Y 2342 elel código Civil, desde que
la playa de l'Os rios navegables no constituyen bienes pri \'a-
dos sino públ'cos y con lo dispuesto en él título V., libro ter-
cero del mismo código. toda vez que el estado general no
sería propietario .con los fines y con Jasf"ql!tadcs propiJs
del dominio, sino en cuanto el uso de dichas playas s"a
necesario para la navegación.
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28, Que tampoco lo es apo):ar el derecho ,de la nación para
disponer de las playás del •.io !'a,'aná, en el fundamen;~o
de que ia~ cosas que pe¡~tenecen al dominio público son comu-
nales y no pertenecen en p'.-opieclad á nadie, porque la ley
las declara del estado genc,'ai () de las provincias, y estatuye
que ia~ pe,'sonas paniculares tienen cl uso y, goce de los
bienes ~)úblicos con sujección á la disposición del, código
Civil y de las ol'den~nzas generales ó -locales (artículos 2340
y 2341 del r.('¡digo Cidl): sicn:lo de obs:;rv;:ll'se, además, en
prime •. lugar, quc las r.oncesiones ó ventas de pequeñas ha-
ccioné'~ de tic,',-as en el' lecho de 105 ríos para la construc-
ción de murllcs Ú ob.-as análogas, vcntajos~ls á la navega-
ción y c'l comcl'Cio, no impo,'lan el desconocimiento de esos
dei'cchos de uso y goce que se ha quc,'ido ,rcse¡'var' á los
ra;\hcu];Hes (L', cd, 36: 1018, 146 U, S" 387). Y en
segundo que el actor eje,'cilél, una aección divci'sa 'ele la que
~n todo caso <lutorizélría el c6digo cn su cit"do artículo 2341,
¡Jorque aquélla no rcsponde al prop6siro de que se deje
el Fín lib;"c de ocup(lci6n, más ó menos extensa y permanente,
29, Que las doctrin:1s so,.;(enidas por el redactor' del,c6:1igo

Civil doctor V(~lrz S(lrsfielJ, en la disrusión con mot'ivo del
puerto quc se proyect6 en esta capital antes de su fetleraliza-
Ci()ll, no son en absoluto contrarias ;í las conclusiones anterio-
res, pues en la misma discusión referida dijo: '«I-1e sido p1'e-
« guntado por la comisión quién tenc1rá jUJ',i3c1icci6n sobre
« aquellos territorios que rstán fueTa del agua, y yo he con-
« testado á ¡tambre del gobie.-no éle la provincia, de quien
« esos t('uenos que se fOi'men y que antes estaban bajo el
« a gua, Por consiguiente, aunque el gobierno pretenda hacer
« el puerto. no dejará dí' pagar las, pequeñas cantidades que
« importen esos terrr:nos» y más adelante, «Este es un
« contrato con un empresario, el señor 'Madero, He dicho ya
« la opinión del señor presiden'te y de todos los Iministros, no
« había cuestión sobre la propiedad del terreno. Los edifi-

" « dos pagarán contribución dir~cta á la provincia de Bue~
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« nos Aires, pero éstas son las obras para el pueblo todo,'
« aln~ac~nes». (Diario des esioncs, e ámara de diputados 1869
páginas ,182 y 189):
Que las sentencias qi.1c se inl'<)Clll 4e esta corte de abril 2,9,

de 19 O? en los juicios s~guidos entre la 1)1"01' ¡neia de Buenos
Aires y los fcrroc.arriles Central Argentino, Oeste y S\ld; (to~
!TIO 94, página 396 j,_.comprendidos en el artículo 3.°, inciso
3. ° de la ley número 2873, Y no en el inciso 1. o de dicho
artículo. oemul'stran que la jilrisdieción es independiente del
dominiu r que .basta la primna para que la nación pueda
desempeñ<1 r sus fun('ioncs constituciona rías en lo cono'cm iente
al comercio tC'i'restrel~é interpro\'ÍnciaL no pen.:ibiénndose 1110-

til'o alguno para que no baste á la \'('z con relación al co-
Ill1crcin por agua.

Que no son '~()ncluycnt'cs en contra la ]H'ol'jncia de Santa
Fc los térininos de: ¡:cta de su fundación y de SUS'cOJlstitllcio~
Des locales) porque los conceptos «barracas, márgen derech<l
Ú occidenta 1,de; río Pa raná». no deben tomarse literalmente,
haciéndolos prev<llecer sobre, 1<1prol'incial ~í una pa,ri-e. del
rjo, con arrcglQ á los preceptos ¡intcs rccordados de la cons-
titución nacinnCl.1. sicndo. d~ prcsumir que esos conccptos se
h<ln cmplcado con el propósito de np comprcnder tocio' el río
dentro ele los límites ele dicha prOl'incia con c1escono,'imíento
de los ele;'Cchos de las j)i'ol'in('ias limítrofes hacia ~el na,'iente ;
y porque si ella c arecierél de: todo dominio sobre el río, no se
segHiría de ello que es la llilción la propict<lria,
Por estos fundamentos y los concordalües de la sentencia

ele foja 1131.' s'e la confirma sin cspe"iaJ ,'onfirmaci6n en
costa~, dadas las dificultades de l<ls ctl('stiones deh::\tidas.
Sotifíquese con el orígin<l1. repónganse el papel y dCl'tlél.-

vánse
A. B~JlnIE;rO-- OCTA\"'lO n1.~XGR.

'~Y1CAXOR G. nJi:T, BOT,AH. ~-

M. P. DABACT-0. )IOY.!xo

GACITlT.A.



CAU S~-\ XX VIl

Criminal, contra Serapió Miño, por homicidio

Sumario Es justa la sentencia que condena á quince afios <.le
,presidio y accesoTios legales al autor de un homicidio, ha-o
Liendo mediado en el caso la' circunstancia' atenuante de
fa, beodez'

Caso, Lo explican las piezas siguiente:;:

SE~TESCIA DEIJ JUEZ FEDER,A,L

, Buenos AJl'eé, .IUllio 1.0 de ~ ''1O ~

y visto~

Esta causn seguida á, Se','apio :\Jiiio, argenlino, de treil1t,l
y seis arlos, casado, jornalero y domiciliado en las islas de
Zárate (provincia de Buenos Aires ),. p1'Ocesado por homicidio
de la que resulta: ,
1.° Que el hecho que moti\'a este pr'oceso ocurrió en las si-

guientes \circunstanCias:
En una ranchada pequeña y en ruinas, situada en campo

de l'rquiz;) á cinco Jl1ctI"OSd e la costa en la ribera izquierda
del río Paraná de las Palmas. hahitaba de tiempo atr;is el
individuo Andrés Fcrreyra, sólo y sin conocérselc ta~1ilia.
Contiguo ~1 rancho de éste existla otra ranchada, 'donde habi-
taba accidentalmetite Serapio Miño. su concubina Libaría Es"



FALLOS DE LA CORTE SUPREMf 264

'>tohar. tina hija de ésta Juana Escoba¡' y el peon Miguel
Roldan (á:) Picardía; tanto F ('rreyra como :\1iño y Roldán
ocup~lbanse del corte de ,l'efía en el monte del campo de
Urquiza.
En la mai'iana del doniingo'14 de -en("ro de 1906 habién-

dose ené:onnado en el monte F erreyra y 1\'1ifjo, /(1 primero l~
exprrs6 á éstf: que Roldan le debía nuexc pesos. pai'J. cuyo
pago le ,pidió le r.l,I)1bat'1:raraal último, la lella;' ¡\ lo que le
respondió lV[iJi.o ncgati\'amente qlled¡mdo en C'O!l\'ersar so-
bre el asunto á la tarde y en presencia de Roldan. Que dC's-
pués del almu('rzo Ferreyra, volvió á la ranchada de ?I'lirlO,
donde toma¡'on 111ateacompañados de Roldan y las mujeres.
¡'etir{¡ndose más tarde Ferreyra, sin haber reanudado ,la con-
.vt"rsación de la matiana.
Que serhn las 3 p. m" ;-uando Mifio se enc())1tr6 nue\'a-

mrnt(: con reney'ra en el almacén de Conso, donde bebieron
juntos varias copas ;..a.l poco rato se ,suscitó entre el1(ls una
discusiór'. estando á punto de irse á l'ils manos, Jo que fué
evitado par la intervcnción ele .José Filgueiras. el que los
separó y oblig6 á retirarse. Miño llegó á su casa como á
las 7 y 3C p: m" donde rec:ogi6 su escopef.a y cuatro cal'-
tllcho~, expresando allí su intención de el'ar muerte {¡FCiTey!'a,
deopllés ele 'lo. cual se elirigi6 nueva'n1ellte al almacén nom-
brado _ Llegado {¡ éste bebió una copa ele ca ña "y compró
de est;:, misma bebida por va,lor de cuarenta centavos. 'que
llev6 en unabotell;¡, Del almacén debió dirigirse al rancl\o
de F erreyra (er;¡n proximamcnte las nuc\'e p, 111,) eloncle
ocurrió el hecho 'que infonna este proceso, sin más te'stigos
quc \'ictima y victimario. :Miño ha debido descargar los dos
tiros de su escopeta, sospr,ch{¡ndose qUt~ el p;'imcro erró el
blanco por alto, no así el ,s.egundo.que {lió en la garganta
de Ferreyra ocasionándole la muerte.
Ensegudia del hecho Milla volvió á su rancho y all í. en

presencia de Roldány de ,las mujeres, m'anifest6 haber heri-
do á ferreyra, y yendo por tierr~ al rancho de éste lo en'-
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contro' ya sin vida. Dcspüés de esto Miño permanrció tres
. horas en Sil ranchada profiriendo amenalas é insultos contra
los .presentes, pretendiendo degolLn a 1 muerto, intentando'
agredir á ,]{oldan y '2dmenazanclo á su propia concubina. Final-
nwntc pidió á ésta le preparara su j;opa alsó los dos perros
que tenía. la. paba, 'el mate, y unos 'cartuchos y parti"ó en
su canoa.

A foja 31 obra el i nfonne mé.dico que a,creditaba la callsa
del fallecimiento .de Ferreyra: los pmyectilCs al' herir la
la;-inge, faringe, y vértice de los pulmones y \'asos ¡'11por-
tantes de esas rq~ioJles, han producido la mllerte por he-
mOlTagia. A foja 40 cone la partida de,defunción del mismo.

2.° QUe el señor procurador fiscal, al acusar en su dicta-
men de foja 88, expone: que del proceso n~sulta probado
que Mifio dióinuerte á Ferreyra haciéltdole dos disp~ros de
escopeta. y que ,ni ejecutar el hecho 'procedió aquél con preme-
ditación: por lo que el juzgado debe imponer1e la pena pres-
cripta en el inciso 1. o, ca pítulo 1 del- artículo 17 de la
ley ,de reformas al código Penal ..

3." Que la ddensa se expide á foja 92 exponiendo que
IVliñ() ha con:fesado, dió muerte á Andrés Ferreyra: haciéndole
dos dispaTos de escopeta. Pero el hecho se ha producido ha-
llándose el pmcesado ébrio. no sólo cuando 'lo ejecutó sino
cuando tuvo IUg:H el altercado en el almacén de Con so .

Que la beodez alegada no' es eximente de pena por no ser
completa. por lo que ella solo puede il1\'OCarSe como cinclIns-
tancia atenualúe, de acuerdo 'con lo dispuesto en el inciso 1.0

articulo 83 del código Pcn:l1. Por todo ello la defensa pide
al tribun:=tl se le aplique á Miño el minimum de la pena
establecida por el inciso 1.0, artículo 17 ,de la ley de refor-
más al 'código Penal.



y considerando.

1.o Que de autos resulta plenamente comprobada fa exis-
tencia del cuerpo del delito, por 1:1s si.guientes piezas.: infor-
me médico de foja 31, partiaa de' defunción de foja 40,
declaraciones de testigos y por, la propia confesi6n del en-
causado. .

2." Que del proceso resulta ta mbi~n prueba completa de
que el procesado. Serapio NJiño, fué quien dió muerte á
Andrés FerreFa. decerrajándole dos tiros de escopeta en la.s
circunstancias que se mencionan en el primer resultando de. . .
esta ¡,sentencia. o

3." Que el en.causado al confesar ser autor del hecho quc
se' le imputa, trata de justificarse estableciendo, en su declara-
ción' indagatora de foja i64. que al ejecutarlo procedió den-
tro de! de¡:echo de defensa propia, cxpo'niendo lo ocurrido
en la siguiente forma: que al regresar del almacéli de Con'lO
á 's'u cas~ rncontró á Ferreyra en I~ costa. drl río, quien ttl
verja pasar Jo llamó, diciéndo'lc' que viniera. que era feo que
amigos de tilntos afíos se disgustarán por una tontera; que
habiéndos!\, aproximado á lil orilla en su tanoa. Ferreyra
saltó rncima de esta y lo agredió á pufíaladas. viéndose
entonces. en la necesid¡:¡d de hac:er u,~o ele la cscopet'¡:¡,
descerrajánclolc dos tiros. el primero de los cualE's no elió
en el bl¡:¡nco, pero sí el srgundo.

Esta I'ersión quc del hecho dA el procesado es dc todo punto
inl'erosimil,. y se I'é quc ella ha ~ido preparada c:on el solo
objeto ele salvar su rcsponsabilicl;lel. En efecto, si el hecho
hubj.es~ or.urrido en la forma referida no se expiicar'ía cómo
Ferreyr~ con la mortal' herid¡:¡ del r.uelio y pulmolH's (1't~;¡5e
informe médico)'. hubiese aparrcido cn tierra y á un costado
de Sli l'ancho. En till situac:i6Í1 hu~)icse sido necesario que ei
mismo hrridor lo trasportara ele su canoa á tierril y esto ji!
aclara ;Hiño ni resulta ele la posición cn que se. encontró el
cadáver de Ferreyra. El sub-prefecto del puerto -de Zárate
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dice al respecto .«.herido Ferreyra, ha recorrido un costado del
ra~lcho y sin dud<1 ha pretendido subir al interior de su vi,'ien-
da, pues se not<1 en su piso, .distante de la tierra sesenta á
setenta centímetros, manchas de sangre. pero. debilitado sin
fuerza;:' pOI' la hemorragia, ha caido desfallecido y sin "ida
frente it la entrada del rancho». Véase ¡jarte de foja 42 .
. Adem;b ah.í est;in las declaraciones de .Jüana. Escobar
(foja lE vuelta;', Liberia Escobar /foja 21 vuelta) y l'diguel
Roldan (a) Picardia. (foja 26,. quienes declaran: que ;\'Ii¡;o
pidió 'Ia t;>scopeta y cuatro Gl.rtuchos, diciendo que hahía tenido
en el almacén clt; C()nzo un disgusto con FeHeyra, «aquien
habh jurado matar» : que más tarde \'okió :\lii'io diciendo
qm: habÍ;l. dado muerte á Ferr.eyra y que al objeto de cer-
ciora rse de este hecho. se dirigió por tierra á su rancho,
regi'esando enseguida C0l1, la noticia de que estaba muerto y
que. <1unasí prdenclió:dególlar]o ; que luego quiso agredir al
mismo koldán, salv;ínclosc éste «debido {¡ su prudencia. y ;í
que. pudf\ llegar {¡ cal;llar al 'malhechor en. su furiosa acción.

Luego. . .t::mlo la posici6n en que se. encontr6 el cad;Í\'cr
de Fen:el'ra, como lo que resulta de las, declaraciones contestes
. é insospechablcs de las mismas' personas con quienes vida
¡'vIifio, ,demuestran lo 'falso é inverosimil de su r.onfesión
sobre este' punto; por lo que el tribunal debe rpchazar la
excepción. de legítima dpfens<l por él invocada.

4.0 Que las circullst<1nci<ls anteriores y con,-on1itantes del
hecho 'delictlloso ':ometido por :\'liii:6, demuestran que éste.
bebió en demasia ese día. y que, el alcohol ingerido debió
producir e]l él un estado de excidción p¡,óximo al de la 10-'
cura ,ebflOS).

En rcalid<1d, las declaraciones ele varios testigos del proceso
constataban que el enc'a\lsaclo beb'b con .pxceso ciertos cHas.

. y el testigo Canso (foja. 13 .vuelta) \'ió ;Í :Mifio bebiendo en
su almacén durante .~1 cHa del hecho, y que más t<lrde al ano-
checer, vuh,i6 ;'\1 negoci.o tomando ul~a copa de caúa y com-
pral~clo por valor de cuarenta centavos de la misma bebida,



FALLOS DE :LA CORTE sUPRÉI\iA

que llev{l en una botella. Esta cantidad de líquido debió tam-
bién ser ingerida por el" proc~sado, por cuanto se halló cn
la canoa por éste abandonadá, entre otras cosas, ,uná botcllá
vacía 'la que ;mponía hubiese contenido caña. Léase di,li-
gencia "de foja 1 vuelta.
Tal cantidad de bebida ingerida, hace suponer q,ue per-

t~lrb6 la inteligencia del encausado, presunción que se acentúa
si se observa que éste, al pedir la escopeta y lo:s cartuchos,
dijo -á Jos de su casa «que' habia jurado dar muerte á Fe-
rreyrél, 'deda'ración que exteriorisaba la existencia en él de
Ullél idea fija, suficiente por si sola á demostrar el (:omienzo

. de 'un desequilibrio mental. A todo esto debe élgregarse la
conducta /del .agente después de cometido el hecho: los insultos
á. la,; mujeres de s~ casa la intención monstruosa' de de-
gollar á su victima, ya cadáver; los impulsos de. acometivi-
dad furiosél contra su propio amigo Roldan. Todos estos
hechos demuestran á la ('vid'encia que ¡VIiño,' en el momento
de cometer la acci6n d'elictuosa: se:. encuentraba en un grado
de perturbación mental snficiente á causar la semi inconciencia
en la responsa bil idad, de sus actos.
Es por lo tanto, indudé\ble que en el caso ha (:oncurrido 13

circunstancia atenuante de la beodez parcial é involl1llt~ria ;
,que sUi)rime la agravante de la alevosía especial en el delito
cometido, debiendo éste ser ,castigado con la pena estableciJa
ene: oOIrtículo 17, capítulo '1.0, inciso 1. °de la ley de
reformas nJ código Penal.
For estos fundamentos y definitivamente juzganéIo, fallo:. .

condena'ndo al procesado Serapio 1VIiño á la pena de quince
año!; de presidio, accesorio legales y pagos de costa's procesa-
les con deducción del tiempo ele prisión preventIva que lleva
suÚ;ido. y que se computará de acuerdo con lo que deter-
mina el artículo 49 del código Penal.

Horacio R. Larreta.
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SENTENOIA DE LA OÁMARA FEDERAL

Bneno~ Aireo;¡,Diciembr@ 1~de 1909.

"y vistos.'

Por sus' fundamentos se confirma la sentencia apelada de
fojas" '
Notifíquese, devuélvase y repóngase 105 sellos ante el

inferior. - '. '., .. ~ "~~~!

AlIgei FerreJ1ftl Cortes -An-

gel D. Rojas -' luan A.
Gurdal

DIOTAMEN DEL SEÑOR PROOURADOR GEN'ERAL

Buenos Aires, Abril 15 d@1909

SU!Jfema Corte:

El recurso de apelación interpuesto para ante V. E " es
procedente conforme al artículo 3'~o, inciso 5 de la lc'y '4055,
En cuanto al fondo del recurso me limito á reproducir el

dictamcl' ..j)l"cselúado ~l.ntela Exma. Cámar;¡ federal, cuyas con-
cll1sionc~. fueron aceptadas en un todo '.por dicho tribunal,
lo que me mueve á .pedir en esta illstanciala confirmación
de la sentencia recurrida.

Luis B. 'Mol[,ut.
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_FALLO DE'LA COHTE SUP.RE~1A

Bueno, .~.i.l'e~,MAJ-OS de 190\1

Visto:; )' Considerando:

1. o Que el honlicidio perpetrado en la persona de Andrés
Ferreyra, y la respol1s'ibihdad de! procesado Serafín :\hño.
se comprueban po:" las declaraciones del mismo i\1il'io, las
. deplás ,dec1araciolles de los testigos del sumario, que han
sido ratificadas ;últe ~l ju<.:z d<;: la causa, y dcmás constan-
<;:ias de aut.os, que se hacen valer en la sentencia ele foja 97.
2.° Que en la scntencia referida. confinnada por la de

foja 10 7I'ue.1ta, se estudian minuciosamcntE' las pruebas acu-
muladas. y se aprecia su 11.1ér.itocon arreglo á las prescrip-
ciones legales.
3. o Que eJl la m.isma sentencia se toma en consideración la

circunstancia atenuilllte de. la beocle.z, para imponer al pro-
cesade> ..l\l¡'fí~),. una pena menor que' el' térmii1ú 111eelio de
la ~ue' fija el artículo 17, capítulo 1.0, inciso 1.0, ele
la. ¡el' de reformas al código Pen:!l. que es la que corres-
ponde <lplicar al delito de homicidio.
Por estos fundamentos y de conformidad con lo pedido

.por el sefior Procurador General, se confirma con costas. la
senténcia apelada corri,cnte á foja 107 vuelta; y devllélvase.
:;' Qt.ifíquesc ori ginal.

OCTAYIO BUSG-E

XICA)iOH G. ])}<;r, SOLAH.

C. l\I9YASO GAQJ~I'ÚA.
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CAUSA XXVIII

íi71

Recu.rso 'deducido por el ferrocarril Cetdral Argentino en.
autos eOIl Pedro Saroli (sus heredPriOs). Ittcidetde sobre

recusación.

Sumario 1.0 Durante la tramitación de un recurso de queja
por apelación denegada, es improcedente la recusación sin
caus" de min ¡stros de la corte suprema. .

2. o Es impi'oceekn te la rCI'oca taria deducida contra una
resolución que denegó una recusación sin causa de l1lini~-
tros de la corte, interpuesta. nrientrilS' se tramitaba un recurso
de q~leja por <lpelacion denegada.

Caso: Lo explican las piezas siguientes:

FALLO DE LA OORTE SUPREMA

Autos y vistos:

y considerando.

Que el ¡;¡rtÍclllo 1.0 de la. ley número 3266~ ,HIt0i'iz6 la
recusación sin causa de un miembro de la SU]Ji'cmél corte
federal «hasta tres dias cf cspués de hacerse saber el seña-
l¡loo par(l la vista de los pleitos civiles y comerciales».
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Que suprimido el trámite de la relación y vista de las
causas y re~mplazado por la providencia de «-autos para. sen-
tencia», por la ley número 3375, artículus 3,0 y 5," Y ley
número 4055 en su artículo 8.", ese término empieza á.
cOfrer desde ..el día siguiente' á la notificación de esta última
providencia. -(Fallos, ton~o 101, pagina 310).

Quc lo expuesto en los considerandos que preceden sólo 'eS
aplicable (i las recusaciones sin causa, autorizadas por lá
ley númew 3266, en los juicios que viencn á esta corte en
virtud d~ apelación concedida por el inferior ó que tramitcn
exclusivamente ante ella en ejercicio de su jurisdicción oi"Í-
ginaria.
Que en el caso se trata de un recurso de queja por apela-

ción denegada en el que, con arreglo á la ley, « la corte
pedirá .informe 'al juez _de la causa, ~' evacuado por éste,
resolved con su vista, desenchando la queja ó mandando
la suspensión de los procedimientos y remisión del expediente
con emplazamiento de las va.rtes .l)ara que expresen agra-
vios (artículo 230, ley nacional de Procedimientos númei'Q
50), ó sea, por aplicación del artÍ<:ulo 8.° ele la ley número
4055, desechando la 'queja' 6 en el c~so ele declararla funciada,
ditc<lndco ht':providencia de «aulOs» que se notifica"á las partes
a los efect{)s que en ese ártículo se determinan.
Que con arreglo á es" disposición la corte está habilitada

para resolver los recursos de queja por apelación deneg'ada
desde el momento en que tiene á la vista el infoi'iiH: exj)éd i'.lo.
por el infcrior, y con arreglo á la jurisprudencia cstable-
cida, aur. sin trámite, cuando la improcedencia del recurso
apareCE de la p¡'opia exposici6n de! reCUi"l"ente.
Resulta así lIue.latra.mitaci6n que la ley señala para los

recursos de queja pUl' a pelaci6n dencgada, no preveé la pa ..ti-
cipación en élla del apelado, y en tales condi~'iones, la fa-
cultad de recusar sii1 causa colocaría al recurrente en condi-
ciones más ventajosas que su contra-parte, á lo que se agrega
que una vez abierto el recurso y notificada la providencia
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de «Autos» que prevé el artÍCulo 8,° de la ley número 4055,
ambos litigantes tendrían el término de tres días para usar
de ese derecho en igualdad de condiciones.
Por estos fundamentos, no se hace lugar á la recusación

dedudda contra los señores ministros doctores 'González del
Solar, foja 32 y' Daract, foja 25, dejándose sin efecto el
auto de foja' 24.

Notifíquese con el original, re'póngase el papel y couan
los autas según, se estado:,

A. Bmnm,Jo - OCTAVIO BUNGE

C. l\10YANO GAClTÚA •.

FAl,LO DE LA CORTE SUPUEMA

BuclIOS Ai,rcs, Junio 17 dc 1909

Vistos:

y considerando:

Que la providencia de mero trámite de foja 22 vuelta,
se limitó á ordenar se tuviera presen!e lo, pedido á foja 23;
y que la resolución impugl~ada se funda, como consta en
su último con~iderando,' en la tramitación s~ñalada' por la
ley á los' récursos de queja por apelación denegada i no. lJa
luga" á la revocatoria sDlicitada, debiendo estarse á lo resuel-
to á foja 27.

A. BERMEJO.-OCTAVJO BUNGE

c.
'':.::::':--~,''

.... ,.~..
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CAUSA XXIX

Recurso extraordinario deducido en los autos .«Municipalidad
de La Plata contra .Angel R. Perrando, sobre cobro de
lJ]esos».

Sumario . Es improcedente el recurso extraordinario' previsto
-. ero el artículo 14 de la ley número 48, deducido contra una

sentencia qU,e s'e limita á interpretar y aplicar leyes pro-
cesales de una provincia y jurisprudencia local.

Cau Lo explican las' piezas .siguientes :

SENTENOIA' DE LA OORTE SUPREMA

.DE LA PROVINOIA DE BUENOS AIRES

La Plata, 6 de Jnnic.de 1908

y considerando:

1.0 Que no impugnándosé en el escrito de foja 152 la
sentencia recu,Tida por los motivos de los incisos 2. o Y
3. o del artículo 382 del código de Procedimientos, corres-
ponde apreciar sólo si e! caso se comprende ene! inciso
1.0 de dicho artículo por ~abers~' ,cuestionado la :vali_"
dez de una ley, decreto ó reglamento bajo la pretensión de
ser c,ontrarios á la constitución en el caso, y la decisión
del tribunal en última instancia, sea á favor de. la ley, de-
creto ,6 'reglamento,
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2." Que sí bien al oponer excepciones el. ejecutado puso
en cuestión la validez de los decretos de impuesto:; de que
proviene el 'uédito de ejecuciór:, por haber sido dictados
segúII el recuHente, por autoridades nombradas en forma
prohibida por la constitución, no se ha impugnado la validez
de dichos decretos como contrarios á aquella sino la inconsti- .
tucionalidad del nombr~miento de la autoridad municipal que
los -dictó y por otra parte, hecha esta impugn¡tción como
tundamento de excepción de inhabilidad del título opuesta,
la cámara ha prescindido de' pronunciarse en última instancia
al respecto por las tazones que ha dado, y ha podido ha-
cerlo por .carecer de influencia e n la de.cisión de la excepció.1
mencionada la causa' ú origen del crédito,. admitido en su
forma como título de aparyjada ejecución.
3.0 Que no .habiendo mediado pronunciamiento de última

instancia. aun admitiendo que se halla¡'an impugnados co:no
con'trarios á la constitución los decretos mismos que es:áble-
cieron los impuestos desconocidos, el recu;-so deduci:o no
se halla comprrn :lido en .e.1 inciso 1.o del articulo 382
citado del código de Procedimientos.
4. ó Que no estándolo tampoco en los incisos 2. o y 3.,

Y no 'puqiendo fundarse dicho .recurso en violaciones de la
constitución nacional como lá que ~e invoca, según lo ha
establecido la ju;-isprudencia ele esta corte, él es improcedente.
Por este se .deda/a bien de!legado el mencionado recurso,

costas al recurrente (artículo 389 del código de Procedi-
mientas) y no habiendo honorarios que regular, devuél-
vanse los autos á la cáma;-a de su procediencia reponién-
dose los sello: por el recurrente.

J. Varela - D. Alsina

Alsina - :Acevedo -' Lecot

:lll'e mi : Elb'oM.-ditza,

•• :." •.•.. ::.-1; ..
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

BuenOll Ah'es, Ahril 19 de 1909

Suprema Corte:

El recurso de apelación interpuesto para ante V., E., ha
sido mal concedido, por no estar comprendido, dentro de los
,términos del artículo 6 de la ley 4055, y su correlativo el
artículo 14 de la ley 48.
La sentencia recurrida de la suprema corte de justicia de

la provincia de Buenos Aires no constituye una decisión'
definitiva en el sentido que lo expresa el recordado artículo
14 de la ley 48, pues no dirime las cuestiones en liü~bo, ;sino
que deniega el reGurso de i nconstitucionalidad deducido para
ante dicho tribunal ~áplicando la's~fosposicicmes pertinentes del
código de Prcoedimientos de la provincia, las cuales no pue-
den, en 'ilingún caso, motivar apelación para ante V. E.
Aun en la suposición de tratarse de una sentencia definitiva

de aquel tribunal el caso no se hallaría comprendido en el
inciso 2 del artículo 14, como se pretende pues la discusión
ha versado sobre la aplicación de diversos artículos del códi':
g,o Civil, cuya interpretación no dá ocasión para el recurso
extraordinario de apelación, atento lo que dispone el artículo
15 de la expreadsa ley,
Agrega¡'é que el recurso ha sido entablado fuera del plazo

fatal que ;narca el artículo 208 de la ley de procedimientos
ante los tribunales federales. (números 1l¡2 y 130.)
Por l~ expuesto, pdo á V, E " se sirva d'e~larar mal con-

cedido el recurso interpuesto.

Luis B. Molina.

." ~'.
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27'1

Buenos Aires, Mayo 22 de 1909

Vistos y considerando:

. Que la sentencia de la suprema corte de justicia de la
provincia. de fojas 110,' declara bien denegado el recurso
extraordinario deducido para ante ella misma fundándose en
que no se encoritraba comprencli:lo -en ninguno pde los incisos
del artículo 3812 del código de Procedimientos de la pro-
vincia y en qU~ ta'mpoco' podía "apoyarse en violaciones de
la ,constituc:ó' .. .; , 1) á su propia jurispru-
dencia.
Que 'esa sentencia, aparte de haber sido recurrida extem-

poráneamente, se li!nita así á interpretar y aplicar las leyes
procesales y jurisprudencia local, las que no habiendo sido
impugnadas como c'ontrarias á la constitución nacional, no
pueder. dar lugar' al recurso extraordinario previsto en el
artículo 14 de la ley número 48 y 6.0 d~ la ley (número 4055.
Por estos fundamento.s y de confonnidad con lo pedino por

el señor pJ:ocurador general, se declara improcedente el' re-
curso 'fnterpuesto.
Notifíq~ese con el original y repuesto el papel devuélvanse.

A BERMEJO-NICANOR G. DEL
SOLAR-.-M. P. DAR-ACT.-
C. MOYANO GACITÚA.
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CAUSA XXX

,.'-

Criminal contra Nica./wr Villaritw, por homicidio.

Suma.rio: Es justa la sentencia que condena á la penil de
doce años de presidio y accesorios legales, al autor de un

\ 'homicidio simple ocur •.iclo' á raiz de un ombio de palabras
entre el victimario y la víctima; y hallándose el reo ,en estado
de 'embriaguez.

"
Caso: Lo explican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL JUEZ LETRA.DO

VJedmn, Octubre 29 1908

y ViStOS;

Estos autos seguidos de oficio .contra Ni::anoI". Villarino,
Slll sobrenombre ni apodo, de 25 años, soltero, argentino,
jornalero. domiciliado en Pringles, acusado de homicidio, re-

/

sulta :. •
1.0 Que el 28 de enero de 190.6, se pI"esentó Nicanor Vi-

Ha.rino ante el. comisarío de Pringles, ma:nifes~andq c¡ué""'hach
un momelÚo que había dado muerte de un tiro de revólver .~
Poncaino Calvan en la casa de comercio de Fra.ncisco Ceo-
£fray, situada en la Cuchilla, paraje d~l mismo pueblo; qu<::
•el hecho se produjo á consecuencia de haber sido provocado
por la víctim::'..que intentó golpéarlo c?n 'el cabo de ua"reben-.
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que, 'por -cuyo motivo el declarante sacó su revólver, ha-
ciendo fuego para intimidarla, sin ánimo de pega:r:le; pero
quc 'contrariamente á sus propósitos" vió caer á su adver-
sario
2.0 Que practicadas las diligencias necesarias, se com-

probó que efectivamente Galvan, había sido muerto por Vi-
l1arinocon Ul. tiro de revólver cuyo proyectil penetró en la
región ,toráxica, á la altura' de t a tetilla derecha, en cir-
cunstancias que la víctima se encontraba sentado en el 'nego-
cio 'donde se produjo el hecho.
3. o Que á foja 32 el ~ninisterio fiscal acusa al prevenido

como reo .de homicidio solicitando' se le imponga' la pena
de 17 años y medio de presidio, cuyo dictamen es rebatido á
foja 6t, por el d.efensor del acusado, quien pide para su

, I '

defendido 3 años de peninteteciaria' solamente, en atención
á. que concurren en el hecho la circuns'tancia calificativa de
provocación y las atenuantes de los incisos 1. o y 6,0 del
artículo 83 ,del código Penal.

y ¡considerando:

1.0 Que consta el delito por el informe pericial de foja
18, partida de defunción de foja 20 y demás elementos de
autos.
2. ° Que las declaraciones de los testigos presenciales

I3,autista Castex, Juan Indarte, Salvador Ercorfa, Vicente Ca-
ppebri. Pedro Spagnolo y Francisco Geoffray (fojas 5, ,7,
10, 11, 13 Y 15) hacen plena prueba que Nicanor Villari-
no, en las circunstancias arriba referidas, hizo un disparo
de revólver en contra de Ponciano Galvan, hiriéndolo en la
región 'toráxica, á la altura de la tetilla derecha, á conse-
cuencia ,de la cual, falleció en el acto (informe de foja '15).
3.0 Que la defensa alega en favor del reo, .haber mediado

provocación por parte de Galvan, y que ~lla ha sido en for-
ma ,tal, que debe estimarse como calificativa de delito; y
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como .el: autos no hay ningún elemento .legalmente válido
que ,autorize tal pretensión, debe desecharse.
En efecto, la prueba testimonial del sumario no deja duda

alguna respecto á las causas .del crímen, ni respecto á la
forma como éste se p;-odujo, y de ella resulta que á conse-
cuencia de haberse negado Villarino á pagarle cigarrillos
6 bebida, con que pretendía que le obsequiara, Galvan. le
dirigió una frase descomedda, (testimonios de Castex, In~
darte y Spagnolo") frase común, entre cierta clase de gente
sin mayor cultura, y cuyo significado, en el concepto gene-
ral de esa misma gente no tiene mayor importancia, así para
quién la emite, ni' para aquel á quién es dirigida. Esto dió
lugar para que el victimario fuese al interior del mismo ne-
gocio, . (declaración de Castex y Spagnolo) regresando en
seguida y después de un brevísimo caml~io de palabras, se
vé al procesado que esgrimiendo un revólver se acerca al
sitio, .y desde una distancia de metro y medio más ó m.enos,
.le hace fuego, viéndose en el acto, caer herido de muerte
la víctima.
Luego pues, no existen ni las ofensas ni las 'injurias ilícitas

y graves que aetermina lal ley de reformas al código Penal
número 4189 en su a\Úculo 17, capítulo 1.0, inciso 4.°,
sub inciso a., que haga procedente la pretensión de la defensa.

4~0 Que el procesado en su declaración de fo;a 3, majni-
fiesta que Galvan intentó agredido, con el cabo de un re-
benque y CJuepara .intimidarlo ; hizo fuego sin .int.ención de
pegarle. pero esta afirmación queda plenamente destruida
cón la unÚorme decla¡:ación de Jos testigos que han presen-
ciado la escena, según la cual, no solamente ni siquiera
intentó moverse d'e su asiento la victima sin.o también que' el
¡victimario, l'tl atacar á Galván, quiso no errar el golpe,
acercándose hasta la distancia de un met;-o' y medio,. es
decir 5lue trató de avan~ar Jo más que había podido.
5.(\ Que el procesado es autor responsable de homicidio
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simplE, .delito previsto y penado por el artículo 17, capítulo
1.0 inciso. 1.0, de la ley de reformas número 4189.
6, o - Que concurre en favor del reo la atenuante de los

melSOS í},° y 4,0 del c6digo Penal, por c uant<;> de autos
resul~a ,comprobado su estado de ebriedad al comete¡' el
delito, 'así .como la provocaci6n por parte de la víctima,
pro\ocaci6n que si no importa una circunstanci 1 calificada,
como se establece en el considerando 3,°, es justo estimada
como .aten:lUnte favorable al pi"evendo, para disminuirle la
pena ~n la .proporci6n legal,- sin que concurra agravante
en ¡su coritra.
7.° Que la prueba reunida en el plenario no aporta ma-

, '

'lores elementos' de juicio que tiendan á modificar la situa-
ci6n lClelreo en el proceso,
Por estas consideraciones, fundamentos legales yconcor-

dantes de la acusaci6n, fallo en definitiva, declarando á Ni-
"canor Villa rino. aut~)I' ¡'cs)onsab Ie de hoxnicldio simple y le
imponge la pena de doce años de presidio que cumplirá' en
~l establecimiento penal que el poder ejecutivo designe, 10
días ,de reclus'i6n solit~ ria en los aniversa¡'ios del crimen,
limitándose á dos años la vigilancia de la autoridad y costas,
N.otifíquese, y si no fuese apelada. elévese en consulta al

superior,
Alfredo Torrrs Ante mi : H.
D, R.osquellas.

SENTENCIA. DE LA. CÁl\fARA. ]<'EDEHAL

J,Il Pllito. Dfeiemllre 2~ de 1908

y vistos-

y considerando:

Que el procesado por homicidio Nicanor Villarino ha sido
condenado por sentencia de foja 57, ii 12 afias de presidio
y aC,cesorios, de que únicamente 'ha apelado el procesado y



282 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

na el fiscal; par la que es impracedente tamar en cuenta
la agravación que' pide el de ésta cámara sin adherirse
al ,recursp
Que el hecha real es 'evidente y cqnfesada pOI' el reo,

El mató de un balazo á Panciano Calvan; que para llevar
á cabo esta violencia no han mediado motivos serios pi
pendencia, ni resentimientos anteriares, ni actitudes. que pu-
dieran sugerir racionalmente que el matador podía temer
ataque de la víctima,
Que. como la scntenci:t lo expresa, los términas vulgares

del dicho de Calván no constituyen injuria, siendo términos
corrie!1tes -del lenguaje diario y usual de la: gente á cuya
clase pertenecen los protagonistas, •
Que las atenuantes reconocidas en la sentencia á favar

del reo' resultan admisibles, por el grado de perturbación
que debió causar t'In estado de ligera ebriedad, y al mismo
tiempO' la irritación, que sÜ'stien'e la defensa que produjo
en ',el pracesada la insistencia de su exigencia que está
lejos 'de ser una provocación cama lo admite el conside-
randa 6" pero que constituye la atenuante .del inciso 1.0. . ,
en el pracesado la insis~el1cia de su exigencia, que está
Por esto .Y concordan'tes del fallo recurrido, se confirma

can 'costas,

Marcelino Escalada Joa-
quín Carrillo-Daniel Ooytia.

DICTAMEN D.EJT.J SEÑOR PROCUR.ADOR GENERAL

HuellO" Aires, Abril 29 de 1m

Suprema Corte:

El recu rsa de apelación interpuest~ para ,~nte V. E., eo
procedente. á mérito de lo que dispone el artículo 3.0 In-
ciso Q de la ley 4055.
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En cüan~o al fondo, consider~ justa l~ s~ntencia apelada',
"confirmato~'ia de la de 1.a instancia, en la que se examI-
nan los hechos ocurridos, conforme á "los cuales se aplica,
al procesado la pena establecida en el artículo 17, cap"ítu-
lo (1:0, inciso 1.0 d'e la ley,cÍe reformas al código Penal,
disminuida en la proporción legal, po,' e'''istir dos atenuantes.
Sírvase V. E., confirmar 'por sus fundamentos, dicha

sentencia.

. Luis B. Molilla.

FALLO DEJJA COB.TE sUPB,EMA

Vistos y consider.ando:.

" \

BueUOR Aires, MajO ¿~ ,le 1!loo"

Que las constancias de autos demuestran el delito de homi-
cidio de Francisco, Galvan, perpeti'ado por el procesado el
día 28 de enero de 1906, en la ~asa de Francisco Geóffray,
situado en el ..paraje denominado la Cuchilla, 'departa-
mento G:oronel Pringles de la gobernación del Río Negro:
y que ,ha motivado l?l presente proceso:
Que las mismas constancias demuestran tambié:.1 que. este

delito Sf; llevó á cabo á" raiz de un cam1)io de palabras entre"
el "rocesado y Gaivan qre se encontraba sentado en mo.
mentas de ser muerto, según lo declaran los testigos Bau-
tista Castex, á foja 5, Juan IndaTte á foja 7, Salvaddr
Escarpe. li foja 9 vuelta, Vicente Capelere á foja 11, Pedro
Spagnolc' á foja 13 y Francisco Geoffray.á foja 15, que
presencia ron el hecl1o.
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Que .estos antecedentes así como el estado de embria-
guez en que se encontraba el procesado han sido debidamente
apreciados en la sentencia apelada, al confirmar la pronun-
Ciada á foja 57, por el juez de la causa, determinando la..
atenuación de la pena impuesta,. con arreglo á ]0. estable-
sido por el código Penal sin que concu~ra en el c.aso razón
alguna legal que justifique su modificación en el sentido
pedidc. por la ,defcl'isa.
Po:. ello y de conformidad con lo expuesto y pedido por

el señor procurador general, se confirma por sus' fundamentos
la sentencia ~1p.elada de ,foja 68 vuelta ..
Notifíquese original y devuélvanse.

A. BER.MEJO- NICANOR. G. DEL

SOLAR. .- :M:. P. DARACT.

C. MOYANO GACITÚA.

CAUSA XXXI

Contienda de competencia Jrabada ;últre. el juez federal de
Mendoza JI el de igual clase del Rqsario, en los autos
E. Tabanera (hijo) contra E. Belzerensen JI V. De Lorenzi.

Sumarlo: Corresponde á la cámara federal de apelación de
la capital el. conocimiento de una contienda de competen-
cia. entre el juez federal de la sección' de Mendoza y
el de igual clase del Rosario de Santa Fe.

Caso: Lo explican las piezas siguiéntes:
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-.AUTO DEL JUEZ FEDEIl..AL DE MENDOZ.A

'.

MeudoZR, Setiembre 1.0 de 1908

y vistos:

Con presencia de' los autos número 9692, Tabanera y
B:eherensen y De Lorenzi, de los cuales resulta que .10
convenido c~ntre estos últimos y él cedente de Tabanera,
Solanilla, era la entrega de una propiedad que le,s fué ven-
dida ,por una cantidad de la cual se abonaría el saldo res-
tante, siempre que se cumpliera por el coestipulante la con-
dición de bonificar los t.ítulos_
.Que la propiedad ubica en esta provincia, y si ,se estudia

atentamente la ,escritura de foja 16, auto.s principales,'Ílúmero
9692, se ve que e3 una cO,n:vención que debe ser ejecutada
en esta provincia, y entonces propiamente, el cobro :c1e1
saldo 'c1e precio es el cumpliÍniento de la obligación con-
traic1a Iy que, en el caso, debe fijar la competencia con
arreglo al principio de jurispruden~a de que el fuero
del dorricilio del demandado cede al del lugar de la eje-
ción del contrato. Así lo tiene declarado la suprema corte
naciona! len su fallo de setiembre 17 de .1907, transcripto
en el ,precedente inserto; y. la Exma. cámara federal ~e
la capital cori fecha 21 de abril del corriente año,. en el
caso pe Micheloni y Herrera.
Por esto y los fun:lamentos invo,cados por el interesado en

el escrito que precede, no obstante el dictamen fiscal, el
'Proveyente insiste en su competencia para entender en la
caus2, referida. En consecuencia, hágase saber al señor juez
~equer:iente, ,á los efectos qel articulo 51 de la ley de Pro~
cedimiento federal, con testimonio del escrito de foja ,7 y
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presente resoluci6n, y en su caso, elévense á la considera-'
ci6n de la Exma. suprem~ corte 'nacional de justicia.
C6piese v oportunamente rep6ngase.

Pedro T. Lucero.

AUTO DEL JUEZ FEDERAL DEL ROSARIO

R<)SRrio, ]\fn~'o' 11 de 1908

Autos y /vistos.

Las precedentes diligencias iniciadas por don Cesar OBehe-
rehsen en repersentaci6n del señor Enrique Beherensen y
don Victorio di I.orenzi por sÍ, pidiendo á este tribunal se
avoque el co~cimiento de la demanda que les ha entablado
don Jo:;é Tabanera, hijo, sobre cobro de pesos ante el juzgado
federal ,de la pi'Ovinciá de Mendoza.

)T considerando:

Que .resulta suficientemente acreditada la distinta vecin-
dacl. pe las partes y que la acci6n ejercitada por el se:lor
José Tabanera, hijo es, por su naturaleza, personal; en
cuya vIrtud y de conformidad á los artículos 1246,1247,
781. Y 783 del c6digo Civil y C.'$>l1cordante del c6digo de
Procedimientos en lo federal, artículo 45, 46 Y demás fi-
nalmente, invocados por 103 recurrentes en su escrito de
presentaci6n de foja; 1 y 2 vuelta, 16 y 17 vuelta, .se
resuelve: ~ue este juz.;ado es competente y se avoca el
conocimiento de la demanda entablada por don José Tabanera
hijo, contra los señores Enrique Beherensen 'y Victoria di
Lorenzi jsobre cobro de pesos ante el señor juez federal
de .la provincia de Mendoza. En consecuencia, ofíciese al
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mismo 1llagistrado á fin de que se inhiba y remita el ex-
pediente, con insérción en el oficio á librarse, de los escritos
de fojas 1 y. 2 vuelta, 16 y 17 vuelta y demás actuáciones
corrientes y del presente auto.

Hágase saber insertese y repónganse.

Eugenio Puecio y Benza,

DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR G-ENER.AL

Ruenos Aires, Febrero 19 de 1909

Suprema Corte:

A V: E " no con:es~onde dirimir la presente contienda de
coonpetencia, ,Por no estar incluida entre las que enumera
el artículo 9.0 de la ley 4055, y encuadrar dentro del artícu-
lo 19 de la misma ley; por lo que pido. á V. E " se sirva
ordenar la. devolución de los autos 'elevados.

Julio Botet.

'FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires. ],J fi~'O 29 de 1909.

Vistos y considerando:

Que 12. contienda de competencia suscitada entre el juez
federa~ de la sección de Mendoza y el del Rosario de Santa'
Fe, para conocer en eÍ juicio promovido ánte el. primero
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por Ezequiel Tabanera, hijo, contra don Enrique Beheren-
sen y Victoria di Lorenzo, á que se refieren ,los autos que
se tienen á la vista, no se encuentra comprendida entre
las que cOi:responde dirimir á esta supi'ema corte, con arre-
glo ,á lo dispuesto por el artículo 9 de la ley A055,
Que el conocin\'iento de estas cuestiones entre jueces dé

diversas ;secciones ó ent~'e los jueces de los territorios na-
cionales y entre éstos y aquéllos está sometido á las 'cá-
maras ¡federales, debiendo la contienda ser pasada á la
cámara de la jurisdicción del juez que primero hubiera cono-
cido ,en la causa, como se ha, resuelto por esta suprema
f.:.orte en tausas análogas, artículo 19 ley citada,
Por .ello y de conformidad con lo dictaminado y pedido

por .e1 señor procurador general, remitánse estos autos á
la cámara federal de esta capital, ¡PI ara que ejerciendo la
jurisdicción que le corresponde, proceda á resolver la presen-
te contiend'a, debiendo reponerse .10s sellos ante el inferior.
Notifíquese con el original,

A. BERMJt;JO OCTAVIO BUNGE
NWANOn G. DEL SOLAR. ~
l\'f. P. DARACT.

CAUSA XXXII

Contra José Cerloglio ")or infracción á la ley de servicf.o
militar nw.mero 4707.

Sumario: Es improcedente el recurso extraordinario previsto
en el artíCulo 14 de la ley número 48, deducido contra
una sentencia .que condena á un procesado por infracción
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á la ley de serViCiO militar número 4707, cuando, en el
caso, n.o se ha cuestionado la inteligencia de esa . ley na-
cio~l ni aparece decisión c<¥:lt¡:aria á dere~ho alguno qU<i
se hubiere fundado etl ella:

i.~...\'".

e(1$0'. Lo explican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL

La Plata, J"lío 7 de 190i

y vistos:

Estos autos seguidos contra Juan Cerfoglio, de 22 años
de ~dad, soltero, comerciante, argentino; domiciliado .en el
cuaxtel \1. o del partido de' San Vicente, por infracción á
la ley 4707.

y considerando :

Que al procesado le correspondió por sorteo, prestar' servicio
militar :::01110 consuipto de la clase' de 1886, en el ejérci-
to, según resulta del cartel de foja 17, (en que figura col!-
d \número de matricula de San Vicente 713, y c!Xl el pe
. sorteo 4318). cón referencia á la nota de foja 18.
Que al dcclarar ante este júzgado, foja 21, dice Cerfoglio

qt.reno se había presentado á hacer el servicio militar, tenien-
do en cuenta que la ley 4707 lo exonera del t.al servicio
en virtud de ser hijo de padre septuagenario é impedido, pués
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atiende un pequeño negocio de almacén y des~acho de be-
bidas que su padre tiene en San Vicente. .
Que el señor procurador. fiscal pide para el procesado la

pena t<lc un año de servicio militar, foja 22 vuelta; yel señor
defensor solicita la a.b:soluci6n, por éuanto Cerfoglio está.ex-
ceptuado por la' ley del servicio militar y no puede sufir
pena alguna por no presentarse á cumplirlo foja 27.
Qtié los ciudadanos comprendidos en el ¡J\rtlculo 63, título

1, ley' 4707, deben solicitar su excepci6n ante las juntas
.creadas por el articulo 68 y sólo pueden considerarse
exceptuados cuando eS,as juntas así lo declaren, 6 cuando
los jueces federales, ~n grado de apelación así lo resuelvan.
Que en el supuesto de que la junta de excepciones de

Chascomús hubiese sido morosa en la resoluci6n del ex-
pediente ,de Ceríoglio, pudo éste acusar los proce~imien.tos/,
haciendo uso de los recursos legales ante este juzgado, cuya
jurisdicción de apelación ha sido establecida en el artÍCu-
lo 69 .de la ley citada, sin limitaoi6n ni reservas de nin-
guna clase.
Que por expresa disposición de la ley, artÍCulo 69 re-

cordado, los ciudadanos deben esperar en las filas la resolu-
ciói1 'definitiva de la excepción.
,Que, según esto, no basta considerarse comprendido-en

una -de las causales de excepci6n ni practicar las diligen-
ci:ls preparatorias, ni presentarse á la: junta, para estár exo-
nerado del servicio, sino que e s necesario urgir 'la tramita-
ci6n {l fin de ,que la excepción sea concedida antes de' la
fecha designada para la incorporación i las filas, y sino
lo fuere. pi'escn~arse á é:;tas y esperar allí la resolución ¡de
la junta 6 del juez federal, según los casos.
Que \de] decreto del poder ejecutivo, transcripto en, eJ'

cartel de foja 17, resulta que se señaló el día 15 de agosto
eJe, 1907 para la incorporación de Cerfoglio,
Por estos fundamentos, de conformidad con lo dictamina-

do por el señal' procurador fiscal y con lo dispuesto en el
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~rtículo 71, ley 4707, fallQ, que debo condenar á la pena
de un año de servicios continuados en las filas del ejército
permanente, después de terminar el que le corresponde por
sorteo, :y al pago de las costas procesales (artículo 144,
cód!goProcedimientos), computándole el tiempo de prisión
preventiva sufrida. Remitáse testimonio al señor ministro de
Guerra .
.Hágase saber y repóngase los sellos.

Marcelino Escalada.

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDER.A.L

La Plata, Octubre 16de 1908

y ,vistos:

Por sus findamentos y de acuerdo con el dictámen del
señor FrocuradoT fiscal, se confirma la sentencia apelada
de foja 52.

.Joaquín Carrillo - Daniel
aoytía - Emilio Villafañe .

. ,
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

Blleno£ fires, Ab)'¡¡ 26 de 1909

Suprema Corte:

Procede ~l. tecurso interpuesto para. ante V. E., atento
lo que dis"pone el articulo 6 de la ley 4055, y ~u correlativo
el artículo 14, inciso 3 oe la ley 48, por habers'e cuestiona-
do la inteligencia de la ley nacional 4707 (artículo 63 b.),
) ser la d~cisión recaida, contraria al derecho que se am-
para en esa prescripción .
En cúanto al fondo del recurso, por estar plenamente 'com-

probada la infracción á la ley 4707, pido la confirmación
de la sentencia' de foja 63, sin perjuicio de cont5nuarse las
gestiones promovidas por el procesado, para obtener su ex-
cepción, en razón de haber sido iniciadas en tiempo oportuno.

. Lttis B. Molina,

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

...•. ":. .
• :.4,..

Bneno£ Aires, Jlfa.yo29 de 1909

-Vist08 y considerando.:

Que según resulta de autos, la sentencia de foja 63. que
confirma por sus fundamentos la del inferior, corriente á.
foja 52, se ha limitado á la interpretación y apli.cación de.
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las disposicio,nes de la ley 47 O7, de las que. hace mérito
para imponer al 'procesado la 'condenación solicitada por la
acusación fiscal, sin.que se haya cuestionado la inteligencia. , .
de ¡aquellas. disposiciones ni. aparezca sobre ellas decisión
~ontraria á derecho alguJio,- 'qu.e se hubiere fundado en las
mismas, ~Artículo 14, ley número 48,
Por ello pido el señor procurador general, se declara im-

proced~nte el rec~rso. interpuesto,
N,otifíquese' con el original, y devuélvanse los él.utos, re-

poniéndose los sellos ante el inferior.

A. :&ERMEJO - OCTAVIO BUNGE. ,.
NICANOR G. DEL SOLAR. --

l\f. P. DARAOT':""- C. MoyANO
GACITÚA.

{~ .

CAUSA XXXIII.

Don Santiago Carricotuio. (su sucesión), en los autos se-
guidos contra ¡Manuel Oarcía rernández,' por defrauda]
ción iá la renta de aduana. Recurso de hec/w.

Sumario Procede el recurso del artículo 14, de la .ley 48
contra Ja resolución de una cámara federal que, declara
bien dene'gado el. recurso de apelación interpuesto para ante
eH" contra una resolución del infer.ior, que no hizo . lugar .
á la apelación deducida por el denunciante de una defrauda-
ción á la renta de aduana, contra un fallo consentido por
el ministerio público, (El denunciante invocaba la disposi-
ción ~el .~rtículo 65 de la ley 3890),

" .
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I "Y

Caso: Lo explican las siguientes piezas:

,
\.

iNF9RME DE LA CÁMARA. FEDERAL

., ,
, .

Suprema Corte:
. ,

Evacuando el informe ordenado por V. E., en el recurso
de hecho deducido por don Ignacio M. Amado en represen-
taci6n ;de la sucesi6n de don Santiago Carricondo, en la
causa seguida contra don Manuel Carda Fernández, sobre
(Iefraudaci6n á ia renta de aduana, debo informa~ á V. E"
lo I:,iguiente:
Interpuesto ;ante este tribunal un recurso de hecho por

el señor Amado en los autos referidos, y. habiéndose soli-
citado i:nforme, el inferior elevó el siguiente: «Exma. cá-
mara: Fallada la: causa seguida contra don Manuel Carcíá ~er-
nández por defraudación al fisco, á que se refiere el prece-
dente recurso, el señor Ignacio M: Amado, representante de
los herederos de don Santiago Canicondo, que se hizo parte
'en ¡este juicio como denunciante, ,interpuso el recurso de
ape.la.ción de.la sentencia, y este juzgado, teniendo ~n cuen-
ta ,quli en los asuntos de esta naturaleza los empleados
partícipes ,en los comisas, no son más que una parte coad-
,yuvante de la acción fiscal, y que ese tribunal estableció
en el caso de Pablo N. Testa, que el emplE:ado denunciante
no podía practicar otras gestiones 'que las ~ue haga el re-
presentante, permanente del estado, que lo es el ministerio
fiscal, ¡no hizo lugar á dicho recurso, por auto que á conti-
nuación 'transcribo» :

, .; .;;. ~" ~
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Autos y dstos :

295

Habiéndose establecido por la Exma. cámara federal que
el denunciante en a suntos de esta naturaleza no puede prac-
ticar otras gestiones que la. que haga el ministerio fiscal,
que es el representante permanente de la acci6n pública,
y habiendo éste consentido la sentencia dictada en esta causa, -
no se hace lugar a~ recurso deapelaci6n interpuesto en el
escrito que antecede, Horacio R. Laneta». V. E., podrá
ademá" examinar Los autos principales que en breve se. re- .
mitirán á ese tribunal en grado de apelación. Es cuanto
tengo que informar á V. E. Horacio R. Larreta, setiemb're
9,de-1908.\
En mérito del precedente informe, este tribunal declar6

bien :denegado e~ recutso de apelación interpuesto. en pri-
mera instancia, y en consecuencia, improcedente el de hecho
deducido ,ante esta cámara.
Contra este auto, el recurrente interpuso recurso de apela-

ci9n para ante V. E., el cual fué denegado, por conside-
rar él tribunal, que el caso presente no se encuentra com-
prendido entre lo enumerados en la ley número 4055 Y

su correlativa número 48 de 1863 .
Es ,cuanto tengo que informa; á V. EJ., á qiti~n Dios e;uarde{.

'A. Ferreyra Cortés .
."'

DlOTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL

Suprema .corte:

Del (informe elevado á V. E., por el inferior á foja . .;8,
se desprende, que la resolución pronunciada por él y que
declar2. ~ien denegado el recurso de apelación instaurado.
por el recurrente, en su carácter de denunciante de ~na defrau-



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA

dación p ,infracción aduanera, contr~ la sent~ncia, condena-
toria ~n parte, y consentida por el ministerio público, y
en ~onsecuencia, improcedente á su vez, el recurso de hecho
deducido por el mismo denunciante ante aquel tribunal, es
una, lfesolución' q~e versa exclusivamente sobre l~ateria, de
¡Jrocedimiento, por lo que no está comprendida en ninguno de
los casos enumerados en el ~rtículo 14 de la ley 48 á que
se refiere el artículo 6 ;de la 4055.
En consecuencia, no procede contra ella, el recurso extra-

ordinario :de apelación que tales preceptos legales autori-
zan ; lo que hace improcedente el recurso extraordinario trai-
do ante V, E., por lo que pido á V. E " se sirva así
Hedaralo. . .

Julio Botet.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Bnenos Aires, Junio 1.0 de 1909.

Autos y vistos:
,,.

¡,

El recurso de hecho por apelación denegada interpúésto por'
el iepresetÍtante de la sucesión de don Santiago ~arricondo,
de sentencia pronunciada por la cámara federal de apelación
en los autos contra don Manuel Carda Fernandez, sobre
tlefraudación.
IV considerando:
Que, como la sentencia de la cámara federal de apela-

ción ide 'la. capit~l 'se ha pl'onunciado en sentido' contrario
al :derecho que' el r~cu¡'rente ha pretendido fundar en el
artículo .65 de la ley de ,aduana número 3890. el caso ,tie
encuentra comprendido entre los que prevee el artículo 14
de la ley número 48, y 60 de la ley número' 4055.
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Por ello, oido el señor procurador general, se ,?eclara
mal denegado el recúr;o, y pídanse los autos principales
Notifíquese con el original, y rep6n~ase. el papel.

A. BERMEJO. - NIC.ANOít G. DEL
SOL.AR. - M. P. DA.RACT.
C. MOYANa GÁCITÚ.A.

.',

CAUSA XXXIV

Criminal, contra 'Marcelino Díaz, por homicidio doble.

Sumario: Es justa la sentencia que coU:dena á la pena
de veinte y cinco años, de presidio y accesorios legales, al

. autor de un doble homicidio perpetrado con las circuns-
.cias agravan~es previstas en los incisos .3. o 13 y 20 del
artículo ~4 del código Penal.

Caso: lA> explican las piezas siguientes:

SENTENCIA. DEL JUEZ LETRADO

\'iednll\,. Setiembre 9 de 1908
y vistos:

Estos ilutos seguido de o£'icio contra Marcelino Díaz, de
.velnte y siete años, soltero, chileno, labrador de mad~ra,
sin :domicilio fijo, acusado de homicidio en la's personas de
Julio San ,Martín y Segundo Porra.
Resulta' Que elLo de febrero' del año ppdo., como á

las tres de la mañana, llegó á casa de don Dalmiro TrupilIa
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vecino de Pichi Lenfi un individuo que, gravemente herido,
~ostenía con las manos sus intestinos; manifestando llamar-
se Julio San Martín, qué, viajando con direcci6n al sud, venía
desde el Neuquén acompañado de Segundo Porra, y Mar-
celino Díaz; 'que esa noche, encontrándose durmiendo, se
record6 al golpe que con una piedra le asestaba en la cabeza
su Icompañero Díaz, á la vez que le inf~ría tres puñala-
das mientras se encontraba aún en la cama; que acto con-
tinuo; el agresor salt6 á la cama de Porra á quien igual-
mente apuñaleó ; que mientras esto hacia Díaz, aquél aprove-
ch6 el momento para huir, pero fué alcanzado por el victima-
rio, guien volvi6 á atacarlo, infhiéndole otra herida en la
regi6n abdominal izquierda, la que le produjo la caída de
de los intestinos, dejándolo por muerto; que después de esto;
volvi{' contra Porra para ultimarlo, escucha~do los 'lamen-
tos ¡del infortimado compañero; que en ese estado y con

l .

los intestinos e n las manos, pudo llegar á casa del denun-
ciante' quien, acompañado de José Martínez y Telmo Braga,
le prestar6n los primeros auxilios, falleciendo ¡i las diez de
la !mañana, Trasladados al lugar del crimen, el cadáve¡'
de Porra fué encontrado lejos del camino, desnudo y 'oculto
entre unas matas, notándose que habían barrido el suelo
con .el pr6positá de hacer desaparecer los rastros,
Que los .testigos que escucharon á San Martín. antes de

fallecer, manifiestan que éste de,claro: que Díaz los había
.atacado sin ,causa alguna; que mientras trabajaron juntos
en el Neuquén jamás tuvieron diferencias; que creía que
lo's "asesinaba para robarles, porque ambos llevaban algún
dinero. que el victimario lo despojó de sesenta pesos, así
'como de varios certificados de caballos,
Qúe el preven_ido en su indagatoria de foja 19 declaró

haberse c;ncontrado la noche del crimen en el paraje "deno-
minadc. Las Coloradas, durmiendo en compañía de Julio San
Martín y Segundo Porra, c0l;1 quien venía marchando desde el
Neuquén' que siendo la oración y después de comer un
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asado, sus compañeros de viaje le reprocharon la escasez
de comida, teniendo con este motivo un cambio de pala-
bras que degeneró en insultos, que como sus ví.ctimas lo
amenazaban .~on despojarlo de lo que llevaba y creyendo
en peligro su vida, desarmó á San Martín acometiendolo á
puñaladas'; que como Porra' pretendiera atacarlo, lo intimidó
con el cuchillo, al mismo tiempo que le pegó con un fierro
por la cabeza, desarmándolo y aCOlñetiéndolo á puñaladas,
y que ~ntes de herir á San Martín le pegó con una piedra
por la cabeza y, viéndolo caer atolondrado, aprovechó el mo-
mento para desarmarlo y ac'ometerlo; que una: vez muerto
Pori'a, tapó su cada ver porque antes de fallecer le pidió que
ásí lo hiciera; que po le~ sacó dinero alguno y que los do-
cumentos de propiedad de San Martín encontrados en su
poder, le fueron entregados por éste.

Que á foja 32. vuelta, el procesado ratifica su anterior
declaración. haciendo constar' que no se encontraban dur-
miendo sino que habían. terminado de comer y se hallaban
sentados al rededor del fogón cuando ocurrió el hecho y
cerca .de allí las camas tendidas; que como él no tenía
:ninguna arma y como los dos atacaron juntos, tomó una
piedra con la que dió un golpe á San Martín y .10 volteó,
en ,cuya ocasión lo desarmó, consiguiendo sacarle un re-
vólver y un cuchillo con el cual trató de defenderse del ataqüe
de San Martín' y Porra, quienes tenían interés en quitarle
cuatro .caballos de su propiedad. Que el ministerio fiscal en
su -dictamen de' foja 36 acusa al prevenido C01110reo de
ho~icidio con ensañamiento y alevosía, solicitando se le im-
ponga la .pena de veinte y cinco años de presidio, ya que
no ,existe otra prueba que.la confesoria, pues de lo contrario
le correspondería la pena de muerte; dictamen que es re1;>a-
tido á foja 40 por la defensa,' quien pide se disminuya ¡í
siete ~ños de pcninteciaría por tratarse de homicidio pro- '
vacado.
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r:r.- considerando:

1.o Que consta el delito ~de homicidio en las personas de
.Julio San Martín y Segun.do Porra por el informe pericial
de fojas 13, partidas de defunción de foja 23 y 24, confesión
del reo y demás elementos de autos.
2. o Rue la tindagatoria del procesado de foja 19, ratificada y

ampliada á f()ja 32, concordantes con las declaraciones de los
testigos Trupillo, .Martínez, Braga y Mendoza, (fojas 59, 11

Y .15 hacen plena prueba de que Marcelino Diaz en circunstan-
cias que sus compañeros dormian, les dió mu"erte de cuatro y
doce puñaladas, respectivamente.
3"o Que dados los anteceden"tes que obran en el proceso,

la .confesión calificada del reo debe aceptarse sólo en t:uan-
to prueba el delito, pues los elementos acumulados en contra
son concluyentes y demuestran ampliamente' que el bárbaro
!doble crimen no tiene excusa ni atenuante alguna"
En efecto, el acusado sostiene que el origen del hecho es

una discusión habida por la escasez de comida, cuya responsa-
bilidad sus víctimas le. atribuian ; más hay que desechar esta
afirmación en presencia del testimonio de Trupillo, quien
asegura que la tarde anterior Porra fué á su casa en busca
de carne y si poco' fué el asado, es lógico que á Pana le
habrían hecho cargo, puesto 9ue todo dependía de lo que
él 'hubiese obtenido.
4. o Que es inaceptable la afirmación del acusado respecto

á la hora en que se produjo el drama, el cual, ;.;egún él,
fué enseguida de comer, siendo ya la oración, por que en-
contrándose plenamente comprobado que San Martín, llegó.
á ';:.asa del vecino Trujil10 á eso de las tres de la mañana
herido ya y c.on los intestinos afuera, claro está euq el
llegar á esa hora, es porque el hecho se produjo maUlen tos .
antes, una hora si se quiere, pues 'la extrema grav~dad del herir:lo
no le había permitido andar muchas hoí'as, antes de llegar
á La casa donde falleció"
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Que siendo así, es fuera de toda duda verosimil y real la
afirmación de San Martín de que él y s,u imfortunado com-
pañerl) fueron atacados mientras dormían, sin prevención al-
guna, pues, ,de otro modo, no se explica cómo dos hom-
bres ,¡trmados, uno de cuchillo' y otro de revólver y cuchillo
no hubiesen podido producir ¡ü agresor ni el más leve ras-
guño, ni hacerle un solo tiro y que por el contrario según la.

,propia c'onfesión del reo, Ihubiese acertado precisamente, á
darles en la cabeza el primer golpe, 'al uno con una piedra
y al otro con un freno, con el propósito confesado de des-
concertarlos.

Por otra parte, el informe pericial citado arriba á la con-
clusión de que las heridas penetrantes que presentaban las
victimas e ran todas de carácter mortal; que alguna de ellas
habían atravesado el cuerpo de un lado al otro, lo que
revela que fueron inferidas mientras el cuerpo yacía ten-
dido 'en el suelo, circunstancia que tiende á confirmar que
,San Martín y 'Porra fueron. atacados en el mismo lecho donde
(iormían, como lo ha ,declarado aquéL

5, o Que dado el carácter de las lesiones inferidas y el
número de ellas, así como lac ircunstancia mencionada por
San Martín de que Díaz volvió á atacarlo abriéndole el
abdómen cuandQ vió que intentaba huir, es evidente el pro-
pósito que tenía el reo de ultimar á sus victimas para Jo
cual no trepidó en herir al uno doce veces y al ptro cuatro
lo ,.Q,ucdemuestra el ensañamiento con que procedía.

6," Que en cuanto al móvil del crímen puede afirmarse
sin ,vacilación alguna que fué el robo y ésto se comprueba'
el plO1Í1ento para huir, pero fué alcanzado por el victima-

,terminantemente con la declaración de una de las victimas,
testimoniada por Trujillo, Martínez y. Braga, (fojas 5, 9, 11)
quienes oyeron decir á San Martín, antes de. morir, que Díaz
los habla atacado para robarles lo que llevaban y que á él
le habíar. sustraido sesenta pesos que tenía; se confirma
igualmen~(, con el secuestro .de poder del victimario de los
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documentos ~gregados á fojas 25, 27, Y pertenecientes á
ambas víctimas así como de los caballos encontrados en
poder de Díaz y el estado de desnudez en que se hallaba
el ,cadáver de Porra_

7. ° Que si bien la causa inmediata del crimen ha sido ~l
robo, dado las circunstancias especiales en que fué. cometido
y' el insignificante propósito de hecho que perseguía, no
puede desconocerse que sólo por impulso de perversidad
brutal puede un ser humano as~sinar á dos compañeros con
tan ~refinado ~nsañamiento y alevosía.

8. o Que en consecuencia, el delito, comprobado es el de
homicidio reiterado c,on ensañamiento, alevosía y por impulso
de p~rversidad brutal, y en atención á que estas cir<;:uns-
tancias son calificativas, el delito queda comprendido dentro
de las disposiciones del artículo 17, capítulo 1.0, mClSO

3..0, párrafo ,H., de la ley de reform'as al código Penal,
número .•.4189.

9. o Que el ministerio fiscal solicita la pena de veinte y
cinco .años de presidio en atención á que sólo e~"te la
prueba de confesión conforme á lo establecido por el artícu-,
lo 321 del código de Procedimientos, pero esta argumenta-
ción es inaceptable desde que la citada disposición se refie-
re, al caso en que no exista, ptra prueba que corrobore ~a'
confesión del reo, lo que no sucede en el presente, pues,
la testimonial y de indicios considerada, prueba /\confirma
suficiente 1Y ampliamente la confesión: del acusado con lo
que desa¡nrece la posibilidad de su inocencia, pues dicha
disposición .sólo tiende á ev:itar la aplicación de una pena
de tan graves é irremisibles consecuencias en posibies 'casos,
no ,extraños en los tribunales, de sujetos inocentes que cpor
cualquier ~110tivo se declaran autor de delitos que jamás
cometiúon

10. Que la defensa sostiene que el acusado ha sido pro-
vocado por las víctimas y' que 'P''Or consiguiente pide se le
aplique sólo siete años de penintenciaría; pero demostrad/)



DE JUSTICIA DE LA NACION 303

como queda que no ha existido tal provocaci6n, debe dese-
charse, por cuanto el delito se cometi6 mientras dormían las
víctimas y que no existe un solo indicio. que la corrobore
ni lsiquiera que la presuponga.

11 Que concurre en contra del procesado las agrvantes
de 1I10cturnidad, 'despoblado, reiteraci6n y robo, estable
cidas en los inc~sos '4.0 y 13 del artículo 85 Y 87 del
c6digo Penal.

La nocturnidad Y!,despoblado se comprueba con la hora y
sitio ep. que se cometi6 'el crimen, la reiteraci6n con las

0. ,;

partidas óe defunci6n de fojas 23 y 24.é informe pericial
de foja 13, el robo con el secuestro de los certificados, fl,gre-
gados ,á fojas 25, 26 Y 28, de 105 caballos 'á que se refiere
la declaración de Mendoza, así, como con los testimonios
nas "de Julio San Martín y S.egundo Porra á la pena ,tie
de Trujillo, Marti'nez y Braga; respecto á lo manifestado por
San Martín a.ntes de 1110rir,.con el estado de deznudes con
que fué encontrado Yana y'secuestro de r'opas y JI"evólver:deja-
do por el procesado en casa de Mendoza.

12 Que no existe en favor del reo atenuante alguna que
computa,' y esta circunstancia es ciertamente lamentable en
caso ~e excepción, para el éual se ha establecido también una,
presencia de un delito tan grave, vale decir un verdadero
pena de excepci6n, cuya legitimidad, necesidad 6 consecuenCia
en presencia d,e las actuales orientaciones de la ciencia pen".t1,
no '(;iS permitido al juzgado hacer, sobre ellas, apreciaci6n
alguna.

Por estas 'consideraciones, fund:lmentos legales citadas_y
las cottcordantes de la acusación, fallo en definitiva condenan-
do á Marcelino Díaz como reo de homicidio en las perso-
muert~ que deberá ser ejecutada de acuerdo con 10 dispuesto
por ¿o~ artículos 56, 57, y 58, del c6digo Penal y 559 Y
560 del de Procedimientos.
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Regístrese, notifíquese y si nó fuere apelada, elévese en
consu1ta al superior.

, ..•. ','

J. Alfredo Torres - (Ante. .
'mi: .H.D. Rosquellas.

SENTENOIA DJ<]' LA OÁM.A.UA l<'EDER-AL

'La Plata, Noviembre 28 de 1908.

y vistos:

IY cpnsiderando:.

Que el ministerio público en La instancia, acusó á Mar-
celino ¡DÍaz como' autor de homicidio en las personas. de
Julio San Martín y Segundo Porra, pidiendo la pena de 25.
años pe presidio, habiendo el d'.~fensorsolicitado 'la de 7
años de presidio por considerarlo autor de .homicidio pra-

l vacado.

Que el juez a quo lo ha sentencia.do á la pena de'. ~u.erte,
con arreglo á lo dispuesto en el artículo 17, inciso 3:0, capi-
tulol.°, letra A de la ley .. 4li~9, de reformas al codigo
¡>enal, ¡de cuyo fallo se lia alzado D Íaz.
Que .según el procesado;' se encontraba «durmiendo)}, á'

campo -raso, él y sus. compañeros de viaje, San Martín y
Parra, ¡cuando á eso de la oración, la noche del 1. o de
febrero del alío ppdo., éstos le reprocharon la escaséz de
comida, lo que originó un cambio de p~labi'as que degene-
raron .en insultos.
Como Parra y San Martín lo «amenazaron}} con despo-

jarlo de lo que tenia, creyendo en peligro su vida. golpeó
á San Martín con una piedra en la cabeza y como cayera á
tierra atolondrado, acometi610 á puñaladas.
y como Parra pretendiera entonces atacarlo, lo intimidó
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con el cuchillo, al propio tiempo que le pegó cop. un freno
en la cateza, ,desarmándolo y acometiéndolo también á
puñaladas.
Quc, posterionnente, ante el inferior, ratificó en parte la

manifestación iJ,nterior, diciendo que cuando tuvo lugar el
hecho, él y sus acompañantes no dormían, sino que ha,bían "
terminado '!fe comer 'y se. e~co~t~aban sentados al rededor del
-fogón .Y cerca de allí tendidas las' camas.
Como not eiüa a'rma alguna; el1,vista 'de que sus a'com-

pañantes, lo. «atacaban» á un tiempo" tomó una piedra con la
cual dió un golpe á San ~I'Iartín y lo "':olteó desarmándolo,
,consiguiendo sacarle el "revó.lve,' y' un cuchillo con el cual
trató de defenderse del «ataque» que le llevaban, p~es que
teníim interés en quitarle 4 caballos que poseia.
Que los testigos Dalmiro Trujillo, José Martínez y Telmo

Braga, cuentan: que como á las 3 de 1a mañana del "!día del
hecho, llegó á la casa del pí'imero; Julio San Martín, gra-
vemente herido, sosteiüendo los intestinos con' la mano, y
después ,de recibir los primeros auxilios, les manifestó que
encontrándose dormido, se recordó con un golpe de piedra
en la cabeza, recibiendo al mismo tiempo en la cama, de
Marcelino Diaz, tres puñaladás.
Díaz saltó en seguida á 1;1' cama de su compañero Parra,

'dándole de puñaladas, aprovechando él entonces, el momento
para ponerse á' salvo, pei'O fué alcanzado por Díaz, el que
le dió otn puñalada en el vado que« le volteó el sebo» y los
intestinos. Dejándolo por muerto allí .se volvió para con-
cluir (de matar á Parra, de quien sentía los lamentos, lo
que le dió luga~ para huir 'nuevamente, recogiendo Jos íntere-
tinos' con una mano y apretándolos con una' faja.
San Martín falleció' á las 10 de la mañana y en seg~ida

los testigos se trasladaron al lugar del crimen y no sin
grave trabajo puclieron hallar el cadáver de Parra, comple-
lamente desnuclo tapado coñ matas, retirado á un lado del
, cammo.
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Que si bien es cierto, según el artículo 317 del código de
Procedimientos, la confesión calificada como la prestada por
Diaz, ,110 puede dividirse en perjuicio del confesante y los
9istintos hechos y. circunstancias que ella contenga no im-
portan excepciones cuya prueba incumba al acusado, no lo es'
'menos que esta regla sufre excepci6n, según la misma dis-
posici6r. legal, cuando como en el caso presente, no cons-
tituye prueba única d.el delito y de las circunstand~s del
hecho, resultan presunciones graves en contra del confesante.
Que según resulta de la primera manifestación de D íaz,

ante ~l comisario policial, horas después de la sangrienta
tragedia, no se ,encuentra justificada la legítima defensa que
posteriormente ha invocado, el procesado ante el juez a quo,
'cuando reflexionando en la enormidad del. hecho, ha creido
.posible que la ausen<:;ia de testigos presenciales diera asi-
dero probable, á la d~fensa invocada, sin detener'se á pensar
que no es ,siquiera verosimil la tal defensa, porque estantl.o:
armados, sus aconipañante's, uno. dé rev6lver y cuchillo y
el ¡otw de cuchillo, y dispuestos á matarlo como lo ase-
gura,' no se concibe que haya salido ileso del pretendido
ataque ..
Parra y San Martín á estar á su primera manifestacióón,

sól'Ü lo amenazaron ton despojaj'lo de' ro que tenía, es decir
de 4 cab~tllos, cuya propiedad ,por otra parte, ni tan' siquiera
ha tratado de justificar y esto no era motivo suficiente para
cre,er en peligr¿' su vida y acometerlos á puflaladas con el
lujo dé heridas qu~ revela el certificado de foja 13, pues' dió
4 á San Martín,: y 12,á Parra to'das mortales, la's tiue a.travesá-
ron el cuerpo 'del último parte' á 'parte,
Que tampoco resulta v-erosimilla provocaci6n que alega el de-

fensor del acus~do, dada la ausencia de causales que pudieran
ju~tificad'a, pues juntos habían ti'abajado y j'unto's viajaba'n
sin que exista la más' rriinii:n~' sospecha que hubiera' habido.
entre ellos. resentimientos antedores, La muerte de sus dos
~,ompañante3 'eli la forma que', revelan las circunstancias
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de la cáusar.nQ ha podido producirse sino por un instinto de
p:erversidad brutal ópor -despojar á sus victimas del dinero
que llevaban, hipótesis que sin embargo no están suficiente-
mente establecidas en autos y no autorizan por !consiguiente,
la ~plicación de la disposición legal en que estaba bazada
la ,sentencia apelada.

Que prescindiendo de la declaración de Julio San Martín,
cuyo Jestimonio á estar á lo dispuesto en el artículo 276,
inciso 10, del código de Proc.edirnfentos, sólo puede servir
para simples indicaciones y al solo objeto de la indagación
sumaria, por emanar de un denunciante á quien afecta el
hecho directamente, existen en autos, además' de .'las cir-
cunstancias desfav;orables i:o íaz, que han sido apuntadas, las
siguientes, tendientes á demostrar la falta de sinceridad de
sus manifestaciones, cual1do pJ:1etendeescudar su responsabi.li-
daü ,legal, invocando á su favor la legítima defensa ó la
provocación de sus desdichados. compañeros de viaje: 1.0
.no ser 'ciertos que éstos le hubieran reprochado la escaséz ele
comida, pues consta según Dalmiro Trujillo, que el .dia
antes 'gel doble homicídio 'San Martín había estad'o en el
establecimiento del primero' á comprar carne, y mal podíán
pues' San M~rtín y Pa~ra reÍnoc1).arle la escaséi' de una co.-
mida, cuya a~quisicióil no' había hecho él, sino San Martín.

2. o Ne ser cierto que Parr;>.motibundo le hubiese encargado'
desnudar .y esconder su cadáver, p"ues no se atina á com~
prender el motivo de esa curiosísima última voluntad, siendo
más juicioso decidir que fué Díaz, quien ideó este. exceso
de crueldad, ya fuera para borrar los rastros del crímen ó
par~1 apode"rarse de los efe:ctós .y din~ro que poseyera la
victima; suposición priméro qu~ se 'sustente al considerar
que fueron .encontrados en poder de Díaz' las ropas que en .
.vida' vestía P;:trra y un ceFtificado de venta de un caballo.

Los testigos Dalmü:o Alsina, José .Martínez é Hipólito Bra-
go, him v~sto el cadáver desnudo, tapado con matas, retirado
del 'camino'.
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3.'" :K;) Sl'; cierto ql}e el hecho se produjo á la pración,
como,pretende, sino muchas más avanzada la noche, probablé-
, mente cuando ya dormían lils víctimas, pues es hecho' esta-
blecido en autos por testigos presenciales que San Martín
llegó ',éon los intestinos ruc,'a, á las 3 de la mañana, al
establecimiento J'rujillo, marcha que sólo ha podido hacer
estando frescas aun 'las ilcridas recibidas.
Quc el hecl)o llevado á caba 'por Díaz, está previsto por

el ,artículo 17" inciso 1.0 capítulo' 1.0, delitos cantra la
'vida, de- la' ~ey de reformas al,' código Penal, castigado con
la pena de 'lO á 25 años de presidia, agravado con ~as

, circunstancias enumeÍ"adas en los incisos 3.° 13 Y 2,? del
84 de' código Penal.
Por todo jo, cxpucsto .y atcn ~o,lo dispuesta en' las, pres-

cripciones legales citadas, artíCulos 55 y 321 del código,
Penal y códiga de Procedimientas, respectivamell;te, y artícula
6 ley de: refOl'mas al código Penal, se modifica la sentencia
recurrida, imponiéndose á MaI'celino Día' z,por el doMe ha-
ilnicidio de las persanas de sus compañeros San Martín, y

Parra, la pena de 25 años de presidio éon reclusión salitaria
de 30 días, en los anivers;:trios del cr.ímen y demás acceso-
ria<; 'legales.
Deyuelvanse. .

Joaquín Carrillo' - Marceli-
no Escalada-:Dani~l Ooyt!a

DICTA1\mN DErJ SEÑOR PROOURADOR GENERAfJ

,Suprema Corte:

El recurso interpuesto para ante V. E '. es proceden,te á
mérito de la que dispone' el artículo 3, inciso 5 de la
ley ,4055.

La sentencia de la Exma, cámara estudia extensamente los
'antecedcptcs del pj'o~eso incoado contra Marcclino Díaz, por
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doble homicidio en las personas de Julio San l\fártín y
Segundo Parra, y, en mi sentir, está en lo justo, al aplicar
. ej inciso l. o del artículo 17 de la ley de reformas al ¡:ódigo
Penal, é 'imponer el máximum de 1a pena que fija dicha
disposiCión. La pena de muerte, que-estableCÍ<:l,' el' fallo del
.fuez letrado, no corresponde, en presencia de lo que determina
el artículo 321' del código de Procedimientos, pues la prue-
ba principal que existe ~n 'autos, es la confesión del' procesado.
En cuanto á las circunstancias invocadas por el defensor,
para soli~itar, se considerase 'el hecho como homicidio pro-,
vocado, no son de tomarse en cuenta; la confesión ha. 'podido
dividirse' en el caso' sub' ¡,tdue, pues aunque el artículo
318 ,del código citado establece que la confesión calificada
~s i,ndlvisi'ble, es necesario. que la calificación proceda en
concordancia' ,con el hecho principal, y no sea contradicha
con las demás constancias del sumario, como ócurreen este
proceso: en el que, según lo demue~tra la 'sentencia de
la cámara, se encuentran pruebas bastantes para demostrar
que la agresión" que pretende el reo le fué hecha por las
víctimas, es una !nvención forjada para amino'rar eld~lito.
Por lo expuesto, y consideraciones del fallo recurrido, pido

sea c'odirm~do en todas sus partes:
',. Luis B. Molina.

FÁLLOS DE.LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, .Junio 10. de 1909

Vistos ,Yconsiderarido :.

Qur. está plenamente comprobada la existencia del delito
perpetrado por el prpcesado Marcelino Díaz, de nacionalidad
chileno. de estado soltero y: de 27 añós "de edad, en la noche
<lel J..o die febrero de'1907, en el lugar denominado Pichi-
Leufú. departamento Bariloche, del territorio rtacional del'
'Río :N'egro, ¡y del que resultó. la muerte de Julio San Martín!
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Yi Segundo Parra: partida de defunci6n de fojas 23 y 24,
informe pericial de foja 13, confesi6n de foja 19 y declara-
ciones de foja 5, 9, 11 Y 15.
Que lo!; antece.dentes de este doble homicidio, a;s( como

el modo como se llev6. á cabo, consta de las diligencias del
proceso instruido por la polida del territorio del Río Negro
y proseguidas después por el juez de la causa, las que reunen
todas las condiciones necesarias para la clasificación 'lega 1
de los hechos ~elictuosos cometidos por el procesado. y su
gravedad, con arreglo á lo dispuesto por el c6digo ..'Procedi-
mientos en lo Criminal, artículo 260.
Que estos antecedentes relacionados en la sentencia apela-

da demuestran plenamente lá muerte violenta dada por el
procesado á sus compañeros Sa_n Martín y Porra, y el ensa-
ñamiento con que procedió al cOlrneter este delito, 'circunstan-
cias agrav",ntes que han debido tenerse presente al fallarse
la causa .. de conformidad con lo dispuesto por el Código Penal
en el artículo 84 y al imponer la pena establecida por ~l
artícule. 17, inciso 1. o, . capítulo 1. o d~ la ley de refor-
mas de dicho código'o
Por ello, y de c(mformidad con lo expuesto y pedido por

el señor procurador general, se confirma por sus fundamen~os
la sentencia apelada de foja 62, con costas o
Notifíquese con el original y devuélvanse los autos o

A. BERMEJO - OCTAVIO BUNGE
- NWANOR G. DEL SOLAR - .
M. P. DARACT - O. MOYANa
GAQITÚA.
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CAUSA XXXV

3U

Joaquín Segura Sá.nc!t.ez, su extradición solicitada por _las
autoridades del reino de España.

Sumario. De conformidad á 10 dispuesto en el artículo 2.0

mcisos 2.o y 12 del tratado de extradición <>elebrado con
'el'reino de España, procede la de un reo de los delitos de
homicidio y lesi01~es, solicitada por las autoridades de dicho
país.

Caso: Lo explican las sigui'entes piezas:

SENTENOIA DEL JUEZ FEDERAL

Buenlts Aires, Noviembre 4 ele 1908.

y vistos:

Esta causa por extradición d:el sujeto Joaquín Segura Sánchez
(a) «El .Mareao», solicitada ,por las autoridades del reino
de España.

y C<Jnsiderarido:

Que según las constan;cias de los recaudos Úaidos y ;corrien-
tes ,á foja 23 y siguientes se han cump~ido en el caso ¡as
formalidades establecidas en el artículo 11 del tratado de
extradici6!l. c.elebrado con la nación rec1i1'mante, las que son \
indispensables para conceder el presente pe<:iido.
Que de autos const~ también la identidad de la pers'ona
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del requerido, como así resulta de las declaraciones de los
testigos que obran á foja 44 y siguientes.

Que siendo los crfmenes que se le imputan al r.equerido,
de homicidio y iesiones, ellos son de los que autorizan la
extradición,. de confonhidad á lo dispuesto en el artículo
2.°, incisos 2 y 12 de dicho tratado.

Que estableciendo los recaudos que los delitos de que se
acusa al requerido son castigados, de acuerdo con la legis-
ción del país recl a'man.te, con la pena de muerte, el tribunal
declara qu aequél sólo sea entregado á condición de qu~
si le corresponde la aplicaciÓn de esa pena, le será ella con-
mutada, ,artículo 16' del tratado ya citado,

P~r estos fundamentos, fallo': concediendo la extradición'
solicitad~ .

En. consecuencia, líbrese ofLcio al señor gefe de policía
de la capital para que ponga al requerido á. disposición del
señor ministro de Relaciones Exteriores. á 'quiel~ se remiti.
rá este expediente, dejándose constancia suficiente.

Horacio R. Larreta.

SENTEN"OIA DE LA OÁMARA. FEDERÁ.L

Buenos Aireo, }fllrzo !l de 1909

y vistos

Por sus fundamentos, y de conformidad con el prece-
dente dictamen fiscal, se confirma .la sentencia apclac!a de
foja 66, con la declaración de que, de aéuerdo con el artículo

.16 del tratado de e~tra:dición dgente entre b Rcpúbl ¡ca :\ r-.
gentin2. y el. reino de España, se concede la ixtradición
solicitada bajo la condición de que. en caso de correspon~
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der al requerido la pena de muerte, seg,ún las leyes
naci6n reclamante esa pena ~e será conmut~da.
Notifíquese y devuélvase á sus efectos.

de la

Angel D. Rojas - Angel Fe-
rreyra Cortes - Juan A.

DICTÁMEN DElL SEÑOR. PROCURADOR. E~RAL

Suprema' Corte:

El recurso interpuesto púa ante V. E., es procedente, á
mérito pe lo que dispone el artículo 3, inciso 4. de J.a
ley 4055 .
.En cuanto á la extradici6n solicitada, reproduzco mi dicta-
men de foja 69, en el que hice mensi6n de haberse ¡lenado
todas las formalidades prescriptas por el artículo 11 del
.•t>ratado vigente c~n España, y aconsejaba á Exma. cáma-
ra que accediera á la entrega del requeI:ido, con expresa'
declaraci6n de que, si le correspondía la pena de muerte
conforme á la legislaci6n de lª, naci6n reclaman~e, esa pena
le será conmutada, de acuerdo' con lo establecidO en el ar-
tículc,. ,16 del mismo .tratado.
Por ello. y ~abiéndolo así resuelto la sentencia recurrida de

foja 70, opino que V. E" debe confirmarla, en todos sus
partes, .

Luis B. Molina.
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FALLO DE 'LA OORTE SUPREMA

Buenos Aires, .Juuio 3 de 1909,

Vistos y cO,nsiderallldo: /

Que de autos resulta debidamellte acreditada la proceden-
cia del pedido de extradición, del detenido Joaquín Segura
Sánchez (a) «El Mareao», fo~mulado por la legación dé
España por tratarse d'e ,un delito compr.elldido entre los
determinados por el tratado celebrado con la nación re-
clamante, como es el de holmicidio, á que se refieren los
recaudos ,acompañados con la nota de foja 31.
Que se ha comprobado igualmente la identidad ,de la perso-

na mencionada, como se reconoce por la defensa en el
memorial' presentado ante esta suprema 'corte, en el que, sin
desistir 4el recurso, manifiesta que no obstante la apela-
ci6n interpuesta, no le 'es posible desconocer ~a eficacia de
los antecedentes acompañados por el señor ministro de Es-
paña 'para fundar su pedido de eX,tradici6n, ni desconoc~r
la expresada identidad de su defendido,' como resulta espe-
cialmente de la abundante prueba de testigos producida y
nue, ,en consecuencia, no tiene agravios que expresar contra
la sentencia que concede la e xtradici6n memorial fojas 7!;.

Por ello y. de conformidad con lo dictaminado y pedido
por el señor procurador general, se confirma por sus funda-
mentos, la sentencia apelada de foja 70.
Notifíquese con el original y devuélvanse.

A. BERMEJO - OCTAVIO BUNGE
- NIOANOR G. DEL SOLAR-
1\1. P. DARACT - C. MOYANO
G.A.CITÚA.
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Don Juan. Josi Basallilbaso (sus herederos) en el Juicio
arbitral contra la provincia de Buenos' Aires, por üidemni-
zad6n de, la .eserib:anía 'de gob'ierno j sobre regulaci6n
dehonorario'$ de #1t ,~rbit,o.

Sumario: La solicitud de regulaci6n de honorarios tiene, en.
lo substancial, el carácter de una verdadera demanda, por
lo que no cab'e' pronunciamiento de oficio sobre la pro-

,cedencia 6 improcedencia de. una petici6n de esa naturalza,
en lo que se refiere á la obligaci6n en sí mima de abonar
10 que se cobra j y tratándose de los honorarios de un
árbitro, la anulaci6n del laudo no es obice legal para su
regulaci6n.

Caso: Resulta del siguiente:

FALLO DEl LA CanTE SUPRE~IA

Bucnos Aircs, Juuio 5 dc 1909.

Vistos \y Considerando

Que conforme á lo resuelto en caso análogo, la solicitud
de regulaci6n de honorarios tiene el carácter, en lo subs-
tancial de una verdadera demanda.

/ Que siendo ello así, Jel tribunal no debe pronunciarse de
~ficio sobre la procedencia 6 improcedencia de la demanda, .
de fojas 159, en 'lo que se refiere á la obligaci6n en sí misma
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de abonar los hO;lOrarios ljue se cobran no obstante la anula-
.ción del laudo de fojas 114.

Que el representante de ~a provincia de Buenos Aires
.no ha cuestionado ni desconocido el derecho del doctor Fon-
. rouge para reClamar la ..a.preéiación de sus servicios en ca-
rácter de árbitro, pues se ha limitado á .manifestar que no
está conforme con los honorarios pedidos por la parte ni
los regulados por secretaría,' solicitando, 'á la vez, que los.
que los determine esta' Corte, lo que vale decir, que l¡¡.discon-
- formidad es relativa tan f:Slo al monto de aquéllos.

Qu~, ef<:.ctivamente, wesentada en ,cuenta por el árbitro,
el H:presentante de la pJ;ovincia manifestó lo sIgUIen-
te.: «que no _estando conforme con la ctienta que eJe
sus honorario presentó el doctor Fourouge, vengo á mani-
festar -mi~ desconfo;midad y ¡pedir sean regulados por V.
V.» (f).. 161 Y ¡notificado p'osteriormente _de la estima-
ción hech, por el ~ecretariode esta corte, el mismo apodera-
do expresa f1 foja 164: Que cumpliendo con instrucrio-
- pes generales reCibidas del "g"obiérno que rc¡:iresento, :1pclo

para ente V. E., pe la regulación practicada por el señor
secretari, de los honorarios 'del doctor José. Fourouge, pe-
rito arbitrador en estos 'autos. Sírvase V. E., fijar definiti-
yamer,tc. el montQ de 'los honorarios por ser justícia».
Que por otra parte, aunque la _regul~ción que se solicita.

debe versar sobre ún trabajo .deClarado sin efecto pof resolu-
ción de esta supTema corte, corresponde, no -obstante, "tenerse
en cuenta que, según la doctrina de' las' leyes que rigen la
nulidad de. los actos en general y de las actuaciones judi-
ciales en pai1:icul;H, así como esas nulidades no pueden ser
deClaradas ¡Sino á petición de pa,rte, y solo en cuanto á
éstas les perjudique, quedando válidas en lo demás, así
también,'los efectos de :esas nulidades no pueden sercx-'
tendidos por los jueces inás allá .de lo que ha. sido Ja
voluntae. 'de las partes.
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Que en su mérito y atenta la natur~leza' é importancia
del asunto, se regulan .los' honqraríos d~l doctor don José
'Fourouge en la suma ,den~eve mil' pesos, quedando modifi-
cada en esta forma' la r~gulaci6n de foja' 162.
,Notifíquese ¡original.

A. BERMEJO - NICANOR G. DEL
SOLAR ':'-1\1. P. DARACT-

, e: MOYANO GAOITú,L - (En
'disidencia) OOTAVIO BUNG:Ei.

DISIDENCIA

Vistos
C.on'sideran do

Que en vista de la, resoluci6n de', la corte de fecha 20
de Q,ctubre de 1908; ¡llo es procedente la regulaci6n ele'
honorarios que se solicita, ",sí se declara.

OOTA.VIO BUNGE.
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CAU SA XXXVI I

Sociedad Sericícola Argentina contra don Filiber(o Oliveira
César, ¡por cobro de ,pesos, Recurso de hecho,

Sumario. No procede el ,:recurso del artículo 14, ley nú-
1pero 48 centra la sentencia que declara el caso sub iudice,
de la competencia 'de rla justicia federal. La cU'esti6n de
si se ha justificado (> no la diversa nacionalidad de las
partes" que haría procedente ,el tuero 'f.ederal por raz6n de,
la distinta vecindad, es .de hecho y, por lo tanto, ajena al
recurso ,!extraordinario.

Caso: La Sociedad Sericícola Argentina se presentó ante
la oorte suprema, manifestando: que demandado pór ella
ante los. tribunales ordiriarios de la capital, por cobro de
pes()s, don Filiberto Oliveira ,César, éste alegó incom-
petencia de jurisdicción, fundado 'en bi distinta vecindad
'de las partes; ,:que declarada la 'ihcompetenc'ia por el
juez de P instancia, ella apeló para ante el superior, sos-. \, . .

't~niendo que 'la <informaci6n que acredita la distinta ve-
cindad de las partes, sin justificar' la nacionalidad de las
mislIias,no ba'staba para declarar la procedenciá 'del fuero
federal toda vez que éste por razón de la diversa vecin-
dad; sólo comprende á los a'rgentinos ; que el demandado,
al, oponer la excepción, no afirmó y mucho menos probó,'.
que fuera 'argentino: que, en segunda 'instancia afirmó Cl"',

te'góricamcrite,' que tanto ella como el se,ñor' Oliveií:'a César
eran extranjeros, y ¡por lo tanto,' que no procedía el fuero
federal, no obstante lo cual la, cámara confirmó la sen-
tencie' del. ,inferior,
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DICTAMEN DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAr.J

Suprema Corte:

TI atándose en este asunto de una cuestión de competen.
cia en que ée ha reconocido, en definitiva, (fojas 92 y
102) la procedencia del fuero federal requerido por' el
demandado, el recurso interpuesto no procede, tanto más
cuanto que su fundamento, s egún resulta del propio es-
crito ¡del recurrente, .es una cuestión de hecho, que ni se
ha, propuesto anteriormente \por su parte, ni compete á V.
E .. entrar á¡:~solver en' esta op(jrtuni~ad.

No existiendo pues, ni el debate ni el pronUliciamien.-
to' contra' titulo, .de~echo ó pri~ilegio alegado, de' aquellos'
á. que se ,refiere el artículo 14 'de la ley 48 (inciso 3),
el .caso no' encuadra d!entro de sus términos'; circuns.tanci'a
que me' induoe, á il1érito ' de lo expuesto, á \pedir. á V. E,. la
oonfirmación de la 1l1ega~iva contenida en la' providencia
de .foja 104 del .expediente agregado,

¡atio Botet.

FAI.JLO DE LA COHTE SUPRE!fA.

BUel10H AIres, .Junlo 8 de 1909 .
Autos y vistos:
De coI1formidad. con .lo e'xpuésto y pedido .por el señor

pro.curador general y lo. resuelto por esta corte en. casos
análogos, se 'declara 'bien denegado el recurso interpuesto

Notifíquese con el original y repuesto el papel, archívese ;
dcvolvién'dose los autos .remitÍdos por vla de informe, con
testimoll io de. e'sta resolución.

A,. BERMEJO- OCTAVlo.. BUNGE=

NJCANOi~ G. DEI. SOI.AR- M. P.,
C. l\foy}\]'o¡o GAClTÜA:;= DARACT.
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CAUSA XXXVIII

'.: ~.

Don Tomás A. Bustinza contra el gobierno nacional, sobre
cobro de pesos.

Sumario' Con arreglo ,á'las claúsúias impresas en lbs bille-
tes de la Jotería de beneficencia nacional, que son ley
'tanto para 'ei !-lue los 'adquierec~mo para el gobierno bajo
cuya garantía son :emitidos, d poseed~r de un fragmento de
billete que se afirnia 'corresponder al número, 14.222 que
resultó premiado en J.a respectiva extracción, y que s610
contiene las cifras 142, no tiene derecho para exigir el
pago del premio .

.Caso: Lú p.xplican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL JUE~ FEDERAL

HuellOSAires. Septiembre 2H de .1007

y vistos

Estos ;autos seguidos por don Tomás A. Bustinza contra
el Exm~. gobierno nacional por éobro de pesos, de cuyo
estudio u.:estilta:

A foja 3 .se presenta' dón 'Blás Miranda por don Tomás
A. ,Bustinza, manifestando, que 'en 'el mes cle' diciembre de
1903 ¡compr6 en Santiago de Chile un quinto del billete
de lotería número 14.222 de la beneficencia nacional co-

\l1respon;diente. al sorteo del. 31 de diciembre de ese año,
el cual resultó, obtener el premio mayor en la e~tracción
correspondiente. J3ustinza hi ZOGonocer' el hecho á varias
personas d~..su relación y pidió ,al señor' Adolfo Tornquis,t,

, '~omerciant~ rc~petable de Santiago de Chile, le guardase
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provisoriamente el billete er su caja de fierro, como lo hizo; habien-
do venido posteriormente á esta ciudad para cobrar el importe, colocó
~l billete dentro de un sobre, el cual debido .á un ,descuid~ fué extra-
viado ,despuést siendo posible encontrar sólo el fragmentn del billete

• que acompañaba en 'Comprobación de la exactitud ,de lo aseverado
por él. Manifiesta también, <]uehabiendo ocurrido á la administra-
ción de la lotería naóonal para efectW1r el cobro, se rehusó ella
á pagar el importe del premio y por esta razón venía á demandar
judicialmente al g0biernQ.naciona.J, entendiendo como entiende, no
ser necesaria la exhibición del quinto de billete íntegro para que se
le abone el premio pues el punto estaba .regido por las disposiciones
del código de comercio referen tes á títulos al porta,dor ex~rayiados,
inutilizados ó pérdidas.

El demanda.do contestó ,á fs. 37 la demanda manifestando quc
ésta era improcdente, por cuanto no eran las disposiciones del có-
digo de cnlllcrcio innovadas por el ador las que debiera a.plicarse "al
caso subjudice, sino lq, ley especial de creación de la lotería nacio-
nal y los reglamentos correspondientes, según las cuales se pagan
los premios del sorteo al portfJ.dor mediante la. exhibición y entrega
del billete premiado y no se oye reclamación por pérdida, sustracción
ú otro accidente, cuya cláusula vá impresa en cada quinto de billete,
haciéndose, además, la salvedad de que no debe 'alterarse el talón.
Agrega también que la prueba producida si bien puede demostrar que
el quinto íué comprado por el señor Bustinza, no es sunciente para
establecer que la fracción que acompaña era ,del mismo, puesto que
también puede serlo de cualquier número de la centena, y .además,
no está en las 'Condiciones exigidas, indispensablemente, para su
pago.

Atenta la disconformidad de las partes, el juzgado recibió la
causa á .prueba por auto de fs. 39 habiéndose producido la que ex-
presa el certincado ,del actuario corriente 'á fs. 41 vm.

y 'Considerando:
Que de las constancias de autos, cuyo resumen acaba de hacerse,

se desprende que la divergencia fundamental entre la parte deman-
dante y la demandada consiste en que mientras la última sostiene
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que el contrato de suerte (Art. 2088 del Código .Civil) celebrado entre
el señor Bnstinza y la :1dministración de la lotería, mediante la
enagenación de un quinto del billele número 14.222, está regido
por disposiciones especiales consignadas en el mismo billete, la
primera pretende que le son aplicables las disposiciones del código
de Comercio referentes á títulos al portador sustraídos ó perdidos
siendo, ,desde luego, éste el punto que el jUílgado debe resolver, para
deducir luego las consecuencias legales del mismo y establecer así,
la procedenci~ ó improcedencia de la dem:'lllda.

El Art. 19 dc la constitución nacional establece que nadie está
obligado á hacer lo que la ley nQ manda" ni privado de lo que ella
no prohibe. Consecuenci.a natural y necesaria de este principio del
deredho públi,co, al cu'al deben ajustarse las disposiciones del dere-
cho priv:1do, es la disposición coutenida en el arto 1231 del código
civil que dispone, que los contr(1tos forman para las partes una
regla á la cual deben someterse como á la ley misma; la cual im-
porta declarar que los contratantes tiene libertad para reglamentar,
ensanchar y restringir sus derechos y. obligaciones respectivas en la
forma y bajo las condiciones y requisitos que entendieron conve-
nirles, Sin otra limit.ación que las establecidas expresamente en las
leyes por razones de interés público.

Ahora bien, sentado ésto, es evidente que las cláusulas estable-
cidas entre el gobiClno nacional, bajo cuyo patrocinio y responsa-

, bilidad legal se expenden los billetes de la lotería nacional, por una
parte y por la otra el 'adquirente del billete que por esa adquisición
perfecciona el contrato llamado de suerte, son las que rigen ese
contrato, y Iá las cuales los contratantes deben someterse como á la
ley misma. Es, por lo tanto, oblig'ación de la administración de la
lotería nacional abónar al adqnirente del billete premiado el im-
porte de ese premio, y lo único que en el ~aso sub judice correspond"
examinar és si de esa obligación puede eximirse, mediante 'la casual
invocada primero por la. administración de la lotería y después por
el señor procurador fiscal de qne, según la leyenda contenida. en el
billete, ,,~, administraeión no oirá reclamo alguno por pérdida.,
sustracción ú otro accidente". En el presente caso el billete no ha
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sido, según resulta ,de las constanci,as de autos y de la exposiclOll
del demandante, ni sustraído ni perdido, pues un fragmento del
mismo ha sido presentado y exhibido como comprobación y para su
cobro ante la administración de la lotería siendo el mismo que
consta á fs. 11 del expediente administrativo agregado. I,a pérdida
ó sustración supone necesariamente la desaparición completa del bille-
te, la imposibilidad de presentar ó exhibir ninguna porción del mismo,
de lo cual se desprende que no es el caso de aplicación de la cláusula
limitativa antes expresada, puesto que el demandante ha exhibido una
parte del billete que se dice premiado, ofreciendo y presentando ade-
mlís, comprobantes ó en juicio fehaciente de que ese fragmento per-
tenece al billete prellliat~o,del ,cual fué último y legítimo poseedor.
La cláusula limitativa contenida en el billete no puede, pues, ser
lfplicada al caso ocurrente, y con tanta más razón, cunnto que tratán-
dose de una disposición esencialmente_penal y restrictiva, cuyo re-
_suItado es privar del importe del premio obtenido sólo por razones de
dificultad material de comprobación, es de justicia y de equidad li-
mitax el alcance y aplicación de la cláusula únicamente á lo expresa
y categóricamente establecido en ella, siendo, por lo mismo, a-ntiequi-
_tativo é injusto hacer una aplicación extensiva de la misma á casos
no previstos, ó darlos por comprendidos dentro del término dema-
siado amplio y general "ó de cualquier otro accidente" contenido al
final de la cláusula restrictiva puesta en los billetes de loteiía,
cláusula ésta que racionalmente debe entenderse se refieré á accidentes
análogos á sustracción ó pérdida, que produzca la desaparición del
billete.

,Sentado así, la inapelabilidad de dicha cláusula al caso ocu-
rrente y siendo ésta la obligadón fundamental hecha po~ la part-e
demandada, se impone la conclusión de que la administración de la
lotería está obligada á abonar el importe del premio, siempre que
, por los medios legales conducentes, se establezca la identidad del
billete premiado. A juicio del juzgado esa identidad resulta clara
y suficientemente comprobada por las constancias de autos, y pre-
sundones suficientes para establecer que el fragmento de billete
eXhibido por el demándante cdrresponde al premiado en la extrae-
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ción del 31 de Dieiembre de 1903. Desde luego, en su escrito de fs. 3i
el señor procurador fiscal no ha negado la. exactitud de lo afirmado
at respecto por aquél, por lo que es de aplicación, entonces, lo di,,-
puesto por el art. 86 de.la ley nacional de procedimientos. Pero,
además, en su escrito de fs. 57, :ha manifestado expresamente estar
de a'cuel,do en considerar, como suficiente prueba de los hechos
articulados en la demanda y su contesta-ción las constancias dei
expediente administrativo seguido ante la administración de la
lotería. El señor procurador fiscal ha entendido, pues, funda:r su
defensa no en la exactitud de los hechos, sino en lá procedenci:l
de la cláusula penal antes men-cionada y la manifestaéión que acaba
de recordarse significa, á juicio del tribunal, un expreso y cate-
górieo reconocimiento de los hechos; que tiene valor probatorio de-
(;i~ívode la confesión hecha en juicio, esto es, de la más complea
y eficaz de las pruebas, la que basta por sí sola y hace innecesaria
la producción de cualquier otra, y en virtud de esto debe tenerse
como legalmente comprobada la circunstacia de que el demandante'
fué el último y legítimo poseedor del billete premiado, el cual corres-
ponde también el fragl11entoexhibido en autos.

Añádanse á esta prueba de carácter legal, que como se ha dicho
haría innecesaria cualquier otra, todas las constancias y; declara-
ciones contenidas en el o},:pedientegrega-do, aceptadas como prueba
por el señor procurador fiscal, á que se agregaría también el
hecho de no ha.berse presentado á la, administración de la. lotería,
,dentro del plazo legal, ninguna otra persona pretendiendo el cobr')
del quinto de billete premiado, y todos estos antecedentes y circuns.
tancias precisas y concordantes, confirman y. dan mayor autoridad,
si fuera necésario, al reconocimiento de los hecllOs manifest8Jdos
por el señor procurador fiscal. Por consiguiente, á juicio del
juzgado, está suficientemente comprobado en autos la circunstan-
cia de qlle el señor Bustinza fué el último y legítimo poseedor del
,billete premiado, sicndo éste' el correspondiente al fragmento que
consta. en el expediente agregado, y no es suficiente á desvirtuar 6
desautorizar esta -conclusión la ra7)Ín invocada en autos, de 'que
tratándose de un contrato cuyo valor excede de doscientos peso;;,
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es indispensable principio de prueba escrita, En fJfecto,por una parte
el fr,agmento del billete acompañado cqnstituye ese principio de
prueba, desde el momento que es un documento referente al con-
trato, emanaoa de la administración de la lotería nacional y' que
hace verosimil ó es una presunción del hecllOque se procura demos-
trar reuniendo así los caracteres enumerados por el a,rt, 1226 del
código civil. Poi- otra parte, habiéndose establecido que existe con-
fornlidad entre' las partes respecto de los hechos, versando la di-o
wrgencia únicamente sobre la procedencia ó improcedencia de Id
cláusula final contenida en los billetés de lotería, esa conformidad
constituye' por sí sola, prueba legal suficiente, y por tanto, en defi"
nitiva resulta innecesaria la demás prueba, así como la exigencia,
ó mejor diooo, la oposición de la parte ,demandada fundada en qu'}
el extra'cto de suerte excede del valor de doscientos pesos, es impro-
cedente.

Lo es' también la objeción formlllalja contra la 'demanda, fun-
dada en que la. administración oe la lotería resueh'a en definitiva
las controversias dirigidas ó suscitadas con motivo del pago de los
premios 'Yque por tanto la. acción ,ha debido ser 'entablada contn
ella. Las disposiciones de la ley húmero 3313 cre;ndo la lotería
de beneficencia nacional, así como las de los reglamentos dicta-
dos á consecuencia de lo dispuesto por el :lJ:t. 3r de la misma,
demuestran, de modo claro y terminante, que la administración de
la misma es una mera dependencia administrativa establecida al
solo objeto de ¡f,acilitar las operaciones conducentes al objeto para
que ha sido establecida y creada, quedando sujeta 'Comocu.alquiera
otra dependencia, al control y vigilancia del poder ejecutivo. Ca-
rece, pues, de personería jurídica para estar en juicio por sí sola,
y no existe ni podría existir disposición legal alguna en cuya virtud
las resohiciones de la administración de la lotería que lesionaren
los derechos de los particulares, no pudieran quedar sometidas al
juicio y resolución de los h'ibunales, pues tal disposición sería
contraria á la c1áusulaconstitucional que est.ablece expresamente
la inmobilidad de la defensa en juicio de las personas y de -108

del~echos(Art.' 18 de la constitución nacional).
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Por estos fundamentos lo prevenido en el art. 7.° de la ley de 6
de octubre de 1900 y concordantes aducidos por el acLor defi-
'nitivamente juzgamos fallo:

Declarando prooedente la demanda interpuesta por Don Tomás
A. Bustinza, y que en consecuencia el Excmo. Gobierno Na'Cio- "-
nal está en el deber de abonarle el importe del premio del quinto I

del billete número catorce mil doscientos veinte y dos correspon-
diente á la extracción del 31 de Diciembre de 1903, y sus intereses,
á estilo de Banco deSde la fecha de la interpe1a:ción judicial, sin
especial condenación en costas atento la naturaleza de la cuestión
controvertida.

NotifÍquese original, repóngase los sellos y su oportunidad,
archÍvese esta causa.

Agustín Urdúw:rrain.

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL

Buénos Aires, Agosto 13 de 1908.

y vistos estos autos de lo que resulta:

Que don Blás Miranda, por don Tom'ás A. Bustinz,a demanda
á la nllCión exponiendo: que eh diciembre de 1903 su poderdante
compró 'un quinto de billete ,de lotería número 14.222 de la Benc-
ficencia nacional, correspondiente al sorteo del 31 de diciembre
de aquel .año, el cual obtuvo el premio mayor en la extracción
correspondiente; que el bill~te referido se le extravió ~ Bustinza
y sólo pudo encontrar el fragmento que acompaña; que habiendo
exigido el pago del, premio á la administración de la l{)tería na-
cional, ésta .se,n!=lgó'á abonarlo, por cuyo motivo venía á demandar
á la nación, pues entiende que no es necesa.ria la exhibición del
quinto idel billete Íntegro, desde que el punto está regido por las
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disposiciones del códi~'o de eomercio referente á títulos al. por-
ta.dor extraviados, inutilizados ó perdidos.

Corrido traslado de la demanda, el miuisterio fiscal la con-
testó pidiendo su rechazo, fundándose en que el caso no está regido
por el código de comercio sino por la ley especial de la creación
de la 19tería nacional y los reglamentos correspondientes, según
los cuales se pagan los premios del sorteo al lJOrtador, mediante la
exhibición ó entrega ¿el billete premiado, '"J' no se oye reclamación
alguna por. pérdida, sustracción ú otro accidente, cuya cláusula va
impresa en 'cada quinto del billete, haciéndose, además, la salvedad
de que no debe alterarse el talón. Expone también el demandado
que no está probado que la fracción del billete que se acompaña
corresponda al que fué premiado, puesto que también puede ser de
cualquier llJÚmerode la centena y que, finalmente, iIl0 se encuen-
tra en las condiciones exigidas indispensablemente para el pago.

Tramitado el juicio en forin.a legal, se resolvió condenando
al gobierno nacional á abonar al actor el impode del quinto de
la lotería reclamado. El fallo fué apelado por el ministerio fiscal,
sién,(lolo también por el actor, en razón ,(leno haberse condenado
en costas al demandado y po~ la Inanera establecida en el fallo
para computar los intereses reclamados.

y Considerando:

1:. Que cl ministerio' fiseal al admitir los recaudos presen-
tados por el demandante ante "el poder ejecutivo, ha aceptado que
fuera tenedor del quinto del billete número 14.222, pero al mismo
tiempo ha expresa.do que de ese 'hecho no se seguía que el frag-
mento del billete exhibido correspondiera en realidad al billete nú-
mero 14.222, por .{manto podía ser de cualquier número de la
centena. Luego el ministerio fiscal no ha admitido que el frag-
mento. exhibi-do corresponde efectitvamente al billete premiado.

Los documentos presenta,dos pór el actor y que 'ha admitido
el ministerio fiscal, no prueban, tampoco, que el fragmento aCOll1pa~
pañado sea, en realidad, parte -de dioho billete. Además, el deman-
dant.e~no ha probado ni int.entado pl'obar, ante el inferior, que el
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fragmento de billete presentado, sea el resto que le ha quedado del
quinto del billete número 14.222.

Sobre este punto de hec'ho la situación se presenta con clarida,d
en autos.
"Hay error en el- ministerio fiscal, dice el dema,ndante, cuando'

interpreta pI sentido de nuestra prueba como tendiente á. justifi-
car que el fragmento s'alvado ,corresponde 111 billete. Ese fragmento
es una parte mínima de .nuestra prueba, la cual consiste princtpal-
mente en las declaraciones y. documentos agregados á los autos y
en los hec'hos ocurridos después (ausencia de reclamante alguno de
ese premio), y con toda esa prueba lo que se ¡!J:ademostrado' es que
el señor Bustinza fue poseedor y último tenedor del quinto en
cuestión". "Jamás hemos preten,dido que el reconocimiento del señor
fiscal de primera instancia pudiera extenderse al hecho negado
por él dteque el fragmento lo fuera en efecto del billete N~. 14.222".
"No se trata de probar que el fragmento lo sea del quinto del'
número 14.222, sino otra cosa, y es, que el señor Bustinza ha sido
el último poseedor ó tenedor de un quinto del número 14.222 y
ésto está amplimente probado.

Resulta, pues, que en autos no existe ,prueba alguna que acuse
que el fragmento de billete presentado por el actor iha sido parte
constitutiva del quinto de billete número 14.222.

2~. Que dada la situación de las partes con respecto al frag-
mento ,de billete exhibido, corresponde resolver si basta que el de-
mandante haya probado que fué dueño ó tenedor de un quinto del
billete número 14.222 en un momento d'ado, para que por esa sola
'circunstancia pretend'a tener derecho á cobrar el premio respectivo
mediante la exigencia formula,da dentro del término de ley:

De los a'ntecedentes reunidos por el demandante y que obran en
el- expediente admÍJ1:Ístrativoadmitido como prueba por el minis-
terio fiscal, sólo resulta que el actor fué tenedor de un quinto del
billete de la lotería nacional, número 14.222.

Con dichos antecedentes el señor Bustinza entiende que debe
abon'ársele el premio que reclama.

El actor no acuerda fuerza, obligatoria á las cláusulas conte-
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nielas en los billetes de la lotería nacional; y afirma que porque en
un momento dado fné tenedor del quinto de la. referencia, está
facultado por ese solo hecho, para exigir el pago del premio res-
pecti"Vo.

Para tener el derecho de cobrar debería el actor justificar su
a'ctual título de acreedor presentando el quinto íntegro, ó en último
caso, si esto fuera admisible, probando que dicho quinto se destruyó
6 ,deterioró en su poder ó que de aquella destrucción ó deterioro
sólo le ,ha quedado el pedazo de billete que presenta. Nada de esto
ha hecho ni intenta:do comprobar el demandante, desde el momento
que la simple exhibición del fragmento Ide billete no prueba en
modo alguno que hay"a sido parte constitutiva del quinto á que se
refieren los testimonios dados en la república ele Chile.

No' habiéndose probado ni intentado probar que el pednzo de
billete presentado sea realmente parte efectiva del billete número
14.222, el demandante no ha justifica,do su 'actual título de 'acreedor,
admitien<;lo la hipótesis de que no fuera indispensable presentar
el quinto íntegro.

El pago debe ha'cerse al acreedor l-egítimo ó á su representante,
en el modo y forma determinados en los artículos 731, 732, 733 del
código ciYil; y COJl1q ?l demandante no se 'encuentra en ninguno
de lo;; casos previstos en ,dichos ,artículos, resulta que no tiene
derecho á cobr.ar.

30. Que el hecho dé comprar un billete de la lotería acuerda
un dereoho eventual .á cobrar una suma, derecho que se determina
si el número compr-adosale premiado en el sorteo.

El que compró el.billete, al mismo tiempo que tiene un derecho
en expectati\'a, lo á.dquiere con las condiciones establecidas en las
clánsulas impresas en el mismo billete. La lotería que lo pone en
venta lo ofrece bajo las cLáusulas que el billete contiene, y el que
lo compra no puede alquirirlo sino admitiendo esas condiciones,
desde que con ellas se vende. Admitir que estas cláusulas condicio-
nales pucden tenerse como no escritas para el comprUidor,porque,
éste así lo quiera, importaría sostener que una convención puede
celebrarse sin la concurren'CÍa del consentimiento de las partes.
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AhDra bien, la administración de la lDtería naciDnal esta-
. blece en lDSbilletes que pDne en venta, que se pagarán lDS ,premiDs
al portador del billete p1'emiadO .,hasta lDS <:ÍentDveinte días del
sDrteD;y que nD se Dirá reclama'ción pDr 'pérdida, sustracción ú otro
, 'accidente.

Se eestablece, además, en el billete, que nD debe alterarse el
talón.

TDdas estas cláusulas .deben 'Observarsey á ellas se cDmprómete
el cDmpradDr al adquirir el billete. Esas -cláusulas SDnla ley de las
partes. Ellas nD repugnan á ningún principiD de derechD. Han sidD
admitidas pDr el cDmpradDr y debe cumplirl?s (aat. 1145 y \,1197,
códigDcivil).

En el caSDactual, el demandante nD se ha sDmetidD~ ellas.
En primer lugar, nD ha presentadD para el cDbrDel quintD del

billete de que fué adquirente. CuandD la cláusula dice que ~e pagará
el premiD .al pDrtadDr ,se entiende, sin duda, que es al pDrtadDr dél
billete íntegrD y nD al que exhibe un fragmentD 'cualquiera d ebi-
llete, 'máxime cua'ndo dichD fragmentD nD cDntiene ni el númerD
cDmpleto del billete, ni oonsel'Va siquier.a el ta'lón que debe mante-
nerse sin alterMión.

El demandante se presenta al eDbrD fuera de las eDndiciDnes
bajD las cuales adquirió el bil!ete y ~e halla, pDr tantD, en una
situación que nD le permite eDnsiderarse acreedDr.

Nada puede cDbrar entDnces.
A maYDr abundamientD, "en lDS billetes se establece que nD

se Dirá reclamación alguna pDr pérdida, sustrae ción ú DtrDaccidente.
El deni:andante sDstiene que el quintD ,del billete -númerD14.222

se ha ,destruídD y que pDr eSD presenta sDlamente el pedazD que
exJbibe. Si el pa.gD se 'haee al portador del billete y sinD se D;ye
reclamación pDr pérdida, sustracción Ú Ot1'0 accidente que 'Obste
á la presentación del billete cQmpletD, síguese que nQ es eficaz
sDstener que nQ se presenta el billete íntegrD pDrque se ha dete-
rioradD.

El deteriQro es ún accidente gue impide la presentación del
billete cDmplet.D .

•
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Luego el actor no ha cumplido con las condiciones bajo las
cuales adquirió el billete y no tiene, entonces, derecho á exigir pago
alguno.

Por lo demás, el actor no ha insinuado siquiera que no ha. podido
presentar el billete en ra7,ónde caso fortuito ó fuerza mayor.

Po~ estos fundamentos se revoca la sentencia apelada de fs, 60
y &e rechaza la demanda deducida por don Tomás A. Bustinza
contra la nación. Abónense las cuotas de ambas insta.ncias en el
o~den causado.

Notifíquese y devuélvase.

Angel Fen:eym Cortés, - En disi-
dencia: Angel D. Rojas, - Juan

A. Ga1'cía.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Junio 19 de 19('9.

Vistos y considerando:

Que la demanda deducida en esta causa contra el gobierno de
de la nación es dirigida á obtener el pago de la suma de diez mil
pesos, moneda nacional y sus in'tereses, que el actor sostiene co-
nesponderle.por el importe de un quinto ,del billete número cator~e
mil doscientos veinte y dos de la lotería de beneficencra, premiado
con la suma de cincuenta mil pesos en la extracción verificada el día
31 de diciembre. de 1903, y cuyo 'pago le ha sido negado por no
haber acreditado su derecho á cobrar aquel premio.

Qué según resulta de las constancias de autos, el expresado
quinto del billete .delotería sobre el eual se basa la aoción ejercitada
en la demanda, no ha sido presentado, pues el. fragmento '~gregado
á fs. 11 del expediente administrativo que se tiene á la vista, no
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reune las condiciones necesarias para su reconocimiento, por
contener tan solo la nu:niera'CÍ-ón142, sin ninguna otra determin:i<)ión
de la que pudiera induci~se, sin dejar lugar á dudas, que ese 'fI:ag-
mento .corresponde efectivamente, al número 14.222 que resultó
premia,do en la ocasión mencionada, órcunstancia que ha determi-
nado su desconocimiento por parte de la. comisión á cuyo cargo
se encuentra la administración de la lotería, y posteriormente .por
la sentencia de fs. 93 de la qué se ha. recurrido ante esta. corte
supremia..

Que daJdos estos antecedentes y tratándose, como se trata, de
un contrat0 de lo.tería autorizado por la ley número 3313, deben
tenerse presente las cláusulas establecidas en los billetes de este
juego; que se emiten en cada 'extracción y considerarse estas cláu-
sulas obligatorias, 'coil arr,eglo 'á las disposiciones legales que rigen
los contratós en general.

Que estas dáusulas, por las que se declari que los billetes se
pagarán al pOlltador y que no se admitir,án reclamos por pérdidas,
sustracci6n ú otro accidente, deben considerarse aceptad'as en el 'he-
cho de ,comprarse el billete que las cont~ene, {landa á éste el cal'ác-
ter de un título cuyo cobí'O,debehacerse en la forma establecida en ,
el mismo..El billete de que se trata en el caso sub judice, no se en-
cuentra en estas condi'ciones, pues está reducido á un fragmento
, que haoo imposible toda comprobación; ,á lo que se agrega que, en
la hipótesis de que fuese admisible otra justificación de la propiedad
del billete que la establecida en el 'dorso del mismo, no se habrían
&creditado 'en el caso las demás cir,cunstaci.as á que se refiere la de~
manda.

Por ello y sus fundamentos concordantes, se confirma .la sen-
tencia, ,apelada de fs.' 93, sin especial condenación en costas, atenta
la naturaleza de la causa. Notifíquese 'con el original y devuél-
vase, reponiéndose los sellos ante el inferior.

A. BERMEJO.-OCTAVIO BUNGE.

-NICANOR G. DEL SOLAR.-

M. P. DARACT.-C. MOYANO
GACITOA.
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CAUSA X~XIX
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Don Oa,yetano Oueva' cont1'a el Gobierno Nacional, sobre indem-
m:zación de daños y perjuicios.

Suma1'ios En la explotación de sus vías férreas, la namon re-
viste el carácter de empresa, y como tal, de persOlÍa jurídica,

por lo que es responsable de los daños y perjuicios causados
por culpa ó negligen{lia de sus empleados. (Artículos 1, 3, 5,
65, 83 Y 91 ,de la ley número 2873 y artículos 1109 y 1113 del
rcódigo civil),

Gaso: Lo explican las piezas siguientes:
\

SENTENC:A DEL JUEZ FEDERAL

Buenos Aires, Mayo 27 de 1908.

Vistos estos autos seguidos por don Cayetano Cl1evas,contra
el poder ejecutivo nacional sobre indemnización de daños y per-
juicios, resulta:

Que el actor funda su acción en los siguientes hechos: E19 de
Junio de 1903 se encontraba prestando servidos como cambista
en el ferro carril elel puerto de la capital cuando fué víctima de
un ,a{lcidenteque le costó la pérdida de la pierna: ,derecha, cuyo
/hecho se produjo por 'Culpa é imprudencia del maquinista de ape-
mdo Olivieri que 'guiaba la locomotora número 5, conduciendo dos
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V'agones cargados con diversas mercaderíai, debÍJendo'agregarse
otros varios para acercarlos 'á un guindhe, á efecto de cargarlos;
y como no hubiera por allí otr.a pel'sona que pudiera .ejecutar la
operación, sino el actor que efectuaba los cambios en las vías, Do-
mingo Cal-ida,.capataz del movimiento de vagones de catalinas que
iba er: la mencionada locomotora, le ordenó que engan-ahara los
vagones, lo que efectuó tomando las cadenas de éstos para unirlas
á los que se acercaban, produciéndose entonces el choque. Que el
maquinista, en vez de haber detenido la locomotora como corres-
pondí,a hacerlo, sabien.do que se efectuaba una operación de en-
gano1e, aceleró la marcha, dando por resultado que Cueva cayera
debajo de las ruedas destrozándose la pierna derecha.

En mérito de las precedentes consideraciones y. otras que se
refieren Iá la edad del demandante, lo que ganaba y las 'condiciones ,
físicas en que lJ:¡aquedado á causa del a'ccidente, reclama como in-
demnización la suma de quince mil pesos mln. leg'al que debe1r,á
abonarle el supel-ior gobierno nacional, á cargo del cual deb!ln ser
las cos.tasdel juicio. eo~testando el traslado conferido drela dern.a.n-
da, el señor :Qrocuradorfiscal, á fs. 10, se expresa así: Que se im-
pone el rec'hazo de la demanda 'con costas por ser manifiesta su
.improcedencia y malicia. Que de la propia exposición de los hecho;
que hace la parte adora, resulta bien claramente que en esos hechos
el poder ejecutivo no ha intervenido ni procedido como persona
jurí-di'ca, por lo .cual el presente caso no' encuadra dentro de los
términos de la ley 3952, según lo tiene establecido Ja jurisprudencia
de la excma. suprema corte en sus recientes fallos. Que á pesar de
eso Y ocupánd'Osedel fol).9.ode la cues.tión, por vía de discusión,
resulta igmilmente improcedente la acción instaurada. Que basta
leer el informe inserto á fs. 2 del expediente administrativo agre-
gado, para convencerse que el p. €. no ha incurrido en responsabi-
lida,d alguna' como consecuencia del accidente sufrido por el señor
Cueva, d3!doque ese :heo1oha sido puramente casual y por último
que el monto de los daños relacionados.es exageradamente elevado.

Recibida la causa á prueba, se ha producido la que expresa el
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certificado ,del actuario, corriente ,á Is. 44. Quedando desde luego
los autos en estado de pronunciar sentencia.

y Oonsid'erando:

I

Que en la contestació:1 á la demanda se reconoce el hecho goné-
mdor de la acción entablada.

n

Que se han llena<1olos requisitos exigidos por el arto 1.° de la
.ley número 3952 para demandar al poder ejecutivo, que en el pre-
sente oaso tiene el 'carácter de persona jurídica.

In

.Que de la prueba producida resultan plenamente ''COmproba<l.os
los hechos en la forma que expresa la demanda por el nú.Jnero,cali-
dad y referencias de los ~stigo!, presentados por el actor. Juan
. Pajaron (fs. 32 vta.) manifiesta que se hallaba á veinte metros de
distancia del sitio en que ocurrió el accidente 'Cuandovió venir una
máquina 'con dos vagones empujados por la misma y Cueva desde
la platatforma del muelle le 'hizo seña al maquinista para enganc'har,
y él se metió entre los dos parngolpes; que el movimiento que hizo
la ,m:áquina ,debió ser muy fuerte, por cuanto Cueva, una vez
engaillchadoslos v'agones, no pudo -salir ide entre éstos, producién-
dose, entonces, el a:ccidente; que con la violen~ia del choque los
vagones caminaron tres ó 'cuatro metros y que en ese momento, al
pretender salir Oueva, -las ruedas de aquéllos le tomaron la punta
de uno de los pies. Que á su jui'cio, para ~ganchar los vagones
debió la máquina aminorar la marcha dando tiempo á. que el en-

..
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cargado de enganchar haga la operi:\cióncon menos peligro y que en
el momento de ,efectuar el enganche debe parar elcotivoy para per-
mitir la salitd'a,dlelempleado de entre los vagones, sien{!oesa la forma
usual de efectuar aquellas maniobras. - Domingo Peyrano (fs. 34)
se 'expresa más ó nienos en los mismos términos respecto de la forma
en que sepra'Cti,ca la referida operaeión. - Julián GareÍa (fs. 39)
dice qüe el lllaquinistá hizo señal á Cueva parí} que el~ganchara los
vagones que se encontraban. parados y al -efectuar la operación se
movió la máquina y con el empuje que traía, que era bastante fuerte,
arrastró.á aqtiél 'comooO'hoó diez metros, fracturándole el pié; que la
vÍ'ctima dió gritos de auxilio ,que el maquinista no oyó, siguiendo la
mar,cha. - Manuel Fernández, de profesión enganchador de vagones,
dice: Que 'cuando, se trata 'comoen este easo, de d'Osvagones empu-
ja!los por la máquina y que debía engancharse uno, debe esta ir casi á
paso lento, por cuanto ya se le ha ,hecho la seña y que al chocar debe.
parar la máquina 11astaesperar otra .vez la seña de marcha, debien-
do en estos casos ser m~y lento el 'c"hoqué.- D'omingo' Cande, que
en momentos del a'ccidente se encontra,ha en la máquina, confiesa que
el maquinista le hiw señas á Cueva para que enganchara.

IV

Que de.l1l?precitadas declaraciones se deduce lógicamente que el
a~idente se produjo por imprevisión del maquinista Pascual Olivie-
ri, quien al disponer el enganche ,de los vagones y practica,r la opera-
ción ,correspondiente con la máquina que go~ernaba, no empleó los
medios ni observó las precauciones necesarias en tales. casos, faltando,
principalniente, 'á la que se refier.eal movimiento .dela máquina antes
de que el enganchador hiciera .1a señ'a cOTrespoíÍ.dientepam evitar
cualquier aecidente.

v

Que las declaraciones insertas en el sumario instruído por la po-

•
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licÍa no pueden tomarse en cuenta no solo porque ellas emanfllJ de
personas interesadas en ocultar la verdad de 1013 hechos, sino porqu~,
parece que en ése aelo se omitió .delibe1'l1dflmente el testimoiJio de
.diversas formas, desvinculadas de las partes, que presenciaron el a.c-
cidente.

Que resultando evidentemente demost.rada la culpa bilidad de los
empleados del fel'ro-caITil dcl' puerto de ln capital que iil1el'Yinie-
ron en el hecho, cs de aplicación ]0 dispuesto eu el art. 1147 del códi-
go ei,:il.

VII
Que daeJa la ocupaClOn ,á que se dedicaba d dcmancJant(> y la

imposibilidad física en que ha queeJado después del acci<lente para
dedicarse á los mismos trabajos Ú ot.ros que le permitan proporcio-
narse cómodamente los medios para su subsi~tencia, el perjuicio J'C-
sultant€debe ser estimado con arreglo á esas circunstancias.

Por estos fundamentos, definiti \"amente juzgado fallo: ~kcla-
rando: Que el superior gobiemo .de la nación debe abonar por toda
indemnizaCión á D. Cayetano Cueva, la suma de 'Cinco mil pesos 11lln
legal y las 'costas ,cJ'eljuicio.

Así lo pronuncio, mando y fil'mo e11 el despacho del juzgado
federal de la caí)ital, fccha ut supra. --- NotifÍquese con el ol'ig'inal
y repónganse las fojas 'simples.

0.. Ferrer.

SENTENCIA DE. LA CÁMARA GEDERAL

Buenos Aires" Noviembre 25 de 1908.

Vistos: Por sus fundamentos se eonfir¡na la sentencia 'apelada
de fs. 50, con costas. NotifÍqilese, devuélvase e'l papel ante el inferior.

Angel FM'rcim Cortés - Angel D.
Rojas. - J~tan A.. Gm'cía.
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FALLO DE LA' CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Junio 26 de 1909.

'Vistos 'y .Considerando:

Que en la demanda de fs. 2 se afirmó que el accidente origen del
presente juicio, túvo lugar ,después de vcrificado el enganche de wa-
gones á que aquéJla, se refiere; ~'es~e hecho no .'lm 'Sido negado di-
reda y categóricament.e en .Ia eOlltestación Us. lO) pues el proeura-
dOl' fiscal se limita ú referirse al in£oI'lue de fs. 2' del espediente
adlnini,,;trati,"o y éste al sumario lel'fllltado por la policía.

Que al decla.mr ell clic.ho ;;ulI1ario el maquinista. Oliviel'i, lejos de
m,llJifestar que !hubiera toma,do las preoauciones del ,caso para que
el enganche pudiera hacerse sin peligro, declara qne se trataba de
practicar una operación de cambio, hecho contradicho por todas las
cOllstancias de autos, y entre estos, los testimonios del foguista José
Hatto (fojas 22) y del empleado D. Cal'ide (fojas 24 vta) que iban en
ht má.quina. -

Que f~ bien llU hay uniformidad en las declaraciones tomadas, á
fojas 33 y sif\'., ni entre éstas y las dcl¡)l'e:indicado sumario illstruído
por la policía (,fojas 20 y sig.), aparece de ellas que el maquinista
OJiyieri hizo s'eÍÍa, á ClIe,'a. para que enganchara, qne esta operación
fné ejecutada. Ó. había comenzado á ejecutarse y qrle ello llO obstan-
te no' se paró el tr(>n ])asta que el enganchador hubiera snlido de lrt
vía.

Que aun aduiitien90 que Cueva hubiera prcsta{lo la declaración
á que se renere el te&tiolnonio de fojas 22 vta., ne:gada á fojas 25, no
es posible 'afirmar,da'c1os, los términos de la cOlltestacióJ? á la rele.
maJ~cla y de las declaraciones 'antes mencionad'as, que el accidente ell,
qne se trat'a fnera ]lllramente cm;nal, en el sentido propio del con-
cepto.
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Que p~lo ~elltado 'y. I'e\'i~tiell(lo la. llaeióll el ('aníl'!el' (le empre-
sa J' ~omo tal oc pcr~olla jurídica en la e.l•.'plota(~ióll de HU~ vías fé-
rreas (artículos 1.0. ;Lo. ;).0, Ic.r Ilúmero 2873), es aplicahle óll ('uso lo
di~pLl(,~to PIl lo~ a1.tí<,ulo~ 11tH). 111:!, eó(l. {,jl'jl y (j;í, EI:¡ y !l1 (le la
citada nÚllwro 287:l (Fallos, Tomo j)O, pág. 293).

Por ello y fUIl(lameutoH concordante;; de la selltencia ,¡pelada, se
la confirma eOIl eo;;[n,.;. ~ Xotifíquese con el original ~. devuélnlse.

A. BERMEJO.- OCTAVIO BUNGE,

-NICANOR G. DEL SOLAR.-

M. P. DARACT.

CAUSA XL /; ct.i. ''j , '9 ,..,
r / -

Ff'rr(l(;arril ri,' nll('I/O" .[ir"s ,111"11('1'/0 d" la ¡-:'I"el/(/da (,Oll/ra d Co-
¡,iNI/O Xaf'i(JI"d. por il/d('lIll/iza(.iá,~ d" d(liio,~ JI pl'rjllicios.

SU/Ilario: 1." Los ('ou"i(h'l':lJHl,)¡. de uua s('lltelleia no son apela-
h¡e~. (lado qlle sj¡~IHlo la pnrle dispositiyn de Í'~ta lo que ('nus-
1j tu;p' d fallo, aquÍ'lJo" un ¡ll1edell enusar agravio.

2." l.a ooe\l.jlla Sl'gún in eual las trall"misioneH () re1ll1l1-
cins de ,I{'r{'eho,.; (lehell jllt('l'prctal'~e restridil'lllucnte y no ex-
tl'nd<'r"e uuís allá (J¡, lo que ('X¡)l'{'san lOH térmi,nos de la ('once-
¡.iÓII, ticne por fUllclanwnto la eOllsid(,l'aeiólI de que, expresan-
do la k~'lit l'oluntnc1 del legislador, HU letra debe cumplirse
Í('xt Ita 1llIeu te ; ('l1o,':lIa ndo {'sn 1('lra expresa ~;u \'oluntad; pero V
c~<, fnismo jlrill(,ipio ('xige se det<'rmine pI espíri1tu (le la kv
clIanclo hlC'rn (le su 1,,\ "¡J, pstf¡ cl:lfa._Y .c\-j(lo:~ntc 1'lintc)lciQll
.]('1 lp~ósl¡Jclor. mÍtxillu' ~si {'sa in!eneiólI eonsla en la cxposi-
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ociónde motivos que la fUtldaron. OO!lJC9relantecon esta doc-
trina es la regla de sana crítica de desechar toda interpretación
que ha de l)evar al absurdo, porque la intención del l.egislad~rCOI1-
forme con su misión no puede ser ~t.ra la de dictar disposiciones
de acuerdo con ~a razón y el bien ~lic?, y atendiendo á los
principios de equidad y de justicia7~lll'tórman las constitt1:
ciones del país. Por otra parte debe tra,tarsc de conocer con ce1'-
te7,a la voluntad de los contr::ltalltes é interpretar el ado Stgúil
sea aquélla, aun cu~ndo su interl)):etación resulta,m odiosa ó con-
t1.'ariaá los derechos del deudor, que' en otros casos hubieran sido
preferidos. Contemplada á la lu7, de estos principios, la ley de
9 de junio de 1854, á que se refiere la ele 27 'de :junio de 1R57,
cita:da en la de eonc,esión del ferrocarril á la Ensen!ada, de
25. de Agosto ,de este mismo ,año, debe ser interpretada en e!
sentí do 'de qtie en los propósitos de aqnélla entró el de conce-
der el uso de las ~ierra~ de propiedád pública, que pudiel'an
existir en el trayecto de la línea, si'n establecer para ese, caso,
gTavameu alguno ií las Empresas. (La referida ley, de 9 de
enero de 1854, dice en su parte pertinente: - artículo 2.0,
inciso 5." "Si en las diferentes esta'eiones que liubiese ,de e1';-
tablecerse en el curso del ferrocarril, se encontrasen terrenos
de propieda,d' pública, {'l poder ejecutivo cedel'á á la sociedad
la porción suficiente de enos para el solo fin ,d'e asentar las
construcciones necesarias para los ,depósitos de mercad~~rías
transportables". 6." ,eSi para la construcción 'del.ferrocarril
fuese necesDTio ocupar terrenos de particulares, el 'gobierno
usará -del derecho de expropiaóón para objetos del servicio pú-
bJi.co, siendo ,{ cargo de la sociedad- satisfacer las indemnizlr.-
ciou~s correspondientes")_

El dereCho de la empresa al mantenimiento de la ví'3 cuyo
levantamiento eli6 origen á este juiocio, fué una concesión per-
petua "para construir y explotar á perpet'lliilail una lilJea,de fe-
.l'rocarril ',por locomotoras á vapor" .. 'Y 110 una simple ~ncesión
gra,ciable y preca~ia '; y tra"tándose -de a,ctos ~egi'¿os por un
contrato bilateral entre partes civiles, él gobier.no ele la nación,
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s'u.::eSor del de la pJ'<wi'ncia de Buenos Aires en ,los derechos y
obligaciones oderiva.dos del conveniu celebrado, desconoció á éste
con el levantamiento de los rieles, y es, por lo tanto, respon-
sable, 'como contratante, de los daños y perjuicios 'que pudiera
Olaber ocasionado.

Caso: Lo' explican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL JUEZ FEDERAL

Buenos Aires, Diciembre 18 de )902,

y Yi~tos estos uutos; seguidos por la empresa elel ferro-carril
de Buenos Aires J' puerto ele la Ensenada contra, el excmo. gobier- ,
no nacional por indemnización ele daños JI perjuicios que a,valúa en
cinco, millones doscientos setenta y t1'e8mil cuat1'oCient08 cincopes08
con noventa y 7m centavos 01"0sellado, de cuyo estudio.

ResuHa:

Que, Don Julian Nogueras, invocando la representación legal
de la empresa: ,mencionada, se presentó ,judicialmente mallifes,tan-
do: que éRta era propietaria de lit estación del paseo de julio, cono-
('ida ]lOl' central de feITo-carriles, de la cual hacía uso, así C0l110
ele las yias existentes entre ella y la casa amarilla en virtud de las
concesiones y ,derechos que la fueron oportunamente acordados por
una ley ele la c:Ílnal'a de l'epl'esentanfes del euton~es estado illdepenc'
diente dc. Bucnos Aires, promulgada por el poder ejecutivo. del
misJJlo cn 25 de Agosto de ]857, 1:18 que constml también en el con-
trato celebrado pOI' el gobierno provincial con el concesionario don
Alfollso Let.ierre, incorpcrmc1o á su vez en el decl'e!.o de 16 de febrero
de 1860, habiendo dicllO concesionario transferido luego sus derechos
JI obligaciones á don Diego Sim]Json y éste á don Guillermo
\Yheelvrigi pUl' ese1'ltura pública ot()rgada el 23 de ma:yode 1863:
siendo conclición esencial para la construcción de la línea la de "Que
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" parf'ielldo ~ta del Jlm~eo de julio. dOllde tel"lllilla el fel'l"O-c<l-
" rril norte se est,iende ú la Boca, Barraeas y 1'~lls('nada ,í fin
" de asegurar el intereambio contÍIlUo elel tráfico entre las líneas
" del lIorto ~' sud". Agroga. la empresa. qnc de este ('ontl'ato tnyje-
1'011pleno conoejllliento los poderes públicos de la, naeión qne ,l('aba-
ba de organizarse bajo la constitución vigpnte, siendo tenido á la
vista junto eon todos los documentos antes mencionados al sancionar-
se la ley exonermHlo de dcrcchos de illlportaneia Ú la elllJlresa el 2:)
de agosto de lRtii!. IJeslJUÍ's d(' esto, el mislllo eOll('esionario s('iio]"
\rlll'chTjg-1 á fin dc lIt:yar t( eabo el Jlropósito J'nll(lanlell1al de pom'l' ell
('()]lInllica(.iólI las YÍas <lel,norte (,Oll la,~ del sud, solieit{) y ohtuyo,
después <le <liyersas tralllitaciones, la ubieaeión del teneno donde
debía estableeel'sP y se estahleei(í la lImllada estaeiúlI eClltral de
i'erro-ealTile;;,

La elllpresa delllalldallte IIHllIitil,;;ta, qm' los del'eehos qne le
perteneeen en virtud de los títulos que quedan expuestos, han sido
des('ollocidos P(ll' dos deel'et:os del podel' ejecuti\"l) n ,l('io 11a I (1(' 18 <le ,
J'el)J'('I'Oy 20 de llIal';I,Ode l8!1!, en yil'tnd de los cuales fueron leyall-
ladas "iolentell1enfe las vías enfre las estaeiones c('nt I'al y eaoSa allla-
rilla, ocasionándole así serios perjuicios, por cn;yo impol'te viene ii de-
IU<llJ<1a1'al exelllO, g'obi('l'llo naeioua1. A<1ll('('. adeuJás, di\'ersa¡.; eOIl-
sidel'aeione;; legales eIH'U1uin:Hla¡.;Ú delllOHtmI' que el }Jodel' eje('IJliy()
110 ha podido <1e<'!arar pOI' sí y allte sí ea<1uea la eOllresiólI (le la elu-
presa por estar contenid'a ella en una ley contrato, y Ú (lPlllost1"ar h
perfecta validez legal de las diversas cláusulas de éf'.te,

(¿ue e\'aeuando el señor }Jl'oeurador liseal, d tTaslado ('(1U fe-
rido, opone, desde luego, la exeepción de falta de personalidad del
demandado, esto es, que la acción instaurada no proecd¡. cont I'a el
g-obieruo nH.eiollal y pil\ielldo, pan! el easo de que 110 se adllliti('I'¡¡
esta excepción, no se haga IUg"l1l'al fOD(lo de la dCllIauda, con eostas,
á llI(:rito de 1!ls razC'lI(''' que ilustran el r('<'I.I~dado escrito 128, y cntr('
otl'OS: l'ol'qll(' cu el ('onITal,) de eon('e.~iólI eelehmdo elltre el g'o-
hiemo de ]¡¡ ]ll'o\'illeia de Hueuos Aires y la Cnlpl'esa (\elll<llHlallte
hubo extralimitación de las bases que la misma hahía fij:Hlo Ijl Ip,v de
la legislatura (Iue la autorizó, pues, ('n (>stn 110 SP estahll'ció l,i ht
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perpetuidad de la conceSlOn, ni flerecho por tiempo indeterminado
á ocupar terrello£ de uso común, J' sí solamente los de' )Jropiedad pú-
blica, y éstos mismos al solo pi'edo d" asentar los dep.0,itos para las
mercaderías trans¡joriables. De eso de(luce el <¡ellor prDcuradur
fiscal, fJue estos puntos, el contrajo de cOllce::;i<5n,no e¡; leg'¡{lmente
vá.lido, ni ha po(lido obligar á la provincia. de Buenos Aire.." ,\' si,
solo personalmente al funcionario ó fUlleioíJario¡; que !o auto]'izaron,
puesto que las cláusulas enumeradas 'comprome;t'Ían intereses eJe órdea
públieo sobre los fJue solo la leg':Íslatura t¿nÍa faculta'] delegi¡;lar,

Esto en cuanto á la vía férrea l)ropiamente; en cuanto á la
ocupación de tern:mos de uso común ,como ser paseos, plazas. etc., ni
aún la legislatura misma p1ldo dJidameute enagenfll;Tos, ni consti-
tuir sobre ellos sel'Yidumbre\', <5usufructos, que por su perp€tuidatl im-
portaban una real y positiva enflg'enacióIl, puesto que cn aquella
época imperaba, como impera bambiénahora, el principio ele que
nadie puede tener ,derecllOs irrevocablemente adquiridos contra el
orden público, ni menos sobre las cosas de ordencom{m, y cstaba vi.
g-ente, adelll:ís, la leg'isJa.cióll española q\le e:;!ablecÍa terminante-
mente en muchas de sus ,disposiciones, que las cosas de' uso 'comlm
no pueden ser enag'cna,das ni somctidas á sen'idumbrc Ó ll:3nfructos

perpétuos.
Que lo dicho ¡;e deduce, (¡ue no estaudo la ¡JI'()\'iutia de Bueuos

Aires obligada le@31mente por las cláusulas de su convenio que re-
sultaba afeet'ado de nulidad im:anables, el gobiel'llo nacional, ('omo
asimislllo del de la prcwincia eu el tel'l'it'ol'io de la ('apita1 fecle-
ral no puede tampoco 'est.arlo por ellas, ni puede en consecuelJcia im~
putársele responsabilidad algnna, ni culpa. ó negligencia ]Jür haber
ordenado, ea virtud de razones ,de interés general, cl levantamien.!o
de las \'íns entre las estaciones central y ('asa amarilla.

Que en yj¡;ta de la disconfol'midad n1:Jnifestada, el' juz¡!.'ado
reeibió la causa á prueba por ,auto de f. 44 vuelta, y produciéndosc
ésta, y con la agrega'ción de los alcgatós ,d~ f. 72 y f. 83, quedó la

causa. en es,tado de fallo definitivo
y conside1'o"ndo: Que de la exposición que antecede se de¡:;prende,

que lns hechos en qne la, empl'es(\. c1emanclallt.c fUllfle. la ¿]c(:¡ón han
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sido areptados por el señor procura,dar [isral, cn su carácter de
representante .del gobierno na('i~nal, y, en su defem;a ha consistid"
solo ell descollocer la facu](ad leg'al que el poder ejecutivo del' enton-
ces pstado de Bnen('s Aires huhiera tenido para conceder á laell1-
,presa del ferro-carril á la. En<;enada una concesión á perpetuidac1,
COUIO era. la que se le aCOI'dó y Ja de la misma legislatura, ó mejor'
(licflO, e:Jn,II11'a de l'epre;;entanies, para autoriz¡;r el uso de la Vla
pública asentando sobre ella los rieles y edificios, así como también
en Ilegal' que cn todo rl1,5Oel gobiel'1lo nacional pudiera e.star obli-
g3idó como 'asimismo en Ja ciudad de Buenos Aires y territorio adya-
cente á responder por las obligaciones (le ,i.ndemnización que en

razón de aquellos hechos y aquellas {)on~~ones pudieran resultar:
La divergencia, pues; no versa sobre Jos hechos 12roducidos, sinó sobre
.1'as consecuencias ó efectos legaJes de los mismos" esto es, se trata de
una 'cuestión -de mero derec110 que puede ser plantea,d;a en los siguicn-
ibas términos: ¿ 80n ,ó no legalmente válidos 'j' obligatorios, desde luego

las cláusulas del 'Contrato .de concesión celebrado entre el Goberna-
(101' del estado ele, Buellos .'\.ires y la. empresa del fel.'ro-carJ'il á
la Ensenada para. la consll'llcción de éste ~ 1,Acaso afirmativo? ¡,está Ó'

¡!O obligadQ el gohierJlo nacional, como ccsionario tiel de la. pro-
vincia cn el t'Ürritorio eie la c1udaq -de Buenos Aires, á responder por
los (hulo; y perjuicios que por inejecución de 'aquel contrato pu-
dier,an resultad {laso lo ,tuviera ¿ se ha justinca'c1o la existencia de
éstos y el quantu.m de la reclamación?

A juicio y criterio .eJel tribmwl, la primera de estas cuestiones
debe ser resuelta afirnlati'vamente. Desde luego, es un principio de de-
recho y de constante jur!sprudencia derivada de nociones fundameu-
tale~ de jnstieia ~' sancionado expresamente por el art, ]J97 del có-
digo eiYil, ('HC el {'()niTat:~)es la reg'la de la,; parj'cs y que obliga á
li"l-as como si fnera la ley misma: Lcgmn contractUll1 dedil'. Ahora
bien, e] decreto del gobernador (le Bnenos Aires de 16 de Febrero de
1860, en el que se nja las bases á que debía ejecutarse el concesio-
'l!ario de la obra ¡Iel fel'ro-enrri! á la Eusenada" importa un yerda-
dero contri'lto bila.t.eral y á Htulo oneroso (DaJloz, yerba -concesión nú-
mero 4G), pues, si bien se acnerda priYilgios, exeneiones y dereehos al
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concesionario, se le impone en cambio diversas obliga'ciones, á cuyo
cumplimioento queda legalmente eompl:olÚetido y que son hasta cierto
jnlllto como la justa compensación de aquellas.

Cierro es, que' el selÍOI' procurador, fiscal, ha desconociélo en
parte la eficacia legal de dicho contrato, sosteniendo que el poder
ejeelltivo se extramilitó de las faculta(les qne la ley de concesión le
confiere. por una parte, y por la otra, que ni. aún la legislatura
misma pudo autorizar váli,¿lamente el uso de las vías públicas por
una ell1]J.resa privacla, desde el momento que ese uso en tal forma
estaba prohibido por' dÍlversas disposiciones que ci 00, de la antigua
lcgislación española, vigente entonces. Pero, es'tas observaciones, y
por ,consiguiente ,t'ambién las deducciones legales que de ella se
extl'ae, 110son exactas, como resulta dce un exá'l1lcn de la composición
y ,üribucioncs de los poderes públicos de Buenos Aires cn la, épo('a
en que ésta otorgó la concesión.

En aquel momento, Buenos Aires estaba constituÍdo en estado
soberano é independiente como 10 expresa categóricamente e~ aJ'tíCll-
l'.l 1.0 de la constitución vigenl'e que dice "Buenos Aires es un esta.
do 'con el libre ejercicio de su soberanía interior y exterior." - Oons- .
titnído así, la plenitud de las atribuciones legislativas a.cordadas- por
la ('ou;;~'ihl('ión del estado residía en la asamblea general autol'izada
expresamente por el art, 58 de la <larta fundamental á ''ihacer todas
" las leyes 1Í ordenanzas fine reclama cl bien del estado, y flue digan
,,' rt'lación á solo él, modificar, interpretar y abogar las existentes."
" En uso de estas atribuciones consti,tucionales" se dictó la le;)' de'.
i'ee!Jn ag'osto 25 de 18;57, antori7Jando la cOllstrnccióndel ferro-('A'1-
rri] á la Ensena,dia eil las mismas .condiciones sancionadas p11ra el del
(leste, ~. fUl> en cumplimiento de ella que el poder ejecutivo' celebró
el ya mencionado contrato de concesión, el cual, .como se comprende,
m11fll1andoÓ siendo celebrado por las autol'i:r1ades constituciom!lment.:l
aulorizadas para ello, y previo los tl'ámités correspondientes, debía
ohligal' "S oblig13baá ambas partes eontratantes" -ill concesioDl'io, por
una' parte, y a] esta~lo de Huenos Aires por la. otni.

No huho, pOI' otra parte, extraJilllitación alg-una eu el poder
ejeellti"o al autorizar el uso' de las "ías públicas suponiendo qne
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eu el caso sub judice estas hubieran siuo ocupadas, puesto que la ley
de ],1 legisla.tura que autorizaba hconstrucci'Ón ~lel ferrocarril 110solo
no contenía prohibición alguna al respecto, sino que ]Jor l'lcoutrn- '
río ueclaró .expresamcnte que lo haoCÍa en las mismas condicl1mes es-
tablecidns para el del Oeste, y á éste, por la ley de 9 de l~nero de 1Sií4,
se le autorizó á ocupar las calles públicas, sielido notorio qne ron
su vía penetraba hast.a el centro mislJJo oe .la. ciudad,

Por 'cOllsig'Uiente, aún ao(Jirnitiendo la vigencia d~ las leyes de
partida. y. de la llueva, recopilación jll\'ocada por el procurador fis-
cal, que prohibe ó limitan el uso exclusivo. por particulares de las
éosas de uso comúll, no es menos exacto que en el caso presentC',.
fueron implícitamente ;derogadaspor ]e;yes especiales emanadas del
)Joder legisla t h'o, el cual, en virtud del ante::; ('itado ar!. .ji; .oe la
('onstitnciólI, tenÍn la facu1ta<l amplia de dictar le~'es de int'er6s p:e-
neral y de derogar las existentes.

Por otra parte, resulta de las cOlistaucim, que ilustn1n esta
causa, quc al señalarse el emplazamiento para la vía férrea cnt;'c
las estao(,i¡mes renÍJ'al y casa amarilla, se estabJeeió expre:;:1Lnent1:l
que quedaría una distancia por lo menos de veinte metros entre la ri-
bera' y. la línea de' los edificios más saliente)'; :;ituados en la barranca,
extensión que se destinaba á vía pública. Y, no habiéndose insinuado
siquiera en la contestación á la demanda que ésta, cOJ](Jieión no
llUbielia. si,documplida, y sicndo también lIotorio que' el viaducto si-
tuado entre ambas estaciones ot'upaba terrenos alt"el'llatival11ente
baiíado,", por el río ele la plata, que no' pueden entonees :;el' conside-
rardos .como vía transitable,' debe l'ldmitirse como exacto, que la vía
pública propiamente qued'aba fuera (bl clllplazl'lmiento tle la dd
fC'rro-Cllrri1.

La ley especial autorizando la ~onstl'ueción de la 'vÍa férrea á la
Ensenada, tampoeo i;npuso al poder ejecut-ivo un término pam la
d:nración del derec1lO que le acordaba de usar los .terrenos públicos
('on la vía, edifieios para estaciones etc" y aCJuel ]lndo válidamente
concederlo en la. forma que lo hizo, esi'o es, snjetándose á una '~on-

. di'ción resolutoria, que era la .de la existencia .de la vía misma, cuya
('onsi)'ucrión ]Jara el. estado nn alto o1Jjetin) de interps general, De
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tal manern, vues, que la ll[\ll1ada perpetuidad de la concesión, podrá
ser discutida en el ca>Jo sub judice bajo el pun,to de vista de la uti1i-
dadó cOllyeniencia que hubiera para los intereses públicos en acor-
darla en esa forma, pues, en manera alguna bajo el de la legalidad

de la cláusula.
Por otra parte, clesyalleec tuda duda de que el poder ejecnUyo

al celebrar el contrato de concesión hubiera ultrapasado, en cuanto al
t(.nllillfl de ella, las facultades que le acordaba .la ley de la .leg-islatu-
l:a, ]n disellsión habida en la dlllnra (le representantes al trata~'Se la
eOllresiólI á .Ia elll]Jresa del fe1'l'o-('arril del oeste, á cu~'as cláusulas
se han referi-do, como antes' se dijo, las acordadas .posteriormente á
las ,lel ferro-carril (lel norte y al de la l~llsenada. l~u la, sesión
(le !lde enc1'O de 11154, al dictarse In, base !l.a que es la referellte á la
dUl':wiólI de la roncesiólll el ;;eiíor Velei Rar,:;field, dijo: "La eOlllisión
" ha encontrado >csta basc en las proposiciones de la ;;ociedad, y
" sancionar el hecho ,de que 'al cabo de cincuentü años, la propiedad
" del fCITO-ral1'ilvase al g'obierllo e.~ alejar la cOllcurreneia Ó palier
" traba" á la concesión ,le un proy,ceto tan 'útil l><'1rael país.': El
representante don N. Allchorena á su vez elijo: "Estoy enteramente
conforme re1ativamente'á la conveniencia de que la sociedad ad'quiera
perpétnamelltc no solo 1.1$ tierras y ,demás establecimientos que ob-
tellg'a C'onjunto tHulo, sinó hasta lo!' terreno!' públicos que el g'o-
bierno le conceda para el camino y para. estab~ecer los depósitos y

demás". Pa"ánl1o!'c á votar !'i se permitía ú la cOl1lisión retirar la
baRe, resultó afirmativa, habiéndose declarado perpétu(l la propiedad.

Por tanto, se ve que es complej;a'll1ent.c ,de acuerdo con expresas
Opilli(lllC!' y ,:;anC'iones leg'hdatinl!', qnc el poder l'jecntinl pudo
;]('ordar, ('01110 a('o]'(ló en el ('ontnito !le rOlwesión á la empresa de
la Ensenada, el uso de los terrenos públicos mientras ,rluras~ la exis-
tencia del ferro-ca1'l'il, desde que la ley la üutorizó eon la,:; mismas

C'olldiriones que á la del' fel'l'O-c.31Til <lel oe"te,
No ,deRtruyc la .cone1usión que resulta ,ele las eonsi.t1eraciones pre-

el',1l'ntes, la di"IH)sición del m;t. 2341 'del eódigo civil invoeacia en el
decI'eto del poder ejecutivo nar,jonal de abJ'il l!l de 1897. (Pág. l:l
!le! folleto (le fs. 7), pnesto Cine, aparte (le las razone!' 'que quedan
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expuestas, ella. no estaba vigente en la época en que se acordó la
concesión, y por el contrario segÍln lo dispuesto por el art. 3 del
mismo código, las leyes solo disponen pa.ra el futuro, y no pueden
altera.r los d.erechos adquiridos, como eran los que tenía la em-
presa para ocupar con sus vías el trayecto concedido en virtud de

. .
una ley del estado y por medio de un contrato celebrado entre el
concesio.iúlrioy el poder administrador.

Que, de todo lo expuesto, se desprende, con fuerza de lógica in-
destructible, que son legalmente válidas las cláusulas del contrato
de concesión del ferro-carril :í la. E1Lsellada., y si alguna duda pudiera
haber sobre su val~dez, sirva el' caso de aplicar el principio de dere-
cho sanciollado con alta justicia. por la. jurisprudencia. de la suprema
corte na,cional (Tomo 15 pág'. 247 (fe sus fallos) seg-lm el cua) "debe
optarse más bien por la solución que favorezca la validez de los con-
tra,tos,3segurán,do la eficacia de los' derechos crea:dos por ellos", con
tanta ma;ror razón en el presente caso, cuanto que el largo tiempo
que ha. tenido de ejecución el eOlltra.t~) de concesión elel ferro-carril
á la Ensenada. sin haber siclo objeto ó t~cseonocido por .los poderes
públicos de la provincia e.onecsiona.ria, constituyen Il1la l)]'esunción
de su validez, de a:cucl'do con la jurisprudencia del mismo tribunal
que corre en los tomos 9 pág. 258 Y 1.3 pág. 428. Por su parte, las
autoridadcs nacionales, antes del decreto sobre levantamiento de las
vías, ta:mpoco han oq.ietado la legalidad de la c~ncesión (¡cordada por
el gobierno provineiaJ, y por el contrariü al discutirse en el con-
greso nacional la .ley exonerando de derecho8 de importación ó la em-
presa de la Ensenada., se manifestó expl'csamente por un señor se-
nador, que ella tenía por 'objeto rivaliza¡: y confirmar la legalidad
de la conoosión .

.A:hora bien, establecido como ha sido por 'las consideraciones ano
teriore" .. que la. eoncesi6n ií la emprcsa del ferro-carril ií la ]1;nse-
nada - es Yiílida y obligatoria. para. la provincia de Buenos Aires,
corrcsponde :wer.igum' si el' poller cjeeutivo na.cional ha tenido fa.-
cultades legales para ordenar aJclnpinistrativamenw J' sin fonna de
juicio, el levant.amiento de Ins YÍas °entre las estaciones celliral y
casa. amnrilJa ..
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Desde luego, es evidente ~lue ese acto importa privar á la em-
presa :demand~llte del uso de un bien que formaba parte de su pa.
l1'imonio, en el sentido que á e.'itos términos atribuye el arto .2312 del
e.ódigo civil, explicado y eOI\",>ultadoen la nota púesta al mismo por
el c{)dificador, La concesión a-utorizaba á la empresa á ocupa.r los te-
rrenos de propiedad' 'Pública, y es en virtud de ese derecllO, emergen-
te de un COlltra:to bilateral oneroso, que los ri~les estaban estendidos
entre central y casa amarilla, sirviendo para la circulación de los
trenes mediante los cuales la emprcsa concesionaria rea.liza.ba su
negocio lucrativo de transporte de personas y ,de mercwdJcríüs. Ese
derecho de usar los terrenos públicos para asentar los rieles de una
vía -férrea y hacer circula;r los trenés, sea cual fuere la ,denomina-
ción jurídica que se le dé, no puede desconocerse que forma parte del
patrimonio de quien lo posee, "J' que puede ejercerlo con benefieio y
conveniencia pecuniaria bajo la base ,de cumplir por su parte con las
obligaciones que la concesión lc impone. Y no es aq~lí fuera de opor-
tWl~dad también tener IH"esentc, que en realidac1esto no implica sUs-
traer dichos tJCrrenos al uso público, deoo\:l el momento que una vía
férrea está ,destinada preeisamentó á transportar las personas y ]iflS

cosas sin distinción, circunstancia. que explica el que los-poderes
públicos concedan en uso á las empresas de transpode por ferro-
carril.

La disposición del a.r1. 2342 ine. 4°. del recordado código, confir-
ma implí'Ci tamenté las afirmaeiones a-riteriores, pues, laf declarar 'Como
bienes privados del esta~lo los ferrocarriles constrnídos por' el mis-
mo, autoriza la deducción ,de que son también propiedaCL privada, bajo
el PUllto de vista leg'al, los constrnídos por una empresa particulaJ' .

.De todo lo" que se deduce, que siendo la concesión de que se
trata un bien patrimonial ó una propied.ad según el tecniósmo lega.l,
cuya u'aturaleza jurídica está caracterizada. por el art. 2317 del mismo
código, está protegida por la disposición del arto 17 de la constitu-
ción na.cional, y por consiguiente la empresa no" ha podido lega.!-
~ente ser privada .de su ejercicio, sin prévioeumplimien,to de los-
requisitos que 'la misma consagra, desde que siendo principio funda-
.1l1cntnl de nuestro sistema en tres departamentos, inc1ependientess en
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su estera y .con atribudones peculiares y exe1usi'V"as nUllca puclo el
ejecntiyo proceder por sí y nnte sí deeretaildo el leyantamÍenf:o de la
expresada vfa férrea, como lo hizo, por cuan,to tal atribución competía
únicameute nI poder judicia,l, por ser inviolablc la' propiedad y
porque ningun habitante de 'la nación puede ser privado de ella
sino en virtud de sentencia fundada en ley, y porque las cuestioncs
l'Blativas á la naturale:iJa, forma, extensión, interpretación y validez
de los contratos sc dejan para Rer detenl1inados por aquel poder,
cuya ;jurisdicción c1eriya de la constitnción y nO puede. ser ampliada,
(;islllilluída. ni alterada por leyes del estado, cOllch.lsiDlJeS ést:as que
uo solo, surg'en de nnestr[lH leyes y cóc1igo fundallle1l1.al. sino tam-
bién de la eonst'itu.eión y leyes a.ll1e1"ic[luas, que han servido de
fuente inmediata 'j' única de nuestra legiRlaeión en lo relativo á la
organización del poder ;judiei111 de la nación. ('a.]1'0. pálTafo 704 de
su obra. "Comentarios sobrc la Consti tución Federal."

Las 'consideraciones anteriores Ron a.plieables al terreno pro-
piamente ocupado por la. vía, como al que ¡w,rvía de emplazamiento
para la e."ta<'ión cClJtTal, y por tanto., re."pceto del último son proec-
(lenj'es las lui"nlJls ('onclusiolle:<, ]<';n efccto, annque el :<eñol' pn)cu-
ra,dor fiscal haya sostenido que !"ratándose de la estación "eentral"
"no ha mediado ni lcy de la leg-islatura de Buenos Aire.,,; que la
[lutoriza", resulta .del exámcll de los títulos legales ,á ella referentes,
qne la ley aC<jrdó la coneesión ,í la empresa es,t.ableeía, que el fe-
lTocarril entré Buenos Aires y Ensenada, no sefi.alaJldo así un punto
preciso para el alT[lnque ,de la línea, de modo que si bien primitiva-
111cl11'eésta cmpezaba en el <,o¡,;t'acloswl de la aduana. nue\'a, pudo
ser prolong-ada lueg-o, <'01110lo fué hasta la est:a('i?n eentral, que-
dando sin emhargo eomprcmlido ,dentro -ele los términos allt{)rizados
por la ley" PUf\S 'corría entre Buenos AireR 'j' Ensenada. Así lo.mani-
fiel;t~ expresa1!lente en I;U infornle de ma.~'o ;:n de lR67 el señor i1sc-
sor (lc g'obierllo Il(:('tol" Becear, euyo informe fué acepl'ado (,O1!lOre-
solución pOI" el del'.l'elo eJc! ¡Jo(lel" ejccuti"o de .la proYincia. (le junio
1!J de lH(ií, que acor(ló el uso (le la estación <,cntTal, descl;timndo
las exigencias dC' la nlllllieipalidall que pre(endia eobrar :í la empresa
concesionari'a una suma ]lor el arriendo .(Id mismo.
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Finalmente, en apo~'o de las anteriores consideracioll€s l(>..gales,
puede il1vocarse por razones analógicas 1'l1doctrina expuesta ))01' la
suprema ('orte naeiona.1 en el fano pronunciado en la,' dema,nda d,e
la cmpresa, del ferrocarril del oeste contra el g:obierllo de la p1'o-
. "ineia de Buellos Aires por daños y perjuicios ocoasionados_por ol
levantamiento de las vías del ramal del riachuelo, pues, de ella re-
sulta que pUl'a ese alto tribunal, el gobierno que o]'(lenó ese levanta-
mient.o no había. podido vaJlidamente invocar ante los ju~ces, .Ia cxis-
tencia'Cle un .derecho preexistente que 10 justificára,

Resumieüdo lo expuesto, resulta 1,° que es válida y obligatoria
la conccsi6n acordada á la empresa del ferrocarril de Rnenos Ai.rcs
y Ensenada, por la ley de la cál11a,ra (le represent-ilntes elel cntoÍlces
estado independiente de Buenos Aires, promulgacla en 2i) de ag'os(o
de 1837. 2." Que el poder ejecutivo nacional, COIllOcesionario (1el
de la provincia. de Buenos Aires en' el te1'r~torio de la ea.pital fe-
deral, la Jla debido respetar. 3", Que aun en el supuesto de que hu-
biera podido ser legalmente imvalidada, ella ha debido ser materia
(le )lroeedilllieuto judicial y 4," Que el poder ejecutivo nacional
no ha tcni.do facultad l'Bgal para proceder adminIstrativamente al
levantamiento de las vías; por todo lo que es de eAiricLa apli-oa-
ci6n al caso sub judice 10 dispuesto' por los articulos 1068, 1069,
] 100 Y 111.2 del códig'o óvil, y el g'obiel'llo na.cional debe por
tanto iJl~lcmJlizar el daño .eausado en la extensión que pueda ha-
berse justi.iicado en la J?résenre litis, especial sobre perjuicios
emergen t('i ,de tal acto,

Per~ ¡<:l1úles son los perjuicios realmente sufridos por la elillH'esn
demandante con ocasión (k aquel acto?

1,a 1)1'(,sPlltedemanda ha si,do instaurada por indemniz:;¡ci6n de
la cantidad de 'cinco millones doscientos setenta y tres mil cuatro.
cientos cinco pesos .noventa y un cellta\70S oro sellado que según el
aet-or :v cou arreglo al cálculo hecho en el resúmen de f. 22, asciende
el monto total de las pérdidas sufridas,

Ahora bien, es elemental ren° derecho y así lo tiene consagrado
la jurisprudencia. de la suprema corte nacional. (Tomo ().7 pág', 406,
'l'Olllo ,6 pag'. 2,2, Tomo 7G pag'o G vta, de sus fallos) que 'para que la
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demanda sobre inc1emniza'ción de daños y perjuicios pueda provocal'_
se requiere que el demandante ,justifique en forma ámplia y coompleta,
110sólo su -derecho á ser indemnizado, sino también el per,j uicio _real-
mente sufrido y el quantmn de la indelllniza.eÍón.

i.lliJl si,do"e1l0s justifica,dos en alguna forma? En lo referf'ute al
primer e).1;remo Ó sea al dereclJo de la. empresa dema.ndante ó las
consideraciones y funpamentos legales expuestos en 10 principal lo
comp.ruebaq inrontrovertiblelllente, razól~ 'por la que el ,juzgado, dún-
dolo l)ar acreditadO súfióentemente, lo aparta ,de la discusión, para
entrar al estudio de los ,demás.

En cuanto ú la prueba. que debió sel' rendida por ,la misma em-
presa para justificar la existencia -del perjuicio sufrido y su impot-
tancia, las const-ancias que ilustran la cansa demuestran, qne el de-
mandante no ha próbado la existencia en mucllO, ni en poca canti-
dad, los perjuicios que alegó en' su demanda ,haber sufri.¿o, y lo que
es más, no ha intentado siquiera hacerlo, y ha revestido hasta la
apei:tura de la causa á prueba para su ,justificación, (escrito de. f. 54),
descuidando así yisible y sensiblemente el e,jercicio de su derecho, no
obstante su deber de rendir tales probanzas, dada la, jurisprudencia
inyoeada. y la disposiriólJ de la ley la. t0l110 14, part. :ia. que le
manda justificar sus afirmaciones; por lo que 110 habiéndolo hecho, y
por no eristir elementos de ,juicio para poder determinar esos per,jui-
cios en equidad y ,justicia, ó por medio del. juramento estimatorio la
acción no obstante el reconocimento' hecho del derecho' del actor, no
puede prospel'ar, rOl'respondicndo la absolución del demandado arto
13 de la. ley nacional de jH'oceclimientof<.

Qué, finalmente, es de tenerse presente, qne cualquiera que pu-
diera ser la intención de las partes y su aditud en el litigio la deter-
minación del perjuicio reclamado no puede deferirse'á otro ,juicio,
por tratarse en el sub judice ele una causa. concreta que los comprenele
en especial, como que ha sido el motivo propio y determinante de la
acción deducida", siendo por tal concepto que ella fué recibida á pl'ue-
.ba por anta firme de fs. 44 vuelta, y poi'que deferir su conocimiento
para. otro momento, ú parte ele que ello importaría seguir un doble
juicio sobre l'a misma causa, resultaría. con ello que los pleitos jamás
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j,en'¡rían ¡in, ('onlrariando as], a!tos principios de equidad y justicia y
de verdadero interés y tranqnilidad sociaL Considerando 9, 10 Y 6 de
las senten('ias que corren en los voJumenes 02 pág'. 4(i5 Y 16 pág'. ]6[)
de los' 1<'allo;.;(le la Snprl'nl1l Corte Nacional, véaBe, además, Tornos fl
y ü de la serie l.a pago iii'H y :;21, ]'('speetivamente, de la jurmpruden.
ria Civil de los tribunales superiores de la CapitaL

Por e.,tos fundament.o.", definitivameute juzg'ados fallo, decla-
rando que la Empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Puerto de
Ja l<:uselwda, no ha cOlllprobado los extremos de SI1 :J('ción, y en sn
eonse('ucn(,ia, absu~lvo al Exnló. Gobierno Narional de la demanda
instaurada ,í f. !). sin esp('eial condenacilÍn en ('()sta",. por no encontrar
mérito para illlpoll(~l'las al velwido.

Notifíqu('se ('{ln el origillftl i'1 l'epólIganse Ins sellos.

A gU8tín [' rdina1Tain.

S;ENTENClADE LA CAMARA FEDERAL

lJue:lOS Aires, Diciembre 26 de 19( 7.

y "istos estos aut.os de los que resulta:

r. Qne don Julián Nogueras, por el ferro('arril Buenos Ai-
re-; y 1'11Cl'to (1e la I'jnsell:1da, Jel1lanrla, á la nación, con venia de!
lJOnorable congTe~o, exponiendo: Que la cmpre."a 'c¡ue representa
('ra lIl'Opiet:)]'ia <le la. e.--tación del Paseo de .Julio. conoeida pcn
Cenlral de 1:<'. ];'. C. ('.; c¡ue habiéndose incendiado dicha est.ación
el J4 de febrero de lP!Ji', el poder e,jecnti,'o n:lciona.1' dictó los
deeretos de 18 de febrero y 20 de marzo del mi."llJo año, ordenando

el leyantamiento de la e"tación Central y "ías hasta Casa Amarilla)
y ,lisJ}(miendo que el intercambio de esta última ~stación y 13. de
l~ctir(} se hi(.i.era por el ellJI'a111le de las Catalinas "Y líneas del Pu,erto.
{¡ l'artü' del 1." de junio ,le lBfJ7; que la empresa reclamó de dicho::
decretos, pero que no fué oída; c¡ue se ha "isto prh'ada. coerciti-
"amente de sus derechos á la e~Jación y vías, .pues el r. de junio
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de 1897 se consumó la. orden del P. E. Nacional, levantúndose los.
rieles; que ,el derecho de la compañía' á la propiedad de la estación
y vías se apoyaba en las leyes del estado de Buenos Aira'J de 25 de-
agosto y 2 de julio de 1857 y decreto legislativo de 9 de enero de
i854; que de acuerdo con las leyes citadas, el 17 de febrero de
1860 se firmó un contrato de concesión entre el gobiel11o de Buenos
Aires ~' (Ion A]fonso Lehche y en el cun!, entre otTas cláusulas, SE'

contenían las sig'uientes: flue se concedía á perpetuidad ]a cons-
trucción y explotaeión de un ferro~carril á vapor desde el costado
sud de ]a 'Aduana Nueva hasta la Boca, Barracas y, Ensenada, y adem6s
la cesión gratuita de los terrenos fiscales en el cm'so' de] ferro-
carril por todo el tiempo que durase, para e] uso de estaciones, edi-
ficios y vías, pudiendo expropiar á .su costa los terrenos particulares;
que ese' contrato fué transferido, con autorización der gobierno, pri-
mero á don Diego Sil11pson y después á don Guillermo ,Vee]rlgi,t;
que la condición esencial que se tu ('o en mira para construir la
línea á la Ensenada fué la. de que debía partir del Paseo de Julio,
donde tel111ina el FelTocfIlTil (lel Norte y extenderse á la. Boca,
Barracas )' Ensenada, á fin de asegurar el inte~'camb~ocontinuo
del tráfico entre la-s líneas norte y sud; que en el contrato' de 27 de
mayo de 1863, celebrado entre e] gobierno de Buenos Aires y don
Guillermo Wee]right, que combinaba y refundía las' leyes, decretos
.Y contratos anteriores, se estableció que se concedía á perpetuidad
el penniso de construir y explotar una línea. ele ferro-carril. por loco- .
n:iotivas á vapor, q'le partiendo del Paseo de Julio, donde terminaba
el Ferrocarhl del Norte, se extendiera á la Boca elel Riachuelo.
Barracas y Ensenada., que la na.ción tuvo conocimiento de este con-
trato al dictar la ley de 26 de agosto de 1863, exonerando de dere-
chos de importación á todos Jos útiles y materiales necesarios para
la construcción y explotación del ferro-carril ent.ré la. ciuda.d de
Buenos Aires ): puerto de la ensenada; que después de múltiples
gestiones con el objet.o de eonstruir. la esta.ción de contacto de las
vías de las Empresas del Norte y del Sud, en el Paseo de Julio,
sedjctó, cl 26 de abril de 1878, el decreto regla.mentario de la nd-
ministraóón y uso común de la estación COlltruÍda en aquel paseo
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por la empresa de la Ensenada, ]lara todos los F. F. C. C., quedandó
las líneas de :wceso á cada extremo, á cargo de las respectivas em-
presas; 'll1e la empresa tlclllandante, en Yista de lo expuesto, tiene
dereéhos legítimamente ad'luiridos para correr sus rieles eu el Pa-
seo de Julio desde el punto de reunión con el F.C. del Node, de
cuyos derechos no h~ podido ser privada por el decreto nacional
de ]8 d~ febrero que ordenó el levaJ1tamicnto de la estación Central
.f de las vías hasta Casa Amarilla; que habiendo reclamado la Rm-
presa contra dicho .decreto, pidiendo su revocatoria, fué desestimada
su reclamación" por la resolución de 19 de abril de 1897. gl &PO-

derado de la empresa manifiesta, además, que la ejecución de tos
decretos de 18 de Febrero y 20 de Marzo de 1897, han causado á
la compañía gravísimos perjuicios que' el Gobierno Nacional está
obligado á reparar. Aduce en apoyo de su acción diversas consi-
deraciones legales tendientes á demostrar que el Poder Ejecutivo
no ha podido declarar por sí y ante sí caduca la concesión de la
empresa, porque ella tiene el carácter de un contrato sinalagmático
que impone á las partes obligaciones recíprocas; que es, además,
un contrato oneroso, puesto que el concesionario se ha obligado y
ejecutado los trabajos de la línea, mientras que el gobierno ha
tomado la obligación de asegurarle el uso de lo concedido. l'ide
que el gob~erno sea condenado al pago de una indemnizaeión, á cuyo
importe corresponda anualmente una renta igual al monto de las
pérdidas sufridas por la compañía; avalúa el monto de dicha in-
demnización en la suma de cinco millones) doscientos setenta y tr'es
mil, cuatrocientos cinco pesos con noventa y un cenla.vos rnrn.
($ 5.273.405,91,100 mln.).

2.° Que corrido traslado de la demanda, el ministerio fiscal
la ha evacl13do, exponiendo: que opone la excepción de falta de
personalidad en el demandado, Ó. sea, que la acción intentada no pro-
cede contra el gobierno nacional, cuya excepción encuadra' dentro
del artícnlo 85, ley de Procedimientos, y está abonada por fallos
de la Suprema Corte., tomo 26, pág. 340, tomo 22, pág. 136, tomo.
31, pág. 9il; que para el caso de resolverse que la excepción opuesta
tlo procede, pide se rechace la demanda alegando para ello, entre

,...
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otros fundalll('.ulo,;, lo~ ~ig-uient(',,,: qu(' la ]Py de :27 d(' ag'osto de
1~,")7.y l'1 ,let'I'f'10 ]('gis];¡tiyo al' ell('TO !l dl' 18;")4, al lijar In:.; "Ol!lli.
('IOneS para la ('Ollstl'II('I.iúII del ]<', C. de la ~~II,;enada, 110 e,;tahle-
eieron ni la p('r]Jetili,la<! dl' la l'oll"I.',;ióll lIi la ('l'sión d('¡ uso indefi-
nido de 1m; tl.'l'l'ellOS públieos. ,;ino que ,letel'lIlinaJ"On que los terre-
nos de propiedad pííhli('a S(' ('('dieron al solo fin de asen tal' ¡as ('011"-
trueeiol1es nel'esal'ias para Jo,; ,lepó"itos '!l' Illl'l'('aderías trallspor- •
tabl~; que e11 l'lIallto al dpl'(,l'ho lfU(> la l'llIpn'Sa f'e aü'ibu~'p al
us•• de la ljue fup pstal'ión ('elltl'al, debe lclll'rsp PU ('uenta lfU(' no
ha Tll('diado I('~' alg'ulla que antoriee á l'eder .í la eHlpresa el t(,lTeno
que o,'upú, l'l l'ua] l'ra de llf'O púhli('o, !,tIl'" formaba ]Jade dl' un
paseo pííblil'o: que las l'iáusulas de los ('ontmtos en que la pade
dl'lIlandante fllllda. Sl1 .1l'l'ióII, llO ,;(' apoyan ,111 ]<'Y alg'l1na. <1(' lo
(jne "e si¡rne qne la pel'l'etui<1ad de la p.onep"iún y el nso indefinido
de los tel'l'pnos púbhpos apol'dados ¡HU' pi g'obiprno de Bueuos Ain's,
Ron illlpl'o('edpntes Í' inefil'aref' para ('I'p;n' den,(,ito,; I'('alp,; p in'p-
vlwahle,;, pues ar1Pllllís de afpdar inlere,;ps d(' orden pÍlblieo y ('0-

rmlllales, fu('ron Mordado,; por <fuieu no t('nía las faenltarles (,OITes-
pOlldieules; que los telT('.nos ,1(' uso ('omím pOlIIOpa"eos, plaza,,;, ('t(' ..
ni laleg-islalunl misma d('1 estado de Bul'uo" Aire,; pudo, y[¡lida-
l'(,lIfe, l'l.lajl~uarl(,,,, 1me:,I" <fllt' PU a'ludla "I'ol'a, illilH'l'aha, ('OIllO
impera tamhi"n :1<'111allllpule, el jll'illl'ipio dl' 1('~i"l:ll'i{lI1 p:'Jlaiiola
que estable('ía tel'lJIjuantl'llIpute '1Ul' las ,''',.;as .1(' u>'o ('omÍlII no
I,uedl'n "l'l' ,'uaj,'nadas ni sometidas á >,el'\'ilhllnhn' ,í l1sllrpaeiúlI
1'el')1('1110S,que 110 ("tando, pOI' ('.onSi¡.:'\lipnte, la p¡'o"in('ia dp Bup-
",,:, .\in" ohligada I"g-ahnente pOI' las l'láu>,ulas éle lln eon\'euio
que re-;lIltan afeeladas dl' nulidad insanahle,.;. el g'olJi('l'llo JUI('i"nal.
romo t(':,ional'io de la pro\'inl'ia ,le Bueno,.; .\i,:,,:, en pi territorio
de la ('apital federal, no l'stá tam10('o ohligado. por ciidlas dáu-
sulas, ni puede, en ('ousceuell<,ia. re¡llll't[¡l';;ple responsabilidad al-
guna, ni pulpa ni negligeneia pOI' hahe¡' ord('na<1o, ('n Yirtu<1 ,le ra-
7.,OIH'"de inter{", g('neral. pI leyalltamieuto dI' las YÍas eutl'P la." es-
taciones Central y Ca,;a .\\IIal'illa,

:;," Que "eguido el JUIl'1O por los trámil(»: de ley, pI inferior
di('tó la seul(,lH'ia de f, flO, <1e('laraudo: 1", que e:, dlida y oblig-a-
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tor,ia la ('ou,'esiún aeordada á la empresa dE'l F. C. de Bueuo:; "\.ires
á la Enseuada por la. ,ley de la eálllara de represeutante; dE'1 es-
tado de BlH:,uo".Ain'", prolllulg'ada, el 25 de agosto de 185/; 2: que
el poder ejeeutivo uaeional. ('01110 ('e"iouario del de la provil~-
('ia de Buellw; Aires, en el territOl'io de la eapital federal, la ha
debido respetar; 3°. que aún en el supuesto que huhiel'a podido ser
legalmente invalidada, ello hahía debido ser UHltl:'l-ia de pro('e",li-
mient,) judieial; 4: que E'I poder' l'jeeutivo naeiona.1 no ha tenido
facultad legal para ]H'ocede[' adlllinistra(inlluE'nte al le\'antallliC'uto
de las \"Ías: 1"1' t",lo lo qU(' (';'; de (>siri('('a ap]j¡'aóóu al caso sub
judice lo dispuesto por lo;.; artícul(ll; IO(jS. 10G9, 1109 Y 111:! del
eódigo Ci~'il y el g'obierno u,H'ioual debe, pOI' tauto, indemn.izar el
daiío ('ausado en la exten;.;ióu que I'l'(~da haherse ju;.;tificado ('u la
presente litis espeeial, sobre perjnieios eUlel'geutes de tal aeto,

gn la parte disposit iva final de la ;.;enteneia del infe'rio1' absuel-
ve al gobiE'ruo lIaeiollul. por elJanl{, la em¡nesa demalldaríte 110 ha
l)rohado. ('n forllla alg'una, 1'1 l\lonto del I'erjnieio [)(JI" ("'yo PU~tl

ha delllUndado,

La sentencia ha :-;i(lo apelada flor la" parles,

y eOllsiderancio:

1°. (¿ue el fallo reeulTido plant!'a ('omo ('ue"t.iúlI fundamental
:Y de puro dereeho lu sig'uiente: ¿ Hon ú no le¡!almcute v{t1ida" y
ilbligatoriils las ehíusulas del ('ontrato de ('oucesióu eelebrlldo ell
16 de feb,,('l'O de lSGO cutre el poder eje('utivo del estado de
Buenos Ain's y la empre":t d{'l 1". e, á la Ensenada para la ,'OIIS-
trucción?

Las clúusulas del l'efel"itlo eontrato, pertilleutes á la C'uestiún
son la" siguicut('s: l'Q El gobiel'l1o ('on('ede á dou Alfouso Lelie-
\Te l,erll1i"o para ['on;.;tnlir y explotar A perpetuidad un ealllillo
de llierro por loeou1[l~ol'as á \'a]H)r que prineipie en el costado sud,
de la Aduana Nue\'a, eu direeeión á la Bo('a. Rarraeas y J.;nsena-
da. .. 4: El poder e.jE'['utivo cederá al em}Jl"esario el uso de los
terrenos ]'J1Íf¡li('(),~ que huhiere pn e] ('urso del ferro-eal'ril que se
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necesiten para estaciones, y. paTa, la vía y edificios necesarios para
la explotaci6n y adminÍ;:traci6n del camino 1)01' todo el tiempo que
éste dure".

II. Que el representante del ministerio público sostiene que al
firmar el contrato referido, el gobierno de Buenos Aires se ha extra-
limitado en el uso de las facultades que le acordaron las leyes res-
pectivas, en tanto que la compañía demandante sostiene lo con-

trario.
El fallo apelado establece que no hubo extralimitaci6n de parte

del poder ejecutivo a,j autorizar el uso de las calles 6 vías públi-
cas, suponiendo qne en el caso sub }udice éstas hubieran sido real-
mente ~cupa'das, por cnanto la ley que autoriz6 la coüstrucci6n
del ferro-carril no s6lo no contenía prohibición alguna al respecto,
sino flue, por el contrariu, declaraba expresamente que lo luicía en
las mismas condiciones establecidas por el F. C. del Oeste, al cual,
por la ley de 9 de enero de 1854, se acord6 que ocupase las calles

públicas.,
E) poder ejecutivo no estaba facultado por la Constitución

del l~stado de Buenos Aires, ni por ninguna de las leyes, para dis-
poner por sí solo' de los terrénos de propiedad pública; y si las
leyes que autorizaban la construcción del F. C. á la, Ensenada no
prohibian que el, poder ejecutivo dispusiera de los tenenos de
dominio público y de las vías públicas, no por eso ha de entenderse
que lo facultaba ni tácitamente para actos de disposición de dichos

bienes.
Por otra pa.rte, el decreto legislativo de 9 de enero de 1854,

que acordó la construcción del F. C. del Oeste, no contiene cláu-
sula alguna relativa al uso y ocupación de calles públicas .. La única
que sobre calles contiene es la cuarta del arto 2°., que dice: "El ca-,
mino' deberá arrancar en dirección de una de las calles siguientes:
Potosí, Victoria, Federación, etc,", Esta cláusula no ha podido ser-
vir para conceder indefinidamente el 11S0 de una vía pública.

III. Que el fallo recurrido, establece 'que al señalarse el em-
plazamiento paJ'a la vía, se dispuso que en 'toda la extensión de!
camino que media entr!3 la e.staci6n principal de la aduana y el
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principio del camino de la Boca, debía dejarse en el bajo, entre
.los edificios más salientes que están al pie de las Barracas, nna vía
pública desbnada al tráfico, la qlal 110 debiera tener un ancho me-
nor de veinte metros; que no se ha insinuado siquiera. que esa con-
dióón haya dejado de cumplirse; y que habiendo el vi~.ducto ocu-
I,ado terrenos que baÍlnba alternativamente el río de la Plata, los
que .no podían considerarse transitables, debe admitirse que la vía
pública ha quedado fnera del emplazamiento de la vÍa férrea".

Es 'indudable que la vía fénea debió trazarse, necesariamente,

en .terreno del dom~nio del estado, no sujetos á uso público, ó en te-
rrenos de uso público, ó en terrenos de propiedad privada.

El punto á resol\-er no es si la vía pública quedaba propia-
mente fuera elel emplazamiento de la del ferro-carril, sino si la vía del
ferro-carril se ha trazado en tenenos privados ó de prqpiedad del
i'~sta~lo, y cuáles son íos derechos que el ferro-carril adquirió sobre
los telTClios ocupados por su vía. Por tanto, no tiene importancia
para. la resolución del caso sub judicc, el detennin.ar si la traza del
ferro-canil dejó ó no libre las vías públicas, por ClHmto aún cuanelo
esto sea exacto, de ello no se sig'ue que el teneno dé (lominio del
estado que ocupó la vía férrea, pasó legalmente á forma.r parte

elel dominio partirular de la empresa.
IV. Qlle en el fallo al:eJado se consigna que en la ley que auto-

. rizó la construcción de la vía no se impuso un término para la du-
ración del derecho al uso de los terrenos públicos para vías, edifi-
cios para estaciones, etc., de lo que resulta que pudo acordarse á.
perpetuidad, esto es, pUl' todo el tiempo que el camino durara.
Esta. conclusión podría reputarse exacta, si la ley que autorizó la.
construcción. de la vía férrea, permitía expresamente redel' terre-
nos de propiedad pública para. la vía. con carúr!er de perpetuidad.

Y. Que la ,el1tencia rec\1lTitla declam que el poder ejecutivo,
al celebrar el contrato de concesión citado, no hahía extrnlitllitado
sus facultades, según resultaba de la discusión habida en la legisla-
tura del estado de Buenos Aires al tratarse del decreto. legislativo
sancionado el () de enero de 18:54. En el proyecto en di,cusión ha.
bía una cláusula según la él1al al cabo de cincuenta a&os debía
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pa:;ar el ferro-carril al dominio del ¡rohiemo. m (lo(-tor Véle;r,
8arsfield combatió dicha cláusula y manift'stó qut' la propiedacl de-
bía ser perpetua en lodo lo adguirit';'a la soriedad. pues !lO Iiahi:l
raz6n de justicia ni de equidad par; e8tahlecer lo contrario. l;~l ~eiior
A n('liOl'ena . expl'e~c) que e",talm cO!lfonne ('on que la, sociedad adqui-
riera perpetuamente 110 sólo las tielTas y dell1á", e"t'ablecilllientos
que adquiriera ('on justo título, sino hasta los j'errenos públieo~ que
el gobierno le ('onC't'diera para el rnmino y para establerer los de-
p6sitos.

, De aruerdo C'on esta", opiniones, el fallo al'elaclo llega ú la eOll-

rlusión de que el podt'r ejeeutivo pudo n('.ordar' en el (-ontr<1to de
('on('e",i6u {¡ la elllpr('sa i1e la Ensenada ('1 uso de los. terrenos pú-
blicos mientras existiese el ferro-earril, desde que la ley le aut.orizó
bajo las mi!"lll<lS rondi(.illnes que la:; I'stahleri,las rara 1'1 F. ('. del
Oeste.

Por más dignas de respeto que sean las opm IOnes (lel cllIctor
V éle;" Sarsfit'ld y el señor An('horena, e1la¡.; únicament.e pueden :-er-
vil' para interpretar 6 ilustrar algúu punto que no aparezra bast.llu-
temente claro en 1:\, le~', pem en nillgIÍn caso tienen pOI' sí ;.:ola" el
alcance positivo dq. una ley

De aeuerdo con las eitadus opiniones, la tl:íllsula ele cadm.idail
después de cincuenta años, fué reehu7.ac1a por la Legislatura ¡pero
esas opiniones 110 han conferido Rl pocler ejecutivo 111ft" fa~-ll!tad,
que las' contenida;.: expresamente en el l'ita.do del'n,to legislativo.

YI. Que los <1e(,l'etos ,que c1i('1l' el poder ejecutivo, lo,; con-
tratos que l'elebre, etl'., únieamente tienen fuerza ele le~' ('uaudo
se fundan en ley. POI' ('ollsig'uit'nte. si el poder ejeruti\"() del esta-
do de Buenos Aires cedió al empresario dd F. C. á la J<~nseua.da el
uso de los ten'enos públil'ot'l que huhiere en el cnrso del ferro-carril
y que 'lleee;.:itaseplI a esj:aóones y para la ¡'ía} tal eoncesión sólo
será válida si se funda en ley.

La ley de 25 de agosto de IR;'), del esta{lo de Buenos Aires
estableció: "que quedaba autorizado el poder ejecutivo para per-
" mitir la (:ons1:ruceión de un ferro-carril desde Bncnos Aire.~ {¡ la
<, J<~n"o.;enadn.bajo la;.; LI1iSmllS ('ondieiones estable<:i<1as por la ley

"
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•. dt' ~I de junio últ iUIll para la "OI1<'t';;IOU,lrl eamino á f;an Fer-
11 nando "; ~' la le~' de eOlH'esión p:ll'a la ('onstru('('¡óu de e;;te
ft'ITo.('alTil (lisporl(', que 1,1 Jlod('r pje(,lItin, qm'daha facultado para
conceder la (i('eneia eorrespondiente, tOl1lan,lo por hase las misma;;
que se aeol'daron al F, C. del Oeste por el ueereto lep:L."lativo d(' !l
d(' plIpro dI' 1S,',-I-, ,\hora hi(,lI. dieho del'reto ('onlieue PTI su artíeuio
~u, iu;;, ;j'" h, sig'ui,'utp: ~i en 1:l.<;di(('/"('n/I''' es/acione" que hu-
a biE'sen de esi:lhlerl'l'se pu el ('urso del ft'ITo.('anil, SE' ell('ontra;;eu
•• terrellos d,' j;ro]iil'dad jJlí!Jli('o, E'1 podpr Pjl:'('utivo ('E'(lerá á la
a sociedad la pO]'('ión Huti"il'nle de elloH rara el Nolo fill de a"cntar
•. la;; ('oIlH11'1H'eioups lH'eE'sa.J'ias l'a ra los dppó;;itos de lllE'readerías
", transportahles " ,

Xo hay n ing-una otra (lispoHieión <lel eil ado deereto qne tmte
del nso, eesi6u ó disposiei(m <le ll'lTpIIOS <1r propipdad púhliea,

El. po<ll:'l' ejeeu! in., lIi fundálldooe 1'11 t'1 ('itado ineiso ;¡O" ha
podido ecdl'r lí ppl'petuid:ld el uso (le los telT"nos dpl dOlllinio pú-
blil'o para las \'Ía;; ,1('1 ferro.l'lII'1'il, 11(';;d(' qul' allí sólo SE' faeulta.
la l'E'sióII (lE' tPI'l'E'III>."al solo fin de a"E'nlar las enn;;trllerionl:'l" !leee.
sarias para los dl'pi¡~ijos <le lilerea¡jcría~ trall;;pol'1ah!e;;,

La ec"ión !í \'E'rl'etuid:lil de uso ~. go('e exl'!usin' de nua pro.
"iedad d{,¡ I'"lado, illl],or!a IIl1a YCl'lladl:'I':l puajenaeiólI: ~. no pu-
dicJI<lo y('riMeal'!a E'I Jlodl:'l' p.iE'enti\'o sino E'n yidud de IIna lE'Y. la
cesi{,n elE' qUE' /t'ata 1:1 el!íllsula -1-', dE'l c'untrato d" fehrero l(j (1••
lH(jO, c'plebradu ellt re el podl:'r e.ieeu! iyo de Buénos Ail'es y 'el ('on-
re;;iouario dl'l F, (', á la l<~uscnada, cs illE'{;raz l'1I ('uanto sc rcfiere
á la ('E'siÓIl perpetua 111' terreuos de propiedlHl ti;;('al para [a YÍa
del l't'rro-(,3rri1.

Los ten'c'no" oeuplll1o;; 1'01' la. \'ía !Jan pl'rteneeido ('n propiedad
á algún partienl:ll'. Ó han forlllado' parte del domiuio priyado del
e"tado.6 hall sido del (lonliuio y liSO l,ílhIi('o,

En el priuíer ('a"o, si el feno.carril adquirió aquellos tE'lTenO~,
el gohierl1o 110 ha. podido lll'i\'arle dE' E'Ilo;;,

Si los teITl'1I0" fOl'luaban parte d('1 dominio prinl-uo del Estado,
E'I guhienw de BUl'lloS Aires. no pudo con('ederl()~ ni en propiedad ni
en liSO y g'oee l'el'l,ctllos, por no lIa1;E'r ley que le autorizara a[
efec'to,
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Si los terrenos fueron del dominio y uso público, una con~esión
de uso indefinido, á perpetuidad y á mayor almnd:uuiento sin ley
expresa al efedo, es incomratible con la nnJurnleza propia de diehos
bienes.

VII. Que la empresa demandante ha aleg'ado que la cláu8ula
5a• del derreto leg-islatiYo de enero 9 de 1854, no excluye la ide:! de
In eesión gTatuita de terrenos fiscales pnra vías, puesto que la
cláusula 6a• sólo autoriza la expropia('ión particular; que, además, si
los teri'enos fuesen fiscales y. no pudiesen ser ni expropiados ni
o('upados por la vía, resultaría absurdo el citado de('reto.

Si la euajenarión de terrenos del dominio público sólo puede'
nutorizarse por ley, es excuRado afirmnr que tal enajenació¡1 á título
gratuito se ha perniitido en el ('aso sub judic13, desde l"]ue sólo se es-
tablece la expropiación de terrenos del dominio de particulares. ]i;n
último caso, resultaría una omisión de In ley, pero di('ha omisión,
no debe suplirse considerando que impli('a una a¡;torización. ]i;s

'indudable que si el trazado de la vía tenía que ocupar terrenos del
dominio público, la ley debió determinar en qué situación queda-
ban dichos terrenos: y no habiéndolo hecho,' no se sig-ueque hay
que respetarlos como rcdidos á perpetuidad para la traza de la vía

férrea.
La misma parte demandante reconoce que el decreto legislativo

ele ener0 9 (le lHij4 nada disl)I1S0 sobre el uso de terrenos públicos
para. la vía. elel. F. C. del Oeste; pero agrega que debe considerarse
autorizado por las leyes de 1857, porque de no ser así qued~ría
fush'ado el propósito (1eterminante y especifll de esflS leyes si rC3ul-

. taran de propiedad l'úbli('u algunos de los terrenos 1l3cetiarios para
la "ía, por no estar expresament.e incluídos en una ley anterior ~an-
cionada Pl1diferentes circunstancias que no exigían esa pl'evisión.

Si se l'econoce que el decreto legislativo de 1854 no ha pre"isto
el C:'lSO de ocupación de. te1Ten~s públicos para. das de ferro-carril,
las leye~ de 1857, debieron preveer esa ocupflción; y si no fueron
previsores y omitieron resolver sobre lo qne las nnevas circunstan-
cias rcciamah::n, no F,e deducen C)l;e incumba al ]Joder eje:';¡tivo su-
plir, de propia autoridad, las omisiones de la ley.
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Si el gobierno de Buenos Aires no ha podido conceder en pro-
piedad ó en nso y goce perpetuo los terrenos de propiedad fiscal
priyada. (\ dei dominio y nso públicos, que ocupaba la "ía, se podría
llegar á la conclnsi~n de que el nso acordado ha sido simplemente
temporario yo re"ocablc, esto es, mientras qne el Estado no las re-
quiriera para objeto de utilidad comlÍn, incompatibles con la exis-

tencia de la línea férrea en dichos terrenos.
Como el felTo-carril demandante no ha adquirido, conforme 'Í¡

la ley de propiedad ó el uso y goce peqletuo de esos terre.nos, se
entienrle que su a.clqnisición ha sido preéaria y revocable.

Se afirma por el actor que el poder ejecutivo nacional no ha
podido por sí privar á la empresa de un decreto adquirido por un
contrato hilateral, y qne, en t\Hlo caso, solo el Poder Ejecutivo ha-
bría tenido faeull ad para declarar caduca la concesión acordada.

li;n el caso sub .1udice, la empresa. no pide que se le restituya
al goce de la concesión de que fué privada por los decretos de 18 de
feblero y 20 de rnarzo de 18n7; no pide que se le restituyan los
terrenos de la estación Central y de sus YÍas hasta Casa Amarilla:
exige sólo una indemnización de daños y perjuif'ios por la privación

de aquellos.
Desdijo luego, la concesión, en la ¡,arte redamada, no está fun-

dada en ley. Admitiendo que el poder ejecutivo naeional se hu-
biera extralimitado al dictar los decretos citado'>: suponiendo que
la cleclaración de caduciclad de qne se trata correspondiera á los
tribunale'> de jmdicia, el ahuso del poder ejecutivo, en la hipóte-
sis de que existiera, no engendraría para la empresa actora el de-
recho de reclamar daños y perjuicios por la privacióp de algo que

no constituye para ella un derecho invocable.
Desde que el gobiemo nacional no está obligado á dar, y ni

se le reclama tampoco la restitución de los terrenos de que se ha
"isto prÍ\.ada la empresa, (art. 574, código Civil), no se COI11-

prende cuál es el fundamento legal en cuya virtud reclama daños y
perjuicios por la privación de unos terrenos que ocupuba sin justo

título.
Como Re trata de una ('oncesión precaria que el poder ejecutiyo
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Nacional tenía deretho de 'hacer cesar, {¡ ~~te se le podría ,í no res-
pon;;a.bilizar pUl' haberse hecho justicia por sí mi"tlIo al dejarla sin
efecto de propia autoridad; pel'n, de ese hecho no podría derinu"Se

- la obligaci6n de pagar los daños y perjuicios que el dpmaud:mt.e
reclama, Estos resultan cuando {¡ una persona se le j1ri\',a ileg'ahuente
de un derecho; y si en el ea~o sub judice no ha hahido propiamente
privaci6n de derecho, se sig'ue que no procede la aceión de tlaiios
Y' perjuicios en el lIIodo, forma y extl'nsión ,'on que se Ira fortllulado
('nntra la naeióil, ::;i uo ha hahido, por parte d('1 demandado, ui
violación de contrato, ni acto ilícito (art. 1066, eódigo Ci"il), ni
delito, (art. 1072,. c6digo Ci\'il), ni culpa,ni ne¡:digcncia (art", ií11,
5]2, 1109, eódigo Ci\'il), remita (]ue no prO<'ede la, acción deducida.

VIII. Que resultando de los l'onsiderandos }.lreeedente" que la
etlllwesa demandante no ha tcniiCo derecho pa,ra demandar á la na-
ción, se sigue que es irwonducente resol','el' el punto I'('lat ivo ú si
en este juicio ha debido ó no sum!nistrarse la prueha sohn! el montu
de los perjuicios reclamados.

1'01' estos fundamento::: se declara: Que la aC('i6n entahlada p(~r
don .Julián Xog1.leras, (,OlUO repre~entante del F. C. Buenos Aires.
~. puerto de la Ensenada co!üra la nación, es improcedente, y en
('onsccueneia. se le ab:::ueh'e de la demanda, quedando ]lor e~tos fll'l-
damentos eonfirlllada la sentencia a'pelada. Abónense la:::. e()~ta¡; de
ambas install('ias en el orden l'111.ls;¡do.Notifí(]ucse, del'llél\-Hse y re-
póng'l1se los sellos ante el inferior,

J1WI1 A. GarCta. - .1//(1"1 IJ. Ro-

jas. - Angel Fel'reyra. (!ortés.



DE Jl~ST1C1A DE LA NAC10N

FALLO DE LA CORTE. SUPREMA

365

Bnenos Aires, Junio 22 de 1909.

Vistos y considerando:

!Q Que la sentencia de f. 90 no contiene, en lo. pl'incipal, más que .v--
nn pl'onunóamiento. Ó capítulo, por cUaJ1to se limita {¡ absolver á la

nación de la demanda ..
iJ;' {J Que el ministerio fiscal no estaba habilitado para. apelar de los
l."'''
considerando!; que juzg'ara. desfavorable;;, co.ntenido;; en dicha sen-
tencia y que ningún agTavio. podían' causar legalmente en sí mismo>;, /
dado. que es la parte dispositiva de ella la fJue ronstituye el fallo.; V
POl: lo. que no puede aquella darse por conBentida, como. se pretende
fOnel l'apjtulo (le la IIlPllHIl'ia de f. 170. \ fallos, tomo 28, pág. 129, to-

1,J() !I], pág, :'WR) .

.?, Que :<entado,; e"j-os ]Jre('edentes ]Jl'eyio;;, el jJmito (,apital á deci-
dir en In ]Jre"ellje litis, es el ,;aher si b empre;;a del ferrocarril
RI1~clla(la 1 ¡ene ó no dere<,ho para cobrar. al gobierno de la nación
una suma de dinero, ('o.lllO indemnización, POI' haber ordenado, por
dec'J'('to de fecha lA de febrero de 1897, el levantamiento de la vía
fp!'I'ea exi.,tente entre la estación' central y la de casa amarilla,

línea que, dice, le perteneeía.
U Fúndase la empresa en que la ley de 13 ]ll"o\.jncia de Buenos
Aires. de 25 (le ag'o.sto (le 1857,oe acuerdo ('on la de 9 de enero.
de 1854, le (~onferían la explotación de Sl1 ferrocarril y también el
derecho de propiedad á ln línea, lJlientras subsistiera aquél; y el go-
bierno de la. naci6n apoya, :í la vez. Sl1 negativa, en que los contratos
ql1e han al1torizaoo. :í la. empresa. para estahlecer su ferro.carril,
son contrarios á llis leye>; citadas, que no acordaron al poder eje-
cutivo oe la provineia de, Bueno.s Aires el derecho de ceder tierras
públicas, y menos .si fueran. de uso. público, para ser acepta{las con

la: línea,
tí Que planteadas, así las cuestiones que toca reSOlyer, debe emJle-
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zarse por consignar, que la ley de concesión de este ferrocarril se li-
mitaba á establecer: "Artícnlo 1.° Queda autorizado el poder ejecu-
" tivo para permitir la construcción de un ferrocarril desde Buenos
" Aires hasta la Ensenada, bajo las mismas condiciones establecidas
" en la ley de 26 de junio último (debe leerse 27) para la concesión
" del camino á San Fernando." .
fa Que esta ley s~ refiere, á la vez á la de 9 de enero de 1854, la
que, en la pal:te pertinente establecía. "Art. 2 inciso 5. Si en las di-
ferentes esl'aciol1es que hubiese de establecerse en el curso del ferro-
carril se encontrasen j.Nrcnos de propiedad pública, el poder eje-
cutivo cederá á la sociedad la porción suficielli"e de ellos para el solo
fin de asentar las construcciones neeesarias para los depósitos de
mercaderías trasportables."

"6. Si para la construcción del ferrocarril fuese necesario ocupar
terrenos de partic~lares, el gobierno usará del derecho de expropia-
ción para objetos del servicio público, siendo á cargo de la sociedad
satisfacer las indemnizaciones correspondientes."

'7- Que de acuerdo con la autorización expresada, el poder eje-
c~tiyo procedió' á celebrar el contrat.o con Lelievre primero. y última-
mente con \Vheelwright, quedando establecido en aquél, que el poder
ejecutivo cedería al empresario el uso de los terrenos públicos que
hubiese en el curso del ferrocarril que se necesitasen para estaciones
y para la vía y edificios necesarios para la explotación y la admi-
nistración del camino, por todo el tiempo que este camino dure. Ese
contrato fué aprobado el 16 de febre:t;o de 1860 y transferido más
tarde á Wheelwright, quien propuso el contrato de 27 de mayo
de lSü3, que fué aprobado, en el que se establecía que "habiendu
sido modificada la ley de 1860 (contrato) por una posterior del
mismo año, y siendo necesario combinar esas leyes en todo su espíritu
y objeto, con el fin de evitar confusiones, quedaba redactado así: "El
gobierno concede permiso al señor Guillermo Wheelwrigh,t para
construír y explotar á perpetuidad una línea de ferrocarril por lo-
comotoras á vapor, qí.le partiendo del Paseo de Julio, donde termina
el ferl'<j('al'~'il del norte,.se extienda á la Boca, Riachuelo, Barracas y
Ensenada."
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9~Que de lo ¡¡nterionuente expuesto resulta, que la ley de conce-
sión del ferrocarril á, diferencia del contrato, no se ocupa. expresa-
mente de las (ierras 'del dominio del estado que debía reconer la
vía, y es conveniente dejar constancia, de que si hubiera de ayeriguar-
se con estos solos anteredentes, 'cn'al er~, el sentido de las leyes de B;í4
y 1857 sobre la cuestión y sin otra luz para interpretarlas qne la
que arrojan sus términos literales, no sería posible otra interpretación
que la dadn por la cúmai'a federal al decidir quc el poder ejecutiyo
de la proyincia carecía de todo derecho rara extender la concesión
de 'tierras en las yías dcl ferrocarril, por ser un principio jurídico
que debe quedar ,entado una yez mús, que las trasmisiones ó las
renuncias de derechos deben interpr~tarse restrictivamente y no ex-
tenderse más allú de lo que expresan los términos de la concesión

(l"allos. T01110 75, pág. ;)92).
C' Que teniendo por fundamento -la anterior doctrina, la considera-
éión de que, expresando la ley la voluntad del legislador, su letra debe
cumplirse textualmente, ello es, en cuanto esa letra expresa su volun-
tad; pero ese mismo principio de interpretación exige se detenlline
el espíritu de la ley, cuando fuera de su letra, está clara y evidente
la intención del legislador y máxime si esa intención consta en la
exposición de los motivos que la fundaron.
¡...'\Que concuerda, con lo dicho 10 expuesto en el código Civil, como
clave de interpretación de sus disposi<iones, de que no sólo es la
ley laque está dicho expresamente en los artículos del código, .sino
también lo que está espJícitamente dicho e?- ellos, sea por los funda-
mentos que tU\'O presente la legislatura, ó por razones de lógica

(art. 22 código Ciyil).
"'! Quc concucrda con lo dicho lo expuesto en e lcódigo civil, co;no
leyes debe igualmente recordarse la regla de sana crítica, de deseebar V
toda; interpretación que ha de llevar al absurdo, porque la intenciÓn
del legislador, concorde con su misión, no puede ser otra que la de
dictar disposiciones de acuerdo con la razón y el bien público, y
atendiendo á los principios de equidad y justicia que informan las
condiciones del país, y en el caso, la de Buenos Aires de 1854, vi-

gente cn la época de la concesión.
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/ r¿ Que, por último, Si¡!11iendo también la jUri;;pi"udencia de este
mismo tribunal, nebe tratarse de interpretar elaet.o según sea aquélla,
aun cuando su intel'prelaC'ión resultara odiosa ó eontraria á los dere.
chas del.deudor rjue en, olrl)s ,,'asos hubieran sido preferidos. El dere-
('ho rOlJlanO sig'lle el !lliSIlJO ¡Jrinei pio (l<'allo~, tomo 76, pág. 224;
ley ~J n. tít. 16. Lihl'O 50, Dig.),

I ~ Que, 'como se ha dieho, :í 'la luz de estos principios 110 es posi-
ble dudar, de !lueen Jos propósitos de las leyes de 9 de euero de 1854,
como de las dietadas en 27 de junio y 25 ne ag.ol<to de 1851, entró
el de conceder el nso de las tierras de propiedad púbJiC'a, !lue pudie-
ran exiRtir en el trayecto de la línea, sin establecer para ese caso
.gi'a\'allJen aJguno á las empresas,

I if Que la principal consideracióil en que debe apoyar"e lo dicho, es
la de la situación del p:ús en la. époea de la eoneesión, si se tiene
en cuenta '1ue, orgauizada la confederación despnés de la caLla del
g'ohiclllo de Hozn..,. ln nnción y ln" provincias se preoeuparon .de
dictar leyes tenoien/es :1 su progreso y. bienestar, cOl1cordantes con las
condieiones e"peeialesde la repúhlica. Estas poseían gTandes exten-
siones de teJ;ritor!os despoblados é incultos no obstante la bond¡j(l de
su suelo y oe su e]imn; y SlI polHiea fué, C01110110 plHlo InentJs de
serlo, de atraer la inmig-raóón extranjera, el fin oe distribuirla. elÍ su
territorio y explotarlo. Estos propósitos no pudicron menos de en-
'contra 1', como instrulllent.o, un sistema de Íl'anquieias, privilegios ~'
liberalidades para con los eapitalistas que quisiernn esta.bleeei' líneas
férreas y ta.i1to más atrayeJ1f'es cuanto que la anarquía y g'u'en'as ci-
viles porque se había pasndo, y las mismas relaciones intel'l1a.eiona-
les, basta el nño ]i'i52, no ernn las más favorables para atraer empre-
sas ferrovia1"ias al país. E;.;ta política ha sido eonstante en la "epú-
blien, y eon eJllj, y mediante eOllcesi()ue~ no sólo de tierra", públicas,
sino tmnbiéu de ;.!'al'antías de intereses y exoneraciones de impuestos,
se hall otorg-ado después casi todas las línens férreas del país, al
menos ha"ta hace veinte mios, entre las que se elH;nentran la del cen.
trnI a l'gen1:ino, leyes 14 y ;:m; la del ferro em'l'i 1 del e"t:e, ley 120;
la del cenb'al nrgen1:ino á puerto del Hosario, le~' 15:,:); )a de pro-
long-a('i6n ,del ferrocarril norte, ley 17,'>3; la dc] ferroennil tl'nosandi-



no, ]007; la de Sunchales, Buenos Aires y Rosario, etc., hasta la de
circunvalación de la capital, ley 3193.
/ :- Que especialmente la provincia de Buenos Aires ha adoptado,
como medio de fomentar su adelanto, las concesiones de tierra públi-
ca para' estaciones y vías á las empresas ferroviarias que quisieran
estabiecerse en ella, como lo bizo con las leyes de concesión del ferro-
carril al Rosario, de septiembre, 2 de 1871; en la ley general de
conce1'ióndel mismo año; en la de 1873; y, por .fin, en la general de
feITocarrilC!',de agosto de 1880.
I (~Que en las condiciones antedicha.<;del p~ís, ge dictó, el año 1854,
la ley provincial que autorizaba á contratar con varios capitalistas
la construcción del ferrocarril del Oe1'te,y 1'erÍauna circunstancia por
demás extra.ñ~.que con los antecedentes que se han consignado y de
tratarse de la primera línea férrea que iba á aventurarse al interior
de la provincia y de la república, á la que se le otorgaban preferencias
de esplota.ción, exoneración de impuestos y las tierras públicas ne-
cesarias para depósitos de mercaderías, no las acordara también para
la línea, sobre todo, cuando juzgados los hechos desde años poste-
riores, se observa que, ('omo se ha dicho, las concesiones que le si-
guieron, desde pocos años después, contenían la cesión de esos te-
rrenos .
.1 r, Que en la interpretación de las leyes debe tenerse muy en cuen-
ta la que contemporánea y uniformemente le han dado las funciona-'
rios encargados de su ejecución y, en caso de duda, basta para fun, X
dar 'una' decisión, puesto que esos funcionarios -se hallaban en COlle

diciones especialmente .adecuadas para cono('er la voluntad del le.
gislador (12 Wheat. 206; 113, U, S. 568).

;' Que sentados estos antecedentes, corresponde repetir, que la in-
terpretación que el poder ejecutÍvo de la provincia y sus: asesores
legales dieron á la ley de 25' de Agosto de 1857, fué la de que por
la referida ley y la de 1854, el gobierno estaba autorizado. para con-
ceder á las empresas el uso de la tierra pública por donde pasara
la vía. Y á .finde agregar más fuerza á esta interpretación, es di:~I.(}
de consignarse aquí, que, por especial coincidencia era asesor dd
gobierno el doctor Da.1maeioVélell Sarsfield, diputado á la legislatura
del año 54, que dictó la !ey, base de la concesión.

o:~;.-.r.,';;;";; :.l:
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/ q En el informe que con tlJotiyo de la lll'opu~sta de Hopki"c;.
análoga. á la presente, en que pedía en propietlad, mientras existiera
el ferrocarril, los terrenos 'de propiedad pública en qne ha de CO!,,;-

truirse el ('amino de yeinte yarflS de alÍcho en todo el' 8ur,;0 del ('C('['1)-

carril, decía el dodor Y étez: "Las hases qul' prl'<;euta ei ?eñor
Hopkins son. absolut:amente confol'JJles á las qne fijó el cuerpo le¡ris-
luti\'o, por decreto de !) de enero de 18;í4c, y está, por lo tanto, en las
atribuciones de V. E. el areptarlas, si fuesC"ll de su aprohación. romo
. á mi. juicio pueden serlo .. liil a!'e80r ele gobierno, }mes, lIliembro infoJ'-
mante de la ley del 54, sogtenía que ella había entendi<1o ronredcr
tierras públicas para la línea, y el g'obierllo ¡Jl'oredió ií cederlas en el
contrato que realizó ron Hapkens el il de agosto <1e11'57.
~:,uQue la redacción de la leJ de 1854, lejos de ser f'a~'orable á la
interpretación que le da el demandado, <1e1l1uestra, al contrario. lio
obstante las deficiencias con que ha sido redadada, Cine la mente de
la legislatura fué, ~. no pmlo !'er otra, c¡ue la de que el poder eje-

. .'
cutivo cediera el uso de las tierras en cnestión.
~:J No obsta á ello que esa ley diga. que las tierr3sde propiedad pú-
blira se darán :t la empresa ('Al solo fin de asentar la!': construccio-
nes llf'cesari3s j)ar3 Jo" c1ep6si1'os, etc"; pue" no olvidarse que
según ese inciso, lo Clue se debería dm' á ese !'olo fin son las tierras
públicas 'que se eneontraron en las diferentes estaciones que huhiese
de e.stablecer;;e, durante el rurso del ferrocarril. Esto se eonsig-nó, siu
duda, limitando pretensiones po!'ibles de la empresa á. mayores por-
ciones ele tierras (lel e!'t'ado, y que 110 fuera, á oeupar en el funeiona-
miento de la Jíne3. De manera Clde la expresión Al solo fin no d.e-
mnestra. un r I'(I¡:ó~itl1 restrieliyo ¡l.'eneral en la economía de 13 lf'Y
en rel3ción á la. tierra púhlira, sino relati\'o á las ronstrurciones p3ra

depósitos del ferrocarril.
2. ro;:.. Que I()~ t¿;r1l1j.¡w~dI' ese inriso ;'l." fiel (lecreto-ley, dc !l de cnero
i1e Jfj34, !'e explir.an y determinan en'!,u vereladero alc3nce, relacio-
n;índo']os con los de h base 2." de la !'oJirituc1 que motivó esa ley, e11
cuanto se decía en ella que "si en. la. extensión de la líne3, el estado
fuese poseedor de una cuadl'3 ó dos ele teJ'J'eilO, I3s cederá á la so-
ciedad en 13.misma forma. que eecle J¡¡ caJle púhlic3 en el arto 1." para
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sentar en ella los locale:; ó constmeciones necesarias para los depósi-
tos de mercaderías transportables." Lo que el legislador se propuso
fué limitar la concesión de una ó dos cuadras de los terrenos del
estado, pedidos para los depósitos de las mercaderías transportables,
l/á la separación 87.tficiente", como se hizo constar eu la sesión del 2
de enero de. 1854 (Diario de sesiones, pág. 4).
o 1" Que de esta consideración se deduce que la. redacción de la ley..-,
de 1854 no excluía la conl'e;;ión de tierras para YÍa y que sólo se limi-
taba á omitirla. Pero se debe agTegar que no ;;610 no la excluía, sino
.que esa omisi6n fué deb.ida á la circlinstancia de que se consideró su-
pérllua, y de ésto último hay ejemplo en alguna;; concesiones ferro-
carrileras, pues si así iJo fuera, la ley result:arÍa. impo;;ible en su eje- .
cución y absnrdal como lo so;;tiene la demanda. Algunas le;\'es de esta
natura.leza dictadas por el congreso nacional han sido redactadas
de una manera. análoga, pero dejando ver claramente que era so-
breentendida la concesión de la tierra pública. Ley número 183, ar-
tículo 24.
"/lJ. Que, por último, la interpretación por los motivos de la. ley
viene á favorecer también á la parte de la empresa. Como se ha
insinuado, la ley de 25 de agosto de 18.57 aceptaba y daba POI' re-
producido lo CJue dijo la de 0 de enero de 11'\54, y en la discusi6n de
esta ley los miembros de esa legislatura, señores V élez Sarsfield y An-
ehoren a, manifestaron que los terrenos ocupados por la vía estaban
c~lIlprendidos en la concesión .
.'."-."En cuimto á la estación central, dest.ruída por un incendio, ella
ocuPl!ba, en el Paseo de Julio, nn .terreno del dominio público qUil'

había sido solicitado por la. empresa del F. C. á la Ensenada, en cali-
dad de préstamo de uso, y sido concedido en beneficio de todas las
línea;; de la provincia. (Solicitud de 16 de marzo de 1865. Dictámen
del asesor de gobierno de 28 de julio de 1866. Informe del Departa-
mento TOpOgTáfico' de 29 de abi'il de 1867 y decreto de 19 de ju-
nio de 1867). .

f.'~Que el derecho de la empresa al mantenimiento de la vía, de cuyo
levantamiimt,o se trata, fué una concesión perpetua, para construÍ!" y
explotar á perpetuidad una línea de ferrocarril por locomotoras á
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vapor, según los tél1llÍnos del contruto, y. no una simple concesión
graciable y precaria, y por lo mismo, mientras la empresa no haya
renuneiado á ese derecho, lo que no se presume, ó lo haya novado,
novación que tampoco se presume, debe juzgarse que couservó sus
derechos primitivos.
1~:-Que, por consiguiente, s-i en virtud del interés general, ó por
otra causa, se pretendiese revocar ese derecho, la just.icia y la
equidad reclaman sea reparado el perjuicio que ('on ello ocasionare,
y es de tenerse presente, que el mismo poder ejecutivo, en su resolu-
ción de }9 de abril de 1897, hallÍa constar "que finalmente el poder
ejecutivo, por las resoluciones recurridas, no se ha pronunciado "obre
.las indemnizaciones que la empresa crea de su' derecho g'estionar, las
que, en todo caso, serán discutidas una vez que se formulen",
~'"i' Que cuando el gobierno ha querido autorizar la colocacióu de
rieles sol~IIlente con carácter pro\'isorio y subordinada la c0l1cesión al
levantamiento de la vía, sin derecho á "indemnización de perjuicios, lo
ha consignado así de una manera expresa, como ha ocurrido en otros
ca.<;os, en el del desvÍo á Nelson, segÍln consta en el dec.reto del poder
ejecutivo nacional' de 29 de julio de 1892,
~- -, Que aún en las tierras del dominio público del estado, pudo ha-
cen;e con arreg'lo á la le¡óslación vigente en aquella época, la. conce-
sión á don Guillermo \Vheelwright para que tendiera en ellas los
'rieles del ferrocarril á la Ensenada, respondiendo á un alto propósi-
to de interés general.

~ 1.) Que tratándose de actos regidos por un contrato bilateral entre
partes civiles, es obvio que el g'obierno de la nación, que. había su-
cedido al de la provincia en los derechos y obligaeiones flue le impo-
nía lo convenido eon Lelievre primero, y posteriormente con
Wheelwright, desconocía, con el levantamient.q de los rieles, el referido
contrato, y es, por ello, responsable, como contratante de los rlaños
y perjuicios que pudiera babel' ocasionado.
'\iQue, finalmente, atento los términos del .esrrito de demanda y,-"_

de lo manifestado por el represehtante de la nación á f, 84, los re.
feridos daños 'S perjuicios deben ser cobrados y, discutidos, en su
existencia, en otro juicio; siendo entendido que para fijar aquellos,
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debe tenerse en cuenta los beneficios que, en su caso, haya podido ob-
tener el actor del uso de las vías á que se refiere el decreto de marzo
20 de .1897, sobre intercambio de vagonés de carga, y de que se hace
mérito á f. 131.

Por estos fundamentos; se declara que la nación es responsable
de Jos daños -é intereses que por los decretos de 18 de febrero y 20
de marzo de ]897, sobre levantamiento de la vía, pueda haber oca-
sionado ti la empresa del ferrocarril Buenos Aires ti Puerto de.la En-
senada, los que deberán determinarse en otro juicio, de acuerdo con
la presente sentencia, quedando así revocada ~a apelada de f. 144; sin
~pecial condenación en costas. Notifíquese con el' original y repuestos
los se]Jos, devuélvase.

A. BERME]O.-NICANOR G. DEL

SOLAR.- M. P. DARACT.-C.

MOY ANO GACITÚA.

CAUSA XLI

Luczano Ricardo Godoy contm la provincia de Santa Fé por devoluci6n
de tierms é indemnizaci6n. - Incidente sobre .defecto legal
de la demanda.

Summ'io: No ,es defecto legal en el modo de proponer la demanda, la
falta de presentación de documentos ni la de la cita de disposieio-
nes legales si el derecho del actor resulta implícito de la sim-
ple exposición de los hechos.

Caso: Se explica el siguiente fallo:
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Buenos Aires, Julio 13 de 19~9

Vistos el incidente sobre defecto legal en el modo de articular
la demanda, promovido por el representante de laprovincia de Santa
Fé en la causa iniciada contra ella por don Luciano Ricardo Godoy,
sobre entrega de la tierra que reclama 6 su yaloractua1.

y Considerando:

Que para fundar la excepeión se aduce, que el actor no acOIll-
paña todos los títnlos correspondientes para fundar la propiedad
que invoca y que no aduce disposición legal que apoye su acción.

Que es de constante jurisprudencia que ni la falta de presen-
tación de doeumentos que tiene. su sanción en la ley procesal, nj ll'! de
la cita de la dispof;ieión legal, cuando de la exposieión de los hechos
resulta implícito el derecho del actor, 'pueden motivar la excepción de
.defecto legal en el modo de proponer la demanda (a~i. 10 y 57, lAY
N (teional de Procedi mientos; Fa 110s t. 92 pág'. 184 Y 260 y otros).

Por estos fl~ndamentos, no ha lug-ar, con costas á la articulación
promovida y contéstese derechamente el traslado de la demanda. No-
tifíquese con el origi;lal y repóngase el papel.

A. BERMEJO.-OCTAVIO BUNGE.

-NICANOR G. DEL SOLAR.-

M. P. DARACT.
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Luis !.Iefilippi ('mi/m la lJrorincia de Ruenns Aires por cobro de pesos
y dañ,os y perjuicios

Sumario: 1.° La constitución de domicilio en un eontrato, aún cuan-
do estu\"iera he~ha para todos los efectos de este, no importa re-
nuncia del fuero federal. La jurisdicción federal no puede ser

restringida por constituciones ó leyes proYinciales.
2.° Limitada la ac('ión en lo principal al ('obro (le Sl11nas de dinero por

. obra;; hechas en yirtud de un contrato, sin que se haya pedido á
la \"C7. la resolueión de tal (,ol1trato, debe entellller"e regido el
<,aso, en ('uanto ~ los efectos de la mora, por el arto 622 del ('()-
digo (,ivil, y en tale;; (,oJlC1iciones no mediando a<'to ilícito ó de-
lito del derecl](l ciYil, solo procede á .título de daííos y perjuicios
el pago (le intereses y no los perjni('i()s emergentes de re.<;cisión
Ó suspensió¡l de otros ('ontra.tos, disminución de ('rédito en los
b,anco.R, ventas, hipoteca;; y dación de bien e" en pago, de <lue se

hace mérito por el artor.

Ca8fJ: Lo explican las pie7.as siguientes.

FALLO DE LA CORTE SÚPREJ\\A

Buenos Aire', Julio 15 de )9()(l.

Vistos: Don Luis Defilippi, con los documentos de fojas 1á 3, se
presenta exponiendo:

Que es contratista del canal denominado del Norte, que la pro-
vincia de Buenos Aires hace construír desde 1\1ar Chiguita partido de
Juriin, hasta Río Baradero, partido de San Pedro.
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Que el poder ejecutivo, autorizado por ley 14 de enero de 1904,
sacó á licitación dicha obra, con arreglo al pliego de bases y coudi-
ciones que acompaña y después de los trámite~ de estilo, fué aquella
adjudicadrt á: la 'sociedad de Emilio Candiani y Compañía, de que el
exponente fonl?aba parte, habiéudose otorgado el contrato respec:'
tivo en 16 de julio. de 1904.

Que, posteriormente, en. 27 de septiembre de 1905, la sociedad
Emilio Candiani y Cía., trasI~asó con aprobación del poder ejecutivo,
todos los derecbos y obligaciones de dicho contrato.

Que las obras se empezaron en debida opoHunidad, continuán-
dose sin interrupción hasta flue el poder ejecutivo suspendió el pago
de los certificados mensuaJes, y dictó más tarde, en 27 de junio de
1907, un decreto en ~l mislllO sentido dando como razón una denuncia
fOl1l1lllada })or el señor presidente del depa,rtamento de ingenieros
de haberse abonado más trabajos de los reali7Aldos.

Que por la e1áusula 4.a de la escritura de 16 de julio de 1904, se
estipul6 que sería parte Í1Jt-ep:rante del contrat.o el pliego de bases y.
condiciones para la ejecución de las obras y las planillas originales
en flue están anotadas las obras á efeduar.

Que el artícnlo 14 del plieg'o de bases y condieiones dispone,
que el pago de los trabajos SElhará mensul1lmente por certificad6s ele-
vados al mini¡;terio de obras públicas por el departamento de i"
genieros previa medición que comprenda los ejecutados dentro. del
mes; y el arl'ÍC-nlo 16 establece que los cedificados serán abonados por
el gohierno dentro de los li,) díilS subsiguientes al mes que corres-
pondan. habiéndose ampliado e"te artículo en el citado contrato de 16
de julio de 1004 al objeto de qne los. pagos de 10" certificados no
podrían demorarse más de 30 días, desde la expedición de los mis-
mos.

Qne el artículo 2S establece que las mediciones y certificados men-
sLUiles serán aproximativos, pudiéndose corregir un error, en más 6 en
'llenOS, antes de otorgarse el certificado final á la conclusión de las

¡ras. Art. 20.

Que la actitud del poder ejecutivo le ha originado perjuicios
importantes, viéndose en el caso de hacer concesione;;, constituír hi-
potecas, vender bienes y rescindir contratos y obligaciones.
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Que fundado en tajes antecedentes y de acuerdo con lo dispuesto
e~ el artículo 1197, del código civil, demanda á la proyineia de
.Buenos Aires por el pago. de la suma de pesos moneda nacional
trescientos quince. mil trE~scientos noventa y nueve con ochenta cen-

tavos, á que "asciende el importe de los trabajos e,jec?tados en los
meses de abril, mayo y junio de 1907, con sus respectivos intereses
ásí como por los que se ejec~ten durante el tiempo que dure el
juicio; y á los daños y perjuicios que estima en la suma de quinien-
tos mil pesos y las costas.

Que el doctor Luis Reyna Almandos, por la provincia' de Buenos
Aires, pide que esta code se declare incompetente para conocer de
la demanda y en su defecto, se rechace ésta con costas, alegando:

Que Defilippi no fué el contratista originario de las obras del
canal del Norte y no puede acudir ante los tribunales federales,
porque para surtir 'el fuero federal en las causas de una provincia y
vecinos de otra, es necesario que el derecho que se disputa pertene7Ála
originariamente y no por cesión ó mandato á dichos vecinos,

Que el fuero federal ha. sido renunr.iado al constituirse domicilio
esperial en la ciudad de La. Plata en el contrato preindicado.

Que la, preseJile acción no es contenciosa civil, sino contenciosa-
administrativa y debe conocer de ellá el juez ó tribunal competente

.de la provincia.
Que la obra del canal del Norte fué autori7~da por la ley de

Enero 14 de 1904 .destinándose al efecto la cantidad de cinco millo-
nes quinient.~s mil pesos, y realizada la citación .y aceptada la pro-
puesta de los señores l'lmilio Candiani y Cía. para la construcción
de la primera y segunda sección por la suma total de cuatro millones
ciento sesenta y siete mil ciento noventa y siete con setenta y ~inco
centavos, la empresa deba construir las obras dentro del pla.7~ de veinte
meses, desde la fecha del contrato, 16 de julio de 1904.

Que, vencido el plazo, Defilippi, cesionario de Emilio Candiani y
Compañía obtuvo una priluera prórroga de seis meses y otra segun-
da. de cuatro meses para terminar la primera seeción y de seis me-
ser para la comprendida entre el kilómetro 130, Y. Mar Chiquita

(2.a sección).
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Que la última prórroga, acordada el 1: de noviembre de 1906,
venció el 28 de febrero de 1907 para la primel'll sécción y el 3." de
abril del mismo año para la seg'unda sin que las obras hayan ter-
minad.o.

Que antes de vencidos los veinte meses plazo <;le! contrato, se
habían agotado los fondos destinados para la obra, y con el objeto de
obtener de la honol'llble leg'Íslatura la ampliación cOl"respondiente 'y
comprobar también las obras ejeentadas, el poder ejecutivo dispus~,
en 30 de jnlio (le 190(i,' Cjue se hiciera por el depa,rtamento de in-
genieros la medicióü de todos los t.rabajos realizados hasta enton-
ces.

Que el presidente del departamento -de ingenieros informó,' que
la empresa. constructora h.abía percibido d<!nJás la cantidad de dos
millones doscientos ochenta y ocho mil cuat.roeienjos cinl'uenta y un
pesos con noventa y cinco centavos, y que las obra~ habían sido hechas
en gran parte, fuera de las condiciones estipuladas.

Que producido el informe referido y en vi,sta de las observaciones
hechas al r(~specto por el ministerio de obras púhlicas de la. provin-
cia. el poder ejecutivo, con fecha 1.0 de junio de 1907, mandó volver
los antecedentes al depaItamento de ingenieros para que sus voca-
les informasen eu definitiva, tanto sobre la parte administrativa,
como sobre la técnica, de la obra en ejecucióli, debie)ldo oirse á la
dirección técnica. y al contratista.

Q:le el gobierno, ante la denuncia expresada del depa.rtamento
de ingenicros, no podía cont.innar hacienDO nueyas ent.regas.

Que, además, Defilippi no ha cumplido el contrato dentro de los
pla.zos convenidos y las prórrogas que le fueron acordarlas posterior-
mente y ha declarado que 110 puede cumplirlo, segun se infiere ~e su
nota' de 1.0 de agosto próximo pasado, ag-regada al expediente letra
D, número 212 del ministerio de obras públicas, siendo en estas con-
diciones es aplicable al caso lo dispuest? en los mtículos 1201 y 625 del
código civil.

Que oido el señor. Procurador General y recibida la eausa á
prueba, se ha pr.oducido la que consigna el, cert.ificado de fojas 365 y
han alegado las partes á fojas 369 y fojas. 391.
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1." Que la hipótesis de qne las acciones que el demandante ejer-
sita en el presente juicio no fueran orig'inariamente propias, no poilría
negársele el fuero federal en concepto de l;3eraplica].>leal caso el ar-.
tícnlo S." de la ley nÚlllreo 4fJ; desde que aparece de autos qne todos
los miembros de la sociedad l'~.Candiani y Compañía, de la que dicho
actor formaba parte, son extranjeros como ~l (escritura fs. 52; ~e-
claraciones de fs. SO,SI Y 144).

2.° Que la ,circullstancia de que la prueba de la calidad de
extranjeros de' todos los socios se 'haya. producido durante la subs-
ta:nciación de la causa no quita su valor á las declaraciones cita-
das. (Fallos,_ tomo 45, pág. 171; tomo 63, pág. 218, t01l1. 64, pág.
34).

3.° Que la constitución de .domi~ilio en la -cludad de I,a Plata
por parte do .la sociedad E. Candiani y Compañía, aun cuando es-
tuyierabeeha para todos los efectos del contrato, no habría im-
portado renunda al fuero federal, 'con arreglo á lo dispuesto en el
artículo 12, inciso 4.°, ley número 48 CalDO '110importa en los ~asos
comunes en que ese fuero existe por razón de distinta vecindad (Fa-
llos, tomo 27, pág. 363 y otros).

4;' Que ;ante los conceptos generales del artí~ulo 101 de la
constitución nacional y 1.° de la ley número .¡lS y tratánilose de
acciones .como las que se ejercitan en el ~aso sub jl/dice, poi' un ex-
tranjero contra la provincia de Buenos Aires, emanadas del contrato
de que obra test.imonio á fojas 65, no es dudoso, con arreglo á la
jurisprudencia establecida: en reiterados casos, que esas acciones
son civiles, para los efectos del fuero (Fallos, tom: 80, pág'. 105,
t. 87 pág. 187; t. 95 pág. 190; t. 105 pág. 254 Y otros).

5." Que la jurisdi,cci6n federal no puede- ser restri.ngi-da por
constituciones ó leyes provinciales (art. 31 consto nac.); pudiendo
'lgregarse que seg:ún resulta del final de la' Ilota de la página 79 del
ejemphn' del código de procedimientos de lo contencioso-alt'Ílllinistrativo
para la provincia de Buenos Aires pr~ntado por el defensor de ésta
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á fojas 343, aquel no legisla para los extranjeros que litigasen con la
provincia, porque, dice dicha nota, "la constitución federal les ha
dado, .como juez 'único á la suprema corte federal. Sin embargo,
como cuando se, trata de .derechos administrativos, gestionados p~r
un -extranjero ante la suprema corte federal, este al,to tribunal tell-
dr.á que aplicar las leyes provinciales que reglen y afecten aquellos
derechos, no habrá inconveniente algullo en que la, C01'te federal
se decla,re competente para enfender en asuntos qne debían terminar
dtmtro de la jurisdicción local".

6.0 Que, en cuanto' al fondo del asunto prescindencia hecha de
las ,declaraciones del ingeniero director de las obras, don R. :Martí-
nez (fs. 175), del ingeniero don A. Tapi'a (fs. 177'vta.) y de.la
compulsa de fojas 249 aparece del informe del poder ejecutivo, co-
rriente á fojas 220 y siguientes que no se han abonado. al actor tra-
bajos mooidos por valor de pesos trescientos sesenta mil 11Ovecientos
noventa y siete con noventa y cuatro centavos, correspondientes á
los meses de abril y agosto de 1907, estando, además, impagos los
verificados con posterioridad y no medidos á que se refiere el mis-
mo i'nforme y el testigo }fartínez,

7.° Que en la, simple denuncia del presidente del departamen-
to de iugl.'nieros que se ,ha mencionado antes no ha podido ser caus-a
leg'al para. la suspensión ele los pagos en la forn~a convenida en el'
contrato de fojas 65 que tiene pam las partes fucrzade ley, toda
vez que aquella no ('onstibl);e en sí misma' una falta ó causa impu-'
table á Defilippi (art. 1197, código Civil, cláusula tercera de dicho
contrato).

8." Que no .hay prueba en autos de que el contratista haya
rec.ihido indebidamente antes del citado d'ecreto de 27 de. junio de
1907 por el que se dispuso .la suspensión de pagos (fs, 325), mayores
cantidades que las correspoúdientes á 108 trabajos ejecut-a.c1os'ni que
éstos se 'hubieran hecho fuera de las condiciones del contrato, pues
ni se ha presentado el informe definitivo que se requirió á los vos:ales
del departamento de ingenieros por el decreto de junio 1.0 de 1907
(:folleto fs.' 25), ni solicitado diligencias' al respecto durante el
juicio.
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9." Que la prueba acerca de estos puntos incumbía á. la Pro-
vincia y era tanto más necesm'ia" cuanto que el mismo poder eje-
cutivo había reconocido en Sil decreto de 1.0 de junio de 1907, que
el 'informe del presidente del .departamento de. in'genier08 carecía

decoJlclusiones decisivas ~' c.omprobadas (folleto de fs. 25 presen-
tado 'con la eontestación á l'a demanda.y -en atención á ',que se ha
vigilado permanentemente por medio de empleados técnicos la mar-
cha de las obras (Declaraciones test. Manuel A. Pneyrredón, fojas
156 vta.; test. ing. Mal'tínez fs. 175, resp. 2:, 3.", 5.*; Tapia fojas
17'7 yta.; Ing. B. Sal, presidente depal-tamento ing., fs. 20; Inge-

niero' A. Olaps, fs. 224; Informe P. E., fs. 220),. debiendo presu-
mirse que ellas se ajustaban al ('ontr&to .desde que se expedían los
c€rtificados ll1EllSUales pal1U el vago de las mismas previa medición.

10. Que el acIal' cobra trabajos rcali7.ados j' reconociéndose en
el escrito ,Jecontestaci6n que después ;de 'Vencidas las prórrogas aquél
iba ,continuado trabajando lelltamente con el tácito consentim1:ento
del poder ejecutivo (fs. 41 'y vta.), no es de pertinente aplicación
al-caso el artícnlo 1201 del có(ligo ciYil que' se invoca según el cual
en los contratos biláterales, una de las partes no podrá demandar
su cumplimiento; si no probase 'haberlo ella cumplido ú ofreciese
cumplirlo ó que su obligación es á plazo, puesto que se demanda la
presbcióil que corresponde á lo que el demandm1te afirma haber
. cumplido, antes y despnés de venridas dichas p¡'órrogas, sin que

~ llÍegue este extremo.
11. Qne no favorece á la provincia el artículo 625 del mismo

código civil en su resistencia á abonar los trabajos aludidos porque
en cn'a.nto al tiempo propio de ejecutarse las obras, es fuera de dudas
que los 'contratantes no entendieron que el 'contrato quedó sin efecto .
al. espirar, en 28 de febrero de 1907, la prólToga concedida para
la primera seceión ó en 30 de' abril de 1907, en que debía estar con-
cluída la segunda; 1.0, porque los trabajos se han ,continuado des-
pués de esas fechas, con intervención de los empleados del gobierno
y se.ha pagado el trabajo del mes de marzo (In£. P. E., fs. 2D., :13 Y
de fs. 244) ; se iha 'extendido certificado por el úIes, de .Abril (íd., íd.)
Y hanse medido los trabajos de ma.yo á agosto (id. 10, ll, 12, 13);
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2.°, porque no se ha ordenado la suspensión de las obrar ni el retiro
de Jos empleados referidos ó de' todos ellos (id. id. 14, dcclaracj'ones
del director :Mart:ínez fojas 175, 7.", ~1l] fs. 200); 3.°, porque el
poder ejecutiyo en .el in forme citado 'de foja.s 220 y con fecha mayo
1;~ de 1908, se limitó á manifestar qu~ elcolltl'a.to no rige en, toda
su amplitud por haber ~spirado el término fijado para la conclusión
de las obras", todo lo ellal revela que de común acuerdo de partes
se !había creado una situación análoga á la prevista en el arto .1622
del .có;ligo ('ivil oca"ionada. vero"ímilmellte entre otras, conlo la re-
lativa á obras sup1t't11t'ntarias (Inf. fs. 244 y otros), por la causa

. que se expresa en el informe del poder ejecutivo de foja." 3;38.
12.' Que !lO es tampoco aplicable di'c.ho artíeulo 625 en cuanto

!jI modo de ejecución, puesto que existe la presunción ya in\'oeada
de que las obras están bien hechas; y si esto no fuera así, la misma
provincia. reconoce que ello daría lugar á acciones ulteriores .(fs. 43),
y lo propio es de observurse respecto á 1:ls que pudiera haberse pa-. .
gado proyisoriamente de más.

13. Que en 'CtHinto á los perjuicios, hahiéndosecobra'¿¡o en cOn-
cepto de ellos una suma determinada no debe dejarse para otro jui-
cio su determinación 71' corresponde entrar á examinarlos en el pre-
sente (Fallos, 1. 62 pág. 465; t. 70 pág. 272; t. 105 pág. 254).

14. Que es desde luego admisible el cobro de intereses con:es-
poildiente á las sumas de noventa y tres mil doscientos cuarenta y
dos <lon setenta y cuatro áeontar' <:lesde 20 de ,Tunio de 1907, fecha

. de que ha,y constancia legal de haberse hecho el reclamo 'de su cobro
(£s. 325, art. 509, eód. eiy.; fallos, t. 16,282 Y otros).

1i;. Que los intl'resp.s de la suma d0 eiento catorce mil tres-
cientos non~nta y nueve con setenta y uno correspoúdie.nte al mes
de mayo (1907) y la de ciento siete mil poyecientos diez y "iete eon
treinta y cinco, eorrcsponc1iente al mes. de junio (1907) dehen e0111-
putarse desde julio 8 de 1907, feeha en que Defilippi protestó por
la tardanza en presentar los eertifieados (fs. 328 yta.), y en cuanto al
interés del importe de los trabajos ejecutados con posterioridad -des-
de la Jlotificaeión de la demanda en 16 de agosto de '1907 (fs. 18 yta.).

J (l. Que aparte de no haberse articulado el hecho en la dcman-
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da no' 'hay en autos ante.cedentes bastalltes para ordenar el pago de
intereses de la cantidad en qm' se estima el valor ,de maquinarias y
materil1l1es, á título de no ha b~~rsC'podido utilizarlos -desde que ni
consta el valor real de llnos ~. otros ni la proporción en que no han

podi.clo aplicarse á ln olira. e

17. Que tampoco se ha articulado en la demanda el punto de
los ¡deterioros ',mfridos <:,n dichos matE'rialC's ~' maquinarias ni hay.

prueba al respeet,o.

18. Que 1~ll1itada la acción en lo principal 'al cobro de sUlnas
de dini?ro, como ;;;e ha di,~llo a.ntes sin que se haya pedido á la vez
In reSdluocián .rlel cont.rato, ,d('he entenderse regido el caso, en cuanto
á los efectos .de la mora ]lor lodis¡mc:'ito en el artÍCulo (\22 del Có-
digo Civil, y en t-al('" cOlHllciones no mediundoacto ilícito ó delito
del derecho civil, solo proceclC' á título de daños ,( prejuicios el
pago de intereses ~. no los prejuicios emergentes ,de escisión ó
suspensión de OtTOScontratos, dü;¡ninución de crédito en los bancos!,
ventas, hipotecas, .y dación de bienes en pago de que se ha hecho
mérito por el actor (Fallos tomo 24, p. 2:34.; argo tomo SO, p. 105;
t0111: 87, pág. 187, tomo 95, p. 190).

Por estos (undamen fos, de acucrdo con 10 .dietam'inado por el
seiíor procurador general, se declara que esta corte tiene jurisdic-
ción . para conocer del presente caso; y sin perjuicio de los reclamos
á gne pudiel'a dar Lugar la medicióh definitiva de las obras del ca-

nal del norte se c011(le\1[1ií la Iwovincia de Buenos Aires ií pagar
á don T,uis Defilippi la suma ,de trescientos sesenta mil nOI'ecientos
novent.a y siete ]Jesos con noven1hl J'cuatro y el valor -de los trabajos
prndic::tilos con posterioridnd u.] mes de agosto 1907 previa medi-
ción que debcrá practicarsc en la forma que lo han sido los trabajos

de los meses anteriores, con más ]o~ intereses de estas cantidades
al tipo ele los cobra.dos por el Ba~lco de la :x:;tción Argentina en
sus oper:aciones ordinaJ'}as de documentos; {lescle las fechas indi-
cadas en los cOllsiderallllos 14 y 15, nbsoll"iéndose]a en ]0 demAs.
Las costas se aboillIrán en el orden causado, por no haber prospe-

rado la demanda en tod'as sus partes.
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Notifíquese con el original y repuesto el papel archívese.

A. BERMEjO.-OCTAVIO BUNGE.

-NICANOR G. DEL SOLAR.-

• M. P. DARA.CT.

CAUSA XLIII

Recurso extraol'dinaTio denucido de hecho por la lIf.unicipa-
lidad de la Capital en autos con el Banco HiJJotecario Nacional
pOT devolución de dinero .

.S1.l.maTio : Es improced('nte el recurso extraordinario previsto en
el artícu.lo 14 de la ley núm. 4S, contra una sentencia que
mantiene la competencia de la justicia federal en un juicio en
que se discute la apJi.caoción de leyes locales dictadas por el
congreso en su carácter de legislatura local.

Caso: Lo eJI.1)lkan los. pliegos siguientes.

INFORME DE LA CÁMARA FEDERA L

Suprema Corte:

Evacuando el informe ordena.do Jlor V. E. en el recurso de
hecho interpuesto por don J.osé Valenzuela, representante de la
municipalidad de la capita.), en el juicio que por devolución de una
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suma de dinero', le sigue á dicha corporación el Banco Hipotecario
Nacional; debo á V. E. manifestar lo siguiente:

La devolución demandada por el banco, provenía de un pag-o
por afirmados que consideraba no le correspondía. 'Entablada la
demanda ante el juez federal, y tramita.do el juicio eon las forma-
lidades de la ley, fué, condenada la municipalidad; sentencia que
fué apelada por ante' este tribunÍll. Al expresar agravios el repre-
sentanlre de la municipalidad, alegó incompetencia fundándose en
el artículo 111 inciso, 1°. de la ley orgánica de los trib~nales de
'in capital, haciendo l~otar que en el eaJ50presente, se discutía' la apli-
c-acióIJ.de la ley 2428 y sus correlativas Nos. 2328 y 4173 teniendo
todas ellas por objeto la pavimentación del municipio.

Esta cámara, al conf1nnar la sentencia del' inferior, no hiz~
lugar á la incompetencia alegada, por considerar que el Banco Hi-
potecario que demanda á la municipalidad, es una institución na-
cional, que tiene por ministerio de la ley él fuero federal, ya sen.
como demandante ó demandada, según se desprende de lo pres-
cripta en el artículo 100 de la constitución y del hecho permanente
de que en tal fuero se hayan sust:;¡nciado siempre los asuntos de los
dos bancos del estado.

Interpuesto recurso de apelación para "ante V. E. fué dene-
gado por considerar el tribunal que el presente caso no se encuentra
comprendido entre los determinados, por la ley núm: 4155 y su
(:orrelativa núm. 48 de 1863.

Es ¡manto tengo que informar á V. E. á quien Dios g'ual'de.-

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL

Buenos Aires, junio 3 de 1909.

Suprema Corte:

El recurso interpues(o' pára ante V. E. es improcedente, no
estando amparado po.r ningnno de los incisos del arto 14 de la ley

I
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411, <¡ue e-itablere lo!; casos en que es admisible el rCCUl'!;Oextraor-
dinario de apelación, á que se refiere el art. G de la ley 4055.

La municipalidad recurrente impugnó la competencia de la
Justic!a federal, basándose en lo que dispone el ar!. 111 illci,o l."
de" la l~y 1893 sobre org,anización de los tribunales de la capital,
;; como l,a cámara superio~' no hiciese lugar á dich!1 incompetencia,
se recurre á ,V" Ji}. invocando los incs. 1 y 30 de la .citada ley 48.
El 'primero de estos inciso!; no tiene apJica,ción" indi,'Jcut:iblclllcnt:e,
ilcsde qU,e no se,ha puesto en cuestión la. yr,tlidez de ning~ll tratado,

I ley del congreso Ó ,autoridad de la nación. En cuanto al segundo
110 pu~dc; autorizar el recurso deducido, desde que la. ley cuya inte-
ligencia ha sido cuest~onadaJ es de cáracte~' local, ajcna al conoci-
miento de V. ,K por referirse á la admiuistTación de los tribuna-
les <le la capital y cuya interpretación elebe reputarse deferida á
sus mismos trib~lIla!es" no siéndole aplicable la denominación de
ley del c(mgl'eso, r¡ne emplea el artículo, 14 recordado, pues que ha.
sido s;:lllcionada por el dicho congreso, en su carácter de legis-
Ít<1.ura, local., Así lo tiene resuelto la jurisprudencia. de V. E, en
diversos ',casos, de los cuales citaré los contenidos en los tomos
48 p:lg. 82, 56 pág. 312,90 púg. 239.

Pido á Y. E." pues" se sirva no hacer lugar al recurso inter-

puesto,.
Luís B .. Malina.

F ALl O DE l.A CORTE SUPREM.A

Buenos Aires, JuliO 15 de 19::9.

Autos. vistos v con~iderado:
". 4' '.

No tratándose de un ca!;o de los previstos en el artículo 9 de la
ley númúo' 4055 ni éxistiendo en el auto recul'l'ido decisión con-
traria. al fuero federal invocado por el bancO l1il)oteeario naClOna!
,!.arL14, inc,iso 3,~ de ,h ley J1úm. 4R), se declara, <1e acuerdo cou
lo resu~lto en ,casos, al~álogos, lo pedido por ei señor procurado);' ge-

\
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lleral,' bien 'denegndo el recurso interpuesto. Notifíquese original y
repuestos ,los sellos al'chívese, devolviéndose los a.utos priiIcipalcs con
testimonio de esta, -resolución.'

A. BERMEJO.-NICANOR G. DEL

SOLAR.- M. P. DARACT.

8AUSA XLIV

Fen'o carril cenim¿ U7'gentino contm el lJobienw nacional 1Jor daííos
y perjuicios. Ineidente sob1'epe1'ención de instancia

Suman'o. La. pe'reilción de la. insta.ncia solo se opera en los pleitos que
estando 'en tramitación se hall dejac10aba,l~d'onados1)01' los in-
teresados sin instar su curso; en consecuencia; ella no se pro-
duce 'después que se ha. llamado autós para 'definitiva, desde
que las partes no tienen ya' que solicitar diligencia alguna. por
habei. quedado la caus~ en' estado de sentencia.'

Caso: Lo explican las piezas ,siguientes.

,FALLO DE LA COR'TE SUPREMA,

Buenos AireS, Julio 20 ,de 1909,

"Vistos y considerados: que la. caducidad ó i)erención' de la ins-
tancia salo puede operarse' en las causas' que est:¡l.ndoen tramit¡l.ción
é inconclusas, se han dejado 'pai:a.lizadas'éll sÓ C~ll'so"i)orlas, partes,
durante' el férmitlo fijado 'pa.r~:que '~quella se~'ealice. '
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Que ésto resulta de lo establecido por ley núm. 4550, al disponer
las instancias en materia. civil ó comercia'l ,del fuero común ó fede-
ral, sinO'.se insta su CUlOSOdentro del término que en ella se expresa,
término que debe contarse desde la última notificación motivada por
petición ó diligencia practicada, que tuviere por objeto activar el
lJrocedimiento . .A.rt. 1.° Ley citada.

Que esto se infiere de las razones aducidas en la discusión de esta
ley:

"El proyecto en discusión, se dijo entonces por el miembro in-
" formante de la comisión de legislación de la honorable cámara. de
" diputados, vino á llenar un vacío en nuestra legislación procesal, in-
" tensamente sentido en la práctica. Debido á la ausencia de esta ley,
" se han acumuladO' en nuestros juzgados un número considerable de
" expedientes paralizados, sin otro resultadO' que servir para. abul-
" tal' las estadísticas y, mantener la incertidumbre en los litigantes".

"Esta ley tiene por objeto impedir que los juicios se eternicen
" manteniendo los odios, Jas disenciones y las divisiones entre las
" litigantes, que es la. consecuencia más frecuente, cuando un litigan-
" te ha. dejado paralizada. largo tiempo la acción que ha deducido,
" demuestra. negligencia ó mala fé, y el I~slador no debe proteger
" ni una ni otra. cosa. Por medio de esta "Iy, el litigante negligente
, se encontrará amenazado de pender sus trabajos y muchas veces sus
¡' derechos, cuando el términO' de la perención concurra con el de la
" prescripción; y es de presumir que empleará entonces, los medios
" más seguros y eficaces púa obt.ener la pront.a solución del litigio
" con lo que ganará la justicia y la sociedad en general". Diario de
sesiones, 1904. Tomo 2.° pág. 216.

Análogas consideraciones, se tuvieron presente en la sanción del
mismo proyecto en la. honorable clÍmara de senadores y que fué en
definit.iva aprobado con las modificaciones propuestas en esa oca-
sión: "El fondo de est.e proyecto, se dijo por el miembro informante,
" es de legislación general ó más bien universal ... " Su necesidad co-
mo su oportunidad no es discutible, lo primero, porque el código civil
fundamentalmente lo presupone; y lo segundo, porque nuestros ana-
les judiciáles en todos los tiempos nos exhiben centenares de causas
l1~conclusas que duermen esperando sentencia, no en los archivos donde
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se guarda el expediente completamente tramitado ó resuelto, sino las
mismas casillas de expedientes en 11'arnita.dón,que esperan la solu-
ción de los derechos contro\'ertidos" ... Diario de sesiones de la hono-
rable cámara de senadores. 1904, pág:, 30S.

Que esta interpretación se infiere, adeínás, de la práctica obser-
vada en los tribunales de esta capital, por los que se ha considerado
constantemente como paralizadas, las causas que habían quedado sin
la debida sustanciación y cuy.os expedientes inconclusos estaban olvi-
dados por los interesados desde'mi1Chotiempo, por no haber cOl~c~rrido
á tomar la participación que en ellas le correspondía, motivando esta
paralización diversos acu~rdos de la cámara de lo civil.

Que de lo expuesto se deduce que, con arreglo al principio sobre
que se basa la perención de la Í1l$tancia ella solo se produce en los
litigios que estando en tramitación se han dejado abandonados por
los interesados sin instar su curso que es lo que, en cOllcepto de la
misma ley, constituye su para:lización, y lo que ha querido evitarse.

Que corrobora lo anteriormente expresado la disposición conteni-
da en el artículo 9 de la misma ley según e~cual: "en los pleitos que

- " actualmente se encuentran paralizados los términos para la cadu-
" cidad de la instancia, se contarán desde el día de su promulgación",

Que, por lo tanto, ella es improcedente en el caso sub .iudice, desde
que se trata de una causa tramitada y conclusa, en la que las partes no
tienen que solicitar diligeneia alguna por haber quedado en estado de
sentencia, después de llamados los autos por la, providencia de f. 511
vuelta y de agregados los alegatos respectivos; sin que pueda. impu-
tarse al representante del gobierno, en este juicio, el no haberse fallaelo
el recurso interpuesto para ante esta corte suprema y pendiente de su
resolución.

Por estos fundamentos, y sin entrar á considerarse, por no esti-
marse necesario, si el término de la perención no está vencido, con
arreglo á lo dispuesto por las leyes procesales á que se refiere el señor
procurador general, no se hace lugar á lo solicitado por el represen-
tante del ferro carril central argentino en el escrito de f. 544,

Notifíquese con el original y repónganse los sellos.
A. Berme.io, Nicano1' S. del Solar,

G. Moyano G«citúa,
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CAUSA XLV

Ernpl'esa del fe?':rocan'il centml a?"ge!ltino contm el gábie'rno nacional
1)01" ideinnizi1ción de daños' iJ lJ81'juicios

S'u111-a1'io: 1.° ,Ep ninguna de las leyes relativas aJ ferrocarril. del"norte
(hoy., central a,rgentino) ni en .los 'contratos celebr~dos entre
esta. ¡;lmpres\l/Y el g:obierno, es expresa que dicho ferrocarril tuvie-
ra. la..propiedad, en el sentido en. que la considera el ~6digo civil,
del terreno ocu,pado por las vías entre la. antigua estaciór¡ Central
, y HetiJ'o:

. 2.° El derecho de .Ia empresa. del ferrocarril del. norte (hoy
centrahargentino) al mantenimiento. de la vía entre la es~a.ci6n
Central- y ,Hetiro, emana, de una concesi6n perpétua. y .no de una
graciable y .precaJ:ia, y mientras esa empresa no haya renullciado
ese del'ec!lo 6 lo lna,ya. renovado, lo que no se l)reSume, debe jnz-
garse que lo ha conservado. ]~l gobierno nacional. como sucesor
del de la. provincia de Buenos Aires en' los derechos y obligaciones
qne le imponía el contra.to. celebra.do con la. "Compañía, del fer1'o-
canil Buenos Aires y San Femando .limitada", transferido de..,-
pués, á'la. "Compañía del ferr"6caJ.Til del' norte de Buenos Aires"
hoy Central Argentino), es responsable de los daños y perjuicios
que pudiera. haber ocasionado el levantamiento de los' rieles en-
tre las estaciones Central y la, del Retiro. La, determinaci6n de
ta.]es dauos y perjuicios, el1 cuanto á su eXL<;tenciay monto, debe
ser resuelta en el juicio correspondiente.

Caso: Lo explican las piezas siguientes:
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Buenos Aires, JUlliá 8 de 1907,

y vistos este ,jUICIO seg;uido })0'1'; la' emprésa del ferroca~il' Cen-
tral Argentino contra 'el gobierno de'la' nación, por cobro de daños
y perjuicios, 'de cuyo estudio resulta: '

1.° Que á fs. 9 se' presenta don H. Loyeday, adminiStrador
de la, emln'esa a'ctora, como representante' de ésta, y expone: que la
compañía ferrocarrilera Central Argentirio, se hbllaJ)a. desde cerca
de medio siglo en posesión de la vía férrea entre' la. estaCión del
Hetiro y estaCión ce;ltral de' Paseo de Julio,' como suces~ra; 'en esa
parte del antiguo ferro-carrll del 'noi-te, donde sUs rieles hace 23 años
~in ~olución de continuidad' con los del ferro-carril de Buenos Aires á.
la Ensenada, Que eri la noche del 14 de felJi:ero de :;897 se inc'endió
la expresad~, estació¡i cenb'al, y como si tal hecho tuviera, otra solu-
c,ión que la construcción de llna nueya' colÍ 'las comodidades 'coÍ1si-
gnientes, el poder ejecutivo cuatro días después dictó lUl deCreto, en
que prohibía la reconstrllcción de la estación, ordenando también' el
leyantmniento de los rieles colocados, en virtud de una concesión de
cuarentil. años, i'esultando vanos los esfuerzos dc las cO¡;lpañías para
que el ]Jodcr ejecutivo "ol"iera sobre sus pasos y no causara so pre-
texto de me{lidas de orden ríúblico los tJ:a.~tornos y perjuicios' qu(dos
pasagcro~, los vecinos, el comercio y las' conípa,ñías iban á sufrb:;
que cuandiJ se cree inconveniente bajo ei punto 'de vista la ubicac~óli
de parte' del ,lrabajo de una línea férr&iJ. ótoTgada á perpetuidád ó
por un pla~~ no\'e'ncido' aún, lo procéli¿nJe es gus.cm' la modifica-
ción del trazado, conserYaJldo el acces6 1 las estaciones existentes
celebrando arreglos con la compá~íá. média.nte indemnizaCión' en
din3ro ó facilidades ¡;ompensacloras por los'gastos de traslación y tam-
bién por la, disminución de trabajo si lo hay, pudienclo entonces le-
yantarse la vía antigua, y en el caso hipotéJ-i('o de' la il~posi¡)ilidad
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<le un nuevo traza.do ó nivel, lo que corresponde e.'l la expropiación,
pues un ferro-carril~ es una propiedad ante la constitución como
2.nte el buen sentido.

Que el decreto de 18 'de febrero de 1897 se funda en el hecho
<lel incendio de la estación central y en el fácil lWcesoa,l puerto
"10 que era erróneo. entonces y lo es todavía, demostrando no ser
necesario un proceder tan expeditivo como el que se usó. Que el re-
ferido decreto revela. á las claras la prcipitación, pues disponía que
eorrieran los trenes hasta el 31 de ma.yo y que, el 1.'" de junio,
el día siguiente, estuvieran completamente levantadas las vías, or-
denando taülbién af presidente, de la dirección general de ferro-
carriles que hiciera "construir las líneas provisionales que sean in-
dispensables para la comunicación entre una y. otra", (estaciones Re-
tiro y Casa Amarilla), y ésto "oyendo á las empresas", por lo que
se vé que á pesar del carácter tan repentino del decreto no hahía
declao:ación de desconocer el derecho de las compañías para conser-
var la unión de sus rieles: una unión provisional con audiencia de
las dos compañías i'mplicrrba una unión definitÍ1)a á ?'eglar posten'o?'-
1nente, Que el 20 de mayo el pooer ejecutivo dictó otro decreto, con
lmdiencia de "el departamento de ingenieros, de los constructores del
puerto, del representante de la empresa Catalinas y del presidente
de la dirección de ferro-carriles" y por el cual se proveía el intercam-
bio provisional entre las compañías Central Argentino y EnsenRlda,
anunciado en el decreto de 18 de febrero, sin proveer nada para lo
'definitivo y quiera~ que no las compañías, haciéndose referencil'
á un nuevo trazado y á nueva esta,eión central, más no como de algo
],'ara las dos compañías, sino como de ulla cosa nueva, en la que
éstas, privadas de su antigua comunicación serían probablemente
meras tributarias de los ,eoncesionarios del nuevo trazado, todo eso
sin palabra de indemniza.ción ó a.rreglo, apa,rtándose así completa-
mente el poder ejecutivo del procedimiento común, Que el poder eje-
cutivo rechazó el pedido de reposición de tales decretos en términos
que importaban ya considerar la sección entre Retiro y Central como
una cosa cuya existencia dependía. en absoluto de la voluntad del po-
der arlministrador y ello sin hacerse ca.rgo de los títulos invocados
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en la solucitud. Que antes de conseguirse la correspondiente autoriza-
ción del congreso para demandar al gobierno, el poder ejecutivo en
1.° de junio hizo uso de la fuer7..a pública mandando parar los trenes
y levantar rieles, de lo cual se formuló protesta ante escribano pú-
blico. Que existía interés en obtener del poder ejecutivo como cosa
nueva é independiente el nuevo trazado de unión de las dos líneas
y la nueva estación central, siendo su móvil que las dos líneas an-
tiguas sean en el trazaJdo nuevo, tributarias de las compa.ñías más
nuevas que antes hacían su servicio de unión por medio de los rieles
de las dos más antiguas. Que por lo que respecta á los perjuicios,
I
ellos son de tres clases: a) pérdida en pasageros; b) pérdida en las
mercaderías que antes pasaban desde los fcrro-carriles Ensenada y
Sud hácia las líneas Oeste de Buenos Aires, Gran Oest¡¡, Andino y
Villa María., Rufino, y en los que pasaban en sentido inverso; e) peér-
didas en mercaderías desde el norte de la estación Vagues iban al sud
de la capita.l por la función central y que ahora pasan por IJuján,
pérdidas que detalladas en las. planillas que se adjuntan llegan .á

forma.r un total de $ 3.654.000 oro.
A objeto de establecer el derecho que asiste á la empresa acto-

ra, el recurrente entra n las consideraciones siguientes: la concesión
del ferrocarril norte es anterior al código civil y además las restric-
ciones que éste impone al uso que los particulares puedan hacer de
su propieda1d, no rez.an con los bienes que el estado general y los
estados particulares tienen, ya sea en su carácter de persona jurídica,
ya sea en .su carácter de entidades públicas, especialmente cuando
se trata de que sirvan para obras de utilidad pública. El código ci-
vil no ha definido y. detem1Ínado la naturaleza jurídica de lo que es
un ferrocarril concedido por la nación ó por una provincia, tal vez

, porqne la creación de tales obras y muchos de los efectos de ella
salen de la órbita del derecho civil. Pero los derechos privados de
las cOillpañías autorizadas sobre un ferrocarril considerado como
un bien, y. las relaciones contractuales que existen entre el estado
concedente y la compañía concesionaria, están detenninadas por el
arto 16 de dicho código, pues éste dispone que á falta de legislación
formal sobre un punto de derecho, se acudirá á la doctrina como
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pm:te integrante de nuestra" leg:islaci6n, siendo la doctrina que aun
en los países en que la compañía no es dueña del" terreno Y"solo po-
~ee éste á títufo" de "casement" un ferrocarril es 1111 bien y" esa pro-
piedad ferrocarrilera con ó sin la propiedad del suelo no puede ser
quitada bnjoningún pretexto, siu previa indemn:ización. "No e!l
jurídico i1Í ~ceptable una teoría del poder ádministrativo que con-
duzca i con~;der31' á éste como omúipotente para quitar y deshil.C~r
y como impotente para organizar algo, de modo" qne lo organizado de
un modo coJÍti'actual se pueda so pretexto de haber sido hecho sin fa-
culta,des bastantes, dejar sin efecto cnando ello convenga. á algún

otro prO:pósitO:del moi;lento. La doctrina no es qne los" poderes pú-
blicos, aun el comj)etente, es decir, el legislativo puedan cortar nW1;"

"línea, sino que solo lo pueden hacer cuando ese derecho ha' sido ex-
¡.lresamente resenado. Entra el recurrente tÍ exaniinar' detallada-
mente los títulos de la compañía estud:iando la concesión y termina
diciendo: Cuando la:" provii1cia cedió su capital y la nación adqui-
rió sobre ella el dominio eminente y la jurisdicción' que antes 'co-
rrespondía á. aquella, la. nación se hizo cargo por el hecho mismo
de las obligaciones que la provincia tenía en esa parte de su terri-
torio. Oblig'aciones de esa. clase pesaban sobre su entidad de sobera-
no territorial (ó cuasi soberano si" se quiere) aún cnaJ){lo los tres
j)oderes 'ó ramas" del gobierno son igualmente respetables, no es ill-
rliferente ni para los particulaTes ni para. las garantías constitucio-
nales el que "'10 quc incumbe á un poder "se lleve tÍ cabo por el otro.
La. nación ha aceptado la sucesión de la. parte ele soberanía. que la
provincia tenía en el territorio de la. capital y ella le "'viene con, la
correspondien te división de poderes.

Que lbs rieles nrmid'ados levantar !lo se pusieron en la. calle
faseo de Julio, sino en 11l1a.parte del bajo que las obras de la COll1~
pañía. garantieron en .gTan extensión contra el río, y que se ganó
sobre ést.e, "protegiendo {¡ la vez la caUe dejada intacta. Ese bajo
era. del estado, como lo había. dieho,_el doctor Vélez Sarsfield y el te-
i'renO, en el ancho de la ley de concesión, l)asaba á ser no de uso
sino de propip.dad del ferrocarril y solo debía "volver á la.' propiedad
del estado" cuanelo dejasen de servir al ferrocarril ó "éste "dejase de
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existir. Ni las autori"lades de Buenos Aires pensaron hacer ni l,~:
capitalistas habrían aceptado 'una cO,ncesión revocable ad ttnt~b1n.

Termina. el.recurrente pidiendo que en mérito de todas las cOl)Sidera-
ciones aducidas. se declare .que la nación debe resarcir á la COIl1-
pañí3t Central Argentino los daños ocasionados; se declare que ellos
son los que. ha expresado detalladamente y que en jnnto imp?rtan'
como .mínimun la expresada suma de $ 3.654.000 01'0. sellado, suma
que por lo demás podrá determinarse por peritos y que se declare
por último que la nación debe caJ'gar con las costas del juicio.

. 2.0 Corrido el traslado de ley lo evacua' á. f. 33, el señor procura-
dor fiscal, quien expresa á"objeto de determinar la. sitna.ción jurídica
de la. empresa .actora ,se hace necesario .examinar los anfecedeníes de
su concesión y el a-l'l'anque de'la propiedad que se atribuye. Que
por ley 'de la legislatura de Buenos Aires de junio 27 de 1857 se
autorizó al P. E. de ese estado para conceder licencia. á don Eduar-
do Augusto Hopkins pan1 la constrncción de un ferrocarril desde
Buenos' Aires hasta San Fernando, tomando por base las mismas
concesiones qu'e se acordaron al Ferrocarril de lOeste poI' decreto

legislativo de 9 de Enero de 18M,
Que, las bases de ese decreto en lo que se refiere, :.t los terre-

nos cl.e propiedad pública, dicen que se dará. á la empresa .l'a por-
ción suficiente de tierra pública para' el solo. efecto de asentar las' cons-
trucciones 'necesarias. para los dlepósitos de las mercaderías trans-
portables.Después de.exponer los .detalles de la concesión; .dice que:
la empresa' demandante' llunca fué concesionaria de la .línea á vapor
entre el Retiro á la' estación 'central, pues lo único á que tenía. cle-
recho era á. una 1íínea de tramway ó ferrocarril por fuerza de. caba-
llo entre esos puntos, que ella. misma indicó, que indicó y pla.nteó
hasta qne obtuvo del P. E. de, la provincia un decreto .que le autorizó
para tenderprovisoriamente una1ínea de va,por sujeta á ser levan-
tada n cualquier momento. Que esta concesión preca.ria.,ajena á
lo (]ue. el poder legls.la.tivo de la provincia había entendido darle, no
podía ser. de, otra naturaleza por' cuanto según los mismos antece-
dente,; ocupó las calles. 25 de Ma.yo y Paseo de Julio, las que. siendo
vía pública no eran susceptibles ele la apropiación real que hoy pre-
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tende para deducir nn derccho 'de superficie ó servidumbre que le
lleva á decirse lesi~nada en lo que nunca tuvo ni pudo tener, puesto
que, ni sus títulos se los daban ni la cosa materia del derecho era
susceptible de ello. QQue no tenía la primitiva empresa concesio-
naria: ni tiene la que ahora demanda una concesión efectiva de la
línea entre el Retiro y la estación central, circunstancia que e;l nin-
gún caso puede erigirla en titular de un derecho que le sirva pa-
ra decirse lesion.ada por un ado administrativo, dictado en pro de
los intereses comunales 'que' están bajo el amparo del poder admi-
nistrador y en virtud de los principios de libertad que rigen tales
intereses, que la empresa demandante, pro 'su concesión y sus con-
tratos celebrados, no adquirió si no lo que eS<lS contratos ó con-
cesiones establecieron, siendo COlllpletamente ineficaces todas aquellas
otras regalías ó concesiones que obtuviera del gobernador ~e Bue-
nos Aires y. que estuvieran fuera de tales límites. Que si la em-
presa actora no telúa la concesión que alega, sinó tenía su dere-
cho perfeoto é irrevocable en virtud. de título perfecto á las vías
entre el Retiro y la estación central b de qué título arranca el derecho
á cobrar los. daño y perjuicios que cobra? ¿ Cuales son lo daños y
cual el derecho que le haya sido lesionado por el gobierno de la 113.-

ción7 Para que la acción de daños y perjuicios tenga lugar es nece-
sario que exista un acto ejecutado por una persona que por culpa ó
negligenci.a causeda.ños á oti.o ó que una persona obligada á eje-
cutar un acto no lo hiciese, desconociendo ó daliando el derecho de
otro (arts. 511, 512 Y 1109 del cód. civil). Que en el caso sub judice
el ejecutivo nacional como poder administrador ha mandado levantar
las vÍÍas que se discuten porque entendía que esas vías estaban ocu-
pando tilla calle pública que nadie había enagenado ni sometido á ser-
vidumbre alguna, vías que estaban allí por una condescendencia paTa
con la compañía que las usufructuaba, por parte de quien no podía
obligar al estado á tales cosas, dado que la autoridad legislativa de la
provincia de Buenos Aires no las había concedido. QQuQe desde ese
punto de vista la aoción de indemnización de daños y perjuicios es
claramente improcedente, teniendo en cuenta lo prescripto sobre
tales acciones .en los artos. 1107 y siguientes del código civil. QueQ
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la' empr6$a deman'dante usufructuaba. las vías .del Retiro á la esta-
ción central sin derecho alguno, y que si la empresa cree que tiene
un derecho adquirido, aferrándose á tal error solo ella debe sufrir
sus consecuencias, lo que la ley establece de una manera terminante
cuando en el arto 1111 ex('eptúa de responder del daño a.un cuando
ese dañó naeiera del mismo que lo, sufre, estando por otra. parte
fuera de cuestión que aqliel que ejerza un derecho propio no cau-
sa daño á nadie 'siempre que se mantenga, como se ha mantenido en
este caso el P. E. de la nación dentro de los límites precisos de' su
legítimo derecho. Que la concesión hecha por el gobernador de Bue-
nos Aires en 1875 á la empresa para su doble vía de vapor entre el
Retiro y la estación Central, además de ser una concesión precaria era
simplemente proV£soria, incapaz de crear derechos que hubieran de
respetarse en todo tiempo.

En consecuencia ninguna obligación pesaba sobre' el gobierno ele
la provincia, de respetar lo provisoriamente acordado por el P. E.
ni menos ninguna obligación pueele surgir hoy contra el gobierino
nacional que como cesionario solo está obligado á aquello á que
estuviera. legalmente obligado su cedente. Que si bien es cierto que
el ferrocarril de la empresa adora es una propiedad en el senti-
do .del arto 17 de la constitución, lo es dentro de loS límites 'j' en' la
extensión que la haya. sido concedido, así como dentro de la que
quien se la concedió pudo concedérselo, pero nunca puede entenderse
que un ferrocarril C0l110 cualquier otra cosa puede prolongarse ó
aumentarse dentro del dominio sin un título. Que abone ese au-
mento ó esa prolonga.ci6n. Que la falta de derecho de la empresa en
la acción de que se tra.ta, la legitimidad de procederes del P. E. na-
cional, actuando dentro de sus funciones de poder administrador y
devolviendo á la comuna, lo que siempre fué de ella, sin dejar de
respetar lo '~ue fué concedido e nrea.Jidad á la empresa, eximen al
gobierno de la nación de creerse obligado á la indemnización que se
pretende, ni aun á ser parte activa de esta .elema,nda.Ternúna ma-
nifestando que interpone la excepción de falta de personalidad en
el demandado á fin de que se declare qu la acción instaurada no
procede contra el gobierno de la nación, cuya excepción encuadra
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dentro del arto 83 del código de 'procedimientos ,y que, caso de' co-
nocel'Se en el fondo .de 1:1demanda se rechace ésta. con. costa~' al actor
]'01' la malicia y temeridad con que procede.

3: Corrido un nuevo traslado para mejor proveer es .evacuado
por el actor de f. 67 á f. 120 y por la parte demandada de f. 121 á
f. ]84. . "

4: Conyocadas las partes á juicio yerbal, éste tuvo lugar co-
mo. instl'llye el acta corriente de f. 193 á 196 Y en consecuencia se
recibió .á los efectos indicados en el mIto de f: 197 vuelta, produ-
ciéndose lo. que .expresa el certificado del. ae1:.uaTio corriente á f.
352 sob~'e cuyo mérito ha alegado la parte aetora en su escrito
. de f.á f .. no ..haciéndolo la demandada, con lo que se llamó autos
para sentencia.

y considerando:'

1.° Que en mérito de lo manifestado por las palies en el JUI-

cio Yerba,l de que instruye el acta de f. 193 y lo establecido en el auto
de f. 196 v. las cuestiones á :r:esolver en este juicio son, si el gobier-
no de la nación .está .obligado.á resarcir á la empresa adora los da-
ños y perjuicios que le hayan ocasionado los decretos de 18 de fe-
brero y 13 de may.o de 1897 sobre levantamiento de rieles' y si esos
daños y perjuicios existen, debiendó en caso afirmativo dejaJ:se pm'a
un. juicio aparte la determinación de la importancia y monto de
ellos.

2,0 Que la ley de junio 27 de 185'7 que autorizó al P. E. de la
provincia de Buenos Ah'es á cnncedeq' licellcia para la construcción
de un ferroearril de Buenos Aires á San Fernando, no fijó el pun-
to de arranque de e.<;eferrocarril'ni la cla.<;eó £011na de tracción que-
d,ando librada la determinación de esos. 'puntos al prudente. aJ.'bitrio
del P. ~. de aC\.lerdo con la empl:esa Ó empresas concésionarias. En
consecuencia el P. '];j. de la provincia obró dentro de la amplitud de
facultad~ que la legislatura le h:,lbía a.cordado a,l respecto, al COll-
ceder en agosto 3. de 1857 primero á .Hopkins la construcción de un
ferrocan-il, parte á tracción á sangTe y parte á vapor, desde la adull~

•
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na hasta San ]i~ernand(};'al revalidar. después esa .concesJOnal mis-
mo y á.Ocampo en julio 18 do 1859 ,de conformidad con la.ley de ju-
nio :27 del misíno año estableciendo la tracción uniforme ,á vapor; al
celehrate,l nuevo contrato,de ,concesión en febrero 25 de 1862, con la
Compañía del ferrocarril de Buenos Aire.':>á San Fernando, esta-
blccie'nc1onuevamente la tmcción' mixta, y fin,almente al.permitir por
decreto de <febrero 29 de 1864 el ,cambio de tracción á sangre, por la
de' á vaporen la sección. de, la línea de la aduana á la usina de gas,

hoy Retiro.
3.° .Qne en 'el supuesto de' que el permiso de cambio de tl'aeción

mencionado, hecho. por el P. E. provincial hnbiese excedido la.s fa-
cültades legales de éste, la sal~ción por la legislatura. de la provin-
cia de la le)' sobre garantía y prolonga,ción del ferrocarril, de 14 de
octnbi'e de 1864, habría hecho desa.parecer en absoluto el vicio de
nulidad qllepudiera entra.ña.r"ese permiso, desde que en esa ley se )'e-
conocía existencia legal á la sección de la aduana á Rehro, .al otorgar-
le garantía, fijando su ,alar á los' efectos de aquella, y se establecía
expI'e.':>all'ienteque toda la línea., comprendiendo las secciones entre las
estaciones 2'5 de Mayo y. .Retiro y la que se construyera. .entre San
Fernando y Zárate, serían consideradas como una 301a concesión á
los efectos de: la garantía, todo lo que importaba la. confirmación tá-
cita ae"contra,toprimitivo (artos. 1095 y 1097 del código ch,il),

Después de tul :¡firmación es indiscutible. que el ferrocarril
del Norte y. después su 'sucesor .el Central Argentino, tenían legíti-
mo derecho á hacer correr sus trenes en la sección de ref\'lrencia, don-
de se"ba efectuado el .levantamiento de rieles que. motiva .el' juiGio,
en virtu'd de concesión validamente otorgada por los poderes .púlJ)icos
competente.<=;para hacerlo .

.4." Que .la ley de enerQ 9 de. 1854 como la de j uni9 27 de .1859
Que'aln'iandar rivalidar el contrato de concesión priuütivo, i,ncorpora-
ba' -implícitamente á la .misma. las concesiones que él cont~nía, no ex-
presan que. los terrenos que se cedieran á la compañía, conce~ionaría.
'p"asaríall á ser propiedad plega y ab'soluta de ésta sinO que como lo
i\Jdicaba et.asesor de gobierno Dr. Yélez Sarsfield al dictaminar so-
bre el primer contrato .de .concesión con Hopkins, Jos, terrenos volve-

•

\
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rían' á la propiedad del estado cuando dejasen de servir al felToca-
l'ril Ó cuando éste dejase de existir. No se le trasmitió por consi-
guiente el dominio pleno y absoIuto de los terrenos cedidos, sino el uso
de ellos á perpetuidad, para asentar lrs estaciones, los almacenes ó
depósitos y los rieles que constituían el camino. El derecho de la elll-
1,resa concesionaria quedaba sometido al destino ó uso que diera á
f'SOS terrenos, bajo cláusula rescisoria, y con esa limitación ó con-
eesión ese derecho constituía para esa empresa y su sucesora el Cen-
tral Argentino, una propiedad particular amparada como tal por las
rlisposiciones de la constitución nacional y de la legislación actual-
mente en vigencia.

5.0 Que las disposiciones que contrariamente á ese derecp.o de
uso á perpetuidad, contenga la antigua legislación española ó nues-
tro actual código 'Civil, no pueden ser un obstáculo para la validez
de esa concesión: con relación al último, por que habiendo sido dic-
tado con posterioridad á ella sus disposiciones no pueden invalidar
derechos legítimamente adquiridos; y en cl1antoá la legislación es-
pallola preexistente, porque sus disposiciones en ningún caso parlrían
~er un obise á la facultad de legislar emergente de la propia so-
heranía que correspondía á las diversas provincias, sin más limi-
tacione.e;que las contenidas en sus propias constitncione.~ ó en la del
¡,~tado general, cuantlo ellas existían y antes de que el llOnorable con-
g-reso dictara. los códigos y leyes generale.e; (¡onforme á la constitu-
ción. La provincia de Buenos Aires dictando su códi~.o de comer-
cio y su código penal, y la de Santa Fe su ley de matrimonio y
1as elemá~ provincias que adoptaron el código penal sancionado por
la ele Buenos Aire.e;, prueban de una manera incontrovertible el
principio indic'ado.

6°. Que ele lo expuesto resulta que la compal1la conceSIOnana
y en consecuencia la de: Centro Argentino, sucesora particular de
aquella, han adquirido la plena propied'ad de la línea de ferrocarril
en toda su extensión como si ella le hubiera sido acordada directa-
mente por el poder legisiaLivo de la nación.

7°. Que por nuestro régimen N>l:'l;;;titucionalel P. E. carece de
facultades para alterar ó modificar las leyes nacionales ni para afec-
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j al' los derechos privados por simples aetos a~hninistrativos, S111 la
prévia autorizaci6n del congreso para el ca.~o de expropiación <,on
motivo de utilidad pública.

So. Que, en tal virtud, los decre,tos del P. E. ordenamlo el levan-
l:lIniento de rieles entre las estaciones Betiro y Contral, ya sea que
considere como una' limitaci'6n ó redueción del cOlltrato' de concesión
Ó como un ataque al derecho privado, se hallan fuera de sns facul-
tades constitucionales.

,9°, Qne tratándose de daños y perjuicios emergentes de un acto
ilícito, la empresa actoJ':1 carece de derecho pnra :reclamar, su resar-
cimiento de la na,ción, y ésta no está. obligada legalmente á indem-
nizarlos. El estado como persona jurídica qne es el art, 33, inc. In.
del código civil, sólo responde de los act;os de sus mandatarios cuando
ést.os obran dentro de los límites ,le sus facultades, art. 36, y de
ningún modo cnando exceden esos límites, en cuyo caso el acto solo
produce efecto respecto al funcionario ó fimcionarios que lo realizan;
,lrtículo <,itado y 114G del códig'o indicado. ]~st:os principios, ','1
más de estar claramenj"e' establecidos en las disposiciones legales
citadas, han recibido constante aplicación en la jurisprudencia de la
excelentísima. snprema corte nacional. Fallos, Tomo 52, púg. 37J ,-
Tomo 7S, púg. 371.-Tolllo 90, púg'!324.-1'omo 95, p{¡g. 33.-Tomo
4"3, pág. 190.

)0. Que el hecho de que los terrenos donde estuvieron asent.a"
Lios los rieles y cOloría el camino, hayan pasado á poder de la nación
inme(liata.mente que cesó, de correr el ferrocarril, no ¡mede originar
obligaci6n alguna á su ca.rgo, por aplicación del principio contenido
en la nota del doctor. Vélel'. Sartield al art. 4'3, de fJlle la PP)""ona
,jur.ícliC:1, si bien no responde de los daños y jJer,juicios resultantes
de un acto ilícito :realil'.ado por sus representate.'J, debe devol"el'
aquello con que' se huhiere enriquecido como conscnencia direef;a
dll ('icho acto, porque, debiendo volver los terreno'!; á. pripiedac1 del
e~ta.cJo una vel'. que dejaren de servir á la circulación de los trenes
ó al fl)ncnionamiento del ferrocarril, conforme á lo e.~tablecido en
el considera,ndo 4". Producido el hecho de la. cesación de circulación
del ferroc'1n'il por e.'Jos terrenos, cualquiera que fuera. la causa quo
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la produjo, la vuelta de ellos al poder d;l estado debía legalmente
producirse, Si los terrenos hubieran sido propiedad particular del
ferrocarril ó no hubiera existido en la condición indicada en 'el con-
sidera.nd04°. y se hubieese trasmitido el dominio pleno y absoluto
de ellos á la empresa. concesionaria, la nación estaría obligada úni-
camente á la. devolución de los terrenos; pero en el caso sllb-judice,
en las condiciones indicadas, tal devolución no procedería, y la mis-
nla parte actora debe haberlo entendido así, pues ni ha reclamado esa
devolución, ni en las l:iartidas de daños y. perjuicios que cobra.
figura el precio ó valor de esos terrenos.

11. Qne la cmpresa adora pndo 'y debió eyitar el levantamiento
de los rieles y la consigl1Íente cesación del tráfico, cnando se hizo
uso de la fuerza para. efectuarlo, dednéÍendo ante las autoridades'
judiciales el interdicto correspondi(mte, y si así no lo hizo, no puede
(;011justicia imputar á la nación la consecuencia de esa omisión. El
anmento del tráfico en las líneas del puerto, de propiedad nacionaL
no puede ser considerado como el enriquecimiento ó beueficio indi.
cado, prod.~lCido por el acto ilícito, por no ser una consecuencia
directa ó illlnediata del hecho en sí mismo.'

Por estos fundamentos, de conformidad á las disposiciones
legaíes citadas, definitivamente juzgado, fallo: No "haciendo lugar
á la demanda interpuesta por la empresa del ferrocarril Central Ar-
gentino contra el gobierllo {\e la nación por indemnización de dai'íos
y perjuicios" sin e;:pecial condenación en costas por no haber mérito
para imponerlas.

Notifíquese con el original y repónganse las, fojas.
Así lo pronnncio, mando y firmo en la sala de de.spacho del juz-

gado federal en la capital de la repúhliea,. fecha nI-supra ..

G. Fel'1'er.
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SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL

Buenos Aires, Diciembre 26 de J907.

y vistos estos autos de los que

RESULTA

l°. Que el señor H. H. Lovec1ay, en su carácter de adminis-
hador del ferrocarril Central Argent.ino, demandó al gobierno na-
'cional por indemnizaeión de daños .~,;perj uicios, apoyándose en los
bechos y. ,derechos d~ que hace mérito en su escrito de demailda de
fojas 1y que a¡nplía y confirma en sus posteriores c.'5critos de f. 67
Y f. 354 Y de los cuales rc.wlta.l1 como punt.os fundamentales los
siguient.es: Que el felT~carril Cent.ral Argent.ino se hallaba en po':P.-
SlOn de la vía férrea entre la estaóóndel B.et.iro y la es~nción Ceu-
tral, como sucesora, en esa parte, del antiguo ferrocarril del Norte;
que en lo noche del 14. de Febrero de 1897 se incendió la expresada
estación Centra], y qne el poder e.iecutivo nacional, cuatro días des-
pués, el 18 de Febrero, dict.ó un' decreto prohibiendo la reconstruc-
ción de la estación y ordenando t.ambién el levantamiento de los
rieles colocados en virtud. de nna concesión de cnarenta años; que
cuando llegara á creerse inconveniente la nbicación elel t.razado de
una línea. férrea. ot.orgada.á perpetuidad, lo procedent.e sería buscar
la l11Qdificación del trazndo, celebrando arreglos con los concesiona-
rios, mediant.e indelru1Ízaciones que les compensaran los perjuicios
que sufriesen; que ello. de Junio del mismo año, el P. E. him l,lSO
de la fuerza pública ma.ncl:mdo parar los t.renesy levantando los
rieles; qne la compañía, desde el primer momento, reclamó de los
decret.os del poder e.iec.utivo y protestó en forma, del acto del levan-
t.amierito de los rieles; que estima los perjuicios qne le han causado
los decret.os del poder ejecutivo, sobre prohibición de reconst.ruc-
ción de la c.'5tación Cent.ral y levantamient.os de. rieles, en la suma
de tres millonc.'5, seiscient.os cincuent.a y cuat.ro mil pesos oro. La
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compañía hace la el1l¡m¡(¡'ación y el estudio dé las leyes de la, provin-
cia de Buenos Aires }" de los contratos celehrados con su gobierno,
para llegar á la conclusión de que el terreno del "Bajo", por donde
'corría la vía férrea entre la estación Retiro y la Central pasó 5 ser,
no de uso, sinó eJe pi'opieeJad del ferrocarril" pudiendo solo volver

á la propiedad ~el estado, cuando dejase de servir de ferrocarril (¡
éste dejase de existir; que ni las autori(lades dc Buenos Aires pen-
saron hacer, ni los capitalista¡;: habrían aceptado nna concr_"ióu revo-
cahle ail WltU.m.; que, en consecuencia, pide que lá. nación sca conde-
nadn á resarcir á la compaiiía Central Arg'entino, los daños oCilsio-
nadas, cuya nómina ha cxpresado. I

COl'1'ido traslado dc la demanda, el mi¡Jisterio fiscal la evacúa en
representación de la nación, afirmando que ]a concesión i)rira teuder
rieles entre la. estación Retiro y la Central, ha sido precnria, ngena
f., lo qne el poderlegislativn haljía entendido oj'orgar á los concesio-
. );arios, y que no 'p~día ser de otra natura.1eza, por cuanto en virhhl
de esa eoncesión, se ocupó las calles 2;) de :Mayo y Paseo de Julio.
las quc sieJic10 vías públicas no e1':111susceptibles de apropiación
privada, como hoy se pretende para. alegar ún derecho de superficie
ó servidumbre que ]Jeve al demandante á decirse perjudicado; que
el poder ejecutivo nacjonal, como poder administrativo, ha. man-

dado levantar las vías (le que se trata, porque enteudía que estaban
ocupando una calle pública que nadie había; ena¡?:enado ni sometidfJ
í! servidumbre alp:una., y que estaban allí por una. condéscendenci~
paTa con la compañía. que las usufrllctuab~, por partc de quien
no podía oblig<1J' al estado '5 tales co"as, dado que la autoridad de
la provincia no las había cnncedido; que la falta. de derecho de la
empresa en la acción deducida, y la: leg-itimidad de procederes del
poder ejecutivo nacional al dictar los decl'etos impugnados por la
parte actora, y por los cuales se ha devuelto á la comuno lo que
siempre fué de ella, eximen al gobierno de creerse obligado í~la in-
flelllJlización que 'se jJretende, por lo cual pide el rechazo de la de-
manda ..

Seguido el juicio por los trámites de ley, se dietó la sentencia
definitiva de f. 43!J, la, cu;] ha. sido apelarla por la parte aetora.
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l°. Que l~. sentencia apelada, resumiendo en los considerandos
6°., 7°. Y 8°., lo esta,blecido en los anteriores, dice: " que de lo ex-
" puesto resulta que la Gompañía, concesianaria y en consecuencia
" la del Central .Argentino, sucesora particular de aquélla, han ad-
" quirido la plena propiedad de la. línea del ferrocarril en toda su
" e},:tensión, como si :í. eJ!a le hubiera sido acordada por el poder
" legislativo de la nación " ; que por nuestro régimen constitucio-
" nal, el poder ejecutivo carece de facultades para. alterar ó lllodi-
" flcár las leyes nacionales, ni para, afectar lo¡; derechos privados
" por simples actos administrativos; que en tal virtud, los decretos
" del poder ejecutivo, ordenando el levantamiento de los rieles entre
" las est:aciones Retiro y Central, ya' sea. que se consideren como una
le limitación ó reducción del contrato de concesión ó como un ata-
"que al derecho privado, "e hallan fuera de sus facultades consti-
"tucionales " .

Este tribunal acept'a las conclusiones de la sentenc'ia recurrida
en cuanto declara que la compañía demandante ha. ocupado con
títnlo perefcto la mna de terreno por donde corrierau sus .trenes
desde la estación R.etiro á la. estación Central, por cnanto dicha ocu-
pación ha estado garantida. con car:íeter permalnente y mientras exis-
1:a el ferrocarr.il, por leyes y contratos qne tienen fuerza. obligatoria.
para. la nación y qne ésta no ha. podido desconocer y anular de pro-
pia autoridad.

Es indudable que la. cesión de los terrenos ocupados por la com-
pañía desdc la. estación Retiro :í. la Central no ha emanado de simples
contratos celebrados entre el g'obierno de la provincia de Buenos
Aires y los primitivos concesionarios: esa concesión ha sido autori-
zada. expresamente por ley.

]<;n el contm1:o de a de Ag-os1:o de 1857, celebrado :í. consecuencia
. - ,

de la ley de 27 .de ,Juuio de 1857, se expresa lo siguiente: Art. 2". m
gobierno cede al ('.ontra1:an1:e dos inanzanas ,de terrenos de propiedad
pública, cn p/.ena l)?'o}Jiedad mientras exis1:a el ferrocarril para esta-

•ción principal aJmacén, et.c...... 3". Cede igua/.mente el terreno
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de propiedad pública. en qne ha de construirse el camino de veinte
varas de a,ncho en t;odo el Cwrso del fe1TOcar?"il.

En la ley de 27 de Junio. de 1859 'sobre garant.ía del 7 % á la
empresa de camino de fierro á San Fernando, eUl su arto 5°, se con'"
signa lo siguiente: Que se aut01'iza al pode)' e,iecutivo 1.Jam l'evalidar
el contmto que celebl'ó con e.sa. ell1l)resa en virtud de la ley de 27.
de Junio de 1857, ..

En el cont.rat.o de 18 de Julio de 1759, celebrado entre el gobier-
no de la. provincia de Buenos Aires y los concesionarios de la v:ía
férrea á San Fernando, se est.ableció que estando aut.orizado el go-
bierno para l'evalidar el cont.rato celebrado el 3 de Agosto de 1857,
venía en. ?"evalidm-lo, En dicho cont.rato de Julio cit.ado, se insertan
como artículos 5°. y. 6°, los :lJotículos 2°. y 3°. del contrat.o de 3 ele
Agosto de 1857, más arriba tl'anscriptos,

Luego, el terreno ocupado. por la vía, férrea del.Central, entre
la estación Ret.iro y la Central, se ha 11sado en conformidad estrict.a.
de leyes y contratos, y no ha podido, por tanto, ser desposeído el.

actor sin causa legal.

20, Que la sentencia recurrida, no obst.ant.e reconocer .el dere-
cho que ha tenido la empresa demandante pa.ra el uso y goce de la
zona de terreno que ocupaba su vía desde la estación R.etiro. á la
Central, desconoce el derecho á ser iudemnizado por los perjuicios
que pretende le han cáusado Jos decretos sobre levautami'cuto de #

las vías.
El fallo est.ablece en su considerando 9°,: "Que tratándose

" de daños y perjuicios emergente de uu acto ilícito, la empre.sa
" aetora carece de derecho para reclamar su resarcimiento de la
" nación y que ésta no es,tá legalmente obligada á indenlllizarlos, que
" el esta,do, como persona jurídica que es, (art, 33, inc. l"j código
" civil), solo re~ponde de los actos de sus mandat.arios, clmudo éstos
" obran dentro de los límites ele sus facultades (art. :36) y de nin-
" gún modo cuando exceden esos límites, en cuyo caso ei acto solo
" prodt~ce efecto respecto al funcionario y fuucionarios que lo reali-
" cen, (art. 1112, código ei"il); que e.sos principios á más de estar
" claramente establecidos en las disposiciones leg~les citadas, han
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'C recibido const~nte' aplicación en la. jurisprudencia d ela. excelentí-
" sima suprema corte nacional. (F~llos, Tomo LIT, pág. 3'71. Tomo
" LXXIIX, pág. 371. Tomo XC, pág. 324. Tomo -:'TC, púg. 33, 40

" Y 190) ".
Por los fundamentos de este considerando y por los del 10, la

sentencia no hace lugar á la demalltla interpuesta por indemniza.cióll
de daños y perjuicios.

3°. Que corresponde dar á los decretos sobre levantamiento de \
rieles su verdadero carácter para deducir de ellos las consecuencias

elel caso.
Los casosl que pueden perjudicar un de~'echo son ó faltas á las

obligaciones emerg'entes de contrato, faltas contractuales, ó faltas,
culpa, hechos ilícitos, cua~i-delitos consumados fuera de las rela-

ciones contractuales.

La reparación de un perjuicio causado por faltas ó culpas con-
tractuales, se rige por las reglas respectivas de los contratos; y la
reparación del perjuicio, cuando la obligación procede de un cuasi-
delito, está regida por las disposiciones relativas á los delitos del
derecho civil, seg{m el arto 1109, código civil. Frías, Tomo lIT,

pág. 139, núm. 22).
. Los decretos sobre .levantamiento de rieles de que se trata, no
hay que reputados como actos, ilícitos, como cuasi-delitos compren-
didos en los términos de los artículos 1066, 1109 código civil; esos
decretos importan faltas contractuales, esto es, violaciones á los C(JJl-

tratos celebrados por el gobierno de la provincia de Buenos -Aires
con los concesionarios del ferrocarril á San Fernando, ].os cua1Gs

obligan en un todo á la naeión.

Si ésta se ha encontrado en la. necesidad legal de mantener á
la empre'sa demandaJ11te en el uso y goce, en la pacífica' posesión de
zona de terreno ocupada por las vías de su ferrocarril entre el Retiro
y la estación Central; si la nación estaba obligada á respetar fiel-
mente todos los contraJos de concesión, desde que habían sido legal-
mente ajustados; si la nación por tener en sus manos la fuerza públi-
ca, estaba obligada á emplearla. en hacer respetar el derecho rle la
empresa rlemandante, dentro de S11 esfera propia. de acción, se COlU-
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prende que no debió ni pudo emplearla para. llevar á la práctica sus
decretos sobre levantamiento de ¡'ieles,. porqu~ esos decretos import.a-
ban Yiolar sus propios compromisos, deslig'arse de sus obligaciones,
desposeer á su cóntra part.e de aquello mismo que tenía ne:Jesidad
legal de garantirle. La posición de la nación, es, pues, la de una per-
sona privada obÚgada por conyenciones perfecj;amente arregladas á.
derecho, que las desconoce, los deja sin efecto, :mulal'.;lo de hecho
y de propia autoridad su c~ntra.t.o, qne es sn ley,

Hay, pues, una culpa contmctval en los decret.os referidos sobre
levant.amieuto de rieles; no hay en ellos Ul) cuasi-delito, un acto
ilícito, es decir, un act,o voluntario expresamente prohibido por las
leyes ordinarias, municipales ó reglament.os dc policía., art. 1066,
código civil.

Si la. uación misma no hubiera est.ado ligada. con el ferrocarril
Central Argentino por aquel yínculo de derecho que no sujeto á dar,
á hacer ó á no hacer, y que se llama obligación (art. 495, código c,i-
vil); si eso no resnHara. de convenciones legítimament.e concertadas,
podría ó no sostenerse que los .decretos sobre levant.amiento. de rieles
importan un cuasi-delito; pero eomo ellos son prima. facioe y en su
esencia tamhién, nna falta ú obligaciones nacidas de cont.ratos, hay
que considenlTles solo bajo est.e' aspecto, sin tomar en cuenta las obli-
gacione.'i originadas de los cuasi-delitos.

4°. Que, al caso de que se t.rata no corresponde aplicarse el
axi.. 43 de] código civil, porque no' está regido por él. Ya sea, que se
considere que las' ace.iones legisla.das en ~1icho art. 43 son 'fJiJicamente
las que derivan de un delito del derecho cril)Ji~al (Ji'reitas, art. 300 y
Su nota.) ; ya sea qne se entienda. que él comprend; t.ambién las accio-
nes civiles por indemnización de daños proeedent.es de cuasi-delit.os,
de delitos civiles; lo ciert.o es que no lTabíndose de un delito civil
no es del caso ocupa;rse del mencionado artículo.

Por est.e mismo motivo no son de a.plicación ~l caso sub-jndice
los fallos ele la. suprema. corte citados en el considerando fiO. de la
sentencia. a.pelada. Examinando esos fallos, se encuentra ('Almo cmJ-
cept;o nniforlllC que comprende á todos, el siguiente: Se trata. ele de-
ma,ndas contra personas jm'ídicas qne han procedido ejecutaudo a.c-
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tos fuera, de contrato, y á los cuales se les ha. querido respollsabilizar
como agentes de actos ilícitos. Cuando como m; el caso registra,do en
el 1'01110 VC, p¡'íg. 19O-la demanda ha comlwendido una acción
civil por falta, de cumplimiept.o de contrato, y una acción emergente
de uu acto considerado por la suprema. corte como ilícito, la sentCJ1-
cia ha condenado á cnmplir el conl'ral'o, á pagar la "U1ua debida, con
sus intereses proccdentes de la mora, y ha absuelto, en cuanto á la.
acción deri\'ada del acto considerado ilícito. "

5°. Qne colocada la cuestión en el terreno de la culpa contrac-
tuaJ, la responsabilidad de In. nación es indudable.

Desde Jueg'o, el art 42, código ciivil, establece que las personas
jurídicas puedeu ser delllft,ndac1as por acciones civiles y que puede
hacerse ejecución de sus bienes. Las accioll8.? civiles ele que trata el
ártículo se entablan sin eluela cuanclo las personas jurídicas están
ligadas por uua obligación qne (1ehen eumplir,. con todas las eonse-
cuencias que la inejccución lleva- consigo.

Si las personas jurídicas, en sus relaciones contra.ctuales no
pudieran ser eompelidas judicialmente á cumplir sus obligaeiones
libremente contraídas; si eHas pudieran impugnemente violar sus
compromisos; si pudieran perjudicar á los terceros con quieues han
contratado, sin incurrir en responsabilidad, se hahría orga.ni7-,<'lclo
un sistema de enteR capaces de derecho, rodeados de privilegios con-
trftrios á toda idea de jusi,ieia" á toda noción de orden y de ignaldad
civil.

liin el caso sub-jndice, la cornpam& demandante, al amparo de
sn contrato de concesión reclaman elel gobierno nacional contra los
decretoR sobre lev¡LIltamient.o de vía~ qne import.an, por parte de la
nación, el desconocimient.o de un derecho y la negativa ele una obli-
gación que es propia del demandado. Desconocida la obligación por el
demandado, el aetor, como acreedor, le corresponden Jos derechos de
que tratan los artícnlos ;)0:3, 511, 512, 1197, 119R, cótligo civil.

Es indudable qne las personas ;jurídicas pueden ser dema.ndadas
por aceiones civiles en indemnización de dalias y perjuicios, proce-
dentes de yioia.eión de contratos.

Con respecto {¡ la jurisprudencia aplicable al caso,. la supre-
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ma cort.e ha resuelto .10 siguiente: que cuando las munieipalidade3
contratan con particulares ó se suscitan cuestiones sobre la ineje-
cución y cumplimiento de sus contratos como personas jurídicas,
pueden demandar y son demalndables ant.e los tribunales de justicia.
Tomo XXIII, pág. 430 Y 691. Tomo LVI, pág. 94.

De ?lCuerdo con estos fanos la municipalidad de Buenos Aires
fué condenada á pagar daño::¡ é intereses causados por inejecución
de obligaóones derivadas de un conoÍra.to de loccaión de obras. Tomo
XVII, pág. 358. ,

I
La suprema corte ha aceptado las siguientes conclusiones de UlI

ilustrado dictamen del sei10r procurador general de la nación, doctor
Costa: "Cuando una municipalidad contrata con un tercero, pro-
" cede simplemente como un particu1a.r cualquiera, como una entidad
" moral llamada persona jurídica. Si impone obligaciones á los que

" con ell a contratan, las contrl)e á su vez para con ellas, quedando
" ambos contratal!tes obligados y sujetos al derecho común. De otra
" manera vendría á constituirse una entidad privilegiada, que haría
" imposible todo cont.rato, en perjuicio de la misma. entidad que se
" habría. querido proveer ". Tomo XXIII, pág. 430.

Al demandar en virtud de un contrato se pueden pedir los.
daños y perjuicios emergentes de su violación: -luego, á una
persona. jurídica, el estado,. una municipalidad se le puede dema.ndar
por los daños y perjuicios emergentes de la falta de cumplimiento
de Ull contrato, como ocurre en el caso sub-judice.

Véanse los siguientes fallos de la. suprema corte: Toml)
LXXXIV, pág. 1!J5. Tomo LXI, pág. 19.

Finalmente debe tene1'&e presente que cuando la empresa de-
mandante se presentó al poder ejecutivo nacional pidiendo se deja-
ran sin efecto los decretos de 18 de Febrero y 20 de Marzo de 189'7
sobre levantamiento de las vías del "Bajo",-en el de'Cl"eto de Abril
] 9 de aquel año-en el que el poder ejecutivo no hizo lugar á ]0

pedido, se establece lo siguiente, que implica no desconocer en prin-
cipio el derecho á reclamar una. indemnización: "Que el poder
ejecutivo, por las resoluciones recurridas, no se ha. prollllncia,do sobre
" las indemn..iza.eiolles que la empresa crea de. su derecho gestionar,
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" las que, en todo caso, serán discutidas una vez que se formulen ".

6°. Que el fallo apelado, eil su considerando 10 estableee:
" Que el hecho de que los terre)los donde estuvieron asentados los
." rieles y corría el camino 'hayan pasado á poder de la, nnción inme-
" cHatamente que cesó de correr el ferrocarril, no pnede originar
l' oblignción alguna á su cargo por aplicaóón del principio conteni-
" do en la nota del doctor Vélez Sarfields al arto 43, porfJ.ue debien-
" do volver los terrenos á propiedad del estado, una vez que dejaran
" de servil' á la circulación de Jos trenes óal fnncionmniento elel
" ferrocarril, pi'oducido el hecho de la cesa.ción de ~irculación del fe-
" rrocarril por esos terrenos, cualquiera que fuera la causa que. la
" prodnjo, la vuelta de ellos á poder del estado debía legalmente

" .prod ucirse ".
Tal conclusión no es admisible.
Para que los terrenos de propiedad pública cedidos legalmente

en uso y goce pel111anente á los concesioillarios del ferrocarril á San
Fernando pudieran volver de nuevo con arreglo á derecho á poder
del estado, habría sido preciso que la causa, de la cesación fuese legal,
y no una causa cualquicm) como dice la sentencia. Habiendo una
causa legal .de cesación, habría, ó no derecho á una indemnización,
pero como la causa es notoriamente contraria al derecho del poseedor
legítimo, se comprende que si ella ha. hecho pasar materialmente
los terrenos á poder del estado, tal vnelta no se ha producido legal-
mente y no ha. podido entonces conferir le derechos sin carg-o algu-
no. El estado se ha apoderado 'de los terrenos de la. referencia. en
violación de contratos qne la obligaban;' y tal apoderamiento le im-
pone, en consecuencia, la obliga.ción de reparar los dañes y perjuicios
producidos por sn acto violatório de sus obligaciones contractuaJes.

70. Que el considerando 11 de la sentencia recurrida est.ablece:
" Que la empresa actora pudo y debió evitar el levantamiento ele
" los rieles cuando se hizo uso de la 'fuerza para efectuarlo, eledu-
'1 ciendo ante las autoridades judiciales el interdict.o correspondiente;
" y que si no lo bizo no puede con justicia. imput.m: á la nación la

" consecuencia de esa omisión ".
El presente cousiderando no es consecuente con Jos anteriores.
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Reconoce el derecho á deducir una acción posesoria, implica recono-
cer el derecho ií entablar nna acción real, y la consiguient-e por daños
y perjuicios. Si se admjte la -existencia del derecho á deducir un in-
terdicto, no puede nega,rse que el que tiene ese derecho puede ó n~
usarlo para e,jercer en tiempo las demás acciones que le cones-_
pondan.

Si según el presente considerando se hubiera deducido el inter-
dicto, él habría prevalecido, re.<;uJtando que desposr-sión intentada
era ilegítima. No se comprende, entonces, por qué causa, en virtud
de no haberse intentado el interdicto, viene á ser legal el apodera-
miento consumado por el estado.

Por otra parte, es obvio que el interdicto no habría podido dedu-
cirse sin, la venia acordada por el honorable congre.<;o.

8°. Que según se establece en -el considerando ].0. de la senten-
cia apelada, en el presunto juicio se ha dejado, de común consenti-
miento de 1)artes, reservando para otro la apreciación de daños y per-
;juieios, si resultara qne en esta c.au~a se resolviera que la <'Álmpañía
aetora tiene derecho á ser indemnizada de los perjuicios qne afirma
haber sufrido.

Por e.<;Losfundamentos se l'csnelve: declarar procedente" la ac-
ción de daños y perjnicios declueida. por el ferrocarril Ce!1tral Ar-
gentino contra el gobierno nacional, cuyotllont;o será determinado
en juicio correspondi(mte,quedando en estos térmi"i1os reformada la
sentencia apelada de f. 439._ Abónense las costas de ambas instancias
en el orden causarlo. Notifíquese y devllélvase; repóngase el papel
ante el inferior.

fIJan A. Garcia.- Angel D. Ro-
jas. - Angel Ferreyra Cortés.
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Buenos Aires, Julio 20 de 1909.

Vistos y considerando:

1.°. Que pronunciada. POI' la cámara federal de apelación la
sentencia de f. 41.1. en qne se declara. " procedente la áeción de daños
y perjl;icios deducida. por el ferrocarril Central Argentino contra.
el gobierno naéional, cuyo monto será determinado en el juicio corres-
pondiente"; y traída la cansá en apelación ante esta. corte, la. empre-
sa solicita la confirmación del fallo, y el señor procurador general
su revocatoria, insistiendo en que las le~es provinciales de 1.854, 1.857
Y 1.859, !lO conti~nen absolutamente nada que induzca á pensar en
una enajenación ó transmisión de la propiedad que pretende la em-
presa, como' base de su acción' de da.ños y perjuicios, en el carác-
ter provisorio de la línea de tranvía. concedida á la misma entre el
Retiro y Central, y porque, en todo cnso, se tra,taría de un acto ilíci-
to y no de nna. fa,Jtn.. contractual, en el hecho del levantamiento de
tos rieles que motiva la demanda,

2°. Que las relaciones de derecho entre las provincia de Buenos
Ait'es, antecesora del g'obierno de la nación, parte demandada, y
la empresa del ferroca:lTiJ" del Norte, antecesóra. del ferrocarril Cen-
tral Argentino, part.e dema.ndante, e.,tán explícita y detalladamente
consignadas en el contrato celebrru:lo el 25 de. ]~ebrero de 18G2.

:30. Por lo que respecta. á la cuestión sub-.7UdicG sobre el dere-
cho de la. empresa. á ser indemnizada. de los daños y perjuicios que
pudiera haberle .ocasionado el levan,tami9nto de los rieles entre las
estaciones del Hetiro y Central, deben tenerse á la. vista las siguientes
condiciones del contrato de eoncesión que fué t.l'ansferido ú. la em-
presa. demandante por la. del ferrocarril de Buenos Aires á Sa.n Fel'-
nando: "J.". El gobierno, con ..arreglo á. la ley de 2:"5 de Junio de
" 18.59, concede permiso al señor don .José ]~odney Croskey como
" representante de "'la. sociecl!ld anónima denominada Compañía de

I
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" F. C. Buenos Aires y San l"ernando limitada". (Buenos Aires
'1 And San Fernando Railway Company limiter), para construir
" un ferroca~Til por. locomotoras á. vapor, de una sola. vía, con los
I¡ desvíos y vías dohles en los puntos necesarios, sólid:pnente cons-
" trnído con materiales. adecuados y de huena clase, y tren l"Odante
" ele igual calidad y en cantidad suficiente á. las necesidades del trá-
" .fico; el dicho ferrocarril principiará en el lado Norte de la usina
" c1el itas, en la rihera del río y seguirá. hasta el pueblo de San 1"er-
" nando, por la vía y traza, que determina el plano aprobado con esta
" fecha por el gohierno.

l' J~sta traza sólo podrá variarse coú previa expresa autoriza-
" ción del gobierno en caso de necesidad y conveniencia. La COlll-
" paíiía podrá, además, si le conviene, extender el camino, por
" fuerza. de caballo (tranway) desde la, estación principal hasta. la
" ac1nana nueva, por la calle 25 de May.o ó por el Paseo de Julio,
" c1e1)ienc1o, en este caso, obtener el asentimiento, de la munil';pali-
" dad, en lo que respecta á la ocupación de la vía púhli,ca y su con-
" se}'vación". "7". ]~l gobierno concede á. la compañía dos man-
l' zanas de terrenos de propiedad pública, cada una de ciento cincuen-
" j a v:uas por costado, en plena propiedad mientras existe el ferro
" car!:ii, para poner en eUas la estaóón principal, almacén, etc.
l' Adelllá;;, una manzana en frente de Belgra,no, otra en San Isidro
" y dos en el término del camino, en San ]<~ernando. Siendo enten-
" elido que la. compañía rennncia todo derecho sobre las dos 1I1a,l1-

" zauas lJue le han sielo cedidas al sud de la usina del gas". "8.0 J<Jl
"gobierno concede igualmente á la compañía el terreno de propiedad
" pública en que ha de construirse el camino, en veinte y cinco varas
" de ancho, en todo el curso d~ .ferro carril".

4.0 Que la facultad con que el gobierno de la provincia de
Bueuos Aires después ele la ocupación de la tierra pública para la
vía, deriva no solamente de la ley ele 28 de junio de 1859 que lo
autorizó á revalidad el contrato que había celehrado con Hopknis en
B de agosto de 1857, y en el que se estipulaba esa ocupación, sinó
también de la ley de 2 de julio de '1857, que adoptó para. el ferro
carril á San Fernando las bases acordadas' para el del oeste, por

I



DE JUSTICIA DF lA Nf.CION. 415

el decreto ley de 9 de enero de 1854. Estas últimas leyes autorizaban
en realidad esa. concesión, interpretadas por su contexto general,
por las circunstancias en que se dictaron y los motivos que les sir-
vieron de fundamento; de tal manera que la ley de 1859, sin des-
conocer esa validez y ratificándola., por el contra.rio de una Illanera
expresa, tuvo su origen en la necesidad de daJ: nuevos plazos, Íl una
concesión en que habían vencielo los términos estipulados. (Dia:rio
de sesiones de la cámara de diputados de la proviacia de Buenos

Aires 1859, pág'Ínas 5, 6, 9 Y 49).

5.0 Que el contrato de 25 de febrero de 1862 que determina
las condiciones de la concesión, ó sea, las relaciones de derecho entre
la provincia de Bnenos Aires por una 'parte y la empresa del ferro
carril del norte, por la otra, encierra,' como consta. en la b~se prime-
ra. una doble concesión: la de 1111ferro carril por locomotoras á
vapor que debía principiar al lado norte de la. usina del gas, en la
ribera del río y seg\1Ír hasta el pueblo de San ]~ernando; yo además,
con carácter facultativo para la empresa, ésta podía extender el
camino, por fuerza de caballos (tramway). desde la estación principal
hasta la aduana nueva, por la calle 25 de Mayo ó por el Paseo de

Julio. . .
6.0 Que aún cuando esa distinción entre el ferro carril .v el

tranvía. no a.parece en el primer contra.to de 3 de agosto de 1857,
en que se concede penlliso á Hopknis "para hacer un ferro carril
por caballos que principie en la nneva aduana hasta el costa,do
oeste de la usina del gas, y de allí por locom~tivas hasta el can.al
.~'" San Fernando, por el bajo del río; ni en el que lo reemplazó,
celebrado 6n 18 de julio de 1859, á base de la ley de revalidación
del anterior y en el que "se concede permiso á los señores 0camp'c
y Hoplmis para hacer un fP.1TO carril ft vapor que principie en la
nueva aduana hasta el costado oeste ele la ll..'3ipa del gas, y desde
allí hasta el canal de San Ferna.ndo por el bajo del río", quedó de-
finitiva y tennil1al1temente consÍ!tnada en el contrato de 2:) de febre-, . ~
ro ele 1862, y ello debe ser tenido en consid~ración para el estndio y

decisión de esta causa.
7.0 Que del conjunto de las cláusulas del contrato, aparece
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con toda evidencia, que el ferro cn.rril propiamente tal, empezaba
en el Retiro, ó sea. la estación principal de In. base 1." Y' comprendía
tre secciones "la. 1." sección desde la es!::wión principal hasta. BelgTa-
'no", con distintos plazos para la tenllinación (bases 1", 3", 6n
S" Jí'17"),

8." Qne es á todas luces inal1misible en lo que se. refiere al
trayecto entre Hetil:o y Central, lo <¡ne se pretende á 1': 35 vue,:'a de
la demanda, á saber, que el término ocupado por la vía en todo el
ancho de la concesión, "pasaba á ser, no de ello, sino de propiedad del
ferro ('alTil". 1.° porque el final de la base J." se reft~re á la posible
constnleeión .de un tranvía. "por la. calle 25 de Ma.yo ó por el Paseo
de .JuJio, .debiendo en. este cn~o_obteJler el asentmniento (le la munici-

. pnliclad en lo que respeeta á la ocupación dc la vía púb¡'¡ca y ,m con-
se'/'vaeión; 2,° porque la con('esión ele terreno para el camino de 2é'í
varas de ancho de la. base 8." se refiere al (,Ul'SOdel ferro carril qne
empezaba al 110rte de la usina. del gas, y no podía referirse á las calles

. del trnnvía; ,l." porque aÍln en el caso de que la línea, :tI cambiar de
trac,ción, hubiera salido del Paseo. de Julio, lo que no aparece de autos
110se,hallaba comprendida en los ténninos de la. baRe 8." del contra.to;
4: porque el mismo del1lan(lante no ha incluídorel valor de ese terre-
no en la reclamación de daí'íos y perjuicios; y 5.° porque en ninguna
de _las leyes ni eje. los contratos que se han formulado se expresa qne
10 que se concedía :í la empresa fuera el dominio ó propiedad de
esas tierras, en eL_sentirlo que lo considera el códig-o civi-I, sino Ulla
propiedad limitada á la duración del ferro carril, lo CJue importa una
simple ocnpaci6n.

n.o Que la. yía del trillnway filé p-onstruída y corría. al lado de la
vereda de Paseo de .Julio, hasta que, en vista. de lo solicitado por la
empresa, se dictó el decreto de 2n de febrero de 1864, en el que el
poder ejecutivo, de ap-uel'do con lo iliformado por la Illunicipalidad,
a.utorizó :í aquella para emplear locomotoras ií vapor en el trayecto

-que servía con caballos de ti.ro, entre el Retiro y la: aduana.

10. Qne ese decreto no puede declanll'se inconsulto, como se ha
prej'endido, dada las informaciones de las oficinas técnicas que le
precedieron, y. puede considerarse conflrnlaodo por la ley proviuci:tl de



DE JUSTICIA DE I,A NACJON

tI:: "'/4;;-<1':'" '-':<=-;~; i ;.o',;:;,:; ,; .~~-;.¡ .""'; ;•• ,'

.',

417

14 de octubre de ~1864, que implícitamente legalizaba el cambio de
tracción, pues en el informe de la comisión se consignaba el doble pro-
pósito de "lleva,r el ferro carril desde la estaóón San Fernando hasta
el puerto de Campana y para cambiar la vía enb'e la estación del
Hetiro y la del 25 de Mayo por una línea férrea que permitiese el em-
pleo de locomotoras á vapor" (Diario de sesiones de la cámara de dipu-
tados de la provincia de Buenos Aires, 1864, pág. 183).

11.. Que sin embargo, no puede pretenderse que esa ley' que solo
autoriza la celepración de un contmto, haya colocado la tierra, pública
ocupada por la vía en esa sección, en las condiciones del artículo 8.°
del contrato de 1862, que regía, para: las demás, porque la base 1: que
las consideraba como una sola concesión, era, como en ella se expresa,
á los efectos de la ga'rantía, es decir, "porque el exceso del 7 010 que
-puede ~ar, y que efectiyamente está en la conciencia de todos que dá
la vía hasta San Fernando, servirá para subsanar en parte ó el todo la
falta del producto hasta el 7 010 que ha, de haber en la vía desde San
j;"ernando á Zárate (Diario de sesiones citado, pág. 201).

12. Que en cuanto á la estación central, destruida por un incen-
dio, ella ocupaba un terreno del dominio público en el Paseo de Julio,
que había sido solicitado por la empresa del ferro carril á la Ense-
nada, en el carácter de préstamo de uso, la que pasó á utiliza¡r el ferro
carril del norte, abandonando la estación del tranYÍa que ocupaba en
terreno arrendado á la municipalidad.

13. De lo que pl'ecede resulta que la empresa del ferro carril del
norte obtuvo del gobierno de la provincia de Buenos Aires, el derecho
(le hacer correr por el Paseo de Julio, una línea de tranvía primero, y
una línea de ferro carril después, en reemplaZA) de la primera.

14. Que el derecho de la empresa al mantenimiento de esa vía,
de cuyo levantamiento se trata, fué una concesión perpétua y no una
:--imple concesión graciable y precaria, y mientras la empresa no ha,ya
renunciado á ese derecho, lo que no se presume, ó lo haya novado, no-
vación que tampoco se presume, debe juzgarse que conservó sus dere-

chos primitivos.
15.• Que aún en las tierras del dominio público del estado, á que

se ¡'efieren las leyes 6, 8. Y 9, t.ítulo 28, pág. 3: citadas l?or la parte
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demandaela, y bajo el imperio de las mismas, pudo 'hacerse la. conce-
sión á don José Rodney Croskey para asentar en ellas los rieles de un
tranvía primel'O, y de un ferro carril después, respondiendo á lll1
alto propósito ele interés general,

16. Que por consiguiente, si en vista. del interés general ó por
oh'a rausa, se pretendiese revocar el derecho, la justicia y. la equidad.
reclaman sea reparado el perjuicio que con ello se ocasione, y es de
tenerse presente que 'el mismo poder ejecuti\'o, en su resolución de 19
de abril de 1897, hacía constar "que finalmente el poder ejecutivo por
las resoluciones reunidas, no se ha. pronunciado sobre las indemniza-
ciones que la empresa crea dé su ~erecho gestiona,r, las que, en todo
caso, serán discutidas una. vez que se formulen",

17. Que no puede sostenerse, como lo ha.ce la parte demandada,
que la concesión de la. línea entre el Retiro y central, fué decla,rada
provisoria .por los decretos del gobierno de la. provincia, dé 27 de
enero de 1874 y'29 ele j~llio ele 1875, porque este último se ha refe-
rido claramente á la segunda vía que él mismo autorizaba y de que nos
ocupamos más adelante, y en cuanto al decreto de 1874, estableció:
que era provisoria, nó la concesión de la línea ljrincipal elel Retiro
á central, sino la autorización elada. en octubre 9 de 1872, para pres-
cindir, por el momento del puente que debía. construirse frente á la
entrada. ?el muelle ele pasageros, conforme á la resolución de 19 de
junio ele 1876.

18. Que cuanelo el gobierno ha querido autorizar la colocación de
rieles, solamente con carácter provisorio y subordinada la. concesión
al levantamiento ele la YÍa, sin del:echo á indemni¡,ación de perjuicios,
lo ha consignado así de una. manera expresa.

19. Que es eso lo que ha ocunido respecto á la otra vía a.utori ..
zada por el decreto del gobierno de la. provincia de 29 de julio de 1875;
y por ello el levantaÍI1Íento de la misma. no da. derecho á i'11deJ1)~ización
alguna. En efecto en el inciso 19 del artículo 1.0 de ese decreto se
dispone, que "la presente concesión se lmc!3 por el poder ejecutivo á
título" de provisoria, debiendo la empresa levaut.ar la~ obra~ sin indem-
nización pór daños y perjuicios, cuando así lo resuelva una ley. de la
asamblea general de la provincia y dentro ele los seis meses de ser
notificada", habiendo quedado sil~ efecto la' últiína. cláusula relativa á
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la intervención de la asambíea general de la provincia, desde que la
empresa del ferro carril delllorte, fué incorpocrada á la del ferro carril
central argentino, aceptándose por éste lo dispuesto en el art. 5.° del
decrcto de 11 de enero de 1SS!). según el cual: "En virtud ele ésta in-

I ' ,

corporación la línea del ferrocarril Central Al'gentin,o, en toda su ex-
tensión, queda sujeta á la jnrisc1icción de la. nación"; á lo que se agre-
ga ia manifestado por la. empresa actora á f. 24 de su demanda. "De
~sta breve relación resulta que la concesión, en' cuanto á una, vía, es
perpétua en esta sección, lo mismo que en las otras".

20. Que tratándose de aetos regidos por un contrato bilateral
entre partes clviles, es' ob"io qne el gobierno de la nación que había
sncedido al.de la provincia en los derechos y obligaciones que le im-
ponía el contrato celebrado con don .José R.od.ney Croskey, como re-
presentante de la sociedad anónima denominada "Empresa de fen:o
carril Buenos Aires y San Fernando limitada", transferido después
á la nueva empresa bajo la razón de "Compañía limitada del ferro-
carril del norte de Buenos Aires", desconocía, con el levantamiento
de los rieles, el referido contrato, y es po~' ello, responsable, como COI1-

tratant-e, de los daños y perjuicios que pudiera haber ocasionado.
21. Que, finalmente, atento lo mm1Íf~stádo en el acta de f. 193 .

Y auto ejecutol'Íado de f. 196 vuelta, la determina.ción de los daños
y perjuicios en cuanto á su existencia y su monto debe reservarse
para su resuelta en el juicio correspondiente, teniéndose en vista los
considerados de esta sentencia y lo resuelto en el decreto de 20 de
marzo de 1897, á que se hace referencia á f. 11 vuelta, del escrito
de demanda.

Por estos fundamentos y concol'dantes del fallo a,pelado, se de-
clara "que el gobierno nacional es responsable de los daños y perj\:!icios
que pueden haberse ocasionado por el levantamiento de los rieles de
la línea principal del ferro carril del norte, hoy ferro carril central
argentino, entre el R.etiro y la estación central, cuyo monto será deter-
minado en el juicio correspondiente, de acuerdo con la presente sen-
tencia, quedando en estos términos, confirmada la citada de f. 491.
Las costas se abonarán en el orden causado, atenta la. naturaleza de las
cuestiones controvertidas. .

Notifíquese 'con el original y repuestos los sellos, devuélvanse.

A. BERME)O.-NICANOR G. DEL
SOLAR. - C. MOYANO GAC
TÚA.
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Criminal contra H.écto?' Brusco PO?' falsificación de moneda. \

\

8umaQ'io: , Es improcedente' el recurso interpuesto con arreglo: al
j¡lciso .5.0, art:ícul? 3,° de la ley número 40.5.5, si 'no excede de
diez', años Ja pena impuesta en la sentencia apelada~

Caso: Lo explican las piezas siguientes:

SENTENCIA' DEL JUEZ FEDERA!..

Buenos Aires, Junio de 1908.

y Vistos:

,
Est.a caus~, seguida á Hedor Brusco, italiano' de treinta años,

casado, mecánico y d'omiciliado en la cale de Cochabamba número
tres mil treinta y cuatro, procesado por fa.lsificación ele !lloneda,
de la que

Resulta:

1.° Que habiendo tenido sospechas el comisario de policía
de la. sección décima ele la capital, de que en la casa, calle de Co-
chabamba número 3034 se fa~sificaba moneda, procedió i efect.ual'
una. Tequj~a en, dicha casa el dlía veintil:res de ma,rzo del año
próximo pasado, la ,que dió el siguiente resultado: se encontraron en
la pieza ocupada por el ma.trimonio Héctor Brusco y J'oefina Qua-
ranta, entre otras cosas, dos moldes ele yeso, de forma cuadrada
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eon la estampa. de un¡l moneda argentina. de veinte centavos, dos
pedazos de cai10 de plomo decuatl'O líneas, dos ped!,zos de un man-
go de cuchara'ó tenedor medio fundidos y varios residuos de metnJ,
treinta y 'una monedas falsas de veinte centavos, á las cuales les
faltaba aún pulir la colada de la fundición, dos cucharas, una de
días rota, con los cabos iguales á los dos pedazos ya, mencionados,
'\111 cucharón enlozado con la parte exterior quemada por la acción'
del fuego, y en la parte interior con resíduos adheridos de extra-
'¡jos Y' otras substancias doradas, y un calenta?or de alcohoL

Que e11 vist;a de este resultado se secuestraron los objetos men-
cionados, se procedió :í la detención de la ,mujer Josefina de Brusco,
estand'o éste ya detenido, y se empezó á instruir este proceso.

2°, Que el señor procurac1Qr fiscal en su dictamen de fS.35,
-acusa al procesado Héctor Bruco como arltor del delito de falsi-
-licación de moneda, y pide se 1e aplique al mismo la pena ele quince
.año de presidio y una multa de cinco mil pesos m!n, de acuerdo
eon lo dispuesto en el arto 1.° de la ley número 3972.

3.° Que el defenor del. procesado pide á fs. 36 vta. la abso.
lución de éste, fnndán~oe: 1.°, en que lo instrumentos secuestra-
dos no son de los exclusivamente destinados á la fabricación de
monedas, y el que lo puede ser (los cuños) no es idóneo ó sut).-
cien te; 2.°, en que el reo se halla confeso ele un delito que no pue-
'de ejecuba,rse con los medios indicados; 3,°, en que' el' .agente es
irresponsablé por' haber obrado liajo el influjo de circunstancias
de las que el reo no ha podido ó no ha querido salir, para librarse
})or él de nn mal mayor, como lo era la inconveüiente amistad ele
Carlos.

y coniderando:

1.° Que de autos resulta' constatado el cuerpo del delito por
Jos ilJstrnmentos, llionedas y demás objetos secuestrados del do-
micilio del encausado, la confesión de éste de fs. 24 que ratifica
la de f. 9 vta. y otros conprohantes que obran en el proceso.

2.0 Que el procesado declara ií fs. 9 vta., qne fué él quien
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falsificó las treinta monedas de níquel de veinte centavos, que ll!
fueron secuestradas, pero dice que si proceclióasí fué {¡ instancias. -
de un individuo llamado Carlos, que había venido recientemente de
Europa acompañando {¡ su esposa, siendo este mismo quien le llevó
jos moldes de yeso plaTa la falsificación de dicha moneda.

:1.0 Que la violencia poto fuerza irresistible física ó moral, cau-
sal qne podría ser .alegada por el procesado para. eximirlo de pena
en el hecho por él ejecutado (art. 81, inc.5.0, c. penal'), no resnlta

de autos comprobado en modo alguno.

Tampoco se ha justificado la eximiente de pena del ine. 4.° del
mismo artículo, alegada, por el defensor del procesado. La prueba
rendida al respecto no acredita, la existencia real del llamado Car-
los (de quien dice el procesado acompañó desde ]i;uropa, á su es ..
posa, y fué qnien lo inició á la comisión del delito), ni tampoco
se ha demostrado que aquél mantuviera, relaciones ilícitas con la
esposa, de Brusco. Por lo demás, no es verosímil que ésta y el nom-
brado Carlos tuviesen necesidad de nrdir un complot, denunciando
falsamente á Brusco, para, lihrarse de la presencia de éste, pues
bien pudieron .h~ber buscado otro medio, má'xime cuando llegados
l'ecién de ]i;lIl'opa fácil les habría sido, en el supuesto de que lni-
bÍesen existido esas relaciones, evitar la, presencia de1 esposo yén-
dose á vivir á otro punto de la república.

4.° Que los instrumentos encontrados en la pieza donde vivía
Rl'Usco han sido-aptos para. lá, falsificación, lo denu{estra el hecho
']e haht'I'H":l "on ,,1Ja í.auricado (,re.inln .v 1ma IlIonedas ele niquel ar-
gentinos de valor de veinta centavos, las que se encuentran en la
dlein'.'. dr: (]cpó~üos de la [JoJicia. se;!,'(m H¡;í lo compl'!:eba él re-
cibo corl'iente á f;s. 21 de estos autos. ;

5.0 Que comprobada la respcm1a,bilidad del procesado au-
tor del delito de fabricación de moneda argentina falsa, correspon-
de se le apli(]ue la pena, de diez á veinte y cinco años de pre-
sidio y multa, de mil á diez mil pesos, de aCllerdo con lo prescrjptn
en el art. 1.° de la ley :1972, de 17 de noviembre de 1900.

6.° Que en atención á la,' esca,sa impol'tanciade! valor de las
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'monedas falsificadas, y de que, dado los exiguos ~edios de que dis-
ponía el procesado, sus consecuencias no hubieran podido pi'och1eil'
los graves efectos de, una falsificación en gTande esc~la, el Tribunal
~tima equitativo aplicar en el caso el mínimum _ele dichas penR~,

Por estos fundamentos' y definitivamente juzgando, fallo: con-
"enando al procesado Héctor Brusco á las penas de diez años dE
presidio y pago de la multa, de mil pesos moneda nacional y acceso-
rias legales, debiendo además satisfCl'cer las costas procesales, con
deducción del tiempo 'de prisión preventiva que lleva sufrido, el que
se computará de conformidad á lo determinado por el arto 49 del

,código penal.
I

Horacio B. Lal"ret«

~ENTENClA DE LA CÁMARA FEDERAL

Buenos Aires, Marzo de 1909,

y vistos:

Por sus fundamentos se confirma con costas la sentencia ape-'
lada de fs. 71. Notifíquese y devuelvese:

Angel D. Rojas.-Angel Ferreyra
Cortés.-Juall A. Garcia.

DICTAMEN DEL Sl~. PROCURADOR GENERA

Suprema corte:

El recurso concedido para ante V. E. es procedente á mérito de
lo que dispone el.art. :3 inc. 5 de la ley 4055.

El hecho que dió origen á este proceso y la curpabilidad del
procesado Bruco, han .quedado plenamente comprobados en el sUlúa-
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1'10 levantado, 'con la constatación del cm,rpo del delito :y la confe-
sión del reo.

Las circunstancias especiales del hecho que ha invol.ado. la de-
fensa, si bien no pueden considera-rse como eximentes de la pena,
en razón de no aparecer la. fuerza irresistible que hubiere impuL'iado
al agente á cometer el. delito, sirven para disminuir la pena que
establece el arto 1.° de la ley 3972 á su mínimun, en la £o1'mn. que
lo establece la sentencia de primera instancia.

Reproduzco mI dictamen de fs. 79, y pido la confirmación del
fallo recurrido. .

Luis B. Malilla

FAl_LO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Junio 24 de 1900.

y Vistos:

No excediendo de diez añ0s de presidio la pena imppesta en la
Eente;1CiaapelJél'dade fs: 84 vta.., c~nfirma.tol'ia. de la de f. 'i1, se
',ieclara improcedente el recurso interpuest.o, con arreglo al inciso 5;
al'l:ícu¡'o 3.° de la ley número 4055. Notifíqncse con el original.y'
dev'uélvase.

A. BERMEJO.-OCTAVIO BUNCE.

-NICANOR G. DEL SOI.AR.-

M. P. DARACT.
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Juan Bosch contra la P"ov'incia de Buenos A'ires, Interdicto de
despo,io.

,
Sumario: No corresponde á la justicia nacional el conocimi.ento

de un juicio, si de autos resulta que ante los tribunales de pro-
vincia' se tramita otro juicio entre las mismas partes, en el
que se invocan los mismos hechos como causa eleterminal1le ele
la demanda y se persigne idéntico propósito.

Caso: T~oe:.'\:plica.el fallo siguiente:

FALLO DE' LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Julio '-7 ce 1909.
/

Vistos estos autos de los que resulta:,

Que el Dr., José 1\1:. López, en representación de don Juan Bosch,
demail1da al gobierno de la ))rovincia dc Bueno Aires, exponiendo:

Que su representado poseía pacíficamente' desde principios del,
año 1886, un terreno situado en Ia.c alle 74 entre 9 y10 de la cinelad
de La. Plata, habiendo levantado en el' edificios de material que
llevan los números 1447 á 1453, efectuando otras obras de carácter
permanente, abonado todos los impuestos fisca\es, el empedrado de
la calle y ejercido actos de dominio viviendo en mi:!. parte ne lo
edificado y arrendando la otra como dueño.

Que durante el curso de esta posesión tuvo conflictos con parti-

•
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c:ulares y á. los que yen ció en sus tentatiyas, hasta que en 20 de
Noviembre de 1904 fué sorprendido por la presencia de una per-
sona acolllpañada de numerosa fuerza policial, por la que proce-
dió á desaJojarIo de su posesión, haciendo sacal' Jos muebles y coJo-o
carlos en medio de la calzada, sin concederle plazo alguno para bus-.
cal' un. albergue paTa. su familia, por. todo lo que en e] mismo día
fOl'mnló ]a .protest.Q que en. testimonio acompaña.

Que estos hechos importan una violación de princlplOs cJal'Í-
.~iJlloS de la consfitllción, en cuanto 1;01' ésta se consagra, e'.ItJ:p."t1'::'8.
la inviolal~lidad del domcilio y que nadie puede ser condenado sin
juicio previo ni sacado de sus jueces natnrales, agregando que en el
caso m:is fayorahle de que el gobierno. fuese el propietario del lote
de teJTeuo expresado, estando poseído desde más de diez y nueye
31105, •por su representado., no pudo turbársele en esa posesión en la
forma que se ha hecho y debió recilrrirse á lo jueces para hacer VH-

ler su~ derechos. Hacienclo mé;'ito de estos antecedentes. é invocando
en RU favor las disposiciones de 13 ley ci,'il con respecto á 1:1 aeeión
de despojo, termina pidiendo se condene al gobierno de la provincia
á la restitución. del inmueble deslindado, con todos sus accesorios,
indemnización de pérdidas é intereses y costos del juicio.

Convocadas las partes á juicio verbaJ, á los efectos deter.minado,;
"por el art. 333 de la ley de procedimientos, después de acreditada
;0. jurisdicción originaria de esta suprema corte y reproducida el!
la ampJiación á que se refiere el escrito de fs. 46, el representante
del gobierno de Já provincia expuso que interponía como artículo
de. previo y especia] pronUJ{ciamiento .la excepción de litis penden-
cia, fundándose. en el hecho de haber el actor, con anterioridad,
promovido dema.nda contra el referido gobierno ante la 'l:;~lprem3
córte de justicia de la misma provincia, por inconstitucionalidad
de la resolución a~ministrati"a ocasionaf de este" nnevo juicio.

Que. eneontrftnrlose a~Teg'ados Ú esos autos todos los anteceden-
tes administrativos pertinentes y que no habiendo podido obtenerlos
d: la: corte de esa provi!lcia donde el asunfo estaba. definitiva.mente
radicado por no ser parte en eJ juicio el exponente, solicitaba se
pidiera su remisión, manifestando en conclusión con respecto al fon-
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do del asunto que se limitaba á negar todos los hechos alegados. J!}l
representante del actor, contestando esta excepción, expuso que ella
era improcedente, por trata,rse de un ,juicio por su naturaleza su-
mario y que tampoco procedería en el ('aso sllb-juc1ice, por scr
condición indispensable l')ara que asista la lit.is pendencia que la
ca,usa ó juicio que se invoque se halle radicado ante un tribun:d de
igual jurisdicción, que se prosig'a el mismo objet.o y que ella s~a en-
tre las mismas purtes, lo que no sucede, pues, (le lo que en el ,juicio
,citado se trata es de obtener una simple declaraci6n de que la. re-
solución administrativa y los procedimientos puest.os en práctica
para' ~u cumplimiento, SO)) repugnantes á las g-arantías constitucio-
nales del orden nacional y provincial, mientras que, en el presente se
trata de una reclamación contra el gobierno de la. provincia demanda-
da, por violación de las disposiciones legales que garaJ?ten la propie-
dad y la po:;:csión. Después (le otras condiciones y (le r!,cibidas las
pruebas ofrecidas en ese ado, la audiencia fué suspendida, conti-
nuando en el día á que fueron de nuevo comunicadas las partes por
la providencia. ele fs. 222, con la, presencia tan solo del repres('ll~'an-
t.e ele la. providencia quien en esta oportunidlld manifestó -qUE!

In excepción invocada, por su parte se l)abía pr~bado plenamente, re-
laciona,ndo al efecto los antecedentes que constan en el expediente

7077 letra, B 904 agregado.
Que el resultado que se persigue en ambos juicios es el mismo,

cual es la. restitución del inmueble; que la demanda se funda en la
misma ca.usa, ó sea el desalojo por la fuerza pública, y entre las
mismas personas el litigio, en" cuya virtnd el fallo que se cliera en
cualquiera de los dos juicios á favor del actor, importaría res-
tituirle la ]Josesión que pretende, de tal modo que ese fallo hacía
cosa juzgada para la parte contra,ria.'"

Que la posesión del inmueble "de que se trata ha sido ya 'dis-
cutida en un interdicto de retener seguido por el actor contra la se-
Dara :María de Paul ante el juez de La Plata. doctor Ricardo Guido
Lavalle, secretaría Cano, en cuyo juicio fué. vencido por sentencia
~onfirma<1a por la cámara de apelaciones y la, suprema, corte 8,11 1os. /
"div,ersos recursos que se interpusieron, quedando así establecido que
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el actor Bosch vivía en ese inmueble :í título de inquilino, y que,
como nadie puede cambiar ni por sí mismo ni por el transcurso del
tiempo la causa de su posesión, no ha podido adquirir lo que pre-
tende, haciendo notar que las mismas pruebas producidas en el inter"
dicto expresado con las que ha producido en el presente y que los
¡'('cibos de la contribución territorial así comó los otorgados por obre-

1"OS qne t~'abajaron en las construcciones levantadas en el terreno,
Ir. flléron otorgadas como simple intermediario de la señora. María
de Panl, como consta en el expediente acompañado.

Después de otras consideraciones aducidas para demostrar que
el adoi: no es propietario del terreno ¡{i de las construcciones, las
ruales pertenecen á lla¡ persona que fué puesta en posesión por el

gobierno, termina picliendo el rechazo de la demanda, con csp,~~ial
ronde'nación en costas, con lo que se dió por terminada la audiencia,
haciéndose en ella el llamamiento de antos.

y considerando:

Que de las pruebas 'producidas resulta debidamente acreditado
que, con antel'iorida.dá la. época en que inició el presente juicio, ó
:::ea en veinte y nueve de diciembre ,de 'mil novecientos cuatro, el
actor dedujo una l'demanda, por inconstitucionalidad" ante la ;:"pl'e-
)]]a corte de justicia de la provincia c<;Jntra. él gobierno de la misma.'

Que en esa demanda, c!espllés de relacionarse los 'antecedentes
de su, posesión en el inmuehle de que se trata, á contar de"]" el
año 1886, con las construcciones levantadas en él, así como el despojo,
en la misl~'a forma qne lo ha hecho' en esta. causa, el actor ter-
mina pidiendo que se le mande reponer en lo que es suyo, volvien-
do las cosas al estado que tenían y que se condene al gobierno,
si resultase haberse realizado por su orden los hechos expresados,
por lo ~ne se llevó á r.abo sn despojo, en las costas, daños y per-
,inicios cansados. ~

Qne hecha saber esta demanda. al poder ejecutivo, se ha trami ..
tuda con intervención del asesor del gobierno hasta quedar en estado
dr. pi'peba en que fué puesta por el auto de fs_ 46. vta., con fecha

:t
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27 de diciembre del año IDO?,expediente agrega,do caratulado supre-
ma corte de justicia, provincia de Buenos Aire.~, Bosch don Juan
cont.ra el poder ejecutivo. N6m. 7707.

Que tales antecedent.es yo los que constan de los presentes au-
tos, demuestran que ambos juicios se siguen entre las mismas partes,
figurando en uno y otro lél! relación de hechos idénticos como causa.
determinante de la démanda y un idéntico propósito .t¡¡mbién, como
es el de la restitución de la posesión solicit.ada por el actor con las
condenaciones accesorias de lps costas, daños y perjuicios, lo que
justifica lo ale~fadoal respecto por el representante del gobierno de
la provincia demandada en su defensa.

Que, en tal virtud y probada como está la existencia de nb;.o
. juicio en las condiciones expresadas, es de estricta aplicación lo dis~
puesto por la ley núm, 48 de 14 de septiembre de 1863,. según la
cual una vez radica.do un juicio ante los tribunales de provincia,
será sentencjado y fenecido en la jurisdicción provincial. Artículo
14, ley citada .•

Por ello y de conformidad con lo establecidó en casos análogos
por esta Supl'ema corte, se declara qúe no corresponde á la justicia
nacional el c~nocimiento de este asunto, siendo las costas á cargo del
actor. Notifíquese COl) el original y repuestos los sellos archívese.

A. BERMEJO.-OCTAVIO BUNGE.

-NICANOR O. DEL SOLAR.-

M. P. DARACT.

CAUSA XLVI
I

ReCHrso extraordinario deducido de hec7~o por Victoria Sar?'acan en
autos con Mariano de Vedia por cobro de pesos. Incidente so-

bre em.bargo.

8t¿??wrios: :E:simprocedente el recurso extraordinario previsto en el
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artículo 14, ley núm. 48 deducido c~ntra un auto que se limita
ti interpretar y aplicar. el artículo .480 del código de procedi-
mientos de ]a capital, sin que se haya debatido en el' pleito,
ni resuelto en ese auto cuestión alguna relativa {t la constitu-
ciona]idad de aquel precepto legal.

I

Casos Lo explican las siguientes pieílas.

SENTENCIA DE LA CÁMARA DE LO CÓMERCIAL

Buenos Aires, Octubre 13 de 1906.

y vistos:: Considerando que el arto 480 del código de provincia
en lo comercia] prohibe de una manera. positiva y termina.nte que
se trabe embargo en caso alguno en el lecho cuotidiano del deudor,
oe su mujer é hijos, en las ropas y muebles de su indispensable uso,
ni en los instrumentos necesarios p~.ra ]a profesión, arte ú oficio que
ejena; que si en algúu caso s~ falta. á esta prescripción de la ]ey

Jo' se embargan muebles, cosas ú objetos comprendidos en la disposi-
ción legal, tal embargo no puede subsistir y debe levantarse; que
desde luego en el presente caso y en atención también á las mani-
fest.aciones del ejecutado al pra.cticarse el embargo lo que co'rrespon-
ponde es examinar si los muebles y ol?,jetosembargados ti f. 13 "ta. y
en los que se t.rabó nuevamente embargo á fs. 42 vta.. son de aquellas
en q~le tal embargo no ha podido ser traba,do por la disposición legal'
citada; que examinaudo las diligencias de embargo aparece que. este
se ha trabado en paite en objetos exceptuados, á saber: los muebles
del' escritorio, la biblioteca y los libros, instrumentos necesario!; Pal'fa

~ la profesión del dendor; los muebles de] comedor, con excepción
de los cortinados, los muebles de la sala, exceptuando también los
cortinados; y los roperos existentes en otras habitaciones. Por tal
motivo y de acuerdo con la. jurisprudencia de este tribunal, se re-
:voca la resolución apelada de fs. 120 y devuélvanse para que le-
vantándose e] embargo trabado en los objetos que en este auto se..•
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indican, continúe el procedimiento. segÚ!l por derecho corresponda.
R,ep. el sello.

Ante mí K Giménez Zapiola .

. En disidencia:

y vistos: Por sus fundamentos se confirma con todas sus parte.s
el auto apelado de fs. 120, con costas. Fíjese en treinta pesos- el
honorario del doctor Blanco. Devuélvase. R.epóngase el sello.

Estevez.

Ante mí K GiJúénez Zapiola..

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL

Buenos Aires, Marzo 26 de 1909.

Suprema corte.

El recm'so directo deducido para. ante V. E. es improcedente,
por no estar amparado en )ünguno de Jos casos que. epumer'a el.
út. 14 de la. ley 48, por lo que pido así se declare.

La re.c;olución de la cámara inferior no coÍ1tiene decisión sobre. .
punto que sea regido 'por la constitución, t;ratados ó leyes del con-
gTeso,.de.sde que, ante dicho tribunal, no se ha puesto en cuestión
ningún derecho que se mi1pare en e.c;a~prescripciones, y la dicha
resolución, que no es definitiva, por cuanto no da. fin á la ejecución. . .

en trámite, se limita á resolver un incidenté del JlllCIO, por a,pli-
cación de un artículo del cócligo de procedimientos de la ca,pital, el'
cual e.stá excluído de la competencia de V. E.

Por otra parte, el fundame;1to cm que se apoya el recurso iut;er-
puesto es inadmisible. Se dice 9ue la re.solución de la cámara de fs.
135 establece un privilegio a favor de un ciudadano, en contra de lo
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dispuesto por el arto 16 de la constitución. Esto no es exacto. La re-
cordada disposición constitucional' establece que todos los ciudada-

•• nos son iguales ante la ley, y quedan sometidos á la' jurisdicción,
.~il1 distinci~n de fueros ni prerrogativas, y esta cláusula no es con-
traria,da por el arto 480 del código de procedimientos de la capital,
que admite .una excepción de carácter general, basada en razones de
humanidla.d, que la ley 110 ha. podido olvidar; y aplicable á.' todos los
litigantes que se hallen en las condiciones previstas por el artículo.

No puede, pues, decirse que la cámara inferior, haya admitido
un privilegio especial en beneficio de determinada prsona, en razón

I
de su condición' política ó social, desde que la exClusión de cierta
clase de inmuebles, de' los bienes sujetos all embargo, ampara á todos
los deudores q~le estén en situación de a'j)]"ovee!Jar de la dispos:eión
al' la ley, y en esa intligencia, ha sido aplicad.a en el caso sub-judice.
No ha sido, pues, yiolada la cláusula. constitucional que recuerda el
apelante.

Sírvase V. E. proveer como lo pido.

Luis B. lIfolina.

FALLO DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Julio 29 de 1909.

Autos' Y Vistos: el recurso de hecho por apelación denegada
interpuesto por Victorio Sarracan im autos de don Mariano de
Vedia, de sentencia pronunciada por la. cámara ele apelaciones en
lo criminal, correccional y cO:Qlercial de 'la capital.

y considerando:

Que el auto apelado corriente á fs. 135, se limita á interpretar
y aplicar el arto 480 del código de procedimientos de la capital, sin
que se haya debatido en el pleito, ni resuelto en ese anta, cu,,~tjón
alguua relativa á Sil constitucionalidad.
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Que la: referen'cia al arto 15 de la constitución, hecha en el
escrito de queja; l~ ha, sido extemporáneamente, con arreglo á lo
H'suelto en casos análogos (art. 14, ley núm. 48).

Por ello y de conformidad con lo pedido por el selior procu-
rador general, se declara bien ,denegado el recu~o., ,Notifíquese
con el original y ar~hívese, devolviéndose los autos enviados 'por vía
de informe, con testimonio de esté\l resolución. ~epóngase el pa.pel.

, A. BERMEJO.~OCTAVIO BUNGE.
-NICANOR G. DEL SOLAR.-
M. P. DARACT.

CAUSr'\,

Criminal contm Fl'qncisco Fihul, iJOI" homiciaJio.

Sumario: Es justa la sentencia, que' coildena á la pena. de doce :!JJOS

de prl)sidio y accésorias legales al autor, del delito de l:;omi'-
cidio simple, perpetrado con la circunstancia atenuante, de em-
briaguez parcial. \

Caso: Lo explican las piezas siguientes.

SENTENCIADEL JUEZ LETRADO

Rawson, Diciémbre 26 de 1908"

Autos y vÍstos: La presente eausa cri;11inal seguida de ,dJcio
C6~ltra.Francisco Filml por homicidio en la perso)la de C~rlos Ratch,
de .la cual resulta que en la noche del día veinte y dos de marzo del

'.
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corriente año en el pueblo de :M:aduju, jurisdicc.ión de este terr:tol'io
se encontraban en la .casa de ÍJegocio de José Toski,varias personas
entre las que se contaban Francisco Filml, Carlos R.atch, Alldl:él>
Avelino Soto, Basilio Carlos Glú:ljami, Carlos Idalgo y Pedro Seh-
mat, como el 1)J'imero de los nombrados JIlOlel>tara á los denl»s y
pegara un enlpujón á Gudzami, Carlos R..atch lo tomó de un bra'zo
y le sacó fuera ,de la casa.,' invitándolo á que se fuera á ~ormjr y
poco' después volvió á entrar solo Rach y siguiéndoio Filml sin que
nadie pudiera evitarlo ]0 hirió con un cuchillo de qüe estaba armado;
sepultándoselo en el pecho, herida que le ocasionó ~1I1amuerte (,ási
instantánea, al ver lo sucedido, los circunstantes .procedieron á dete-
ner y desarmar al ll1alhech~lI' poniendo en conocimieilto de h r.uto-
ridad poli'cial' el hecho.

Prevenido el sumario por el encargado d13 la policía de :M:adryn,
remitido junto con el procesado, se tramitó eficazmente ~n'esfe .iUZ7

gado quedando conclusa la causa para ¡iefinitiva. -y considerando:

Que el ct;erpo del delito se encuentra debidamente comprc,bado
.con las disposiciones téstificadas de fs. 3, £s. 5 vta., fs. 7 vta .. IS. 9
vta., y fs. 11 Üa:, testimonio de defunción de Carlos Rateh levaIHado
por el encargado del registro civil -de togo lo cual resulta plenanl~úte
probado que Francisco Fihul' dió muerte á Carlos Batch en la. fecha;
lugar y demás circtIDstancias relacionadas. ,

Que u~a vez elevada á plenario la causa;" el señal: fiscal pro¡1ucé
la acusación (£s. 24 vta:.) en la que califica eL hedIÓ de homicidio
'perpetrado cOn las circunstancias agravantes de premeditaciún y
alevosía y la atenuante de embriaguez parcial pidiendo en conse-
cuencia se le aplique la pená de veinte años de presidio. Corrido el
tl;aslado _correspondiente el defesor del procesado invoca á favor
de su defendido, reconociéndolo auto!' del hecho, la circunsLancia
eximente de pena del arto 81, inc. 1.° del ¿ódigo penal, ó sea la l~m-

briaguez .cOlllpleta ó involuntaria, .en cuyo estado sostiene COlU:;tió
el :procesado el acto delictuoso motivo del .presente y pide en oonse-
cuenciit la absolución de éste.

Recibida la causa á prueba. se produce por partll de la ~efensa
la que, obra desde £s. 39 toda tendiente á probar dos hechos. Uno
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(]ue en caso de conseguirlo pondría en evidencia la eximente il,vo-
~ada y es la testimonial rendida, por José 'faske fs. 46 vta. Moisés
Helusan fs. 47. Andrés A. Soto. fs. 48 y Carlos Hidalgo Is. 4S
vuelta, los cuales contestando á las preguntas tercera y cuarta .tlel
interrogatorio de fs. 44 que se refieren á que si,el provocado se' en-
~ontraba en estado de ebriedad absoluta lá. tercera, y que si en apa,-
riencia obraba inconcientemente, la cuarta dicen: Taski fo,in ('itada
:ú la tercera que ignora por cuanto Fenhl recién entraba á su casa,
:y á la cuarta, que este iba 21mpoco eb1.io y'que en su casa, solo tomó
una$ copas de cerveza. l\f.oisés Helman foja citada que Fenhl l'bró
concient~mente mientras estuvo en sn casa. Andrés A. Soto á Ja ter-
cera, que ignoraba pues solo vió á Filml un m'omento antes de co-
meter el hecho y al COi1te.':itar la. pregunta segunda elel mislUo) iJi-
terroga,torio dice que el procesador no 'ob1'aI1a inconcienfem.ente y
Carlos Hidalgo' fojas citada' dice que no sabe si el procesado I)"ta-
ba ebr~o pero que no obraba inconcientemente. Y el segundo h~cho
(]ue trata de probar, no se puede imaginar el suscripto .la importancia
<]ue teng'a pues no se ha hecho mérito de esa prueba por la defensa
)' se refiere al .tecnicismode la toxicología, investigando la presen-
cia, de veneno en los licores que se expendeti en las casas de nego-
cio que recorrió Filml la noche del delito, pero. es conveniente hacer
('onstar qne en 'la {u1icn. muestra en fine encontró alguna parte de

snbstancias venenosas, fué ei] la de tÚ] licor que el proee.<;:lcl.)'no

había bebido.
Que en consecnencia de lo expne..,t:9 a JUICIO del suscripro la

ealificación l~gal del hecho .que motiva el presente juicio y su pena-
lidad deben encuadrarse en la disposición del arto 17 c.ap. 1.° inr. LOI
de la íey 4189 de reformas al código penal, ó sea la de homicidio
.~imple1 con la atenuante, de en~briaguez parcial y sin ninguna a~Ta-
"a,nte por no existir en el" proceso prueba a.}guna que abone la, in-
"ocadas por la acusa.ción fi~cal y aplicarle la pena indicada en clicha
disposición legal en su término medio, rebaj:mdola prudencinlmente
en virtud 'de la atenuante expresada ó sea. la de diez y siete años

de presidio y accesorios de la ley.
Por estos fnndamelltos falló: condenando á Francisco ];-;ihul
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como reo del delito de homicidio siulple perpetrado en la persona
de Carlos Hatch con la ciI'cunstal1cia atenuante de embriaguez par-'
cial á la pena de diez y siete años de .presidio y accesorios de los
acto 63 y 64 del c6digo penal, fijándose el término de cinco' años
para la sujeci6n á la vigilancia de la autoridad policial despnés
de cumplida la condena, reclusión orbitaria de treint.a días en los
liniversarios del cl'i~en y costas 'procesales.

Hágase sabel',t6mesé razón y si no fu€Í'a apelada en ¿ie'n1'i.)o,
esta en definitiva sentencia elévese al superior á los efectos del hr-

I .

tículo 690 del c6digo de proc.en lo criminal.

José 1'. Golla1~, hijo
Ante mí: Ram6n F. Boria.

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDERAL

~a Plata, Abril. 27 de 1909.

Vistos y considerado:

Que en autos está probado él fallecimiento de la víctima, á
causa ?ehaber recibido una l;erida COI; arma. blanca, que le produ-

jo la muerte, casi instantaueamente (actos de fojas quince).
Que el procesado. ~ autor del crimen, está probndo por la.~ dc-

clara.ciones de testigos: á .fojas 3 declara. TMki testigo presencial,
. '.

que Francisco l"ihnl di6 muerte á Carlos Ra.tch en casa del negocio
del dec1:lra.Jlte, sepultándole .un cuchillo en el cuerpo de la víctima.
El testigo Andrés Avelino á fs: 6 tamh!én declara, que preselJci6
éllflndo 1<'l'ancisco Filiul sepult6 su cuchillo en el cuerpo de Ratch .

.Los testigos presenciales Basilio Carlos Gudzain, Carlos Hidalgo,
Peoro Schmart, declaran á fs. 8, 10 Y 12 en términos análogos {¡ los
anteriores.

Que tales declaraciones hacen .plena fe, respecto al hecho ma-
teria. de este proceso, que }~raJ1cisc~ Fibul .es el ~utor respoúsable
del homicidio de CnTIos Ratch.
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Que conforme lo decide la sentencia, apelada, no •.está probada
la 'embriaguez completa del reo, para ser eximIdo de pen=:t, úno
que resulta:' de autos estaba. un, poco ebrio, circnt}stallcia que, sirve
para atenuar la pena disminuyendo el térmillQ que le cor,r'espondía.

Por estas consideraciones y fundamentos de la sentencia de fs.
sesenta, y ocho, se confirma, ésta con .costas en cuanto á la calificación
del crimen y hace responsable de él al reo, pero' se ll1odifie¡1é'n
('uanto á la pella impuesta, aplicándole este tribunal la pella de
doce años de presidio establecida en el a.l'tículo 17,' inc. l.~'capítulo
1.° de la. ley penal 4189 y accesorios establecidos en los arts. 63 y 64
del código pellal, eu atención á la atenuante de embriaguez.

I<'íjase el términQde"cinco años para la sujeción á la vigi!:~!1cia
de la. autorida(l i)olicial, después (le cumplida la condena, y. m:ll1tén-
gase al reo en reclusÍón arbitraria por treinta días. en. los anivel' .
.~ari,os del crimen:

Repóngase el papel y devuélvase oportnnamente,

Daniel Goytia, .Toaquin e¿,rri-
lIo, Mm'celi?lo Escalad.~.

DIctAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL

Suprema Corte:

El' recurso intel'puesto es procedente, á mérito de lo que di,,-
pone el art. :) inc. 5.° de la ley 4055.

m hecho que se imputa alpl'Qcesado, y la culpabilidad de este,
llan, Cjuedado debidamente demostrados con las declaraciones 'de los
testigos presenciales, que están conte.'Stes en que Fenhl 'dió muerte
á Ratch "sepultándole un cuchillo en el pecho", sin que mediara
nna palabr.a entre ellos. Y tal delito, como que no hubo provocación
por parte de la víctin~a., cae 'bajo la sanción del arto 17 inc. 1.;-
de la ley ele refonnas del, código penal.
. l~'n cuanto á. la pena., si bien, el infrascripto repnta que, en
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atención á las circunstancias que resultan del sumario, correspon-
dería agravar la fijada por la cámara, no habiendo apelado el minis-
terio fiscal, no puede .modificarse el fallo en sentido desfavoruhlf. al
reo, conforme á la jurisprudencia sentada, por V~ E. al apl!c3J' el
art. 693 del código' de proc~diniiento~ en lo c~'iminal. (Tomo 63 p~.
ginas 45 y 55; tomo 69 pág. 145 Y tomo 73 pág. 316).

Por ello, pido la confirmación de la sentencia reclirrida. ,le f".
76 vuelta ..

Luis B. jJ{olinc:

FALL9 DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires, Agosto 3 !le 1909.

y vil,tos: Considerando:

1.'\' Que está comprobado por las declaraciones d~ los tes-
tigos del sumario; que ]<'rancisco ]<'ihul dió muerte á Carlos. Ratch.
el 22 de mayo de Ü)08, e~ Puerto Madryn.

2: Que ]i'inhl y ';ra.<; personas se encontrabán en el dc<;p:lcho-
de bebidas de la casa de negocio de J'osé Toski, quien le dijo, que
se retira.ra,' y que habiendo ~uelto á entra.r Fihul, le di6 uu empu ..
jón á Carlos Gudyani por .10 que Ratch le tomó de U11 brazo y 11)

sacó á la puerta de calle diciéndole que se retirase ..
3.° Que este hecho de R,atch no puede ser considerado como

una provocación, pues se produjo de:<;pués de haber dado Filml un
empujón á Cm'los Gudyani, tanto más si se tiene presente que di-
cho Filml, babía sido despedido poco antes por el dueño del nego-
cio, Jos'é Toski, á causa. de que contestaba á las demás personas que
allí se hallaban.
i.6 Que el defensor del procf'~<;ado reconoce en la. mem01'¡n de

fs. 82,' presentada ante 'esta suprema corte que solo se ha justificado
la embriaguez incompleta. del procesado lo que se ha tenido presente
en la sentencia de fs. 76 vta. para graditar. la pena que se impone
al procesado.
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Por estos fundamentos y. de confonllid~d' con lo expuesb 'Ype-
dido por el señor procurador general en su vista precedente, '",~ ('011-
..firma.con costas la senteilcia apelada corriente á fs. 76 vt~. Notl-
fíquese con el original y devuélva}1se

A. BERMEJO.~OCTAVIO BU~GE:
-NICANOR G. DEL SOLAR.-'
M. P.DARACT.'

CAUSA

El gouerntúJ,o'/" de la. provincia de San Juan e1.t quéja cont.ra el ,juez
de sección de la misma

Suma1'io: La corte suprema c!lrece de jurisdicción para SO!J(,~Ol¡ar
conflictos entre los gobernadores. de. proviücia y los' jue(l!'s fe-
derales, su.•.,citados con motivo. de diligencias judiciales ordena.-
das por estos últimos para ser cuJilplidas por oficinas locales y
que .aquellos l'esi"ten por considerar q'ue con tales diligencias se.
afecta. á 'la autonomía provincial.

Gaso: Lo explican .las piezas' siguientes.
. nÍ)n .

• t ,i .

NOTA DEL. SR. GOBERNADOR.J?ELA PROVINCIA DE ,SAN JUAN

Sal] Juan. Junio .26 de 1909

A la süprema corte de justicia. nacionál.
Capital Federal.

Exmo. Señor:
Por los motivos que infol'llJ:;t.el decreto de la fecba,' que en

copia. autorizada acompaño, vese este gobierllo en el 'caso de ocurrir
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ante Ir. E. en queja. contra los }JJ"ocedimientos)l1sólitos del señor
.i~lezfederal interino de esta sección.

En juicio entablado por representantes de un partido lJoJítico
contra cl director de rentas de la provincia, por Sll])llesta. inexacti-
tud de las' listas de ,mayores contribuyentes, expedidas en cumpJi~
,miento y á los efectos de lo displ;esto por la ley nacional de eleccio-'
nes en su ar!:. 22 inc. 7¡0} el juzg'ado federal, abrió á l:irucha. la
causa, en cuya estación, á petición de la. parte acusa.dOI:a,decret';¡ pri-
mero se le remitieran los padrones originales de la contribuc;(;r;. di-
recta, á lo qu'e previo dictámen del procnrador general, el poder eje-
cutivo no' hizo lugar, insistiendo el seliol: juez con un siguiente pro-
veído 'en que se le rernitan en copia, dichos padrones, y á la vez.
decreta una compulsa. de los mislllos,-medichls á que el pode!' eje-
cutivo acc!:ldió por deferencia. y en obsequio á la: justicia, y r. S,lIS
, efectos las pasó al' contador general, quien procedió á. la extracción
de las cop'ias, pefo infOJ"m~1:nc10que, a.tent9 lJue el uúmero de contóbn-,
yen.tes pasaba. de trece mil y la escasez' de personal'sería un traba-
jo de largo tiempo y, qne en el entretailto',se ocnpaba de la empnba
el secretario del juzgado federal.' ,

Entre tanto el selior juez prove.)'ó al ,siguiente día un otro
decreto disponiendo ha,biJitar las llOras. hasta las doce de la no('he
en las oficinas .'de la, contaduría, cuya resolución comunicó P:l~'a.su
c'umplimiento á este gobierno en nota .que obra e nel exped:ente
N." 1130 letra. J'. que se adjlUlta.

, lEI poder ejecutivo, considerando 'qnc ese procedimiento afec-
taba í.'l. auto¡lomía de la proYinCia, la pasó en \"Ísta al selior procu-
rádor general, obrando á fs. 5 el dictiímen de éstefunciQnario.j diri-
giendo al mismo tiempo al selior juez federal la nota que en ropia
se acompalia, .en la cual se le hacía saber' que el poder ejecuti\'o con-
sideraba que esa resolu~ión afectaba la autoÍ1omía de la. .provincia.

A pesar de esto el selior Juez dictó nueva resolucWn intimand'o
directamente al contador la entrega de los padrones de la c,,'ltri-
bución directa, de qU,eda, cuenta la nota de dicho funcionario, que
obra en el expediente N.O 1151, letra J. que igualmente se acompa-
fia; pl~escjndiendó así el, señor 'juez del ,conocimiento y del r.on,;en-
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timiento del poder ejecuti\"() de la p,'oviilCia, tratÍlndose de ;~ocu-
mentas financieros de I]ue él es único depositario responsable,

Con esta relación de los hechos, cOlilproLa.dos con los dllcu-
menlos del legajo adjunto, me permito pasar á :fnndar mi I]ne,ja eOI1-
tra. los procedimientos del seiíor juez federal interino de la sección,

El art.. 104 de la constitución naeional dice: "que las pnIYiu.-
cias consenan todo el poder no cleJegado ]Jer esta. constitución al
g'obierno federa], y el que expresamente se hayan reservado P01.' pac-
tos especiales al tiempo de su incorporación",

Por con.siguiente, las facultades del esfado según' la ca.rta fun-
damenta] de la república se han compartido entre la. nación y las
provincias, debiendo ad,'el'tirse que las facultades que eorre3pon-
den al estado nacional están categóricamente definidas' en la cons-
titución.

Podría decirse, pues, que al'lnónica. y coordinamente, tanto la
facultad de gobernar del estado nacional como el de los estados
provinciales reviste todos los atributos de la. soberanía, máxirlle 81

se tiene en cuenta. los antecedentes históricos de la formación de la
mrción argentina por medio de la. unión de las provincias.

De consiguiente, cada. provincia. conserva.ndo el sentimiento y el
vínculo de la. unidad nacional, constituye un verdaclero estado,'-:-con
su poder legislativo; ejecutivo y judicial, siendo cada. estado !nde-
pendiente en el funcionamiento de su armazón y disciplina adminis-
!ratinl.

Así el art. :') establece que cada provincia dictará para sí, una
constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo
nicipal y. la educación primaria. Bajo de estas condiciones el g'(li,ierno
ciona]; y que aseg:ure su ad.llJinistr~óón de justicia, su ré¡rimcn mu-
con los priucipios, declaraciones y garantías de la constituci6n na-
federal, garante ii ca.da. provincin el ,goce y e,iercicio de S!ts insti-
tuciones.

El art. 105 establec egue las provincias se dan sus propi33 :1lS-

tituciones locales y se rigen por eUas, eligen sus gobernadores, sus
\egi~ladores y demós funcionarios de la pruvincia, sin intervención del
gobierúo federal.
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Si pues los gobiernos provinciales tienen Sll autonomía ó vida
propia, si esta autonomía es coexL<;tente del gobierno llacionai, sn
funcionamiento (jebe ser autónomo; las relaciones entre el estado ge-'
llera! y los estados provinciales deben ser de mútuo respecto y cor-
dialidad, sin afectar la' dignidad y la susceptibilidad de estas enti-
dades qne en conjunto y' por clele¡ración vienen (¡ constituir c~ est;ldo
naciol1al para los fines de ntilidad general.

El g'obiel'llo nacional sl~perior en jerarCJuÍa reconoce sin em-
bargo la, órbita de acción de las provincias )' en sus límites 1:l 1'es-
peta, sin a\iasallarla ni meng'uarla.

Estos principios de vida armónica exigen el respeto y la cúl ...lia-
lidad como decíamos y obÜgan á las funcionarios tanto del órden
nácional como del órden pro\~incial, ;1 guardarse las consideraciones
debidas y á no llevar el imperio de su jurisdicción nlt)s all:l de l~
órbita de sus atribuciones.

'Basta leer la. nota del señor juez federal int.erino, (le Junio 10 del
Cte. ,año, cuya copia se acompaña, para convercerse de que ella no
se a.jnsta á los principios elementales de armonía, constitu"ional á
que nos hemos referido, pues s'u juri<;dicción no llega hast~, cli<;poner
de las horas de oficina de 'las reparticiones dependieqtes del poder
ejecntivo de la. provincia, ni puede éste poder darse por satisf::cho
politicament.e por la notificación de la resolución del seÍJor juez de
haber habilitado las horas.

A juicio del poder ejecutivo esta nota. no reune las condiciones
exigidas 'por los principios de respeto de la autonomía de la l)ro-
vincia.

Si el poder ejecutivo encuentra motivos para quejarse de la acti-
tüd del señor juez federa] en la nota alndida, encuen,tra me.nos correc-
ta aún la actitud posterior de ese funcionario y de que d3 cu<;>nta.
la nota del señor contadot general de ]01, pro'l'"incia.

La resolución dictada por el señor juez federal, no cabe eH el ,
órden constitucional, ni tampoco en los principios de procedimiento.
Estando desconocida por el poder ejecutivo la jurisdiceión del :;Ieñor
juez federal para habilita,r las horas de las oficinas dependientes de
a,qué], no 'cabía intimación si era (01 ellbma(lo ii hacerla en su ~:aso,
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y' en segundo lugar, ,tratándose de una repartición 'de la prol'!ncia,
dependiente del poder ej'ecútivo, en cOl1secuencia,subordinadr•• 1 éste
'su funcionamiento, nunca debió darse la órden directamente al S:l:íor
,contador, haciendo caso omiso de su sUl~eriórgerárquico y. 'del primer
mandatario de la provincia, sino fuera, por derecho, por lo menos
vara. gttardal' los 'principios de la más elemental cortesía.

Es d~ advertir, e=o. señor, que la provincia no es p::u"teen
este juicio como V. ~. se impondrá' por los antecedentes remitirlo". '

, Velando' por el respecto de la constitución nacional, que ile l1na
maúera expresa consagra la autonomía 'de ,las provincias, l':J' ~oio
como un:i,manifestación de fidelidad á ,los antecedentes históric;)s de
JlllCstra formaeión nacional, sinó también como un principio,; e"en~
cial de buen gobierno~ por la dig11Ídadde esta provincia, madre de
tantos hijos, ilustres :para la patria argentina, p,Ol''la' cultura, .la ar-
monía. y la cordialidad que este gobierno sostiene como una. 8spi-
ráción y un ideal pa.ra la nallión, y para esta p~'ovincia, pide á Y. Ji:.
se sirva dejai" sin efecto lás medidas decretadas por el señor ,juet
federal, en cuanto ellas 'afectan la autonomla de la provincia.

Otro ::;Í :gue para mejor. conocimientó respecto de lo::; heehos,
me permito indicar .la conveniencia de mandar elevar á la "iota los
autos 'del juicio de la 'referencia.

,gxmo. señor
Carlos Sarmiento
R .. Castaiieda

'D.ICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL

Buenos Aires, Julio JO de 1909.

Suprema corte:

])e la lectura y antecedentes elevados. á V.. E. por el seii.()l'go-
bernador de San :luan" no result.a la irregularidad de los' pr:)~(>di-
mientas observados por el seilOl' juez federal' de dicha. pl'ovin,~;a, en
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.la cau~a que se sigue ante ese juzgado contra.. el dirertor de rentas
de la misma, y en la que ejerce jurisdicciÓn exines3mente ~co':chda
])01' la. ley narionál de elecciones.

La diligencia. principal ordenada por el juzgado, está pl.'e",ista
y autorizada por el art. 116 inc. 2 }' 3 de la recordada ley, y la;
llllbilitación de '1Jor~s á fin de practicar diligencias de prueba, 3Hya
llrg-ellcia resultaba de la circunstancia, de fenecer el térnlino proba-

. torio, es una facultad elemental de los .•jueces en la. fon~lacjón del
sumllrio,' qne no 113.podido ser desconocida.

. ~n nada se' ha atacado ia ~utonolllía de la' proviJicia, y e! 5eñor
jllez federal. se h~ cliril:;'ido á sus autoridades constituídas, so1i('it;¡'~do
se le facilitasen los medios de practicar dilig'encias perieiales, hdis-
]lensabies para, la solución del proceso sometido' á su autoridtÍd. No
ha pretendido invadir atribuciones de la soberanía iocal, y se ha li-
mitado á ejercitar su~ facuItade!'¡ judiciales, que las ~utoridadcs de
la pro~'incia'están obligadas á acata)", COino'lo dispone el art. 1.3 de la
lev 48.. ,

Considero, por tanto, que no hay. mérito para usar de las fa-
cultades que confiere á Y. J<J. la superintendencia sobre los t";buna-
les J1'<lcionales inferiores, y no estando ~entro de sus at~"ibucionp.s .juz-
gar ni decidir sobre los. hechos á que se' hace referencia, mientras
ellos no vengan por las vías legales, ~onforme á la 'jurisprndencia. (le
V. E. (Tomo 73 pág. 122), debe abstenerse de toinar resolución al-'
g'111111 al ]'~specto, y en este sentido, so~; de 'opinión se conteste la"not'a
del seí'íor gobernador de San Juan, con devolución de los a!\tece-.
dentes remitidos.

uuis B. Molina

RESOLUCiÓN DE LA CORTE, SUPREMA

Buenos Aires, Agosto i de 1909.

Vistos y considerados:

Que ni los art. 100 y 101 de la constitución que determinlll, 1:1
l' '.

c(llllpetencia de esta corte suprema, ni las leyes dictadas en. su C()ll-
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secuencia, le' atribuyen' la solucióri del conflictó' á q.ue se hace refe-
renci,a en la comunicación del señor gobernador de lá provinr.;:l de
San J'¡l3n; y d'e conformidad con lo pedido por él señor procn':adOJ~'
general, así se declara. Hágase sa,ber con la. trascripción del refe-
rido dictúmel),

A.. BERMEJO.-OCTAVIO BUNGE ..

,-NICANOR G. DEL SOLAR.-

M: P. DARACT.-C, MOYANO.

GACITÚA.

CAUSA

El juez federal de San Juan' solicitando de la corte SUjJl'ema ?({~ mc-
didas neces((1'ias lJara que se lJl'cste el apoyo de 'las fuel'zm na-
cionales á objeto de hacel' cumplÍ?' l'esolucio~ws dictadas en e:
juicio seguido (]ont'l"Oel direetM: ,de l'entas de la jJ'rovincia .• lwr.
infmcción á la ley de elecciones nacionales:

,;

Sumado: No entra en las facultades de la corte suprema lade hacer
cumplir .las resoluciones que dicten los jueces fede¡;ales, en Jas
causas sometidas á la jurisdicción de éstos.

Caso: En el juicio seguido por ante el juzgado federal de San .T¡¡an
contra el director de rentas de dicha. provincia, don Cleme!lb Gil,
por infracción á la Il)Y elecciones naciouales, á petición :lel :leu-
sador se libi'ó oficio al ministerio de hacie¡1Clade- la provincia
l)ic1ienc1ola reluisión inJll~c1iata,~lelltro c1~1térniino d~cinco días,
por el que se abrió la causa á prueba de los padrones ori,Q,'inales
.le contribución .directa, ó copias autoriz~das de los mismos, }Jl
ministe)'io contestó q~e no era posiole renlitil' los padrones ori-
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g'inale" por cuanto,' e12(1a'su Índole y naturaleza, éstos debían'
per manecer constantemente en la oficina respectiva; ni la:::
copias, por carecer ésta del pers0nal y tiempo necesarios,

En vista de ello, el juzgado, á petición. del quer,lian,te,
n9mbró un coñ.tador pa,ra que asociado al secretario de 'a ('au-
sa, verificas.e la cÓlUpuL~a, la que, en su' comienzo; debió sns-
penderse por lo ay~nzado de la hora. En razón de vencer el tér-
mino, de prueba, el' juzgado habilitó horas para que coñtinu,l'lc la
diligenci.a, lo que se comunicó al poder ejec'utivo de la prll'.'in-
cia, pero la compulsa .debió suspenderse de nue\'o á' c3ú~a de
ql1e fueron cerradas las puertas de la' oficina por los emplc3Llos
de la misma; el juzgado ordenó, entonces, se intimara al conraJor
de la provincia, pusiera á dispQsición del actuario los rCg'i~tros
de la contribución directa; á lo que se' Jl~g6 aquel por no ~laber
recibido órden del poder ejecutivo. El juez, se dirigió á la ,~m'te
suprema, l)oniendo en su conocimiento el conflicto produc;dc, y
pidiendo se tomara por este tribunal las medidas necesarias 'para
que se preste al juzgado el apoyo ele las fuerzas nacionales á
, objeto de hacer respetar sus resoluciones.

DICTAMEN DEI,. SR. PROCURADOR GE!IIERAL

Suprema corte:

. V. E. tiene establecido por una jurisprudencia reiteraqa en di-
versos casos, que no entra en sus facultades h:.¡,cer cumplir las re-
solucio?es dictadas por' los jueces illferiore.~, ,á quienes las leyes han
dado el 'imperio necesario al efecto, y los medios para procurar ha-
cerlas efectivas, (fallos contenidos eh los tomos 41 pág~ 232; 55 pág.
119; 84 p'ág .. 244, Y de fecha 5 de diciembre de '1907, en las actua-
ciones iniciadas ante el juzgado de sección de Jujuy, con motivo de
la s~ltura .,de detenidos en el ,cuartel de infanteria).

Esta jurisprudencia se basa en las disposiciones' constitu('.io~,alés
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y_legales que crearon este supremo tribunal, y fijaron los casos de su
Gompetencia originaria, de apelación ó de superintendencia, (art. 100
y 101 de lá constitución; 1 y 14 de la ley 48; i,.3, 9 -y' 11 de 1:1 ley
4055), en ninguno de los cuales se encuentra,' evidentemente, la fa-
cultad de amparar las decisiones que los jueces inferlores adopten
en los procesos que están sometidos á su jurisdicción ..

El pedido que fOl.1nula el señor juez federal interino de San
Juan en la. parte final de su nota, es improcedimte por las razones ex-

, puestas más arriba, y pido á V. E. se sirva así declarad, mandando
se le devuelvan las actuaciones remitidas.'

Luis B. Molina

RESOLUCiÓN DE LA CORTE SUPREMA

Buenos Aires,. Agos!9 7 de 1909.

Téngase por resolución el precedente dictámen del señor pro-
eurador general, y hágase saber al juzgado federal de la provj¡'cia
de San Jnan, en contestacióú á su nota de 23 de junio próximo pa-,

, sado.
A. BERMEjO.-OCTAVIO BUNOE.

--NICANOR G. DEL SOLAR.-

M. P. DABACT.-C. MOYANO

GACITÚA.

CAUSA

Criminal, con/.m Juan BocM,quez da, Silva y 1I1.m.ía.Domín,quez,
1)01' infan#cidio.

8tl'Ylla?'io : Es justa la sentencia que condena á veiúticinco años de
presidio y quince de penitenciaría, respectivamente, al padre ;.'
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la madre convictos y confesos del delito de infanticielio, con las
circnnstancias agmvantes de reiteración y atenuantes de los in-
cisos primeros de los artículos 81 y 83 del Código Penal, respect~
de la madre, y la de haber 'durado la causa más ele dos. años (ai.-
tículo 83, inc. 8.°).

'Caso: . Lo explican las piezas siguientes:

SENTENCIA DEL JUEZ LETRADO

Posadas, Abril 29 de 1908.

, Vista. la causa criminal seguida de oficio contra J'uan Rodríguez
.Da Silva, brasileño, de :32 mIos de edad, agTicultor, no. sabe leer ni
escribir, y l\Iaría Domínguez, brasileña, de 23 años, no sabe leer ni
escribir, ]Jor infanticidio.

Resulta:
,

Primero: En },:jnero 4 de 1906, el vecino ele Concepción de la
Sierra don Alberto ]\r[árquez Ratier, denullció al Comisario de Pol.icía .
señal' Lapresti que de añas atrás era vaz ca)'riente que sus canvecinas
Juan Rodríguez da Silva y María Damínguez vivían en cancubinatQ,
y que la~ criahll'as que daba á luz ésta eran muerta,> par Rodrígnez;
que había visto. á María embarazada, pero. qile jamás snpo el destino.
de los hijos, siendo. á mediadas de Noviembre 'pasado la última vez
que la vió en eSe estado (f. :3).

Canstituída. el COliJisario en las inmediacianes del damicilio de
J.uan Rodríguez, á siete leguas de la Camisaría, supo. par 'Jaaquíu
:M:anuel de A'raujo, padre de María, que hasta un mes antes había
esüida embarazada. ésta, ignaranda si tuvo familia, Jo que también
había sucedido en otras acasianes, y que UIl curaudero llamado Luis
Chavies le suministraba remedias á. María, referencia que le fué cone
nnnada. por Chavies; en razón de lo expuesto, el .Comisario procedió
á interragar á estas persanas y detener á María y Radríguez (f. 5).
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.JoaquÍn Manuel 'Araujo, declara: Que hacía años dejó su hija
María en poder _de RodrÍg'uez, sabiendo que vivían mal'ilalmenle, y
que á medida que tenían familia, l~odríguez daba muerte á las cria~
turas, no habiendo denunciado á la autoridad á la autoridad por te.
mor á Rodríguez; que un mes antes OCUITióun hecho análogo, pues
habiendo notado á :María embarazada á los pocos días la vió "sin
vientre alguno", sabiendo que 'el curandero le había, )n'oporcionado
remedios. "Supone para alumbrar mús pronto"; que :María no le dijo
nada (f. 7 Yratificación de f. 32).

Luis Chaviel dice: Que habiéndole solicitado Rodríguez un abor-
tivo para su concubina María, embarazada de 8 á 9 meses, le l{ropor-
cionó un té de "salva vida", y que días después aquellos le mani~es-
taron que ha\>ía nacido viva una criatura; que conoce por referen-
cias los anteriores embal'azos de j\Iaría y que R.odrÍguez daba muerte
á los recién nacidos porque en varias ocasiones le pidieron el mismo
aboi'livo (f. 9 Y ratificación de f. 31):

La procesada María Domínguez, confiesa: Que hacía seis años
vivía en concubinato con su tío y padrino Juan Rodríguez da Silva;
al segundo año, hallándose embarazada, Rodríguez le suministró un
abortivo y dió á luz un niño varón que Rodríguez hizo desaparecer
ignora.ndo la forma; vivían en la estancia Santa María; al tercer

, año nació muerto otro varón; al cuarto año, después de nueve meses
de embarazo nació otro varón' que hizo desaparecer Rodríguez; al
quinto año tuvo un varón, que nació vivo y corrió la misma suerte
de los anteriores; al seXto año, ó sea un mes antes de la declaración,
nació vivo el último varón sin medicamento alguno, que también lo
hizo desaparecer Rodríguez. Agrega que no denunció estos hechos. ni
le reclamó á Rodríguez, por temor á éste, quien jamás le habló al
respecto, y finalmente que las cuatro criaturas nacidas vivas las
sintió llorar (f. 13 Y ratificaciones de f. 28 Y 38).

Juan Rodríguez da Silva, confiesa que. hacía ocho años vivía en
concubinato con su sobrina y ahijada María Rodríguez, y temeroso
de la. crítica de la gente}', parientes, tan pronto nacían con vida Jo.
hijos, que fueron cuatro, les apretaba la nariz, asficiándolos y les
daba muerte, enterrándolos en diferentes lugares; y para que diese
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,1 luz su mujer, le daba un té que le proporcionaba ChaYiel; que
Araujo conocía los embarazos de María :{ ésta era sabedora de todo,
pues si bien no veÍa cúando les daba muerte - á los niños - le pre-
guntaba en seguida y ~l le contaba lo que hada" (f. 17 Y .ratificación
de f. 29 y.).

El mismo día 4 de enero, el cOJ;nisario, acompafrado de varios
testigos y del procesado Rodríguez, exhumó el cadáver del último
niño que había sido enterrado á veinte metros de la casa habitación
de Rodríguez, trasladándolo á la comisaría á objeto de que el médico
Dr. Pío A. Bolognini practicase su examen (acta de f. 20 Y diligen-
cia de f. 21); el día 7 dicho facultativo presentó el resultado de la
pericia, arribando á la conclusión que la criatura era del' sexo mas-
culino, había nacido con vida y á tél1nino, siendo muerto como al
mes por sofocación (f. 1).

Posteriormente por mandato del juzgado, el comisario instructor
buscó los restos de las otras víctimas confesadas por los .procesados,
encontrándose "unos trozos de cráueo pequeños.y huesitos al parecer
de feto" eu los diversos sitios señalados P1?r Rodríguez (acta de
f 46 á 50).

Segundo: El fiscai, terminado el sumario acusó á los procesados
Juan Rodríguez da Silva y María ))omÍnguez, c~mo autores respon-
sables del delito previsto y castigados en el arto 17, cap 1. rnc. 2 de
la ley 4189, con los agT3vantes de los artículos 85 y 84. rnc. 4 y 13
del ,código penal y solicita se le aplique la pena de muerte á Rodrí-
guez, y á María penitenciaria por tiempo indeterminado con arreglo
a! art. 59 (f. 54 Y f. 151).

El defensor de Rodríguez alega que éste no se hallaba en su
sallO juicio cuando delinquió, PO}' cuya circunstancia debía atenuarse
la pena fijándose 'en la inmediata nferior á ia de muerte (f. 78).

El defensor de María sostiene la absoluta irresponsabilidad' de
'ésta, sin haber cooperado en ninguna forma, habiendo silenciado los
hechos por ser una infeliz mujer, sin suficiente energía y capacidad
intelectual para libertarse, dél yugo de su opresor Rodríguez; pide
en consecuencia su absolución (f. 73 Y f. 156).

Tercero: Abierta la causa á prueba y agregada la partida de



,< ;;1'::;:

. DE .rUSTICIA DE LA NACIO};, 451

defunción del niño exhumado por el comisario (f. 23), se produjo
la testimonial de J. Mujica, N. Bonorino, N. Rey y 1i'. Ruiz Díaz so-
bre la' costumbre en las ])lujeres ele la clasé 'obrera y .Vba6a"
de entregar sus hijos para que se los crien y eduqueu, intervenido
las, autoridades en~aso de abandono de criaturas (f. 142 á 144). Por
'último se e\'acuó un peritaje determinado que el procesado Juan Ro- '
dríguez da Silva por sus condiciones morales,' intelectuales y físicas
pudo ejercer presión sobre el ánimo de .lá procesada María, quien
por su debilidad moral y física y estado rudimentario de sus facul-
tades intelectuales no podía de,jar de ser subyugada por el primero;
pero que por el ~arácter azás temeroso nunca pudo delin.quir (f. 147).

Cuarto: }<~n10 que concierne á Luis Cha\'iel, la ca11.':;aha. jurado
('on motivo de haberse sobreseído definitivamente por su falleci-
miento (f. 135 y 136 vuelta).

y coniderando:

Primero: Que consta la existencia del delito por la confesión
de los procesados, declaraciones ~e los testigos Alberto lVlárquez Ra.-
tier, Joaquín Manuel Arauja y Luis Chaviel,' informe médico legal
de f. 17 Y partjda de defunción de f. 23 Y demás diligencias de pre-
yención.

Segun~o : Que el proc:sado Juan Rodríguez ~la Silva ~e en-
cuentra confeso' de haber eJecutado uno de los crlluelles mas ho-
r,endc's, que es el de haber muerto por esfiJ'Ía por sofocaóón á
uno de sus hijos,. lanzándolo desde el ¡:;enomaterno al sepulcro, 10
que constituye el delito previsto y castigado e~ el arto 17, cap .. 1,
inciso 2.° de la ley 4189. El móvil que dice lo induda á sacrificar sus
\'íctimas, pues seg(~n la confesión de los procesados han sido cuatro
"'iJar temor á la crítica de la gente y parientes''" en vez 'de aténuar su
responsabÍlidad criminal, demuestra ser un asesino de cora.zón de-
pravado para ,quien no surgen sino sentimientos de repugnancia y
c~nc1enacióll. .

Tercei.o: Que la procesada María Domínguez, en su descargo
mailifiesta que ignoraba el destino dado por su concubina á los hijos,
que hacía desaparecer á medida que nacían, y. que no daba cuenta de
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ello por temor á da. Silva.; en esto se basa la defensa para alegar su
inocencia. Pero apTeciando los hechos probados en aut?s según las
reglas de la. sana crítica, se llega al conocimiento de la evidente res-. .
ponsabilidad criminal de la procesada l\Iaría,tal como es la, de su
concubino, porque además de ser inversosímil la preteudida ig11O-
rancia del sacrificio de sus hjjos por 'la repetición de los casos, 10

confirma da Silva al, declarar "que era sabedora de todo, pues si
bien no veía cuando les daba muerte, le preguntaba en seguida y él
le contaba lo que hacía" ,circunstancia sufiente para considerarla
en la condiciól) de esas "mujeres desnaturalizadas que desoyendo la
voz de la lnun.31üdad y ahogando el instinto vivo y poderoso que el
creador ha impreso en el corazón de todas las madres, meditan á
sangTe fría y lleva'n ti cabo resueltamente el asesi;]ato de sus pro-
J!ios hijos". (Escriche. Diccionario de Jurisprudencia). Ha habido
en la procesada María una participación moral directa en el crimen,
que según el código penal es igual á la cooperación material (ar-

tículo ~l). Por otra parte, los malos l!ábitos de madre indolente que
puedan caracterizar á la procesada - la debilidad moral y estado ru-
dimentario de sus' facultades inteieétuales - muy común en las mu-
jeres de campo á no .dudarlo, no son antecedentes de tal magnitud
para comprenderlos en las causas eximentes ele pena que' establece
el arto 81, inc. 1.°, sino en las circunstancias atenuantes del art. Fi3,'
inc. J.° Pretender que ocultaba el asesinato de sus i]ijos ele temor á
su concubina, tampoco es una escusa racional y juríd~ca como se
establece en el inc. 5,° del arto FiJ, porque la fuerza moral en este
caso era muy pasiva y no la que exige la ley "no basta cualquier
31l1enaZa, sino que es necesario que vayan acompañadas de un peligro
de mnerte actual é inevitable. Estas expresiones no SOl] Jll¿lS que la
confinnación de la.' antigua reg'la vani veno1'is e:¡;e~¡,satanon est, me-
tum antem non vani hominis, sed qui merjto et in hominen eonsla,n-
tissimin eadet" (Aguine. Código Penal, pág, nI).

Cuarto. Que con arreglo ti los artículos 59 y 83, inc. Fi elel códi-
go penal, la pena que debe aplicarse al procesado da, Silva, es la de
,presidio por tiempo indeterminado, y á la procesada ..María, peniten-
ciaria.
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Por estos fundamentos de acuerdo con lo pedido por el age.nte "-
fiscal .~/el defensor de f. 78, definitivamente ,;uzgando, fallo: Con-
denando á Juan Rodríguez da Sih'a, á sufrir la pena de presidio por
tiempo indeterminado agravada con reclusión solitaria de :veinte
días en los aniversarios 'del crimen, y á María Domínguez á la pena
de penitenciaria por tiempo indeterminado, interdicción civil y de-
más accesorios legales, daños, perjuicios y costas procesales; estas
condenas se cumplirán en los establecimientos que des!gnase el poder
ejecutivo.

Si no se interpusiese apela.ción, elévase en consulta á la excelen-
tisima cámara federal de apelaciones del Paraná.-J O1'g~ E. Tello ..

Ante mí, Justo Viíias U1'quiza.'

SENTENCIA DE LA CÁMARA FEDeRAL

'Páraná, Diciembre 31 de :908.

Vistos considerando: Que el nacimiento con \7ida, de la última
de las criaturas de Juan Rodrígue¡¡; y María DomÍnguez, sus padres,
lo mismo que la nm.erte de ella, son hechos comprobados por lo que
f.ll con,Junto resulta de la 'denuncia .de f. 3, confesiones prestadas por'
aquellos procesados (f. 13, 28 Y 38 vnelta, f. 17 y.29 vuelta), decla-
racionés (f. 6 vuelta), 32, 9 Y 30 vuelta), actas .de inspección (f. 5,
45 vuelta á 50), informe médico de f. 1, certificado de adopción de
f. 23, y' demás actuaciones. Disipan toda duda, si cabe, sobre la muer-
te violenta de la cr!atura, el informe citado del facultativo con las
conclusiones á que arriba, consultando al. efecto los conocimientos
que suministra de la medicina legal, muy en especial los que en con-
trario alega la defensa, en lo que hace al peso, niedida y demás datos
relativos al cadáver de la criatura. V. Matta, tratado de nledicina y
cirugía legal, tomo 2.°, pág. 924 Y SIguientes. Tardiel1 sobre infan-
ticidio, con sus referencias sobre el particular.

Que no hay motivos en autos para dudar de la veracidad de las
confesiones de dichos procesados sobi'e las muertes dadas á sus otros
trEis hijos, y antes bien, ellas son 'verosíllliles tanto por el descubri-
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miento de los restos de éstos, como por las confesiones de ellos)' lo;:
anteceilentes expuestos en el considerando anterior, no habiendo en
. cuanto á ello nada que lo contradiga ó desvirtúe.

Que 'el nacimiento de la otra criatura sin vida, confesado también
por Jos reos, puede no haber sido el resultado del ~bortivo que dicen
se empleó y que se ig110rasi era. tal ó no, debiendo estarse en la duda
á lo más favorable.

Que hallándose Juan Rodríguez convicto y confeso de ser el
autor de la muerte de sus hijos, la pena que le corresponde es la de
presidio por veinticinco años, por ser ésta, la inmediata inferior {¡ ]30

de muerte en Jos delitos contra la vida de los hijos, pena esta última
ina.plicable en el" subjudice, por el motivo que consigna el a q~lO.

(Art: 17, inc. 1.0 de la ley 4189).,
Que lo que confiesa María Domínguez, sin existir prueba en

contra, es que después de dar sus hijos á luz, Rodríguez Jos haeÍ'a
desaparecer sin atreverse á denunciar estos hechos á la autoridad
por el temor que el l11~moRodríguez le inspiraba. Esto no obstante,
los hechos tuvieron lugar en el aislamiento del campo donde' !lllo!"
vivían solos, de tiempo en tiempo, durante el transcurso de seis años,
apro~imadamente, lejos del' concurso necesario é, inmediato de ter-
ceras personas, que requerían las criaturas recién nacidas para que

. pudiel'~n vivir, no habiéndose mencionado tal con~urso óinterven-
cion, no menos tratado de comprobar, y así por todo esto como por la
índole inalévola que á su concubino atribuye,' 110podía ella dudar,
racionalmente, de q~e era. la muerte de seguro, el fin que éste les, da-
ba, como también este mismo' se lo decía, según su propia declara-
ción.

Que la. participación le la procesada Domíngllez, es la de coau-
tora d'el art. 21 inc. 2.0.del código penal, y dada la pena de 'presiili()
del ,autor principál, lo que ella merece es la de penitenci;n'ia (art. 62
de dicho código).

Que en atención á. que el temor á Rodríguez, manifestado iJlI!'

Mar~a Domínguez, es sin duda fundado por lo que tamhiéú declaran
al l:espectosu padre y el curandero Luis Cháviel, milita en' favor de
'ella la ajelJuant;e de los incisos primeros de los artíct~los 81 'y 8.3 del
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código citado, como obra en su contra lo dispuesto en el arto 85 y
siguicntes.

Por estos fundamentos y sus, concordantes, haciendo uso en el
caso del prüdente arbitrio que ia ley penal autoriza en su arto 53, se
reforma la sentencia apelada de f. 163, imponiélldo,se á Juan Rodrí-
guez y á :M:arí,aDomínguez, veinticinco años de presidio y quince
años de penitenicaría recpectivament,e, con sus accesorios. legales y

,eostos procesales parla muerte dada á sus hijos. Hágase saber "j" de-
vuélvase.

José Marcó.

Calderón.

Vera.

DICTAMEN DEL SR. PROCURADOR GENERAL

Fo?t:una,to
B. FlO?'l3S

Buenos Aires, Julio 7 de 1909.

Suprema Corte:

El tecurso interpuesto es procedente á mérito d elo que dispone,
'eJart. 3.° inc. 5.° de la ley 4055.

Resulta del proceso incoado contra Juan Rodríguez da. Silva y
María, Domíng'uez, debidamente probados los delitos que se les im-
puta, y la. culpabilidad de al11b03proceoados emerje de las confesio-
nes' hechas ailte el .Juezque inil'uyó el sumario.

En el dictamen del mini<;terio fiscal, producido en segunda ins-
tan,cia, se' ha. examinado detenidamente las circunstancias especia-
les de esta. causa por lo que no repetiré ese estudio, limitándome á
nmroducir las conclusiones, de dicho funcionario.

]~Íl cuanto á la calificación de los delitos y las penas impuestos, '
cl fallo recurrido ha .aplicado justamente el arto lí inc. l.0 de la. ley
ae i'efoi'mas al código pellal, y si "bien considero, por lo que' respecto
á nH'ría Don1Ínguez, que ha debido imponérseie veinticinco años de
penitenciaria (art. 62 del código Venal), - no' habi~hdo recurrido
el ministerio fiscal de la sentencia de .la cámara, - eIJa. ne puede,
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ser modificada en sentido desfavorable á la procesada, conforme [¡ la
,jurisprudencia de V. E. (art. 693 del código d~ procedimientos en lo
criminal. Fallos,. tomo 63, pág. 45 Y 55; tomo 69, pág. 145; tomo 73,
pág. 316). .

Por ello, solicito la confirmación de la sentencia apelada, de
f. 19:'5.

Luis B. Molina.

FAl_LO DE LA CORTE SUPREMA

~uenos Aires, Agosto 7 de 1909.

Considerando:

1.° Que según lo establece 'In sentencia de f. 195, las constan-
cias de autos comprueb!lll los hechos criminales que han motivado la
formación del proceso y la responsabilidad penal de Juan Rodrí-
guez y de M'aría Domínguez.

2.° Qne la circunstancia de haberse hallado restos de los ni-
ños muertos en los sitios que el procesado R,odríguez indicó :í los
agentes de la autoridad diciendo que era' allí donde los había' ente-
rrado, demuestra la verdad de su confesión.

3.° Que si bien María Domínguez puede sostener que ignoraba
que Rodríguez pretendiera dar muerte á su primer hi,jo, cuando des-
pués de nacido lo sacó fuera del rf.ncho, no es admisible que cónti-
nuara en la niisma ignorancia d.espués del nacimiento de los otros
niños.

4.° Que la responsabilidad de la procesada resulta de su misma
actitud, pues no se. opuso en ninguna forma á la separación de sus
hi,jos, cuando Rodríguez los llevaba fuera del rancho, ni siquiera
pronunciando l)or ello, alguna palabra de protesta Ó de reproclie.. .' .

5.° Que si Rodríguez inspiraba temor á María, ella ha podido'
sustraerse á su _acción trasladándose á otro punto para .~;alvar á al-
guno de. sus 1,li,joscomo pudo liacerlo en su último alumbramiento,
1Jues entonces. no habitaba en un désierto, sino que se hallaba cerca
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de oi')'as personas, según resulta de la declaración de Albedo 1\1:ár-
quez Ratier, que dice que era vecino snyo (f: 3).

G.O Que de la: conducta observaba por', l\iar.í:'l '])olll'ínguez seo

\

deduce, ló¡ócamente, que ella no sólo ten.ía conocimiento de lo. que
Rodríguez hacía con :~US Jiijos, sino que prestaba su conséntimiento, '
no oponiéndose en forma alguna á que les diera 'muerte; lo que en el
caso importa la cooperación, prevista eo, el art, 21 inc"..2 de~ código.
penal.

í." Qúe la pena impuesta á Juan Ro~rígi.lez y María DomÍn-
guez, eesla que cOl:responde con aTr~glo á l~ 'dispuesto :en el inc. 1.0

...•del cap. 1,°, al't~ 1í, de la ley número 41S9, habiéndose tenido pre-
sente 1)01' la cámal'a de apelaciones 'la circunstancia ate1111~nteque
fija el inciso S, arto S3, del código pe;lal respecto de R,odríg-ue~y las
que á su juicio obran en favor de Mal'Ía DomÍnguez. .

Por estos Íllndamentos y. de conformidad con lo pedido por' el
señol' procurado,r general se confirma, con cost~s, la s~ntencia ape-
lada corriente á fojas 195; notifÍquese con el original y devuélva'se,

A. BERMEJO.-OCTAVIO aUNGE.

-NICANOR G. DEL SOLAR.-

M. P. DARACT.-C. ,MOYANO

GACITÚA.

, ,
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nombres de jas partes en las causas contenidas en el yolúmen eXI

A
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Alvarado, don Tomás R.amón (sus herederos)~ en autos con
,don Roque T. Alvarado, sobre' formación de título de pro-
'piedad; sobre procedencia de recurso para ante la Corte Su-
prema . " 139

Ameghino, don Nicolás, contra la provincia de Buenos Aires,
sobre interdicto de recobrar la posesión 50

B
Baggott. de Fit.zgerald, doña Ana, sobre nulidad de test.ament.o

y ,pet.ición de berencia. Recurso de hecho , 100

Basavilbaso, don Juan José (sus herederos),' contra la provin-
cia. de Buenos Aires, por indemnización de la escribanía de
gobierno; sobre regulación de honorarios de un árbitro , 315

Beherensen, clon :K y' otro, contra don K Tabanera (hijo).
Cont.ienda de. cOD;lpetencia284
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Beretervide y Compañía, en autos contra F. Bonet' y Compa-
ñía, sobre cobro' de pesos. Recurso de hecho . 175

Bosch, don Juan, contra la provinc~a de Buenos Aires; sobre
interdicto de retener . 425

Brusco, Héctor, criminal, contra; por falsificación de moneda. 420

Bustinza, don Tomás A., contra el gobierno nacional, por, co-
bro de pesos 320

e
Camdessanché, don José, en autos con la administración de
alcoholes. R.ecill"Sode hecho . 27

Campo del, don Leopoldo, en autos cO,ndon Guillermo Arning
(hijo), sobre nulidad de enajenacióiJ. de tierras. R.ecurso de
hecho 60

CHnepa, don Gregorio, en autos con don Domingo Barbé, sobre
competencia. RecUl"Sode hecho . 84

Carricondo, don Santiago (su sncesión), en los autos segJlidos
por el fisco contra Manuel GarcÍa Fernández, por defrau-
da,ción á la. renta de Aduana, R.ecurso de hecho . 293'

Cerfoglio, J'osé, criminal, contra; por infracción á la. ley de
servicio militar, número 4707; sobre procedencia del recurso
e-.,..üraordinario . 288

Cobo, clon Héctor, contra, la provincia de Buenos Aires, so-
bre a.pertura de un camino . , 102

, Compafiía General de Ferrocarriles de la Provincia de Buenos
Ail:es, en autos con don Daniel Infante, por expropiación;
sobre exoneración del uso ~el papel sellado . 4.3

Cueva, don Cayetano, contra el 'gobierno nacional, sobre 1Il-

demnización de daños y perjuicios . 3:1:]
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Damiano, Vito, ó Rocco Marello, su extradición solicitada por
/

'las autoridades de los Estados Unidos de Norte América. 3:"1

Defilippi, don Luis, contra la. provincia de Buenos Aires, por
cobro de pesos y daños y perjuicios . 375

Delfino de Suárez, doña Ernestina, contra. la. provincia de
Buenos Aires, sobre escrituración . 88

Díaz, l\1arcelino, criminal, contra; por homicidio doble 297
Douglas, don Guillermo, su sucesión. Contienda de compe-
~~ W

E

El gobernador de la provi~lcia de San Juan, en queja codea
el juez de sección de la. mi~ma . 43f,

El juez federal de San Juan, solicitando de la corte suprell\i'.
las medidas necesarias para que se preste el' apoyo' de las
fuerzas l1acionales á objeto de hacer cumplir resolur-io11.e;;
dictadas en el juicio seguido contra el director de rentas
de la 'provincia, por infracción á la ley de eleccionlls na-
cionales . 44:)

Empresa Muelles y depósitos de COl1lás,Sociedad Puerto del
Rosario, sobre expropiación. 1:17I ..F

}<'errocarril Central Argentino, con don Pedro Saroli (sus he-
rederJs); sobre récusación en recurso ext.raordinario'.. 271

]'~lTOC~Til Central Argent.ino, contra el gobiemo nacional,
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Pá¡¡ina

por indimmlzaci6n de daños y l-,erjnicios; sobre perención
de' instancia 387

Fel:rocarril Central Argentino" contra el gobierno nacional,
por indemnización de daños y perjuicios . 390

}~errocarril de Buenos Aires y Puerto de la Ensenada, contra
el gobierno na-ei?nal, por indemi¡{zación de daños y per-
juicios .

Fihul, Francisco, criminal, contra; por homicidio

G

339
433

García., don Luis, en autos con don Germán Feinsilberto, so-
bre desalojo. Recurso de hecho . 164

Garzón, don Antonio, contra la provincia de Santiago del 'Es-
tero, por i'eintegración de tierras ó cobro de su valor, é m-o
deJllnizaciónde daños y perjuicios . 65

Gatica, don Raimundo, con don Ambrosio Vidéla. y otro, por
reivindicación. Contienda de competencia . 147

Giacinto, José, criminal, contra; por homicidio 113.

Gobierno nacional y sociedad Puerto del Rosario, contra, la
provincia de 'Santa Fe (antes contra el ferrocarril Central
Argentino), sobre expropiación. 179

Gobierno nacional, con don Tomás A. Bustinza, por cobro de
pesos 320

Gobierno iiaciona!, con don Cayetano Cueva, sobre indemni-
zaCión de daños y perjuicios. 333

Gobierno naéional, con e! Ferrocarril de Buenos Aires y Puer-
to de la Ensenada, por indemnización de daños y perj nicios. 339

r;obierno nacional, con el l!"eITocani! Centra! Argentino. por
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illdemniz~\Ció11de dañqs y perjuicios; sobre perención de.
instancia. '. 387

Gobierno nacional, con el l"errocarril Central Argentino, por
indemnización de daños y perjuicios . 3!JO

Godoy, don Luciano Ricardo, contra la pro"inc~a de Santa
Fe, por de,wlución de tierras é indemnización. Incidente so-
bre defecto legal' de la. demanda. , :373,

G\lerci, don Luis, en autas con' don .José S. DomÍng'uez, sobre
escritl.!ración. Recurso de hecho. '24

Guerrero, don Agustín, en autos con. don Constantino Lava~
llej¡l, sobre I)ombramiento de tutor á una menor 121

Incidencia entre el jUl?zfederal del Rosario y el de igual clase
de la capital, sobre citación de' un testigo para. el diligencia-
miento .de un exhOlt,o.' 17

L

LavaUeja, don Constantino, en autos con' don Agustín Gue-
rrero, sobre nomllrami'ento dé tutor tI una menor 121

M
:Machado y Han,: en autos con don F~lix I~ajouane, sopre cobro
de pesos. Recurso' 'de hecho . 57

Mi~aca, don Franci~co, con la pi'ovincia de Buenós Aires, por
reivindicación' . 79

Miño, Serapio, criminal, contra; por homicidio 263
Municipa~idad de la Capital, en autos con el Bailco Hipote-
'cario Nacional, por devolucióll de düi.ero. Recurso de hecbo. 384
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:Municipalidad de La Plata" contra don Angel R. Perl'a.ndo,
por col)l"(Yde pesos; sobre procedencia del recurso extraor-

dinario . 274
]vh;ñiz, Pedro, criminal, contra;' por defraJldación á la renta

de Aduan.a. Reeurso de hecho 32

, .P

(sus herederos), p~r indemnización de la escribanía de go-

bierno ;' sóbre regulación de honorarios de un árbitro. 315

Suárez, sobre escrituración . 88
Provincia de Buenos Aires con don Héctor Cobo, sobre aper-

tura de un camino 102
-Pertiel'ra, don Lucia~o, en autos sobre convocatoria de acree-

dores. Recurso de hecho 5
Provincia de Buenos Aires, con don Nicolás Ameghino, sobre

interdicto de recobrar la. posesión 50
Pro,;incia de Buenos Aires cóntra don :Francisco Miñaca:,' por

reivindica.ción . 79
Provincia de Buenos Aires. con doña Ji:rnestina Delfino de

. Provincia de Buenos Aires con don Luis Defilippi, por cobro

de pesos y daños y perjuiciós . 375
Provincia de Buenos' Aires con. don Juan Bosch, sobre inter-

dicto de retener . 42:5
Provincia de Santa Fé con don Gustavo v¡r elchli, sobre reivin-

dicación . "
P.,rovincia de Santa ]<-'é(31;tes 'Ferrocarril Ceutral Argentino),
con el Gobierno Nacional y. sociedad Puerto del Rosario,

s .

sobre expropiacipn. 179
Provineia de Buenos Aires con don .Juan J osé Ba~avilbas!>
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Provincia de Santa Fé con don Luciano Ricardo Godo:ú ..por
devolnción de tiel'rns ~ indemnización. Incidente sobre de-
fect.o legal de la demanda . 373

Provincia de Sant.iago del ]!:stel'o con don Antonio Garzón, por
reintegración de tierras ó cobro de sn valor é indemnización
de daños y perjllicios55

R
Rod;'íguez de Silva, Juan y María ])omínguez, <;rimin.al, con-
tra; por infanticidio. 447

s
Sarracan, don \7ictorio, contra, don .l\1ariáno de Vedia, por
cobro de pesos, Recurso de hecho 429

Sasso, don Pedro, su sucesión, Contienda de competencia. .167

Segura Ei"lnchez,Joaquín, su extradición solicitada por la., au-
toridades del reino de España . 311

:3ocieda5lPuerto de-l H,osario contra la emIH'esa.muelles y de-
pósitos de Comas, sobre expropiación 197

Sociedad Sericícola. Argentina. contra. don l~iliberto OJiveira
César, por cobro de pesos. Recnrso de hecho . 318

T
'J.'abaner:], don K (hijo), contra don K Beherensen y otro.
Contienda de competencia 284

u
Ulloa, don Benito, contra Bossio y Camuirano, por daiíos y
perj uicios, sobre perención de inst:meia. Recurso de hecho. :).~
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Urdániz, don Luis, en autos con don Luis Arata, por cobro
ejecutivo de pesos. Recurso de hecho . 31

v.
Videla, don Ambrosio, y otro, contra don Raimundo Gatica,

• I

por reivindicación. Contienda de competencia. 147

Villani, Luis, criminal, contra., por lesiones. Contienda de

competencia
Villarino, Nicanor, criminal, contra; por homicidio

w

.156
278

V'lelchli, don Gustav!), contra la provincia ele Santa Fé, sobre
reivindicación . 8

i



Indic8 alfab.ético
de las materias contenidas en el volumen eXI

A

Apelable.-Los considerandos de una sentencia no son apelables, da-
do que siendo la parte dispositiva de ésta lo que qonstituye
el fallo, aquéllos no pueden causar agravio. Pág'. 339.

.Apelación pum an/.e In Corte SU]J?'ema.-Es improcedente él recurso
deducido de hecho ante la corte suprema contra una, sentencia
fundada en los principios de derecho común que rigen la
prescripción, en un asunto contra el fisco nacional, sobre.
cobro de una multa,' cu,ando el valor cuestionado sólo aicanza
á dos mil cuatrocieutos treinta pe..<;osmoneda nacional. Pág. 27.

Apelación para ante la .Corte Suprema.-Es improcedente el recurso
interpuesto para ante. la Corte Suprema, fWldado en el ax-
tículo 3.0 de la ley 927,y 54 de la ley 50, contra. una resolu-
ción de los tribunales locales de la capital no haciendo lugar
al pedido de que se declaren competentes y den por trabada
contienda de competencia con tribunales, también locales, de
otra provincia. Pág. 139.



.'

'.

FALLOS !lE LA CORTE Sl;I'IlE)'{A

A l'e7rtfÍ6n para al1le 7a CarIe 8uprema.-F.., improeef!enfe el recurso

interpllesto con ~ITeglo al inciso 5.0 artículo 3.0 de la ley mí-

mero 40.55, si no excede de fliez años la pena impuesta en la

sentencia apelada. PlÍg. 387..

A re7ación para ante la Corte Surrema.-F.s improceilente el reClll'Sl)

interptiesto con arreglo al inciso '5.0 artículo 3.0' ile la ley mí-

mero 4055, si no excede oe diez años la pena impuesta en la

sel~tencia apelada. PlÍg. 420.,

e
Competencia.- V éa!3e f'.Jurisdicción".

Contienda ele compet;enciá.-No caben contiendas de competencia tra-

tándose de juicios te11l1Ínados por sente¡icia pasada en auto-

ridad de cosa juzgada. Pág. 147.

COl.te Suprema.-No corresponde ií.la Corte Suprema resolver una

incidencia suscitada entre un juez federal de la capit¡¡1 y otro,

de la misma jurisdicci.ón, del. R{)sario, con motivo de la cita-

ción de un testigo para el diligenciamiento de un exhorto.

Pági.na 17.

CMte Suprerna.-Ño entra en las facultades de la, Code Suprema la

de hacer cumplir las resolucio~es. que dicteJi los jueces fede-

rales en las causas sometidas á la jurisdicción de éstos.

Pág. 445.

Cu.estiones de competencia.-El litigante que hubiere optado por uno

de los medios legales para' promovercuestioues de competen-

cia, esto es, la declinatoria ó la inhibitoria, no puede abando,-

D?J' el uno y recurrir al otro,' ni emple31: ambos sucesivamente,

debiendo pasarse por el resultado de aquel á que se haya dado

preferencia. Pág. 167.
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Dmios y perju-icios.-En la explotación de sus vías férreas, la nación

reviste el carácter de empresa, y como tal, de persona ju;ídi- .

ca; por lo que es responsable de los daños y. perjuicios causa-

dos por culpa ó negligencia de sus empleados (artículos 1, 3, 5,

6~, 83 Y 91 de la ley número 2873 y artículos 1109 y 1113 del

Código Civil). Pág. 333.

1Jaiios y pe1"juicios.-Limitada la acclOn en lo principal al cobro de
sumas de' dinero por obras hechas en virtud de un contrato,

sin que se hay.a pedido á la vez la reso]¡,ción de tal conttato, de-

de en tenderse regido el caso, en cuan 1.0 á los efectos de su mora,

por el artículo 622 del Código Civil, y en tales condiciones no

mediando acto ilícito ó delito del derecho civil, sólo procede

á título de daños y perjuicios el pago de intereses y no los

perjuicios emergentes de rescisión ó suspensión de otros con-

tratos, disminución de crédito en los bancos, ventas, hipote-

cas y elación de bienes en pago, de Ciue se hace mérito por el

act.or. Pág. 375.
1Jaiíos y 1Je7-juicios.-El derecho de la empresa del ferrocarril del

Norte (hoy Central Argentino) al mant.enimient.o de la vía

entre las estacione.<; Central y Retiro, emana ele Ulla concesión

perpetua. Yo ÚO de una gTaciable y preca.ria, y. mientras esa

em presa no haya renunciado ese derecho ó lo ha.ya novado,

lo que no se presume .• debe juzgarse que lo ha conservado. El

gobierno nacional) como sucesor del de la provincia. de Buenos

Aires en los derechos y obligaciones que le imponía el con-

trato celebrado con la. "Compañía. del ferrocarril Buenos Aires

y San Fernando, limitada", transferido después á la. "Com-

pañía elel ferrocarril del Norte de Buenos Aires" hoy Central

Argentino), es }:esponsable de los daños y perjuicios que pu-

diera haber ocasionado el levantamiento ele los rieles entre las
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estaciones Central y la del Retiro. La determinación de tales
daños y perjuicios, en cuanto á su existencia y monto, debe
ser resuelta en el juicio correspondiente. Pág. 390,

])omicilio.- Véase "Jurisdicción" .

. lJomicilio.-Véase "Jurisdicción federal".

E
Excepción de defecto legal en la. demanda,.~No es defecto legal en el

modo de proponer la demanda, la falta de presentaeión de
documentos ni la de la cita de disposiciolH'slegales, si el dere- .
cho del actor resulta implícito de la simple exposición de los
hechos. Pág. 373.

Extradición. - Cuando lUla.solicitud de extradición está regida por
un tratado, carece ,de aplicación la. condició~ prevista en el
artículo 667 del código de Procedimientos en lo crimina!.
Pág. 35.

ExtrarUci6n. - De conformidad á lo dispuesto 'eJI el artículo 2.0 m-
cisos 2.0 y 12 del tratado de extradición celebrado con el
reino de Espaiia, procede la de un reo de los delitos de homi-
cidioy lesiones, solicitada por las autoridades de dicho país.
Pág. 311.

F
Falta de personer'ía.-Es extemporánea la excepción de falta de per-

sonería. hecha en el escrito de alegato y 110 como excepción.
dilatoria ó al contestar la demanda. Pág. 179.

FerToearril Central Ar'gentino.-En ningllna de las leyes relativas al
ferrocarril del Nort.e (hoy. Central Argentino), ni en los con-
tratos celebrados entre esta empresa y el gobierno, se expresa



,--=.

DE JUSTICIA DE lA N1.ClO); 471

que dicho ferrocarril tuviera la propiedad, en el sentido en ql~e

la considera el Código Civil, del terreno ocupado por las vías

entre..ja antigua estación Central y Retiro. Pág. 390.

Ferrocarriles.- Vfase "Papel gellado".

G

Gestionlls aáminist,'ativa,s. - Véase "Prórroga de jurisdicción".

H

Habilitación de ptle'rtos.-La facultad de habilitar puertos sólo im-

porta el permiso de cargar y descargar mercaderías, embarcar

y desembarcar pasajeros. Pág. 179.

llo7llicidio.--,-,Es jnsta la sentencia que condena á la pena de quince

años de presidio y accesorio" legale.s al autor de un homicidio

perpetrado con la circunstancia atenuante de no haber 'tenido

la. intención de causal' todo el mal producido. Pá'g. 113.

1{o7llicidio.-]!:,s justa la sentencia que condena á quince años de pr6- •

'sidio y accesorios legales al autor de un homicidio, habiendo

mediado en el er.,'o la circnnstancia atenuante de la beodez.

Página 2fi3.

Homicidio.-Es justa la sentencia que condena á la pena de doce a~os

de presidio y accesorios legales, al autor de un homicidio sim-

ple ocnrrido á raíz de un cambio de palabras entre victimario

y la. víctima, y hallándose el reo en estado de embriaguez.

Página 278,

llomicidio.-Es justa. la sentencia que condena. á la pena de doce

años de presidio y accesorios legales al autor del delito de ho-

micidio simple, perpetrado con la circunstancia atenuante de

embriaguez parcial. Pág. 4:33.



472 FAJ,J-QS DE I,..••OORTE SUI'HEMA

H0111íéid?o;'doble,-Es j~ta la sentencia que condena á la pena d~
ve)J'iticincoaños de presidio y. accesorios legales,' al autor de
un doble homicidio perpetrado con las circlmsta.ncias agravan-
tes previstas en los incisos 3.• , 13 Y 20 del' artículo 84 del 'CÓ-
digo Penal. PlÍg. 297.

1
Inconstitucionaliclad del procedtimiento ejecutiVO.-El artículo 505' del

Código de Procedimientos de la capital, que reglamenta la tra-
mitación de los juicios ejecutivos, por su natumleza sumarios,
no es contrario al artículo 18 de la constitución nacional.
Página 31.

InfantiC'idio.-Es justa la sentencia que condena á veinticinco años
de presidio y .quince de penitenciaría, respectivamente, al pa-
dte )' á la.madre convictos y confesos del delito de infanticidio,
con las circunstancias agra.yantes de reiteración y atenuaÍ1tes
ele los incisos primeros de los artículos 81 y 83 del código
penal, respecto de la madre y la de haber durado la causa
más ele dos años (art. 83, iuc. 8.0). Pág'ina 447.

Intenlicto de recobrar la posesi6n,-Es improcedente el interdicto de
recobrar la posesión, fundándose en que la provincia deman~
dada intim6 al actor, por intermedio de la policía, el desalojo
de una fracción de terreno que posee, si el mismo demandante
reconoce que desde el día de tal intimación no ha, sido moles-
tado con actos que le impidan disponer de la fracción de tie-
rra de que se dice despojado. Pág. 50.

J
Jurisdl:cci6n.-La declaración de un domicilio, hecha por el causante

de una sucesión al otorgar un poder, y corroborada por testi-
monios que prueban la residenóa de aquél, p6r. razones de
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salud, en el lugar declarado, no es óbice paraadJJ]itir la sub-

• sistencia del anterior domicilio del causante, si é."te no ex-

presó la yolunt.ad de cambia.r!o y en él iJeJ;mauece su familia

y continúan' radicados sus int.eréses. Pág: 9i.
JU1'isdicción.-J',a justicia federal es incompetente para' conocer de

una demanda deducida por .una proyincia para que' se .deje

sin efecto la orden de apertura (le un camino. Pág. 102 ..

JU.1'isdicción.-Cor.responde á la justicia feder~l el conocimiento de

un~ causa criminal.por llluej1:e. ocasionada á causa de una

infracción á la ley nacional número 287-3, Pág. 156.

JU.1'iscPicción.-Corresponde á la 'cámara federa.! de apela.ción de la

capital elconociiJüento de uIJa contiendá. de compet.encia ent.te

el juez federal de la sección de Mendoza yel de igual clase del

Rosario de Santa }<'é.Pág. 2,84.

'!ul'isdicción.-No corresponde á la justicia nacional el conocimiento

de un juicio, .si de autos resulta que ant.e los. tribunales de

provincia se tramita otro juicio ent.re las mismas l)artes, en

el que .se invocan los mismos hechos como 'causa determinant.e

de la demanda Y, se persigue idéutico propósito. Pág. 392.

JU1'isd'icción.-No corresponde á la justicia nacional el conocimjento

de un j llicio, si de autos result:a que ant.e los t¡-ibuuales de
provincia se tramit.a ot.ro juicio eÍ1tre las mismas partes, en

el que se inyocan'los mismos hech~s como causa deterJl)inan(:~

de la demanda y se persigue idéntico propósito; Pág. 425.

Jtm'sc¡'¡cción fedeml.-La constit.ución de domicilio en un cont.rato,

aun. cuando estuviera hecha liara todos los efectos de ést.e, no
import.a relJUl~cia del fuero fedemI. La judsdicción federal

.no puede ser restringida por constituciones. ó leyes provin-

ciales. Pág. 375.

Juiis.dicción O1-iginaria..-Una proyincia al dictar, en uso de faculta-

des propia~ del gohierno, una ley que reconore á .los pobladore'1



474 FALLOS DE LA COR'f,E SUPREMA

-;.. '¥' .•..

de tierras fiscales derecho preferente á comprar las que éstos
ocupan, no procedecoll1o persona jurídica, y las controversias.
á que la interpretación de tal ley pueda dar lugar no corres-
ponde al conocimiento de la Corte Suprema.. Pág. 88.

JurisdicciÓ'lt originaria.-La Corte Suprema carece de jurisdicción
para solucionar conflictos entr: los gobernadores de provincia
y los' jueces federales; súscitados con m~tivo de diligencias
judiciales ordenadas por estos últizilOSpara ser cumplidas por
oficinas locales y que aquéllos resisten por considerar que con
tales diligencias se afecta á la autonomía provincial. Pág. 439.

L

Lotería nacional.-Con arreg'lo á las cláusulas impresas en los bille-
tes de lotería de beneficen@ianacional, que son ley tanto pa.ra
el que los adquiere como para el' gobierno, bajo cuya garantía
son emitidos, el poseedor de un frag1nento de. billete que se
afirma corresponder al número 14.222, que resultó premiado
en la respectiva extracción y que s610contiene las cifras 142,
carece de derecho para exigir el pago del premio. Pág. 320.

M
jiora.-Véase "Daños y perjuicios".

N

Navegación de los ríos.-EI'poder de reglamentar la libre na.veg::ución
puede ejercerse con igual amplitud y eficacia, cualquiera que
sea el propietario de'! lecho de "'¡osríos. El poder de reglar el
comercio con las naciones extranjeras y de' las provincias entre
sí, es concordante con el artículo 1.0, sección 8.", cláusula 3." de
la, constitución de Estados Unidos, bajo el imperio de la .cual
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los tribunales federales han reconocido que los estados de la
Unión tienen el dominio de los ríos que corren por sus ten"ito-
rios ye~l parte de los que le sirven de límites; reconociendo á
la vez; que la nación no debe pagar indemnizaciones por la
tierra bajo el agua, que ocupa para mejorar la navegación y
que no haya sido antes utilizada, en muelles, etc., por conce-
sionarios ó adquirenteS de los estados particulares. Nuestra
constitución naeional reconoce la propiedad provincial sobre
los ríos. El concepto genérico' "río" comprende las playas.
Pág. 179.

p

¡"alJelsellado. - Ni en los térnüuos, ni en los propósitos de la ley nú-
mero 5315 aparece comprendida la exoneración del papel se-
llado para las empresas ferrocarrileras que se presenten en
juicio. Pág. 43.

Perención de instancia.-La perención de la instancia sólo se opera,
en los pleitos que estando en traln"itación se han dejado aba:n-
dona{lospor los intel:esados sin instar su curso; en consecuen-
cia, ella no se produce después que se ha llama,do autos para
~efinitiva, desde ,que las partes no tienen ya llue solicitar
diligencia algun~ por haber qnedado la causa, en estacIo de
sentencia. Pág. 387.

Pr01Jieda.iJ,provincial sobre canales navegables y rí~s.-La propiedad
provincial sobre canales navegables y ríos, explícitamente con-
sig11adaen la constitución, habilita á las provipcias para ejer-
cer sobre las playas de los que atraviesan ó limitan sus re"1)ec-
tivos territorios, todos los derechos comprendidos en el dominio
público, incluso el de trasmitir á particulares, en detel'minac
das condiciones, las cosas que constituyen la esfera propia de
ese dominio, alterando ó modificando su destino. Pág. 179.
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l'1'opiedacl SObl'e los 1"Íos.-El artículo 26 de la constitución nacional,

lIO debe interpretarse en el sentido de que él ati'ibuye {¡ la na-

ción la proj)ieda,d de todos los ríos de la república, ni en el de

que haya en el interior río." de la nación y ríos de las provin-"

cias. Pág'. 179.

P1'óI'roga de jUl'isdicción,-Las" gestiones administrativas no cons-

tituyen pleito civil, ni demanda ante jueces ó tribunales dc

provincia, á los fines ele prol'rog;¡ción de jurisdicción, con

arreglo á los términos del inciso 4." artículo 12 de la ley n6-

mero 48. P:íg. -65.

Presc1"ipción.-EI demandado, puede lUur su propia posesión á la de

sus sucesores ó invocar la de éstos nI efecto de computar el

tiempo há?il para la prescripción. Las g:estiones de mero ca-

rácter administrativo, voluntnriamente, practicndas, no inte-

l;rnmpen la prescripción, con arreglo á lo elispuesto en el

artíeulo 3986' del Código Cid!. Púg. 65.

R

Recu'l"sóifu l'elJosicióll.-Es improcedente la revocatoria' deducida

contra una resolución que deuegó uua recusación sin causa

de mlnistTos de la code, interpuesta J11Íentrns se trfllnitaba uu

recurso de queja por apelación denegada. Pág. 271.

Becu1'so e,r,I1'a01'dinm'io.-Es improcedente el recurso extraordinario

previsto en el artículo 14 de la ley número' 48, en un cm;'"

en que se tTata exclusivamente de la aplicación é interpreta-

ción de Ia. ley de quiebras. Pág. 5.

Recu1'so e:r:tmo1"(linm'io.-:-Es improcedente el recurso extraordinario
previsto en Jos art;í~ulos 14, ley número 48 y 6.0 ley núll1er¡;,

4055, dedueido alegando que en ]a sentencia recurrida, se .han

deseonocido las leyes ele una provincia sob¡'e protocolización

de eserituras extendidas en atTa provincia. Pág. 24.
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Recurso extmo'rdiiwl'io.-La simple aplicación é interpretación de la

ley pro.cesal número. 4550, co.mpiementaria del código. de P'ri\-

cedimiento.s, es' ajena al recurso. extraordinario. prevista en' el

artículo. 1i! de la ley número. 48. Pág. 54.

necu'rso e.xtraordina,l'io.-Pro.cede el recurso. extraordinatio previsto

en el artículo 14 de la ley número. 48 y en el 6.0. de la ley nú-

mero. 405:'), cuando el recurrente ha discutido y alegado. en su'

favor el fuero federal y éste ha sido denegado. Pág. 57.

Recu,rso ext,l.a01.dina.rio....,.-Es improcedente el recurso. extraordinario

previsto. en el artículo. 14 de la ley número 48, deducido contra

una sentencia fundada en disposiciones elel código de co.mer-

óo., si no se 'ha cuestionado durante el juiCIo. la inteligencia d",

cláusulas .de la constitución, de tratados ó de leyes elel con-

greso, aún cuando en la expresión de agravios se hagan refe-

rencias genera.les á la constitución nacional, y se invo.quen, des-

pués .de cancluída el pleito al interponerse el recurso. para. ante

la. carte, artículo.s de la constitución y elécretas del pad.er e.ie-

cutivo nacianal. Pág. 60.

Recurso extraol'dinario.-Es improcedente el recUl~O previsto en el
artículo 14' de la ley número 48 y en el 6.0. de la ley. número. .

405::5,. cuando. es deducido contra una sentencia 'que rechaza

la pro.cedencia del fuera federal invo.cado. por el recurrente,

fundándase en la falta, de prueba de la distinta vecindad ale-

gada, ó sea en 1m punto. de hecho a,jena aJ recurso. eXtraar-

dinaria. Pág. 84.

ReC1H'''o extraorditw.1'io.-Una actuación del pracedimienta, cansen-
tida par la defen.c;a, en un pracesa crimin:i,l, na puede sen'ir

de fundamenta al recurso. extraardinario previ;ta en los a,r-

.tículas 14 de la ley número. 48 y 6.0 de la ley número. 4055.

Pág. 92.

Recurso extraordinario.-La resalución de una carte de justicia c1p
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provincia, declarando bien denegado un recurso de inconsti-
tucionalidad por omisión de parte del recurrente de tequisitos
'exigidos para su admisibilidad por la ley procesal local, no
da lugar al recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. Pá-'
gina 109.

Recurso ext?"l:iordinario,-La pérdida de la patria pote.<;tad,invocada
como fundamento de la competencia de tribunales extranjeros
para. el nombramiento de un tutor, de conformidad á dispo-
siciones ,de un tratado, y desconocida por la sentencia apelada,
es una cuestión de derecho común, y por lo tanto, no da lugar
al recurso extraordinario del artículo 14, ley 48. En el mismo
caso se halla la cuestión relativa á la duraeión del domicilio de
derecho. Pág .. 121.

Recurso extmo9'dinm'io.-La interpretación y. aplicación de las leyes
de procedimientos dictadas para la capital, por el Congreso
en su carácter de legislatnra local, no da lugar al recurso ex-
traordinario previsto en el artículo 14 de la ley número 48.
Pág. 164.

Becu.rso extraordina9'iO.-Es. improcedente el recurso extraordinario
previsto en el artículo 14 ley número 48, si no resulta que
en el pleito, con anterioridad á la sentencia condenatoria
que lo resuelve, se haya cuestionad~ la inconstitucionalidad
de las leyes provinciales, que se invoca, con relaciÓn á las
cláusulas de la constitución nacional que se mencionan al in-
terponer el recurso. Pág. 175.

Recurso- extraordinario.-Es improcedente el recurso extraordinario
previsto en el artículo 14 de la ley número 48, deducido contra
una sentencia que se limita á interpretar y aplica:r <leyespro-
cesales de una provincia y jurisprudencia. local. Pág. 274.

Uecurso exf.raordinario.-Es improcedente el recurso extraordinario
pri'lvisto en el artículo 14 de la ley número 48, deducido contra
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una sentencia que condena á' un procesado por infracción á la
iey de servicio militar número 4707, cuando! en el caso, no se
.lla cuestionado la inteligencia de esa ley nacional, ni aplH-ecp
decisión contraria á derecho alguno que se hubiere fundado en
ella. Pág. 288.

Recu1'so extrao1'dinario.-Procede el recurS9 del artículo 14, de la ley
48, contra la resolución de una cámara federal que declara
bien denegado el recm'So de apelación ~nterpuesto para ante
ella contra una resolución del inferior, que no hizo lugar á la
apelación deducida por el denuilCiallte de una de~raudación á
la renta de aduana, contra un' fallo consentido por el minis-
t~rio público. (El denunciante invocaba la disposición del
:ut.ículo 65 de la ley 3890). Pág. 293,

Recurso extraordina,rio.-No procede el recurso del artículo 14, ley
número 48, contra la seiliencia 'que declara el caso sub júdice,
de la competencia de la justicia federal. La cuestión de si se,
ha justificado ó no la diversa nacionalidad de las partes, qu~
.haría. procedente el fuero federal por razón de la distinta ve-
cindad, es de hecho, y por lo tanto, ajena al recUl'SOextraordi-
nario. Pág. 318.

Recurso extraordina1'io.-Es improcedente el recUl'SOextraordinario
previsto en el artículo 14 de la ley número 48, deducido contra
una sentencia que mantiene la competencia de la justicia fe-
deral en un juicio en que se discute la aplicación ~e leyes lo-
cales dictadas por el Congreso en su carácter de legislatura
local. Pág. 384.

£recurso extraordinario.-Es improced.ente el recurso extraordinario,
previsto en el alt.ículo 14 de la ley número 48, deducido contra
un auto que se limita á interpretar y aplicar el artículo 480 del
código de procedimientos de la capit:al, s,in que se haya deba-
tido en el pleito, ni resuelto en ese auto cuestión alguna rela-
tiva á la constitucionalidad de aquel precepto legal. Pág. 396.
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- Becw'so extmordinario.':-Es impr,ocedente el recurso extraordinario
previsto en el artículo 14 de la ley número 48, deducidó cont1'a
un auto que se limita á interpretar y a,plicar el a,rtículo 480
del Código de procediinientos de la capital, sin que se haya
debatido en el pleit<l, ni resuelto en ese aut!l cuestión alguna
relativa á la éonstitucionalidad. de aquel precepto lega.l. Pá-
gina 430.

Recusacián,-Es improcedente la recusación deducida fuera de la
oportunidad prescripta por los artículos 23 y 44 de la ley nú-
mero 50. Pág. 60.

Recusación.---:-Durante la tramitaeión de un recurso de queja por ape-
lación denegada, es improceclente la recusación sin causa de
ministros de la Corte Suprema. Pág. 271.

hegias de intcl'jJl'etacián.-La doctrina según la cual las trasmisio-
nes Ó renu!lcias de derechos deben interpreta.l.'se restrictiva-
meMe y no extenderse más allá de lo que expresan los tél111Í-
nos de la concesión, tiene por fundamento la consideración de
que, expresando la ley la voluntad del legislador, su letra
debe cumplirse textualmente; ello; cuando esa letra expresa
SI1 voluntad; pero ese mismo principio exige se determine el
espíritu de la ley cuando fuera de su letra, está claTa y evi-
dente la inteneión del legislador, máxime si esa. intención consta
en la exposición de motivos que la fundaron. C<Jncordante con
esta doctrina es la.l'eg'!a. de sana crítica, de desechar toda intel.'- .
pretación que ha de llevar a absurdo, porque la intención del le-
gisJador conforme con su misión .\lOpuede ser otra que la de
dictar disposiciones de acuerdo con la razón, y el bien público,
y atendiendo á los principios de equidad y de justicia, que in-
forman las constituciones del país. Por 'otra parte, debe tra-
tarse de conocer con f.erteza la voluntad en los contratos é in-
terpretar el acto según .sea aquélla, aun cuando su interpre-
tación resultara odiosa ó contraria á los derechos del deudor,

•
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que en otros casos hubieran sido preferidos. Contemplada á
la luz de estos principios, la ley de 9 ~é <Tuniode 185~,á que
se refiere la de 27 de Junio de 1857, citada en la con!lesióndél
Fenocarril á la Ensenada de 25 de Agosto de este mismo año,
debe ser interpretada "enel sentido de que en los propósitos de

, .
nquélla entró el de conceder el uso de las tierras de propiedac1
pública que pudieran existir en el trayecto de la 'línea, sin
establecer para es~ caso, gravamen algl1noá las empresas. (La
referida ley de 9 de Enero de 1854, dice en su parte pertinen-
te, artículo 2.0, inciso 5.0: "Si en las diferent~ est~eiones que
hubiese de esta,blecerseen el curs~ del ferrocarril se encontra-
sen terrenos de propiedad pública, el poder ejecutivo cederá á
la socieda.d"la porción suficiente de ellos para el s~lo fin de
asentar las construcciones necesarias para, los depósitos de
mercaderías transportabl~". 6.0: "Si para la co~trucción del
~~rroe~'Íl fuese n~ce.sarioocupar" ten'enos de particulares, el
gobierno usará del dEn'echode expropiación para o~jetos del
servicio público, siendo á cargo de la sociedad satisfacer las
indemnizaciones correspondientes").

El derecho de la empresa al mantenmiento de la vía
cuyo levantamiento dió origen á este juicio, fué una conce-
sión perpetua "para construir y explotar á perpetuidad una
línea de ferrocarril por locomotoras á vapor", ~ "no una simple
concesión graciable y precaria, y tratándose de actos regidos
por un contrato bilateral entre pa.rtes civiles, el gobierno de la
nación, sucesor del de la provincia d€: Bullnos Aires en los
derechos y obligaciones derivados del convenio celebrado, des-
conoció á éste con el levantamiento de los rieles, y es, por lo
tanto, responsable, como contratante, de los daños y perjui-
cios que pudiera haber ocasionado. Pág. 339.

Regulación de honorarios.-La ~olicitud 4e regulación de honoraJ.'ios
tiene~ en lo substancial, el carácter de una verdadera deman~a,
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por lo que no <¡abel:ironunciamiento de oficio sobre la pro-
eedelicia ó improcedencia de una petición de esa naturaleza,
en lo que se refiere á la obligación en sí misma de abonar
lo que se cobra; y tratándose de los honorarios de unár-
bitro,la anulación del laudo no es óbice legal para su regula-
ción. Pág. 315.

Beivindicación.-Es improcedente la acción reivindicatoria y las con- .
dériaciones accesorias pedidas por frutos é intereses, si no
resulta que el demandado haya estado en posesión de la tierra
reivindicada, en el momento de promoverse el juicio,' ni que
haya dejado de poseerla por dolo ó hecho suyo' para imposibi-
litar la acción. Pág. 8.

,
Reivindicación.-Es improcedente la acción reivindicatoriasl el de-

mandante no ha probado su derecho de propedad aI terreno
j'eclamado, aun en el supuest~ de que el demandado careciera
de todo derecho sobre el mismo. Pág. 79.

Revocato-ria.-Es improcedente el pedido interpuesto para dejar sin
efecto una resolución de la corte, fuera de los ténninos de los
artículos 232 y 241 de la ley número 50. Pág. 60.

Ribemdel mm'.-El poder federal sobre la' ribera del mar debe limi-
tarse á 'l!l'reglamentación del comercio, sin extenderse ~ la pro-
piedad del suelocubiei'to ó bañado por las aguas. No es dable
atribuir á la naci,ón el dominio de la playa ó ribera del no
Paraná en el carácter común con que ella posee otras tierras
dentro del territorio de la república. Las conce~ionesó ventas
hechas por el estado de pequeñas fracciones de tierras en el
lecho de los ríos, para la construooión de muelles ú obras
análogas, ventajosas á la nav,egación y al comercio, no impor-
tan desconocer los derechos de los particulares á usar y gozar
las cosas pertenecientes al dominio público. Pág. 179.

Ribera de los ríos navegables.-El artículo 2639 del Código Civil no
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ha tenido el propósito de establecer á favor de la nación, el
dominio sobre ~a'calle ó camino público inmedia,to á la orilla
de los ríos navegables. AquelJa disposición, qne no menciona
á los pl'opietarios limítrofes con el mar, sólo importá una l"eS-
tricción á. la propiedad de los ribereños, consistente en la pro-
hibición de hacer construcciones en ese espacio, de rep~rar las
antiguas que existan, ó de deteriorar el teneno en manera
alguna; ~in hacerles .~erder su carácter de ribereños, para con-
vertirlos en c?linda.nies con el estado. Pág. 179.

Ríos.-Los ríos á que alude el artículo 107 de la constitución nacional
son los navegables ó no' navegables, y no se limitan á los que
nacen y mueren dentro' del territorio de una provincia. Pá-
gina 179.

T
Tutela.-No es contra.ria á lo dispuesto en los artículos 5, 9, 24 Y 64

del tratado de d~n"echocivil internacional aprobado por la le}:
núme1103192, una .sentencia de los tri.l:-unalesdel país, que des"'
conoce el nombramiento de tutor hecho por las autoridades ju-
diciales de Montevideo y rechaza el pedido fOl'!;nuladopor éste,
de que se declare que el tuto'r nombra,do por los tribunales
del país no puede desempeñar la tutela por existir intereses
contradietorios entre éste y su pupila. Pág. 121.
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